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RESOLUCIONES DEL CONSEJO DE SEGURIDAD 




(30 de julio de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones sobre la cuestión, en particular la reso-
lución 1225 (1999), de 28 de enero de 1999, y la declaración de su Presidente 
de fecha 7 de mayo de 1999 (S/PRST/1999/11), 
Habiendo examinado el informe del Secretario General de fecha 20 de 
julio de 1999 (S/1999/805), 
Tomando nota de la carta de fecha 19 de julio de 1999 dirigida al 
Secretario General por el Presidente de Georgia (S/1999/809, anexo), 
Destacando que, pese a la evolución positiva de algunas cuestiones, re-
sulta inaceptable la falta de progreso en aspectos fundamentales de una solu-
ción general para el conflicto en Abjasia (Georgia), 
Observando con profunda preocupación que persiste la situación de inesta-
bilidad en la zona del conflicto, acogiendo con beneplácito en este contexto las 
importantes aportaciones que la Misión de Observadores de las Naciones 
Unidas en Georgia (UNOMIG) y las Fuerzas Colectivas de Mantenimiento de 
la Paz de la Comunidad de Estados Independientes (fuerza de mantenimiento de 
la paz de la CEI) siguen haciendo a la estabilización de la situación en la zona 
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de conflicto, observando que la cooperación entre la UNOMIG y la fuerza de 
mantenimiento de la paz de la CEI ha sido positiva en todos sus niveles y 
subrayando la importancia de que prosigan y se intensifiquen la cooperación y 
la estrecha coordinación entre ellas en el desempeño de sus respectivos 
mandatos, 
Recordando las conclusiones de la Cumbre de Lisboa de la Organización 
para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE) (S/1997/57, anexo) 
respecto de la situación en Abjasia (Georgia), 
Reafirmando la necesidad de que las partes respeten estrictamente los 
derechos humanos y expresando su apoyo a las gestiones del Secretario 
General para encontrar medios de mejorar la observancia de esos derechos como 
parte integrante de la labor encaminada a lograr una solución política general, 
1. Acoge con beneplácito el informe del Secretario General de 20 de 
julio de 1999; 
2. Exige que las partes en conflicto amplíen e intensifiquen su partici-
pación en el proceso de paz dirigido por las Naciones Unidas, sigan ampliando 
su diálogo y sus contactos a todos los niveles y demuestren sin demora la 
voluntad necesaria para lograr resultados sustanciales en las cuestiones básicas 
objeto de la negociación; 
3. Apoya decididamente los esfuerzos que han venido desplegando el 
Secretario General y su Representante Especial, con la colaboración de la Fede-
ración de Rusia en su carácter de facilitadora, así como del Grupo de Amigos 
del Secretario General y de la OSCE, para promover la estabilización de la 
situación y dar un nuevo impulso a las negociaciones dentro del proceso de paz 
dirigido por las Naciones Unidas a fin de lograr una solución política general, 
y encomia los esfuerzos incansables del Representante Especial saliente del 
Secretario General, Sr. Liviu Bota, en la ejecución de su mandato; 
4. Hace hincapié, en este contexto, en que la disposición y la capacidad 
de la comunidad internacional para prestar asistencia a las partes depende de la 
voluntad política de éstas para resolver el conflicto mediante el diálogo y la 
avenencia y de la buena fe con que actúen a fin de poner en práctica sin 
dilación medidas concretas orientadas a lograr una solución política general del 
conflicto; 
5. Destaca la necesidad de que las partes logren cuanto antes una solu-
ción política general que resuelva la cuestión del estatuto político de Abjasia 
dentro del Estado de Georgia, con pleno respeto de la soberanía y la integridad 
territorial de Georgia dentro de sus fronteras internacionalmente reconocidas, y 
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apoya la intención del Secretario General y su Representante Especial, en 
estrecha cooperación con la Federación de Rusia en su carácter de facilitadora, 
la OSCE y el Grupo de Amigos del Secretario General, de seguir presentando a 
las partes, para su consideración, propuestas sobre la distribución de las com-
petencias constitucionales entre Tbilisi y Sujumi como parte de una solución 
general; 
6. Estima inaceptable e ilegítima la celebración de las supuestas 
elecciones en Abjasia (Georgia); 
7. Expresa su constante preocupación por la situación de los refugiados 
y las personas desplazadas a raíz, en particular, de las hostilidades de mayo de 
1998, reafirma que son inaceptables los cambios demográficos resultantes del 
conflicto y que es imprescriptible el derecho de todos los refugiados y las 
personas desplazadas afectados por el conflicto a regresar a sus hogares en con-
diciones de seguridad, de conformidad con el derecho internacional y con lo 
dispuesto en el Acuerdo cuatripartito de 4 de abril de 1994 sobre el regreso 
voluntario de los refugiados y las personas desplazados (S/l994/397, anexo II), 
y exhorta a las partes a que, para hacer frente sin demora a esta cuestión, 
concierten y pongan en práctica medidas eficaces que garanticen la seguridad de 
quienes ejerzan su derecho incondicional a regresar; 
8. Acoge con beneplácito, en este contexto, las gestiones del Repre-
sentante Especial del Secretario General para facilitar, como primera medida, el 
regreso seguro de los refugiados y las personas desplazadas a la región de Gali, 
y destaca, a este respecto, que el regreso duradero de los refugiados no se puede 
asegurar sin resultados concretos del diálogo bilateral entre las partes, que 
permitan contar con las garantías jurídicas y de seguridad necesarias; 
9. Toma nota con reconocimiento de los acuerdos alcanzados en las 
reuniones celebradas del 16 al 18 de octubre de 1998 y del 7 al 9 de junio de 
1999, de las que fueron anfitriones los Gobiernos de Grecia y Turquía, respec-
tivamente, con miras a aumentar la confianza, mejorar la seguridad y promover 
la cooperación, y exhorta a las partes a que intensifiquen sus esfuerzos para 
poner en práctica esas decisiones de manera eficaz y general, especialmente en 
la reunión que se celebrará en Yalta a invitación del Gobierno de Ucrania; 
10. Exige que ambas partes observen estrictamente el Acuerdo de Moscú 
de 14 de mayo de 1994 sobre la cesación del fuego y la separación de las 
fuerzas (S/1994/583, anexo I) , y toma nota con reconocimiento, en este con-
texto, de los considerables progresos de que se ha informado en relación con el 
establecimiento de un mecanismo conjunto de investigación de las violaciones 
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del Acuerdo, así como del mayor reportamiento demostrado por las partes a lo 
largo de la línea de separación de las fuerzas; 
11. Condena las actividades de los grupos armados, que siguen poniendo 
en peligro a la población civil, obstaculizando la labor de las organizaciones 
humanitarias y retrasando considerablemente la normalización de la situación 
en la región de Gali, reitera su preocupación por la seguridad de la UNOMIG, 
acoge con beneplácito la aplicación de medidas a ese respecto y pide al Secre-
tario General que mantenga en constante examen la cuestión de la seguridad de 
la UNOMIG; 
12. Decide prorrogar el mandato de la UNOMIG por un nuevo período 
que terminará el 31 de enero del año 2000, con sujeción a lo que decida el 
Consejo en caso de que se modifiquen el mandato o las condiciones de la pre-
sencia de la fuerza de mantenimiento de la paz de la CEI; 
13. Pide al Secretario General que le siga manteniendo informado perió-
dicamente y que, transcurridos tres meses de la fecha de la aprobación de esta 
resolución, le presente un informe sobre la situación en Abjasia (Georgia); 
14. Expresa su intención de llevar a cabo un examen a fondo de la opera-
ción al término de su mandato actual, teniendo en cuenta las medidas adoptadas 
por las partes para llegar a una solución general; 
15. Decide seguir ocupándose activamente del asunto. 
RESOLUCIÓN 1287 
(31 de enero de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones sobre la cuestión, en particular la 
resolución 1255 (1999), de 30 de julio de 1999, y la declaración de su Presi-
dente de 12 de noviembre de 1999 (S/PRST/1999/30), 
Habiendo examinado el informe del Secretario General de 19 de enero de 
2000 (S/2000/39), 
Recordando las conclusiones de las cumbres de Lisboa (S/1997/57, 
anexo) y Estambul de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en 
Europa (OSCE), acerca de la situación en Abjasia (Georgia), 
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Destacando que la falta de progresos sobre cuestiones clave referentes a 
una solución general del conflicto de Abjasia (Georgia) es inaceptable, 
Acogiendo con beneplácito los resultados de la novena reunión del Con-
sejo de Coordinación de las partes georgiana y abjasia, celebrada en Tbilisi los 
días 18 y 19 de enero de 2000 bajo la presidencia del Representante Especial 
del Secretario General, con la participación de la Federación de Rusia en calidad 
de facilitadora y del Grupo de Amigos del Secretario General y la OSCE, y en 
particular la firma por las partes del protocolo por el que se establece un 
mecanismo para la investigación conjunta de las violaciones del Acuerdo de 
cesación del fuego y separación de las fuerzas firmado en Moscú el 14 de mayo 
de 1994 (S/1994/583, anexo I) y otros incidentes violentos registrados en la 
zona del conflicto, y su decisión de reanudar las negociaciones, bajo los auspi-
cios de las Naciones Unidas y con la facilitación de la Federación de Rusia, 
sobre el proyecto de acuerdo de paz y las garantías para impedir las confronta-
ciones armadas y sobre la preparación de un proyecto de nuevo protocolo sobre 
el regreso de refugiados a la región de Gali y sobre medidas para reactivar la 
economía, 
Acogiendo con beneplácito la decisión relativa a nuevas medidas enca-
minadas a la solución del conflicto de Abjasia (Georgia), aprobada por el Con-
sejo de Jefes de Estado de la Comunidad de Estados Independientes el 30 de 
diciembre de 1999 (S/2000/52), 
Profundamente preocupado por el hecho de que, si bien actualmente en 
calma, la situación general en la zona del conflicto sigue siendo inestable, 
Acogiendo complacido y alentando los esfuerzos de las Naciones Unidas 
para sensibilizar al personal de mantenimiento de la paz acerca de la prevención 
y control del VIH/SIDA y otras enfermedades transmisibles en todas sus opera-
ciones de mantenimiento de la paz, 
Recordando los principios pertinentes que figuran en la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, 
aprobada el 9 de diciembre de 1994, 
Acogiendo con beneplácito las importantes contribuciones que siguen 
haciendo la Misión de Observadores de las Naciones Unidas en Georgia 
(UNOMIG) y las Fuerzas colectivas de mantenimiento de la paz de la Comu-
nidad de Estados Independientes (Fuerza de mantenimiento de la paz de la CEI) 
para estabilizar la situación en la zona del conflicto, tomando nota de que la 
relación de trabajo entre la UNOMIG y la Fuerza de mantenimiento de la paz 
de la CEI ha sido buena en todos los niveles, y destacando la importancia de 
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proseguir y fortalecer una estrecha cooperación y coordinación entre ellas en la 
ejecución de sus respectivos mandatos, 
1. Acoge con beneplácito el informe del Secretario General de 19 de 
enero de 2000; 
2. Alienta a las partes a aprovechar la oportunidad que brinda el 
nombramiento de un nuevo Representante Especial del Secretario General para 
renovar su apoyo al proceso de paz; 
3. Apoya firmemente los esfuerzos sostenidos del Secretario General y 
de su Representante Especial, con la asistencia de la Federación de Rusia en 
calidad de facilitadora, así como del Grupo de Amigos del Secretario General y 
la OSCE, por promover la estabilización de la situación y el logro de una so-
lución política general, que incluya una solución sobre el estatuto político de 
Abjasia dentro del Estado de Georgia; 
4. Reitera su llamamiento para que las partes en el conflicto fortalezcan 
su apoyo al proceso de paz encabezado por las Naciones Unidas, sigan am-
pliando su diálogo y demuestren sin dilación la necesaria voluntad de lograr 
resultados sustantivos acerca de las cuestiones clave de las negociaciones, y en 
particular de la distribución de competencias constitucionales entre Tbilisi y 
Sujumi, como parte de una solución general, con pleno respeto a la soberanía 
e integridad territorial de Georgia dentro de sus fronteras internacionalmente 
reconocidas; 
5. Reitera también que considera inaceptable e ilegítima la celebración 
de unos pretendidos referéndum y elecciones en Abjasia (Georgia); 
6. Exhorta a las partes a que sigan intensificando sus esfuerzos para 
llevar plenamente a la práctica las medidas de fomento de la confianza que 
convinieron en las reuniones de Atenas y Estambul, celebradas del 16 al 18 de 
octubre de 1998 y del 7 al 9 de junio de 1999 respectivamente, y recuerda el 
ofrecimiento del Gobierno de Ucrania a servir de anfitrión de la tercera reunión 
encaminada al fomento de la confianza, el mejoramiento de la seguridad y el 
desarrollo de relaciones de cooperación entre las partes; 
7. Reafirma la necesidad de que las partes respeten estrictamente los 
derechos humanos y apoya los esfuerzos del Secretario General por hallar 
formas de mejorar su observancia como parte integrante de la labor hacia una 
solución política general; 
8. Reafirma que los cambios demográficos resultantes del conflicto son 
inaceptables, así como el derecho imprescriptible de todos los refugiados y per-
sonas desplazadas afectados por el conflicto a regresar a sus hogares en condi-
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ciones de seguridad de conformidad con el derecho internacional y tal como se 
expuso en el Acuerdo cuatripartito de fecha 4 de abril de 1994 (S/l994/397, 
anexo II), y exhorta a las partes a tratar urgentemente esta cuestión convi-
niendo y aplicando medidas eficaces para garantizar la seguridad de quienes 
ejerzan su derecho incondicional a regresar y de quienes ya han regresado; 
9. Exige que ambas partes observen estrictamente el Acuerdo de Moscú; 
10. Acoge con beneplácito el hecho de que la UNOMIG mantenga en 
examen constante sus arreglos en materia de seguridad a fin de garantizar el 
mayor grado posible de seguridad a su personal; 
11. Decide prorrogar el mandato de la UNOMIG por un nuevo período 
que terminará el 31 de julio de 2000, con sujeción a lo que decida el Consejo 
en caso de que se modifiquen el mandato o las condiciones de la presencia de la 
Fuerza de mantenimiento de la paz de la CEI, y expresa su intención de realizar 
un examen detallado de la operación al final de su mandato actual, teniendo en 
cuenta las medidas que hayan adoptado las partes para el logro de una solución 
general; 
12. Pide al Secretario General que siga manteniendo informado al 
Consejo periódicamente y que, transcurridos tres meses de la aprobación de 
esta resolución, le presente un informe sobre la situación en Abjasia 
(Georgia); 
13. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1311 
(28 de julio de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones pertinentes, en particular la resolución 
1287 (2000), de 31 de enero de 2000, y la declaración de su Presidente de 11 de 
mayo de 2000 (S/PRST/2000/16), así como la resolución 1308 (2000), de 
17 de julio de 2000, 




Recordando las conclusiones de las cumbres de Lisboa (S/1997/57, 
anexo) y Estambul de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en 
Europa (OSCE), relativas a la situación en Abjasia (Georgia), 
Destacando que resulta inaceptable la falta de progreso en aspectos funda-
mentales de un arreglo completo del conflicto existente en Abjasia (Georgia), 
Recordando que, según su estatuto, el Consejo de Coordinación de las 
partes georgiana y abjasia deberían reunirse cada dos meses, y acogiendo con 
beneplácito, a ese respecto, la reanudación de su labor, 
Acogiendo con beneplácito los resultados de la décima sesión del Consejo 
de Coordinación, celebrada en Sujumi el 11 de julio de 2000 y, en particular, 
la firma por ambas partes, junto con el Representante Especial del Secretario 
General y el Comandante de las Fuerzas Colectivas de Mantenimiento de la 
Paz de la Comunidad de Estados Independientes (fuerza de mantenimiento de la 
paz de la CEI), del Protocolo referente a la estabilización de la situación en la 
zona de seguridad, y la decisión de que ambas partes aceleraran la labor relacio-
nada con el proyecto de protocolo sobre la repatriación de los refugiados a la 
región de Gali y las medidas para la rehabilitación económica, y el proyecto de 
acuerdo sobre la paz y las garantías para la prevención y no reanudación de las 
hostilidades, 
Profundamente preocupado por el hecho de que, si bien actualmente reina 
una calma relativa, la situación general en la zona del conflicto sigue siendo 
inestable, 
Recordando los principios pertinentes que figuran en la Convención sobre 
la Seguridad de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, aprobada el 9 de 
diciembre de 1994, 
Acogiendo con beneplácito las importantes contribuciones que la Misión 
de Observadores de las Naciones Unidas en Georgia (UNOMIG) y la fuerza de 
mantenimiento de la paz de la CEI continúan realizando a la estabilización de 
la situación en la zona del conflicto, tomando nota de que la relación de trabajo 
entre la UNOMIG y la fuerza de mantenimiento de paz de la CEI ha sido 
excelente a todos los niveles, destacando la importancia de que continúe y 
aumente la estrecha cooperación y coordinación en el cumplimiento de sus 
mandatos respectivos, y acogiendo con beneplácito también la decisión de 
prolongar la estadía de la fuerza de mantenimiento de paz de la CEI en la zona 
en conflicto de Abjasia (Georgia), que fue adoptada por el Consejo de Jefes de 
Estado de la Comunidad de Estados Independientes el 21 de junio de 2000 
(S/2000/629), 
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1. Acoge con beneplácito el informe del Secretario General de 21 de 
julio de 2000; 
2. Apoya firmemente los continuos esfuerzos del Secretario General y 
su Representante Especial, con la asistencia de la Federación de Rusia, en su 
calidad de mediadora, y también del Grupo de Amigos del Secretario General y 
de la OSCE, tendientes a estabilizar la situación y lograr un arreglo político 
completo, que incluya un acuerdo sobre el estatuto político de Abjasia dentro 
del Estado de Georgia; 
3. Apoya firmemente también las iniciativas del Representante Especial 
sobre la cuestión de la distribución de competencias entre Tbilisi y Sujumi, y, 
en particular, su intención de presentar, en un futuro próximo, propuestas a las 
partes como base de las negociaciones sobre esta cuestión; 
4. Subraya la responsabilidad de las partes en el conflicto de entablar 
negociaciones sobre las principales cuestiones pendientes en el proceso de paz 
dirigido por las Naciones Unidas, incluida la distribución de competencias 
entre Tbilisi y Sujumi como parte de un arreglo completo; 
5. Acoge con beneplácito el compromiso de las partes de no utilizar la 
fuerza para la solución de controversias, que deben encararse mediante negocia-
ciones y únicamente por medios pacíficos, y de abstenerse de toda propaganda 
tendiente a la solución del conflicto mediante la fuerza; 
6. Exhorta a las partes en el conflicto a que también lleven a la práctica 
las medidas de fomento de la confianza que ya han convenido y elaboren medi-
das nuevas sobre la base del documento pertinente firmado en Sujumi el 11 de 
julio de 2000, y recuerda, en este contexto, el ofrecimiento del Gobierno de 
Ucrania de que se celebre en Yalta una tercera reunión tendiente a fomentar la 
confianza, mejorar la seguridad y afianzar la cooperación entre las partes; 
7. Reafirma la inaceptabilidad de los cambios demográficos resultantes 
del conflicto y el derecho imprescriptible de todos los refugiados y personas 
desplazadas afectados por el conflicto a regresar a sus hogares en condiciones 
seguras y dignas, de conformidad con el derecho internacional, según se esta-
blece en el Acuerdo Cuatripartito de 4 de abril de 1994 (S/1994/397, anexo II), 
y exhorta a las partes a que atiendan esta cuestión en forma urgente mediante el 
acuerdo y la puesta en práctica de medidas concretas para garantizar la seguridad 
de quienes hagan uso de su derecho incondicional al retorno, incluso los que ya 
han regresado; 
8. Insta a las partes, en este contexto, a rectificar en forma urgente y 
concertada, como primer paso, el estatuto indefinido e inseguro de quienes 
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regresan espontáneamente al distrito de Gali, incluso mediante el restable-
cimiento de estructuras administrativas locales en funcionamiento y en que 
esté representada apropiadamente la población repatriada; 
9. Acoge con beneplácito las medidas adoptadas por el Gobierno de 
Georgia, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, la Oficina del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, la Oficina de 
Coordinación de Asuntos Humanitarios y el Banco Mundial tendientes a ase-
gurar que los desplazados internos gocen del derecho a un trato igual al de 
todos los demás ciudadanos georgianos, con pleno respeto, en principio y en la 
práctica, del derecho imprescriptible de regresar a sus hogares en condiciones 
seguras y dignas; 
10. Deplora todos los incidentes violentos y la aparición de actividades 
delictivas en la zona del conflicto, y exhorta a ambas partes a que tomen medi-
das de carácter urgente conducentes a cooperar entre sí en la lucha contra el 
delito en todas sus formas y mejorar el desempeño de sus respectivos órganos 
encargados del cumplimiento de las leyes; 
11. Exige que ambas partes observen estrictamente el Acuerdo de Moscú 
de 14 de mayo de 1994 sobre la cesación del fuego y la separación de las 
fuerzas (S/1994/583, anexo I); 
12. Acoge con beneplácito que la UNOMIG mantenga sus arreglos de 
seguridad en constante examen a fin de garantizar el nivel más alto posible de 
seguridad para su personal; 
13. Decide prorrogar el mandato de la UNOMIG por un período adicio-
nal, que concluirá el 31 de enero de 2001, con sujeción al examen por el Con-
sejo del mandato de la UNOMIG en caso de producirse cambios en el mandato 
o en la presencia de la fuerza de mantenimiento de la paz de la CEI, y expresa 
su intención de realizar un examen exhaustivo de la operación a finales de su 
mandato actual, habida cuenta de las medidas adoptadas por las partes para 
lograr un arreglo completo; 
14. Pide al Secretario General que continúe manteniendo informado al 
Consejo y que le presente un informe, a los tres meses de la fecha de apro-
bación de la presente resolución, acerca de la situación imperante en Abjasia 
(Georgia); 
15. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
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KIRIBATI 
RESOLUCIÓN 1248 
(25 de junio de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Habiendo examinado la solicitud de admisión de la República de Kiribati 
en las Naciones Unidas (S/l999/477), 
Recomienda a la Asamblea General que la República de Kiribati sea 
admitida como Miembro de las Naciones Unidas. 
NAURU 
RESOLUCIÓN 1249 
(25 de junio de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Habiendo examinado la solicitud de admisión de la República de Nauru en 
las Naciones Unidas (S/1999/478), 
Recomienda a la Asamblea General que la República de Nauru sea admi-
tida como Miembro de las Naciones Unidas. 
TONGA 
RESOLUCIÓN 1253 
(28 de julio de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Habiendo examinado la solicitud de admisión del Reino de Tonga como 
miembro de las Naciones Unidas (S/l 999/793), 
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Recomienda a la Asamblea General que el Reino de Tonga sea admitido 
como miembro de las Naciones Unidas. 
TUVALU 
RESOLUCIÓN 1290 
(17 de febrero de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Habiendo examinado la solicitud de admisión de Tuvalu como Miembro 
de las Naciones Unidas (S/2000/5), 
Recomienda a la Asamblea General que Tuvalu sea admitido como 
Miembro de las Naciones Unidas. 
AFGANISTÁN 
RESOLUCIÓN 1267 
(15 de octubre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Reafirmando sus anteriores resoluciones, y en particular las resoluciones 
1189 (1998), de 13 de agosto de 1998, 1193 (1998), de 28 de agosto de 1998, 
y 1214 (1998), de 8 de diciembre de 1998, así como las declaraciones de su 
Presidente respecto de la situación en el Afganistán, 
Reafirmando su firme compromiso con la soberanía, la independencia, la 
integridad territorial y la unidad nacional del Afganistán, así como su respeto 
por el patrimonio cultural e histórico del país, 
Reiterando su profunda preocupación por la continuación de las violacio-
nes del derecho internacional humanitario y de los derechos humanos, en par-
ticular la discriminación contra las mujeres y las niñas, así como por el consi-
derable aumento de la producción ilícita de opio, y subrayando que la ocupa-
ción por los talibanes del Consulado General de la República Islámica del Irán 
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y el asesinato de diplomáticos iraníes y de un periodista en Mazar-e-Sharif 
constituyen violaciones patentes de las normas internacionales establecidas, 
Recordando los convenios internacionales pertinentes contra el terrorismo 
y en particular la obligacfón de las partes en esos convenios de extraditar o 
enjuiciar a los terroristas, 
Condenando enérgicamente el persistente uso de territorio afgano, espe-
cialmente en zonas controladas por los talibanes, para dar refugio y adiestra-
miento a terroristas y planear actos de terrorismo, y reafirmando su convicción 
de que la represión del terrorismo internacional es esencial para el manteni-
miento de la paz y la seguridad internacionales, 
Deplorando el hecho de que los talibanes sigan proporcionando un refugio 
seguro a Usama bin Laden y permitiendo que él y sus asociados dirijan una red 
de campamentos de adiestramiento de terroristas en territorio controlado por los 
talibanes y utilicen el Afganistán como base para patrocinar operaciones terro-
ristas internacionales, 
Tomando nota del auto de acusación de Usama bin Laden y sus asociados 
por los Estados Unidos de América, entre otras cosas, por la colocación de 
bombas en las embajadas de este país en Nairobi (Kenya) y Dar es Salaam 
(Tanzania) el 7 de agosto de 1998 y por atentar contra la vida de ciudadanos 
norteamericanos fuera de los Estados Unidos, así como de la petición de los 
Estados Unidos de América a los talibanes de que los entreguen para su enjui-
ciamiento (S/1999/1021), 
Habiendo determinado que el hecho de que las autoridades talibanes no 
hayan respondido a los requerimientos del párrafo 13 de la resolución 1214 
(1998) constituye una amenaza para la paz y la seguridad internacionales, 
Destacando su determinación de hacer respetar sus resoluciones, 
Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
1. Insiste en que la facción afgana conocida por el nombre de Talibán, 
que también se denomina a sí misma Emirato Islámico del Afganistán, cumpla 
cuanto antes las resoluciones anteriores del Consejo y, en particular, deje de 
proporcionar refugio y adiestramiento a los terroristas internacionales y a sus 
organizaciones, tome medidas eficaces y apropiadas para que el territorio que 
controla no albergue instalaciones y campamentos de terroristas, ni sirva para 
la preparación u organización de actos terroristas contra otros Estados o sus 
ciudadanos, y colabore en los esfuerzos encaminados a someter a la justicia a 
las personas acusadas de delitos de terrorismo; 
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2. Exige que los talibanes entreguen sin más demora a Usama bin 
Laden a las autoridades competentes de un país donde haya sido objeto de un 
auto de acusación o a las autoridades competentes de un país a donde haya de 
ser devuelto o a las autoridades competentes de un país donde sea detenido y 
enjuiciado; 
3. Decide que el 14 de noviembre de 1999 todos los Estados apliquen 
las medidas previstas en el párrafo 4 infra, a menos que el Consejo haya deter-
minado previamente, sobre la base de un informe del Secretario General, que 
los talibanes han cumplido plenamente la obligación estipulada en el párrafo 2 
supra; 
4. Decide además que, a fin de dar cumplimiento al párrafo 2 supra, 
todos los Estados: 
a) Negarán la autorización de despegar de su territorio, o a aterrizar en 
él, a cualquier aeronave que sea de propiedad de los talibanes, o haya sido arren-
dada o utilizada por ellos o por su cuenta, según la designación del Comité 
establecido en virtud del párrafo 6 infra, salvo que el vuelo de que se trate haya 
sido aprobado previamente por razones de necesidad humanitaria, incluido el 
cumplimiento de una obligación religiosa como el Hadj; 
b) Congelarán los fondos y otros recursos financieros, incluidos los 
fondos producidos o generados por bienes de propiedad de los talibanes o bajo 
su control directo o indirecto, o de cualquier empresa de propiedad de los tali-
banes o bajo su control, que designe el Comité establecido en virtud del 
párrafo 6 infra, y velarán por que ni dichos fondos ni ningún otro fondo o 
recurso financiero así designado sea facilitado por sus nacionales o cualquier 
otra persona dentro de su territorio a los talibanes o en beneficio de ellos o 
cualquier empresa de propiedad de los talibanes o bajo su control directo o indi-
recto, excepto los que pueda autorizar el Comité en cada caso, por razones de 
necesidad humanitaria; 
5. Insta a todos los Estados a que aporten su cooperación a los 
esfuerzos para satisfacer lo exigido en el párrafo 2 supra y consideren nuevas 
medidas contra Usama bin Laden y sus asociados; 
6. Decide establecer, de conformidad con el artículo 28 de su reglamento 
provisional, un comité del Consejo de Seguridad, compuesto de todos los 
miembros del Consejo, que realice las tareas siguientes e informe al Consejo 
sobre su labor, comunicándole sus observaciones y recomendaciones: 
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a) Recabar más información de todos los Estados sobre las medidas que 
hayan adoptado para aplicar en la práctica las medidas previstas en el párrafo 4 
supra; 
b) Considerar la información relativa a violaciones de las medidas pre-
vistas en el párrafo 4 supra que los Estados señalen a su atención, y recomen-
dar la adopción de medidas apropiadas al respecto; 
c) Presentar informes periódicos al Consejo sobre los efectos, incluidos 
los de carácter humanitario, de las medidas impuestas por el párrafo 4 supra; 
d) Presentar informes periódicos al Consejo sobre la información que se 
le haya proporcionado acerca del supuesto incumplimiento de las medidas pre-
vistas en el párrafo 4 supra, identificando siempre que sea posible a las perso-
nas o entidades de las que se informe que estén implicadas en ese incum-
plimiento; 
e) Designar las aeronaves y fondos u otros recursos financieros men-
cionados en el párrafo 4 supra a fin de facilitar el cumplimiento de las medidas 
previstas en dicho párrafo; 
f) Considerar las peticiones de exención de las medidas previstas en el 
párrafo 4 supra según lo dispuesto en dicho párrafo y decidir la concesión de 
una exención de esas medidas respecto de los pagos efectuados por la Aso-
ciación del Transporte Aéreo Internacional a la autoridad aeronáutica del 
Afganistán por cuenta de líneas aéreas internacionales en relación con servicios 
de control de tráfico aéreo; 
g) Examinar los informes presentados de conformidad con el párrafo 9 
infra; 
1. Insta a todos los Estados a que actúen estrictamente de conformidad 
con las disposiciones de esta resolución, independientemente de la existencia de 
derechos conferidos u obligaciones impuestas en virtud de un acuerdo interna-
cional o un contrato firmado, o de cualquier licencia o permiso concedido antes 
de la fecha de la entrada en vigor de las medidas previstas en el párrafo 4 supra; 
8. Insta a los Estados a que enjuicien a las personas o entidades bajo su 
jurisdicción que violen las medidas previstas en el párrafo 4 supra y a que 
impongan las sanciones del caso; 
9. Insta a todos los Estados a que cooperen plenamente con el Comité 
establecido en virtud del párrafo 6 supra en el desempeño de sus tareas, inclu-
sive proporcionando la información que pueda requerir el Comité de confor-
midad con esta resolución; 
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10. Pide a todos los Estados que presenten un informe al comité estable-
cido en virtud del párrafo 6 supra, dentro de los 30 días siguientes a la entrada 
en vigor de las medidas previstas en el párrafo 4 supra, sobre las providencias 
que hayan tomado con miras a aplicar en la práctica las medidas previstas en el 
párrafo 4 supra; 
11. Pide al Secretario General que proporcione toda la asistencia 
necesaria al Comité establecido en virtud del párrafo 6 supra y que a esos 
efectos adopte en la Secretaría todas las disposiciones necesarias; 
12. Pide al Comité establecido en virtud del párrafo 6 supra que concierte 
los arreglos apropiados, atendiendo a las recomendaciones de la Secretaría, con 
las organizaciones internacionales competentes, los Estados vecinos y otros 
Estados, y las partes interesadas, con miras a mejorar la supervisión del cum-
plimiento de las medidas previstas en el párrafo 4 supra; 
13. Pide a la Secretaría que presente al Comité establecido en virtud del 
párrafo 6 supra, para su examen, la información transmitida por los gobiernos 
y las fuentes públicas de información sobre posibles violaciones de las 
medidas previstas en el párrafo 4 supra; 
14. Decide que dará por terminadas las medidas previstas en el párrafo 4 
supra una vez que el Secretario General haya informado al Consejo de Segu-
ridad que los talibanes han cumplido la obligación estipulada en el párrafo 2 
supra; 
15. Expresa su disposición a considerar la adopción de nuevas medidas, de 
conformidad con su responsabilidad en virtud de la Carta de las Naciones 
Unidas, con miras a lograr el pleno cumplimiento de la presente resolución; 
16. Decide seguir ocupándose activamente de esta cuestión. 
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RESOLUCIÓN 1237 
(7 de mayo de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Reafirmando su resolución 696 (1991), de 30 de mayo de 1991, y todas 
sus resoluciones posteriores al respecto, en particular las resoluciones 864 
(1993), de 15 de septiembre de 1993, 1127 (1997), de 28 de agosto de 1997, y 
1173 (1998), de 12 de junio de 1998, así como la resolución 1229 (1999), de 
26 de febrero de 1999, 
Reafirmando su determinación de preservar la soberanía y la integridad 
territorial de Angola, 
Reiterando que la principal causa de la crisis que atraviesa actualmente 
Angola es que la Unión Nacional para la Independencia Total de Angola 
(UNITA), dirigida por el Sr. Jonas Savimbi, se niega a cumplir las obliga-
ciones que le incumben en virtud de los Acuerdos de Paz (S/22609, anexo), el 
Protocolo de Lusaka (S/1994/1441, anexo) y las resoluciones pertinentes del 
Consejo de Seguridad, 
Expresando su alarma por los efectos humanitarios de la actual crisis en 
la población civil de Angola, 
Subrayando su profunda preocupación ante las denuncias relativas al 
suministro de asistencia militar, incluidos mercenarios, a la UNITA, 
Habiendo examinado las recomendaciones formuladas por el Secretario 
General en la sección IV de su informe de 17 de enero de 1999 (S/l999/49) 
para mejorar la aplicación de las medidas impuestas a la UNITA, y habiendo 
hecho suyas las recomendaciones contenidas en el informe del Comité esta-
blecido en virtud de la resolución 864 (1993), de 12 de febrero de 1999 
(S/l 999/147), 
Acogiendo con beneplácito las recomendaciones que figuran en la carta 
del Presidente del Comité establecido en virtud de la resolución 864 (1993), de 





1. Subraya que una paz y una reconciliación nacional duraderas en 
Angola sólo pueden alcanzarse mediante una solución política del conflicto, y 
a este respecto reafirma la importancia de los Acuerdos de Paz y el Protocolo 
de Lusaka; 
2. Acoge con beneplácito y respalda las visitas que el Presidente del 
Comité establecido en virtud de la resolución 864 (1993) prevé realizar a 
Angola y otros países interesados a fin de examinar los medios de mejorar la 
aplicación de las medidas impuestas a la UNITA que figuran en el párrafo 5 
infra; 
B 
Considerando que, puesto que la UNITA se niega a cumplir con las 
obligaciones que le incumben en virtud de los Acuerdos de Paz, el Protocolo 
de Lusaka y las resoluciones pertinentes del Consejo de Seguridad, la situación 
actual en Angola sigue constituyendo una amenaza para la paz y la seguridad 
internacionales de la región, 
Subrayando su preocupación por las denuncias de violaciones de las 
medidas impuestas a la UNITA que figuran en las resoluciones 864 (1993), 
1127 (1997) y 1173 (1998) sobre el suministro de armas y material conexo, 
petróleo, diamantes y activos financieros y, en este contexto, actuando con 
arreglo al Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
3. Deplora el empeoramiento de la situación en Angola, que obedece 
principalmente al hecho de que la UNITA, bajo la dirección del Sr. Jonas 
Savimbi, se niega a cumplir las obligaciones que le incumben en virtud de los 
Acuerdos de Paz, el Protocolo de Lusaka y las resoluciones pertinentes del 
Consejo de Seguridad; 
4. Condena la continuación de los ataques indiscriminados de la UNITA 
contra la población civil de Angola, en particular en las ciudades de Huambo, 
Kuito y Malange; 
5. Subraya la obligación de todos los Estados Miembros de aplicar 
plenamente las medidas impuestas a la UNITA que figuran en las resoluciones 
864 (1993), 1127 (1997) y 1173 (1998); 
6. Hace suya la carta de 4 de mayo de 1999 del Presidente del Comité 
establecido en virtud de la resolución 864 (1993), así como su apéndice, y de-
cide establecer los grupos de expertos que allí se describen por un período de 
seis meses con el siguiente mandato: 
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a) Reunir información e investigar denuncias, entre otras actividades, 
viajando a los países interesados, sobre la violación de las medidas impuestas a 
la UNITA en lo que respecta a armas y material conexo, petróleo y productos 
derivados del petróleo, diamantes, y movimientos de fondos de la UNITA, que 
se especifican en las resoluciones pertinentes, e información sobre la asistencia 
militar, incluidos mercenarios; 
b) Determinar la identidad de las partes que prestan apoyo e incitan a las 
violaciones de las medidas citadas; 
c) Recomendar medidas para poner fin a esas violaciones y mejorar la 
aplicación de dichas medidas; 
7. Pide al Presidente del Comité establecido en virtud de la resolución 
864 (1993) que le presente, a más tardar el 31 de julio de 1999, un informe 
provisional de los grupos de expertos en relación con los progresos alcanzados 
y sus conclusiones y recomendaciones preliminares y que, en un plazo de seis 
meses a partir del establecimiento de los grupos de expertos, le presente el 
informe final de éstos y sus recomendaciones; 
8. Hace un llamamiento a todos los Estados, los organismos perti-
nentes de las Naciones Unidas y las partes interesadas, según proceda, incluidas 
las organizaciones no gubernamentales y las empresas, para que cooperen 
plena y puntualmente con los grupos de expertos a fin de facilitar el 
cumplimiento de su mandato, entre otras cosas, proporcionándoles 
información relacionada con dicho mandato; 
9. Exhorta a los gobiernos de los Estados interesados donde los grupos 
de expertos habrán de desempeñar su mandato a que cooperen plenamente con 
ellos en el cumplimiento de su mandato, entre otras cosas, respondiendo favo-
rablemente a las solicitudes de los grupos de expertos de que se atienda a sus 
necesidades de seguridad, asistencia y acceso para llevar a cabo las investi-
gaciones, especialmente respecto de: 
a) La adopción por los gobiernos interesados de todas las medidas nece-
sarias para que los grupos de expertos y el personal a su cargo puedan desem-
peñar sus funciones en toda la extensión de los respectivos territorios con 
plena libertad, independencia y seguridad; 
b) La necesidad de que los gobiernos interesados suministren a los gru-
pos de expertos o al Presidente del Comité establecido en virtud de la reso-
lución 864 (1993) la información que obre en su poder y que soliciten los 
grupos de expertos o que de alguna otra manera sea necesaria para el cumpli-
miento de su mandato; 
579 
DOCUMENTACIÓN 
c) La libertad de acceso de los grupos de expertos y del personal a su 
cargo a todo establecimiento o lugar que consideren necesario para llevar a 
cabo su labor, incluidos los puestos fronterizos y aeródromos; 
d) La adopción de medidas apropiadas para garantizar la seguridad y 
protección del personal de los grupos de expertos y garantías de que se respe-
tarán plenamente la integridad, seguridad y libertad de los testigos, expertos y 
cualesquiera otras personas que colaboren con los grupos de expertos en el 
cumplimiento de su mandato; 
e) La libertad de circulación del personal de los grupos de expertos, 
incluida la libertad de entrevistar a cualquier persona en privado, en cualquier 
momento, según proceda; 
f) La concesión de las prerrogativas e inmunidades correspondientes de 
conformidad con lo dispuesto en la Convención sobre Prerrogativas e Inmu-
nidades de las Naciones Unidas; 
10. Expresa su preocupación por las demoras en la investigación del 
derribamiento, los días 26 de diciembre de 1998 y 2 de enero de 1999, de dos 
aviones fletados por las Naciones Unidas y de la pérdida, en circunstancias 
sospechosas, de otros aviones comerciales en zonas de Angola controladas por 
la UNITA, así como la caída en Cote d'Ivoire, el 26 de junio de 1998, del 
avión que transportaba a Angola al Representante Especial del Secretario 
General y a otros funcionarios de las Naciones Unidas, y reitera su llama-
miento a todos los interesados para que cooperen plenamente en la realización 
de una investigación internacional inmediata y objetiva de esos incidentes y la 
faciliten; 
C 
11. Hace suya la recomendación que figura en la carta de 4 de mayo de 
1999 del Presidente del Comité establecido en virtud de la resolución 864 
(1993), así como en su apéndice, en el sentido de que los grupos de expertos se 
financien como parte de los gastos de la Organización y mediante un fondo 
fiduciario de las Naciones Unidas establecido con ese fin, pide al Secretario 
General que adopte las medidas necesarias a tal efecto, e insta a los Estados a 
que hagan contribuciones voluntarias a dicho fondo fiduciario; 
12. Reitera el llamamiento hecho a todos los interesados para que coope-
ren con las actividades de asistencia humanitaria de las Naciones Unidas sobre 
la base de los principios de neutralidad y no discriminación a fin de facilitar la 
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prestación de asistencia humanitaria a todos los necesitados en todo el 
territorio de Angola y para que garanticen incondicionalmente la seguridad y la 
libertad de circulación del personal que presta asistencia humanitaria; 
13. Expresa su decidido apoyo al nuevo proceso de consultas que ini-
ciarán el Secretario General y el Gobierno de Angola sobre la ulterior confi-
guración de la presencia de las Naciones Unidas en Angola; 
14. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1268 
(15 de octubre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Reafirmando su resolución 696 (1991) de 30 de mayo de 1991, y todas 
las resoluciones ulteriores pertinentes, en particular las resoluciones 1229 
(1999), de 26 de febrero de 1999, y 1237 (1999), de 7 de mayo de 1999, 
Recordando las declaraciones de su Presidente de 21 de enero de 1999 
(S/PRST/1999/3) y 24 de agosto de 1999 (S/PRST/1999/26), 
Reafirmando su determinación de preservar la soberanía y la integridad 
territorial de Angola, 
Reiterando que la principal causa de la situación que atraviesa actualmente 
Angola es que la Unión Nacional para la Independencia Total de Angola 
(UNITA), dirigida por el Sr. Jonas Savimbi, se niega a cumplir las obliga-
ciones que le incumben en virtud de los Acuerdos de Paz (S/22609, anexo), el 
Protocolo de Lusaka (S/1994/1441, anexo) y las resoluciones pertinentes del 
Consejo de Seguridad, 
Reiterando asimismo que una paz y una reconciliación nacional duraderas 
sólo pueden alcanzarse por medios pacíficos y, a este respecto, reafirmando la 
importancia de los Acuerdos de Paz, el Protocolo de Lusaka y las resoluciones 
pertinentes del Consejo de Seguridad, 
Expresando su alarma por los efectos humanitarios de la actual situación 
en la población civil de Angola, 
Acogiendo con satisfacción la carta de fecha 11 de agosto de 1999, diri-
gida al Presidente del Consejo de Seguridad por el Secretario General 
(S/1999/871), y las cartas a que en ella se hace referencia de fecha 26 de julio 
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de 1999 dirigida al Secretario General por el Ministro de Relaciones Exteriores 
de la República de Angola (S/l999/871, anexo I) y de fecha 2 de agosto de 
1999 dirigida al Ministro de Relaciones Exteriores de la República de Angola 
por el Secretario General (S/l999/871, anexo II), 
Reafirmando su opinión de que una presencia permanente de las Naciones 
Unidas en Angola puede contribuir considerablemente al fomento de la paz, la 
reconciliación nacional, los derechos humanos y la seguridad regional, 
1. Autoriza el establecimiento, por un periodo inicial de seis meses y 
hasta el 15 de abril del 2000, de la Oficina de las Naciones Unidas en Angola 
(UNOA) dotada del personal necesario para mantener relaciones con las auto-
ridades políticas, militares y de policía y otras autoridades civiles, a fin de 
buscar medios eficaces para restaurar la paz, ayudar al pueblo de Angola en lo 
que hace al fomento de la capacidad, la asistencia humanitaria y la promoción 
de los derechos humanos, y de coordinar otras actividades; 
2. Decide que, en espera de nuevas consultas entre las Naciones Unidas 
y el Gobierno de Angola, la UNOA conste de hasta 30 funcionarios sustan-
tivos del cuadro orgánico, así como del personal administrativo y de apoyo 
necesario; 
3. Subraya que la Dependencia de Coordinación de la Asistencia Huma-
nitaria (UCAH) seguirá en funcionamiento y se financiará con su configu-
ración actual; 
4. Insta a todas las partes interesadas, y en particular a la UNITA, a que 
garanticen la seguridad y la libertad de desplazamiento del personal de las 
Naciones Unidas y personal asociado y respeten completamente su estatuto; 
5. Insta al Gobierno de Angola y al Secretario General a que concierten 
lo antes posible un acuerdo sobre el estatuto de la Misión; 
6. Expresa su disposición a revisar la configuración y el mandato de la 
presencia de las Naciones Unidas en Angola por recomendación del Secretario 
General en consulta con el Gobierno de Angola; 
7. Pide al Secretario General que presente cada tres meses un informe 
sobre la evolución de la situación en Angola, que incluya sus recomendaciones 
sobre las medidas adicionales que el Consejo podría estudiar para promover el 
proceso de paz en Angola; 
8. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
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RESOLUCIÓN 1295 
(18 de abril de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Reafirmando su resolución 864 (1993), de 15 de septiembre de 1993, y 
todas sus resoluciones posteriores al respecto, en particular las resoluciones 
1127(1997), de 28 de agosto de 1997, 1173 (1998), de 12 de junio de 1998, y 
1237 (1999), de 7 de mayo de 1999, 
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(13 de abril de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Reafirmando su resolución 696 (1991), de 30 de mayo de 1991, y todas 
sus resoluciones posteriores sobre el tema, en particular la resolución 1268 
(1999), de 15 de octubre de 1999, 
Reafirmando su opinión de que el mantenimiento de una presencia de las 
Naciones Unidas en Angola puede contribuir enormemente a la promoción de 
la paz, la reconciliación nacional, los derechos humanos y la seguridad 
regional, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General de fecha 11 de 
abril de 2000 (S/2000/304), 
1. Hace suya la decisión que figura en el párrafo 51 del informe del 
Secretario General de fecha 11 de abril de 2000 (S/2000/304) de prorrogar el 
mandato de la Oficina de las Naciones Unidas en Angola por un período de seis 
meses hasta el 15 de octubre de 2000; 
2. Pide al Secretario General que siga esforzándose por que se lleven a 
cabo los cometidos de la UNOA descritos en la resolución 1268 (1999) del 
Consejo de Seguridad; 
3. Pide al Secretario General que le presente cada tres meses un informe 
sobre la evolución de la situación en Angola, que incluya sus recomendaciones 
acerca de medidas adicionales que el Consejo podría estudiar para promover el 
proceso de paz en Angola; 
4. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
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Reafirmando también su determinación de preservar la soberanía y la 
integridad territorial de Angola, 
Expresando su alarma por las consecuencias de la continuación de la 
guerra civil para la población civil de Angola, 
Reiterando que la principal causa de la crisis que atraviesa actualmente 
Angola es la negativa de la Unión Nacional para la Independencia Total de 
Angola (UNITA), dirigida por el Sr. Jonas Savimbi, a cumplir las obliga-
ciones que le incumben en virtud de los Acuerdos de Paz (S/22609, anexo), el 
Protocolo de Lusaka (S/l994/1441, anexo) y las resoluciones pertinentes del 
Consejo de Seguridad, y reiterando también su petición de que la UNITA 
cumpla inmediatamente y sin condiciones esas obligaciones, en particular la 
desmilitarización completa de sus fuerzas y la plena cooperación en la amplia-
ción inmediata e incondicional de la administración del Estado a todo el terri-
torio de Angola, 
Observando que las medidas contra la UNITA tienen el propósito de 
promover una solución política del conflicto de Angola obligando a la UNITA 
a cumplir las obligaciones que le incumben en virtud de los Acuerdos de Paz y 
del Protocolo de Lusaka y limitando la capacidad de la UNITA de perseguir sus 
objetivos por medios militares, 
Subrayando su preocupación por las violaciones de las medidas relativas a 
las armas, a la ayuda material conexa, al petróleo y derivados del petróleo, a 
los diamantes, a los fondos y los recursos financieros y a los viajes y la 
representación impuestas contra la UNITA, que figuran en las resoluciones 
864(1993), 1127 (1997) y 1173 (1998), 
Recordando las disposiciones de la resolución 864 (1993) y manifestando 
su preocupación por los informes según los cuales se suministra asistencia 
material a la UNITA, incluida capacitación y asesoramiento en el uso de 
armas, y por la presencia de mercenarios extranjeros, 
Expresando su reconocimiento y su firme apoyo a las gestiones del 
Presidente del Comité establecido en virtud de la resolución 864 (1993) con 
objeto de mejorar la eficacia de las medidas impuestas contra la UNITA, 
Tomando nota con reconocimiento de las decisiones adoptadas por la 
Organización de la Unidad Africana (OUA) y la Comunidad del África Meri-
dional para el Desarrollo (SADC) en apoyo de la aplicación de las medidas 
impuestas contra la UNITA, 
Recordando el Comunicado Final de la reunión de los Ministros de 
Relaciones Exteriores y Jefes de Delegación de los países no alineados cele-
584 
RESOLUCIONES DEL CONSEJO DE SEGURIDAD DE LAS NACIONES UNIDAS 
brada en Nueva York el 23 de septiembre de 1999, y tomando nota del Docu-
mento Final aprobado por la XIII Conferencia Ministerial del Movimiento de 
los Países No Alineados, celebrada en Cartagena (Colombia) del 7 al 9 de abril 
de 2000, en apoyo de la aplicación de las medidas impuestas contra la UNITA, 
A 
Determinando que la situación en Angola constituye una amenaza para la 
paz y la seguridad en la región, 
Actuando con arreglo al Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
1. Subraya la obligación de todos los Estados Miembros de aplicar 
estrictamente las medidas impuestas contra la UNITA que figuran en las reso-
luciones 864 (1993), 1127 (1997) y 1173 (1998), y destaca que el hecho de no 
aplicar esas medidas constituye una violación de las disposiciones de la Carta 
de las Naciones Unidas; 
2. Acoge con beneplácito el informe del Grupo de Expertos establecido 
en virtud de la resolución 1237 (1999) (S/2000/203) y toma nota de las 
conclusiones y recomendaciones que contiene; 
3. Pide al Secretario General que establezca un mecanismo de vigilancia 
integrado como máximo por cinco expertos, durante un período de seis meses 
a partir de su entrada en funcionamiento efectiva, encargado de reunir infor-
mación pertinente adicional e investigar indicios pertinentes relativos a toda 
denuncia de violación de las medidas contempladas en las resoluciones 864 
(1993), 1127 (1997) y 1173 (1998), incluidos todos los indicios pertinentes 
puestos de relieve por el Grupo de Expertos, entre otras cosas mediante visitas 
a los países pertinentes, y que informe periódicamente al Comité, entre otras 
cosas presentando un informe escrito para el 18 de octubre de 2000, con miras 
a mejorar la aplicación de las medidas impuestas contra la UNITA, y pide 
también al Secretario General que, en un plazo de 30 días a partir de la 
aprobación de la presente resolución y actuando en consulta con el Comité, 
nombre los expertos que hayan de participar en el mecanismo de vigilancia; 
4. Insta a todos los Estados a que cooperen con el mecanismo de vigi-
lancia en el desempeño de su mandato; 
5. Expresa su intención de examinar la situación relativa a la aplicación 
de las medidas contenidas en las resoluciones 864 (1993), 1127 (1997) y 1173 
(1998) sobre la base de la información suministrada, entre otros, por el Grupo 
de Expertos, por los Estados, incluidos en particular los que se hayan mencio-
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nado en el informe del Grupo de Expertos, y por el mecanismo de vigilancia 
establecido en virtud de la presente resolución, expresa también su disposición, 
sobre la base de los resultados de ese examen, a considerar medidas apropiadas 
de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas en relación con los 
Estados que, según se haya determinado, hayan violado las medidas contenidas 
en esas resoluciones, y establece la fecha del 18 de noviembre de 2000 como 
final del plazo para adoptar una decisión inicial a ese respecto; 
6. Se compromete además a considerar, a más tardar el 18 de noviembre 
de 2000, la aplicación de medidas adicionales contra la UNITA en virtud del 
Artículo 41 de la Carta de las Naciones Unidas y la preparación de instru-
mentos adicionales que hagan más eficaces las medidas existentes impuestas 
contra la UNITA; 
7. Acoge con beneplácito las decisiones de varios de los Estados men-
cionados en el informe del Grupo de Expertos de establecer comisiones interde-
partamentales y otros mecanismos dedicados a investigar las denuncias conte-
nidas en el informe, invita a esos Estados a mantener al Comité informado de 
los resultados de esas investigaciones, invita también a otros Estados mencio-
nados en el informe a tener en cuenta las denuncias contenidas en él, toma nota 
de la información suministrada al Consejo por los Estados en respuesta a las 
conclusiones y recomendaciones del Grupo de Expertos, y pide al Comité que 
tenga plenamente en cuenta toda esa información, incluso, según proceda, 
mediante conversaciones con representantes de los Estados de que se trate, y 
que invite a presentar información adicional cuando sea oportuno; 
B 
Con respecto al comercio de armas, 
8. Alienta a todos los Estados a que ejerzan toda la debida diligencia a 
fin de impedir el desvío o el transbordo de armas a usuarios finales no auto-
rizados o con destinos no autorizados cuando dicho desvío o transbordo pueda 
llevar a la violación de las medidas dispuestas en la resolución 864 (1993), 
inclusive exigiendo documentos que acrediten el uso final o medidas equiva-
lentes antes de permitir exportaciones desde sus territorios, y alienta además a 
todos los Estados a que aseguren la vigilancia y la regulación eficaz de la 
exportación de armas, inclusive por traficantes de armas privados, cuando no lo 
estén haciendo ya; 
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9. Invita a los Estados a examinar la propuesta de celebrar una o más 
conferencias de representantes de países fabricantes y, en particular, expor-
tadores de armamentos con objeto de formular propuestas sobre la manera de 
frenar la corriente ilícita de armas a Angola, exhorta a los Estados a que pro-
porcionen el apoyo financiero necesario a esas conferencias, e insta a que se 
invite a representantes de los Estados miembros de la SADC a participar en 
esa conferencia o conferencias; 
C 
Con respecto al comercio de petróleo y productos derivados del petróleo, 
10. Alienta a que se convoque una conferencia de expertos a fin de ela-
borar un régimen para limitar el suministro ilegal de petróleo y productos 
derivados del petróleo a zonas bajo el control de la UNITA, en particular 
mediante la inspección física y la vigilancia más amplia del suministro de 
petróleo en la zona, y alienta además a esa conferencia a que examine en par-
ticular el papel y la capacidad de la SADC en la aplicación de semejante 
régimen; 
11. Invita a la SADC a que considere la posibilidad de establecer acti-
vidades de vigilancia en las zonas fronterizas limítrofes con Angola a fin de 
reducir las oportunidades de contrabando de petróleo y productos derivados del 
petróleo a las zonas controladas por la UNITA, inclusive mediante la super-
visión de los suministros de combustible y su transferencia; 
12. Invita a la SADC a que tome la iniciativa para establecer un meca-
nismo de intercambio de información con la participación de empresas petro-
leras y gobiernos a fin de facilitar el flujo de información sobre posibles casos 
de desvío ilícito de combustible a la UNITA; 
13. Invita además a la SADC a que tome la iniciativa para realizar el 
análisis químico de muestras de combustible obtenidas de los proveedores de 
petróleo en la región de la SADC y, con los resultados del análisis, elabore 
una base de datos para determinar las fuentes del combustible obtenido o captu-
rado de la UNITA; 
14. Exhorta al Gobierno de Angola a que ponga en práctica nuevos con-
troles internos y procedimientos de inspección en relación con la distribución 
de petróleo y productos derivados del petróleo a fin de aumentar la eficacia de 
las medidas dispuestas en la resolución 864 (1993), e invita al Gobierno de 
Angola a que informe al Comité de las medidas tomadas al respecto; 
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15. Exhorta a todos los Estados a que apliquen estrictamente las normas 
de seguridad y control relacionadas con el transporte por vía aérea de combus-
tible y otros productos peligrosos, en particular en las cercanías de Angola, 
insta a los Estados a que elaboren tales normas si aún no existen y, a este 
respecto, pide a todos los Estados que proporcionen información pertinente a la 
Asociación del Transporte Aéreo Internacional, la Organización de Aviación 
Civil Internacional (OACI) y el Comité; 
D 
Con respecto al comercio de diamantes, 
16. Expresa su preocupación por el hecho de que el comercio ilícito de 
diamantes constituye una importante fuente de financiación para la UNITA, 
exhorta a los Estados que tengan mercados de diamantes en su territorio a que 
impongan sanciones penales de importancia para castigar la posesión de 
diamantes importados en bruto en contravención de las medidas dispuestas en 
la resolución 1173 (1998), destaca, a este respecto, que la aplicación de las 
medidas dispuestas en esa resolución exige un régimen eficaz de certificados de 
origen, celebra la introducción por el Gobierno de Angola de nuevos meca-
nismos de control con certificados de origen conciliables y de nuevo diseño, e 
invita al Gobierno de Angola a que proporcione a los Estados Miembros deta-
lles completos del sistema de certificados de origen, e informe al Comité de 
ese sistema; 
17. Celebra las medidas anunciadas por el Gobierno de Bélgica el 3 de 
marzo de 2000 en apoyo de una aplicación más eficaz de las medidas dispuestas 
en la resolución 1173 (1998), celebra también el establecimiento por el 
Gobierno de Bélgica de un grupo de trabajo interministerial para luchar contra 
las violaciones de las sanciones, celebra asimismo las medidas tomadas por el 
Consejo Superior de los Diamantes, junto con el Gobierno de Angola, para 
hacer que las sanciones sean más eficaces, invita al Gobierno de Bélgica y al 
Consejo Superior de los Diamantes a que sigan cooperando con el Comité a 
fin de preparar medidas prácticas para limitar el acceso de la UNITA al mercado 
legal de diamantes y celebra sus declaraciones públicas al respecto, e invita 
asimismo a otros Estados con mercados de diamantes, así como a otros Esta-
dos que participen estrechamente en la industria de los diamantes, a que coope-
ren también con el Comité a fin de preparar medidas prácticas con el mismo 
objeto y a que informen al Comité de las medidas adoptadas al respecto; 
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18. Acoge favorablemente la propuesta de celebrar una reunión de ex-
pertos con el fin de establecer un sistema de controles que facilite la aplicación 
de las medidas dispuestas en la resolución 1173 (1998), en particular mecanis-
mos que permitan una mayor transparencia y rendición de cuentas en el control 
de diamantes desde su origen hasta las bolsas, destaca que es importante que, al 
preparar esos controles, se haga todo lo posible para no perjudicar indirecta-
mente el comercio legítimo de diamantes y celebra la intención de la 
República de Sudáfríca de ser este año anfitriona de una conferencia pertinente; 
19. Exhorta a los Estados interesados a que cooperen con la industria de 
los diamantes a fin de elaborar y aplicar mecanismos más eficaces para 
asegurar que los miembros de la industria de los diamantes de todo el mundo 
observen las medidas dispuestas en la resolución 1173 (1998) y a que informen 
al Comité de los progresos realizados al respecto; 
E 
Con respecto a los fondos y las medidas financieras, 
20. Alienta a los Estados a que convoquen una conferencia de expertos 
para examinar las posibilidades de reforzar la aplicación de las medidas econó-
micas impuestas contra la UNITA previstas en la resolución 1173 (1998); 
21. Exhorta a todos los Estados a que colaboren con las instituciones 
financieras de su territorio para establecer procedimientos encaminados a faci-
litar la identificación de los fondos y activos financieros que puedan estar suje-
tos a las medidas que figuran en la resolución 1173 (1998) y la congelación de 
esos activos; 
F 
Con respecto a las medidas relativas a viajes y representación, 
22. Destaca la importancia de que los Estados actúen para prevenir que en 
o desde su territorio se eluda el cumplimiento de las medidas que figuran en las 
resoluciones 864 (1993), 1127 (1997) y 1173 (1998), invita a los Estados a 
que examinen el estatuto de los dirigentes y representantes de la UNITA, así 
como de todos sus familiares adultos designados por el Comité en cumpli-
miento de la resolución 1127 (1997) y que se crea que residen en su territorio, 
con miras a suspender o anular sus documentos de viaje, visados y permisos de 
residencia de conformidad con esa resolución; 
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23. Exhorta a los Estados que hayan expedido pasaportes a dirigentes de 
la UNITA y a familiares de éstos designados por el Comité en cumplimiento 
de la resolución 1127 (1997) a que anulen esos pasaportes de conformidad con 
el apartado b) del párrafo 4 de esa resolución y a que informen al Comité de los 
resultados de las medidas adoptadas a ese respecto; 
24. Pide al Comité que, en consulta con el Gobierno de Angola, actua-
lice la lista de dirigentes de la UNITA y de sus familiares inmediatos adultos 
cuyos viajes estén sujetos a restricciones y que amplíe la información que 
figura en esa lista, incluyendo la fecha y el lugar de nacimiento y las direc-
ciones conocidas, y pide también al Comité que consulte a los Estados que 
corresponda, incluido el Gobierno de Angola, sobre la posible ampliación de 
esa lista, basándose en la información que figura en los párrafos 140 a 154 del 
informe del Grupo de Expertos; 
G 
Con respecto a medidas adicionales, 
25. Invita a la SADC a que examine la posibilidad de introducir medidas 
para reforzar los sistemas de control del tráfico aéreo en la subregión con el fin 
de detectar actividades de vuelos ilegales que atraviesen las fronteras nacionales, 
e invita también a la SADC a que mantenga contactos con la OACI con el fin 
de estudiar la posibilidad de establecer un régimen de tráfico aéreo para contro-
lar el espacio aéreo de la región; 
26. Insta a todos los Estados a que pongan a disposición del Comité 
información sobre la violación de las medidas contenidas en las resoluciones 
864 (1993), 1127 (1997) y 1173 (1998); 
27. Insta también a todos los Estados, en particular a los geográfica-
mente próximos a Angola, a que adopten medidas inmediatamente para hacer 
cumplir, fortalecer o promulgar leyes que tipifiquen como delito con arreglo al 
derecho nacional el incumplimiento por sus ciudadanos u otras personas que 
actúen en su territorio de las medidas impuestas por el Consejo contra la 
UNITA, si todavía no lo han hecho, y a que informen al Comité de la adop-
ción de esas medidas, e invita a los Estados a que informen al Comité de los 
resultados de todas las investigaciones o procesamientos conexos; 
28. Alienta a los Estados a que informen a las asociaciones profesionales 
y órganos de certificación pertinentes de las medidas que figuran en las resolu-
ciones 864 (1993), 1127 (1997) y 1173 (1998), a que soliciten a esos órganos 
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que actúen cuando se incumplan esas medidas, y a que consulten con esos 
órganos con objeto de mejorar la aplicación de esas medidas; 
29. Invita al Secretario General a que intensifique la colaboración entre 
las Naciones Unidas y las organizaciones regionales e internacionales, incluida 
la Interpol, que puedan participar en la vigilancia o asegurar el cumplimiento 
de las medidas que figuran en las resoluciones 864 (1993), 1127 (1997) y 1173 
(1998); 
30. Invita también al Secretario General a que prepare material infor-
mativo y una campaña en los medios de comunicación para dar a conocer al 
público en general de las medidas que figuran en las resoluciones 864 (1993), 
1127 (1997) y 1173 (1998); 
31. Acoge favorablemente el llamamiento hecho por el Consejo de 
Ministros de la OUA, reunido en Argel en julio de 1999, a todos los Estados 
miembros de la OUA para que trabajen denodadamente en pro de la aplicación 
de todas las resoluciones del Consejo de Seguridad, especialmente las relacio-
nadas con las medidas impuestas contra la UNITA (A/54/424, anexo I), se 
compromete a transmitir el informe del Grupo de Expertos al Presidente de la 
OUA, y pide al Secretario General que transmita el informe al Secretario 
General de la OUA; 
32. Destaca el importante papel desempeñado por la SADC en la aplica-
ción de las medidas que figuran en las resoluciones 864 (1993), 1127 (1997) y 
1173 (1998) y su determinación de fortalecer la aplicación de las medidas 
contra la UNITA, invita a la SADC a que comunique al Comité qué asistencia 
necesita la SADC para aplicar la presente resolución y las resoluciones 
pertinentes anteriores, expresa su intención de entablar un diálogo con la 
SADC sobre la realización de las actividades que figuran en la presente reso-
lución, insta encarecidamente a los Estados y organizaciones internacionales a 
que estudien la posibilidad de proporcionar asistencia financiera y técnica a la 
SADC a ese respecto, recuerda el Comunicado Final de la Cumbre de Jefes de 
Estado o de Gobierno de la SADC celebrada en Grand Baie (Mauricio) los días 
13 y 14 de septiembre de 1998 (S/1998/915), relativo a la aplicación de las 
medidas impuestas contra la UNITA, se compromete a transmitir el informe 
del Grupo de Expertos al Presidente de la SADC, y pide al Secretario General 
que transmita el informe al Secretario Ejecutivo de la SADC; 
33. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
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BOSNIA Y HERZEGOVINA 
RESOLUCIÓN 1247 
(18 de junio de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones pertinentes sobre los conflictos de la 
ex Yugoslavia, incluidas las resoluciones 1031 (1995), de 15 de diciembre de 
1995, 1035 (1995), de 21 de diciembre de 1995, 1088 (1996), de 12 de 
diciembre de 1996, 1144 (1997), de 19 de diciembre de 1997, 1168 (1998), de 
21 de mayo de 1998, 1174 (1998), de 15 de junio de 1998 y 1184 (1998), de 
16 de julio de 1998, 
Reafirmando su empeño en solucionar políticamente los conflictos de la 
ex Yugoslavia, preservando la soberanía e integridad territorial de todos los 
Estados según las fronteras internacionalmente reconocidas, 
Subrayando su compromiso de apoyar la aplicación del Acuerdo Marco 
General de Paz en Bosnia y Herzegovina y los anexos de éste (denominados 
colectivamente "Acuerdo de Paz", S/l995/999, anexo), 
Destacando su agradecimiento al Alto Representante, al Comandante y al 
personal de la fuerza multinacional de estabilización (SFOR), al Representante 
Especial del Secretario General y al personal de la Misión de las Naciones 
Unidas en Bosnia y Herzegovina (UNMIBH), incluido el Comisionado y el 
personal de la Fuerza Internacional de Policía, y al personal de otras organiza-
ciones y organismos internacionales en Bosnia y Herzegovina, por su contri-
bución a la aplicación del Acuerdo de Paz, 
Observando que los Estados de la región deben actuar constructivamente 
para que el proceso de paz en Bosnia y Herzegovina llegue a buen fin, y 
observando especialmente las obligaciones de la República de Croacia y la 
República Federativa de Yugoslavia al respecto, como firmantes del Acuerdo 
de Paz, 
Insistiendo en que el regreso coordinado y general de los refugiados y 
desplazados de toda la región sigue siendo esencial para que la paz sea duradera, 
Tomando nota de la declaración de la reunión ministerial de la Confe-
rencia de Madrid sobre la Aplicación del Acuerdo de Paz, formulada el 16 de 
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diciembre de 1998 (S/l999/139, anexo) y las conclusiones de las reuniones 
anteriores, 
Observando los informes del Alto Representante, incluido el más 
reciente, de 5 de mayo de 1999 (S/1999/524), 
Habiendo examinado el informe del Secretario General de 11 de junio de 
1999 (S/1999/670), 
Observando que la situación imperante en la región sigue siendo una 
amenaza para la paz y la seguridad internacionales, 
Decidido a promover la solución pacífica de los conflictos, de acuerdo con 
los propósitos y los principios de la Carta de las Naciones Unidas, 
Actuando de conformidad con el Capítulo VII de la Carta de las Naciones 
Unidas, 
I 
1. Vuelve a reafirmar su apoyo al Acuerdo de Paz y al Acuerdo de 
Dayton de 10 de noviembre de 1995 sobre el establecimiento de la Federación 
de Bosnia y Herzegovina (S/1995/1021, anexo), pide a las partes que cumplan 
estrictamente las obligaciones contraídas en virtud de esos acuerdos y mani-
fiesta su intención de vigilar la aplicación del Acuerdo de Paz y la situación en 
Bosnia y Herzegovina; 
2. Reitera que la responsabilidad principal de la buena aplicación del 
Acuerdo de Paz corresponde a las propias autoridades de Bosnia y Herzegovina 
y que la disposición de la comunidad internacional y de los principales do-
nantes de asumir las cargas políticas, militares y económicas de la aplicación 
del acuerdo y de la reconstrucción se supedita a que todas las autoridades de 
Bosnia y Herzegovina cumplan el Acuerdo de Paz y participen activamente en 
su aplicación y en la reconstrucción de la sociedad civil, cooperando plena-
mente en particular con el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, 
en la consolidación de las instituciones mixtas y en el apoyo al regreso de los 
refugiados y desplazados; 
3. Vuelve a recordar a las partes que, en virtud del Acuerdo de Paz, se 
han comprometido a cooperar plenamente con todas las entidades que 
participan en su aplicación y figuran en el Acuerdo de Paz, además de las que 
el Consejo de Seguridad autorice, incluido el Tribunal Penal Internacional para 
la ex Yugoslavia, que cumple la función de administrar just icia 
imparcialmente, y subraya que la plena cooperación de los Estados y entidades 
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con el Tribunal comprende, entre otras cosas, poner a su disposición todos los 
acusados y facilitarle información en apoyo de sus investigaciones; 
4. Subraya su total apoyo a que el Alto Representante siga vigilando la 
aplicación del Acuerdo de Paz y orientando y coordinando las actividades de las 
organizaciones y organismos civiles que ayudan a las partes a aplicarlo, y 
reafirma que el Alto Representante es la suma autoridad sobre el terreno en 
cuanto a la interpretación del anexo 10, relativo a la aplicación civil del 
Acuerdo de Paz, y que en caso de controversia puede dar su interpretación, 
hacer recomendaciones y tomar las decisiones vinculantes que considere 
necesarias sobre las cuestiones enumeradas por el Consejo de Aplicación del 
Acuerdo de Paz en Bonn los días 9 y 10 de diciembre de 1997; 
5. Apoya la declaración de la reunión ministerial de la Conferencia de 
Madrid sobre la Aplicación del Acuerdo de Paz, de 16 de diciembre de 1998; 
6. Reconoce que las partes han autorizado a la fuerza multinacional a 
que se hace referencia en el párrafo 10 infra a tomar las medidas que procedan, 
incluido el uso de la fuerza necesaria, para asegurar el cumplimiento del anexo 
1-A del Acuerdo de Paz; 
7. Reafirma su propósito de vigilar estrechamente la situación en 
Bosnia y Herzegovina, teniendo en cuenta los informes que se presenten de 
acuerdo con los párrafos 18 y 25 infra, y cualesquiera recomendaciones que 
puedan figurar en esos informes, así como su disposición a considerar la posi-
bilidad de imponer sanciones si las partes incumplen gravemente las obliga-
ciones contraídas en virtud del Acuerdo de Paz; 
n 
8. Rinde homenaje a los Estados Miembros que participaron en la 
Fuerza Multinacional de Estabilización creada en virtud de su resolución 1088 
(1996), y celebra su voluntad de ayudar a las partes en el Acuerdo de Paz man-
teniendo el despliegue de esa fuerza; 
9. Observa el apoyo de las partes en el Acuerdo de Paz al manteni-
miento de la fuerza multinacional de estabilización, puesto de manifiesto en la 
declaración de la reunión ministerial de la Conferencia de Madrid sobre la 
Aplicación del Acuerdo de Paz; 
10. Autoriza a los Estados Miembros que actúen por medio de la orga-
nización a que se refiere el anexo 1 - A del Acuerdo de Paz, o que cooperen con 
ella, a que mantengan por otro período de 12 meses la fuerza multinacional de 
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estabilización (SFOR) según fue establecida en su resolución 1088 (1996) 
bajo un mando y control unificados, a fin de cumplir las funciones previstas 
en los anexos 1-A y 2 del Acuerdo de Paz, y manifiesta su propósito de 
examinar la situación para ampliar esta autorización si procede habida cuenta 
de la marcha de la aplicación del Acuerdo de Paz y de la situación en Bosnia y 
Herzegovina; 
11. Autoriza a los Estados Miembros que actúen de acuerdo con el 
párrafo 10 supra a que tomen las medidas necesarias para aplicar el anexo 1-A 
del Acuerdo de Paz y velar por su cumplimiento, subraya que las partes segui-
rán siendo consideradas igualmente responsables del cumplimiento de ese 
anexo y seguirán estando igualmente sujetas a las medidas coercitivas que la 
SFOR considere necesarias para asegurar la aplicación de ese anexo y su propia 
protección, y toma nota de que las partes han aceptado que la SFOR tome esas 
medidas; 
12. Autoriza a los Estados Miembros a tomar las medidas necesarias, a 
instancias de la SFOR, para defenderla o ayudarla a cumplir sus funciones, y 
reconoce el derecho de la SFOR a tomar las medidas necesarias para defenderse 
en caso de ataque o amenaza de ataque; 
13. Autoriza a los Estados Miembros que actúen de conformidad con el 
párrafo 10 supra, en virtud del anexo 1-A del Acuerdo de Paz, a que tomen las 
medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de las normas establecidas 
por el Comandante de la SFOR sobre el mando y control del espacio aéreo 
sobre Bosnia y Herzegovina con relación a todo el tráfico aéreo civil y militar; 
14. Pide a las autoridades de Bosnia y Herzegovina que cooperen con el 
Comandante de la SFOR en la buena administración de los aeropuertos de 
Bosnia y Herzegovina, de acuerdo con las competencias que en el anexo 1-A 
del Acuerdo de Paz se confieren a la SFOR respecto del espacio aéreo de 
Bosnia y Herzegovina; 
15. Exige que las partes respeten la seguridad y libertad de circulación del 
personal de la SFOR y otros funcionarios internacionales; 
16. Pide a los Estados, sobre todo a los de la región, que sigan prestando 
el apoyo y los recursos apropiados, incluidos los de transporte, a los Estados 
Miembros que actúen de acuerdo con el párrafo 10 supra; 
17. Recuerda todos los acuerdos relativos al estatuto de las fuerzas que se 
recogen en el apéndice B del anexo 1-A del Acuerdo de Paz, y recuerda a las 
partes su obligación de seguir cumpliéndolos; 
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18. Pide a los Estados Miembros que actúen por medio de la organi-
zación a que se hace referencia en el anexo 1-A del Acuerdo de Paz, o que 
cooperen con ella, que sigan informando al Consejo, por los cauces apro-
piados, al menos una vez al mes; 
* * * 
Reafirmando las bases jurídicas de la Carta de las Naciones Unidas en 
virtud de las cuales la Fuerza Internacional de Policía recibió su mandato en la 
resolución 1035 (1995), 
ra 
19. Decide prorrogar el mandato de la UNMIBH, en la que se incluye la 
Fuerza Internacional de Policía, hasta el 21 de junio de 2000, y que esta última 
siga a cargo de las funciones que se enumeran en el anexo 11 del Acuerdo de 
Paz, incluidas las recogidas en las conclusiones de las conferencias de Londres, 
Bonn, Luxemburgo y Madrid y aceptadas por las autoridades de Bosnia y 
Herzegovina; 
20. Pide al Secretario General que le informe periódicamente de la labor 
de la Fuerza Internacional de Policía y de sus logros en cuanto a la asistencia a 
la reestructuración de la policía, así como de los logros de la UNMIBH en 
cuanto a la fiscalización de la justicia, y que le informe cada tres meses de la 
aplicación del mandato de la UNMIBH en general; 
21 . Reitera que la buena labor de la Fuerza Internacional de Policía 
depende de la calidad, experiencia y aptitudes profesionales de su personal, e 
insta una vez más a los Estados Miembros a que, con el apoyo del Secretario 
General, aseguren la contratación de personal calificado; 
22. Reafirma la obligación de las partes de cooperar plenamente con la 
Fuerza Internacional de Policía en todos los asuntos que le competen y de dar 
instrucciones a sus mandos y autoridades respectivas para que apoyen plena-
mente a dicha fuerza; 
23. Reitera su llamamiento a todos los interesados para que velen por la 
máxima coordinación posible entre el Alto Representante, la SFOR, la 
UNMIBH y las organizaciones y organismos civiles pertinentes, a fin de que 
se apliquen debidamente el Acuerdo de Paz y los objetivos prioritarios del plan 
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de consolidación civil y se garantice la seguridad del personal de la Fuerza 
Internacional de Policía; 
24. Insta a los Estados Miembros a que, en respuesta a los logros 
demostrables de las partes en cuanto a la reestructuración de sus policías, 
redoblen sus esfuerzos por proporcionar, mediante fondos aportados 
voluntariamente y en coordinación con la Fuerza Internacional de Policía, 
adiestramiento, material y ayuda a las fuerzas de policía locales de Bosnia y 
Herzegovina; 
25. Pide también al Secretario General que siga presentándole los 
informes del Alto Representante, de conformidad con el anexo 10 del Acuerdo 
de Paz, las conclusiones de la Conferencia de Londres sobre la Aplicación del 
Acuerdo de Paz celebrada los días 4 y 5 de diciembre de 1996 (S/l996/1012) y 
las conferencias posteriores, sobre la aplicación del Acuerdo de Paz y, en 
particular, sobre el cumplimiento por las partes de las obligaciones contraídas 
en virtud de aquél; 
26. Decide seguir ocupándose del asunto. 
RESOLUCIÓN 1256 
(3 de agosto de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1031 (1995), de 15 de diciembre de 1995, 
1088 (1996), de 12 de diciembre de 1996, y 1112 (1997), de 12 de junio de 
1997, 
Recordando también el Acuerdo Marco General de Paz en Bosnia y 
Herzegovina y sus anexos (denominados colectivamente Acuerdo de Paz, 
S/l995/999, Anexo) y las conclusiones de las Conferencias sobre la Aplica-
ción de la Paz, celebradas en Bonn los días 9 y 10 dediciembre de 1997 
(S/1997/979, Anexo) y en Madrid los días 16 y 17 de diciembre de 1998 
(S/1999/139, apéndice), 
1. Acoge con beneplácito y aprueba la designación por la Junta Direc-
tiva del Consejo de Aplicación de la Paz, hecha el 12 de julio de 1999, del Sr. 
Wolfgang Petritsch para suceder al Sr. Carlos Westendorp en el cargo de Alto 
Representante; 
2. Rinde homenaje a los esfuerzos del Sr. Carlos Westendorp en su 
desempeño del cargo de Alto Representante; 
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3. Reafirma la importancia que asigna a la función del Alto Repre-
sentante de velar por la aplicación del Acuerdo de Paz y de orientar y coordinar 
las actividades de las organizaciones y los organismos civiles que prestan 
asistencia a las partes para aplicar el Acuerdo de Paz; 
4. Reafirma también que el Alto Representante es la autoridad definitiva 
en el teatro de operaciones a los efectos de la interpretación del anexo 10, 
relativo a la aplicación del Acuerdo de Paz en el sector civil. 
RESOLUCIÓN 1305 
(21 de junio de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones pertinentes sobre los conflictos de la 
ex Yugoslavia, incluidas las resoluciones 1031 (1995), de 15 de diciembre de 
1995, 1035 (1995), de 21 de diciembre de 1995, 1088 (1996), de 12 de 
diciembre de 1996, 1144 (1997), de 19 de diciembre de 1997, 1168 (1998), de 
21 de mayo de 1998, 1174(1998), de 15 de junio de 1998, 1184 (1998), de 16 
de julio de 1998 y 1247 (1999), de 18 de junio de 1999, 
Reafirmando su empeño en solucionar políticamente los conflictos de la 
ex Yugoslavia, preservando la soberanía e integridad territorial de todos los 
Estados según las fronteras internacionalmente reconocidas, 
Subrayando su compromiso de apoyar la aplicación del Acuerdo Marco 
General de Paz en Bosnia y Herzegovina y los anexos de éste (denominados 
colectivamente "Acuerdo de Paz", S/1995/999, anexo), 
Destacando su agradecimiento al Alto Representante, al Comandante y al 
personal de la fuerza multinacional de estabilización (SFOR), al Representante 
Especial del Secretario General y al personal de la Misión de las Naciones 
Unidas en Bosnia y Herzegovina (UNMIBH), incluido el Comisionado y el 
personal de la Fuerza Internacional de Policía, a la Organización para la 
Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE) y al personal de otras organiza-
ciones y organismos internacionales en Bosnia y Herzegovina, por su contri-
bución a la aplicación del Acuerdo de Paz, 
Observando que los Estados de la región deben actuar constructivamente 
para que el proceso de paz en Bosnia y Herzegovina llegue a buen fin, y obser-
vando especialmente las obligaciones de la República de Croacia y la Repú-
blica Federativa de Yugoslavia al respecto, como firmantes del Acuerdo de Paz, 
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Acogiendo con beneplácito, a ese respecto, los pasos positivos recientes 
que ha dado la República de Croacia para fortalecer sus relaciones bilaterales 
con Bosnia y Herzegovina, así como su cooperación cada vez más intensa con 
todas las organiza-ciones internacionales competentes en la aplicación del 
Acuerdo de Paz, 
Insistiendo en que el regreso coordinado y general de los refugiados y 
desplazados de toda la región sigue siendo esencial para que la paz sea duradera, 
Tomando nota de la declaración de la reunión ministerial de la Confe-
rencia de Bruselas sobre la Aplicación del Acuerdo de Paz, celebrada los días 23 
y 24 de mayo de 2000 (S/2000/586, anexo), y las conclusiones de las reu-
niones anteriores, 
Observando los informes del Alto Representante, incluido el más 
reciente, de 4 de mayo de 2000 (S/2000/376), 
Habiendo examinado el informe del Secretario General de 2 de junio de 
2000 (S/2000/529), y observando que el programa de evaluación de sistemas 
judiciales de la UNMIBH estará terminado para diciembre de 2000, 
Observando que la situación imperante en la región sigue siendo una 
amenaza para la paz y la seguridad internacionales, 
Decidido a promover la solución pacífica de los conflictos, de acuerdo con 
los propósitos y los principios de la Carta de las Naciones Unidas, 
Recordando los principios pertinentes que figuran en la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, apro-
bada el 9 de diciembre de 1994, y la declaración de su Presidente de 10 de 
febrero de 2000 (S/PRST/2000/4), 
Acogiendo con beneplácito y alentando los esfuerzos que hacen las Nacio-
nes Unidas por sensibilizar al personal de mantenimiento de la paz en lo que 
respecta a prevenir el virus de inmunodeficiencia humana/síndrome de inmuno-
deficiencia adquirida (VIH/SIDA), 
Actuando de conformidad con el Capítulo VII de la Carta de las Naciones 
Unidas, 
I 
1. Vuelve a reafirmar su apoyo al Acuerdo de Paz y al Acuerdo de 
Dayton de 10 de noviembre de 1995 sobre el establecimiento de la Federación 
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de Bosnia y Herzegovina (S/1995/1021, anexo), pide a las partes que cumplan 
estrictamente las obligaciones contraídas en virtud de esos acuerdos y mani-
fiesta su intención de vigilar la aplicación del Acuerdo de Paz y la situación en 
Bosnia y Herzegovina; 
2. Reitera que la responsabilidad principal de la buena aplicación del 
Acuerdo de Paz corresponde a las propias autoridades de Bosnia y Herzegovina 
y que la disposición de la comunidad internacional y de los principales 
donantes de asumir las cargas políticas, militares y económicas de la 
aplicación del acuerdo y de la reconstrucción se supedita a que todas las 
autoridades de Bosnia y Herzegovina cumplan el Acuerdo de Paz y participen 
activamente en su aplicación y en la re-construcción de la sociedad civil, 
cooperando plenamente en particular con el Tribunal Penal Internacional para 
la ex Yugoslavia, en la consolidación de las instituciones mixtas y en el 
apoyo al regreso de los refugiados y desplazados; 
3. Vuelve a recordar a las partes que, en virtud del Acuerdo de Paz, se 
han comprometido a cooperar plenamente con todas las entidades que 
participan en su aplicación y figuran en el Acuerdo de Paz, además de las que 
el Consejo de Seguridad autorice, incluido el Tribunal Penal Internacional para 
la ex Yugoslavia, que cumple la función de administrar just icia 
imparcialmente, y subraya que la plena cooperación de los Estados y entidades 
con el Tribunal comprende, entre otras cosas, poner a su disposición todos los 
acusados y facilitarle información en apoyo de sus investigaciones; 
4. Subraya su total apoyo a que el Alto Representante siga vigilando la 
aplicación del Acuerdo de Paz y orientando y coordinando las actividades de las 
organizaciones y organismos civiles que ayudan a las partes a aplicarlo, y 
reafirma que el Alto Representante es la suma autoridad sobre el terreno en 
cuanto a la interpretación del anexo 10, relativo a la aplicación civil del 
Acuerdo de Paz, y que en caso de controversia puede dar su interpretación, 
hacer recomendaciones y tomar las decisiones vinculantes que considere 
necesarias sobre las cuestiones enumeradas por el Consejo de Aplicación del 
Acuerdo de Paz en Bonn los días 9 y 10 de diciembre de 1997; 
5. Expresa su apoyo a la declaración de la reunión ministerial de la 
Conferencia sobre la Aplicación del Acuerdo de Paz, celebrada en Bruselas los 
días 23 y 24 de mayo de 2000; 
6. Reconoce que las partes han autorizado a la fuerza multinacional a 
que se hace referencia en el párrafo 10 infra a tomar las medidas que procedan, 
incluido el uso de la fuerza necesaria, para asegurar el cumplimiento del anexo 
1-A del Acuerdo de Paz; 
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7. Reafirma su propósito de vigilar estrechamente la situación en 
Bosnia y Herzegovina, teniendo en cuenta los informes que se presenten de 
acuerdo con los párrafos 18 y 25 infra, y cualesquiera recomendaciones que 
puedan figurar en esos informes, así como su disposición a considerar la posi-
bilidad de imponer sanciones si las partes incumplen gravemente las obliga-
ciones contraídas en virtud del Acuerdo de Paz; 
n 
8. Rinde homenaje a los Estados Miembros que participaron en la 
Fuerza Multinacional de Estabilización creada en virtud de su resolución 1088 
(1996), y celebra su voluntad de ayudar a las partes en el Acuerdo de Paz man-
teniendo el despliegue de esa fuerza; 
9. Observa el apoyo de las partes en el Acuerdo de Paz al manteni-
miento de la fuerza multinacional de estabilización, puesto de manifiesto en la 
declaración de la reunión ministerial de la Conferencia de Madrid sobre la Apli-
cación del Acuerdo de Paz, formulada el 16 de diciembre de 1998 (S/1999/139, 
anexo); 
10. Autoriza a los Estados Miembros que actúen por medio de la orga-
nización a que se refiere el anexo 1—A del Acuerdo de Paz, o que cooperen con 
ella, a que mantengan por otro período de 12 meses la fuerza multinacional de 
estabilización (SFOR) según fue establecida en su resolución 1088 (1996) 
bajo un mando y control unificados, a fin de cumplir las funciones previstas 
en los anexos 1-A y 2 del Acuerdo de Paz, y manifiesta su propósito de 
examinar la situación para ampliar esta autorización si procede habida cuenta 
de la marcha de la aplicación del Acuerdo de Paz y de la situación en Bosnia y 
Herzegovina; 
11. Autoriza a los Estados Miembros que actúen de acuerdo con el 
párrafo 10 supra a que tomen las medidas necesarias para aplicar el anexo 1-A 
del Acuerdo de Paz y velar por su cumplimiento, subraya que las partes 
seguirán siendo consideradas igualmente responsables del cumplimiento de ese 
anexo y seguirán estando igualmente sujetas a las medidas coercitivas que la 
SFOR considere necesarias para asegurar la aplicación de ese anexo y su propia 
protección, y toma nota de que las partes han aceptado que la SFOR tome esas 
medidas; 
12. Autoriza a los Estados Miembros a tomar las medidas necesarias, a 
instancias de la SFOR, para defenderla o ayudarla a cumplir sus funciones, y 
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reconoce el derecho de la SFOR a tomar las medidas necesarias para defenderse 
en caso de ataque o amenaza de ataque; 
13. Autoriza a los Estados Miembros que actúen de conformidad con el 
párrafo 10 supra, en virtud del anexo 1-A del Acuerdo de Paz, a que tomen las 
medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de las normas establecidas 
por el Comandante de la SFOR sobre el mando y control del espacio aéreo 
sobre Bosnia y Herzegovina con relación a todo el tráfico aéreo civil y militar; 
14. Pide a las autoridades de Bosnia y Herzegovina que cooperen con el 
Comandante de la SFOR en la buena administración de los aeropuertos de 
Bosnia y Herzegovina, de acuerdo con las competencias que en el anexo 1-A 
del Acuerdo de Paz se confieren a la SFOR respecto del espacio aéreo de 
Bosnia y Herzegovina; 
15. Exige que las partes respeten la seguridad y libertad de circulación del 
personal de la SFOR y otros funcionarios internacionales; 
16. Pide a los Estados, sobre todo a los de la región, que sigan prestando 
el apoyo y los recursos apropiados, incluidos los de transporte, a los Estados 
Miembros que actúen de acuerdo con el párrafo 10 supra; 
17. Recuerda todos los acuerdos relativos al estatuto de las fuerzas que se 
recogen en el apéndice B del anexo 1-A del Acuerdo de Paz, y recuerda a las 
partes su obligación de seguir cumpliéndolos; 
18. Pide a los Estados Miembros que actúen por medio de la organiza-
ción a que se hace referencia en el anexo 1-A del Acuerdo de Paz, o que coope-
ren con ella, que sigan informando al Consejo, por los cauces apropiados, al 
menos una vez al mes; 
* * * 
Reafirmando las bases jurídicas de la Carta de las Naciones Unidas en 
virtud de las cuales la Fuerza Internacional de Policía recibió su mandato en la 
resolución 1035 (1995), 
m 
19. Decide prorrogar el mandato de la UNMIBH, en la que se incluye la 
Fuerza Internacional de Policía, hasta el 21 de junio de 2001, y que esta última 
siga a cargo de las funciones que se enumeran en el anexo 11 del Acuerdo de 
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Paz, incluidas las recogidas en las conclusiones de las conferencias de Londres, 
Bonn, Luxemburgo, Madrid y Bruselas y aceptadas por las autoridades de 
Bosnia y Herzegovina; 
20. Pide al Secretario General que lo mantenga periódicamente informado 
y que le dé cuenta cada seis meses de la aplicación del mandato de la UNMIBH 
en general; 
21 . Reitera que la buena labor de la Fuerza Internacional de Policía 
depende de la calidad, experiencia y aptitudes profesionales de su personal, e 
insta una vez más a los Estados Miembros a que, con el apoyo del Secretario 
General, aseguren la contratación de personal calificado; 
22. Reafirma la obligación de las partes de cooperar plenamente con la 
Fuerza Internacional de Policía en todos los asuntos que le competen y de dar 
instrucciones a sus mandos y autoridades respectivas para que apoyen plena-
mente a dicha fuerza; 
23. Reitera su llamamiento a todos los interesados para que velen por la 
máxima coordinación posible entre el Alto Representante, la SFOR, la 
UNMIBH y las organizaciones y organismos civiles pertinentes, a fin de que 
se apliquen debidamente el Acuerdo de Paz y los objetivos prioritarios del plan 
de consolidación civil y se garantice la seguridad del personal de la Fuerza 
Internacional de Policía; 
24. Insta a los Estados Miembros a que, en respuesta a los logros 
demostrables de las partes en cuanto a la reestructuración de sus policías, 
redoblen sus esfuerzos por proporcionar, mediante fondos aportados 
voluntariamente y en coordinación con la Fuerza Internacional de Policía, 
adiestramiento, material y ayuda a las fuerzas de policía locales de Bosnia y 
Herzegovina; 
25. Pide también al Secretario General que siga presentándole los 
informes del Alto Representante, de conformidad con el anexo 10 del Acuerdo 
de Paz, las conclusiones de la Conferencia de Londres sobre la Aplicación del 
Acuerdo de Paz celebrada los días 4 y 5 de diciembre de 1996 (S/1996/1012) y 
las conferencias posteriores, sobre la aplicación del Acuerdo de Paz y, en 
particular, sobre el cumplimiento por las partes de las obligaciones contraídas 
en virtud de aquél; 





(19 de enero de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Reafirmando sus resoluciones y las declaraciones de su Presidente 
anteriores relativas a Burundi, 
Expresando preocupación por las graves condiciones económicas, huma-
nitarias y sociales reinantes en Burundi, 
Expresando su profunda preocupación por la violencia e inseguridad 
actuales en Burundi, que se caracterizan por el aumento de los ataques de 
grupos armados contra la población civil en la capital y sus alrededores, 
Observando con preocupación las repercusiones de la situación en 
Burundi para la región así como las consecuencias para Burundi de la 
permanente inestabilidad en la región, 
Reconociendo la importante función de los Estados de la región, especial-
mente Tanzania que acoge a cientos de miles de refugiados de Burundi y es sede 
de la Fundación Julius Nyerere, cuyo apoyo a las conversaciones ha sido 
extraordinario, 
Observando que los organismos de las Naciones Unidas y las organiza-
ciones regionales y no gubernamentales, en cooperación con los gobiernos 
anfitriones, están aplicando en África, entre otros lugares, los Principios recto-
res aplicables a los desplazados internos (E/CN.4/1998/53 y Add.l y 2), 
Acogiendo con beneplácito el programa de derechos humanos iniciado por 
las Naciones Unidas y la cooperación prestada por el Gobierno y los partidos 
políticos de Burundi, 
Reafirmando que la reanudación del proceso de paz de Arusha constituye 
la base más viable para la solución del conflicto conjuntamente con la conti-
nuación de las gestiones encaminadas a crear una alianza política interna en 
Burundi, 
1. Acoge con gran satisfacción y apoya decididamente la designación, el 
I o de diciembre de 1999, por la Octava Cumbre Regional de Arusha, de Nelson 
Mandela, ex Presidente de la República de Sudáfrica, como nuevo Facilitador 
del proceso de paz de Arusha, y sucesor del fallecido Mwalimu Julius Nyerere, 
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expresa su más firme apoyo a sus gestiones para alcanzar una solución pacífica 
del conflicto de Burundi, y acoge complacido el éxito de la reunión que celebró 
en Arusha el 16 de enero de 2000 para lanzar su iniciativa; 
2. Reitera su firme apoyo a la reanudación del proceso de paz de 
Arusha, hace suyo el llamamiento formulado en la Octava Cumbre Regional 
de Arusha para que todas las partes en el conflicto de Burundi presten la 
máxima cooperación al nuevo Facilitador del proceso de paz, e insta a redoblar 
los esfuerzos para crear una alianza política interna en Burundi; 
3. Hace suyos los esfuerzos del Secretario General encaminados a mejo-
rar la función de las Naciones Unidas en Burundi y, en particular, la labor 
permanente de su Representante Especial para la región de los Grandes Lagos; 
4. Encomia a las partes de Burundi, incluido el Gobierno, que han 
demostrado su determinación de proseguir las negociaciones, e insta a todas las 
partes que se mantienen al margen del proceso de paz de Arusha a poner fin a 
las hostilidades y participar plenamente en ese proceso; 
5. Expresa su reconocimiento por el apoyo de los donantes interna-
cionales, y hace un llamamiento para que se aumente la asistencia para el 
proceso de paz de Arusha; 
6. Condena los constantes actos de violencia perpetrados por todas las 
partes, y en particular por los sectores no estatales que se niegan a participar 
en el proceso de paz de Arusha, e insta enérgicamente a todas las partes a poner 
fin al conflicto armado en curso y a resolver las diferencias de manera pacífica; 
7. Condena los ataques perpetrados contra civiles en Burundi, y pide que 
se ponga fin de inmediato a esos actos criminales; 
8. Condena enérgicamente el asesinato de trabajadores del Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia y el Programa Mundial de Alimentos y de 
civiles de Burundi en la provincia de Rutana en octubre de 1999, e insta a que 
se capture y enjuicie efectivamente a los culpables; 
9. Pide a todas las partes que garanticen el acceso seguro y sin trabas de 
la asistencia humanitaria a las personas que la necesiten en Burundi, y que 
garanticen plenamente la seguridad y la libertad de circulación del personal de 
las Naciones Unidas y del personal asociado; 
10. Pide que los trabajadores humanitarios y los observadores de derechos 
humanos tengan acceso inmediato, completo, en condiciones de seguridad y 
sin trabas a todos los campamentos de reagrupación, y pide que las personas 
internadas tengan acceso a sus medios de vida fuera de esos campamentos; 
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11. Alienta a que se hagan nuevos progresos entre las Naciones Unidas y 
el Gobierno y los partidos políticos de Burundi en el establecimiento de las 
garantías de seguridad necesarias para que los organismos humanitarios de las 
Naciones Unidas reanuden las operaciones sobre el terreno; 
12. Exhorta a los Estados vecinos a que, según proceda, adopten medidas 
a fin de detener la actividad transfronteriza de los insurgentes y el tráfico ilícito 
de armas y municiones, y velen por la neutralidad, la seguridad y el carácter 
civil de los campamentos de refugiados; 
13. Pide a los donantes que proporcionen a Burundi ayuda humanitaria y 
de derechos humanos y reanuden el suministro de un volumen considerable de 
asistencia económica y para el desarrollo, teniendo debidamente en cuenta las 
condiciones de seguridad; 
14. Insta a la comunidad internacional a que examine las necesidades de 
desarrollo económico de Burundi con miras a establecer condiciones estables a 
largo plazo para el bienestar del pueblo de Burundi y para el regreso de los 
refugiados; 
15. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
CHIPRE 
RESOLUCIÓN 1250 
(29 de junio de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Reafirmando todas sus resoluciones precedentes sobre Chipre, en par-
ticular la resolución 1218 (1998), de 22 de diciembre de 1998, 
Reiterando su grave preocupación por la falta de progreso hacia una 
solución política general en Chipre, 
Agradeciendo la declaración de los Jefes de Estado y de Gobierno de 
Alemania, el Canadá, los Estados Unidos de América, la Federación de Rusia, 
Francia, Italia, el Japón y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, 
de 20 de junio de 1999 (S/1999/711, anexo), en la que solicitaban la realiza-
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ción de negociaciones amplias en el cuarto trimestre de 1999 bajo los 
auspicios del Secretario General, 
1. Expresa su reconocimiento por el informe del Secretario General 
sobre su misión de buenos oficios en Chipre, de 22 de junio de 1999 
(S/1999/707); 
2. Subraya su pleno apoyo a la misión de buenos oficios del Secretario 
General, decidida por el Consejo de Seguridad, y, en ese contexto, a los 
esfuerzos del Secretario General y su Representante Especial; 
3. Reitera su refrendo de la iniciativa del Secretario General anunciada el 
30 de septiembre de 1998, en el marco de su misión de buenos oficios, con el 
objetivo de reducir la tirantez y fomentar el progreso hacia un arreglo justo y 
duradero en Chipre; 
4. Observa que continúan las conversaciones entre la Representante 
Especial del Secretario General y las dos partes, y exhorta a ambas partes a que 
participen con espíritu constructivo; 
5. Expresa la opinión de que ambas partes tienen preocupaciones legí-
timas que se deben abordar en negociaciones amplias que abarquen todas las 
cuestiones pertinentes; 
6. Pide al Secretario General que, de conformidad con las resoluciones 
pertinentes del Consejo de Seguridad, invite a los dirigentes de ambas partes a 
celebrar negociaciones en el cuarto trimestre de 1999; 
7. Exhorta a los dos dirigentes, en este contexto, a que presten su pleno 
apoyo a esas negociaciones amplias bajo los auspicios del Secretario General, 
y a que se comprometan a respetar los siguientes principios: 
— Ninguna condición previa; 
— Todas las cuestiones sobre la mesa; 
— Compromiso de buena fe de continuar las negociaciones hasta llegar 
a una solución; 
— Plena consideración de las resoluciones de las Naciones Unidas y de 
los tratados pertinentes; 
8. Pide a las dos partes de Chipre, incluidas las autoridades militares de 
ambas partes, que trabajen constructivamente con el Secretario General y su 
Representante Especial a fin de crear un clima positivo en la isla que prepare el 
camino para las negociaciones del cuarto trimestre de 1999; 
9. Pide asimismo al Secretario General que mantenga al Consejo de 
Seguridad informado de los progresos realizados en el cumplimiento de esta 
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resolución y que presente un informe al Consejo antes del 1 de diciembre de 
1999; 
10. Decide seguir ocupándose activamente de esta cuestión. 
RESOLUCIÓN 1251 
(29 de junio de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General sobre la 
operación de las Naciones Unidas en Chipre de fecha 8 de junio de 1999 
(S/1999/657/Add.l), 
Observando que el Gobierno de Chipre ha convenido en que, en vista de 
la situación imperante en la isla, es necesario que la Fuerza de las Naciones 
Unidas para el Mantenimiento de la Paz en Chipre (UNFICYP) permanezca en 
ella después del 30 de junio de 1999, 
Reafirmando todas sus anteriores resoluciones relativas a Chipre, en 
particular las resoluciones 1217 (1998), de 22 de diciembre de 1998, y 1218 
(1998), de 22 de diciembre de 1998, 
Exhortando, una vez más, a todos los Estados a que respeten la soberanía, 
la independencia y la integridad territorial de la República de Chipre y pidién-
doles, así como a las partes interesadas, que se abstengan de todo acto que pue-
da redundar en desmedro de esa soberanía, independencia e integridad territorial, 
así como de todo intento de dividir la isla o unificarla con cualquier otro país, 
Observando que la situación en las líneas de cesación del fuego se man-
tiene básicamente estable, pero expresando profunda preocupación por la prác-
tica cada vez más frecuente de ambas partes de realizar actos de provocación a 
lo largo de esas líneas que incrementan el riesgo de incidentes de mayor 
gravedad, 
Recordando a las partes que el conjunto de medidas de la UNFICYP para 
reducir la tensión en las líneas de cesación del fuego obedece al propósito de 
reducir los incidentes y la tensión, sin desmedro de la seguridad de ninguna de 
las partes, 
Reiterando la necesidad de avanzar a fin de llegar a una solución política 
general, 
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1. Decide prorrogar el mandato de la UNFICYP por un nuevo período 
que concluirá el 15 de diciembre de 1999; 
2. Recuerda a ambas partes su obligación de prevenir actos de violencia 
contra el personal de la UNFICYP, de colaborar plenamente con ella y de velar 
por que tenga plena libertad de circulación; 
3. Exhorta a las autoridades militares de las dos partes a que se absten-
gan de realizar acto alguno, incluidos actos de provocación en las proximidades 
de la zona de amortiguación, que puedan agravar las tensiones; 
4. Pide al Secretario General y a su Representante Especial que sigan 
trabajando intensamente con ambas partes a fin de llegar a un pronto acuerdo 
sobre nuevas medidas concretas para reducir la tensión teniendo plenamente en 
cuenta su resolución 1218 (1998) de 22 de diciembre de 1998; 
5. Insta a ambas partes a adoptar medidas que fomenten la confianza y 
la cooperación y reduzcan las tensiones entre ellas, incluida la remoción de 
minas en la zona de amortiguación; 
6. Insta a los grecochipriotas a que den su consentimiento para que se 
ponga en práctica el conjunto de medidas de la UNFICYP y alienta a la 
UNFICYP a que siga realizando gestiones para que las dos partes pongan en 
práctica rápidamente ese conjunto de medidas; 
7. Reitera su profunda preocupación por el número excesivo de fuerzas 
militares y de armamentos que sigue habiendo en la República de Chipre y por 
la rapidez con que se están ampliando, mejorando y modernizando esos arma-
mentos, incluso mediante la introducción de avanzados sistemas de armamen-
tos por cualquiera de las partes, así como por el hecho de que no se avance 
hacia una reducción considerable del número de soldados extranjeros en la 
República de Chipre, lo cual amenaza con aumentar las tensiones en la isla y 
en la región y complicar las gestiones encaminadas a negociar una solución 
política general; 
8. Exhorta a todos los interesados a que se comprometan a reducir los 
gastos de defensa, a reducir el número de soldados extranjeros en la República 
de Chipre y a iniciar un proceso gradual para limitar y, luego, reducir sustan-
cialmente el número de soldados y armamentos en la República de Chipre 
como primer paso hacia la retirada de las fuerzas no chipriotas, como se indica 
en el conjunto de ideas (S/24472, anexo) con el fin de ayudar a restablecer la 
confianza entre las partes, destaca la importancia de llegar con el tiempo a la 
desmilitarización de la República de Chipre como uno de los objetivos en el 
contexto de una solución general, acoge con beneplácito en este contexto las 
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medidas que tome cualquiera de las partes para reducir el número de arma-
mentos y soldados y alienta al Secretario General a que siga promoviendo la 
adopción de medidas en ese sentido; 
9. Insta a las dos partes a abstenerse de la amenaza o del uso de la fuerza 
o la violencia como medio para resolver el problema de Chipre; 
10. Reafirma que el statu quo es inaceptable y que las negociaciones para 
llegar a una solución política definitiva del problema de Chipre han estado 
estancadas demasiado tiempo; 
11. Reafirma su postura de que un acuerdo sobre Chipre deberá fundarse 
en un Estado de Chipre dotado de una soberanía y una personalidad interna-
cional únicas, con una ciudadanía única, cuya independencia e integridad terri-
torial estén garantizadas y que conste de dos comunidades políticas iguales, 
conforme a lo enunciado en las resoluciones del Consejo de Segundad en la 
materia, en una federación bicomunal y bizonal, y de que un acuerdo de esa 
índole deberá excluir la unión total o parcial con cualquier otro país, así como 
toda forma de partición o secesión; 
12. Observa con satisfacción la labor que está realizando la UNFICYP 
para cumplir su mandato humanitario respecto de los grecochipriotas y los 
maronitas que viven en el norte de la isla y los turcochipriotas que viven en el 
sur de la isla, como se indica en el informe del Secretario General; 
13. Reitera su apoyo a las gestiones que realizan las Naciones Unidas y 
otros interesados para promover la organización de actos en que participen las 
dos comunidades con objeto de incrementar la cooperación, la confianza y el 
respeto mutuo entre las dos comunidades e insta a los dirigentes turco-
chipriotas a que reanuden esas actividades; 
14. Pide al Secretario General que le presente para el 1 de diciembre de 
1999 un informe sobre la aplicación de esta resolución; 
15. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1283 
(15 de diciembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Acogiendo con satisfacción el informe del Secretario General de fecha 29 
de noviembre de 1999 (S/1999/1203 y Corr.l y Add.l) sobre la operación de 
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las Naciones Unidas en Chipre, en particular el llamamiento hecho a las partes 
para que aborden y resuelvan la cuestión humanitaria de los desaparecidos con 
la urgencia y seriedad debidas, 
Tomando nota de que el Gobierno de Chipre ha convenido en que, habida 
cuenta de las condiciones que reinan en la isla, es necesario mantener la Fuerza 
de las Naciones Unidas para el Mantenimiento de la Paz en Chipre 
(UNFICYP) con posterioridad al 15 de diciembre de 1999, 
1. Reafirma todas sus resoluciones sobre Chipre, en particular la reso-
lución 1251 (1999), de 29 de junio de 1999; 
2. Decide prorrogar el mandato de la UNFICYP por un período adi-
cional que finalizará el 15 de junio de 2000; 
3. Pide al Secretario General que presente un informe para el I o de junio 
de 2000 sobre la aplicación de la presente resolución; 
4. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1303 
(14 de junio de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de fecha 26 
de mayo de 2000 (S/2000/496 y Corr.l) sobre la operación de las Naciones 
Unidas en Chipre, en particular el llamamiento hecho a las partes para que 
evalúen y resuelvan la cuestión humanitaria de los desaparecidos con la urgen-
cia y la seriedad debidas, 
Tomando nota de que el Gobierno de Chipre ha convenido en que, habida 
cuenta de las condiciones que reinan en la isla, es necesario mantener en 
funciones la Fuerza de las Naciones Unidas para el Mantenimiento de la Paz en 
Chipre (UNFICYP) con posterioridad al 15 de junio de 2000, 
Acogiendo complacido y alentando la labor realizada por las Naciones 
Unidas para que el personal de mantenimiento de la paz cobre conciencia acerca 
de la prevención y el control del VIH/SIDA y otras enfermedades transmisibles 
en todas las operaciones de mantenimiento de la paz, 
1. Reafirma todas sus resoluciones pertinentes sobre Chipre, en par-
ticular las resoluciones 1251 (1999), de 29 de junio de 1999, y 1283 (1999), 
de 15 de diciembre de 1999; 
611 
DOCUMENTACIÓN 
2. Decide prorrogar el mandato de la UNFICYP por un nuevo período 
que finalizará el 15 de diciembre de 2000; 
3. Pide al Secretario General que le presente un informe a más tardar el 
I o de diciembre de 2000 sobre la aplicación de la presente resolución; 
4. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
CONFLICTOS ARMADOS 
SITUACIÓN DE ÁFRICA 
RESOLUCIÓN 1265 
(17 de septiembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando la declaración de su Presidente de 12 de febrero de 1999 
(S/PRST/1999/6), 
Habiendo examinado el informe del Secretario General de 8 de septiembre 
de 1999 (S/1999/957), presentado al Consejo de Seguridad de conformidad con 
la declaración mencionada más arriba, 
Tomando nota de sendos informes del Secretario General de 13 de abril de 
1998 sobre "Las causas de los conflictos y el fomento de la paz duradera y el 
desarrollo sostenible en África" (S/1998/318) y 22 de septiembre de 1998 
sobre "La protección de las actividades de asistencia humanitaria a los refu-
giados y otras personas en situaciones de conflicto" (S/l 998/883), en 
particular su análisis relativo a la protección de la población civil, 
Observando que los civiles representan la gran mayoría de las víctimas en 
los conflictos armados y son objeto de ataques cada vez más frecuentes por los 
combatientes y elementos armados, gravemente preocupado por los sufri-
mientos que padece la población civil durante los conflictos armados, en par-
ticular a causa de los actos de violencia dirigidos contra ella, especialmente 
contra las mujeres, los niños y otros grupos vulnerables, así como contra los 
refugiados y los desplazados internos, y reconociendo las consiguientes reper-
cusiones que actos de esa naturaleza tendrán en el logro de una paz, una recon-
ciliación y un desarrollo duraderos, 
612 
RESOLUCIONES DEL CONSEJO DE SEGURIDAD DE LAS NACIONES UNIDAS 
Teniendo en cuenta la responsabilidad primordial de mantener la paz y la 
seguridad internacionales que le incumbe en virtud de la Carta de las Naciones 
Unidas y subrayando la importancia de que se adopten medidas encaminadas a 
prevenir y resolver los conflictos, 
Haciendo hincapié en la necesidad de afrontar las causas de los conflictos 
armados de manera global a fin de lograr una mayor protección de la población 
civil a largo plazo, incluso mediante el fomento del crecimiento económico, la 
erradicación de la pobreza, el desarrollo sostenible, la reconciliación nacional, 
la buena gestión de los asuntos públicos, la democracia, el imperio del derecho 
y el respeto y la protección de los derechos humanos, 
Expresando su profunda preocupación por la disminución del respeto de 
los principios y el derecho internacional humanitario, así como los principios 
y el derecho relativos a los derechos humanos y los refugiados durante los 
conflictos armados, en particular los actos deliberados de violencia contra todas 
las personas protegidas por ese derecho, y expresando también su preocupación 
por la denegación de un acceso en condiciones de seguridad y sin restricciones a 
las personas necesitadas, 
Subrayando la importancia de que el derecho internacional humanitario y 
el relativo a los derechos humanos y los refugiados tengan la mayor difusión 
posible y de que la policía civil, las fuerzas armadas, los jueces y los abo-
gados, la sociedad civil y el personal de las organizaciones internacionales y 
regionales, entre otros, tengan una formación adecuada, 
Recordando la declaración de su Presidente de 8 de julio de 1999 
(S/PRST/1999/21) e insistiendo en su llamamiento para que se incluyan, 
cuando proceda, en determinados acuerdos de paz y, según el caso, en los 
mandatos de las operaciones de las Naciones Unidas para el mantenimiento de 
la paz disposiciones claras relativas al desarme, la desmovilización y la reinte-
gración de los ex combatientes, en particular la eliminación en condiciones de 
seguridad y oportuna de armas y municiones, 
Consciente de la especial vulnerabilidad de los refugiados y los despla-
zados internos y reafirmando la responsabilidad primordial que incumbe a los 
Estados de garantizar su protección, especialmente manteniendo la seguridad y 
el carácter civil de los campamentos de refugiados y desplazados internos, 
Subrayando los derechos y necesidades especiales de los niños en situa-
ciones de conflicto armado, en particular los de las niñas, 
Reconociendo los efectos directos y específicos de los conflictos armados 
en la mujer, según se indica en el párrafo 18 del informe del Secretario General 
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y, a este respecto, acogiendo complacido la labor que se está llevando a cabo 
en el sistema de las Naciones Unidas con respecto a la adopción de una pers-
pectiva de género en la asistencia humanitaria y la violencia contra la mujer, 
1. Acoge complacido el informe del Secretario General de 8 de 
septiembre de 1999 y toma nota de las amplias recomendaciones contenidas en 
él; 
2. Condena enérgicamente los ataques deliberados contra la población 
civil en situaciones de conflicto armado, así como los ataques contra objetos 
protegidos por el derecho internacional, y hace un llamamiento a todas las 
partes para que pongan fin a esa clase de prácticas; 
3. Subraya la importancia de prevenir conflictos que puedan poner en 
peligro la paz y la seguridad internacionales y, en este contexto, destaca la 
importancia de que se adopten medidas preventivas apropiadas para resolver los 
conflictos, incluido el empleo de los mecanismos de las Naciones Unidas y 
otros mecanismos de arreglo de controversias y el despliegue preventivo de 
personal militar y civil, de conformidad con las disposiciones pertinentes de la 
Carta de las Naciones Unidas, las resoluciones del Consejo de Seguridad y los 
instrumentos internacionales pertinentes; 
4. Insta a todas las partes interesadas a que cumplan estrictamente las 
obligaciones que les incumben en virtud del derecho internacional humanitario 
y el relativo a los derechos humanos y los refugiados, especialmente las con-
traídas en virtud de los Convenios de La Haya de 1899 y 1907 y los Conve-
nios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos Adicionales de 1977, así como las 
decisiones del Consejo de Seguridad; 
5. Exhorta a los Estados que todavía no lo hayan hecho a que 
consideren la posibilidad de ratificar los principales instrumentos del derecho 
internacional humanitario y el derecho relativo a los derechos humanos y los 
refugiados y adopten medidas legislativas, judiciales y administrativas 
apropiadas para la aplicación de esos instrumentos en el plano nacional, 
solicitando la asistencia técnica, cuando proceda, de las organizaciones 
internacionales pertinentes, incluidos el Comité Internacional de la Cruz Roja 
y los órganos de las Naciones Unidas; 
6. Subraya la responsabilidad de los Estados de acabar con la impunidad 
de quienes sean responsables de genocidio, crímenes contra la humanidad y 
violaciones graves del derecho humanitario internacional y llevarlos a juicio, 
afirma la posibilidad, a este respecto, de utilizar a la Comisión Internacional de 
Investigación establecida en virtud del artículo 90 del Primer Protocolo 
Adicional de los Convenios de Ginebra, reafirma la importancia de la labor que 
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están desarrollando los tribunales especiales para la ex Yugoslavia y Rwanda y 
hace hincapié en la obligación de todos los Estados de cooperar plenamente 
con esos tribunales; y reconoce la importancia histórica de la aprobación del 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, que está abierto a la firma y 
ratificación de los Estados; 
7. Subraya la importancia de que el personal humanitario tenga acceso 
sin restricciones y en condiciones de seguridad a la población civil en las 
situaciones de conflicto armado, incluidos los refugiados y los desplazados 
internos, y de que se proteja la asistencia humanitaria destinada a esas perso-
nas, y recuerda a ese respecto las declaraciones de su Presidente de 19 de junio 
de 1997 (S/PRST/1997/34) y 29 de septiembre de 1998 (S/PRST/1998/30); 
8. Subraya la necesidad de que los combatientes garanticen la seguridad 
y la libertad de circulación del personal de las Naciones Unidas y el personal 
asociado, así como del personal de las organizaciones humanitarias interna-
cionales y recuerda a este respecto las declaraciones de su Presidente de 12 de 
marzo de 1997 (S/PRST/1997/13) y 29 de septiembre de 1998; 
9. Toma nota de la entrada en vigor de la Convención sobre la Segu-
ridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado de 1994, 
recuerda los principios pertinentes en ella proclamados, exhorta a todas las 
partes en losconflictos armados a que respeten plenamente el estatuto del 
personal de las Naciones Unidas y el personal asociado y, a este respecto, 
condena los ataques y el uso de la fuerza contra el personal de las Naciones 
Unidas y el personal asociado, así como contra el personal de las 
organizaciones humanitarias internacionales, y afirma la necesidad de exigir a 
quienes cometan tales actos que asuman la responsabilidad de ellos; 
10. Declara que está dispuesto a afrontar las situaciones de conflicto 
armado en que la población civil es objeto de ataques o la asistencia humani-
taria destinada a ella es obstaculizada deliberadamente, en particular conside-
rando la adopción de medidas apropiadas a disposición del Consejo de confor-
midad con la Carta de las Naciones Unidas, y toma nota, a ese respecto, de las 
recomendaciones pertinentes que figuran en el informe del Secretario General; 
11. Declara también que está dispuesto a considerar la forma en que los 
mandatos de mantenimiento de la paz podrían hacer frente de manera más eficaz 
a los efectos negativos que los conflictos armados tienen sobre la población 
civil; 
12. Expresa su apoyo a que, cuando proceda, se incluyan en los acuerdos 
de paz y en los mandatos de las misiones de mantenimiento de la paz de las 
Naciones Unidas medidas concretas y adecuadas de desarme, desmovilización y 
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reintegración de los ex combatientes, con especial atención a la desmovili-
zación y reintegración de los niños soldados, así como disposiciones claras y 
detalladas para la destrucción del exceso de armas y municiones y, a este 
respecto, recuerda la declaración de su Presidente de 8 de julio de 1999; 
13. Observa la importancia de incluir en los mandatos de las operaciones 
de establecimiento de la paz, de mantenimiento de la paz y de consolidación de 
la paz disposiciones especiales de protección y asistencia a los grupos que 
requieren atención especial, en particular las mujeres y los niños; 
14. Pide al Secretario General que vele por que el personal de las Nacio-
nes Unidas que participa en actividades de establecimiento de la paz, de mante-
nimiento de la paz y de consolidación de la paz tenga la formación apropiada 
en derecho internacional humanitario y en el derecho relativo a los derechos 
humanos y los refugiados, incluidas las disposiciones relativas a los niños y 
en materia de género, aptitud de negociación y comunicación, conciencia 
cultural y coordinación entre el personal civil y militar, e insta a los Estados y 
a las organizaciones internacionales y regionales pertinentes a que velen por 
que se incluyan actividades apropiadas de capacitación en sus programas 
relativos al personal que participa en actividades análogas; 
15. Subraya la importancia de que haya un componente de policía civil 
en las operaciones de mantenimiento de la paz, reconoce la función que 
desempeña la policía para garantizar la seguridad y el bienestar de la población 
civil y, a ese respecto, reconoce la necesidad de reforzar la capacidad de las 
Naciones Unidas para desplegar rápidamente policías civiles capacitados y bien 
entrenados; 
16. Reafirma que, cuando se adopten medidas en virtud del Artículo 41 de 
la Carta de las Naciones Unidas, está dispuesto a considerar sus posibles efec-
tos sobre los civiles, teniendo presentes las necesidades de los niños, a fin de 
considerar las excepciones humanitarias apropiadas; 
17. Toma nota de que la acumulación excesiva y el efecto desesta-
bilizador de las armas pequeñas y las armas ligeras representan un obstáculo 
considerable a la prestación de asistencia humanitaria y pueden agravar y pro-
longar los conflictos, poner en peligro la vida de los civiles y reducir la segu-
ridad y la confianza necesarias para que vuelvan a haber paz y estabilidad; 
18. Toma nota de la entrada en vigor de la Convención sobre la prohi-
bición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas anti-
personal y sobre su destrucción, de 1997, y del Protocolo Enmendado sobre 
Prohibiciones o Restricciones del Uso de Minas, Armas Trampa y Otros Arte-
factos (Protocolo II) que figura en el anexo a la Convención sobre prohi-
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biciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que pueden 
considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados, de 1980, 
recuerda las disposiciones pertinentes contenidas en ellos, y toma nota del 
efecto benéfico que su aplicación tendrá para la seguridad de la población civil; 
19. Reitera su grave preocupación por los efectos adversos y genera-
lizados que los conflictos armados tienen sobre los niños, recuerda su reso-
lución 1261 (1999), de 25 de agosto de 1999, y reafirma las recomendaciones 
en ella contenidas; 
20. Subraya la importancia de la celebración de consultas y de la coope-
ración entre las Naciones Unidas, el Comité Internacional de la Cruz Roja y 
otras organizaciones pertinentes, incluidas las organizaciones regionales, con 
respecto a la aplicación de las recomendaciones del informe del Secretario 
General y alienta al Secretario General a que prosiga sus consultas sobre este 
tema y adopte medidas concretas a fin de reforzar la capacidad de las Naciones 
Unidas para proteger mejor a la población civil en los conflictos armados; 
21 . Expresa que está dispuesto también a examinar, en cooperación con 
las organizaciones regionales, la forma en que éstas podrían contribuir más 
eficazmente a la protección de la población civil en situaciones de conflicto 
armado; 
22. Decide establecer inmediatamente un mecanismo apropiado para 
seguir examinando las recomendaciones contenidas en el informe del Secretario 
General y considerar la adopción de medidas apropiadas antes de fines de abril 
del 2000, de conformidad con las responsabilidades que le incumben en virtud 
de la Carta de las Naciones Unidas; 
23. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
PROTECCIÓN DE LOS CIVILES EN LOS CONFLICTOS ARMADOS 
RESOLUCIÓN 1296 
(19 de abril de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando su resolución 1265 (1999), de 17 de diciembre de 1999, la 
declaración de su Presidente de 12 de febrero de 1999 (S/PRST/1999/6) y otras 
resoluciones y declaraciones pertinentes de su Presidente, 
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Habiendo examinado el informe del Secretario General de 8 de septiembre 
de 1999 sobre la protección de los civiles en los conflictos armados 
(S/1999/957), 
Expresando agradecimiento por su labor al Grupo de Trabajo oficioso 
establecido de conformidad con la resolución 1265 (1999), 
Expresando además pesar por el hecho de que los civiles constituyen la 
gran mayoría de las víctimas en los conflictos armados y son cada vez con más 
frecuencia el blanco de los ataques de los combatientes y de los elementos 
armados, reafirmando su preocupación por los sufrimientos de los civiles en 
los conflictos armados, en particular como resultado de los actos de violencia 
contra ellos, especialmente contra las mujeres, los niños y otros grupos vulne-
rables, incluidos los refugiados y los desplazados internos, y reconociendo la 
consiguiente repercusión que ello tiene en el logro de una paz, una reconci-
liación y un desarrollo duraderos, 
Teniendo presente la responsabilidad primordial que le incumbe, en virtud 
de la Carta de las Naciones Unidas, en el mantenimiento de la paz y la segu-
ridad internacionales y destacando la importancia de adoptar medidas encami-
nadas a prevenir y solucionar los conflictos, 
Reafirmando su adhesión a los propósitos de la Carta de las Naciones 
Unidas, establecidos en el Artículo 1 (párrafos 1 a 4) de la Carta, y a los prin-
cipios de la Carta establecidos en el Artículo 2 (párrafos 1 a 7) de la Carta, 
incluida su adhesión a los principios de la independencia política, la igualdad 
soberana y la integridad territorial de todos los Estados, y su decisión de 
respetar la soberanía de todos los Estados, 
Subrayando la necesidad de que todas las partes interesadas cumplan las 
disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas y las normas y los principios 
del derecho internacional, en particular, el derecho internacional humanitario, y 
el derecho internacional relativo a los derechos humanos y el derecho interna-
cional relativo a los refugiados, y ejecuten cabalmente las decisiones perti-
nentes del Consejo de Seguridad, 
1. Destaca que, al examinar los modos de velar por la protección de los 
civiles en los conflictos armados, es necesario hacerlo individualmente, tenien-
do en cuenta las circunstancias particulares de cada caso, y afirma que, al 
desempeñar su labor, tiene el propósito de tener en cuenta las recomendaciones 
pertinentes que figuran en el informe del Secretario General de 8 de septiembre 
de 1999; 
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2. Reafirma que condena enérgicamente los ataques dirigidos delibera-
damente contra los civiles u otras personas protegidas en situaciones de con-
flicto armado y hace un llamamiento a todas las partes para que pongan fin a 
esas prácticas; 
3. Observa que los civiles constituyen la gran mayoría de los despla-
zados internos y otros grupos vulnerables en situaciones de conflicto armado 
y, como tales, tienen derecho a la protección que se brinda a los civiles con 
arreglo al derecho internacional humanitario vigente; 
4. Reafirma la importancia de adoptar un enfoque general para la 
prevención de los conflictos, invita a los Estados Miembros y al Secretario 
General a que señalen a su atención cualquier asunto que, a su juicio, pueda 
constituir una amenaza para el mantenimiento de la paz y la seguridad inter-
nacionales, afirma a este respecto que está dispuesto a examinar a la luz del 
debate de tales asuntos, la posibilidad de establecer, en circunstancias ade-
cuadas, misiones preventivas, y recuerda, a este respecto, la declaración de su 
Presidente de 30 de noviembre de 1999 (S/PRST/1999/34); 
5. Observa que los ataques dirigidos deliberadamente contra las pobla-
ciones civiles u otras personas protegidas y las violaciones sistemáticas, 
manifiestas y generalizadas del derecho internacional humanitario y del derecho 
internacional relativo a los derechos humanos en situaciones de conflicto 
armado pueden constituir una amenaza para la paz y la seguridad interna-
cionales y, a este respecto, reafirma que está dispuesto a examinar esas situa-
ciones y, cuando sea necesario, imponer medidas adecuadas; 
6. Invita al Secretario General a que continúe remitiéndole la infor-
mación y los análisis pertinentes cuando estime que esa información o esos 
análisis puedan contribuir a resolver las cuestiones que esté examinando; 
7. Manifiesta su propósito de colaborar con los representantes de las 
organizaciones regionales y subregionales pertinentes, cuando proceda, para 
seguir mejorando las oportunidades de resolver los conflictos armados y pro-
teger a los civiles en esos conflictos; 
8. Subraya la importancia de que el personal humanitario tenga acceso 
seguro y sin obstáculos a los civiles en los conflictos armados, hace un llama-
miento a todas las partes interesadas, en particular a los Estados vecinos, para 
que cooperen plenamente con el Coordinador de la Asistencia Humanitaria de 
las Naciones Unidas y los organismos de las Naciones Unidas a fin de facilitar 
ese acceso, invita a los Estados y al Secretario General a que señalen a su 
atención información relacionada con la denegación deliberada de ese acceso en 
violación del derecho internacional, cuando esa denegación pueda constituir una 
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amenaza para la paz y la seguridad internacionales y, a ese respecto, manifiesta 
que está dispuesto a examinar esa información y, cuando sea necesario, a 
adoptar medidas adecuadas; 
9. Reafirma su profunda preocupación por las consecuencias perju-
diciales y generalizadas de los conflictos armados en los civiles, incluidas las 
consecuencias especiales que los conflictos armados producen en las mujeres, 
los niños y otros grupos vulnerables, y reafirma también, a este respecto, la 
importancia de atender plenamente a sus necesidades especiales de protección y 
asistencia en los mandatos de las operaciones de establecimiento de la paz, 
mantenimiento de la paz y consolidación de la paz; 
10. Expresa que tiene el propósito, cuando proceda, de hacer un llama-
miento a las partes en un conflicto para que adopten medidas especiales a los 
efectos de atender a las necesidades de protección y asistencia de las mujeres, 
los niños y otros grupos vulnerables, en particular mediante la promoción de 
"días de inmunización" y otras oportunidades para prestar servicios básicos 
necesarios de manera segura y sin obstáculos; 
11. Subraya la importancia de que las organizaciones humanitarias 
defiendan los principios de neutralidad, imparcialidad y humanidad en sus acti-
vidades humanitarias y recuerda, a este respecto, la declaración de su Presidente 
de 9 de marzo de 2000 (S/PRST/2000/7); 
12. Reitera su llamamiento a todas las partes interesadas, incluidas las 
partes que no son Estados, para que garanticen la seguridad y la libertad de 
circulación del personal de las Naciones Unidas y del personal conexo, así 
como del personal de las organizaciones humanitarias, y recuerda, a este 
respecto, la declaración de su Presidente de 9 de febrero de 2000 
(S/PRST/2000/4); 
13. Afirma su propósito de velar, cuando proceda y sea viable, por que se 
encomienden mandatos adecuados a las misiones de mantenimiento de la paz y 
se les dote de recursos suficientes para proteger a los civiles que vean ame-
nazada su integridad física de manera inminente, en particular reforzando la 
capacidad de las Naciones Unidas de planificar y desplegar rápidamente personal 
de mantenimiento de la paz, policía civil, administradores civiles y personal 
humanitario, valiéndose, cuando proceda, de los acuerdos de fuerzas de reserva; 
14. Invita al Secretario General a que señale a su atención situaciones en 
que los refugiados y los desplazados internos sean vulnerables a las amenazas 
de hostigamiento o en que sus campamentos sean vulnerables a la infiltración 
de elementos armados y en que esas situaciones puedan constituir una amenaza 
para la paz y la seguridad internacionales, expresa, a este respecto, que está 
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dispuesto a examinar esas situaciones y, cuando sea necesario, adoptar medidas 
adecuadas para contribuir a establecer un entorno seguro para los civiles 
amenazados por los conflictos, especialmente prestando apoyo a los Estados 
que corresponda a este respecto, y recuerda, a este respecto, su resolución 1208 
(1998), de 19 de noviembre de 1998; 
15. Declara que está dispuesto a considerar la conveniencia y viabilidad 
de establecer zonas y corredores de seguridad provisionales para proteger a los 
civiles y encauzar la asistencia en situaciones en que se cierna sobre la pobla-
ción civil la amenaza de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de 
guerra; 
16. Afirma su propósito de incluir en los mandatos de las operaciones de 
mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas, cuando proceda y según las 
circunstancias de cada caso, plazos claros para la realización de las actividades 
vinculadas al desarme, la desmovilización y la reintegración de los excom-
batientes, incluidos, en particular, los niños soldados, así como para la elimi-
nación segura y oportuna de los excedentes de armas y municiones, subraya la 
importancia de incluir esas medidas en acuerdos de paz concretos, cuando pro-
ceda y con el consentimiento de las partes, subraya asimismo, a este respecto, 
la importancia de proporcionar recursos suficientes, y recuerda la declaración de 
su Presidente de 23 de marzo de 2000 (S/PRST/2000/10); 
17. Reafirma que condena todas las actividades de incitación a la violen-
cia contra los civiles en situaciones de conflicto armado, reafirma también que 
es necesario hacer comparecer ante la justicia a quienes inciten a esa violencia 
o la provoquen por otros medios y declara que está dispuesto, al autorizar 
misiones, a considerar la posibilidad, cuando proceda, de adoptar medidas en 
respuesta a las transmisiones de los medios de comunicación que inciten a la 
comisión de actos de genocidio, crímenes de lesa humanidad y violaciones 
graves del derecho internacional hu-manitario; 
18. Afirma que, cuando proceda, las misiones de mantenimiento de la 
paz de las Naciones Unidas deben incluir un componente de medios de comuni-
cación que pueda difundir información sobre el derecho internacional huma-
nitario y el derecho internacional relativo a los derechos humanos, en 
particular en relación con la educación para la paz y la protección de los niños, 
así como información objetiva sobre las actividades de las Naciones Unidas, y 
afirma también que, cuando proceda, debe alentarse a las operaciones regionales 




19. Reitera la importancia de que se cumplan las disposiciones perti-
nentes del derecho internacional humanitario, del derecho internacional relativo 
a los derechos humanos y del derecho internacional relativo a los refugiados y 
de que se imparta formación adecuada en ese derecho, especialmente por lo que 
respecta a las disposiciones sobre los niños y el género, así como en técnicas 
de negociación y comunicaciones, sensibilización cultural, coordinación entre 
civiles y militares y sensibilización para prevenir el VIH/SIDA y otras enfer-
medades transmisibles, al personal que participa en actividades de estableci-
miento de la paz, mantenimiento de la paz y consolidación de la paz, pide al 
Secretario General que difunda orientaciones adecuadas y vele por que el 
personal de las Naciones Unidas sea formado adecuadamente, e insta a los 
Estados Miembros pertinentes a que, cuando sea necesario y viable, difundan 
instrucciones adecuadas y velen por que se incluyan cursos de formación ade-
cuados en sus programas para el personal que participe en actividades 
similares; 
20. Toma nota de la entrada en vigor de la Convención sobre la prohi-
bición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas 
antipersonal y sobre su destrucción, de 1997, y del Protocolo Enmendado 
sobre Prohibiciones o Restricciones del Uso de Minas, Armas Trampa y Otros 
Artefactos (Protocolo II), que figura en el anexo de la Convención sobre 
prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que 
puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados, de 
1980, recuerda las disposiciones pertinentes que allí figuran, señala el efecto 
beneficioso que su aplicación tendrá para la seguridad de los civiles y alienta a 
quienes estén en condiciones de hacerlo a que respalden las actividades huma-
nitarias relacionadas con las minas, lo que incluye la prestación de asistencia 
financiera a tal efecto; 
21 . Observa que la acumulación excesiva y el efecto desestabilizador de 
las armas pequeñas y las armas ligeras constituyen un importante obstáculo 
para la prestación de la asistencia humanitaria y pueden exacerbar y prolongar 
los conflictos, poner en peligro a los civiles y menoscabar la seguridad y la 
confianza necesarias para el restablecimiento de la paz y la estabilidad; 
22. Recuerda la decisión de los miembros del Consejo que figura en la 
nota de su Presidente de 17 de abril de 2000 (S/2000/319), a los efectos de que, 
con carácter provisional, se establezca un Grupo de Trabajo oficioso del 
Consejo de Seguridad en relación con la cuestión general de las sanciones y 
pide al Grupo de Trabajo oficioso que examine las recomendaciones que 
622 
RESOLUCIONES DEL CONSEJO DE SEGURIDAD DE LAS NACIONES UNIDAS 
figuran en el informe del Secretario General de 8 de septiembre de 1999 en 
relación con su mandato; 
23. Recuerda la carta de fecha 14 de febrero de 2000 dirigida al Presidente 
de la Asamblea General por el Presidente del Consejo (S/2000/119), toma nota 
de la carta de fecha 7 de abril de 2000 dirigida a su Presidente por el Presidente 
de la Asamblea General (S/2000/298), en la que se adjuntaba una carta de fecha 
I o de abril de 2000 del Presidente del Comité Especial de Operaciones de 
Mantenimiento de la Paz, acoge con beneplácito, a este respecto, la labor 
realizada por el Comité en lo concerniente a las recomendaciones del informe 
del Secretario General de 8 de septiembre de 1999, que guardan relación con su 
mandato, y alienta a la Asamblea General a que continúe examinando esos 
aspectos de la protección de los civiles en los conflictos armados; 
24. Pide también al Secretario General que siga incluyendo en los 
informes que le presente por escrito sobre las cuestiones que el Consejo esté 
examinando, cuando proceda, observaciones sobre la protección de los civiles 
en los conflictos armados; 
25. Pide al Secretario General que le presente, a más tardar el 30 de 
marzo de 2001, su próximo informe sobre la protección de los civiles en los 
conflictos armados, con miras a solicitar nuevos informes al respecto en el 
futuro, pide asimismo al Secretario General que incluya en el informe reco-
mendaciones suplementarias sobre la manera en que el Consejo y otros órga-
nos de las Naciones Unidas, actuando dentro de sus respectivas esferas de res-
ponsabilidad, podrían mejorar la protección de los civiles en situaciones de 
conflicto armado, y alienta al Secretario General a que celebre consultas con el 
Comité Permanente entre Organismos a los efectos de la preparación de los 
informes; 




LA CUESTIÓN DE LOS NIÑOS Y LOS CONFLICTOS ARMADOS 
RESOLUCIÓN 1261 
(25 de agosto de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando las declaraciones de su Presidente de 29 de junio de 1998 
(S/PRST/1998/18), 12 de febrero de 1999 (S/PRST/1999/6)y 8 dejulio de 
1999 (S/PRST/1999/21), 
Tomando nota de los esfuerzos realizados recientemente para poner fin al 
uso de niños como soldados en violación del derecho internacional, en el 
marco de la Convención No. 182 de la Organización Internacional del Trabajo 
sobre la prohibición y la adopción inmediata de medidas para eliminar las 
peores formas de trabajo infantil, que prohibe el trabajo forzado u obligatorio, 
incluido el reclutamiento forzado u obligatorio de niños para su utilización en 
conflictos armados, y del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, en 
el que el reclutamiento o alistamiento de niños menores de 15 años de edad en 
las fuerzas armadas nacionales o su utilización para participar activamente en 
hostilidades se tipifican como crimen de guerra, 
1. Expresa su grave preocupación por las perniciosas y extendidas 
repercusiones de los conflictos armados en los niños y sus consecuencias a 
largo plazo para la paz, la seguridad y el desarrollo duraderos; 
2. Condena enérgicamente la selección de niños como blancos de ataque 
en conflictos armados, incluida la muerte y la mutilación, los actos de abuso 
sexual, el rapto y el desplazamiento forzado, el reclutamiento y uso de los 
niños en conflictos armados en violación del derecho internacional, y los ata-
ques a objetivos protegidos en virtud del derecho internacional, incluidos los 
lugares que suelen tener una presencia considerable de niños como escuelas y 
hospitales, y exhorta a todas las partes interesadas a que pongan fin a tales 
prácticas; 
3. Exhorta a todas las partes interesadas a que cumplan estrictamente 
sus obligaciones en virtud del derecho internacional, en particular las obliga-
ciones dimanadas de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y las 
obligaciones aplicables en virtud de sus Protocolos Adicionales de 1977 y la 
Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 1989; y 
subraya la obligación de todos los Estados de poner fin a la impunidad y su 
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obligación de enjuiciar a los responsables de violaciones graves de los Con-
venios de Ginebra de 12 de agosto de 1949; 
4. Expresa su apoyo a la labor en curso del Representante Especial del 
Secretario General para la cuestión de los niños y los conflictos armados, el 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), otras 
partes del sistema de las Naciones Unidas y otras organizaciones interna-
cionales pertinentes que se ocupan de la cuestión de los niños afectados por los 
conflictos armados, y pide al Secretario General que siga promoviendo la 
coordinación y la coherencia entre ellos; 
5. Acoge con beneplácito y alienta los esfuerzos de todos los actores 
pertinentes a nivel nacional e internacional por elaborar planteamientos más 
coherentes y eficaces de la cuestión de los niños y los conflictos armados; 
6. Apoya la labor del Grupo de Trabajo de composición abierta entre 
períodos de sesiones de la Comisión de Derechos Humanos sobre un proyecto 
de protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo 
a la participación de los niños en los conflictos armados, y expresa la 
esperanza de que seguirá avanzando con miras a terminar su labor; 
7. Insta a todas las partes en los conflictos armados a asegurar que la 
protección, el bienestar y los derechos de los niños se tengan en cuenta en las 
negociaciones de paz y a lolargo del proceso de consolidación de la paz después 
de los conflictos; 
8. Exhorta a las partes en los conflictos armados a que tomen medidas 
factibles en los conflictos armados para minimizar los daños sufridos por los 
niños, como la observación de "días de tregua" para permitir la prestación de 
servicios necesarios básicos, y exhorta además a todas las partes en los con-
flictos armados a promover, aplicar y respetar tales medidas; 
9. Insta a todas las partes en los conflictos armados a que respeten los 
compromisos concretos contraídos para asegurar la protección de los niños en 
situaciones de conflicto armado; 
10. Insta a todas las partes en conflictos armados a adoptar medidas espe-
ciales para proteger a los niños, y en particular a las niñas, de la violación y 
otras formas de abuso sexual y de la violencia basada en el género en situa-
ciones de conflicto armado y a tener presentes las necesidades especiales de las 
niñas durante conflictos armados y después de ellos, en particular en la pres-
tación de asistencia humanitaria; 
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11. Exhorta a todas las partes en conflictos armados a garantizar el 
acceso pleno, seguro y sin obstáculos del personal de asistencia humanitaria y 
la prestación de asistencia humanitaria a todos los niños afectados por los 
conflictos armados; 
12. Destaca la importancia de la protección, la seguridad y la libertad de 
circulación del personal de las Naciones Unidas y el personal asociado para 
mitigar los efectos de los conflictos armados en los niños, e insta a todas las 
partes en los conflictos armados a respetar plenamente el estatuto del personal 
de las Naciones Unidas y del personal asociado; 
13. Insta a los Estados y a todas las partes pertinentes del sistema de las 
Naciones Unidas a intensificar sus esfuerzos para asegurar que se ponga fin al 
reclutamiento y al uso de niños en los conflictos armados en violación del 
derecho internacional mediante esfuerzos políticos y otros esfuerzos, entre 
ellos la promoción de la disponibilidad de alternativas para los niños a su 
participación en conflictos armados; 
14. Reconoce los efectos perniciosos de la proliferación de armas, en 
particular armas pequeñas, para la seguridad de los civiles, incluidos los refu-
giados y otras poblaciones vulnerables, particularmente los niños, y, a ese 
respecto, recuerda su resolución 1209 (1998), de 19 de noviembre de 1998, en 
la que, entre otras cosas, subraya la importancia de que todos los Estados 
Miembros, en especial los que fabrican o comercializan armas, limiten las 
transferencias de armas que puedan provocar conflictos armados o prolongarlos 
o agravar las tensiones o conflictos existentes y exhorta a la colaboración 
internacional para luchar contra el movimiento ilícito de armas; 
15. Insta a los Estados y al sistema de las Naciones Unidas a facilitar el 
desarme, la desmovilización, la rehabilitación y la reintegración de los niños 
usados como soldados en violación del derecho internacional, y exhorta, espe-
cialmente al Representante Especial del Secretario General para la cuestión de 
los niños y los conflictos armados, al UNICEF, al ACNUR y a demás orga-
nismos pertinentes del sistema de las Naciones Unidas a intensificar sus 
esfuerzos a ese respecto; 
16. Destaca que, al adoptar medidas encaminadas a promover la paz y la 
seguridad, prestará especial atención a la protección, el bienestar y los derechos 
de los niños, y pide al Secretario General que incluya en sus informes reco-
mendaciones a ese efecto; 
17. Reafirma que está dispuesto, cuando se ocupe de situaciones de con-
flicto armado: 
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a) A continuar apoyando la prestación de asistencia humanitaria a las 
poblaciones civiles en peligro, tomando en cuenta las necesidades particulares 
de los niños como, entre otras cosas, la prestación y rehabilitación de servicios 
médicos y educacionales para satisfacer las necesidades de los niños, la rehabi-
litación de niños que hayan sufrido mutilaciones físicas o traumas 
psicológicos y la ejecución de programas de remoción de minas y de 
sensibilización acerca del peligro de las minas centrados en los niños; 
b) A continuar apoyando la protección de los niños desplazados, en 
particular su reasentamiento por el ACNUR y otras entidades, según corres-
ponda; y 
c) Toda vez que adopte medidas en virtud del Artículo 41 de la Carta de 
las Naciones Unidas, a tener en cuenta sus repercusiones en los niños, a fin de 
considerar las excepciones que correspondan por razones humanitarias; 
18. Reafirma asimismo que está dispuesto a examinar las respuestas que 
correspondan cuando se seleccionen específicamente como blancos de ataques 
edificios o lugares en los que suela haber una presencia importante de niños, 
en situaciones de conflicto armado, en violación del derecho internacional; 
19. Pide al Secretario General que asegure que se imparta capacitación 
apropiada sobre la protección, los derechos y el bienestar de los niños al per-
sonal que participe en actividades de las Naciones Unidas de establecimiento, 
mantenimiento y consolidación de la paz, e insta a los Estados y las organiza-
ciones internacionales y organizaciones regionales pertinentes a asegurar que se 
incluya capacitación apropiada en sus programas para el personal que inter-
venga en actividades similares; 
20. Pide al Secretario General que presente al Consejo, para julio del año 
2000 a más tardar, un informe sobre la aplicación de la presente resolución, 
celebrando consultas con todas las partes competentes del sistema de las 
Naciones Unidas y teniendo en cuenta otras actividades pertinentes; 
21 . Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1314 
(11 de agosto de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando su resolución 1261 (1999), de 28 de agosto de 1999, 
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Recordando también sus resoluciones 1265 (1999), de 17 de septiembre 
de 1999, 1296 (2000), de 19 de abril de 2000, 1306 (2000), de 5 de julio de 
2000, y las declaraciones de su Presidente de 29 de junio de 1998 (S/PRST7 
1998/18), 12 de febrero de 1999 (S/PRST/1999/6), 8 de julio de 1999 
(S/PRST/2000/21), 30 de noviembre de 1999 (S/PRST/1999/34) y 20 de 
julio de 2000 (S/PRST/25), 
Acogiendo con agrado la aprobación por la Asamblea General del 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo 
a la participación de niños en los conflictos armados el 25 de mayo de 2000, 
Teniendo presentes los propósitos y principios de la Carta de las 
Naciones Unidas, y la responsabilidad primordial del Consejo de Seguridad de 
mantener la paz y la seguridad internacionales, 
Subrayando la necesidad de que todas las partes interesadas cumplan las 
disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas y las normas y los principios 
del derecho internacional, en particular el derecho internacional humanitario, el 
derecho internacional relativo a los derechos humanos y a los refugiados, y 
apliquen cabalmente las decisiones pertinentes del Consejo de Seguridad, y 
recordando las disposiciones pertinentes sobre la protección de los niños conte-
nidas en el Convenio No. 182 de la Organización Internacional del Trabajo 
sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inme-
diata para su eliminación, el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 
y la Convención de Ottawa sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, 
producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción, 
Tomando nota de las iniciativas regionales en favor de los niños afectados 
por la guerra, especialmente en el marco de la Organización para la Seguridad y 
la Cooperación en Europa, la Conferencia del África occidental sobre los niños 
afectados por la guerra, celebrada en Accra (Ghana) en abril de 2000 y la 
Conferencia internacional sobre los niños afectados por la guerra que se 
celebrará próximamente en Winnipeg (Canadá) del 10 al 17 de septiembre de 
2000, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General de 19 de julio de 
2000, sobre la aplicación de la resolución 1261 (1999) relativa a los niños y 
los conflictos armados (S/2000/712), 
1. Reafirma que condena enérgicamente los ataques dirigidos delibera-
damente contra niños en situaciones de conflicto armado y las repercusiones 
perjudiciales y generalizadas de los conflictos armados en los niños y sus con-
secuencias a largo plazo para la paz, la seguridad y el desarrollo duraderos; 
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2. Pone de relieve la responsabilidad que tienen todos los Estados de 
poner fin a la impunidad y enjuiciar a los responsables de genocidio, crímenes 
de lesa humanidad y crímenes de guerra, y, a ese respecto, subraya la necesidad 
de excluir esos crímenes, siempre que sea posible, de las disposiciones sobre 
amnistía y leyes pertinentes; 
3. Insta a todas las partes en los conflictos armados a que respeten 
plenamente el derecho internacional aplicable a los derechos y la protección de 
los niños en situaciones de conflicto armado, en particular los Convenios de 
Ginebra de 1949 y las obligaciones aplicables en virtud de sus Protocolos Adi-
cionales de 1977, la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
del Niño de 1989 y su Protocolo Facultativo de 25 de mayo de 2000, y a que 
tengan presentes las disposiciones pertinentes del Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional; 
4. Insta a los Estados Miembros que estén en condiciones de hacerlo a 
que firmen y ratifiquen el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los 
Derechos del Niño relativo a la participación de niños en los conflictos 
armados; 
5. Expresa su apoyo a la labor que realizan el Representante Especial 
del Secretario General para la cuestión de los niños y los conflictos armados, 
el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, la Oficina del Alto Comisio-
nado de las Naciones Unidas para los Refugiados, otras partes del sistema de 
las Naciones Unidas y otras organizaciones internacionales competentes que se 
ocupan de la cuestión de los niños afectados por los conflictos armados; 
6. Insta a los Estados Miembros y a las partes en conflictos armados a 
que brinden, según sea apropiado, protección y asistencia a los refugiados y a 
las personas desplazadas internamente, cuya gran mayoría son mujeres y 
niños; 
7. Exhorta a todas las partes en conflictos armados a que garanticen el 
acceso pleno, seguro y sin obstáculos del personal humanitario y la prestación 
de asistencia humanitaria a todos los niños afectados por conflictos armados; 
8. Expresa su profunda preocupación por la relación entre el comercio 
ilícito de recursos naturales y los conflictos armados, así como por la relación 
entre el tráfico ilícito de armas pequeñas y ligeras y los conflictos armados, lo 
que puede contribuir a prolongar esos conflictos e intensificar sus repercu-
siones para los niños y, a ese respecto, expresa su intención de considerar la 
posibilidad de adoptar las medidas pertinentes, de conformidad con lo dispuesto 
en la Carta de las Naciones Unidas; 
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9. Observa que los ataques dirigidos deliberadamente contra la población 
civil u otras personas protegidas, entre ellas los niños, y las violaciones siste-
máticas, flagrantes y generalizadas del derecho internacional humanitario y el 
derecho internacional sobre los derechos humanos, incluido el relativo a los 
niños en situaciones de conflicto armado, pueden constituir una amenaza para 
la paz y la seguridad internacionales y, al respecto, reafirma que está dispuesto 
a ocuparse de esas situaciones y, cuando sea necesario, adoptar las medidas 
pertinentes; 
10. Insta a todas las partes a que respeten los compromisos concretos que 
hayan contraído con el Representante Especial del Secretario General para la 
cuestión de los niños y los conflictos armados y con los órganos competentes 
de las Naciones Unidas para garantizar la protección de los niños en 
situaciones de conflicto armado -
11. Pide a las partes en los conflictos armados que, cuando proceda, in-
cluyan en las negociaciones de paz y en los acuerdos de paz, disposiciones 
sobre la protección de los niños, especialmente con respecto al desarme, la 
desmovilización y la reintegración de los niños combatientes, en las negocia-
ciones de paz y los acuerdos de paz y que en la medida de lo posible tengan en 
cuenta la participación de los niños en esos procesos; 
12. Reafirma que está dispuesto a seguir incluyendo, cuando proceda, a 
asesores para la protección de los niños en las futuras operaciones de 
mantenimiento de la paz; 
13. Subraya la importancia de tener en cuenta las necesidades y vulnera-
bilidades especiales de las niñas afectadas por los conflictos armados, incluidas 
las que son cabeza de familia, las huérfanas, las víctimas de explotación sexual 
y las utilizadas como combatientes, y pide que en la elaboración de políticas y 
programas, incluidos los relacionados con la prevención, el desarme, la desmo-
vilización y la reintegración, se tengan en cuenta sus derechos humanos, su 
protección y su bienestar; 
14. Reitera la importancia de asegurar que los niños sigan teniendo 
acceso a servicios básicos durante los conflictos y el período posterior a los 
conflictos, incluidos, entre otros, los servicios de educación y salud; 
15. Indica que está dispuesto, cuando adopte medidas en virtud del 
Artículo 41 de la Carta de las Naciones Unidas, a considerar la posibilidad de 
evaluar las consecuencias imprevistas que podrían tener las sanciones sobre los 
niños y a proponer la adopción de medidas adecuadas para reducir al máximo 
dichas consecuencias; 
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16. Acoge con satisfacción las actividades realizadas recientemente por 
las organizaciones y los mecanismos regionales, y subregionales para proteger 
a los niños afectados por los conflictos armados y los insta a que: 
a) Consideren la posibilidad de establecer en sus secretarías 
dependencias de protección de los niños para la formulación y aplicación de 
políticas, actividades y medidas de promoción en beneficio de los niños 
afectados por los conflictos armados que incluyan, en la medida de lo posible, 
a los niños en la formulación y la aplicación de dichos programas y políticas; 
b) Consideren la posibilidad de incluir personal para la protección de los 
niños en sus operaciones de paz y sobre el terreno y de proporcionar a los 
miembros de sus operaciones de paz y sobre el terreno capacitación sobre los 
derechos y la protección de las mujeres y los niños; 
c) Realicen actividades para controlar durante los conflictos armados las 
actividades transfronterizas que sean perjudiciales para los niños, tales como el 
reclutamiento transfronterizo y el secuestro de niños, la circulación ilícita de 
armas pequeñas y el comercio ilícito de recursos naturales; 
d) Durante la formulación de políticas y programas, asignen recursos, 
según proceda, en beneficio de los niños afectados por los conflictos armados; 
e) Integren en todos sus proyectos, programas y políticas una pers-
pectiva de género; 
í) Consideren la posibilidad de formular iniciativas regionales con 
miras a lograr la plena aplicación de la prohibición de la utilización de niños 
soldados en contravención del derecho internacional; 
17. Alienta a los Estados Miembros, a las partes pertinentes del sistema 
de las Naciones Unidas y a las organizaciones y los mecanismos regionales a 
que traten de obtener la liberación de los niños secuestrados durante conflictos 
armados y lograr la reunificación de las familias; 
18. Insta a los Estados Miembros y a las partes pertinentes del sistema 
de las Naciones Unidas a que fortalezcan la capacidad de las instituciones nacio-
nales y la sociedad civil nacional para asegurar la sostenibilidad de las acti-
vidades nacionales de protección de los niños; 
19. Insta a los Estados Miembros, a las partes pertinentes del sistema de 
las Naciones Unidas y a la sociedad civil a que fomenten la participación de los 
jóvenes en los programas de consolidación y mantenimiento de la paz; 
20. Alienta al Secretario General a que siga incluyendo, cuando proceda, 
en sus informes escritos al Consejo sobre los temas de que se ocupa éste, 
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observaciones relacionadas con la protección de los niños en los conflictos 
armados; 
21 . Pide al Secretario General que le presente, a más tardar el 31 de julio 
de 2001, un informe sobre la aplicación de la presente resolución y la reso-
lución 1261 (1999); 
22. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
CONSEJO DE SEGURIDAD Y MANTENIMIENTO 
DE LA PAZ Y LA SEGURIDAD 
INTERNACIONALES 
RESOLUCIÓN 1318 
(7 de septiembre de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Decide aprobar la siguiente declaración dirigida a garantizar la eficacia de 
la función del Consejo de Seguridad en el mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales, en particular en África. 
Anexo 
El Consejo de Seguridad, 
Reunido a nivel de Jefes de Estado y de Gobierno durante la Cumbre del 
Milenio para debatir la necesidad de garantizar la eficacia de la función del 
Consejo de Seguridad en el mantenimiento de la paz y la seguridad interna-
cionales, especialmente en África, 
Se compromete a mantener los Propósitos y Principios de la Carta de las 
Naciones Unidas, reafirma su dedicación a los principios de la igualdad sobe-
rana, la soberanía nacional, la integridad territorial y la independencia política 
de todos los Estados, y subraya la necesidad de promover el respeto universal 
de los derechos humanos y el estado de derecho; 
Reafirma la importancia de adherir a los principios de no uso o amenaza 
del uso de la fuerza en las relaciones internacionales de cualquier forma incom-
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patible con los Propósitos de las Naciones Unidas, y de arreglo pacífico de las 
controversias internacionales; 
Recuerda la responsabilidad principal que le compete de mantener la paz y 
la seguridad internacionales y resuelve fortalecer la función central que 
corresponde a las Naciones Unidas en el mantenimiento de la paz y velar por el 
funcionamiento eficaz del sistema de seguridad colectiva establecido por la 
Carta; 
Se compromete a mejorar la eficacia de las Naciones Unidas en la 
consideración de los conflictos en todas las etapas, desde la prevención a la 
solución y a la consolidación de la paz con posterioridad a los conflictos; 
Reafirma su determinación de asignar igual prioridad al mantenimiento de 
la paz y la seguridad internacionales en todas las regiones del mundo y, en 
vista de las necesidades especiales de África, prestar especial atención a la 
promoción de la paz duradera y el desarrollo sostenible en África, y a las 
características especiales de los conflictos africanos; 
Alienta firmemente la elaboración dentro del sistema de las Naciones 
Unidas y en un ámbito más amplio, de estrategias amplias e integradas enca-
minadas a remediar las causas fundamentales de los conflictos, incluidas sus 
dimensiones económicas y sociales; 
Afirma su determinación de fortalecer las operaciones de las Naciones 
Unidas para el mantenimiento de la paz: 
— Adoptando mandatos claramente definidos, dignos de crédito, reali-
zables y apropiados; 
— Incluyendo en esos mandatos medidas eficaces para la seguridad del 
personal de las Naciones Unidas y, cuando sea posible, para la protección de la 
población civil; 
— Adoptando medidas para ayudar a las Naciones Unidas a obtener 
personal capacitado y adecuadamente equipado para las operaciones de mante-
nimiento de la paz; 
— Fortaleciendo las consultas con los países que aportan contingentes 
cuando se decidan tales operaciones; 
Conviene en apoyar: 
— el aumento de la capacidad de las Naciones Unidas para planificar, 
establecer, desplegar y realizar operaciones de mantenimiento de la paz; 
— una base más actualizada y estable para la financiación de las 
operaciones de mantenimiento de la paz; 
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Destaca la importancia de aumentar la capacidad de las Naciones Unidas 
para desplegar rápidamente operaciones de mantenimiento de la paz y exhorta a 
los Estados Miembros a proporcionar recursos suficientes y oportunos; 
Acoge con beneplácito el informe del Grupo Especial sobre Operaciones 
de Paz de las Naciones Unidas, de 21 de agosto (S/2000/809), y decide consi-
derar sin demora las recomendaciones que corresponden a su esfera de respon-
sabilidad; 
Subraya la importancia crítica del desarme, la desmovilización y la reinte-
gración de los excombatientes y hace hincapié en que normalmente tales pro-
gramas deben incorporarse a los mandatos de las operaciones de mantenimiento 
de la paz; 
Exhorta a que se tomen medidas eficaces en el plano internacional para 
poner coto a las corrientes ilícitas de armas pequeñas dirigidas a las zonas de 
conflicto; 
Decide seguir adoptando medidas apropiadas en relación con las regiones 
en que la explotación y el tráfico ilícitos de productos de gran valor contri-
buyen a la intensificación o la continuación de los conflictos; 
Hace hincapié en que los responsables de crímenes de guerra, genocidio, 
crímenes de lesa humanidad y otras violaciones graves del derecho 
internacional humanitario deben ser llevados ante la justicia; 
Subraya su determinación de seguir informando al personal de las 
operaciones de mantenimiento de la paz sobre las medidas de prevención y 
control del VIH/SIDA en todas las operaciones; 
Pide que se fortalezcan la cooperación y las comunicaciones entre las 
Naciones Unidas y las organizaciones o arreglos regionales o subregionales, de 
conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VIII de la Carta, y en particular 
respecto de las operaciones de mantenimiento de la paz; 
Destaca la importancia de la continua cooperación entre las Naciones 
Unidas y la Organización de la Unidad Africana y las organizaciones subregio-
nales africanas para resolver los conflictos en África, y de que se aumente el 
apoyo al Mecanismo de Prevención, Gestión y Solución de Conflictos de la 
Organización de la Unidad Africana; 
Subraya que la responsabilidad definitiva por la solución de las 
controversias y los conflictos recae en las partes en ellos y que las operaciones 
de mantenimiento de la paz que tienen por objeto contribuir a la aplicación de 
un acuerdo de paz sólo tendrán éxito en la medida en que haya una 
consagración auténtica y duradera a la paz de todas las partes interesadas; 
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Hace un llamamiento a todos los Estados para que intensifiquen sus 
esfuerzos con el fin de garantizar un mundo libre del flagelo de la guerra. 
CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA 
RESOLUCIÓN 1278 
(30 de noviembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Tomando nota con pesar de la dimisión del Magistrado Stephen 
Schwebel, que surtirá efecto el 29 de febrero de 2000, 
Tomando nota además de que se producirá así una vacante en la Corte 
Internacional de Justicia por el resto del mandato del Magistrado Stephen 
Schwebel, y de que esa vacante ha de llenarse de conformidad con el Estatuto 
de la Corte, 
Observando que, de conformidad con el Artículo 14 del Estatuto, la fecha 
de elección para llenar la vacante deberá ser fijada por el Consejo de Seguridad, 
Decide que la elección para llenar la vacante tenga lugar el 2 de marzo de 
2000 en una sesión del Consejo de Seguridad y en una sesión de la Asamblea 
General en su quincuagésimo cuarto período de sesiones. 
CROACIA/R.F. DE YUGOSLAVIA 
(PENÍNSULA DE PREVLAKA) 
RESOLUCIÓN 1252 
(15 de julio de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones anteriores sobre la cuestión, en 
particular sus resoluciones 779 (1992), de 6 de octubre de 1992, 981 (1995), 
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de 31 de marzo de 1995, 1147(1998), de 13 de enero de 1998, 1183 (1998), de 
15 de julio de 1998, y 1222 (1999), de 15 de enero de 1999, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General de 8 de julio de 
1999 (S/l 999/764) sobre la Misión de Observadores de las Naciones Unidas en 
Prevlaka (MONUP), 
Recordando también las cartas del Encargado de Negocios de la República 
Federativa de Yugoslavia de fecha 18 de junio de 1999 (S/l 999/697) y del 
Representante Permanente de Croacia de fecha 25 de junio de 1999 
(S/1999/719) dirigidas al Presidente del Consejo en relación con la contro-
versia de Prevlaka, 
Reafirmando nuevamente su determinación de preservar la independencia, 
la soberanía y la integridad territorial de la República de Croacia dentro de sus 
fronteras reconocidas internacionalmente, 
Tomando nota una vez más de la Declaración Conjunta firmada en 
Ginebra el 30 de septiembre de 1992 por los Presidentes de la República de 
Croacia y de la República Federativa de Yugoslavia, en particular los artículos 
1 y 3, el segundo de los cuales reafirmaba su acuerdo relativo a la desmilita-
rización de la península de Prevlaka, 
Reiterando su preocupación ante la persistencia de las violaciones del 
régimen de desmilitarización por ambas partes, inclusive la presencia perma-
nente de personal militar de la República Federativa de Yugoslavia y la 
presencia ocasional de elementos militares croatas en la zona desmilitarizada, 
así como ante las limitaciones impuestas a la libre circulación de los obser-
vadores militares de las Naciones Unidas por ambas partes, 
Expresando su preocupación acerca de las más recientes violaciones de la 
zona desmilitarizada, en particular la presencia en ella de tropas de la República 
Federativa de Yugoslavia, 
Tomando nota con satisfacción de que la apertura de puntos de cruce entre 
Croacia y la República Federativa de Yugoslavia (Montenegro) en las zonas 
desmilitarizadas sigue facilitando el tráfico civil y comercial en ambas direc-
ciones sin incidentes de seguridad y sigue representando una medida importante 
de fomento de la confianza en la normalización de las relaciones entre ambas 
partes, e instando a las partes a utilizar esas aperturas como base de nuevas 
medidas de fomento de la confianza a fin de conseguir la normalización de las 
relaciones entre ambas, 
Reiterando su grave preocupación por la falta de progresos sustantivos en 
el arreglo de la controversia de Prevlaka en las negociaciones bilaterales entre 
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las partes, de conformidad con el Acuerdo sobre la normalización de las rela-
ciones entre la República de Croacia y la República Federativa de Yugoslavia 
de 23 de agosto de 1996 (S/1996/706, anexo), e instando a las partes a 
reanudar las deliberaciones, 
Reiterando su llamamiento a las partes para que establezcan urgentemente 
un amplio programa de remoción de minas, 
Encomiando la función desempeñada por la MONUP y observando 
también que la presencia de los observadores militares de las Naciones Unidas 
sigue siendo esencial para mantener condiciones propicias para un arreglo 
negociado de la controversia de Prevlaka, 
1. Autoriza a los observadores militares de las Naciones Unidas para 
que sigan supervisando la desmilitarización de la península de Prevlaka, de 
conformidad con las resoluciones 779 (1992) y 981 (1995) y con los párrafos 
19 y 20 del informe del Secretario General de fecha 13 de diciembre de 1995 
(S/1995/1028*), hasta el 15 de enero del año 2000; 
2. Reitera su llamamiento a las partes para que pongan término a las 
violaciones del régimen de desmilitarización en las zonas designadas de las 
Naciones Unidas, tomen nuevas medidas para reducir la tensión y aumentar la 
seguridad en la zona, cooperen plenamente con los observadores militares de 
las Naciones Unidas, velen por su seguridad y les den plena e irrestricta 
libertad de circulación; 
3. Pide al Secretario General que le presente para el 15 de octubre de 
1999 un informe en el que figuren recomendaciones y opciones para seguir 
elaborando medidas de fomento de la confianza entre las partes con el objeto, 
entre otras cosas, de facilitar aún más la libertad de circulación de la población 
civil; 
4. Insta una vez más a las partes a que cumplan sus compromisos 
mutuos y apliquen cabalmente el Acuerdo sobre la normalización de las rela-
ciones, e insiste en particular en la urgente necesidad de que cumplan rápida-
mente y de buena fe su compromiso de llegar a una solución negociada de la 
controversia de Prevlaka de conformidad con el artículo 4 del Acuerdo; 
5. Pide a las partes que sigan informando por lo menos con frecuencia 
bimensual al Secretario General sobre la situación de sus negociaciones 
bilaterales; 
6. Pide a los observadores militares de las Naciones Unidas y a la fuerza 
multinacional de estabilización que autorizó en su resolución 1088 (1996), de 
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12 de diciembre de 1996, y prorrogó en la resolución 1247 (1999), de 18 de 
junio de 1999, que cooperen plenamente entre sí; 
7. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1285 
(13 de enero de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones anteriores sobre la cuestión, en 
particular sus resoluciones 779 (1992), de 6 de octubre de 1992, 981 (1995), 
de 31 de marzo de 1995, 1147 (1998), de 13 de enero de 1998, 1183 (1998), de 
15 de julio de 1998, 1222 (1999), de 15 de enero de 1999, y 1252 (1999), de 
15 de julio de 1999, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General de 31 de diciembre 
de 1999 (S/1999/1302) sobre la Misión de Observadores de las Naciones 
Unidas en Prevlaka (MONUP), 
Recordando también las cartas dirigidas al Presidente del Consejo por el 
Encargado de Negocios de la República Federativa de Yugoslavia el 24 de 
diciembre de 1999 (S/1999/1278) y por el Representante Permanente de 
Croacia el 10 de enero de 2000 (S/2000/8) en relación con la controversia de 
Prevlaka, 
Reafirmando nuevamente su determinación de preservar la independencia, 
la soberanía y la integridad territorial de la República de Croacia dentro de sus 
fronteras reconocidas internacionalmente, 
Tomando nota una vez más de la Declaración Conjunta firmada en 
Ginebra el 30 de septiembre de 1992 por los Presidentes de la República de 
Croacia y de la República Federativa de Yugoslavia, en particular los artículos 
1 y 3,en el segundo de los cuales se reafirmaba el acuerdo de las partes relativo 
a la desmilitarización de la península de Prevlaka, 
Reiterando su preocupación por las violaciones del régimen de desmili-
tarización, incluidas las limitaciones impuestas a la libre circulación de los 
observadores militares de las Naciones Unidas, aunque tomando nota,al mismo 
tiempo, de ciertos cambios positivos ocurridos en esas esferas que se describen 
en el informe del Secretario General, 
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Tomando nota con satisfacción de que la apertura de puntos de cruce entre 
Croacia y la República Federativa de Yugoslavia (Montenegro) en la zona 
desmilitarizada sigue facilitando el tráfico civil y comercial en ambas direccio-
nes sin incidentes de seguridad y representando una medida importante de 
fomento de la confianza en la normalización de las relaciones entre ambas 
partes, e instando a las partes a que utilicen esa apertura como base de nuevas 
medidas de fomento de la confianza a fin de conseguir la normalización de las 
relaciones entre ambas, 
Reiterando su profunda preocupación por la falta de progresos 
importantes para resolver la controversia de Prevlaka en las negociaciones 
bilaterales que llevan adelante las partes de conformidad con el Acuerdo sobre 
la normalización de las relaciones entre la República de Croacia y la República 
Federativa de Yugoslavia de 23 de agosto de 1996 (S/1996/706, anexo), y 
haciendo un llamamiento a que se reanuden las deliberaciones, 
Reiterando su llamamiento a las partes para que establezcan urgentemente 
un amplio programa de remoción de minas, 
Encomiando la función desempeñada por la MONUP, y observando 
también que la presencia de los observadores militares de las Naciones Unidas 
sigue siendo indispensable a fin de mantener condiciones propicias para un 
arreglo negociado de la controversia de Prevlaka, 
1. Autoriza a los observadores militares de las Naciones Unidas para 
que sigan supervisando la desmilitarización de la península de Prevlaka, de 
conformidad con sus resoluciones 779 (1992) y 981 (1995) y con los párrafos 
19 y 20 del informe del Secretario General de fecha 13 de diciembre de 1995 
(S/1995/1028*), hasta el 15 de julio de 2000; 
2. Reitera su llamamiento a las partes para que pongan término a las 
violaciones del régimen de desmilitarización en las zonas designadas por las 
Naciones Unidas, tomen nuevas medidas para reducir la tensión y aumentar la 
seguridad en la zona, cooperen plenamente con los observadores militares de 
las Naciones Unidas, velen por su seguridad y les den plena y total libertad de 
circulación; 
3. Toma nota con satisfacción de que, de conformidad con la petición 
formulada en su resolución 1252 (1999), se han ofrecido a las partes recomen-
daciones y opciones para elaborar medidas de fomento de la confianza, alienta a 
las partes a que adopten medidas concretas para aplicar dichas recomendaciones 
y opciones con vistas, entre otras cosas, a facilitar aún más la libertad de 
circulación de la población civil, y pide al Secretario General que le presente 
un informe al respecto a más tardar el 15 de abril de 2000; 
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4. Insta una vez más a las partes a que cumplan sus compromisos 
mutuos y apliquen cabalmente el Acuerdo sobre la normalización de las rela-
ciones, e insiste, en particular, en la urgente necesidad de que cumplan rápida-
mente y de buena fe su compromiso de llegar a una solución negociada de la 
controversia de Prevlaka de conformidad con el artículo 4 del Acuerdo; 
5. Pide a las partes que sigan informando por lo menos dos veces al 
mes al Secretario General del estado de sus negociaciones bilaterales; 
6. Pide a los observadores militares de las Naciones Unidas y a la fuerza 
multinacional de estabilización que autorizó en su resolución 1088 (1996), de 
12 de diciembre de 1996, y prorrogó en su resolución 1247 (1999), de 18 de 
junio de 1999, que cooperen plenamente entre sí; 
7. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1307 
(13 de julio de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones anteriores sobre la cuestión, en 
particular sus resoluciones 779 (1992), de 6 de octubre de 1992, 981 (1995), 
de 31 de marzo de 1995, 1147 (1998), de 13 de enero de 1998, 1183 (1998), de 
15 de julio de 1998, 1222 (1999), de 15 de enero de 1999, 1252 (1999), de 15 
de julio de 1999 y 1285 (2000), de 13 de enero de 2000, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General de fecha 3 de julio 
de 2000 (S/2000/647) sobre la Misión de Observadores de las Naciones Unidas 
en Prevlaka (MONUP), 
Recordando también la carta dirigida al Presidente del Consejo por el 
Encargado de Negocios interino de la República Federativa de Yugoslavia el 16 
de junio de 2000 (S/2000/602) y la carta dirigida al Secretario General por el 
Representante Permanente de Croacia el 5 de abril de 2000 (S/2000/289) en 
relación con la controversia de Prevlaka, 
Reafirmando nuevamente su determinación de preservar la independencia, 
la soberanía y la integridad territorial de la República de Croacia dentro de sus 
fronteras reconocidas internacionalmente, 
Tomando nota una vez más de la Declaración Conjunta firmada en 
Ginebra el 30 de septiembre de 1992 por los Presidentes de la República de 
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Croacia y de la República Federativa de Yugoslavia, en particular los artículos 
1 y 3, en el segundo de los cuales se reafirmaba el acuerdo de las partes 
relativo a la desmilitarización de la península de Prevlaka, 
Tomando nota con satisfacción de que la situación general en la zona bajo 
jurisdicción de la MONUP se ha mantenido estable y en calma, 
Reiterando su preocupación por las persistentes violaciones del régimen 
de desmilitarización, incluidas las limitaciones impuestas a la libre circulación 
de los observadores militares de las Naciones Unidas, 
Tomando nota con satisfacción de que la apertura de puntos de cruce entre 
Croacia y la República Federativa de Yugoslavia (Montenegro) en la zona 
desmilitarizada sigue facilitando el tráfico civil y comercial en ambas direc-
ciones sin causar incidentes de seguridad y sigue representando una medida 
importante de fomento de la confianza en la normalización de las relaciones 
entre ambas partes, e instando a las partes a que aprovechen esa apertura para 
adoptar nuevas medidas de fomento de la confianza a fin de normalizar sus 
relaciones, 
Reiterando su profunda preocupación por la falta de progresos 
importantes para resolver la controversia de Prevlaka en las negociaciones 
bilaterales que llevan adelante las partes de conformidad con el Acuerdo sobre 
la normalización de las relaciones entre la República de Croacia y la República 
Federativa de Yugoslavia de 23 de agosto de 1996 (S/l996/706, anexo), 
tomando nota de los acontecimientos positivos registrados a ese respecto y 
haciendo un llamamiento para que se reanuden las deliberaciones, 
Expresando su preocupación por la demora de las partes en establecer un 
programa amplio de remoción de minas, 
Encomiando la función desempeñada por la MONUP, y observando 
también que la presencia de los observadores militares de las Naciones Unidas 
sigue siendo indispensable a fin de mantener condiciones propicias para un 
arreglo negociado de la controversia de Prevlaka, 
Recordando los principios pertinentes que figuran en la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, 
aprobada el 9 de diciembre de 1994, y la declaración del Presidente del Consejo 
de Seguridad, de fecha 10 de febrero de 2000 (S/PRST/2000/4), 
Acogiendo con beneplácito y alentando los esfuerzos de las Naciones 
Unidas por sensibilizar al personal de las fuerzas de mantenimiento de la paz 
acerca de la prevención y el control del VIH/SIDA y otras enfermedades 
transmisibles en todas las operaciones de mantenimiento de la paz, 
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1. Autoriza a los observadores militares de las Naciones Unidas para 
que sigan supervisando la desmilitarización de la península de Prevlaka, de 
conformidad con sus resoluciones 779 (1992) y 981 (1995) y con los párrafos 
19 y 20 del informe del Secretario General de fecha 13 de diciembre de 1995 
(S/1995/1028), hasta el 15 de enero de 2001; 
2. Reitera su llamamiento a las partes para que pongan término a las 
violaciones del régimen de desmilitarización en las zonas designadas por las 
Naciones Unidas, tomen nuevas medidas para reducir la tensión y aumentar la 
seguridad en la zona, cooperen plenamente con los observadores militares de 
las Naciones Unidas, velen por su seguridad y les brinden una plena y total 
libertad de circulación; 
3. Toma nota con preocupación de que las partes no hayan avanzado en 
la búsqueda de los medios para poner en práctica las recomendaciones y opcio-
nes para que elaboraran medidas de fomento de la confianza que se les había 
ofrecido de conformidad con la petición formulada en su resolución 1252 
(1999), alienta a las partes a que adopten medidas concretas para aplicar dichas 
recomendaciones y opciones con miras a, entre otras cosas, facilitar aún más la 
libertad de circulación de la población civil, y pide al Secretario General que le 
presente un informe a ese respecto a más tardar el 15 de octubre de 2000; 
4. Insta una vez más a las partes a que cumplan sus compromisos 
recíprocos y apliquen cabalmente el Acuerdo sobre la normalización de las rela-
ciones, e insiste, en particular, en la necesidad urgente de que cumplan cuanto 
antes y de buena fe su compromiso de llegar a una solución negociada de la 
controversia de Prevlaka de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 del 
Acuerdo; 
5. Pide a las partes que sigan informando por lo menos cada dos meses 
al Secretario General del estado de sus negociaciones bilaterales; 
6. Reitera su llamamiento a las partes para que establezcan un programa 
amplio de remoción de minas en los campos minados indicados por la 
MONUP en su zona de operaciones; 
7. Pide a los observadores militares de las Naciones Unidas y a la fuerza 
multinacional de estabilización que autorizó en su resolución 1088 (1996), de 
12 de diciembre de 1996, y prorrogó en su resolución 1305 (2000), de 21 de 
junio de 2000, que cooperen plenamente entre sí; 
8. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
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ERITREA/ETIOPÍA 
RESOLUCIÓN 1297 
(12 de mayo de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1177 (1998), de 26 de junio de 1998, 1226 
(1999), de 29 de enero de 1999, y 1227 (1999), de 10 de febrero de 1999, 
Profundamente consternado por la reanudación de los combates entre 
Eritrea y Etiopía, 
Subrayando la necesidad de que ambas partes logren una solución pacífica 
del conflicto, 
Reafirmando la adhesión de todos los Estados Miembros a la soberanía, 
la independencia y la integridad territorial de Eritrea y Etiopía, 
Expresando su firme apoyo a las gestiones que realiza la Organización de 
la Unidad Africana (OUA) para lograr una solución pacífica del conflicto, 
Acogiendo con beneplácito los esfuerzos de la misión que envió a la 
región y su informe de 11 de mayo de 2000 (S/2000/413), 
Convencido de la necesidad de realizar nuevas gestiones diplomáticas de 
inmediato, 
Observando con preocupación que la reanudación de los combates produce 
graves consecuencias humanitarias para la población civil de ambos países, 
Subrayando que la situación entre Eritrea y Etiopía constituye una 
amenaza para la paz y la seguridad, 
Subrayando también que la reanudación de las hostilidades constituye una 
amenaza aún mayor para la estabilidad, la seguridad y el desarrollo económico 
de la subregión, 
1. Condena enérgicamente la reanudación de los combates entre Eritrea 
y Etiopía; 
2. Exige que ambas partes pongan fin de inmediato a toda acción 
militar y se abstengan de seguir recurriendo al uso de la fuerza; 
3. Exige que vuelvan a convocarse lo antes posible, sin condiciones 
previas, conversaciones de paz sustantivas, bajo los auspicios de la OUA, 
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sobre la base del Acuerdo Marco y las Modalidades para su aplicación y la 
labor realizada por la OUA, expuesta en el comunicado emitido por su actual 
Presidente el 5 de mayo de 2000 (S/2000/394); 
4. Resuelve reunirse nuevamente dentro de las 72 horas siguientes a la 
aprobación de la presente resolución para adoptar medidas de inmediato a los 
efectos de velar por el cumplimiento de la presente resolución en caso de que 
prosigan las hostilidades; 
5. Reafirma su pleno apoyo a los constantes esfuerzos que realizan la 
OUA, Argelia, que desempeña actualmente su Presidencia, y otras partes 
interesadas para lograr una solución pacífica del conflicto; 
6. Hace suyo el Acuerdo Marco y las Modalidades para su aplicación 
como base para la solución pacífica de la controversia entre ambas partes; 
7. Hace suyo también el comunicado de 5 de mayo de 2000 emitido por 
el actual Presidente de la OUA, en el que se da cuenta de los logros realizados 
hasta ese momento en el marco de las negociaciones impulsadas por la OUA, 
incluidos los aspectos en que ya estaban de acuerdo ambas partes; 
8. Exhorta a ambas partes a garantizar la seguridad de la población civil 
y a respetar plenamente los derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario; 
9. Pide al Secretario General que le mantenga plena y sistemáticamente 
informado de la situación; 
10. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1298 
(17 de mayo de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1177 (1998), de 26 de junio de 1998, 1226 
(1999), de 29 de enero de 1999, 1227 (1999), de 10 de febrero de 1999, y 1297 
(2000), de 12 de mayo de 2000, 
Recordando en particular el llamamiento que hizo a todos los Estados 
para que pusieran término a todas las ventas de armas y municiones a Eritrea y 
a Etiopía contenido en su resolución 1227 (1999), 
Profundamente preocupado por la continuación de los combates entre 
Eritrea y Etiopía, 
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Deplorando la pérdida de vidas humanas como consecuencia de los enfren-
tamientos, y lamentando profundamente las consecuencias negativas que sigue 
teniendo el desvío de recursos para financiar el conflicto sobre los esfuerzos 
para solucionar la actual crisis humanitaria y alimentaria de la región, 
Destacando la necesidad de que ambas partes logren una solución pacífica 
del conflicto, 
Reafirmando el apoyo de todos los Estados Miembros a la soberanía, la 
independencia y la integridad territorial de Eritrea y Etiopía, 
Expresando su firme apoyo a las gestiones que realiza la Organización de 
la Unidad Africana (OUA) para lograr una solución pacífica del conflicto, 
Tomando nota de que las conversaciones indirectas celebradas en Argel del 
29 de abril al 1 5 de mayo de 2000, y de las que se informó en el comunicado 
de la OUA de 5 de mayo de 2000 (S/2000/394), tenían el propósito de ayudar a 
ambas partes a concluir un plan de paz detallado, definitivo y aceptable para 
ambas, que condujera a la solución pacífica del conflicto, 
Recordando las iniciativas del Consejo de Seguridad encaminadas a lograr 
una solución pacífica de la situación, incluidas las emprendidas por conducto 
de su misión en la región, 
Convencido de la necesidad de realizar nuevas gestiones diplomáticas de 
inmediato, 
Observando con preocupación que los combates tienen graves 
repercusiones humanitarias para la población civil de los dos Estados, 
Destacando que las hostilidades constituyen una amenaza cada vez mayor 
para la estabilidad, la seguridad y el desarrollo económico de la subregión, 
Habiendo determinado que la situación imperante entre Eritrea y Etiopía 
constituye una amenaza para la paz y la seguridad regionales, 
Actuando con arreglo al Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
1. Condena enérgicamente la continuación de los combates entre Eritrea 
y Etiopía; 
2. Exige que ambas partes pongan fin de inmediato a todas las activi-
dades militares y se abstengan de seguir recurriendo al uso de la fuerza; 
3. Exige además que ambas partes retiren sus fuerzas de los enfrenta-
mientos militares y no adopten medidas que puedan intensificar la tensión; 
4. Exige que vuelvan a convocarse lo antes posible, sin condiciones 
previas, conversaciones de paz sustantivas, bajo los auspicios de la OUA, 
sobre la base del Acuerdo Marco y las Modalidades, y de la labor realizada por 
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la OUA que se expone en el comunicado hecho público por su actual 
Presidente el 5 de mayo de 2000 (S/2000/394), en las que se concertaría una 
solución pacífica y definitiva del conflicto; 
5. Pide al actual Presidente de la OUA que considere la posibilidad de 
enviar con urgencia a la región a su Enviado Personal, para intentar que se 
ponga fin de inmediato a las hostilidades y se reanuden las conversaciones de 
paz; 
6. Decide que todos los Estados impidan: 
a) La venta o suministro a Eritrea y Etiopía por sus nacionales o desde 
su territorio, o usando buques o aeronaves de su pabellón, de armamentos y 
material conexo de cualquier tipo, incluidas armas y municiones, vehículos y 
equipo militares, equipo pafamilitar y piezas de repuesto para todo el material 
mencionado, tengan o no origen en su territorio; 
b) La prestación a Eritrea y Etiopía por sus nacionales o desde su 
territorio de asistencia o capacitación técnicas relacionadas con el suministro, 
la fabricación, el mantenimiento o la utilización de los artículos mencionados 
en el apartado a) supra; 
7. Decide también que las medidas previstas en el párrafo 6 supra no se 
apliquen al suministro de equipo militar no mortífero destinado únicamente a 
atender necesidades humanitarias, según autorice previamente el Comité esta-
blecido en virtud del párrafo 8 infra; 
8. Decide establecer, de conformidad con el artículo 28 de su reglamento 
provisional, un comité del Consejo de Seguridad integrado por todos los 
miembros del Consejo y encargado de las tareas siguientes, así como de infor-
mar de su labor al Consejo y de comunicarle sus observaciones y recomen-
daciones: 
a) Recabar de todos los Estados más información sobre las disposi-
ciones que hayan adoptado para aplicar eficazmente las medidas impuestas en el 
párrafo 6 supra, y pedirles después cualquier otra información que considere 
necesaria; 
b) Examinar la información que señalen a su atención los Estados 
acerca de violaciones de las medidas impuestas en el párrafo 6 supra y 
recomendar medidas adecuadas en respuesta a esas violaciones; 
c) Hacer informes periódicos al Consejo de Seguridad sobre la informa-
ción que se le haya presentado en relación con presuntas violaciones de las 
medidas impuestas en el párrafo 6 supra, señalando, a ser posible, las personas 
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o entidades, incluidos buques y aeronaves, que puedan haber participado en esas 
violaciones; 
d) Promulgar las directrices que sean necesarias para facilitar la aplica-
ción de las medidas impuestas en el párrafo 6 supra; 
e) Estudiar las solicitudes relativas a las excepciones previstas en el 
párrafo 7 supra, y tomar decisiones al respecto; 
í) Examinar los informes presentados de conformidad con los párrafos 
11 y 12 infra; 
9. Insta a todos los Estados y a todas las organizaciones internacionales 
y regionales a que actúen estrictamente de conformidad con la presente reso-
lución, independientemente de la existencia de derechos conferidos u obliga-
ciones impuestas en virtud de un acuerdo internacional, un contrato concertado 
o una licencia o permiso concedidos con anterioridad a la entrada en vigor de 
las medidas impuestas en el párrafo 6 supra; 
10. Pide al Secretario General que proporcione toda la asistencia 
necesaria al Comité establecido en el párrafo 8 supra y adopte las disposiciones 
necesarias en la Secretaría con tal fin; 
11. Pide a los Estados que informen en detalle al Secretario General, en 
el plazo de 30 días desde la fecha de aprobación de la presente resolución, sobre 
las medidas concretas que hayan adoptado para dar efecto a las medidas im-
puestas en el párrafo 6 supra; 
12. Pide a todos los Estados y organismos pertinentes de las Naciones 
Unidas y, cuando corresponda, a otras organizaciones y partes interesadas, que 
informen al Comité establecido en el párrafo 8 supra de las posibles viola-
ciones de las medidas impuestas en el párrafo 6 supra; 
13. Pide al Comité establecido en el párrafo 8 supra que ponga a dispo-
sición del público la información que considere pertinente a través de los me-
dios de comunicación apropiados, incluso mediante una mayor utilización de la 
tecnología de la información; 
14. Pide a los Gobiernos de Eritrea y Etiopía y a las demás partes intere-
sadas que adopten las disposiciones adecuadas para la prestación de asistencia 
humanitaria y procuren que esa asistencia responda a las necesidades locales, se 
entregue en condiciones de seguridad a sus destinatarios y así sea utilizada por 
éstos; 
15. Pide al Secretario General que presente un informe inicial al Con-
sejo, en el plazo de 15 días desde la fecha de aprobación de la presente 
resolución, sobre el cumplimiento de lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 
647 
DOCUMENTACIÓN 
supra y posteriormente cada 60 días desde la fecha de aprobación de la presente 
resolución, sobre la aplicación de ésta y sobre la situación humanitaria en 
Eritrea y Etiopía; 
16. Decide que las medidas impuestas en el párrafo 6 supra se apliquen 
durante 12 meses y que, al final de ese período, el Consejo decidirá si los 
Gobiernos de Eritrea y de Etiopía han cumplido lo dispuesto en los párrafos 2, 
3 y 4 supra y, en consecuencia, si deben prorrogarse tales medidas durante un 
nuevo período con las mismas condiciones; 
17. Decide también que se pondrá fin inmediatamente a las medidas 
impuestas en el párrafo 6 supra si el Secretario General informa de que se ha 
concertado una solución pacífica y definitiva del conflicto; 
18. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1312 
(31 de julio de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1298 (2000), de 17 de mayo de 2000, y 
1308 (2000), de 17 de julio de 2000, y todas las resoluciones anteriores del 
Consejo y declaraciones de su Presidente relativas al conflicto entre Etiopía y 
Eritrea, 
Encomiando a la Organización de la Unidad Africana (OUA) por la 
facilitación del Acuerdo de Cesación de Hostilidades entre el Gobierno de la 
República Democrática Federal de Etiopía y el Gobierno del Estado de Eritrea 
(S/2000/601), firmado en Argel el 18 de junio de 2000, 
Recordando las comunicaciones oficiales dirigidas al Secretario General 
por los Gobiernos de Etiopía (S/2000/627) y Eritrea (S/2000/612), de 30 y 26 
de junio de 2000, respectivamente, solicitando la asistencia de las Naciones 
Unidas para la aplicación del Acuerdo de Cesación de Hostilidades, 
Recordando los principios pertinentes que figuran en la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, 
aprobada el 9 de diciembre de 1994, 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de 30 de 
junio de 2000 (S/2000/643), y recordando la carta de su Presidente en la que 
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apoya la decisión del Secretario General de enviar equipos de reconocimiento y 
de enlace a la región (S/2000/676), 
1. Decide establecer la Misión de las Naciones Unidas en Etiopía y 
Eritrea, integrada por hasta 100 observadores militares y el personal civil de 
apoyo que sea necesario, hasta el 31 de enero de 2001, en previsión de una 
operación de mantenimiento de la paz, con sujeción a la autorización futura del 
Consejo, con el siguiente mandato: 
a) Establecer y mantener enlace con las partes; 
b) Visitar los cuarteles generales y demás unidades militares de las par-
tes en todas las zonas en que el Secretario General lo estime necesario; 
c) Establecer y poner en funcionamiento el mecanismo para verificar la 
cesación de hostilidades; 
d) Hacer los preparativos necesarios para el establecimiento de la 
Comisión Militar de Coordinación prevista en el Acuerdo de Cesación de 
Hostilidades; 
e) Prestar asistencia para la planificación de operaciones futuras de 
mantenimiento de la paz, según sea necesario; 
2. Acoge con beneplácito las conversaciones entre la Secretaría de las 
Naciones Unidas y la OUA acerca de la cooperación para la aplicación del 
Acuerdo de Cesación de Hostilidades; 
3. Insta a las partes a proporcionar a la Misión el acceso, la asistencia, 
el apoyo y la protección necesarios para el cumplimiento de sus funciones; 
4. Pide a las partes que faciliten el despliegue de expertos y material 
relacionados con las actividades relativas a las minas con arreglo al Servicio de 
las Naciones Unidas de Actividades relativas a las Minas para evaluar más el 
problema de las minas y las municiones sin explotar y proporcionar asistencia 
técnica a las partes para llevar a cabo las medidas de emergencia en materia de 
minas que se necesiten; 
5. Decide que las medidas impuestas en virtud del párrafo 6 de su reso-
lución 1298 (2000) no se aplicarán a la venta o el suministro de equipo y 
material conexo para el uso del Servicio de las Naciones Unidas de Actividades 
relativas a las Minas, o al suministro de asistencia técnica y capacitación 
conexas por parte de ese servicio; 
6. Subraya la importancia de la rápida delimitación y demarcación de la 
frontera común entre las partes de conformidad con el Acuerdo Marco de la 
OUA (S/1998/1223, anexo) y con el Acuerdo de Cesación de Hostilidades; 
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7. Pide al Secretario General que continúe la planificación de una ope-
ración de mantenimiento de la paz y que comience a tomar las medidas admi-
nistrativas necesarias para organizar dicha misión, cuya autorización estará 
sujeta a una decisión futura del Consejo; 
8. Pide al Secretario General que suministre informes periódicos, según 
sea necesario, sobre el establecimiento y la labor de la Misión; 
9. Decide continuar ocupándose activamente de la cuestión. 
HAITÍ 
RESOLUCIÓN 1277 
(30 de noviembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones sobre la cuestión, en particular la 
resolución 1212 (1998), de 25 de noviembre de 1998, así como las aprobadas 
por la Asamblea General y el Consejo Económico y Social, 
Tomando nota de la carta de fecha 8 de noviembre de 1999 dirigida al 
Secretario General por el Presidente de la República de Haití (A/54/629), en 
que se pide que se establezca una Misión Civil Internacional de Apoyo a Haití, 
Tomando nota también de los informes del Secretario General de fechas 
24 de agosto de 1999 (S/ l999/908) y 18 de noviembre de 1999 
(S/l999/1184), Observando con satisfacción las valiosas aportaciones hechas 
por el Representante del Secretario General, la Misión de Policía Civil de las 
Naciones Unidas en Haití (MIPONUH), la Misión Civil Internacional en Haití 
(MICrVIH) y los programas de asistencia técnica del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y de donantes bilaterales, al prestar asis-
tencia al Gobierno de Haití proporcionando apoyo y contribuyendo a la profe-
sionalización de la Policía Nacional de Haití como elemento básico de la 
consolidación del sistema de administración de justicia de Haití, así como cola-
borando en la creación de instituciones nacionales, 
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Reconociendo que, en última instancia, es responsabilidad del pueblo y el 
Gobierno de Haití lograr la reconciliación nacional, mantener un entorno 
seguro y estable, administrar la justicia y reconstruir el país, y que el 
Gobierno de Haití tiene la responsabilidad específica de seguir consolidando y 
lograr el buen funcionamiento de la Policía Nacional de Haití y del sistema 
judicial, 
1. Decide mantener en funciones la MIPONUH a fin de garantizar una 
transición por etapas, a una Misión Civil Internacional de Apoyo a Haití 
(MICAH) para el 15 de marzo de 2000; 
2. Pide al Secretario General que coordine la transición a fin de acelerar 
el traspaso de funciones de la MIPONUH y la MICIVIH a la MICAH, y que 
presente un informe al Consejo de Seguridad, para el I o de marzo de 2000, 
sobre la aplicación de la presente resolución; 
3. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
IRAQ 
RESOLUCIÓN 1242 
(21 de mayo de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones pertinentes anteriores, en particular sus 
resoluciones 986 (1995), de 14 de abril de 1995, 1111 (1997), de 4 de junio de 
1997, 1129 (1997), de 12 de septiembre de 1997, 1143 (1997), de 4 de 
diciembre de 1997, 1153 (1998), de 20 de febrero de 1998, 1175 (1998), de 19 
de junio de 1998 y 1210 (1998), de 24 de noviembre de 1998, 
Convencido de la necesidad de seguir atendiendo, a título provisional, las 
necesidades humanitarias del pueblo iraquí hasta que el cumplimiento por el 
Gobierno del Iraq de las resoluciones sobre la cuestión, en particular la reso-
lución 687 (1991), de 3 de abril de 1991, permita al Consejo adoptar nuevas 
medidas con respecto a las prohibiciones mencionadas en la resolución 661 




Convencido también de la necesidad de que los suministros humanitarios 
se distribuyan de manera equitativa entre todos los sectores de la población 
iraquí, en todo el país, 
Resuelto a mejorar la situación humanitaria en el Iraq, 
Reafirmando la determinación de todos los Estados Miembros de 
preservar la soberanía y la integridad territorial del Iraq, 
Actuando con arreglo al Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
1. Decide que las disposiciones de la resolución 986 (1995), excepto las 
que figuran en los párrafos 4, 11 y 12, permanezcan en vigor durante un nuevo 
período de 180 días a partir de las 0.01 horas, hora de Nueva York, del 25 de 
mayo de 1999; 
2. Decide también que el párrafo 2 de la resolución 1153 (1998) perma-
nezca en vigor y se aplique al período de 180 días mencionado en el párrafo 1 
supra; 
3. Pide al Secretario General que siga tomando las medidas necesarias 
para garantizar la aplicación eficaz y eficiente de la presente resolución, y que 
siga mejorando el proceso de observación de las Naciones Unidas en el Iraq, 
según sea necesario, de manera que sea posible proporcionar al Consejo la 
seguridad necesaria de que los bienes obtenidos de conformidad con la presente 
resolución se distribuyen de forma equitativa y que todos los suministros cuya 
adquisición se haya autorizado, incluidos los artículos y piezas de repuesto de 
doble uso, se utilizan para los fines que se hayan autorizado; 
4. Toma nota de que el Comité establecido en virtud de la resolución 
661 (1990) está examinando diversas opciones, en particular la propuesta 
formulada por el Secretario General de conformidad con la petición contenida 
en el párrafo 4 de la resolución 1210 (1998), para resolver las dificultades 
experimentadas en el proceso financiero mencionadas en su informe de 19 de 
noviembre de 1998 (S/l998/1100); 
5. Decide llevar a cabo un examen exhaustivo de todos los aspectos de la 
aplicación de la presente resolución 90 días después de la entrada en vigor del 
párrafo 1 supra y, nuevamente, antes de que finalice el período de 180 días, una 
vez recibidos los informes mencionados en los párrafos 6 y 10 infra, y expresa 
su intención de examinar favorablemente, antes de que concluya el período de 
180 días, la posibilidad de renovar las disposiciones de la presente resolución, 
según proceda, siempre que los informes mencionados indiquen que dichas 
disposiciones se cumplen satisfactoriamente; 
652 
RESOLUCIONES DEL CONSEJO DE SEGURIDAD DE LAS NACIONES UNIDAS 
6. Pide al Secretario General que le presente un informe 90 días después 
de la fecha de entrada en vigor del párrafo 1 supra y, nuevamente, antes de que 
finalice el período de 180 días, sobre la base de las observaciones que haga el 
personal de las Naciones Unidas en el Iraq y de las consultas que se celebren 
con el Gobierno de ese país, respecto de si el Iraq ha distribuido equitati-
vamente los medicamentos, suministros sanitarios, alimentos, y otros mate-
riales y suministros de primera necesidad destinados a la población civil, 
financiados con arreglo al inciso a) del párrafo 8 de la resolución 986 (1995), y 
que incluya en sus informes toda observación que desee hacer en cuanto a si 
los ingresos son suficientes para atender a las necesidades humanitarias del Iraq 
y a si la capacidad del Iraq para exportar cantidades suficientes de petróleo y 
productos derivados del petróleo es suficiente para generar la suma indicada en 
el párrafo 2 de la resolución 1153 (1998); 
7. Pide al Secretario General que le informe en caso de que el Iraq no 
pueda exportar petróleo o productos derivados del petróleo en cantidad sufi-
ciente para generar la suma total mencionada en el párrafo 2 supra y, tras 
celebrar consultas con los organismos pertinentes de las Naciones Unidas y las 
autoridades iraquíes, haga recomendaciones con miras a gastar la suma que se 
prevea obtener, de manera coherente con las prioridades establecidas en el 
párrafo 2 de la resolución 1153 (1998) y con el plan de distribución mencio-
nado en el párrafo 5 de la resolución 1175 (1998); 
8. Decide que los párrafos 1, 2, 3 y 4 de la resolución 1175 (1998) 
permanezcan en vigor y se apliquen al nuevo período de 180 días mencionado 
en el párrafo 1 supra; 
9. Pide al Secretario General que, en consulta con el Gobierno del Iraq, 
le presente, a más tardar el 30 de junio de 1999, una lista detallada de piezas de 
repuesto y equipo necesarios a los efectos mencionados en el párrafo 1 de la 
resolución 1175 (1998); 
10. Pide al Comité establecido en virtud de la resolución 661 (1990) que, 
en estrecha coordinación con el Secretario General, le presente, 90 días después 
de la fecha de entrada en vigor del párrafo 1 supra y, nuevamente, antes de que 
termine el período de 180 días, un informe sobre el cumplimiento de lo 
dispuesto en los párrafos 1, 2, 6, 8, 9 y 10 de la resolución 986 (1995); 
11. Insta a todos los Estados, en particular al Gobierno del Iraq, a que 
cooperen plenamente en la aplicación eficaz de la presente resolución; 
12. Exhorta a todos los Estados a que prosigan su cooperación, presen-
tando a tiempo las solicitudes correspondientes y expidiendo rápidamente las 
licencias de exportación, facilitando el tránsito de los suministros 
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humanitarios que autorice el Comité establecido en virtud de la resolución 661 
(1990) y tomando todas las demás medidas necesarias, en su esfera de 
competencia, para que los suministros humanitarios que necesita con urgencia 
el pueblo iraquí le sean entregados cuanto antes; 
13. Subraya la necesidad de que se siga garantizando la seguridad e inte-
gridad física de todas las personas que participen directamente en la aplicación 
de la presente resolución en el Iraq; 
14. Decide mantener en examen estos arreglos, en particular los estipu-
lados en el párrafo 2 supra, con el fin de asegurar el flujo ininterrumpido de 
suministros humanitarios al Iraq, y manifiesta que está dispuesto a examinar 
las recomendaciones pertinentes del informe del grupo establecido con el fin de 
examinar las cuestiones humanitarias (S/1999/356, anexo II), según proceda, 
con respecto al período de 180 días a que se hace referencia en el párrafo 1 
supra; 
15. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1266 
(4 de octubre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones pertinentes anteriores, en particular sus 
resoluciones 986 (1995), de 14 de abril de 1995, 1111 (1997), de 4 de junio de 
1997, 1129 (1997), de 12 de septiembre de 1997, 1143 (1997), de 4 de 
diciembre de 1997, 1153 (1998), de 20 de febrero de 1998, 1175 (1998), de 19 
de junio de 1998, 1210 (1998), de 24 de noviembre de 1998, y 1242 (1999), 
de 21 de mayo de 1999, 
Recordando también el informe del Secretario General de 19 de agosto de 
1999 (S/1999/896), en particular sus párrafos 4 y 94, 
Resuelto a mejorar la situación humanitaria en el Iraq, 
Reafirmando la determinación de todos los Estados Miembros de 
preservar la soberanía y la integridad territorial del Iraq, 
Actuando con arreglo al Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
1. Decide que el párrafo 2 de la resolución 1153 (1998), ampliado en 
virtud de la resolución 1242 (1999), se modifique en la medida necesaria para 
autorizar a los Estados a que permitan la importación de petróleo y productos 
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del petróleo procedentes del Iraq, así como la realización de transacciones finan-
cieras y otras transacciones esenciales directamente relacionadas con dicha 
importación, por un monto suficiente para obtener una cantidad adicional, 
además de la establecida en la resolución 1242 (1999), equivalente a la suma 
deficitaria respecto a los ingresos autorizados pero no generados en virtud de 
las resoluciones 1210 (1998) y 1153 (1998) (3.040 millones de dólares de los 
Estados Unidos), durante el período de 180 días que comenzará a las 00.01 
horas, hora de Nueva York, del 25 de mayo de 1999; 
2. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1281 
(10 de diciembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones anteriores en la materia y, en particular, sus 
resoluciones 986 (1995), de 14 de abril de 1995, 1111 (1997), de 4 de junio de 
1997, 1129 (1997), de 12 de septiembre de 1997, 1143 (1997), de 4 de 
diciembre de 1997, 1153 (1998), de 20 de febrero de 1998, 1175 (1998), de 19 
de junio de 1998, 1210 (1998), de 24 de noviembre de 1998, 1242 (1999), de 
21 de mayo de 1999, 1266 (1999), de 4 de octubre de 1999, 1275 (1999), de 
19 de noviembre de 1999, y 1280 (1999), de 3 de diciembre de 1999, 
Convencido de la necesidad de seguir atendiendo, a título provisional, las 
necesidades humanitarias del pueblo iraquí hasta que el cumplimiento por el 
Gobierno del Iraq de las resoluciones sobre la cuestión, en particular la 
resolución 687 (1991), de 3 de abril de 1991, permita al Consejo adoptar 
nuevas medidas con respecto a las prohibiciones mencionadas en la resolución 
661 (1990), de 6 de agosto de 1990, de conformidad con lo dispuesto en esas 
resoluciones, 
Convencido también de la necesidad de que los suministros humanitarios 
se distribuyan de manera equitativa entre todos los sectores de la población 
iraquí en todo el país, 
Decidido a mejorar la situación humanitaria en el Iraq, 
Reafirmando la determinación de todos los Estados Miembros de 
preservar la soberanía y la integridad territorial del Iraq, 
Actuando con arreglo al Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
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1. Decide que las disposiciones de la resolución 986 (1995), excepto las 
que figuran en los párrafos 4, 11 y 12, sigan en vigor durante un nuevo 
período de 180 días contados a partir de las 0.01 horas, hora de Nueva York, 
del 12 de diciembre de 1999; 
2. Decide también que el párrafo 2 de la resolución 1153 (1998) siga en 
vigor y sea aplicable al período de 180 días mencionado en el párrafo 1 supra; 
3. Pide al Secretario General que siga tomando las medidas necesarias 
para aplicar en forma efectiva y eficiente la presente resolución, y que siga 
mejorando el proceso de observación de las Naciones Unidas en el Iraq, según 
sea necesario, de manera que sea posible proporcionar al Consejo las segu-
ridades necesarias de que los bienes obtenidos de conformidad con la presente 
resolución se distribuyen de forma equitativa y que todos los suministros cuya 
adquisición se haya autorizado, incluidos los artículos y piezas de repuesto de 
doble uso, se utilizan para los fines autorizados; 
4. Decide además llevar a cabo un examen exhaustivo de todos los 
aspectos de la aplicación de la presente resolución 90 días después de la entrada 
en vigor del párrafo 1 supra y, nuevamente, antes de que finalice el período de 
180 días, una vez recibidos los informes mencionados en los párrafos 5 y 10 
infra, y expresa su intención de considerar favorablemente, antes de que 
concluya el período de 180 días, la posibilidad de renovar las disposiciones de 
la presente resolución, según proceda, siempre que los informes mencionados 
indiquen que dichas disposiciones se cumplen satisfactoriamente; 
5. Pide al Secretario General que le presente un informe 90 días después 
de la fecha de entrada en vigor del párrafo 1 supra y, nuevamente, antes de que 
finalice el período de 180 días, sobre la base de las observaciones que haga el 
personal de las Naciones Unidas en el Iraq y de las consultas que se celebren 
con el Gobierno de ese país, acerca de si el Iraq ha distribuido equitativamente 
los medicamentos, suministros sanitarios, alimentos, y otros materiales y 
suministros de primera necesidad destinados a la población civil, financiados 
con arreglo al apartado a) del párrafo 8 de la resolución 986 (1995), y que 
incluya en sus informes toda observación que desee hacer en cuanto a si los 
ingresos son suficientes para atender a las necesidades humanitarias dellraq y a 
si lacapacidad del Iraq para exportar cantidades suficientes de petróleo y 
productos derivados del petróleo alcanza para generar la suma indicada en el 
párrafo 2 de la resolución 1153 (1998); 
6. Pide al Secretario General que le informe en caso de que el Iraq no 
pueda exportar petróleo o productos derivados del petróleo en cantidad sufi-
ciente para generar la suma total mencionada en el párrafo 2 supra y, tras 
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celebrar consultas con los organismos competentes de las Naciones Unidas y 
las autoridades iraquíes, haga recomendaciones con miras a gastar la suma que 
se prevea obtener, de manera compatible con las prioridades establecidas en el 
párrafo 2 de la resolución 1153 (1998) y con el plan de distribución a que se 
refiere el párrafo 5 de la resolución 1175 (1998); 
7. Decide que el párrafo 3 de la resolución 1210 (1998) sea aplicable al 
nuevo período de 180 días mencionado en el párrafo 1 supra; 
8. Decide que los párrafos 1, 2,3 y 4 de laresolución 1175 (1998) sigan 
en vigor y sean aplicables al nuevo período de 180 días mencionado en el 
párrafo 1 supra; 
9. Pide al Secretario General que, en consulta con el Gobierno del Iraq, 
le presente, a más tardar el 15 de enero de 2000, una lista detallada de piezas de 
repuesto y equipo necesarios a los efectos mencionados en el párrafo 1 de la 
resolución 1175 (1998); 
10. Pide al Comité establecido en virtud de la resolución 661 (1990) que, 
en estrecha coordinación con el Secretario General, le presente, 90 días después 
de la fecha de entrada en vigor del párrafo 1 supra y, nuevamente, antes de que 
termine el período de 180 días, un informe sobre el cumplimiento de lo 
dispuesto en los párrafos 1, 2, 6, 8,9 y 10 de laresolución 986 (1995); 
11. Insta a todos los Estados, en particular al Gobierno del Iraq, a que 
cooperen plenamente en la aplicación efectiva de la presente resolución; 
12. Exhorta a todos los Estados a que sigan cooperando en el sentido de 
presentar a tiempo las solicitudes correspondientes y expedir rápidamente las 
licencias de exportación, sigan facilitando el tránsito de los suministros huma-
nitarios que autorice el Comité establecido en virtud de la resolución 661 
(1990) y sigan tomando todas las demás medidas necesarias que sean de su 
competencia para que los suministros humanitarios que necesita con urgencia 
el pueblo iraquí le sean entregados cuanto antes; 
13. Subraya la necesidad de que se siga garantizando la seguridad e inte-
gridad física de todos quienes participen directamente en la aplicación de la 
presente resolución en el Iraq; 
14. Decide mantener en examen estos arreglos, en particular los esti-
pulados en el párrafo 2 supra, con el fin de asegurar la entrada ininterrumpida 
de suministros humanitarios al Iraq, y manifiesta que está dispuesto a 
examinar las recomendaciones del informe del grupo establecido con el fin de 
examinar las cuestiones humanitarias (S/l999/356) sobre el particular en el 
contexto de una nueva resolución amplia; 
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15. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1302 (2000) 
(8 dejuniode2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones anteriores sobre la cuestión, en particular 
sus resoluciones 986 (1995), de 14 de abril de 1995, 1111 (1997), de 4 de 
junio de 1997, 1129 (1997), de 12 de septiembre de 1997, 1143 (1997), de 4 
de diciembre de 1997, 1153 (1998), de 20 de febrero de 1998, 1175 (1998), de 
19 de junio de 1998, 1210 (1998), de 24 de noviembre de 1998, 1242 (1999), 
de 21 de mayo de 1999, 1266 (1999), de 4 de octubre de 1999, 1275 (1999), de 
19 de noviembre de 1999, 1280 (1999), de 3 de diciembre de 1999, 1281 
(1999), de 10 de diciembre de 1999, 1284 (1999), de 17 de diciembre de 1999, 
y 1293 (2000), de 31 de marzo de 2000, 
Convencido de la necesidad de que se sigan atendiendo, a título provi-
sional, las necesidades humanitarias del pueblo iraquí hasta que el cumpli-
miento por el Gobierno del Iraq de las resoluciones pertinentes, en particular la 
resolución 687 (1991), de 3 de abril de 1991, permita al Consejo adoptar 
nuevas medidas con respecto a las prohibiciones mencionadas en la resolución 
661 (1990), de 6 de agosto de 1990, de conformidad con lo dispuesto en esas 
resoluciones, 
Convencido también de la necesidad de que los suministros humanitarios 
se distribuyan de manera equitativa entre todos los sectores de la población 
iraquí en todo el país, 
Decidido a mejorar la situación humanitaria en el Iraq, 
Reafirmando la determinación de todos los Estados Miembros de 
preservar la soberanía y la integridad territorial del Iraq, 
Actuando con arreglo al Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
1. Decide que las disposiciones de la resolución 986 (1995), excepto las 
que figuran en los párrafos 4, 11 y 12, y con sujeción a lo dispuesto en el 
párrafo 15 de la resolución 1284 (1999), sigan en vigor durante un nuevo 
período de 180 días contados a partir del 9 de junio de 2000, a las 0.01 horas, 
hora de Nueva York; 
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2. Decide también que, de la suma generada durante el período de 180 
días mencionado en el párrafo 1 supra por la importación por los Estados de 
petróleo y productos derivados del petróleo procedentes del Iraq, incluidas las 
transacciones financieras y otras transacciones esenciales relacionadas con dicha 
importación, se sigan asignando con carácter prioritario, dentro del contexto de 
las actividades de la Secretaría, las sumas recomendadas por el Secretario 
General en su informe de fecha 1° de febrero de 1998 (S/1998/90) para el sector 
de la alimentación y la nutrición y el sector de la salud, y que el 13% de la 
suma generada durante el período antes mencionado se use para los propósitos 
mencionados en el apartado b) del párrafo 8 de la resolución 986 (1995); 
3. Pide al Secretario General que siga tomando las medidas necesarias 
para aplicar de forma efectiva y eficiente la presente resolución, y que siga 
mejorando el proceso de observación de las Naciones Unidas en el Iraq, según 
sea necesario, de manera que sea posible proporcionar al Consejo las segu-
ridades debidas de que los bienes que se obtengan de conformidad con la pre-
sente resolución se distribuirán de forma equitativa y que todos los suministros 
cuya adquisición se haya autorizado, incluidos los artículos y piezas de 
repuesto de doble uso, se utilizarán para los fines autorizados; 
4. Decide además llevar a cabo un examen exhaustivo de todos los 
aspectos de la aplicación de la presente resolución 90 días después de la entrada 
en vigor del párrafo 1 supra y, nuevamente, antes de que finalice el período de 
180 días, y expresa su intención de considerar favorablemente, antes de que 
concluya el período de 180 días, la posibilidad de renovar las disposiciones de 
la presente resolución, según proceda, siempre que los exámenes indiquen que 
dichas disposiciones se cumplen satisfactoriamente; 
5. Pide al Secretario General que le informe de la aplicación de la pre-
sente resolución 90 días después de su entrada en vigor y pide asimismo al 
Secretario General que le informe antes de que finalice el período de 180 días, 
sobre la base de las observaciones que haga el personal de las Naciones Unidas 
en el Iraq y de las consultas que se celebren con el Gobierno de ese país, si el 
Iraq ha distribuido equitativamente los medicamentos, suministros sanitarios, 
alimentos y otros materiales y suministros de primera necesidad destinados a la 
población civil, financiados con arreglo al apartado a) del párrafo 8 de la reso-
lución 986 (1995), y que incluya en su presentación e informe toda obser-
vación que desee hacer en cuanto a si los ingresos son suficientes o no para 
atender a las necesidades humanitarias del Iraq; 
6. Pide al Comité establecido en virtud de la resolución 661 (1990) que, 
en estrecha coordinación con el Secretario General, le informe, después de que 
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entre en vigor el párrafo 1 supra y antes de que finalice el período de 180 días, 
de la aplicación de las disposiciones de los párrafos 1, 2, 6, 8, 9 y 10 de la 
resolución 986(1995); 
7. Pide al Secretario General que, en consulta con el Comité establecido 
en virtud de la resolución 661 (1990), designe, a más tardar el 10 de agosto de 
2000, a los nuevos supervisores que sean necesarios para aprobar los contratos 
de exportación de petróleo y productos derivados del petróleo de conformidad 
con el párrafo 1 de la resolución 986 (1995) y los procedimientos del Comité 
establecido en virtud de la resolución 661 (1990); 
8. Pide al Comité establecido en virtud de la resolución 661 (1990) que, 
transcurridos 30 días, apruebe, sobre la base de las propuestas del Secretario 
General, listas de suministros esenciales para abastecimiento de agua y sanea-
miento, decide que, no obstante lo dispuesto en el párrafo 3 de la resolución 
661 (1990) y el párrafo 20 de la resolución 687 (1991), los suministros de 
esos artículos no se sometan a la aprobación del Comité, salvo los que estén 
sujetos a lo dispuesto en la resolución 1051 (1996), que se notifiquen al 
Secretario General y que se financien de conformidad con las disposiciones de 
los apartados a) y b) del párrafo 8 de la resolución 986 (1995), y pide al 
Secretario General que informe sin demora al Comité de todas las notifica-
ciones que reciba y de las medidas que se adopten; 
9. Decide que se pueda usar hasta un máximo de 600 millones de dóla-
res de los EE.UU. de los fondos generados con arreglo a la presente resolución 
en la cuenta de garantía bloqueada establecida en virtud del párrafo 7 de la 
resolución 986 (1995) para sufragar gastos razonables que no sean pagaderos 
en el Iraq y que deriven directamente de los contratos aprobados de conformidad 
con el párrafo 2 de la resolución 1175 (1998) y el párrafo 18 de la resolución 
1284 (1999), y expresa su inten-ción de considerar favorablemente la posi-
bilidad de renovar esta disposición; 
10. Decide que los fondos de la cuenta de garantía bloqueada que sean 
resultado de la suspensión dispuesta en el párrafo 20 de la resolución 1284 
(1999) se usen para los propósitos indicados en el apartado a) del párrafo 8 de 
la resolución 986 (1995) y decide asimismo que lo dispuesto en el párrafo 20 
de la resolución 1284 (1999) se mantenga en vigor y se aplique al nuevo 
período de 180 días a que se hace referencia en el párrafo 1 supra pero no pueda 
volver a renovarse; 
11. Acoge con beneplácito los esfuerzos del Comité establecido en virtud 
de la resolución 661 (1990) por examinar las solicitudes con celeridad y alienta 
al Comité a que siga trabajando con ese objeto; 
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12. Exhorta al Gobierno del Iraq a que adopte todas las medidas adicio-
nales necesarias para aplicar el párrafo 27 de la resolución 1284 (1999) y pide 
asimismo al Secretario General que examine la aplicación de esas medidas y le 
informe al respecto periódicamente; 
13. Pide al Secretario General que presente al Comité establecido en 
virtud de la resolución 661 (1990) recomendaciones relativas a la aplicación del 
apartado a) del párrafo 1 y del párrafo 6 de la resolución 986 (1995) para reducir 
al mínimo la demora en el pago del monto total de cada compra de petróleo o 
productos derivados del petróleo del Iraq en la cuenta de garantía bloqueada 
establecida en virtud del párrafo 7 de la resolución 986 (1995); 
14. Pide al Secretario General que presente al Comité establecido en 
virtud de la resolución 661 (1990) recomendaciones relativas a la utilización de 
los fondos excedentes de la cuenta establecida en virtud del apartado d) del 
párrafo 8 de la re-solución 986 (1995), en particular para los fines establecidos 
en los apartados a) y b) del párrafo 8 de esa resolución; 
15. Insta a todos los Estados, en particular al Gobierno del Iraq, a que 
cooperen plenamente en la aplicación efectiva de la presente resolución; 
16. Exhorta a todos los Estados a que sigan cooperando en la presen-
tación oportuna de las solicitudes y la rápida expedición de las licencias de 
exportación, facilitando el tránsito de los suministros humanitarios que auto-
rice el Comité establecido en virtud de la resolución 661 (1990), y tomando 
todas las demás medidas necesarias que sean de su competencia para que los 
suministros humanitarios que necesita con urgencia el pueblo iraquí le sean 
entregados cuanto antes; 
17. Subraya la necesidad de que se siga garantizando la seguridad e inte-
gridad física de todos quienes participen directamente en la aplicación de la 
presente resolución en el Iraq; 
18. Invita al Secretario General a que designe expertos independientes 
para que preparen para el 26 de noviembre de 2000 un informe y un análisis 
completos de la situación humanitaria en el Iraq, incluidas las actuales nece-
sidades humanitarias derivadas de esa situación y recomendaciones para atender 
a esas necesidades, en el marco de las resoluciones existentes; 




(19 de noviembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1242 (1999), de 21 de mayo de 1999, y 
1266 (1999), de 4 de octubre de 1999, 
•Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
1. Decide prorrogar el período mencionado de los párrafos 1,2 y 8 de la 
resolución 1242 (1999) y en el párrafo 1 de la resolución 1266 (1999) hasta el 
4 de diciembre de 1999; 
2. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1280 
(3 de diciembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1242 (1999), de 21 de mayo de 1999, 1266 
(1999), de 4 de octubre de 1999, y 1275 (1999), de 19 de noviembre de 1999, 
Actuando de conformidad con lo dispuesto en el Capitulo VII de la Carta 
de las Naciones Unidas, 
1. Decide prorrogar hasta el 11 de diciembre de 1999 el período a que se 
hace referencia en los párrafos 1,2 y 8 de laresolución 1242 (1999) y en el 
párrafo 1 de laresolución 1266 (1999); 
2. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1284 
(17 de diciembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones anteriores sobre la cuestión, incluidas las 
resoluciones 661 (1990), de 6 de agosto de 1990, 687 (1991), de 3 de abril de 
1991, 699 (1991), de 17 de junio de 1991, 707 (1991), de 15 de agosto de 
1991, 715 (1991), de 11 de octubre de 1991, 986 (1995), de 14 de abril de 
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1995, 1051 (1996), de 27 de marzo de 1996, 1153 (1998), de 20 de febrero de 
1998, 1175 (1998), de 19 de junio de 1998, 1242 (1999), de 21 de mayo de 
1999, y 1266 (1999), de 4 de octubre de 1999, 
Recordando que en su resolución 715 (1991) aprobó los planes para la 
vigilancia y verificación permanentes en el futuro presentados por el Secretario 
General y el Director General del Organismo Internacional de Energía Atómica 
(OIEA), de conformidad con lo dispuesto en los párrafos 10 y 13 de la 
resolución 687(1991), 
Acogiendo con beneplácito los informes de los tres grupos sobre el Iraq 
(S/1999/356), y habiéndolos examinado exhaustivamente, incluidas las reco-
mendaciones que figuran en ellos, 
Destacando la importancia de que se adopte un enfoque global a los fines 
de la aplicación cabal de todas las resoluciones pertinentes del Consejo de 
Seguridad sobre el Iraq y la necesidad de que el Iraq respete dichas resoluciones, 
Recordando la meta de establecer en el Oriente Medio una zona libre de 
armas de destrucción en masa y de todos los misiles vectores de esas armas, y 
la de lograr una prohibición total de las armas químicas, como se indica en el 
párrafo 14 de la parte dispositiva de la resolución 687 (1991), 
Preocupado por la situación humanitaria del Iraq, y decidido a mejorarla, 
Recordando con preocupación que el Iraq no ha cumplido aún plenamente 
su responsabilidad de repatriar y devolver a todos los nacionales de Kuwait y 
terceros países que se encontraban en el Iraq al 2 de agosto de 1990 o después 
de esa fecha, o sus restos mortales, con arreglo al apartado c) del párrafo 2 de la 
resolución 686 (1991), de 2 de marzo de 1991, y al párrafo 30 de la resolución 
687(1991), 
Recordando que en sus resoluciones 686 (1991) y 687 (1991) pidió que el 
Iraq restituyera lo antes posible todos los bienes kuwaitíes incautados, y 
tomando nota con pesar de que el Iraq aún no ha atendido plenamente a esa 
petición, 
Reconociendo los progresos realizados por el Iraq en relación con las 
disposiciones de la resolución 687 (1991), pero observando que, al no haber 
cumplido cabalmente las resoluciones pertinentes del Consejo, no existen 
condiciones que le permitan tomar la decisión de levantar las prohibiciones 




Reiterando la determinación de todos los Estados Miembros de preservar 
la soberanía, la integridad territorial y la independencia política de Kuwait, el 
Iraq y los Estados vecinos, 
Actuando con arreglo al Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
y teniendo presente que la parte dispositiva de la presente resolución está 
vinculada a resoluciones anteriores aprobadas en el marco del Capítulo VII de 
la Carta, 
A 
1. Decide establecer, como órgano subsidiario del Consejo, la 
Comisión de las Naciones Unidas de Vigilancia, Verificación e Inspección 
(UNMOVIC), en reemplazo de la Comisión Especial establecida en virtud del 
apartado b) del párrafo 9 de la resolución 687 (1991); 
2. Decide asimismo que la UNMOVIC asuma las funciones que había 
asignado el Consejo a la Comisión Especial en relación con la verificación del 
cumplimiento por el Iraq de las obligaciones que le imponen los párrafos 8, 9 
y 10 de la parte dispositiva de la resolución 687 (1991) y otras resoluciones 
conexas, que la UNMOVIC establezca y ponga en funcionamiento, como 
recomendó el grupo sobre el desarme y las cuestiones relativas a las actividades 
actuales y futuras de vigilancia y verificación permanentes, un sistema refor-
zado de vigilancia y verificación permanentes, para ejecutar el plan aprobado 
por el Consejo en su resolución 715 (1991) y resolver las cuestiones de 
desarme aún sin solución, y que la UNMOVIC individualice, según lo con-
sidere necesario para cumplir su mandato, otros lugares del Iraq a los que deba 
aplicarse el sistema reforzado de vigilancia y verificación permanentes; 
3. Reafirma las disposiciones de las resoluciones pertinentes respecto de 
la función que corresponde al OIEA de velar por que el Iraq cumpla lo dis-
puesto en los párrafos 12 y 13 de la parte dispositiva de la resolución 687 
(1991) y en otras resoluciones conexas, y pide al Director General del OIEA 
que siga desempeñando esa función con la asistencia y cooperación de la 
UNMOVIC; 
4. Reafirma sus resoluciones 687 (1991), 699 (1991), 707 (1991), 715 
(1991), 1051 (1996), 1154 (1998) y todas las demás resoluciones y las 
declaraciones de su Presidente sobre la cuestión en que se establecen los crite-
rios para determinar el cumplimiento por el Iraq de sus obligaciones, afirma 
que las obligaciones que imponen esas resoluciones y declaraciones al Iraq de 
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cooperar con la Comisión Especial, permitirle un acceso irrestricto y 
suministrarle información se aplicarán a la UNMOVIC, y decide, en particular, 
que el Iraq deberá permitir que los equipos de la UNMOVIC tengan acceso 
inmediato, incondicional e irrestricto a todos los sectores, instalaciones, 
equipo, registros y medios de transporte que deseen inspeccionar para dar 
cumplimiento al mandato de la UNMOVIC, así como a todos los funcionarios 
y otras personas que se encuentren bajo la autoridad del Gobierno del Iraq a los 
que la UNMOVIC desee entrevistar para cumplircabalmente su mandato; 
5. Pide al Secretario General que, dentro de los 30 días siguientes a la 
aprobación de la presente resolución, designe, tras celebrar consultas con el 
Consejo y sujeto a su aprobación, al Presidente Ejecutivo de la UNMOVIC, 
quien asumirá su mandato lo antes posible, y que, en consulta con el 
Presidente Ejecutivo y los miembros del Consejo, designe a expertos idóneos 
para que integren un Colegio de Comisionados de la UNMOVIC que deberá 
reunirse periódicamente para examinar el estado de aplicación de la presente 
resolución y otras resoluciones pertinentes y para proporcionar asesoramiento 
y orientación profesionales al Presidente Ejecutivo, incluso sobre decisiones 
importantes de política y sobre los informes que deban presentarse por escrito 
al Consejo por conducto del Secretario General; 
6. Pide al Presidente Ejecutivo de la UNMOVIC que, dentro de los 45 
días siguientes a su nombramiento, le presente, tras consultar al Secretario 
General y por su conducto, un plan de organización de la UNMOVIC que 
abarque su estructura, sus necesidades de personal, orientaciones de gestión, 
procedimientos de contratación y actividades de capacitación, teniendo en 
cuenta, según proceda, las recomendaciones del grupo sobre el desarme y las 
cuestiones relativas a las actividades actuales y futuras de vigilancia y verifi-
cación permanentes, y reconociendo en particular la necesidad de que la nueva 
organización tenga una estructura de gestión cooperativa y eficaz y cuente con 
una dotación de personal idóneo y experimentado, cuyos integrantes sean 
considerados funcionarios públicos internacionales, sujetos a las disposiciones 
del Artículo 100 de la Carta de las Naciones Unidas, y representen la más 
amplia base geográfica posible, e incluso, si el Presidente Ejecutivo lo consi-
derase necesario, procedan de organizaciones internacionales de control de 
armamentos, y de que imparta capacitación técnica y cultural de alto nivel; 
7. Decide que la UNMOVIC y el OIEA, por separado y a más tardar 60 
días después de haber iniciado su labor en el Iraq, preparen y sometan a la 
aprobación del Consejo, sendos programas de trabajo para dar cumplimiento a 
sus respectivos mandatos que incluyan la puesta en funcionamiento del 
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sistema reforzado de vigilancia y verificación permanentes y las actividades 
decisivas de desarme que le quedan aún por realizar al Iraq para cumplir las 
obligaciones de desarme impuestas a él por la resolución 687 (1991) y otras 
resoluciones conexas, que constituyen la norma rectora del cumplimiento por 
parte del Iraq, y decide además que lo que se exige del Iraq para llevar a cabo 
cada actividad se defina con claridad y precisión; 
8. Pide al Presidente Ejecutivo de la UNMOVIC y al Director General 
del OIEA que establezcan, aprovechando el personal especializado de otras 
organizaciones internacionales, según proceda, una dependencia que asuma las 
funciones de la dependencia conjunta constituida por la Comisión Especial y el 
Director General del OIEA, prevista en el párrafo 16 del texto relativo al 
mecanismo encargado de las importaciones y exportaciones aprobado en virtud 
de la resolución 1051 (1996), y pide asimismo al Director Ejecutivo de la 
UNMOVIC que, en consulta con el Director General del OIEA, reanude la 
revisión y actualización de las listas de artículos y tecnología a los que se 
aplica el mecanismo; 
9. Decide que el Gobierno del Iraq se haga cargo de la totalidad de los 
gastos de la UNMOVIC y del OIEA relacionados con la labor que se les confía 
en la presente resolución y en otras resoluciones conexas sobre el Iraq; 
10. Pide a los Estados Miembros que cooperen plenamente con la 
UNMOVIC y el OIEA en el cumplimiento de sus mandatos; 
11. Decide que la UNMOVIC se haga cargo de todos los haberes, obliga-
ciones y archivos de la Comisión Especial, y asuma la parte correspondiente a 
la Comisión Especial en los acuerdos existentes entre ésta y el Iraq y entre las 
Naciones Unidas y el Iraq, y afirma que el Presidente Ejecutivo, los Comisio-
nados y el personal que trabaje en la UNMOVIC tendrá los mismos derechos, 
prerrogativas, facilidades e inmunidades que el personal de la Comisión 
Especial; 
12. Pide al Presidente Ejecutivo de la UNMOVIC que le presente, por 
conducto del Secretario General y tras celebrar consultas con los Comi-
sionados, informes trimestrales sobre la labor de la UNMOVIC, hasta tanto se 
presenten los informes iniciales mencionados en el párrafo 33 infra, y que le 
notifique inmediatamente cuando el sistema reforzado de vigilancia y verifi-
cación permanentes esté en pleno funcionamiento en el Iraq; 
13. Reitera la obligación del Iraq, para dar cumplimiento al compromiso 
que ha asumido de facilitar la repatriación de todos los nacionales de Kuwait y 
de terceros países mencionada en el párrafo 30 de la resolución 687 (1991), de 
prestar toda la cooperación necesaria al Comité Internacional de la Cruz Roja, 
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e insta al Gobierno del Iraq a que reanude la cooperación con la Comisión 
Tripartita y con el Subcomité Técnico establecidos para facilitar la labor sobre 
esta cuestión; 
14. Pide al Secretario General que le presente informes cada cuatro meses 
sobre el cumplimiento por el Iraq de la obligación de repatriar o devolver a 
todos los nacionales de Kuwait y de terceros países o sus restos mortales, que 
informe cada seis meses sobre la restitución de todos los bienes kuwaitíes, 
incluidos los archivos, incautados por el Iraq, y que designe a un coordinador 
de alto nivel para esas cuestiones; 
15. Autoriza a los Estados para que, no obstante lo dispuesto en los 
apartados a) y b) del párrafo 3 y en el párrafo 4 de la resolución 661 (1990), y 
en las resoluciones pertinentes ulteriores, permitan la importación del 
volumen de petróleo y derivados del petróleo procedentes del Iraq, incluidas las 
transacciones financieras y otras transacciones básicas directamente 
relacionadas con esa importación, necesario para los propósitos enunciados en 
los apartados a) y b) del párrafo 1 y las disposiciones subsiguientes de la 
resolución 986 (1995) y de las resoluciones conexas, en las condiciones 
indicadas en esas resoluciones; 
16. Subraya, en este contexto, su intención de seguir adoptando medidas, 
incluso de permitir la utilización de nuevas rutas de exportación para el 
petróleo y los derivados del petróleo, en condiciones que se ajusten al pro-
pósito y las disposiciones de la resolución 986 (1995) y las resoluciones 
conexas; 
17. Dispone que el Comité establecido en virtud de la resolución 661 
(1990), sobre la base de las propuestas del Secretario General, apruebe listas de 
artículos humanitarios, incluidos alimentos, productos farmacéuticos y sumi-
nistros médicos, así como equipo médico y agrícola básico o estándar y 
artículos educativos básicos o estándar, decide que, resolución 687 (1991), los 
suministros de esos artículos no se sometan a la aprobación del Comité, salvo 
los que estén sujetos a lo dispuesto en la resolución 1051 (1996), que se dé 
cuenta de ellos al Secretario General y que se financien de conformidad con las 
disposiciones de los apartados a) y b) del párrafo 8 de la resolución 986 (1995), 
y pide al Secretario General que informe sin demora al Comité de todas las 
notificaciones que reciba y de las medidas que se adopten; 
18. Pide al Comité establecido en virtud de la resolución 661 (1990) que, 
de conformidad con las resoluciones 1175 (1998) y 1210 (1998), nombre a un 
grupo de expertos, incluidos agentes independientes de inspección designados 
por el Secretario General de conformidad con el párrafo 6 de la resolución 986 
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(1995), decide que ese grupo se encargue de aprobar rápidamente los contratos 
relativos a las piezas y los equipos necesarios para que el Iraq pueda aumentar 
sus exportaciones de petróleo y productos derivados del petróleo, con arreglo a 
las listas de piezas y equipos aprobadas por ese Comité para cada proyecto, y 
pide al Secretario General que continúe adoptando medidas para que se super-
vise el destino de esas piezas y equipos en el interior del Iraq; 
19. Alienta a los Estados Miembros y a las organizaciones internacio-
nales a que faciliten al Iraq asistencia humanitaria suplementaria y publica-
ciones de carácter educativo; 
20. Decide suspender, por un período inicial de seis meses desde la fecha 
de la aprobación de la presente resolución, y con sujeción a que se revise, la 
aplicación del apartado g) del párrafo 8 de la resolución 986 (1995); 
21 . Pide al Secretario General que, recurriendo cuando sea necesario al 
asesoramiento de especialistas, incluidos representantes de organizaciones 
humanitarias internacionales, adopte medidas para aplicar con la mayor eficacia 
posible las disposiciones de la resolución 986 (1995) y las resoluciones 
conexas, incluso en cuanto a beneficiar, desde el punto de vista humanitario, a 
la población iraquí de todas las zonas del país, y pide también al Secretario 
General que siga mejorando en la medida necesaria, el proceso de observación 
de las Naciones Unidas en el Iraq, velando por que todos los suministros del 
programa humanitario se utilicen de la manera autorizada, que señale a la aten-
ción del Consejo las circunstancias que impidan u obstaculicen la distribución 
eficaz y equitativa de esos suministros y que lo mantenga informado acerca de 
las medidas adoptadas para aplicar el presente párrafo; 
22. Pide además al Secretario General que reduzca al mínimo el costo de 
las actividades de las Naciones Unidas relacionadas con la aplicación de la 
resolución 986 (1995) y los gastos que entrañen las actividades de los agentes 
independientes de inspección y los contadores públicos que designe el Secre-
tario General de conformidad con los párrafos 6 y 7 de la resolución 986 
(1995); 
23. Pide asimismo al Secretario General que facilite al Iraq y al Comité 
establecido en virtud de la resolución 661 (1990) un estado diario de la cuenta 
de garantía bloqueada establecida en virtud del párrafo 7 de la resolución 986 
(1995); 
24. Pide al Secretario General que adopte las medidas necesarias, con 
sujeción a su aprobación por el Consejo de Seguridad, para que los fondos 
depositados en la cuenta de garantía bloqueada establecida en virtud de la reso-
lución 986 (1995) se puedan utilizar para comprar bienes de producción local y 
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para sufragar los gastos locales correspondientes a las necesidades civiles 
básicas que se hayan financiado de conformidad con las disposiciones de la 
resolución 986 (1995) y las resoluciones conexas, incluido, cuando proceda, el 
costo de los servicios de instalación y capacitación; 
25. Dispone que el Comité establecido en virtud de la resolución 661 
(1990) adopte una decisión sobre todas las solicitudes relacionadas con 
necesidades civiles humanitarias y básicas dentro de un plazo de dos días 
laborables a partir de la recepción de las solicitudes que le envíe el Secretario 
General y que se asegure de que en todas las cartas de aprobación y notificación 
expedidas por el Comité se establezca la entrega dentro de un plazo concreto, 
en función de la naturaleza de los artículos que hayan de suministrarse, y pide 
al Secretario General que notifique al Comité todas las solicitudes de artículos 
humanitarios que figuren en la lista a la que se aplique el mecanismo de 
vigilancia de las exportaciones e importaciones aprobado en la resolución 1051 
(1996); 
26. Decide que los vuelos de peregrinación del Hadj que no transporten 
mercancías al Iraq o fuera de ese país queden exentos de la aplicación de las 
disposiciones del párrafo 3 de la resolución 661 (1990) y la resolución 670 
(1990), a reserva de que cada vuelo se notifique oportunamente al Comité 
establecido en virtud de la resolución 661 (1990), y pide al Secretario General 
que adopte las medidas necesarias, sometiéndolas a la aprobación del Consejo 
de Seguridad, para que los gastos razonables que ocasione la peregrinación del 
Hadj se sufraguen con fondos de la cuenta de garantía bloqueada establecida en 
virtud de la resolución 986 (1995); 
27. Hace un llamamiento al Gobierno del Iraq para que: 
i) Adopte todas las medidas necesarias para garantizar la distribución 
oportuna y equitativa de todos los artículos humanitarios, en particular los 
suministros médicos, y que elimine y evite toda demora en sus almacenes; 
ii) Atienda eficazmente a las necesidades de los grupos vulnerables, in-
cluidos niños, embarazadas, personas con discapacidad, ancianos y enfermos 
mentales, entre otras personas, y permita un acceso más libre, sin discrimi-
nación alguna, particularmente por razones de religión o nacionalidad, de los 
organismos de las Naciones Unidas y las organizaciones humanitarias a todas 
las zonas y los sectores de la población a los efectos de evaluar su situación en 
las esferas humanitaria y de nutrición; 
iii) Dé prioridad a las solicitudes de artículos humanitarios, con arreglo a 




iv) Vele por que las personas desplazadas involuntariamente reciban 
asistencia humanitaria sin necesidad de demostrar que han vivido durante seis 
meses en sus lugares de residencia provisional; 
v) Coopere plenamente con el programa de remoción de minas de la 
Oficina de las Naciones Unidas de Servicios para Proyectos en las tres pro-
vincias septentrionales del Iraq y considere la posibilidad de emprender acti-
vidades de remoción de minas en otras provincias; 
28. Pide al Secretario General que le presente un informe sobre los 
progresos realizados a los efectos de subvenir a las necesidades humanitarias 
del pueblo iraquí y sobre los ingresos necesarios para subvenir a esas 
necesidades, incluidas recomendaciones sobre los aumentos que sea necesario 
hacer en la asignación ya establecida para piezas de repuesto y equipo del sector 
petrolero, basándose en un estudio general de la situación del sector de 
producción de petróleo en el Iraq, informe que habrá de presentar a más tardar 
60 días después de la fecha de aprobación de la presente resolución y actualizar 
más adelante cuando sea necesario; 
29. Se manifiesta dispuesto a autorizar aumentos en la asignación ya 
establecida para piezas de repuesto y equipo del sector petrolero, basándose en 
el informe y las recomendaciones que se solicitan en el párrafo 28 supra, con 
objeto de dar cumplimiento a los objetivos humanitarios establecidos en la 
resolución 986 (1995) y las resoluciones conexas; 
30. Pide al Secretario General que establezca un grupo de expertos, con 
inclusión de expertos en el sector del petróleo, para que, dentro de los 100 días 
siguientes a la fecha de aprobación de la presente resolución, presenten un 
informe sobre la producción y la capacidad de exportación de petróleo del Iraq 
existentes y formule recomendaciones, que se actualizarán cuando sea nece-
sario, sobre otras posibilidades de aumentar la producción y la capacidad de 
exportación de petróleo del Iraq de manera compatible con los objetivos de las 
resoluciones pertinentes, así como sobre las posibilidades de que las empresas 
petroleras extranjeras participen en el sector del petróleo del Iraq, incluida la 
realización de inversiones, con sujeción a la supervisión y los controles que 
proceda; 
31. Observa que, en caso de que el Consejo, actuando según lo dispuesto 
en el párrafo 33 de la presente resolución, suspenda las prohibiciones indicadas 
en ese párrafo, será necesario adoptar medidas y procedimientos adecuados, a 
reserva de lo dispuesto en el párrafo 35 infra, que habrán de ser acordados por el 
Consejo con suficiente antelación, incluida la suspensión de las disposiciones 
de la resolución 986 (1995) y las resoluciones conexas; 
670 
RESOLUCIONES DEL CONSEJO DE SEGURIDAD DE LAS NACIONES UNIDAS 
32. Pide al Secretario General que le presente un informe sobre la apli-
cación de los párrafos 15 a 30 de la presente resolución dentro de los 30 días 
siguientes a la aprobación de ésta; 
33. Manifiesta su intención, una vez que el Presidente Ejecutivo de la 
UNMOVIC y el Director General del OIEA hayan informado de que el Iraq ha 
cooperado plenamente con la UNMOVIC y el OIEA, particularmente cum-
pliendo los programas de trabajo en todos los aspectos indicados en el párrafo 
7 supra, durante un período de 120 días a partir de la fecha en que el Consejo 
haya recibido informes de la UNMOVIC y del OIEA en el sentido de que está 
plenamente en funcionamiento el sistema reforzado de supervisión y verifica-
ción permanentes, de suspender, con el objetivo fundamental de mejorar la 
situación humanitaria en el Iraq y garantizar la aplicación de las resoluciones 
del Consejo, durante un período de 120 días, prorrogable por el Consejo, y con 
sujeción a que se elaboren controles financieros y otras medidas operacionales 
eficaces para que el Iraq no adquiera artículos prohibidos, las prohibiciones a la 
importación de artículos y productos originarios del Iraq y las prohibiciones de 
venta, suministro o entrega al Iraq de artículos y productos de uso civil 
distintos de los que se indican en el párrafo 24 de la resolución 687 (1991) o a 
los que se aplique el mecanismo establecido en virtud de la resolución 1051 
(1996); 
34. Decide que, al presentar informes al Consejo en cumplimiento de lo 
dispuesto en el párrafo 33 supra, el Presidente Ejecutivo de la UNMOVIC base 
su evaluación en los progresos realizados en el cumplimiento de las tareas 
indicadas en el párrafo 7 supra; 
35. Decide que si, en cualquier momento, el Presidente Ejecutivo de la 
UNMOVIC o el Director General del OIEA informan de que el Iraq no coopera 
en todo respecto con la UNMOVIC o el OIEA, o de que el Iraq está 
adquiriendo artículos prohibidos, se ponga fin a la suspensión de las 
prohibiciones indicadas en el párrafo 33 supra en el quinto día laborable 
siguiente a la presentación del informe, a menos que el Consejo decida lo 
contrario; 
36. Expresa su intención de aprobar disposiciones para establecer con-
troles financieros y otras medidas operacionales eficaces, incluso sobre la 
entrega y el pago de artículos y productos de uso civil que se vendan o sumi-
nistren al Iraq, para lograr que el Iraq no adquiera artículos prohibidos en caso 
de que se suspendan las prohibiciones, como se indica en el párrafo 33 supra, 
de empezar a elaborar esas medidas a más tardar en la fecha en que se reciban 
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los informes iniciales mencionados en el párrafo 33 supra y de aprobar dichas 
disposiciones antes de adoptar una decisión de conformidad con ese párrafo; 
37. Expresa además su intención de adoptar disposiciones, basándose en 
el informe y las recomendaciones que se solicitan en el párrafo 30 supra y de 
conformidad con el objetivo de la resolución 986 (1995) y las resoluciones 
conexas, para que el Iraq pueda aumentar su producción y su capacidad de 
exportación de petróleo una vez que se reciban los informes mencionados en el 
párrafo 33 supra acerca de la cooperación del Iraq, en todo respecto, con la 
UNMOVIC y el OIEA; 
38. Reafirma su intención de actuar de conformidad con las disposiciones 
pertinentes de la resolución 687 (1991) en relación con la eliminación de las 
prohibiciones indicadas en esa resolución; 
39. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión y expresa su 
intención de considerar la adopción de medidas de conformidad con el párrafo 
33 supra a más tardar 12 meses a partir de la fecha de aprobación de la presente 
resolución, siempre que el Iraq satisfaga las condiciones establecidas en el 
párrafo 33 supra. 
RESOLUCIÓN 1293 
(31 de marzo de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones anteriores en la materia y, en particular, sus 
resoluciones 986(1995), de 14 de abril de 1995, 1111 (1997), de 4 de junio de 
1997, 1129 (1997), de 12 de septiembre de 1997, 1143 (1997), de 4 de 
diciembre de 1997, 1153 (1998), de 20 de febrero de 1998, 1175 (1998), de 19 
de junio de 1998, 1210 (1998), de 24 de noviembre de 1998, 1242 (1999), de 
21 de mayo de 1999, 1266 (1999), de 4 de octubre de 1999, 1275 (1999), de 
19 de noviembre de 1999, 1280 (1999), de 3 de diciembre de 1999, 1281 
(1999), de 10 de diciembre de 1999, y 1284 (1999), de 17 de diciembre de 
1999, 
Acogiendo con satisfacción el informe del Secretario General de 10 de 
marzo de 2000 (S/2000/208) y, en particular, su recomendación de aumentar la 
actual asignación para piezas de repuesto y equipo del sector petrolero de 
conformidad con el párrafo 28 de la resolución 1284 (1999), 
Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
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1. Decide que, de conformidad con los párrafos 28 y 29 de la resolución 
1284 (1999), se podrá utilizar un total de 600 millones de dólares de los 
fondos de la cuenta de garantía bloqueada generados de conformidad con las 
resoluciones 1242 (1999) y 1281 (1999) para sufragar los gastos razonables 
que no sean pagaderos en el Iraq y que deriven directamente de los contratos 
aprobados de acuerdo con el párrafo 2 de la resolución 1175 (1998), y expresa 
su intención de considerar en forma favorable la posibilidad de renovar esta 
disposición; 
2. Expresa que está dispuesto a examinar en forma expedita otras reco-
mendaciones contenidas en el informe del Secretario General de fecha 10 de 
marzo de 2000 y las disposiciones de la sección C de la resolución 1284 
(1999); 
3. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
ISRAEL/SIRIA (FNUOS) 
RESOLUCIÓN 1243 
(27 de mayo de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General sobre la Fuerza de 
las Naciones Unidas de Observación de la Separación, de 18 de mayo de 1999 
(S/l 999/575), 
Decide: 
a) Exhortar a las partes interesadas a que apliquen de inmediato la 
resolución 338 (1973) del Consejo de Seguridad, de 22 de octubre de 1973; 
b) Prorrogar el mandato de la Fuerza de las Naciones Unidas de Obser-
vación de la Separación por otro período de seis meses, es decir, hasta el 30 de 
noviembre de 1999; 
c) Pedir al Secretario General que, una vez concluido ese período, 
presente un informe sobre la evolución de la situación y las medidas adoptadas 




(31 de mayo de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General sobre la Fuerza de 
las Naciones Unidas de Observación de la Separación, de 22 de mayo de 2000 
(S/2000/459), 
Acogiendo con satisfacción y alentando los esfuerzos de las Naciones 
Unidas por sensibilizar al personal de mantenimiento de la paz sobre la 
prevención y el control del VIH/SIDA y otras enfermedades transmisibles, 
Decide: 
a) Exhortar a las partes interesadas a que apliquen de inmediato la 
resolución 338 (1973) del Consejo de Seguridad, de 22 de octubre de 1973; 
b) Prorrogar el mandato de la Fuerza de las Naciones Unidas de Obser-
vación de la Separación por otro período de seis meses, es decir, hasta el 30 de 
noviembre de 2000; 
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(24 de noviembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General sobre la Fuerza de 
las Naciones Unidas de Observación de la Separación, de 15 de noviembre de 
1999 (S/1999/1175), 
Decide: 
a) Exhortar a las partes interesadas a que apliquen de inmediato la 
resolución 338 (1973) del Consejo de Seguridad, de 22 de octubre de 1973; 
b) Renovar el mandato de la Fuerza de las Naciones Unidas de Obser-
vación de la Separación por otro período de seis meses, es decir, hasta el 3 1 de 
mayo de 2000; 
c) Pedir al Secretario General que, al final de ese período, presente un 
informe sobre la evolución de la situación y las medidas adoptadas para aplicar 
la resolución 338 (1973) del Consejo de Seguridad. 
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c) Pedir al Secretario General que, una vez concluido ese período, 
presente un informe sobre la evolución de la situación y las medidas adoptadas 
para aplicar la resolución 338 (1973). 
KOSOVO (R. F. DE YUGOSLAVIA) 
RESOLUCIÓN 1239 
(14 de mayo de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1160 (1998), de 31 de marzo de 1998, 1199 
(1998), de 23 de septiembre de 1998, y 1203 (1998), de 24 de octubre de 1998, 
y las declaraciones de su Presidente de 24 de agostp de 1998 (S/PRST/ 
1998/25), 19 de enero de 1999 (S/PRST/1992/2) y 29 de enero de 1999 
(S/PRST/1999/5), 
Teniendo presentes las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas y 
basándose en la Declaración Universal de Derechos Humanos, los pactos y 
convenciones internacionales de derechos humanos, las Convenciones y el 
Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados, los Convenios de Ginebra de 
1949 y los Protocolos Adicionales de 1977, así como en otros instrumentos 
del derecho internacional humanitario, 
Expresando su grave preocupación por la catástrofe humanitaria que tiene 
lugar en Kosovo (República Federativa de Yugoslavia) y zonas adyacentes de 
resultas de la crisis permanente, 
Profundamente preocupado por la enorme cantidad de refugiados de 
Kosovo que llegan a Albania, la ex República Yugoslava de Macedonia, 
Bosnia y Herzegovina y otros países, así como por el número cada vez mayor 
de personas desplazadas dentro de Kosovo, la República de Montenegro y otras 
partes de la República Federativa de Yugoslavia, 
Destacando la importancia de que se coordinen con eficacia las actividades 
de socorro humanitario que desarrollan los Estados, la Oficina del Alto Comi-
sionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y las organi-
zaciones internacionales con objeto de aliviar los sufrimientos y la difícil 
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situación en que se encuentran los refugiados y las personas internamente 
desplazadas, 
Tomando nota con interés de la intención del Secretario General de enviar 
una misión a Kosovo y otras partes de la República Federativa de Yugoslavia 
para que evalúe las necesidades de asistencia humanitaria, 
Reafirmando la integridad territorial y la soberanía de todos los Estados de 
la región, 
1. Encomia a los Estados Miembros, el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y otras organizaciones 
internacionales de socorro humanitario por los esfuerzos que han desplegado 
para prestar la asistencia de socorro que necesitan urgentemente los refugiados 
de Kosovo en Albania, la ex República Yugoslava de Macedonia y Bosnia y 
Herzegovina, y los insta, así como a otros que estén en situación de hacerlo, a 
que aporten recursos para prestar asistencia humanitaria a los refugiados y a las 
personas internamente desplazadas; 
2. Invita al ACNUR y a otras organizaciones internacionales de socorro 
humanitario a que presten asistencia de socorro a las personas internamente 
desplazadas en Kosovo, la República de Montenegro y otras partes de la 
República Federativa de Yugoslavia, así como a otros civiles afectados por la 
actual crisis; 
3. Hace un llamamiento para que se dé acceso al personal de las Nacio-
nes Unidas y todo el personal humanitario que desarrolla actividades en 
Kosovo y otras partes de la República Federativa de Yugoslavia; 
4. Reafirma el derecho de todos los refugiados y personas desplazadas a 
regresar a sus hogares de manera digna y en condiciones de seguridad; 
5. Subraya que la situación humanitaria seguirá empeorando si no se 
llega a una solución política de la crisis que sea compatible con los principios 
aprobados el 6 de mayo de 1999 por los Ministros de Relaciones Exteriores de 
Alemania, el Canadá, los Estados Unidos de América, la Federación de Rusia, 
Francia, Italia, el Japón y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte 
(S/1999/516), e insta a todas las partes interesadas a que contribuyan al logro 
de ese objetivo; 
6. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
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RESOLUCIÓN 1244 
(10 de junio de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Teniendo presentes los propósitos y principios de la Carta de las Nacio-
nes Unidas, y la responsabilidad primordial del Consejo de Seguridad respecto 
del mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, 
Recordando sus resoluciones 1160 (1998), de 31 de marzo de 1998, 1199 
(1998), de 23 de septiembre de 1998,1203 (1998), de 24 de octubre de 1998, y 
1239 (1999), de 14 de mayo de 1999, 
Lamentando que no se hayan cumplido cabalmente las disposiciones de 
esas resoluciones, 
Resuelto a solucionar la grave situación humanitaria de Kosovo (Repú-
blica Federativa de Yugoslavia) y a lograr el regreso libre y en condiciones de 
seguridad de todos los refugiados y las personas desplazadas a sus hogares, 
Condenando todos los actos de violencia contra la población de Kosovo, 
así como los actos terroristas de todas las partes, 
Recordando la declaración formulada por el Secretario General el 9 de 
abril de 1999, en que expresó preocupación por la tragedia humanitaria que 
tenía lugar en Kosovo, 
Reafirmando el derecho de todos los refugiados y personas desplazadas a 
regresar a sus hogares en condiciones de seguridad, 
Recordando la competencia y el mandato del Tribunal Internacional para 
la ex Yugoslavia, 
Acogiendo con beneplácito los principios generales relativos a una solu-
ción política para la crisis de Kosovo aprobados el 6 de mayo de 1999 
(S/1999/516, anexo 1 de la presente resolución) y acogiendo con beneplácito 
también el hecho de que la República Federativa de Yugoslavia acepte los 
principios establecidos en los puntos 1 a 9 del documento presentado en 
Belgrado el 2 de junio de 1999 (S/1999/649, anexo 2 de la presente resolución) 
y esté de acuerdo con ese documento, 
Reafirmando la adhesión de todos los Estados Miembros al principio de 
la soberanía e integridad territorial de la República Federativa de Yugoslavia y 
los demás Estados de la región, expresada en el Acta Final de Helsinki y en el 
anexo 2, 
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Reafirmando el llamamiento formulado en resoluciones anteriores en 
favor de una autonomía sustancial y una verdadera administración propia para 
Kosovo, 
Determinando que la situación en la región sigue constituyendo una 
amenaza para la paz y la seguridad internacionales, 
Resuelto a velar por la seguridad del personal internacional y por el 
cumplimiento por todos los interesados de sus obligaciones con arreglo a la 
presente resolución, y obrando con esos propósitos en virtud del Capítulo V I I 
de la Carta de las Naciones Unidas, 
1. Decide que la solución política de la crisis de Kosovo debe basarse en 
los principios generales que figuran en el anexo 1 y su elaboración ulterior en 
los principios y demás elementos necesarios enunciados en el anexo 2; 
2. Acoge con beneplácito la aceptación por la República Federativa de 
Yugoslavia de los principios y demás elementos necesarios a que se hace 
referencia en el párrafo 1 supra y exige la plena cooperación de la República 
Federativa de Yugoslavia en su pronta aplicación; 
3. Exige en particular que la República Federativa de Yugoslavia ponga 
fin, de forma inmediata y verificable, a la violencia y a la represión en Kosovo 
y emprenda y concluya el retiro gradual verificable de Kosovo de todas las 
fuerzas militares, policiales y paramilitares con arreglo a un calendario rápido, 
con el que se sincronizará el despliegue de la presencia internacional de 
seguridad en Kosovo; 
4. Confirma que, después del retiro, se autorizará el regreso a Kosovo 
de un número acordado de elementos militares y policiales para llevar a cabo 
las funciones señaladas en el anexo 2; 
5. Decide desplegar en Kosovo, bajo los auspicios de las Naciones 
Unidas, presencias internacionales, una civil y otra de seguridad, con el equipo 
y el personal que sea necesario, y acoge con beneplácito que la República 
Federativa de Yugoslavia esté de acuerdo con esas presencias; 
6. Pide al Secretario General que designe, en consulta con el Consejo de 
Seguridad, a un Representante Especial para que controle el despliegue de la 
presencia internacional civil y pide además al Secretario General que dé 
instrucciones a su Representante Especial para que coordine estrechamente la 
labor de esa presencia con la de la presencia internacional de seguridad para que 
las actividades de las dos presencias se orienten hacia los mismos objetivos y 
se apoyen mutuamente; 
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7. Autoriza a los Estados Miembros y a las organizaciones interna-
cionales competentes a establecer la presencia.internacional de seguridad en 
Kosovo mencionada en el punto 4 del anexo 2 con todos los medios necesarios 
para que cumpla las obligaciones enunciadas en el párrafo 9 infra; 
8. Afirma la necesidad del despliegue rápido y temprano de presencias 
internacionales civil y de seguridad efectivas en Kosovo y exige que las partes 
cooperen cabalmente en ese despliegue; 
9. Decide que las obligaciones de la presencia internacional de seguridad 
que se desplegará y desarrollará actividades en Kosovo incluirán las siguientes 
actividades: 
a) Disuadir a las partes de que reanuden las hostilidades, manteniendo y, 
en caso necesario, imponiendo la cesación del fuego, y asegurar el retiro y 
evitar el regreso a Kosovo de las fuerzas militares, policiales y paramilitares de 
la Federación y de la República, excepto según lo previsto en el punto 6 del 
anexo 2; 
b) Desmilitarizar el Ejército de Liberación de Kosovo (ELK) y otros 
grupos armados de albaneses de Kosovo como se establece en el párrafo 15 
infra; 
c) Establecer un entorno seguro de modo que los refugiados y las perso-
nas desplazadas puedan regresar a sus hogares en condiciones de seguridad, la 
presencia internacional civil pueda desarrollar sus actividades, se pueda estable-
cer una administración de transición y se pueda prestar ayuda humanitaria; 
d) Mantener el orden y la seguridad públicos hasta que la presencia 
internacional civil pueda asumir esa responsabilidad; 
e) Supervisar la remoción de minas hasta que la presencia internacional 
civil pueda, cuando proceda, asumir esa responsabilidad; 
f) Prestar apoyo, según corresponda, a la labor de la presencia 
internacional civil y mantener una coordinación estrecha con ella; 
g) Realizar las actividades de vigilancia fronteriza que sean necesarias; 
h) Velar por su propia protección y libertad de circulación y por las de 
la presencia internacional civil y otras organizaciones internacionales; 
10. Autoriza al Secretario General a establecer, con la asistencia de las 
organizaciones internacionales competentes, una presencia internacional civil 
en Kosovo a fin de que Kosovo tenga una administración provisional bajo la 
cual su pueblo pueda gozar de una autonomía sustancial en la República 
Federativa de Yugoslavia y la cual se encargará de administrar la transición al 
tiempo que establecerá y supervisará el desarrollo de instituciones provisio-
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nales de gobierno democrático autónomo a fin de crear condiciones propicias 
para que todos los habitantes de Kosovo puedan vivir una vida pacífica y 
normal; 
11. Decide que entre las principales responsabilidades de la presencia 
internacional civil estarán las siguientes: 
a) Promover el establecimiento, hasta que se llegue a una solución defi-
nitiva, de una autonomía y un autogobierno sustanciales en Kosovo, teniendo 
plenamente en cuenta el anexo 2 y los acuerdos de Rambouillet (S/1999/648); 
b) Cumplir funciones administrativas civiles básicas donde y mientras 
sea necesario; 
c) Organizar y supervisar el desarrollo de instituciones provisionales 
para el autogobierno democrático y autónomo hasta que se llegue a una solu-
ción política, incluida la celebración de elecciones; 
d) Transferir, a medida que se establezcan esas instituciones, sus funcio-
nes administrativas, y al mismo tiempo supervisar y apoyar la consolidación 
de las instituciones provisionales locales de Kosovo y otras actividades de 
establecimiento de la paz; 
e) Facilitar un proceso político encaminado a determinar el estatuto fu-
turo de Kosovo, teniendo en cuenta los acuerdos de Rambouillet (S/1999/648); 
i) En una etapa final, supervisar el traspaso de autoridad de las insti-
tuciones provisionales de Kosovo a las instituciones que se establezcan con-
forme a una solución política; 
g) Apoyar la reconstrucción de la m/raestructura básica y otras tareas de 
reconstrucción económica; 
h) Apoyar, en coordinación con las organizaciones humanitarias 
internacionales, la ayuda humanitaria y el socorro en casos de desastre; 
i) Mantener la ley y el orden público, incluso mediante el estableci-
miento de un cuerpo de policía local y, entre tanto, mediante el despliegue de 
agentes de policía internacionales en Kosovo; 
j) Proteger y promover los derechos humanos; 
k) Asegurar el regreso seguro y libre de todos los refugiados y personas 
desplazadas a sus hogares en Kosovo; 
12. Subraya la necesidad de coordinar las operaciones de socorro huma-
nitario y de que la República Federativa de Yugoslavia permita el acceso libre 
a Kosovo de las organizaciones de ayuda humanitaria y coopere con dichas 
organizaciones para asegurar la prestación rápida y eficaz de la ayuda 
internacional; 
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13. Alienta a los Estados Miembros y a las organizaciones interna-
cionales a que contribuyan a la reconstrucción económica y social lo mismo 
que al regreso seguro de los refugiados y las personas desplazadas, y subraya en 
ese sentido la importancia de convocar lo antes posible una conferencia 
internacional de donantes, particularmente para los fines indicados en el inciso 
g) del párrafo 11 supra; 
14. Exige la plena cooperación de todos los interesados, incluida la pre-
sencia internacional de seguridad, con el Tribunal Internacional para la ex 
Yugoslavia; 
15. Exige que el Ejército de Liberación de Kosovo y otros grupos arma-
dos de albaneses de Kosovo pongan fin inmediatamente a todas las acciones 
ofensivas y se ajusten a las disposiciones de la desmilitarización que establezca 
el jefe de la presencia internacional de seguridad en consulta con el Repre-
sentante Especial del Secretario General; 
16. Decide que las prohibiciones impuestas en virtud del párrafo 8 de la 
resolución 1160 (1998) no serán aplicables a las armas y el material conexo 
para uso de las presencias internacionales civil y de seguridad; 
17. Acoge con beneplácito la labor iniciada por la Unión Europea y otras 
organizaciones internacionales para establecer un criterio integrado para el desa-
rrollo económico y la estabilización de la región afectada por la crisis de 
Kosovo, incluida la aplicación de un pacto de estabilidad para la Europa sud-
oriental con amplia participación internacional a fin de fomentar la democracia, 
la prosperidad económica, la estabilidad y la cooperación regional; 
18. Exige que todos los Estados de la región cooperen plenamente en la 
aplicación de todos los aspectos de la presente resolución; 
19. Decide que las presencias internacionales civil y de seguridad se esta-
blezcan por un período inicial de 12 meses, y se mantengan después a menos 
que el Consejo de Seguridad decida otra cosa; 
20. Pide al Secretario General que le presente periódicamente informes 
sobre la aplicación de la presente resolución, incluidos los informes de los 
jefes de las presencias internacionales civil y de seguridad, los primeros de los 
cuales se presentarán en un plazo de 30 días a partir de la aprobación de la 
presente resolución; 
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ANEXO 1 
DECLARACIÓN FORMULADA POR EL PRESIDENTE AL CONCLUIR L REUNIÓN 
DE MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES DEL GRUPO DE LOS OCHO, 
CELEBRADA EN EL CENTRO PETERSBERG EL 6 DE MAYO DE 1999 
Los Ministros de Relaciones Exteriores del Grupo de los Ocho han apro-
bado los siguientes principios generales para la solución política de la crisis de 
Kosovo: 
* Cesación inmediata y verificable de la violencia y la represión en 
Kosovo; 
* Retiro de Kosovo de las fuerzas militares, policiales y paramilitares; 
* Despliegue en Kosovo de presencias internacionales eficaces, una 
civil y otra de seguridad, respaldadas y aprobadas por las Naciones Unidas, 
capaces de garantizar el logro de los objetivos comunes; 
* Establecimiento de una administración provisional para Kosovo con 
arreglo a lo que decida el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, a fin de 
crear condiciones propicias para que todos los habitantes de Kosovo puedan 
vivir una vida pacífica y normal; 
* Regreso seguro y libre de todos los refugiados y personas desplazadas 
y libre acceso a Kosovo de las organizaciones de ayuda humanitaria; 
* Un proceso político encaminado al establecimiento de un acuerdo 
sobre un marco político provisional que prevea un gobierno autónomo sustan-
cial para Kosovo, teniendo plenamente en cuenta los acuerdos de Rambouillet 
y los principios de soberanía e integridad territorial de la República Federativa 
de Yugoslavia y los demás países de la región, y la desmilitarización del 
Ejército de Liberación de Kosovo; 
* Un criterio integrado para el desarrollo económico y la estabilización 
de la región en crisis. 
Para lograr una solución de la crisis de Kosovo, deberá llegarse a un 
acuerdo sobre los principios siguientes: 
1. El fin inmediato y verificable de la violencia y la represión en 
Kosovo. 
2. El retiro verificable de Kosovo de todas las fuerzas militares, poli-
ciales y paramilitares conforme a un calendario rápido. 
3. El despliegue en Kosovo, bajo los auspicios de las Naciones Unidas, 
de presencias internacionales eficaces, una civil y otra de seguridad, con un 
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mandato que se determinará conforme al Capítulo VII de la Carta, capaces de 
garantizar el logro de objetivos comunes. 
4. La presencia internacional de seguridad con participación sustancial 
de la Organización del Tratado del Atlántico Norte se desplegará bajo mando y 
control unificado y estará autorizada para establecer un entorno seguro para 
toda la población de Kosovo y facilitar a todos los refugiados y personas 
desplazadas el regreso seguro a sus hogares. 
5. El establecimiento, que decidirá el Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas, de una administración provisional en Kosovo como parte de 
la presencia internacional civil que permita al pueblo de Kosovo disfrutar de 
una autonomía sustancial dentro de la República Federativa de Yugoslavia. 
Dicha administración funcionaría en el período de transición, mientras super-
visa el establecimiento de instituciones autónomas democráticas provisionales 
que permitan asegurar condiciones propicias para que todos los habitantes de 
Kosovo puedan vivir una vida pacífica y normal. 
6. Después del retiro, se permitirá el regreso de un número convenido 
de personal yugoslavo y serbio para que cumpla las siguientes funciones: 
— Servir de enlace con la misión civil internacional y el personal de 
seguridad internacional; 
— Demarcar y limpiar campos minados; 
— Mantener una presencia en lugares que son patrimonio nacional 
serbio; 
— Mantener una presencia en los principales cruces fronterizos. 
7. El regreso seguro y libre de todos los refugiados y personas despla-
zadas bajo la supervisión del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados y el acceso sin trabas a Kosovo de las organizaciones de ayuda 
humanitaria. 
8. Un proceso político para el establecimiento de un acuerdo sobre un 
marco político provisional que disponga un gobierno autónomo sustancial 
para Kosovo, teniendo en cuenta plenamente los acuerdos de Rambouillet y 
los principios de soberanía e integridad territorial de la República Federativa de 
Yugoslavia y de los demás países de la región, y la desmilitarización del Ejér-
cito de Liberación de Kosovo. Las negociaciones entre las partes para llegar a 
un arreglo no demorarán ni perturbarán el establecimiento de instituciones 
autónomas democráticas. 
9. Un criterio integrado para el desarrollo económico y la estabilización 
de la región afectada por la crisis. Esto incluirá la aplicación de un pacto de 
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estabilidad para la Europa sudoriental con amplia participación internacional a 
fin de promover la democracia, la prosperidad económica, la estabilidad y la 
cooperación regional. 
10. La aceptación de los principios enunciados, así como de otros requi-
sitos ya determinados que se especifican en la nota al piel, como requisito para 
la suspensión de la actividad militar. Seguidamente se firmará prontamente un 
acuerdo militar y técnico en que se establecerán, entre otras cosas, otras moda-
lidades, incluidas las funciones del personal yugoslavo y serbio en Kosovo: 
Retiro 
Procedimientos para el retiro, incluido el calendario detallado y por etapas 
y la delimitación de una zona de separación en Serbia más allá de la cual se 
retirarán las fuerzas; 
Regreso de personal 
* Equipo vinculado con el personal que regresa; 
* Mandato que establezca las funciones de dicho personal; 
* Calendario para su regreso; 
* Delimitación de las zonas geográficas de sus operaciones; 
* Normas que regirán sus relaciones con el personal internacional de 
seguridad y la misión civil internacional. 
Notas 
1. Otros requisitos: 
— Un calendario preciso para el retiro rápido que prevea, por ejemplo, 
siete días para concluir el retiro y el repliegue del armamento de defensa anti-
aérea más allá de una zona de seguridad mutua de 25 kilómetros en un plazo de 
48 horas; 
— El regreso del personal encargado de cumplir las cuatro funciones que 
se especifican supra se hará bajo la supervisión de la presencia internacional de 
seguridad y estará limitado a un pequeño número convenido (cientos y no 
miles); 
— La suspensión de la actividad militar se efectuará una vez iniciado el 
retiro verificable; 
— La negociación y la concertación de un acuerdo militar y técnico no 
extenderán el plazo previsto previamente para la conclusión del retiro. 
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LÍBANO 
RESOLUCIÓN 1254 
(30 de julio de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 425 (1978) y 426 (1978) de 19 de marzo de 
1978, 501 (1982) de 25 de febrero de 1982, 508 (1982) de 5 de junio de 1982, 
509 (1982) de 6 de junio de 1982 y 520 (1982) de 17 de septiembre de 1982, 
así como todas sus resoluciones sobre la situación en el Líbano, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General sobre la Fuerza 
Provisional de las Naciones Unidas en el Líbano de 21 de julio de 1999 
(S/l999/807) y tomando nota de las observaciones manifestadas y de los 
compromisos mencionados en él, 
Tomando nota de la carta de fecha 25 de junio de 1999 dirigida al 
Secretario General por el Representante Permanente del Líbano ante las 
Naciones Unidas (S/1999/720), 
Respondiendo a la solicitud del Gobierno del Líbano, 
1. Decide prorrogar el mandato actual de la Fuerza Provisional de las 
Naciones Unidas en el Líbano por un nuevo período de seis meses, hasta el 31 
de enero de 2000; 
2. Reitera su firme apoyo a la integridad territorial, la soberanía y la 
independencia política del Líbano dentro de sus fronteras internacionalmente 
reconocidas; 
3. Destaca una vez más el mandato y las directrices generales de la 
Fuerza, enunciados en el informe del Secretario General de 19 de marzo de 
1978 (S/12611) aprobado en la resolución 426 (1978), y exhorta a todas las 
partes interesadas a que colaboren plenamente con la Fuerza para que ésta pueda 
cumplir cabalmente su mandato; 
4. Condena todos los actos de violencia cometidos, en particular, contra 
la Fuerza e insta a las partes a que les pongan fin; 
5. Reitera que la Fuerza debe cumplir plenamente su mandato, definido 




6. Insta a que se tomen nuevas medidas en bien de la eficiencia y el 
logro de economías, siempre que no vayan en desmedro de la capacidad opera-
cional de la Fuerza; 
7. Pide al Secretario General que continúe celebrando consultas con el 
Gobierno del Líbano y otras partes directamente interesadas en la aplicación de 
la presente resolución y que le presente un informe sobre el particular. 
RESOLUCIÓN 1288 
(31 de enero de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 425 (1978) y 426 (1978), de 19 de marzo de 
1978, 501 (1982), de 25 de febrero de 1982, 508 (1982), de 5 de junio de 
1982, 509 (1982), de 6 de junio de 1982, y 520 (1982), de 17 de septiembre de 
1982, así como todas sus resoluciones sobre la situación en el Líbano, 
Recordando los principios pertinentes de la Convención sobre la Segu-
ridad del Personal de las Naciones Unidas y del Personal Asociado, aprobada el 
9 de diciembre de 1994, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General sobre la Fuerza 
Provisional de las Naciones Unidas en el Líbano de 17 de enero de 2000 
(S/2000/28) y tomando nota de las observaciones formuladas y de los com-
promisos mencionados en él, 
Acogiendo con beneplácito y alentando los esfuerzos desplegados por las 
Naciones Unidas para sensibilizar al personal de mantenimiento de la paz sobre 
la prevención y control del VIH/SIDA y otras enfermedades transmisibles en 
todas sus operaciones de mantenimiento de la paz; 
Tomando nota de la carta de fecha 28 de diciembre de 1999 dirigida al 
Secretario General por el Representante Permanente del Líbano ante las 
Naciones Unidas (S/1999/1284), 
Respondiendo a la solicitud del Gobierno del Líbano, 
1. Decide prorrogar el mandato actual de la Fuerza Provisional de las 
Naciones Unidas en el Líbano por un nuevo período de seis meses, hasta el 31 
de julio de 2000; 
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2. Reitera su firme apoyo a la integridad territorial, la soberanía y la 
independencia política del Líbano dentro de sus fronteras internacionalmente 
reconocidas; 
3. Destaca una vez más el mandato y las directrices generales de la 
Fuerza, enunciados en el informe del Secretario General de 19 de marzo de 
1978 (S/12611) aprobado en virtud de la resolución 426 (1978), y exhorta a 
todas las partes interesadas a que colaboren plenamente con la Fuerza para que 
ésta pueda cumplir cabalmente su mandato; 
4. Condena todos los actos de violencia cometidos, en particular, contra 
la Fuerza e insta a las partes a que les pongan fin; 
5. Reitera que la Fuerza debe cumplir plenamente su mandato, definido 
en las resoluciones 425 (1978), 426 (1978) y en todas las demás resoluciones 
pertinentes; 
6. Insta a que se tomen nuevas medidas en bien de la eficiencia y el 
logro de economías, siempre que no vayan en desmedro de la capacidad opera-
cional de la Fuerza; 
7. Pide al Secretario General que continúe celebrando consultas con el 
Gobierno del Líbano y otras partes interesadas en la aplicación de esta 
resolución y que le presente un informe sobre el particular. 
RESOLUCIÓN 1310 
(27 de julio de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 425 (1978) y 426 (1978), de 19 de marzo de 
1978, 501 (1982), de 25 de febrero de 1982, 508 (1982), de 5 de junio de 
1982, 509 (1982), de 6 de junio de 1982 y 520 (1982), de 17 de septiembre de 
1982, así como sus resoluciones sobre la situación en el Líbano y también su 
resolución 1308 (2000), de 17 de julio de 2000, 
Recordando también las declaraciones de su Presidente, de 20 de abril de 
2000 (S/PRST/2000/13), 23 de mayo de 2000 (S/PRST/2000/18) y 18 de 
junio de 2000 (S/PRST/2000/21), sobre la situación en el Líbano, en par-
ticular su respaldo a la labor realizada por las Naciones Unidas en virtud del 
mandato del Consejo de Seguridad, incluida la conclusión del Secretario 
General de que al 16 de junio de 2000, 
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Israel había retirado sus fuerzas del Líbano de conformidad con la 
resolución 425 (1978) y cumplido con los requisitos estipulados en el informe 
del Secretario General de 22 de mayo de 2000 (S/2000/460), 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General sobre la 
Fuerza Provisional de las Naciones Unidas en el Líbano (FPNUL), de 20 de 
julio de 2000 (S/2000/718), y las observaciones y recomendaciones que se 
mencionan en dicho informe, 
Destacando la índole provisional de la FPNUL, 
Recordando los principios pertinentes que figuran en la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, 
aprobada el 9 de diciembre de 1994, 
Respondiendo a la solicitud del Gobierno del Líbano, según figura en la 
carta de fecha 11 de julio de 2000, dirigida al Secretario General por su Repre-
sentante. Permanente ante las Naciones Unidas (S/2000/674), 
1. Hace suyo el entendimiento que se menciona en el informe del 
Secretario General de 20 de julio de 2000, de que la Fuerza se desplegará y 
funcionará plenamente en toda su zona de operaciones y que el Gobierno del 
Líbano fortalecerá su presencia en esta zona, mediante el despliegue de tropas 
adicionales y fuerzas de seguridad interna; 
2. Decide, en este contexto, prorrogar el actual mandato de la FPNUL 
por un período adicional de seis meses hasta el 31 de enero de 2001; 
3. Reitera su firme apoyo a la integridad territorial, soberanía e inde-
pendencia política del Líbano dentro de sus fronteras internacionalmente 
reconocidas; 
4. Acoge con beneplácito la declaración que figura en la carta del 
Secretario General a la Presidenta del Consejo de Seguridad de fecha 24 de julio 
de 2000 (S/2000/731) de que a esa fecha, el Gobierno de Israel había eliminado 
todas las violaciones de la línea de retiro; 
5. Formula un llamamiento a todas las partes a que respeten dicha 
línea, ejerzan la mayor moderación y a que cooperen plenamente con las 
Naciones Unidas y la FPNUL; 
6. Formula un llamamiento al Gobierno del Líbano para que garantice 
el retorno de su efectiva autoridad y presencia en el sur y que, en particular, 
proceda a un importante despliegue de las fuerzas armadas del Líbano a la 
mayor brevedad posible; 
7. Acoge con beneplácito la instalación de puestos de control del 
Gobierno del Líbano en la zona desocupada y alienta al Gobierno del Líbano a 
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garantizar un entorno de calma en todo el sur, incluso mediante la vigilancia de 
todos los puestos de control; 
8. Acoge con beneplácito las medidas adoptadas por el Secretario Gene-
ral y los países que aportan contingentes en cuanto a los efectivos militares de 
la FPNUL y su despliegue, según lo convenido en las declaraciones mencio-
nadas de su Presidente, y reitera que el proyectado redespliegue de la FPNUL se 
deberá realizar en coordinación con el Gobierno del Líbano y sus fuerzas 
armadas; 
9. Destaca nuevamente los términos del mandato y las directrices 
generales de la FPNUL según figuran en el informe del Secretario General de 
19 de marzo de 1978 (S/12611), aprobado mediante la resolución 426 (1978); 
10. Pide al Secretario General que continúe sus consultas con el 
Gobierno del Líbano y otras partes directamente interesadas en la aplicación de 
esta resolución, y que informe al respecto al Consejo de Seguridad; 
11. Espera con interés el pronto cumplimiento del mandato de la 
FPNUL; 
12. Acoge con beneplácito la intención del Secretario General de 
presentar al Consejo, a más tardar al 31 de octubre de 2000, un informe sobre 
el progreso alcanzado en el logro de los objetivos de la resolución 425 (1978) 
y el cumplimiento por la FPNUL de las tareas que le fueron originalmente 
asignadas, y pide al Secretario General que incluya en ese informe las 
recomendaciones sobre las tareas que podría realizar el Organismo de las 
Naciones Unidas para la Vigilancia de la Tregua (ONUVT); 
13. Decide examinar la situación a comienzos de noviembre de 2000, y 
considerar todas las medidas que estime apropiadas en cuanto a la FPNUL, 
sobre la base de este informe, el alcance del despliegue de la FPNUL y las 
medidas tomadas por el Gobierno del Líbano para restablecer su efectiva 
autoridad y presencia en la zona, en particular, mediante un importante des-
pliegue de las fuerzas armadas del Líbano; 
14. Destaca la importancia y la necesidad de lograr una paz justa, 
completa y duradera en el Oriente Medio, basada en todas sus resoluciones 
pertinentes, incluidas sus resoluciones 242 (1967), de 22 de noviembre de 




(22 de octubre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Reafirmando todas sus resoluciones pertinentes y, en particular, sus 
resoluciones 1159 (1998), de 27 de marzo de 1998, 1201 (1998), de 15 de 
octubre de 1998, y 1230 (1999), de 26 de febrero de 1999, 
Observando con satisfacción la culminación satisfactoria de las elecciones 
presidenciales, celebradas el 19 de septiembre de 1999, 
Encomiando a la Misión de las Naciones Unidas en la República Centro-
africana (MINURCA) y al Representante Especial del Secretario General por el 
apoyo que han prestado al proceso electoral, 
Afirmando el compromiso de todos los Estados de respetar la soberanía, 
la independencia política y la integridad territorial de la República Centro-
africana, 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de 7 de 
octubre de 1999 (S/1999/1038) y tomando nota con aprobación de las reco-
mendaciones que contiene, 
Recordando la importancia del proceso de reconciliación nacional y 
haciendo un llamamiento a todas las fuerzas políticas de la República Centro-
africana para que prosigan sus esfuerzos de cooperación y entendimiento, 
Subrayando la necesidad de llevar rápidamente a cabo la reestructuración 
de las Fuerzas Armadas Centroafricanas (FACA), 
Reafirmando la importancia de la estabilidad regional y de la conso-
lidación del clima de paz en la República Centroafricana, que constituye 
elementos esenciales para el restablecimiento de la paz en la región, 
Reafirmando también la relación entre los progresos económicos y 
sociales y la consolidación de la estabilidad de la República Centroafricana, 
Recordando los principios pertinentes enunciados en la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, 
aprobada el 9 de diciembre de 1994, 
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Tomando nota del deseo manifestado por el Gobierno de la República 
Centroafricana de que se prolongue la presencia de la MINURCA más allá del 
15 de noviembre de 1999, 
1. Decide prorrogar el mandato de la MINURCA hasta el 15 de febrero 
de 2000, a fin de asegurar una transición breve y gradual de la operación de las 
Naciones Unidas de mantenimiento de la paz en la República Centroafricana 
hacia una operación de consolidación de la paz con la ayuda de los organismos 
y programas competentes de las Naciones Unidas y del Fondo Monetario 
Internacional y el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento; 
2. Acoge con beneplácito la propuesta del Secretario General, que figura 
en el párrafo 58 de su informe de 7 de octubre de 1999, sobre la reducción en 
tres etapas de los efectivos militares y civiles de la MINURCA; 
3. Exhorta nuevamente al Gobierno de la República Centroafricana a 
que siga tomando medidas concretas para aplicar las reformas de orden político, 
económico, social y de seguridad mencionadas en el informe del Secretario 
General de 23 de febrero de 1998 (S/1998/219) y a que cumpla los com-
promisos enunciados, en particular, en la carta de 23 de enero de 1999 
(S/1999/98, anexo) dirigida al Secretario General por el Presidente de la 
República Centroafricana y reafirma la función del Representante Especial del 
Secretario General en la República Centroafricana de apoyar las reformas y la 
reconciliación nacional; 
4. Alienta firmemente al Gobierno de la República Centroafricana a que 
coordine estrechamente con la MINURCA la transferencia progresiva de las 
funciones de la MINURCA en materia de seguridad a las fuerzas de seguridad y 
de policía locales; 
5. Hace un llamamiento al Gobierno de la República Centroafricana 
para que, con el asesoramiento y el apoyo técnico de la MINURCA, lleve a 
cabo las primeras medidas del programa de reestructuración de las FACA y del 
programa desmovilización y reintegración de los militares que han pasado a 
reserva, pide a la comunidad internacional que preste su apoyo a esos pro-
gramas y acoge favorablemente la propuesta del Secretario General de convocar 
en los próximos meses en Nueva York una reunión para obtener fondos que 
permitan financiar dichos programas; 
6. Acoge con beneplácito la propuesta del Secretario General de enviar 
una pequeña misión multidisciplinaria a Bangui para examinar, tal como lo ha 
pedido el Gobierno de la República Centroafricana, las condiciones del mante-
nimiento de una presencia de las Naciones Unidas más allá del 15 de febrero de 
2000 de conformidad con las recomendaciones hechas por el Secretario General 
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y contenidas en sus informes de 30 de mayo de 1999 (S/l999/621) y de 7 de 
octubre de 1999; y pide al Secretario General que comunique rápidamente al 
Consejo sus propuestas detalladas en la materia; 
7. Reafirma la importancia de la función de la MINURCA en la 
supervisión de la destrucción de las armas y municiones incautadas bajo su 
control; 
8. Pide al Secretario General que, antes del 15 de enero de 2000, 
presente un informe sobre la ejecución del mandato de la MINURCA y, en 
particular, sobre la transferencia progresiva de las funciones de la MINURCA 
en materia de seguridad a las fuerzas de seguridad y de policía locales, sobre la 
evolución de la situación en la República Centroafricana, sobre los progresos 
realizados en el cumplimiento de los compromisos expuestos en las cartas de 8 
dediciembre de 1998 (S/1999/116, anexo) y 23 de enero de 1999, dirigidas al 
Secretario General por el Presidente de la República Centroafricana, sobre la 
aplicación de los acuerdos de Bangui y del pacto de reconciliación nacional, 
incluidos los compromisos relativos a la recuperación económica de las fuerzas 
de seguridad y al funcionamiento de la Fuerza Especial de Defensa de las 
Instituciones Republicanas (FORSDIR); 
9. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
REPÚBLICA DEMOCRÁTICA DEL CONGO 
RESOLUCIÓN 1258 
(6 de agosto de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Reafirmando su resolución 1234 (1999), de 9 de abril de 1999, y recor-
dando las declaraciones de su Presidente de 31 de agosto de 1998 (S/PRST7 
1998/26), 11 de diciembre de 1998 (S/PRST/1998/36), y 24 de junio de 1999 
(S/PRST/1999/17), 
Teniendo presentes los propósitos y principios de la Carta de las Nacio-
nes Unidas y la responsabilidad primordial del Consejo de Seguridad de 
mantener la paz y la seguridad internacionales, 
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Reafirmando la soberanía, la integridad territorial y la independencia 
política de la República Democrática del Congo y de todos los Estados de la 
región, 
Decidido a resolver con todas las partes interesadas la grave situación 
humanitaria en la República Democrática del Congo en particular y en la 
región en general y a procurar el regreso de todos los refugiados y personas 
desplazadas a sus hogares en condiciones de seguridad y libertad, 
Reconociendo que la situación actual en la República Democrática del 
Congo exige una respuesta urgente de las partes en el conflicto con apoyo de 
la comunidad internacional, 
Recordando los principios pertinentes consagrados en la Convención 
sobre la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, 
aprobada el 9 de diciembre de 1994, 
Acogiendo con satisfacción el informe del Secretario General de 15 de 
julio de 1999 sobre el despliegue preliminar de las Naciones Unidas en la 
República Democrática del Congo (S/1999/790) 
1. Acoge con satisfacción la firma por los Estados interesados en 
Lusaka el 10 de julio de 1999 del Acuerdo de Cesación del Fuego en el 
conflicto de la República Democrática del Congo (S/1999/815), que representa 
una base viable para la solución del conflicto en la República Democrática del 
Congo; 
2. Acoge asimismo con satisfacción la firma por el Movimiento para la 
Liberación del Congo del Acuerdo de Cesación del Fuego el I o de agosto de 
1999, expresa profunda preocupación por el hecho de que la Coalición 
Congoleña para la Democracia no haya firmado el Acuerdo y exhorta a ésta a 
firmar el Acuerdo sin demora para lograr la reconciliación nacional y una paz 
duradera en la República Democrática del Congo; 
3. Encomia a la Organización de la Unidad Africana (OUA)y a la 
Comunidad del África Meridional para el Desarrollo por sus esfuerzos por 
llegar a una solución pacífica del conflicto en la República Democrática del 
Congo y, en particular, al Presidente de la República de Zambia, así como al 
Secretario General, al Enviado Especial del Secretario General para el proceso 
de paz en la República Democrática del Congo, al Representante del Secretario 
General en la región de los Grandes Lagos y a todos los que contribuyeron al 
proceso de paz; 
4. Exhorta a todas las partes en el conflicto, en particular a los movi-
mientos rebeldes, a poner fin a las hostilidades, aplicar cabalmente y sin 
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demora las disposiciones del Acuerdo de Cesación del Fuego, cooperar plena-
mente con la OUA y las Naciones Unidas en la aplicación del Acuerdo y 
abstenerse de todo acto que pueda exacerbar aún más la situación; 
5. Subraya la necesidad de un proceso continuo de auténtica recon-
ciliación nacional y alienta a todos los congoleños a participar en el debate 
nacional que ha de organizarse de conformidad con las disposiciones del 
Acuerdo de Cesación del Fuego; 
6. Subraya también la necesidad de crear un clima propicio para el 
regreso de todos los refugiados y las personas desplazadas en condiciones de 
segundad y con dignidad; 
7. Toma nota con satisfacción del pronto establecimiento del Comité 
Político y la Comisión Militar Mixta (CMM) por los Estados firmantes del 
Acuerdo de Cesación del Fuego como parte de su esfuerzo colectivo por aplicar 
el Acuerdo de Cesación del Fuego para la República Democrática del Congo; 
8. Autoriza el despliegue de un máximo de 90 efectivos de enlace 
militar de las Naciones Unidas, junto con el personal civil, político, huma-
nitario y administrativo necesario, en las capitales de los Estados firmantes del 
Acuerdo de Cesación del Fuego y en la sede provisional de la CMM y, cuando 
lo permitan las condiciones de seguridad, en el cuartel general de retaguardia de 
las principales partes beligerantes de la República Democrática del Congo y, 
según proceda, en otras zonas en que el Secretario General lo considere 
necesario, por un período de tres meses, con el siguiente mandato: 
- Establecer contactos y mantener enlaces con la CMM y todas las 
partes en el Acuerdo; 
- Ayudar a la CMM y a las partes a elaborar modalidades para la 
aplicación del Acuerdo; 
- Proporcionar, cuando se le solicite, asistencia técnica a la CMM; 
- Informar al Secretario General de la situación sobre el terreno y 
ayudar a perfilar un concepto de operaciones para una posible función ulterior 
de las Naciones Unidas en la aplicación del Acuerdo una vez que lo hayan 
firmado todas las partes; y 
- Obtener de las partes garantías de cooperación y de seguridad para el 
posible despliegue de observadores militares en el interior del país; 
9. Acoge con beneplácito la intención del Secretario General de 
nombrar a un Representante Especial para que sea el Jefe de la presencia de las 
Naciones Unidas en la subregión en relación con el proceso de paz en la 
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República Democrática del Congo y para que preste asistencia en la aplicación 
del Acuerdo de Cesación del Fuego, y lo invita a hacerlo cuanto antes; 
10. Exhorta a todos los Estados y partes interesados a que garanticen la 
libertad de circulación, la seguridad y la protección del personal de las Naciones 
Unidas en sus territorios; 
11. Pide que se dé acceso en condiciones de seguridad y sin obstáculos a 
la asistencia humanitaria a quienes la necesitan en la República Democrática 
del Congo e insta a todas las partes en el conflicto a garantizar la protección y 
la seguridad de todo el personal humanitario y a respetar estrictamente las 
disposiciones pertinentes del derecho internacional humanitario; 
12. Pide al Secretario General que lo mantenga periódicamente informado 
de la evolución de la situación en la República Democrática del Congo y que 
le presente un informe en el momento oportuno sobre la futura presencia de 
las Naciones Unidas en la República Democrática del Congo en apoyo del 
proceso de paz; 
13. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1273 
(5 de noviembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1234 (1999), de 9 de abril de 1999, y 1258 
(1999), de 6 de agosto de 1999, así como las declaraciones de su Presidente de 
31 de agosto de 1998 (S/PRST/1998/26), 11 de diciembre de 1998 (S/PRST7 
1998/36) y 24 de junio de 1999 (S/PRST/1999/17), 
Reafirmando la soberanía, integridad territorial e independencia política de 
la República Democrática del Congo y de todos los Estados de la región, 
Reafirmando también que el Acuerdo de Lusaka de Cesación del Fuego 
(S/1999/815) constituye una base viable para resolver el conflicto en la Repú-
blica Democrática del Congo, 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de I O de 
noviembre de 1999 (S/l999/1116), 
Tomando nota con satisfacción del despliegue de personal de enlace 
militar de las Naciones Unidas en las capitales de los Estados signatarios del 
Acuerdo de Cesación del Fuego y en la Comisión Militar Mixta establecida 
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por ellos, y subrayando la importancia de su pleno despliegue como se dispone 
en su resolución 1258 (1999), 
Tomando nota asimismo de que la Comisión Militar Mixta y el Comité 
Político han celebrado reuniones conforme a lo estipulado en el Acuerdo de 
Cesación del Fuego, 
Exhortando a todas las partes en el Acuerdo de Cesación del Fuego a que 
cooperen plenamente con el equipo de inspección técnica enviado a la Repú-
blica Democrática del Congo por el Secretario General, según se indica en su 
informe de 15 de julio de 1999 (S/1999/790), con el fin de permitirle evaluar 
la situación y preparar los despliegues posteriores de las Naciones Unidas en el 
país, 
1. Decide prorrogar hasta el 15 de enero de 2000 el mandato del 
personal de enlace militar de las Naciones Unidas desplegado de conformidad 
con el párrafo 8 de la resolución 1258 (1999); 
2. Pide al Secretario General que continúe informándole periódicamente 
de las novedades en la República Democrática del Congo, en particular acerca 
de la futura presencia de las Naciones Unidas en el país en apoyo del proceso 
de paz; 
3. Hace un llamamiento a todas las partes del Acuerdo de Cesación del 
Fuego para que continúen respetando las disposiciones del Acuerdo; 
4. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1279 
(30 de noviembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1234 (1999), de 9 de abril de 1999, 1258 
(1999), de 6 de agosto de 1999, y 1273 (1999), de 5 de noviembre de 1999, y 
las declaraciones de su Presidente de 31 de agosto de 1998 (S/PRST/1998/26), 
11 de diciembre de 1998 (S/PRST/1998/36) y 24 de junio de 1999 
(S/PRST/1999/17), 
Teniendo presentes los propósitos y principios de la Carta de las Nacio-
nes Unidas y la responsabilidad primordial del Consejo de Seguridad con 
respecto al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, 
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Reafirmando la soberanía, la integridad territorial y la independencia 
política de la República Democrática del Congo y de todos los Estados de la 
región, 
Reafirmando también que el Acuerdo de Lusaka de Cesación del Fuego 
(S/l999/815) constituye la base más viable para resolver el conflicto en la 
República Democrática del Congo, y tomando nota de la función que en él se 
asigna a las Naciones Unidas para hacer efectiva la cesación del fuego, 
Expresando su preocupación ante las presuntas violaciones del Acuerdo de 
Cesación del Fuego e instando a todas las partes a que se abstengan de 
formular declaraciones o de tomar medidas que puedan comprometer el proceso 
de paz, 
Destacando las responsabilidades que incumben a los signatarios en la 
aplicación del Acuerdo de Cesación del Fuego y exhortando a los signatarios a 
que permitan y faciliten el despliegue completo de los oficiales de enlace 
militar de las Naciones Unidas y de otro personal necesario para el cumpli-
miento de su mandato en todo el territorio de la República Democrática del 
Congo, 
Expresando su satisfacción ante el apoyo que han prometido a la 
Comisión Militar Mixta varios Estados y organizaciones y exhortando a otros 
a que, conjuntamente con los signatarios del Acuerdo de Cesación del Fuego, 
contribuyan a la financiación de ese órgano, 
Tomando nota con preocupación de la situación humanitaria existente en 
el Congo y exhortando a todos los Estados Miembros a que hagan contri-
buciones en respuesta a los llamamientos humanitarios consolidados en la 
actualidad y en el futuro, 
Expresando su preocupación por las graves consecuencias del conflicto en 
la seguridad y el bienestar de la población civil en todo el territorio de la 
República Democrática del Congo, 
Expresando asimismo su preocupación por la repercusión negativa del 
conflicto en la situación de los derechos humanos en la República Democrática 
del Congo, en particular en las zonas orientales del país, y por las continuas 
violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario 
cometidas en todo el territorio de la República Democrática del Congo, 
Habiendo examinado las recomendaciones del Secretario General que 
figuran en su informe de 1° de noviembre de 1999 (S/l999/1116), 
Reiterando la importancia de que finalice satisfactoriamente la misión del 
equipo de evaluación técnica enviado a la República Democrática del Congo 
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para evaluar las condiciones y preparar el posible despliegue subsiguiente de 
las Naciones Unidas en el país, así como para obtener de las partes en el 
conflicto garantías firmes con respecto a la protección, seguridad y libertad de 
circulación del personal de las Naciones Unidas y el personal asociado, 
Recordando los principios pertinentes contenidos en la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y del Personal Asociado 
aprobada el 9 de diciembre de 1994, 
Subrayando la importancia del despliegue completo del personal de enlace 
militar de las Naciones Unidas de conformidad con lo dispuesto en la reso-
lución 1258 (1999), 
1. Exhorta a todas las partes en el conflicto a poner fin a las hosti-
lidades, a aplicar cabalmente las disposiciones del Acuerdo de Cesación del 
Fuego y a recurrir a la Comisión Militar Mixta para resolver las controversias 
de índole militar; 
2. Destaca la necesidad de un proceso continuo de auténtica reconci-
liación nacional, alienta a todos los congoleños a participar en el diálogo 
nacional que se ha de organizar en coordinación con la Organización de la 
Unidad Africana (OUA) y exhorta a todas las partes congoleñas y a la OUA a 
que lleguen finalmente a un acuerdo con respecto al facilitador del diálogo 
nacional; 
3. Acoge con satisfacción el nombramiento por el Secretario General de 
su Representante Especial para la República Democrática del Congo con el fin 
de que dirija la presencia de las Naciones Unidas en la subregión en relación 
con el proceso de paz en la República Democrática del Congo y preste asis-
tencia en la aplicación del Acuerdo de Cesación del Fuego; 
4. Decide que el personal autorizado con arreglo a las resoluciones del 
Consejo de Seguridad 1258 (1999) y 1273 (1999), incluida una dotación 
multidisciplinaria de personal especializado en derechos humanos, asuntos 
humanitarios, información pública, apoyo médico, protección de los niños, 
asuntos políticos y apoyo administrativo, que prestará asistencia al 
Representante Especial, y que, entre otras cosas, facilitará el suministro de 
asistencia humanitaria a las personas desplazadas, los refugiados, los niños y 
otras personas afectadas y ayudará a proteger los derechos humanos, incluidos 
los derechos de los niños, constituirá la Misión de las Naciones Unidas en la 
República Democrática del Congo (MONUC) por un período inicial de tres 
meses hasta el I o de marzo de 2000; 
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5. Decide también que, de conformidad con lo dispuesto en las reso-
luciones 1258 (1999) y 1273 (1999), la MONUC, encabezada por el Repre-
sentante Especial del Secretario General, realizará las siguientes tareas: 
a) Establecerá contactos con los signatarios del Acuerdo de Cesación del 
Fuego en sus cuarteles generales, así como en las capitales de los Estados 
signatarios; 
b) Establecerá enlace con la Comisión Militar Mixta (CMM) y le pres-
tará asistencia técnica en el cumplimiento de sus funciones con arreglo al 
Acuerdo de Cesación del Fuego, incluso en la investigación de las violaciones 
de la cesación del fuego; 
c) Proporcionará información sobre las condiciones de seguridad en to-
das las zonas en que actúe, en particular sobre las condiciones locales que afec-
ten a las decisiones futuras relativas a la introducción de personal de las 
Naciones Unidas; 
d) Planificará la observancia de la cesación del fuego y la separación de 
las fuerzas; 
e) Mantendrá enlaces con todas las partes en el Acuerdo de Cesación del 
Fuego para facilitar el suministro de asistencia humanitaria a las personas 
desplazadas, los refugiados, los niños y otras personas afectadas, y prestará 
asistencia en la protección de los derechos humanos, incluidos los derechos del 
niño; 
6. Subraya que el despliegue gradual de observadores militares de las 
Naciones Unidas con el apoyo y los elementos de protección necesarios en la 
República Democrática del Congo será objeto de una nueva decisión suya y 
manifiesta su intención de adoptar esa decisión con prontitud sobre la base de 
las nuevas recomendaciones que formule el Secretario General, teniendo en 
cuenta las conclusiones del equipo de evaluación técnica; 
7. Pide al Secretario General que acelere la formulación de un concepto 
de operaciones basado en la evaluación de las condiciones de seguridad, acceso 
y libertad de circulación y en la cooperación de los signatarios del Acuerdo de 
Cesación del Fuego; 
8. Pide asimismo al Secretario General que lo mantenga informado 
periódicamente, le informe cuanto antes sobre la situación en la República 
Democrática del Congo y le presente sus recomendaciones sobre el despliegue 
ulterior del personal de las Naciones Unidas en el país y sobre su protección; 
9. Pide también al Secretario General, con efecto inmediato, que adopte 
las disposiciones administrativas necesarias para dotar de equipo a un máximo 
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de 500 observadores militares con miras a facilitar el despliegue rápido de las 
operaciones de las Naciones Unidas que el Consejo autorice en el futuro; 
10. Decide seguir ocupándose activamente del asunto. 
RESOLUCIÓN 1291 
(24 de febrero de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1234 (1999), de 9 de abril de 1999, 1258 
(1999), de 6 de agosto de 1999, 1273 (1999), de 5 de noviembre de 1999, 
1279 (1999), de 30 de noviembre de 1999, y otras resoluciones pertinentes, y 
las declaraciones de su Presidente de 26 de enero de 2000 (S/PRST/2000/2), 24 
de junio de 1999 (S/PRST/1999/17), 11 de diciembre de 1998 (S/PRST/ 
1998/36), 31 de agosto de 1998 (S/PRST/1998/26), y 13 de julio de 1998 
(S/PRST/1998/20), 
Teniendo presentes los propósitos y principios de la Carta de las Nacio-
nes Unidas y la responsabilidad primordial del Consejo de Seguridad de 
mantener la paz y la seguridad internacionales, y la obligación que tienen todos 
los Estados de abstenerse de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la 
integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en 
cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas, 
Reafirmando la soberanía, la integridad territorial y la independencia 
política de la República Democrática del Congo y de todos los Estados de la 
región, 
Reafirmando también la soberanía de la República Democrática del 
Congo sobre sus recursos naturales, y tomando nota con preocupación de las 
informaciones sobre la explotación ilegal de los recursos del país y las 
posibles consecuencias de estas actividades para las condiciones de seguridad y 
la continuación de las hostilidades, 
Expresando su decidido apoyo al Acuerdo de cesación del fuego de Lusaka 
(S/l 999/815), que representa la base más viable para la solución pacífica del 
conflicto en la República Democrática del Congo, 
Reiterando su llamamiento a que se retiren ordenadamente todas las 
fuerzas extranjeras del territorio de la República Democrática del Congo de 
conformidad con el Acuerdo de cesación del fuego, 
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Tomando nota del compromiso asumido por todas las partes en el 
Acuerdo de localizar, identificar, desarmar y concentrar a todos los miembros 
de todos los grupos armados enumerados en el párrafo 1 del capítulo 9 del 
anexo A del Acuerdo de cesación del fuego que operen en la República 
Democrática del Congo y del compromiso que obliga a todos los países de 
origen de esos grupos armados a adoptar las medidas necesarias para su 
repatriación, y advirtiendo que las partes deben realizar esas tareas de 
conformidad con el Acuerdo de cesación del fuego, 
Apoyando la elección del facilitador del diálogo nacional estipulado en el 
Acuerdo de cesación del fuego, elección hecha por las partes congoleñas con la 
asistencia de la Organización de la Unidad Africana, y exhortando a todos los 
Estados Miembros a que presten apoyo político, financiero y material a la 
labor de facilitación, 
Recordando el informe del Secretario General de 17 de enero de 2000 
(S/2000/30), 
Destacando su determinación de colaborar con las partes para aplicar 
plenamente el Acuerdo de cesación del fuego, y subrayando que el éxito de su 
aplicación depende ante todo de la voluntad de todas las partes en el Acuerdo, 
Destacando la importancia del restablecimiento de la administración del 
Estado en todo el territorio nacional de la República Democrática del Congo, 
como se pide en el Acuerdo de cesación del fuego, 
Destacando también la importancia de la Comisión Mixta Militar 
(CMM), e instando a todos los Estados a que continúen prestándole asistencia, 
Subrayando que la segunda fase del despliegue de la Misión de las Nacio-
nes Unidas en la República Democrática del Congo (MONUC) debe basarse en 
las consideraciones siguientes: 
a) Que las partes respeten y cumplan el Acuerdo de cesación del fuego y 
las resoluciones pertinentes del Consejo de Seguridad; 
b) Que se elabore un plan válido para la separación de las fuerzas de las 
partes y su redespliegue a posiciones aprobadas por la CMM; 
c) Que, antes de que se desplieguen las fuerzas de la MONUC, las 
partes den garantías firmes y dignas de fe acerca de la seguridad y la libertad de 
circulación del personal de las Naciones Unidas y del personal asociado; 
Recordando los principios pertinentes enunciados en la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, 
aprobada el 9 de diciembre de 1994, y la declaración de su Presidente del 10 de 
febrero de 2000 (S/PRST/2000/4), 
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Acogiendo con satisfacción y alentando los esfuerzos de las Naciones 
Unidas por sensibilizar al personal de mantenimiento de la paz sobre la 
prevención del VIH/SIDA y otras enfermedades transmisibles, y sobre la lucha 
contra esas enfermedades, durante todas sus actividades de mantenimiento de la 
paz, 
Expresando su grave preocupación por la situación humanitaria en la 
República Democrática del Congo, y alentando a los donantes a que respondan 
al llamamiento humanitario unificado de las Naciones Unidas, 
Destacando la importancia de contar en la República Democrática del 
Congo con condiciones favorables para las adquisiciones locales y la contra-
tación de personal por las organizaciones y los organismos internacionales a 
fin de garantizar la eficacia de la prestación de asistencia humanitaria y otras 
operaciones internacionales, 
Expresando su profunda preocupación por todas las violaciones y abusos 
de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario en particular 
las presuntas violaciones a las que se refiere el informe del Secretario General, 
Expresando también su profunda preocupación por el acceso limitado a 
los refugiados y desplazados internos que se concede al personal de asistencia 
humanitaria en algunas zonas de la República Democrática del Congo y 
destacando la necesidad de que prosigan las operaciones de las Naciones Unidas 
y las operaciones de socorro de otros organismos, así como las actividades de 
promoción de los derechos humanos y vigilancia de su situación, en 
condiciones aceptables de seguridad, libertad de circulación y acceso a las zonas 
afectadas, 
Determinando que la situación en la República Democrática del Congo 
constituye una amenaza a la paz y la seguridad internacionales en la región, 
1. Exhorta a todas las partes a que cumplan sus obligaciones con 
arreglo al Acuerdo de cesación del fuego; 
2. Reitera su decidido apoyo al Representante Especial del Secretario 
General en la República Democrática del Congo y su autoridad general sobre 
las actividades de las Naciones Unidas en la República Democrática del Congo, 
e insta a todas las partes a colaborar plenamente con el Representante Especial; 
3. Decide prorrogar el mandato de la Misión de las Naciones Unidas en 
la República Democrática del Congo (MONUC) hasta el 31 de agosto de 
2000; 
4. Autoriza la ampliación de la MONUC para que tenga hasta un total 
de 5.537 efectivos militares, incluido un máximo de 500 observadores, o más 
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si el Secretario General determina que es necesario y puede realizarse sin modi-
ficar el tamaño y la estructura de la fuerza en general, y el personal civil de 
apoyo adecuado en las esferas de los derechos humanos, los asuntos huma-
nitarios, la información pública, la protección del niño, los asuntos políticos, 
el apoyo médico y el apoyo administrativo, entre otras, y pide al Secretario 
General que formule inmediatamente recomendaciones sobre cualquier 
necesidad futura para la protección de la fuerza; 
5. Decide que el despliegue progresivo del personal mencionado en el 
párrafo 4 supra se realice cuando el Secretario General determine que el 
personal de la MONUC puede desplegarse en los puestos que se les han asig-
nado y desempeñar sus funciones de conformidad con lo expuesto en el párrafo 
7 infra en condiciones adecuadas de seguridad y con la cooperación de las 
partes, y determine que ha recibido de las partes en el Acuerdo de cesación del 
fuego garantías firmes y dignas de fe al respecto, y pide al Secretario General 
que lo mantenga informado de ello; 
6. Decide que la MONUC establezca, bajo la autoridad general del 
Representante Especial del Secretario General, una estructura conjunta con la 
CMM que garantice una coordinación estrecha durante el período de despliegue 
de la MONUC, con cuarteles generales coubicados y estructuras comunes de 
apoyo y administración; 
7. Decide que el mandato de la MONUC, en cooperación con la CMM, 
será: 
a) Vigilar la aplicación del Acuerdo de cesación del fuego e investigar 
las violaciones de la cesación del fuego; 
b) Establecer y mantener un enlace permanente con los cuarteles 
generales sobre el terreno de todas las fuerzas militares de las partes; 
c) Elaborar, en un plazo de 45 días desde la aprobación de la presente 
resolución, un plan de acción para la aplicación general del Acuerdo de 
cesación del fuego por todas las partes, con insistencia especial en los 
objetivos fundamentales siguientes: la reunión y comprobación de información 
militar sobre las fuerzas de las partes, el mantenimiento de la cesación de 
hostilidades y la separación y el redespliegue de las fuerzas de las partes, el 
desarme completo, la desmovilización, el reasentamiento y la reintegración de 
todos los miembros de todos los grupos armados enumerados en el párrafo 1 
del capítulo 9 del anexo A del Acuerdo de cesación del fuego y el retiro 
ordenado de todas las fuerzas extranjeras; 
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d) Colaborar con las partes para obtener la liberación de todos los pri-
sioneros de guerra y militares cautivos y la entrega de los restos mortales de 
militares, en cooperación con los organismos internacionales de socorro 
humanitario; 
e) Supervisar y verificar la separación y el redespliegue de las fuerzas de 
las partes; 
f) Vigilar, dentro de sus posibilidades y en las zonas de despliegue, el 
cumplimiento de las disposiciones del Acuerdo de cesación del fuego relativas 
al suministro sobre el terreno de municiones, armamentos y otros pertrechos, 
incluso a todos los grupos armados que se enumeran en el párrafo 1 del 
capítulo 9 del anexo A, así como el cumplimiento de las medidas vigentes del 
Consejo en relación con esos grupos armados; 
g) Facilitar la prestación de ayuda humanitaria y la supervisión de la 
situación de los derechos humanos, en particular en relación con los grupos 
vulnerables, como las mujeres, los niños y los niños soldados desmovilizados, 
en las zonas de despliegue de los batallones de infantería de la MONUC y den-
tro de sus posibilidades, y en condiciones aceptables de seguridad, en estrecha 
colaboración con otros organismos de las Naciones Unidas, organizaciones 
conexas y organizaciones no gubernamentales; 
h) Colaborar estrechamente con el facilitador del diálogo nacional, pres-
tarle apoyo y asistencia técnica y coordinar las actividades de otros organismos 
de las Naciones Unidas a ese respecto; 
i) Desplegar a expertos en actividades relacionadas con las minas a fin 
de determinar la magnitud de los problemas relativos a las minas y las muni-
ciones sin detonar, coordinar el inicio de las actividades relacionadas con las 
minas, elaborar un plan de actividades relacionadas con las minas y ejecutar 
actividades de emergencia relacionadas con las minas, en apoyo de su mandato; 
8. Actuando de conformidad con el Capítulo VII de la Carta de las 
Naciones Unidas, decide que la MONUC podrá adoptar las medidas necesarias 
en las zonas de despliegue de sus batallones de infantería y dentro de sus 
posibilidades, para proteger al personal de las Naciones Unidas y al personal 
coubicado de la CMM, así como las instalaciones y equipos; garantizar la 
seguridad y libertad de circulación de su personal; y proteger a los civiles 
amenazados de violencia física inminente; 
9. Exhorta a las partes en el Acuerdo de cesación del fuego a que apoyen 
activamente el despliegue de la MONUC en las zonas de operaciones, cuando 
lo considere necesario el Representante Especial del Secretario General, incluso 
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mediante la prestación de garantías acerca de la seguridad y la libertad de 
circulación, así como la participación activa del personal de enlace; 
10. Pide a los Gobiernos e los Estados de la región que concierten con el 
Secretario General los acuerdos que sean necesarios sobre el estatuto de las 
fuerzas dentro del plazo de 30 días desde la aprobación de la presente reso-
lución, y recuerda que hasta que se concierten tales acuerdos se aplicará 
provisionalmente el acuerdo modelo sobre el estatuto de las fuerzas de fecha 9 
de octubre de 1990 (A/45/1594); 
11. Pide al Secretario General que, sobre la base de los progresos mili-
tares y políticos concretos y observados en la aplicación del Acuerdo de 
cesación del fuego y de las resoluciones pertinentes del Consejo, continúe 
haciendo planes para el posible despliegue de fuerzas adicionales en la Repú-
blica Democrática del Congo y que formule recomendaciones al Consejo para 
la adopción de nuevas medidas; 
12. Exhorta a todas las partes a velar por la seguridad y el acceso sin 
obstáculos del personal de socorro a todas las personas necesitadas, y recuerda 
que las partes también deben dar garantías en relación con la seguridad y la 
libertad de circulación del personal de las Naciones Unidas y el personal de 
socorro humanitario asociado; 
13. Pide a todas las partes que cooperen con el Comité Internacional de 
la Cruz Roja a fin de permitirle llevar a cabo sus mandatos, así como las 
tareas que le han sido confiadas en virtud del Acuerdo de cesación del fuego; 
14. Condena todas las masacres llevadas a cabo en el territorio de la 
República Democrática del Congo y en sus alrededores, e insta a que se efectúe 
una investigación internacional de esos hechos con miras a hacer comparecer a 
los responsables ante la justicia; 
15. Pide a todas las partes en el conflicto de la República Democrática 
del Congo que protejan los derechos humanos y respeten el derecho inter-
nacional humanitario y la Convención para la Prevención y la Sanción del 
Delito de Genocidio de 1948, pide a todas las partes que se abstengan o cesen 
de dar apoyo a los sospechosos de participación en delitos de genocidio, 
crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra y que se abstengan o cesen de 
asociarse con ellos, y lleven ante la justicia a los responsables y faciliten la 
adopción de medidas, de conformidad con el derecho internacional, para garan-




16. Expresa su profunda preocupación por la afluencia ilícita de armas a 
la región, pide a todos los interesados que pongan fin a dicha afluencia y 
expresa su intención de seguir examinando esta cuestión; 
17. Expresa su grave preocupación por las denuncias de explotación ile-
gal de los recursos naturales y otras fuentes de riqueza de la República Demo-
crática del Congo, incluida la explotación que viole la soberanía de ese país, 
pide que se ponga fin a esas actividades, expresa su intención de seguir estu-
diando el asunto y pide al Secretario General que lo informe, en el plazo de 90 
días, sobre los posibles medios para lograr ese objetivo; 
18. Reafirma la importancia de celebrar, en el momento oportuno, una 
conferencia internacional sobre paz, seguridad, democracia y desarrollo en la 
región de los Grandes Lagos bajo los auspicios de las Naciones Unidas y la 
Organización de la Unidad Africana, con la participación de todos los 
gobiernos de la región y todos los demás interesados; 
19. Pide al Secretario General que cada 60 días presente un informe al 
Consejo sobre los progresos realizados en la aplicación del Acuerdo de 
cesación del fuego y de la presente resolución; 
20. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1304 
(16dejuniode2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1234 (1999), de 9 de abril de 1999; 1258 
(1999), de 6 de agosto de 1999; 1265 (1999), de 17 de septiembre de 1999; 
1273 (1999), de 5 de noviembre de 1999; 1279 (1999), de 30 de noviembre de 
1999; 1291 (2000), de 24 de febrero de 2000, y 1296 (2000), de 19 de abril de 
2000, y las declaraciones de su Presidente de 13 de julio de 1998 (S/PRST7 
1998/20), 31 de agosto de 1998 (S/PRST/1998/26), 11 de diciembre de 1998 
(S/PRST/1998/36), 24 de junio de 1999 (S/PRST/1999/17), 26 de enero de 
2000 (S/PRST/2000/2), 5 de mayo de 2000 (S/PRST/2000/15) y 2 de junio 
de 2000 (S/PRST/2000/20), 
Reafirmando los propósitos y principios de la Carta de las Naciones 
Unidas y la responsabilidad primordial del Consejo de Seguridad de mantener la 
paz y la seguridad internacionales, 
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Reafirmando también la obligación de todos los Estados de abstenerse del 
uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de 
cualquier Estado o de cualquier otra forma incompatible con los propósitos de 
las Naciones Unidas, 
Reafirmando la soberanía, la integridad territorial y la independencia 
política de la República Democrática del Congo y de todos los Estados de la 
región, 
Reafirmando también la soberanía de la República Democrática del 
Congo sobre sus recursos naturales y tomando nota con preocupación de las 
informaciones de la explotación ilícita de las riquezas del país y de las posibles 
consecuencias de esos actos para las condiciones de seguridad y la continuación 
de las hostilidades, 
En ese contexto, pidiendo a todas las partes en el conflicto en la Repú-
blica Democrática del Congo y demás partes interesadas que cooperen plena-
mente con el grupo de expertos sobre la explotación ilegal de los recursos 
naturales y otras riquezas de la República Democrática del Congo (S/PRST/ 
2000/20) en su investigación y en sus visitas a la región, 
Expresando su profunda preocupación por la continuación de las hosti-
lidades en el país, 
Expresando en particular su indignación por la reanudación de los com-
bates entre fuerzas ugandesas y rwandesas en Kisangani (República Demo-
crática del Congo), que comenzaron el 5 de junio de 2000, y por el hecho de 
que Uganda y Rwanda no hayan cumplido su compromiso de poner fin a las 
hostilidades y retirarse de Kisangani anunciado en sus declaraciones conjuntas 
de 8 de mayo de 2000 y de 15 de mayo de 2000 (S/2000/445) y deplorando la 
pérdida de vidas de civiles, la amenaza a la población civil y los daños a los 
bienes que las fuerzas de Uganda y Rwanda han infligido a la población 
congoleña, 
Recordando su firme apoyo al Acuerdo de Cesación del Fuego de Lusaka 
(S/1999/815) e insistiendo en que todas las partes cumplan sus obligaciones 
derivadas de ese Acuerdo, 
Deplorando los retrasos en la aplicación del Acuerdo de Cesación del 
Fuego y del plan de separación de Kampala del 8 de abril de 2000 y destacando 
la necesidad de un nuevo impulso para hacer avanzar el proceso de paz, 
Expresando su profunda preocupación por la falta de cooperación del 
Gobierno de la República Democrática del Congo con el Facilitador del Diá-
logo Nacional designado con la asistencia de la Organización de la Unidad 
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Africana (OUA), incluido el hecho de que se impidiera a los delegados asistir a 
la reunión preparatoria de Cotonú del 6 de julio de 2000, 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de 13 de 
junio de 2000 (S/2000/566), 
Recordando la responsabilidad de todas las partes en el conflicto en la 
República Democrática del Congo de garantizar la seguridad del personal de las 
Naciones Unidas y otro personal asociado en todo el país, 
Acogiendo con beneplácito la participación en sus reuniones de los días 
15 y 16 de junio de 2000 de los miembros del Comité Político del Acuerdo de 
Cesación del Fuego, 
Expresando su profunda preocupación por la situación humanitaria en la 
República Democrática del Congo resultante, principalmente, del conflicto, y 
destacando la necesidad de aportar una asistencia humanitaria sustancial a la 
población congoleña, 
Expresando también su alarma por las atroces consecuencias del prolon-
gado conflicto para la seguridad de la población civil en todo el territorio de la 
República Democrática del Congo y su profunda preocupación por todas las 
violaciones y los abusos de los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario, especialmente en la parte oriental del país, en particular en Kivus 
y Kisangani, 
Determinando que la situación en la República Democrática del Congo 
sigue constituyendo una amenaza para la paz y la seguridad internacionales en 
la región, 
Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
1. Pide a todas las partes que cesen las hostilidades en el territorio de la 
República Democrática del Congo y que cumplan sus obligaciones derivadas 
del Acuerdo de Cesación del Fuego y las disposiciones pertinentes del plan de 
separación de Kampala del 8 de abril de 2000; 
2. Reitera su condena sin reservas de los combates entre fuerzas ugan-
desas y rwandesas en Kisangani en violación de la soberanía y la integridad 
territorial de la República Democrática del Congo y exige que esas fuerzas y 
sus aliados desistan de continuar los combates; 
3. Exige que las fuerzas ugandesas y rwandesas, así como las fuerzas de 
la oposición armada congoleña y otros grupos armados, se retiren de Kisangani 
de forma completa e inmediata e insta a todas las partes en el Acuerdo de Cesa-
ción del Fuego a que respeten la desmilitarización de la ciudad y sus 
alrededores; 
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4. Exige también: 
a) que Uganda y Rwanda, que han violado la soberanía y la integridad 
territorial de la República Democrática del Congo, retiren todas sus tropas del 
territorio de la República Democrática del Congo sin más demora, de confor-
midad con el calendario del Acuerdo de Cesación del Fuego y el plan de 
separación de Kampala de 8 de abril de 2000; 
b) que, cada vez que las fuerzas ugandesas y rwandesas finalicen una 
etapa de la retirada, las demás partes hagan otro tanto, de conformidad con el 
mismo calendario; 
c) que se ponga fin a cualquier otra presencia y actividad militares ex-
tranjeras, directas e indirectas, en el territorio de la República Democrática del 
Congo, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo de Cesación del Fuego; 
5. En este contexto exige a todas las partes que se abstengan de todo 
acto ofensivo durante el proceso de separación y de retirada de las fuerzas 
extranjeras; 
6. Pide al Secretario General que mantenga en examen arreglos para el 
despliegue del personal de la Misión de las Naciones Unidas en la República 
Democrática del Congo (MONUC), conforme a lo autorizado y en las condi-
ciones definidas en la resolución 1291 (2000), para supervisar la cesación de 
las hostilidades, la separación de fuerzas y la retirada de las fuerzas extranjeras 
según se describe en los párrafos 1 a 5 supra y para ayudar en la planificación 
de estas tareas; y pide también al Secretario General que recomiende los ajustes 
que puedan ser necesarios a ese respecto; 
7. Insta a todas las partes a que, en cumplimiento de lo dispuesto en los 
párrafos 1 a 5 supra, cooperen con los esfuerzos de la MONUC por supervisar 
la cesación de las hostilidades, la separación de fuerzas y la retirada de las 
fuerzas extranjeras; 
8. Exige que las partes en el Acuerdo de Cesación del Fuego cooperen 
con el despliegue de la MONUC en las zonas de operaciones que el Repre-
sentante Especial del Secretario General estime necesarias, incluso mediante el 
levantamiento de las restricciones de la libertad de circulación del personal de la 
MONUC y la garantía de su seguridad; 
9. Insta a todas las partes congoleñas a que participen plenamente en el 
proceso de Diálogo Nacional establecido en el Acuerdo de Cesación del Fuego, 
y pide en particular al Gobierno de la República Democrática del Congo que 
reafirme su pleno compromiso con el Diálogo Nacional, que cumpla sus 
obligaciones en relación con éste y que coopere con el Facilitador designado 
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con la asistencia de la OUA y permita la plena participación en el diálogo de la 
oposición política y los grupos de la sociedad civil; 
10. Exige a todas las partes que cesen de prestar toda forma de asistencia 
y cooperación a los grupos armados referidos en el capítulo 9.1 del anexo A 
del Acuerdo de Cesación del Fuego; 
11. Acoge con beneplácito los esfuerzos desplegados por las partes para 
emprender un diálogo sobre la cuestión del desarme, la desmovilización, el 
reasentamiento y la reintegración de los miembros de todos los grupos 
armados a que se hace referencia en el capítulo 9.1 del anexo A del Acuerdo de 
Cesación del Fuego, e insta a las partes, en particular al Gobierno de la 
República Democrática del Congo y al Gobierno de Rwanda, a que continúen 
realizando esos esfuerzos en plena cooperación; 
12. Exige a todas las partes que cumplan en particular las disposiciones 
del capítulo 12 del anexo A del Acuerdo de Cesación del Fuego relativas a la 
normalización de las condiciones de seguridad en las fronteras de la República 
Democrática del Congo con sus vecinos; 
13. Condena todas las matanzas y demás atrocidades cometidas en el 
territorio de la República Democrática del Congo, e insta a que se lleve a cabo 
una investigación internacional de esos actos con miras a llevar a los 
responsables ante la justicia; 
14. Expresa la opinión de que los Gobiernos de Uganda y Rwanda 
deberían otorgar reparaciones por la pérdida de vidas y los daños materiales que 
han infligido a la población civil de Kisangani, y pide al Secretario General 
que presente una evaluación de los daños que sirva de base para esas 
reparaciones; 
15. Insta a todas las partes en el conflicto en la República Democrática 
del Congo a que protejan los derechos humanos y respeten el derecho inter-
nacional humanitario; 
16. Insta también a todas las partes a que velen por el acceso seguro y 
sin trabas del personal de socorro a todos los necesitados y recuerda que las 
partes deben también dar garantías de la seguridad y la libertad de circulación 
del personal de las Naciones Unidas y otro personal asociado de socorro 
humanitario; 
17. Insta asimismo a todas las partes a que cooperen con el Comité 
Internacional de la Cruz Roja para permitirle desempeñar sus mandatos y 
realizar las tareas que se le encomiendan en el Acuerdo de Cesación del Fuego; 
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18. Reafirma la importancia de celebrar, en el momento oportuno, una 
conferencia internacional sobre la paz, la seguridad, la democracia y el desa-
rrollo en la región de los Grandes Lagos, bajo los auspicios de las Naciones 
Unidas y la OUA, con la participación de todos los gobiernos de la región y 
todos los demás interesados; 
19. Expresa su disposición a considerar posibles medidas que podrían 
imponerse con arreglo a su responsabilidad en virtud de la Carta de las 
Naciones Unidas en caso de que las partes no cumplan íntegramente la presente 
resolución; 
20. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1304 
(16 de junio de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1234 (1999), de 9 de abril de 1999; 1258 
(1999), de 6 de agosto de 1999; 1265 (1999), de 17 de septiembre de 1999; 
1273 (1999), de 5 de noviembre de 1999; 1279 (1999), de 30 de noviembre de 
1999; 1291 (2000), de 24 de febrero de 2000, y 1296 (2000), de 19 de abril de 
2000, y las declaraciones de su Presidente de 13 de julio de 1998 
(S/PRST/1998/20), 31 de agosto de 1998 (S/PRST/1998/26), 11 de diciembre 
de 1998 (S/PRST/1998/36), 24 de junio de 1999 (S/PRST/1999/17), 26 de 
enero de 2000 (S/PRST/2000/2), 5 de mayo de 2000 (S/PRST/2000/15) y 2 
de junio de 2000 (S/PRST/2000/20), 
Reafirmando los propósitos y principios de la Carta de las Naciones 
Unidas y la responsabilidad primordial del Consejo de Seguridad de mantener la 
paz y la seguridad internacionales, 
Reafirmando también la obligación de todos los Estados de abstenerse del 
uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de 
cualquier Estado o de cualquier otra forma incompatible con los propósitos de 
las Naciones Unidas, 
Reafirmando la soberanía, la integridad territorial y la independencia 
política de la República Democrática del Congo y de todos los Estados de la 
región, 
Reafirmando también la soberanía de la República Democrática del 
Congo sobre sus recursos naturales y tomando nota con preocupación de las 
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informaciones de la explotación ilícita de las riquezas del país y de las posibles 
consecuencias de esos actos para las condiciones de seguridad y la continuación 
de las hostilidades, 
En ese contexto, pidiendo a todas las partes en el conflicto en la Repú-
blica Democrática del Congo y demás partes interesadas que cooperen plena-
mente con el grupo de expertos sobre la explotación ilegal de los recursos 
naturales y otras riquezas de la República Democrática del Congo (S/PRST/ 
2000/20) en su investigación y en sus visitas a la región, 
Expresando su profunda preocupación por la continuación de las hosti-
lidades en el país, 
Expresando en particular su indignación por la reanudación de los com-
bates entre fuerzas ugandesas y rwandesas en Kisangani (República Democrá-
tica del Congo), que comenzaron el 5 de junio de 2000, y por el hecho de que 
Uganda y Rwanda no hayan cumplido su compromiso de poner fin a las 
hostilidades y retirarse de Kisangani anunciado en sus declaraciones conjuntas 
de 8 de mayo de 2000 y de 15 de mayo de 2000 (S/2000/445) y deplorando la 
pérdida de vidas de civiles, la amenaza a la población civil y los daños a los 
bienes que las fuerzas de Uganda y Rwanda han infligido a la población 
congoleña, 
Recordando su firme apoyo al Acuerdo de Cesación del Fuego de Lusaka 
(S/l 999/815) e insistiendo en que todas las partes cumplan sus obligaciones 
derivadas de ese Acuerdo, 
Deplorando los retrasos en la aplicación del Acuerdo de Cesación del 
Fuego y del plan de separación de Kampala del 8 de abril de 2000 y destacando 
la necesidad de un nuevo impulso para hacer avanzar el proceso de paz, 
Expresando su profunda preocupación por la falta de cooperación del 
Gobierno de la República Democrática del Congo con el Facilitador del 
Diálogo Nacional designado con la asistencia de la Organización de la Unidad 
Africana (OUA), incluido el hecho de que se impidiera a los delegados asistir a 
la reunión preparatoria de Cotonú del 6 de julio de 2000, 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de 13 de 
junio de 2000 (S/2000/566), 
Recordando la responsabilidad de todas las partes en el conflicto en la 
República Democrática del Congo de garantizar la seguridad del personal de las 
Naciones Unidas y otro personal asociado en todo el país, 
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Acogiendo con beneplácito la participación en sus reuniones de los días 
15 y 16 de junio de 2000 de los miembros del Comité Político del Acuerdo de 
Cesación del Fuego, 
Expresando su profunda preocupación por la situación humanitaria en la 
República Democrática del Congo resultante, principalmente, del conflicto, y 
destacando la necesidad de aportar una asistencia humanitaria sustancial a la 
población congoleña, 
Expresando también su alarma por las atroces consecuencias del prolon-
gado conflicto para la seguridad de la población civil en todo el territorio de la 
República Democrática del Congo y su profunda preocupación por todas las 
violaciones y los abusos de los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario, especialmente en la parte oriental del país, en particular en Kivus 
y Kisangani, 
Determinando que la situación en la República Democrática del Congo 
sigue constituyendo una amenaza para la paz y la seguridad internacionales en 
la región, 
Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
1. Pide a todas las partes que cesen las hostilidades en el territorio de la 
República Democrática del Congo y que cumplan sus obligaciones derivadas 
del Acuerdo de Cesación del Fuego y las disposiciones pertinentes del plan de 
separación de Kampala del 8 de abril de 2000; 
2. Reitera su condena sin reservas de los combates entre fuerzas ugan-
desas y rwandesas en Kisangani en violación de la soberanía y la integridad 
territorial de la República Democrática del Congo y exige que esas fuerzas y 
sus aliados desistan de continuar los combates; 
3. Exige que las fuerzas ugandesas y rwandesas, así como las fuerzas de 
la oposición armada congoleña y otros grupos armados, se retiren de Kisangani 
de forma completa e inmediata e insta a todas las partes en el Acuerdo de Cesa-
ción del Fuego a que respeten la desmilitarización de la ciudad y sus 
alrededores; 
4. Exige también: 
a) que Uganda y Rwanda, que han violado la soberanía y la integridad 
territorial de la República Democrática del Congo, retiren todas sus tropas del 
territorio de la República Democrática del Congo sin más demora, de 
conformidad con el calendario del Acuerdo de Cesación del Fuego y el plan de 
separación de Kampala de 8 de abril de 2000; 
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b) que, cada vez que las fuerzas ugandesas y rwandesas finalicen una 
etapa de la retirada, las demás partes hagan otro tanto, de conformidad con el 
mismo calendario; 
c) que se ponga fin a cualquier otra presencia y actividad militares ex-
tranjeras, directas e indirectas, en el territorio de la República Democrática del 
Congo, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo de Cesación del Fuego; 
5. En este contexto exige a todas las partes que se abstengan de todo 
acto ofensivo durante el proceso de separación y de retirada de las fuerzas 
extranjeras; 
6. Pide al Secretario General que mantenga en examen arreglos para el 
despliegue del personal de la Misión de las Naciones Unidas en la República 
Democrática del Congo (MONUC), conforme a lo autorizado y en las condi-
ciones definidas en la resolución 1291 (2000), para supervisar la cesación de 
las hostilidades, la separación de fuerzas y la retirada de las fuerzas extranjeras 
según se describe en los párrafos 1 a 5 supra y para ayudar en la planificación 
de estas tareas; y pide también al Secretario General que recomiende los ajustes 
que puedan ser necesarios a ese respecto; 
7. Insta a todas las partes a que, en cumplimiento de lo dispuesto en los 
párrafos 1 a 5 supra, cooperen con los esfuerzos de la MONUC por supervisar 
la cesación de las hostilidades, la separación de fuerzas y la retirada de las 
fuerzas extranjeras; 
8. Exige que las partes en el Acuerdo de Cesación del Fuego cooperen 
con el despliegue de la MONUC en las zonas de operaciones que el Repre-
sentante Especial del Secretario General estime necesarias, incluso mediante el 
levantamiento de las restricciones de la libertad de circulación del personal de la 
MONUC y la garantía de su seguridad; 
9. Insta a todas las partes congoleñas a que participen plenamente en el 
proceso de Diálogo Nacional establecido en el Acuerdo de Cesación del Fuego, 
y pide en particular al Gobierno de la República Democrática del Congo que 
reafirme su pleno compromiso con el Diálogo Nacional, que cumpla sus 
obligaciones en relación con éste y que coopere con el Facilitador designado 
con la asistencia de la OUA y permita la plena participación en el diálogo de la 
oposición política y los grupos de la sociedad civil; 
10. Exige a todas las partes que cesen de prestar toda forma de asistencia 
y cooperación a los grupos armados referidos en el capítulo 9.1 del anexo A 
del Acuerdo de Cesación del Fuego; 
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11. Acoge con beneplácito los esfuerzos desplegados por las partes para 
emprender un diálogo sobre la cuestión del desarme, la desmovilización, el 
reasentamiento y la reintegración de los miembros de todos los grupos 
armados a que se hace referencia en el capítulo 9.1 del anexo A del Acuerdo de 
Cesación del Fuego, e insta a las partes, en particular al Gobierno de la 
República Democrática del Congo y al Gobierno de Rwanda, a que continúen 
realizando esos esfuerzos en plena cooperación; 
12. Exige a todas las partes que cumplan en particular las disposiciones 
del capítulo 12 del anexo A del Acuerdo de Cesación del Fuego relativas a la 
normalización de las condiciones de seguridad en las fronteras de la República 
Democrática del Congo con sus vecinos; 
13. Condena todas las matanzas y demás atrocidades cometidas en el 
territorio de la República Democrática del Congo, e insta a que se lleve a cabo 
una investigación internacional de esos actos con miras a llevar a los 
responsables ante la justicia; 
14. Expresa la opinión de que los Gobiernos de Uganda y Rwanda debe-
rían otorgar reparaciones por la pérdida de vidas y los daños materiales que han 
infligido a la población civil de Kisangani, y pide al Secretario General que 
presente una evaluación de los daños que sirva de base para esas reparaciones; 
15. Insta a todas las partes en el conflicto en la República Democrática 
del Congo a que protejan los derechos humanos y respeten el derecho interna-
cional humanitario; 
16. Insta también a todas las partes a que velen por el acceso seguro y 
sin trabas del personal de socorro a todos los necesitados y recuerda que las 
partes deben también dar garantías de la seguridad y la libertad de circulación 
del personal de las Naciones Unidas y otro personal asociado de socorro huma-
nitario; 
17. Insta asimismo a todas las partes a que cooperen con el Comité 
Internacional de la Cruz Roja para permitirle desempeñar sus mandatos y 
realizar las tareas que se le encomiendan en el Acuerdo de Cesación del Fuego; 
18. Reafirma la importancia de celebrar, en el momento oportuno, una 
conferencia internacional sobre la paz, la seguridad, la democracia y el desa-
rrollo en la región de los Grandes Lagos, bajo los auspicios de las Naciones 
Unidas y la OUA, con la participación de todos los gobiernos de la región y 
todos los demás interesados; 
19. Expresa su disposición a considerar posibles medidas que podrían 
imponerse con arreglo a su responsabilidad en virtud de la Carta de las Nacio-
715 
DOCUMENTACIÓN 
nes Unidas en caso de que las partes no cumplan íntegramente la presente 
resolución; 
20. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1316 
(23 de agosto de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1273 (1999), de 5 de noviembre de 1999, 
1291 (2000), de 24 de febrero de 2000, 1304 (2000), de 16 de junio de 2000, y 
todas las demás resoluciones y declaraciones de su Presidente sobre la situación 
en la República Democrática del Congo, 
Tomando nota de la carta del Secretario General a su Presidente de fecha 
14 de agosto de 2000 (S/2000/799), 
Reafirmando la soberanía, la integridad territorial y la independencia 
política de la República Democrática del Congo y de todos los Estados de la 
región, 
Reafirmando su compromiso de prestar asistencia para la aplicación del 
Acuerdo de Cesación del Fuego de Lusaka (S/l999/815), y tomando nota de 
los resultados de la Cumbre de la Comunidad del África Meridional para el 
Desarrollo, celebrada el 7 de agosto de 2000, y de la Segunda Cumbre de las 
Partes en el Acuerdo de Cesación del Fuego en la República Democrática del 
Congo, que tuvo lugar el 14 de agosto de 2000, 
Observando con preocupación que la falta de condiciones adecuadas de 
acceso, seguridad y cooperación ha limitado las posibilidades de que la Misión 
de las Naciones Unidas en la República Democrática del Congo (MONUC) 
despliegue el total de efectivos autorizados, 
Reafirmando su voluntad de colaborar con las Partes en el Acuerdo de 
Cesación del Fuego y otras partes interesadas, incluidos los países que podrían 
aportar contingentes, a fin de crear las condiciones necesarias para el despliegue 
autorizado en virtud de la resolución 1291 (2000), 
Expresando su agradecimiento a todos los Estados que han declarado su 
disposición a proporcionar las unidades militares necesarias para el despliegue 
de la segunda etapa de la MONUC, 
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Exhortando al Gobierno de la República Democrática del Congo y demás 
partes a que eliminen todos los obstáculos que impiden el despliegue y el 
funcionamiento plenos de la 
Recordando que todas las partes en el conflicto de la República Demo-
crática del Congo tienen la responsabilidad de velar por la seguridad del perso-
nal de las Naciones Unidas y el personal asociado en todo el país, 
Elogiando la destacada labor del personal de la MONUC en condiciones 
difíciles, y tomando nota de la firme dirección del Representante Especial del 
Secretario General, 
1. Decide prorrogar el mandato de la MONUC hasta el 15 de octubre de 
2000; 
2. Subraya que el objetivo de esta prórroga técnica del mandato de la 
MONUC es dar tiempo para realizar nuevas actividades diplomáticas en apoyo 
del Acuerdo de Cesación del Fuego y para que el Consejo considere el futuro 
mandato de la MONUC y sus posibles ajustes; 
3. Pide al Secretario General que informe al Consejo, a más tardar el 21 
de septiembre de 2000, sobre los progresos alcanzados en la aplicación del 
Acuerdo de Cesación del Fuego y las resoluciones pertinentes del Consejo y 
que formule recomendaciones para la adopción de medidas ulteriores por el 
Consejo; 
4. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
SAHARA OCCIDENTAL 
RESOLUCIÓN 1235 
(30 de abril de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones anteriores sobre la cuestión del Sahara 
Occidental 
Tomando nota del informe del Secretario General de 27 de abril de 1999 
(S/1999/483) y de las observaciones y recomendaciones que figuran en él, 
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1. Decide prorrogar el mandato de la Misión de las Naciones Unidas 
para el Referéndum del Sahara Occidental (MINURSO) hasta el 14 de mayo de 
1999; 
2. Pide al Secretario General que lo mantenga informado de todos los 
acontecimientos importantes que se produzcan en la aplicación del Plan de 
Arreglo y de los acuerdos que se concierten con las partes y, si procede, de si el 
mandato de la MINURSO sigue siendo viable; 
3. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1238 
(14 de mayo de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones anteriores sobre la cuestión del Sahara 
Occidental, 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de 27 de 
abril de 1999 (S/1999/483 y Add.l) y las observaciones y recomendaciones 
que figuran en él, 
Acogiendo también con beneplácito la aceptación, por el Gobierno de 
Marruecos y el Frente POLISARIO, de las modalidades detalladas para la 
aplicación del conjunto de medidas presentado por el Secretario General en 
relación con la identificación de votantes, el proceso de apelación y el calen-
dario revisado de ejecución, por considerar que constituye una buena base para 
concluir esta fase del Plan de Arreglo, y tomando nota de sus cartas respectivas 
(S/1999/554 y S/1999/555), 
1. Decide prorrogar el mandato de la Misión de las Naciones Unidas 
para el Referéndum del Sahara Occidental (MINURSO) hasta el 14 de septiem-
bre de 1999 a fin de reanudar el proceso de identificación, comenzar el proceso 
de apelación y concertar todos los acuerdos pendientes necesarios para la 
aplicación del Plan de Arreglo, y reafirma los derechos de los solicitantes, en 
la expectativa de que el proceso de apelación no se convertirá en un segundo 
proceso de identificación; 
2. Apoya la propuesta de aumentar de 25 a 30 el número de funcio-
narios de la Comisión de Identificación, así como de incrementar las activi-
dades de apoyo necesarias, a fin de fortalecer a la Comisión y permitirle que 
siga trabajando con plena autoridad e independencia, de conformidad con su 
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mandato tal como ha sido autorizado por el Consejo de Seguridad, y que con-
cluya sus tareas sin demora; 
3. Pide al Secretario General que le informe cada 45 días acerca de todo 
acontecimiento importante en relación con la aplicación del Plan de Arreglo, 
en particular sobre las siguientes cuestiones, que constituirán, entre otras, la 
base para el examen por el Consejo de la cuestión de una nueva prórroga del 
mandato de la MINURSO: cooperación plena e inequívoca de las partes cuando 
se reanude la identificación de votantes y durante el comienzo del proceso de 
apelación; consentimiento del Gobierno de Marruecos acerca de las modalidades 
para la aplicación del párrafo 42 del acuerdo sobre el estatuto de las fuerzas; 
acuerdo de las partes sobre el protocolo relativo a los refugiados, y confir-
mación de que la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados (ACNUR) está funcionando plenamente en la región; 
4. Pide asimismo al ACNUR que le formule recomendaciones para la 
adopción de medidas de fomento de la confianza y el calendario para su 
aplicación; 
5. Pide además al Secretario General que le presente un calendario 
revisado y las consecuencias financieras de la celebración del referéndum para la 
libre determinación del pueblo del Sahara Occidental de conformidad con el 
Plan de Arreglo y los acuerdos celebrados con las partes para su aplicación; 
6. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1263 
(13 de septiembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones anteriores respecto del Sahara 
Occidental, 
Observando con satisfacción el informe del Secretario General de fecha 8 
de septiembre de 1999 (S/1999/954) y las observaciones y recomendaciones 
formuladas en él, 
Observando también con satisfacción que se ha reanudado la identificación 
de los votantes y ha comenzado el proceso de apelación, 
1. Decide prorrogar el mandato de la Misión de las Naciones Unidas 
para el Referéndum del Sahara Occidental (MINURSO) hasta el 14 de diciem-
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bre de 1999 a fin de completar la identificación de los votantes, según se prevé 
en el párrafo 21 del informe del Secretario General, adoptar medidas de fomento 
de la confianza y concluir todos los acuerdos pendientes que se necesitan para 
llevar a la práctica el Plan de Arreglo, así como continuar el proceso de 
apelación, y reafirma los derechos de los solicitantes, en la esperanza de que el 
proceso de apelación no se convierta en un segundo proceso de identificación; 
2. Pide al Secretario General que le presente cada 45 días un informe 
sobre los acontecimientos de importancia que ocurran en la aplicación del Plan 
de Arreglo; 
3. Pide también al Secretario General que le presente, antes de que ter-
mine el mandato actual, una evaluación completa de las medidas adoptadas para 
completar el proceso de apelación y de las necesidades de personal esbozadas en 
el informe, así como de los preparativos para la repatriación de los refugiados 
y el inicio del período de transición; 
4. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1282 
(14 de diciembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones anteriores sobre el Sahara Occidental, 
en particular las resoluciones 1238 (1999), de 14 de mayo de 1999 y 1263 
(1999), de 13 de septiembre de 1999, 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de 7 de 
diciembre de 1999 (S/1999/1219) y las observaciones y recomendaciones que 
contiene, 
1. Decide prorrogar el mandato de la Misión de las Naciones Unidas 
para el Referéndum del Sahara Occidental (MINURSO) hasta el 29 de febrero 
de 2000 a fin de terminar la identificación de los votantes, publicar una 
segunda lista de votantes e iniciar las apelaciones de los grupos tribales H41, 
H61 y J51/52; 
2. Acoge con beneplácito que las partes hayan reiterado su aceptación 
en principio del proyecto de plan de acción para las medidas transfronterizas de 
fomento de la confianza, incluso los contactos persona a persona, presentado 
de conformidad con la resolución 1238 (1999), de 14 de mayo de 1999, y las 
exhorta a que cooperen con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
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los Refugiados y la MINURSO para llevar adelante esas medidas sin más 
demora; 
3. Toma nota de la preocupación que causa el hecho de que los pro-
blemas que plantean el número actual de candidatos que han ejercido su derecho 
de apelación y las posiciones encontradas adoptadas por las partes sobre la 
cuestión de la admisibilidad parezcan dejar escasas posibilidades de que el 
referéndum se celebre antes del 2000 o incluso después, y apoya la intención 
del Secretario General de dar instrucciones a su Representante Especial para que 
prosiga sus consultas con las partes respecto de estas cuestiones a fin de 
conciliar sus puntos de vista encontrados acerca del proceso de apelaciones, la 
repatriación de los refugiados y otros aspectos decisivos del Plan de Arreglo de 
las Naciones Unidas; 
4. Toma nota de la evaluación del Secretario General de que, sin 
embargo, puede haber dificultades para conciliar los puntos de vista encon-
trados de las partes acerca del proceso de apelaciones y la repatriación de los 
refugiados saharauis y, por tanto, pide al Secretario General que le presente un 
informe antes de que finalice el mandato actual sobre las perspectivas de 
realizar progresos en la ejecución del Plan de Arreglo dentro de un plazo 
razonable; 
5. Decide seguir examinando la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1292 
(29 de febrero de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones anteriores relativas al Sahara Occi-
dental, en particular la resolución 1108, de 22 de mayo de 1997, 
Recordando los principios pertinentes contenidos en la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal asociado, 
aprobada el 9 de diciembre de 1994, 
Acogiendo con beneplácito y alentando los esfuerzos que realizan las 
Naciones Unidas para sensibilizar al personal de mantenimiento de la paz con 
respecto a la prevención y el control del VIH/SIDA y otras enfermedades 
contagiosas en todas las operaciones de mantenimiento de la paz, 
721 
DOCUMENTACIÓN 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de 17 de 
febrero de 2000 (S/2000/131) y las observaciones y recomendaciones que 
figuran en él, 
Reiterando su pleno apoyo a los esfuerzos que siguen desplegando el 
Secretario General, su Enviado Personal, su Representante Especial y la 
Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sahara Occidental 
(MINURSO) para la aplicación del plan de arreglo y los acuerdos aprobados 
por las partes con objeto de celebrar un referéndum libre, justo e imparcial a 
fin de que el pueblo del Sahara Occidental pueda ejercer su derecho a la libre 
determinación, 
Tomando nota de la preocupación expresada en el informe acerca de la 
posibilidad de lograr una aplicación de consenso y sin tropiezos del plan de 
arreglo y los acuerdos aprobados por las partes, pese al apoyo prestado por la 
comunidad internacional, y exhortando a las partes a que cooperen con miras a 
lograr una solución duradera, 
1. Decide prorrogar el mandato de la Misión de las Naciones Unidas 
para el Referéndum del Sahara Occidental (MINURSO) hasta el 31 de mayo de 
2000; 
2. Apoya la intención del Secretario General, indicada, por ejemplo, en 
su informe, de pedir a su Enviado Personal que consulte a las partes y que, 
teniendo en cuenta los obstáculos existentes y posibles, explore medios para 
lograr una solución pronta, duradera y convenida de la controversia; 
3. Pide al Secretario General que le presente una evaluación de la 
situación antes de que concluya el actual mandato; 
4. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1301 
(31 de mayo de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones anteriores sobre la cuestión del Sahara 
Ocidental, en particular la resolución 1108 (1997), de 22 de mayo de 1997, y 
la resolución 1292 (2000), de 29 de febrero de 2000, 
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Recordando también los principios sobre la cuestión que figuran en la 
Convención sobre la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el 
Personal Asociado, aprobada el 9 de diciembre de 1994, 
Acogiendo complacido y alentando la labor realizada por las Naciones 
Unidas para que el personal de mantenimiento de la paz cobre conciencia acerca 
de la prevención y control del VIH/SIDA y otras enfermedades transmisibles 
en todas las operaciones de mantenimiento de la paz, 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de 22 de 
mayo de 2000 (S/2000/461) y las gestiones realizadas por su Enviado Personal 
en la misión descrita por el Secretario General, y haciendo suyas l a s 
observaciones y recomendaciones que contiene, 
Reiterando su pleno apoyo a los intentos que sigue realizando la Misión 
de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sahara Occidental (MINURSO) 
para aplicar el Plan de Arreglo y los acuerdos adoptados por las partes para la 
celebración de un referéndum libre, justo e imparcial sobre la libre deter-
minación del pueblo del Sahara Occidental, observando que quedan por resolver 
diferencias fundamentales entre las partes con respecto a la interpretación de las 
disposiciones principales, 
1. Decide prorrogar el mandato de la MINURSO hasta el 31 de julio de 
2000, con la expectativa de que las partes presentarán al Enviado Personal del 
Secretario General las propuestas concretas y específicas en que convengan 
para solucionar los múltiples problemas relacionados con la aplicación del 
Plan de Arreglo, y examinarán todos los medios para lograr una solución 
pronta, duradera y convenida de la controversia respecto del Sahara Occidental; 
2. Pide al Secretario General que presente una evaluación de la situación 
antes de que finalice el mandato actual; 
3. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1309 
(25 de julio de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Reafirmando todas sus resoluciones anteriores sobre la cuestión del 
Sahara Occidental, en particular sus resoluciones 1108 (1997), de 22 de mayo 
de 1997, 1292 (2000), de 29 de febrero de 2000, y 1301 (2000) de 31 de mayo 
de 2000, así como su resolución 1308 (2000), de 17 de julio de 2000, 
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Recordando los principios pertinentes que figuran en la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, 
aprobada el 9 de diciembre de 1994, 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General de 12 de 
julio de 2000 (S/2000/683) y las observaciones y recomendaciones que en él 
figuran, y expresando pleno apoyo por el papel y la labor del Enviado 
Personal, 
Reiterando su pleno apoyo a los intentos que sigue realizando la Misión 
de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sahara Occidental (MINURSO) 
para aplicar el Plan de Arreglo y los acuerdos adoptados por las partes para la 
celebración de un referéndum libre, justo e imparcial sobre la libre determi-
nación del pueblo del Sahara Occidental, 
Observando que las diferencias fundamentales entre las partes respecto de 
la interpretación de las disposiciones principales del Plan de Arreglo siguen sin 
resolverse, 
Lamentando que no haya habido progresos durante la reunión celebrada en 
Londres el 28 de junio de 2000 entre las partes, 
1. Decide prorrogar el mandato de la MINURSO hasta el 31 de octubre 
de 2000, con la expectativa de que las partes se reunirán para celebrar conver-
saciones directas bajo los auspicios del Enviado Personal del Secretario 
General a fin de tratar de resolver los múltiples problemas relativos a la 
aplicación del Plan de Arreglo, y de convenir en una solución política que sea 
mutuamente aceptable de su controversia respecto del Sahara Occidental; 
2. Pide al Secretario General que presente una evaluación de la situación 
antes de que finalice el mandato actual; 
3. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
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RESOLUCIÓN 1308 
(17 de julio de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Profundamente preocupado por el alcance de la pandemia del VIH/SIDA 
en todo el mundo y por la gravedad de la crisis en África en particular, 
Recordando la sesión que celebró el 10 de enero de 2000 sobre "La 
situación en África: las repercusiones del SIDA para la paz y la seguridad en 
África", tomando nota del informe del ONUSIDA de fecha 5 de julio de 2000 
(S/2000/657), en que se resumen las medidas de seguimiento tomadas hasta la 
fecha; y recordando además la carta de fecha 31 de enero de 2000 dirigida por su 
Presidente al Presidente de la Asamblea General (S/2000/75), 
Destacando los importantes papeles que tienen la Asamblea General y el 
Consejo Económico y Social en la lucha contra el VIH/SIDA, 
Subrayando la necesidad de que todas las organizaciones pertinentes de las 
Naciones Unidas coordinen sus actividades para abordar la pandemia del 
VIH/SIDA conforme a sus mandatos respectivos y presten asistencia, en la 
medida de lo posible, a los esfuerzos mundiales contra la pandemia, 
Encomiando el empeño del ONUSIDA por coordinar e intensificar los 
esfuerzos por abordar el problema del VIH/SIDA en todos los foros 
pertinentes, 
Recordando además la sesión especial del Consejo Económico y Social 
celebrada el 28 de febrero de 2000, con la participación del Presidente del 
Consejo de Seguridad, sobre los aspectos de la pandemia del VIH/SIDA 
relacionados con el desarrollo, 
Celebrando la decisión de la Asamblea General de incluir en el programa 
de su quincuagésimo cuarto período de sesiones un tema adicional de carácter 
urgente e importante, titulado "Examen del problema del VIH/SIDA en todos 
sus aspectos", y alentando la adopción de nuevas medidas para abordar el 
problema del VIH/SIDA, 
Reconociendo que la propagación del VIH/SIDA puede tener un efecto 




Reafirmando la importancia de una respuesta internacional coordinada a la 
pandemia del VIH/SIDA, dado que ésta podría generar mayor inestabilidad 
social y situaciones de emergencia, 
Reconociendo asimismo que la pandemia del VIH/SIDA se ve también 
exacerbada por las condiciones de violencia e inestabilidad, que aumentan el 
riesgo de exposición a la enfermedad como resultado de desplazamientos 
masivos de personas, de la incertidumbre generalizada con respecto a las con-
diciones existentes, y de un menor acceso a la atención médica, 
Destacando que la pandemia del VIH/SIDA, si no se controla, puede 
plantear un riesgo a la estabilidad y la seguridad, 
Reconociendo la necesidad de incluir técnicas y asesoramiento sobre 
prevención del VIH/SIDA én aspectos de la formación del personal de mante-
nimiento de la paz del Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la 
Paz de las Naciones Unidas, y acogiendo con satisfacción el informe de fecha 
20 de marzo de 2000 del Comité Especial de Operaciones de Mantenimiento de 
la Paz de las Naciones Unidas (A/54/839), en el que se afirmó esta necesidad, 
así como los esfuerzos ya realizados por la Secretaría de las Naciones Unidas a 
este respecto, 
Tomando nota del llamamiento que hizo el Secretario General en su 
informe para la Asamblea del Milenio (A/54/2000), en el sentido de que se 
coordinaran e intensificaran las medidas para reducir el índice de infección con 
el VIH de las personas de 15 a 24 años de edad en un 25% para el año 2010, 
Tomando nota con satisfacción de la 13 a Conferencia Internacional sobre 
el SIDA, celebrada del 9 al 14 de julio de 2000 en Durban (Sudáfrica), la 
primera conferencia de este tipo que se celebró en un país en desarrollo y que 
suscitó considerable atención sobre la magnitud de la pandemia del VIH/SIDA 
en el África subsahariana, y tomando nota además de que esta conferencia dio 
una importante oportunidad a dirigentes y científicos para debatir sobre la 
epidemiología del VIH/SIDA y las estimaciones de los recursos necesarios 
para hacer frente al VIH/SIDA, así como sobre las cuestiones relativas al 
acceso a la atención médica, la transmisión de madre a hijo, la prevención y el 
desarrollo de vacunas, 
Teniendo presente la responsabilidad primordial que tiene el Consejo de 
mantener la paz y la seguridad internacionales, 
1. Expresa su preocupación por las consecuencias adversas que podría 
tener el VIH/SIDA en la salud del personal internacional de mantenimiento de 
la paz, incluido el personal de apoyo; 
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2. Toma nota de los esfuerzos de los Estados Miembros que han reco-
nocido la existencia del problema del VIH/SIDA y que, en los casos perti-
nentes, han elaborado programas nacionales, e insta a todos los Estados 
Miembros interesados que aún no lo hayan hecho a que consideren la posi-
bilidad de elaborar -en colaboración con la comunidad internacional y el 
ONUSIDA, cuando proceda- estrategias eficaces a largo plazo de educación, 
prevención, examen y asesoramiento voluntarios y confidenciales, y trata-
miento para su personal en relación con el VIH/SIDA, como parte importante 
de su preparación para participar en operaciones de mantenimiento de la paz; 
3. Pide al Secretario General que adopte medidas adicionales para 
impartir formación al personal de mantenimiento de la paz en cuestiones rela-
tivas a la prevención de la propagación del VIH/SIDA y, a este respecto, que 
siga avanzando en la elaboración de normas de orientación antes del despliegue 
y la capacitación permanente sobre estas cuestiones para todo el personal de 
mantenimiento de la paz; 
4. Alienta a los Estados Miembros interesados a que incrementen la 
cooperación internacional entre sus órganos nacionales competentes para pres-
tar asistencia en la elaboración y ejecución de políticas de prevención, examen 
y asesoramiento voluntarios y confidenciales, y tratamiento en relación con el 
VIH/SIDA para el personal que vaya a ser desplegado en operaciones interna-
cionales de mantenimiento de la paz; 
5. Alienta, en este contexto, al ONUSIDA a que siga fortaleciendo su 
cooperación con los Estados Miembros interesados para incrementar la 
información que dispone de cada país a fin de que se incluyan las prácticas más 
idóneas y las políticas de los países sobre la prevención, la educación, el 
examen, el asesoramiento y el tratamiento en relación con el VIH/SIDA; 
6. Expresa su especial interés en la celebración de nuevas deliberaciones 
entre los órganos pertinentes de las Naciones Unidas, los Estados Miembros, 
el sector privado y otras organizaciones pertinentes para avanzar, entre otras 






(11 de junio de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1181 (1998), de 13 de julio de 1998, 1220 
(1999), de 12 de enero de 1999, y 1231 (1999), de 11 de marzo de 1999, así 
como las declaraciones de su Presidente de 7 de enero de 1999 (S/PRST/ 
1999/1) y de 15 de mayo de 1999 (S/PRST/1999/13), 
Reconociendo la cooperación proporcionada por la Comunidad 
Económica de los Estados del África Occidental (CEDEAO) y de su Grupo de 
Observadores Militares (ECOMOG), 
Expresando su preocupación continua por la precaria situación reinante en 
Sierra Leona, 
Afirmando la determinación de todos los Estados de respetar la soberanía, 
la independencia política y la integridad territorial de Sierra Leona, 
Habiendo examinado el sexto informe del Secretario General sobre la 
Misión de Observadores de las Naciones Unidas en Sierra Leona (UNOMSIL), 
de fecha 4 de junio de 1999 (S/1999/645), y tomando nota de las recomen-
daciones formuladas en él, 
1. Decide prorrogar el mandato de la UNOMSIL hasta el 13 de 
diciembre de 1999; 
2. SubVaya que un acuerdo político global y la reconciliación nacional 
son condiciones esenciales para lograr una solución pacífica del conflicto en 
Sierra Leona, y acoge con satisfacción la celebración de conversaciones en 
Lomé entre el Gobierno de Sierra Leona y representantes de los rebeldes; 
3. Exhorta a todas las partes interesadas a que perseveren seriamente en 
el proceso de negociación y den pruebas de flexibilidad en su participación en 
él, subraya su enérgico apoyo a todos los que participan en las gestiones de 
mediación en el marco del proceso de Lomé, en particular a la labor que realiza 
el Representante Especial del Secretario General para facilitar el diálogo y a la 
función fundamental que desempeña el Presidente del Togo, en su calidad de 
actual Presidente de la CEDEAO, y destaca que la comunidad internacional está 
firmemente decidida a apoyar un arreglo de paz sostenible; 
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4. Toma nota de la intención manifestada por el Secretario General en 
los párafos 52 a 57 de su informe de presentar nuevas recomendaciones al 
Consejo sobre la ampliación de la presencia de la UNOMSIL en Sierra Leona 
con la consiguiente revisión del mandato y el concepto de las operaciones, en 
caso de que lleguen a buen término las negociaciones entre el Gobierno de 
Sierra Leona y los representantes de los rebeldes en Lomé, y subraya que 
debería examinarse el posible despliegue ulterior de la UNOMSIL, teniendo en 
cuenta las condiciones de seguridad; 
5. Pide al Secretario General que lo mantenga cabalmente informado de 
la situación en Sierra Leona; 
6. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1260 
(20 de agosto de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1171 (1998), de 5 de junio de 1998, 1181 
(1998), de 13 de julio de 1998, 1231 (1999), de 11 de marzo de 1999, y otras 
resoluciones en la materia, así como la declaración de su Presidente de fecha 15 
de mayo de 1999 (S/PRST/1999/13), 
Recordando también que, con arreglo a su resolución 1245 (1999), de 11 
de junio de 1999, el mandato de la Misión de Observadores de las Naciones 
Unidas en Sierra Leona (UNOMSIL) continúa hasta el 13 de diciembre de 
1999, 
Afirmando la determinación de todos los Estados de respetar la soberanía, 
la independencia política y la integridad territorial de Sierra Leona, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General de 30 de julio de 
1999 (S/1999/836), 
1. Acoge con beneplácito la firma del Acuerdo de Paz entre el Gobierno 
de Sierra Leona y el Frente Revolucionario Unido de Sierra Leona (FRU) en 
Lomé el 7 de julio de 1999 (S/1999/777) y encomia al Presidente del Togo, al 
Representante Especial del Secretario General, a la Comunidad Económica de 
los Estados de África Occidental (CEDEAO) y a todos los que facilitaron las 
negociaciones en Lomé por su contribución a ese logro; 
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2. Encomia al Gobierno de Sierra Leona por sus valerosos esfuerzos 
por lograr la paz, incluso mediante las medidas legislativas y de otro tipo que 
ya se han tomado para aplicar el Acuerdo de Paz, encomia también a los 
dirigentes del FRU por haber adoptado esa medida resuelta en pro de la paz y 
exhorta a ambos a que hagan lo necesario para que las disposiciones del 
Acuerdo se apliquen plenamente; 
3. Encomia además al Grupo de Observadores Militares de la CEDEAO 
(ECOMOG) por su destacada contribución al restablecimiento de la seguridad y 
la estabilidad en Sierra Leona, la protección de civiles y la promoción de una 
solución pacífica del conflicto e insta a todos los Estados a que continúen 
prestando apoyo técnico, logístico y financiero al ECOMOG para ayudarlo a 
mantener su presencia en Sierra Leona, que es esencial, y a seguir desem-
peñando allí su función, incluso por conducto del Fondo Fiduciario de las 
Naciones Unidas establecido para apoyar las actividades de mantenimiento de la 
paz y las actividades conexas en Sierra Leona; 
4. Autoriza la ampliación provisional de la Misión de Observadores de 
las Naciones Unidas en Sierra Leona (UNOMSIL) hasta un máximo de 210 
observadores militares y el equipo y el apoyo administrativo y médico 
necesarios para desempeñar las tareas indicadas en el párrafo 38 del informe del 
Secretario General y decide que esos observadores militares adicionales se 
desplieguen según lo permitan las condiciones de seguridad y, por el 
momento, funcionen bajo la protección proporcionada por el ECOMOG, 
según se señala en el párrafo 39 del informe; 
5. Subraya la importancia de la protección, la seguridad y la libertad de 
circulación del personal de las Naciones Unidas y el personal asociado, toma 
nota de que el Gobierno de Sierra Leona y el FRU han convenido en el 
Acuerdo de Paz en dar garantías al respecto e insta a todas las partes en Sierra 
Leona a que respeten plenamente el estatuto del personal de las Naciones 
Unidas y el personal asociado; 
6. Autoriza el refuerzo del componente político y de los componentes 
de asuntos civiles, información, derechos humanos y protección del niño de la 
UNOMSIL, según se indica en los párrafos 40 a 52 del informe del Secretario 
General, incluso mediante el nombramiento de un representante especial 
adjunto del Secretario General y la ampliación de la Oficina del Representante 
Especial del Secretario General; 
7. Expresa su estímulo a las consultas en curso entre las partes inte-
resadas acerca de los futuros arreglos en materia de mantenimiento de la paz en 
Sierra Leona, con inclusión de las tareas, el número de efectivos y los man-
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datos respectivos del ECOMOG y las Naciones Unidas, y observa con 
beneplácito que el Secretario General se propone presentar al Consejo 
propuestas amplias acerca de un nuevo mandato y concepto de las operaciones 
de la UNOMSIL; 
8. Exhorta al FRU y a todos los demás grupos armados en Sierra Leona 
a que comiencen de inmediato a disolverse y a entregar sus armas de confor-
midad con las disposiciones del Acuerdo de Paz y a participar plenamente en el 
programa de desarme, desmovilización y reintegración en Sierra Leona; 
9. Insta a todos los Estados y a las organizaciones internacionales a que 
proporcionen recursos para contribuir a la ejecución satisfactoria del programa 
de desarme, desmovilización y reintegración, en particular por conducto del 
Fondo Fiduciario establecido por el Banco Internacional de Reconstrucción y 
Fomento con ese fin; 
10. Destaca la necesidad urgente de promover la paz y la reconciliación 
nacional y fomentar la rendición de cuentas y el respeto de los derechos 
humanos en Sierra Leona y, en ese contexto, toma nota de las opiniones que 
figuran en el párrafo 54 del informe del Secretario General, acoge con 
satisfacción las disposiciones del Acuerdo de Paz sobre el establecimiento de la 
Comisión de la Verdad y la Reconciliación y la Comisión de Derechos 
Humanos en Sierra Leona, y exhorta al Gobierno de Sierra Leona y al FRU a 
que hagan lo necesario para que las Comisiones se establezcan rápidamente con 
arreglo al calendario previsto en el Acuerdo de Paz; 
11. Observa con beneplácito que las partes en Sierra Leona han aprobado 
el Manifiesto de Derechos Humanos y destaca la necesidad de asistencia 
internacional para abordar los problemas de derechos humanos en Sierra Leona 
como medida para lograr la rendición de cuentas en el país, como se señala en 
el párrafo 20 del informe del Secretario General; 
12. Destaca la necesidad de que la comunidad internacional y el Gobierno 
de Sierra Leona preparen y ejecuten programas para atender a las necesidades 
especiales de las víctimas de guerra, en particular aquéllos que han sufrido 
mutilaciones y, al respecto, observa con satisfacción que el Gobierno de Sierra 
Leona se ha comprometido en el Acuerdo de Paz a establecer un fondo especial 
para tal fin; 
13. Destaca la necesidad urgente y sustancial de prestar asistencia 
humanitaria al pueblo de Sierra Leona, en particular en la extensa región del 
país inaccesible hasta el momento para los organismos de socorro, e insta a 
todos los Estados y las organizaciones internacionales a prestar esa asistencia 
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con carácter prioritario en atención al llamamiento interinstitucional unificado 
y revisado de julio de 1999; 
14. Exhorta a todas las partes a velar por que quienes necesiten asistencia 
humanitaria en Sierra Leona tengan acceso seguro y sin obstáculos a ella, a 
garantizar la seguridad y protección del personal humanitario y a respetar 
estrictamente las disposiciones pertinentes del derecho internacional 
humanitario; 
15. Subraya la necesidad de que se preste asistencia en forma sostenida y 
generosa a las tareas a más largo plazo de reconstrucción, recuperación econó-
mica y social y desarrollo en Sierra Leona e insta a todos los Estados y a las 
organizaciones internacionales a participar en esas actividades y contribuir 
activamente a ellas; 
16. Observa con beneplácito que el Gobierno de Sierra Leona se ha 
comprometido a trabajar con el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia 
y la Oficina del Representante Especial del Secretario General para la cuestión 
de los niños y los conflictos armados y otros organismos internacionales a fin 
de prestar particular atención a la rehabilitación a largo plazo de los niños 
combatientes en Sierra Leona y alienta a todos los interesados a que también 
atiendan a las necesidades especiales de todos los niños afectados por el con-
flicto en Sierra Leona, incluso por conducto del programa de desarme, desmo-
vilización y reintegración y la Comisión de la Verdad y la Reconciliación, así 
como mediante apoyo a los niños víctimas de mutilaciones, explotación 
sexual y secuestro, a la rehabilitación de los servicios de salud y educación y a 
la recuperación de los niños con traumas y la protección de los niños no 
acompañados; 
17. Acoge con beneplácito la decisión del Secretario General de que las 
Naciones Unidas elaboren un marco estratégico para Sierra Leona en consulta 
con los asociados nacionales e internacionales, como se indica en el párrafo 44 
de su informe; 
18. Pide al Secretario General que lo mantenga informado sobre la situa-
ción en Sierra Leona y le presente lo antes posible otro informe que contenga 
recomendaciones relativas al mandato y la estructura de la presencia ampliada 
de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz que pueda ser necesaria 
en el país; 
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(22 de octubre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1171 (1998), de 5 de junio de 1998, 1181 
(1998), de 13 de julio de 1998, 1231 (1999), de 11 de marzo de 1999 y 1260 
(1999), de 20 de agosto de 1999 y otras resoluciones pertinentes, y la decla-
ración de su Presidente de 15 de mayo de 1999 (S/PRST/1999/13), 
Recordando asimismo el informe del Secretario General de 8 de sep-
tiembre de 1999 (S/1999/957) y su resolución 1265 (1999) de 17 de 
septiembre de 1999 sobre la protección de la población civil en los conflictos 
armados, 
Afirmando la determinación de todos los Estados de respetar la soberanía, 
la independencia política y la integridad territorial de Sierra Leona, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General de 23 de 
septiembre de 1999 (S/1999/1003), 
Habiendo determinado que la situación en Sierra Leona sigue consti-
tuyendo una amenaza a la paz y la seguridad internacionales en la región, 
1. Acoge con beneplácito las importantes medidas adoptadas por el 
Gobierno de Sierra Leona, los dirigentes del Frente Revolucionario Unido de 
Sierra Leona (FRU), el Grupo de Observadores Militares (ECOMOG) de la 
Comunidad Económica de los Estados de África Occidental (CEDEAO) y la 
Misión de Observadores de las Naciones Unidas en Sierra Leona (UNOMSIL) 
para aplicar el Acuerdo de Paz (S/1999/777) desde su firma en Lomé el 7 de 
julio de 1999, y reconoce la importante función del Comité Mixto de Apli-
cación creado en el marco del Acuerdo de Paz bajo la presidencia del.Presidente 
del Togo; 
2. Hace un llamamiento a las partes para que cumplan todos sus com-
promisos con arreglo al Acuerdo de Paz a fin de facilitar el restablecimiento de 
la paz, la estabilidad, la reconciliación nacional y el desarrollo de Sierra Leona; 
3. Toma nota de los preparativos efectuados para el desarme, la desmo-
vilización y la reintegración de los ex combatientes, incluidos los niños 
soldados, por el Gobierno de Sierra Leona por conducto del Comité Nacional 
de Desarme, Desmovilización y Reintegración, e insta a todos los interesados 
a hacer lo posible para que todos los centros designados comiencen a funcionar 
cuanto antes; 
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4. Hace un llamamiento al FRU, las Fuerzas de Defensa Civil, las anti-
guas fuerzas armadas de Sierra Leona/Consejo Revolucionario de las Fuerzas 
Armadas (CRFA) y todos los demás grupos armados de Sierra Leona para que 
comiencen inmediatamente a disolverse y a entregar sus armas de conformidad 
con las disposiciones del Acuerdo de Paz, y para que participen plenamente en 
el programa de desarme, desmovilización y reintegración; 
5. Acoge complacido el regreso a Freetown de los dirigentes del FRU y 
el CRFA, y los exhorta a que participen plena y responsablemente en la 
aplicación del Acuerdo de Paz y ordenen la participación de todos los grupos 
rebeldes en el proceso de desarme y desmovilización sin demora; 
6. Deplora la reciente toma de rehenes, inclusive de personal de la 
UNOMSIL y el ECOMOG, por los grupos rebeldes, e insta a los responsables 
a poner fin a esas prácticas de inmediato y a tratar de abordar sus preocu-
paciones acerca de las disposiciones del Acuerdo de Paz en forma pacífica 
mediante el diálogo con las partes interesadas; 
7. Reitera su reconocimiento por la función indispensable que las 
fuerzas del ECOMOG siguen desempeñando en el mantenimiento de la 
seguridad y la estabilidad y en la protección de la población en Sierra Leona, y 
aprueba el nuevo mandato para el ECOMOG (S/1999/1073, anexo) adoptado 
por la CEDEAO el 25 de agosto de 1999; 
8. Decide establecer la Misión de las Naciones Unidas en Sierra Leona 
(UNAMSIL) con efecto inmediato por un período inicial de seis meses, con el 
siguiente mandato: 
a) Cooperar con el Gobierno de Sierra Leona y las demás partes en el 
Acuerdo de Paz en la aplicación de éste; 
b) Prestar asistencia al Gobierno de Sierra Leona en la aplicación del 
plan de desarme, desmovilización y reintegración; 
c) Con ese fin, establecer una presencia en las localidades más impor-
tantes del territorio de Sierra Leona, incluso en los centros de desarme y 
recepción de armas y desmovilización; 
d) Velar por la seguridad y libertad de circulación del personal de las 
Naciones Unidas; 
e) Supervisar la adhesión a la cesación del fuego con arreglo al acuerdo 
de 18 de mayo de 1999 (S/1999/585, anexo), mediante las estructuras previstas 
en él; 
f) Alentar a las partes a establecer mecanismos de fomento de la 
confianza y apoyar su funcionamiento; 
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g) Facilitar la entrega de la asistencia humanitaria; 
h) Respaldar las operaciones de los funcionarios civiles de las Naciones 
Unidas, incluido el Representante Especial del Secretario General y su per-
sonal, los oficiales de derechos humanos y los de asuntos civiles; 
i) Prestar apoyo, cuando se les solicite, a las elecciones que se han de 
celebrar de conformidad con la actual Constitución de Sierra Leona; 
9. Decide también que el componente militar de la UNAMSIL estará 
integrado por un máximo de 6.000 efectivos militares, incluidos 260 obser-
vadores militares, con sujeción al examen periódico que se realice a la luz de 
las condiciones imperantes sobre el terreno y los progresos logrados en el 
proceso de paz, en particular en el programa de desarme, desmovilización y 
reintegración, y toma nota del párrafo 43 del informe del Secretario General de 
23 de septiembre de 1999; 
10. Decide asimismo que la UNAMSIL se hará cargo de los compo-
nentes y las funciones civiles y militares sustantivos de la UNOMSIL, así 
como de los bienes de ésta, y con ese fin decide que el mandato de la 
UNOMSIL termine de inmediato al establecerse la UNAMSIL; 
11. Elogia la buena disposición del ECOMOG a seguir velando por la 
seguridad en las zonas en las que está situado actualmente, en particular los 
alrededores de Freetown y Lungi, a ofrecer protección al Gobierno de Sierra 
Leona, a llevar a cabo otras operaciones de conformidad con su mandato para 
asegurar la aplicación del Acuerdo de Paz, y a iniciar y llevar adelante el 
desarme y desmovilización en cooperación y plena coordinación con la 
UNAMSIL; 
12. Subraya la necesidad de una estrecha cooperación y coordinación 
entre el ECOMOG y la UNAMSIL en el desempeño de sus tareas respectivas, 
y acoge con beneplácito el establecimiento previsto de centros de operaciones 
conjuntas en la sede y, si fuera necesario, también a niveles subordinados 
sobre el terreno; 
13. Reitera la importancia de la protección, seguridad y libertad de circu-
lación del personal de las Naciones Unidas y el personal conexo, toma nota de 
que el Gobierno de Sierra Leona y el FRU convinieron en el Acuerdo de Paz a 
proporcionar garantías a ese respecto y hace un llamamiento a todas las partes 
en Sierra Leona para que respeten plenamente la condición jurídica de las 
Naciones Unidas y el personal conexo; 
14. Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones 
Unidas, decide que, en el cumplimiento de su mandato, la UNAMSIL podrá 
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tomar todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la libertad de 
movimientos de su personal y, con arreglo a sus capacidades y dentro de las 
zonas de despliegue, brindar protección a los civiles que estén bajo amenaza 
inminente de violencia física, teniendo en cuenta las responsabilidades del 
Gobierno de Sierra Leona y del ECOMOG; 
15. Subraya la importancia de incluir en la UNAMSIL a personal que 
posea una formación apropiada en derecho humanitario internacional y derecho 
relativo a los derechos humanos y los refugiados, inclusive las disposiciones 
referentes a los niños y la igualdad entre los sexos, de negociación y de comu-
nicación, conciencia cultural y coordinación civil-militar; 
16. Pide al Gobierno de Sierra Leona que concierte un acuerdo sobre el 
estatuto de las fuerzas con el Secretario General dentro de los 30 días de la 
aprobación de la presente resolución y recuerda que, hasta que se concierte el 
acuerdo, se aplicará en forma provisional el modelo de acuerdo sobre el 
estatuto de las fuerzas de fecha 9 de octubre de 1990 (A/45/594); 
17. Subraya la urgente necesidad de promover la paz y la reconciliación 
nacional y fomentar la rendición de cuentas y el respeto de los derechos 
humanos en Sierra Leona, destaca, a este respecto, la función decisiva de la 
Comisión de la Paz y la Reconciliación, la Comisión de Derechos Humanos y 
la Comisión para la Consolidación de la Paz establecida en virtud del Acuerdo 
de Paz, e insta al Gobierno de Sierra Leona a que vele por el pronto estable-
cimiento y funcionamiento efectivo de estos órganos con la plena 
participación de todas las partes y utilizando la experiencia y el apoyo de los 
Estados Miembros, los organismos especializados, otras organizaciones 
multilaterales y la sociedad civil; 
18. Hace hincapié en que la difícil situación de los niños es uno de los 
desafíos más urgentes con que se enfrenta Sierra Leona, acoge con satisfacción 
el compromiso del Gobierno de Sierra Leona de colaborar con el Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia, la Oficina del Representante Especial del 
Secretario General para los Niños y los Conflictos Armados y otros orga-
nismos internacionales concediendo especial atención a la rehabilitación a 
largo plazo de los niños soldados de Sierra Leona, y reitera su incitación a las 
partes interesadas a que se ocupen de las necesidades especiales de todos los 
niños afectados por el conflicto; 
19. Insta a todas las partes interesadas a que velen por la protección de 
los refugiados y los desplazados internos y por que éstos puedan regresar 
voluntariamente y en condiciones de seguridad a sus hogares, y alienta a los 
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Estados y a las organizaciones internacionales a que presten asistencia urgente 
con ese fin; 
20. Subraya la urgente necesidad de recursos adicionales sustanciales para 
financiar el proceso de desarme, desmovilización y reintegración y hace un 
llamamiento a todos los Estados y las organizaciones internacionales para que 
contribuyan generosamente al fondo fiduciario de donantes múltiples esta-
blecido con ese fin por el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento; 
21 . Subraya también la continua necesidad de asistencia humanitaria 
urgente y sustancial para la población de Sierra Leona, y de asistencia cons-
tante y generosa para las tareas a más largo plazo de establecimiento de la paz, 
reconstrucción, recuperación económica y social y desarrollo de Sierra Leona, e 
insta a todos los Estados y las organizaciones internacionales y de otro tipo a 
que proporcionen esa asistencia con carácter prioritario; 
22. Hace un llamamiento a todas las partes para que velen por el acceso 
sin obstáculos y en condiciones de seguridad de la asistencia humanitaria a 
quienes la necesitan en Sierra Leona, garanticen la protección y seguridad del 
personal humanitario y respeten estrictamente las disposiciones pertinentes del 
derecho relativo a los derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario; 
23. Insta al Gobierno de Sierra Leona a que acelere la formación de 
fuerzas de policía.y fuerzas armadas nacionales, profesionales y responsables, 
entre otras cosas mediante su reestructuración y capacitación, sin lo cual no 
será posible alcanzar la estabilidad duradera, la reconciliación nacional y la 
reconstrucción del país, y subraya la importancia del apoyo y la asistencia de 
la comunidad internacional a este respecto; 
24. Celebra la continua labor de las Naciones Unidas para el estable-
cimiento del Marco Estratégico para Sierra Leona, con la finalidad de promover 
la colaboración y coordinación efectivas en el sistema de las Naciones Unidas 
y entre éstas y sus asociados nacionales e internacionales en Sierra Leona; 
25. Toma nota de la intención del Secretario General de seguir exami-
nando detenidamente la situación en Sierra Leona y de volver a dirigirse al 
Consejo con propuestas adicionales en caso necesario; 
26. Pide al Secretario General que informe al Consejo cada 45 días con 
objeto de mantenerse al día de la situación del proceso de paz, de las condi-
ciones de la seguridad sobre el terreno y del nivel permanente de despliegue del 
personal de la ECOMOG, de manera que puedan evaluarse el nivel de los 




(7 de febrero de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1171 (1998), de 5 de junio de 1998, 1181 
(1998), de 13 de julio de 1998, 1231 (1999), de 11 de marzo de 1999, 1260 
(1999), de 20 de agosto de 1999, 1265 (1999), de 17 de septiembre de 1999, y 
1270 (1999), de 22 de octubre de 1999, y otras resoluciones sobre la materia, 
así como la declaración de su Presidente, de 15 de mayo de 1999 (S/PRST/ 
1999/13), 
Afirmando la determinación de todos los Estados de respetar la soberanía, 
la independencia política y la integridad territorial de Sierra Leona, 
Recordando los principios aplicables contenidos en la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, 
aprobada el 9 de diciembre de 1994, 
Acogiendo con beneplácito y alentando los esfuerzos de las Naciones 
Unidas por lograr que el personal de mantenimiento de la paz adquiera con-
ciencia de la necesidad de prevenir el VIH/SIDA y otras enfermedades infec-
ciosas y luchar contra esas enfermedades en todas sus operaciones de mante-
nimiento de la paz, 
Tomando nota de la carta dirigida a su Presidente el 17 de enero de 2000 
por el Ministro de Relaciones Exteriores y Cooperación Internacional de Sierra 
Leona (S/2000/31), 
Habiendo examinado los informes del Secretario General de 23 de 
septiembre de 1999 (S/1999/1003), 6 de diciembre de 1999 (S/1999/1223) y 
11 de enero de 2000 (S/2000/13), y la carta de fecha 23 de diciembre de 1999 
dirigida a su Presidente por el Secretario General (S/1999/1285), 
Habiendo determinado que la situación en Sierra Leona sigue consti-
tuyendo una amenaza a la paz y la seguridad internacionales en la región, 
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27. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
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1. Toma nota de que se está terminando el despliegue de la Misión de 
las Naciones Unidas en Sierra Leona (UNAMSIL), establecida en virtud de la 
resolución 1270 (1999); 
2. Acoge con satisfacción las medidas adoptadas por el Gobierno de 
Sierra Leona, los dirigentes del Partido Frente Revolucionario Unido de Sierra 
Leona, el Grupo de Observadores Militares (ECOMOG) de la Comunidad 
Económica de los Estados de África Occidental (CEDEAO) y la UNAMSIL 
para aplicar el Acuerdo de Paz firmado en Lomé el 7 de julio de 1999 
(S/1999/777); 
3. Reitera su llamamiento a las partes para que cumplan todos los 
compromisos contraídos en virtud del Acuerdo de Paz a fin de facilitar el resta-
blecimiento de la paz, la estabilidad, la reconciliación nacional y el desarrollo 
de Sierra Leona, y recalca que la responsabilidad del éxito del proceso de paz 
incumbe en último término al pueblo y a los dirigentes de Sierra Leona; 
4. Toma nota con preocupación de que, pese a los progresos alcanzados, 
el proceso de paz se ha visto negativamente afectado hasta la fecha por la 
participación limitada e irregular en el programa de desarme, desmovilización y 
reintegración, el estancamiento de la liberación de los secuestrados y los niños 
soldados y la continuación de la toma de rehenes y de los ataques al personal 
humanitario, y expresa la convicción de que la ampliación de la UNAMSIL, 
con arreglo a lo dispuesto en los párrafos 9 a 12 infra, permitirá crear las 
condiciones necesarias para que todas las partes puedan trabajar con miras a la 
aplicación cabal de las disposiciones del Acuerdo de Paz; 
5. Toma nota también con preocupación de las constantes violaciones 
de los derechos humanos cometidas contra la población civil de Sierra Leona y 
destaca que la amnistía otorgada de conformidad con el Acuerdo de Paz no 
ampara las violaciones cometidas con posterioridad a la fecha de su firma; 
6. Exhorta a las partes y a todos los demás interesados a que tomen 
medidas para que el programa de desarme, desmovilización y reintegración se 
aplique plenamente en todo el país, e insta en particular al Frente Revo-
lucionario Unido (FRU), las Fuerzas de Defensa Civil, las antiguas fuerzas 
armadas de Sierra Leona/Consejo Revolucionario de las Fuerzas Armadas 
(CRFA) y todos los demás grupos armados de Sierra Leona a que participen 
plenamente en el programa y cooperen con los encargados de su ejecución; 
7. Toma nota de la decisión de los Gobiernos de Nigeria, Guinea y 
Ghana de retirar de Sierra Leona los contingentes restantes del ECOMOG, 
como indica el Secretario General en su carta de fecha 23 de diciembre de 1999; 
739 
DOCUMENTACIÓN 
8. Expresa su reconocimiento al ECOMOG por su contribución 
indispensable a la restauración de la democracia y al mantenimiento de la paz, 
la seguridad y la estabilidad en Sierra Leona, encomia en sumo grado a las 
fuerzas y a los gobiernos de los Estados que han aportado contingentes por su 
coraje y su sacrificio, e insta a todos los Estados a que sigan ayudando a los 
Estados que han aportado contingentes a sufragar los gastos en que han 
incurrido para hacer posible el despliegue de las fuerzas del ECOMOG en 
Sierra Leona; 
9. Decide ampliar el componente militar de la UNAMSIL hasta un 
máximo de 11.100 efectivos, incluidos los 260 observadores militares ya des-
plegados, con sujeción a un examen periódico que tenga en cuenta las condi-
ciones en el terreno y los progresos del proceso de paz y en particular del 
programa de desarme, desmovilización y reintegración, y toma nota del párrafo 
33 del informe del Secretario General de 11 de enero de 2000; 
10. Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones 
Unidas, decide además que el mandato de la UNAMSIL se modifique con vistas 
a incluir las siguientes funciones adicionales, que la UNAMSIL desempeñará 
con arreglo a su capacidad y dentro de las zonas de despliegue, y teniendo en 
cuenta las condiciones en el terreno: 
a) Mantener la seguridad en lugares clave y edificios públicos, en par-
ticular en Freetown, las intersecciones importantes y los grandes aeropuertos, 
incluido el aeropuerto de Lungi; 
b) Facilitar la libre circulación de personas y bienes y de la asistencia 
humanitaria en determinadas carreteras; 
c) Mantener la seguridad en todos los lugares donde se aplica el pro-
grama de desarme, desmovilización y reintegración; 
d) Prestar asistencia a las autoridades de Sierra Leona encargadas de la 
aplicación de la ley en el desempeño de sus funciones y coordinar actividades 
con ellas, en las zonas de despliegue comunes; 
e) Custodiar las armas, las municiones y el equipo militar de otro tipo 
entregados por los excombatientes y ayudar en su eliminación o destrucción 
posteriores, autoriza a la UNAMSIL a tomar todas las medidas necesarias para 
desempeñar las funciones adicionales enumeradas, y afirma que, en el cum-
plimiento de su mandato, la UNAMSIL podrá tomar todas las medidas 
necesarias para garantizar la seguridad y la libertad de circulación de su personal 
y, con arreglo a su capacidad y dentro de las zonas de despliegue, brindar 
protección a los civiles que estuvieran bajo una amenaza inminente de 
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violencia física, teniendo presentes las responsabilidades del Gobierno de Sierra 
Leona; 
11. Decide también prolongar el mandato de la UNAMSIL, con las 
modificaciones introducidas, por un período de seis meses contados a partir de 
la fecha de aprobación de la presente resolución; 
12. Autoriza los aumentos del personal de asuntos civiles, de policía 
civil, administrativo y técnico de la UNAMSIL propuestos por el Secretario 
General en su informe del 11 de enero de 2000; 
13. Acoge con agrado la intención del Secretario General, indicada en su 
informe del 11 de enero de 2000, de establecer en la UNAMSIL una oficina de 
actividades relativas a las minas para que capacite al personal de la UNAMSIL 
en materia de minas y coordine las actividades relativas a las minas de las 
organizaciones no gubernamentales y de asistencia humanitaria con opera-
ciones en Sierra Leona; 
14. Destaca la importancia de una transición sin tropiezos del ECOMOG 
a la UNAMSIL para permitir la aplicación satisfactoria del Acuerdo de Paz y 
lograr la estabilidad de Sierra Leona, y al respecto insta a todos los interesados 
a que coordinen el calendario para el movimiento y el retiro de las tropas; 
15. Reitera la importancia de la protección, la seguridad y la libertad de 
circulación del personal de las Naciones Unidas y el personal asociado, toma 
nota de que el Gobierno de Sierra Leona y el FRU se han comprometido, en 
virtud del Acuerdo de Paz, a dar garantías a este respecto, y hace un 
llamamiento a todas las partes en Sierra Leona para que respeten plenamente la 
condición del personal de las Naciones Unidas y el personal asociado; 
16. Reitera su petición al Gobierno de Sierra Leona para que concluya un 
acuerdo sobre el estatuto de las fuerzas con el Secretario General dentro de los 
30 días posteriores a la aprobación de la presente resolución, y recuerda que 
hasta que se concluya ese acuerdo se aplicará provisionalmente el modelo de 
acuerdo sobre el estatuto de las fuerzas de fecha 9 de octubre de 1990 
(A/45/594); 
17. Reitera también la continua necesidad de promover la paz y la 
reconciliación nacional y fomentar la rendición de cuentas y el respeto de los 
derechos humanos en Sierra Leona, e insta al Gobierno de Sierra Leona, los 
organismos especializados, otras organizaciones multilaterales, la sociedad 
civil y los Estados Miembros a que aceleren el proceso de establecimiento de 
la Comisión de la Verdad y la Reconciliación, la Comisión de Derechos 
Humanos y la Comisión para la Consolidación de la Paz, como instituciones 
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efectivas y plenamente activas, con arreglo a lo dispuesto en el Acuerdo de 
Paz; 
18. Destaca la importancia de que el Gobierno de Sierra Leona ejerza un 
control total de la explotación de oro, diamantes y otros recursos en provecho 
del pueblo del país y de conformidad con el párrafo 6 del Artículo VII del 
Acuerdo de Paz y, con ese fin, solicita el funcionamiento pronto y eficaz de la 
Comisión de Administración de Recursos Estratégicos, Reconstrucción Nacio-
nal y Desarrollo; 
19. Acoge con beneplácito las contribuciones aportadas al fondo fidu-
ciario de donantes múltiples establecido por el Banco Internacional de Recons-
trucción y Fomento para financiar el proceso de desarme, desmovilización y 
reintegración, e insta a todos los Estados y organizaciones internacionales y de 
otra índole que aún no lo hayan hecho a que contribuyan generosamente al 
fondo a fin de que se pueda contar con los fondos necesarios para la aplicación 
del proceso y el pleno cumplimiento de las disposiciones del Acuerdo de Paz; 
20. Subraya que el Gobierno de Sierra Leona tiene la responsabilidad 
última del suministro de fuerzas de seguridad adecuadas en el país y, teniendo 
eso en cuenta, hace un llamamiento al Gobierno para que tome medidas 
urgentes para establecer un cuerpo de policía y fuerzas armadas nacionales 
profesionales y responsables, y destaca la importancia del generoso apoyo y la 
asistencia de la comunidad internacional para alcanzar ese objetivo; 
21 . Reitera la constante necesidad de prestar con urgencia al pueblo de 
Sierra Leona un volumen considerable de asistencia, así como de proporcionar 
generosamente asistencia constante para ejecutar en Sierra Leona las tareas a 
más largo plazo de consolidación de la paz, reconstrucción, recuperación 
económica y social y desarrollo, e insta a todos los Estados y a las 
organizaciones internacionales y de otro tipo a que den prioridades al 
suministro de dicha asistencia; 
22. Pide al Secretario General que continúe presentándole informes cada 
45 días en los que, entre otras cosas, se evalúen las condiciones de seguridad en 
el terreno a fin de que el número de efectivos y las funciones de la UNAMSIL 
puedan seguir examinándose, como se indica en el informe del Secretario 
General de 11 de enero de 2000; 
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(19 de mayo de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones anteriores y las declaraciones de su 
Presidente sobre la situación en Sierra Leona, 
Habiendo examinado la carta de fecha 17 de mayo dirigida a su Presidente 
por el Secretario General (S/2000/446), y esperando recibir su próximo 
informe, 
Convencido de que el empeoramiento de las condiciones de seguridad 
sobre el terreno requiere el rápido fortalecimiento del componente militar de la 
Misión de las Naciones Unidas en Sierra Leona (UNAMSIL) a fin de dotar a la 
Misión de recursos adicionales para que pueda cumplir su mandato, 
1. Decide aumentar el componente militar de la UNAMSIL hasta un 
máximo de 13.000 efectivos militares, incluidos los 260 observadores mili-
tares ya desplegados; 
2. Expresa su reconocimiento a todos los Estados que, a fin de facilitar 
el rápido fortalecimiento de la UNAMSIL, han acelerado el despliegue de sus 
tropas en la UNAMSIL, proporcionado personal adicional y ofrecido asistencia 
logística y técnica y otros tipos de asistencia militar, y pide a todos aquellos 
que estén en condiciones de hacerlo que presten mayor apoyo; 
3. Decide, actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Nacio-
nes Unidas, que las restricciones indicadas en el párrafo 2 de su resolución 
1171 (1998), de 5 de junio de 1998, no se apliquen a la venta o suministro de 
armamentos y material conexo para uso exclusivo en Sierra Leona de los 
Estados Miembros que cooperan con la UNAMSIL y con el Gobierno de 
Sierra Leona; 
4. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
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RESOLUCIÓN 1306 
(5 de julio de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones anteriores y las declaraciones de su Presi-
dente sobre la situación en Sierra Leona, en particular sus resoluciones 1132 
(1997), de 8 de octubre de 1997, 1171 (1998), de 5 de junio de 1998, y 1299 
(2000), de 19 de mayo de 2000, 
Reafirmando la decisión de todos los Estados de respetar la soberanía, la 
independencia política y la integridad territorial de Sierra Leona, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General de fecha 19 de 
mayo de 2000 (S/2000/455), en particular su párrafo 94, 
Habiendo determinado que la situación en Sierra Leona sigue consti-
tuyendo una amenaza a la paz y la seguridad internacionales en la región, 
Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
A 
Expresando su preocupación por el papel del comercio ilícito de dia-
mantes como elemento impulsor del conflicto de Sierra Leona y por las noti-
cias de que esos diamantes pasan por los países vecinos, entre ellos el 
territorio de Liberia, 
Acogiendo con satisfacción los esfuerzos que despliegan actualmente los 
Estados interesados, la Asociación Internacional de Fabricantes de Diamantes, 
la Federación Mundial de Centros de Comercialización de Diamantes, el Con-
sejo Superior de los Diamantes, otros representantes de la industria del dia-
mante y expertos no gubernamentales por aumentar la transparencia del comer-
cio internacional de diamantes, y alentando la adopción de nuevas medidas a 
este respecto, 
Subrayando que el comercio legítimo de diamantes reviste gran impor-
tancia económica para muchos Estados y puede aportar una contribución posi-
tiva a la estabilidad, la prosperidad y la reconstrucción de los países que salen 
de un conflicto, y subrayando asimismo que nada de lo dispuesto en la presente 
resolución tiene por objeto perjudicar el comercio legítimo de diamantes ni 
reducir la confianza en la integridad de la industria legítima del diamante, 
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Acogiendo con beneplácito la decisión adoptada por los Estados miem-
bros de la Comunidad Económica de los Estados del África Occidental 
(CEDEAO) en su reunión en la cumbre celebrada en Abuja los días 28 y 29 de 
mayo de 2000 de realizar una investigación en el plano regional sobre el 
comercio ilícito de diamantes, 
Tomando nota de la carta de fecha 29 de junio de 2000 dirigida a su 
Presidente por el Representante Permanente de Sierra Leona ante las Naciones 
Unidas y del anexo de dicha carta (S/2000/641), 
1. Decide que todos los Estados adopten las medidas necesarias para 
prohibir la importación directa o indirecta de cualesquiera diamantes en bruto 
de Sierra Leona a su territorio; 
2. Pide al Gobierno de Sierra Leona que, con carácter de urgencia, se 
cerciore de que se establezca en Sierra Leona un régimen eficaz de certificados 
de origen para el comercio de diamantes; 
3. Pide también a los Estados, a las organizaciones internacionales y 
demás órganos que se hallen en condiciones de hacerlo que ofrezcan asistencia 
al Gobierno de Sierra Leona para facilitar el pleno funcionamiento de un 
régimen eficaz de certificados de origen de los diamantes en bruto de Sierra 
Leona; 
4. Pide además al Gobierno de Sierra Leona que notifique al Comité 
establecido en virtud de la resolución 1132 (1997) ("el Comité") los detalles de 
dicho régimen de certificados de origen cuando éste esté en pleno funcio-
namiento; 
5. Decide que los diamantes en bruto controlados por el Gobierno de 
Sierra Leona mediante el mencionado régimen de certificados de origen queden 
exentos de las medidas impuestas en virtud del párrafo 1 supra cuando el 
Comité informe al Consejo, teniendo en cuenta la opinión de los expertos 
obtenida a solicitud del Comité y por conducto del Secretario General, de que 
está en pleno funcionamiento dicho régimen; 
6. Decide que las medidas a que se hace referencia en el párrafo 1 supra 
se establezcan por un período inicial de 18 meses, y afirma que, al finalizar 
dicho plazo, examinará la situación en Sierra Leona, incluso el alcance de la 
autoridad del Gobierno en las zonas productoras de diamantes a fin de decidir si 
corresponde ampliar dichas medidas por un nuevo período y, en caso necesario, 
modificarlas o aprobar otras medidas; 




a) Pedir a todos los Estados más información acerca de las 
disposiciones que hayan adoptado para aplicar eficazmente las medidas 
impuestas en el párrafo 1 supra; 
b) Examinar la información que se señale a su atención acerca de las 
violaciones de las medidas impuestas en virtud del párrafo 1 supra, identi-
ficando, de ser posible, a las personas o las entidades, inclusive los buques 
que, según esa información, hayan cometido las violaciones; 
c) Presentar informes periódicos al Consejo de Seguridad sobre la infor-
mación que se le haya comunicado acerca de las supuestas violaciones de las 
medidas impuestas en virtud del párrafo 1 supra, identificando, de ser posible, a 
las personas o las entidades, inclusive los buques que, según esa información, 
hayan cometido las violaciones; 
d) Promulgar las directrices que sean necesarias para facilitar la apli-
cación de las medidas impuestas en virtud del párrafo 1 supra; 
e) Continuar cooperando con otros comités de sanciones pertinentes, en 
particular el establecido en virtud de la resolución 985 (1995), de 13 de abril de 
1995, sobre la situación en Liberia, y el establecido en virtud de la resolución 
864 (1993), de 15 de septiembre de 1993, sobre la situación en Angola; 
8. Pide a todos los Estados que informen al Comité establecido en 
virtud de la resolución 1132 (1997), dentro de los treinta días siguientes a la 
aprobación de la presente resolución, de las disposiciones que hayan tomado 
para aplicar las medidas impuestas en virtud del párrafo 1 supra; 
9. Exhorta a todos los Estados, en particular a aquellos a través de los 
cuales pasan diamantes en bruto de Sierra Leona, y a todas las organizaciones 
regionales e internacionales pertinentes a que se ciñan estrictamente a las dis-
posiciones de la presente resolución, independientemente de los derechos y de 
las obligaciones dimanantes de acuerdos internacionales, contratos concertados 
o licencias o permisos concedidos antes de la fecha de aprobación de la presente 
resolución; 
10. Exhorta a la Asociación Internacional de Fabricantes de Diamantes, 
la Federación Mundial de Centros de Comercialización de Diamantes, el 
Consejo Superior de los Diamantes y a todos los demás representantes de la 
industria del diamante a que colaboren con el Gobierno de Sierra Leona y el 
Comité para establecer métodos y prácticas de trabajo dirigidos a facilitar la 
aplicación efectiva de la presente resolución; 
11. Invita a los Estados, las organizaciones internacionales, los miem-
bros de la industria del diamante y otras entidades pertinentes en condiciones de 
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hacerlo a que ofrezcan asistencia al Gobierno de Sierra Leona para que se siga 
organizando una industria del diamante debidamente estructurada y regulada que 
permita determinar el origen de los diamantes en bruto; 
12. Pide al Comité que celebre una reunión preliminar en Nueva York, a 
más tardar el 31 de julio de 2000, para estudiar el papel de los diamantes en el 
conflicto de Sierra Leona y la relación entre el comercio de diamantes de ese 
país y el comercio de armas y pertrechos conexos en contravención de la 
resolución 1171 (1998), en que participen los representantes de los Estados 
interesados y las organizaciones regionales, de la industria del diamante y otros 
expertos pertinentes, pide al Secretario General que proporcione los recursos 
necesarios y pide también al Comité que le informe sobre la reunión; 
13. Acoge con beneplácito los compromisos contraídos por determinados 
miembros de la industria del diamante de no comerciar con diamantes proce-
dentes de zonas de conflictos, incluida Sierra Leona, insta a todas las demás 
empresas y particulares que participen en el comercio de diamantes en bruto a 
que formulen declaraciones análogas respecto de los diamantes de Sierra Leona, 
y destaca la importancia de que las instituciones financieras pertinentes 
alienten a dichas empresas a que actúen de esa manera; 
14. Recalca la necesidad de que la autoridad estatal se haga extensiva a las 
zonas de producción de diamantes a fin de dar una solución duradera al 
problema de la explotación ilegal de diamantes en Sierra Leona; 
15. Decide realizar, a más tardar el 15 de septiembre de 2000, un primer 
examen de las medidas impuestas en virtud del párrafo 1 supra, realizar nuevos 
exámenes cada seis meses a partir de la aprobación de la resolución y 
determinar en cada ocasión las nuevas medidas que puedan ser necesarias; 
16. Insta a todos los Estados, los órganos pertinentes de las Naciones 
Unidas y, según proceda, otras organizaciones y partes interesadas, a que 
comuniquen al Comité información sobre posibles violaciones de las medidas 
impuestas en virtud del párrafo 1 supra; 
B 
Subrayando la necesidad de asegurar la aplicación efectiva de las medidas 
relativas a las armas y el material conexo impuestas en el párrafo 2 de la 
resolución 1171 (1998), 
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Subrayando la obligación de todos los Estados Miembros, incluidos los 
Estados vecinos de Sierra Leona, de aplicar plenamente las medidas impuestas 
por el Consejo de Seguridad, 
Recordando la Moratoria de la CEDEAO sobre la importación, expor-
tación y fabricación de armas ligeras en África sudoccidental, aprobada en 
Abuja el 31 de octubre de 1998 (S/1998/1194, anexo), 
17. Recuerda a los Estados su obligación de aplicar plenamente las medi-
das impuestas por la resolución 1171 (1998), y los exhorta, si aún no lo han 
hecho, a que apliquen, refuercen o promulguen, según proceda, leyes internas 
en que se tipifiquen como delito las actividades realizadas por sus ciudadanos u 
otras personas en su territorio en contravención de las medidas impuestas en el 
párrafo 2 de esa resolución, y que informen al Comité a más tardar el 31 de 
julio de 2000 sobre la aplicación de esas medidas; 
18. Insta a todos los Estados, los órganos pertinentes de las Naciones 
Unidas, y, según proceda, otras organizaciones internacionales y partes inte-
resadas a que transmitan al Comité información sobre posibles violaciones de 
las medidas impuestas por el Consejo; 
19. Pide al Secretario General que, en consulta con el Comité, establezca 
un grupo de expertos, por un período inicial de cuatro meses, compuesto de no 
más de cinco miembros, para que: 
a) Reúna información sobre posibles violaciones de las medidas im-
puestas en el párrafo 2 de la resolución 1171 (1998) y sobre la relación entre el 
comercio de diamantes y el comercio de armas y pertrechos conexos, incluso 
mediante visitas a Sierra Leona y otros Estados, según proceda, y 
estableciendo contactos con los sectores que consideren apropiados, incluidas 
las misiones diplomáticas; 
b) Determine si los sistemas de control del tráfico aéreo de la región 
son adecuados para detectar vuelos de aviones que se sospeche transportan 
armas o pertrechos conexos a través de fronteras nacionales en contravención 
de las medidas impuestas por el párrafo 2 de la resolución 1171 (1998); 
c) Participe, de ser posible, en la reunión a que se hace referencia en el 
párrafo 12 supra; 
d) Presente al Consejo, a más tardar el 31 de octubre de 2000, por con-
ducto del Comité, un informe con observaciones y recomendaciones sobre 
formas de fortalecer la aplicación de las medidas impuestas en el párrafo 2 de la 
resolución 1171 (1998) y de las impuestas en virtud del párrafo 1 supra; y pide 
también al Secretario General que proporcione los recursos necesarios; 
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20. Expresa su disposición de considerar, sobre la base del informe que 
se presente de conformidad con el apartado d) del párrafo 19 supra, entre otras 
cosas, la adopción de medidas apropiadas en relación con los Estados que 
determine que han violado las medidas impuestas en virtud del párrafo 2 de la 
resolución 1171 (1998) y del párrafo 1 supra; 
21. Insta a todos los Estados a que cooperen con el grupo de expertos en 
el cumplimiento de su mandato y subraya, a este respecto, la importancia de la 
cooperación y de los conocimientos técnicos del personal de la Secretaría y de 
otras partes del sistema de las Naciones Unidas; 
22. Pide al Comité que refuerce los contactos existentes con las orga-
nizaciones regionales, en particular la CEDEAO, la Organización de la Unidad 
Africana y las organizaciones internacionales pertinentes, incluida la 
INTERPOL, con miras a determinar medios de lograr una aplicación más 
efectiva de las medidas impuestas por el Consejo en el párrafo 2 de la reso-
lución 1171 (1998); 
23. Pide al Comité que dé a conocer al público la información pertinente 
recurriendo a los medios apropiados, incluso haciendo un mayor uso de la 
tecnología de la información; 
24. Pide al Secretario General que dé a conocer al público las dispo-
siciones de la presente resolución y las obligaciones que ésta impone; 
25. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1313 
(4 de agosto de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas sus resoluciones anteriores sobre la situación en Sierra 
Leona y las declaraciones de su Presidente sobre dicha situación, 
Condenando enérgicamente los ataques armados contra el personal de la 
Misión de las Naciones Unidas en Sierra Leona y la detención de personal de 
esa Misión y encomiando a las fuerzas de la Misión y al Comandante de la 
Fuerza por la resuelta acción llevada a cabo recientemente en respuesta a la 
continua amenaza que representan para la Misión el Frente Revolucionario 
Unido y otros elementos armados de Sierra Leona, 
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Habiendo considerado los informes del Secretario General de 19 de mayo 
de 2000 (S/2000/455) y de 31 de julio de 2000 (S/2000/751), 
1. Decide prorrogar el mandato de la Misión hasta el 8 de septiembre de 
2000; 
2. Considera que las violaciones graves y generalizadas del Acuerdo de 
Paz de Lomé (S/l999/777) que ha cometido el Frente Revolucionario Unido 
desde principios de mayo de 2000 constituyen una ruptura del anterior clima 
general de permisividad basado en el Acuerdo y en la cooperación de las partes, 
que mientras no se establezcan condiciones de seguridad que permitan avanzar 
hacia la solución pacífica del conflicto en Sierra Leona seguirá habiendo una 
amenaza para la Misión de las Naciones Unidas en Sierra Leona y para la 
seguridad del Estado de Sierra Leona, y que a fin de hacer frente a dicha ame-
naza es preciso fortalecer adecuadamente la estructura, la capacidad, los recursos 
y el mandato de la Misión; 
3. Expresa su intención, en este contexto, teniendo en cuenta los 
puntos de vista del Gobierno de Sierra Leona, la Comunidad Económica de los 
Estados del África Occidental y los países que aportan contingentes, de reforzar 
el mandato de la Misión según se establece en sus resoluciones 1270 (1999), 
de 22 de octubre de 1999, y 1289 (2000), de 7 de febrero de 2000, con el fin de 
que comprenda las siguientes tareas prioritarias: 
a) Mantener la seguridad de las penínsulas de Lungi y Freetown y de las 
principales vías de acceso a ellas; 
b) Impedir y, en caso necesario, enfrentar decididamente la amenaza de 
nuevos avances e incursiones del Frente Revolucionado Unido, respondiendo 
vigorosamente a toda acción o amenaza de uso inminente y directo de la fuerza; 
c) Desplegarse progresivamente, con una estructura operacional cohe-
rente y en número y densidad suficientes, en los lugares estratégicos funda-
mentales y los principales centros de población y, en coordinación con el 
Gobierno de Sierra Leona, ayudar, mediante su presencia y dentro del marco de 
su mandato, a los esfuerzos del Gobierno de Sierra Leona por extender la auto-
ridad estatal, restaurar el orden público y dar progresivamente mayor estabilidad 
a la situación en todo el país y, según sus capacidades y zonas de despliegue, 
brindar protección a los civiles amenazados de violencia física inminente; 
d) Patrullar activamente las líneas de comunicación estratégicas, concre-
tamente las principales vías de acceso a la capital, a fin de dominar el terreno, 
garantizar la libertad de circulación y facilitar la prestación de asistencia 
humanitaria; 
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e) Ayudar a promover el proceso político con miras a lograr, entre otras 
cosas, un programa renovado de desarme, desmovilización y reintegración 
donde ello sea posible; 
4. Considera que, a fin de permitir la reestructuración de la fuerza y 
proporcionar la capacidad adicional necesaria para el logro de las tareas priori-
tarias estipuladas en el párrafo 3 de la presente resolución, el componente 
militar de la Misión debe reforzarse mediante la aceleración de la rotación de 
las tropas y, según corresponda, entre otras cosas, mediante nuevos 
componentes marítimo y de aviación, el fortalecimiento de la fuerza de reserva, 
mejores comunicaciones y medios de apoyo logístico y de combate 
especializados; 
5. Reconoce que la ofensiva del Frente Revolucionario Unido contra la 
Misión iniciada en mayo de 2000 reveló graves defectos intrínsecos de la 
estructura, el comando y el control y los recursos de la misión, como se men-
cionó en el párrafo 54 del informe del Secretario General, de 31 de julio de 
2000, en que se reflejaban las conclusiones de la Misión de Evaluación de las 
Naciones Unidas que visitó Sierra Leona del 31 de mayo al 8 de junio de 2000, 
acoge con beneplácito las recomendaciones formuladas y las medidas ya 
adoptadas para subsanar esas deficiencias y pide al Secretario General que tome 
nuevas medidas urgentes para aplicar esas recomendaciones a fin de mejorar el 
rendimiento y la capacidad de la misión; 
6. Subraya que el logro de los objetivos de la Misión, incluidas las 
tareas prioritarias que se estipulan en el párrafo 3 de la presente resolución, 
dependerá de que se le suministren unidades completas y totalmente equipadas, 
con las capacidades necesarias, una efectiva estructura y capacidad de comando 
y control, una cadena de mando única, recursos adecuados y el compromiso de 
cumplir plenamente el mandato de la misión en la forma autorizada por el 
Consejo de Seguridad; 
7. Pide al Secretario General que, tras nuevas consultas con los países 
queaportan contingentes, presente lo antes posible un nuevo informe al Con-
sejo acerca de las propuestas que figuran en los párrafos 2 a 6 supra, con reco-
mendaciones para la reestructuración y el fortalecimiento de la Misión, y 
expresa su intención de adoptar rápidamente una decisión respecto de esas 
recomendaciones; 
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RESOLUCIÓN 1315 
(14 de agosto de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Profundamente preocupado ante los gravísimos crímenes cometidos en el 
territorio de Sierra Leona contra la población de Sierra Leona y el personal de 
las Naciones Unidas y el personal asociado, y por la situación de impunidad 
prevaleciente, 
Encomiando las gestiones emprendidas por el Gobierno de Sierra Leona y 
por la Comunidad Económica de los Estados del África Occidental (CEDEAO) 
para establecer una paz duradera en Sierra Leona, 
Tomando nota de que los Jefes de Estado y de Gobierno de la CEDEAO, 
en la 23 a reunión en la cumbre de la organización, celebrada en Abuja los días 
28 y 29 de mayo de 2000, convinieron en llevar a cabo una rápida investi-
gación regional de la reanudación de las hostilidades, 
Tomando nota asimismo de las medidas adoptadas por el Gobierno de 
Sierra Leona para establecer un proceso nacional de búsqueda de la verdad y de 
reconciliación, de conformidad con el artículo XXVI del Acuerdo de Paz de 
Lomé (S/l 999/777), a fin de contribuir al fomento del estado de derecho, 
Recordando que el Representante Especial del Secretario General reservó 
su posición al añadir a su firma del Acuerdo de Lomé una declaración en el 
sentido de que las Naciones Unidas consideraban que las disposiciones del 
Acuerdo relativas a la amnistía no se aplicarían a los crímenes internacionales 
de genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra y otras 
violaciones graves del derecho internacional humanitario, 
Reafirmando la importancia de cumplir el derecho internacional huma-
nitario, y reafirmando además que las personas que cometen o autorizan viola-
ciones graves del derecho internacional humanitario son responsables de tales 
violaciones a título personal y deben rendir cuentas al respecto, y que la 
comunidad internacional hará todo lo necesario por llevar a los responsables 
ante la justicia de conformidad con las normas internacionales de la justicia, la 
imparcialidad y el respeto de las garantías legales, 
Reconociendo que en las circunstancias particulares de Sierra Leona el 
establecimiento de un sistema de justicia y de rendición de cuentas por los 
gravísimos crímenes cometidos en ese país pondría fin a la impunidad y con-
tribuiría al proceso de reconciliación nacional y al restablecimiento y 
mantenimiento de la paz, 
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Tomando nota a ese respecto de la carta de fecha 12 de junio de 2000 
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas por el Presidente de Sierra 
Leona, y del marco sugerido que figura en su anexo (S/2000/786, anexo), 
Consciente asimismo del deseo del Gobierno de Sierra Leona de obtener 
asistencia de las Naciones Unidas para establecer un tribunal fuerte y digno de 
crédito que permita alcanzar los objetivos de hacer justicia y lograr una paz 
duradera, 
Tomando nota del Informe del Secretario General de 31 de julio de 2000 
(S/2000/751) y, en particular, tomando nota con reconocimiento de las medi-
das adoptadas ya por el Secretario General en respuesta a la solicitud del 
Gobierno de Sierra Leona de que le presten ayuda para establecer un tribunal 
especial, 
Tomando nota además de los efectos negativos que la situación de la 
seguridad tiene en la administración de justicia en Sierra Leona, y de la 
imperiosa necesidad de cooperación internacional para ayudar a fortalecer el 
sistema judicial de Sierra Leona, 
Reconociendo la importante contribución que pueden aportar a esas 
gestiones personas calificadas de los Estados del África occidental, el 
Commonwealth, otros Estados Miembros de las Naciones Unidas y organi-
zaciones internacionales a fin de acelerar el proceso de hacer justicia y lograr la 
reconciliación en Sierra Leona y en la región, 
Reiterando que la situación imperante en Sierra Leona constituye una 
amenaza a la paz y la seguridad internacionales, 
1. Pide al Secretario General que negocie un acuerdo con el Gobierno de 
Sierra Leona con el fin de crear un tribunal especial independiente en conso-
nancia con la presente resolución, y expresa su intención de adoptar sin demora 
nuevas medidas una vez que reciba y examine el informe del Secretario General 
a que se hace referencia en el párrafo 6 infra; 
2. Recomienda que el tribunal especial tenga competencia por razón de 
la materia particularmente respecto de los crímenes de lesa humanidad, los 
crímenes de guerra y otras violaciones graves del derecho internacional huma-
nitario, así como respecto de los delitos tipificados en el derecho pertinente de 
Sierra Leona que hayan sido cometidos dentro del territorio de Sierra Leona; 
3. Recomienda asimismo que el tribunal especial tenga competencia 
por razón de la persona respecto de aquellas personas a quienes cabe la mayor 
responsabilidad por la comisión de los delitos a que se hace referencia en el 
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párrafo 2, incluso, los dirigentes que han puesto en peligro el inicio y la apli-
cación del proceso de paz en Sierra Leona; 
4. Hace hincapié en la importancia de que se vele por la imparcialidad, 
independencia y credibilidad del proceso, en particular en lo que respecta a la 
condición de los jueces y los fiscales; 
5. Pide a ese respecto, que el Secretario General, en caso necesario, 
envíe a Sierra Leona un equipo de expertos según sea necesario para preparar el 
informe a que se hace referencia en el párrafo 6 infra; 
6. Pide al Secretario General que presente un informe al Consejo de 
Seguridad sobre la aplicación de la presente resolución, en particular sobre las 
consultas y negociaciones que haya celebrado con el Gobierno de Sierra Leona, 
en relación con el establecimiento de un tribunal especial, incluidas las 
recomendaciones pertinentes, a más tardar 30 días a contar de la fecha de la 
presente resolución; 
7. Pide al Secretario General que abarque en su informe las cuestiones 
relativas a la jurisdicción temporal del tribunal especial; un proceso de 
apelación, incluidas la oportunidad, viabilidad y conveniencia de contar con 
una sala de apelaciones en el tribunal especial o de compartir la sala de 
apelaciones de los tribunales penales internacionales para la ex Yugoslavia y 
Rwanda y otras opciones eficaces; y otro posible Estado anfitrión, en caso de 
que sea necesario que el tribunal especial funcione fuera de Sierra Leona, sede 
del tribunal, si las circunstancias así lo exijan; 
8. Pide que el Secretario General incluya recomendaciones sobre los 
aspectos siguientes: 
a) Todo acuerdo adicional que pueda requerirse para la prestación de la 
asistencia internacional que sea necesaria para el establecimiento y el funcio-
namiento del tribunal especial; 
b) El nivel de participación, apoyo y asistencia técnica de personas cali-
ficadas de Estados Miembros de las Naciones Unidas, en particular de los 
Estados miembros de la CEDEAO y el Commonwealth, así como de la 
Misión de las Naciones Unidas en Sierra Leona, que sean necesarias para el 
funcionamiento eficiente, independiente e imparcial del tribunal especial; 
c) El volumen de contribuciones voluntarias, según proceda, de fondos, 
equipo y servicios para el tribunal especial, incluso mediante las ofertas que 
formulen los Estados, las organizaciones internacionales y las organizaciones 
no gubernamentales de aportar los funcionarios expertos que sean necesarios; 
754 
RESOLUCIONES DEL CONSEJO DE SEGURIDAD DE LAS NACIONES UNIDAS 
d) La posibilidad de que el tribunal especial reciba, en caso de ser 
necesario y viable, servicios especializados y asesoramiento de los tribunales 
penales internacionales para la ex Yugoslavia y Rwanda; 
9. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1317 
(5 de septiembre de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 1270 (1999), de 22 de octubre de 1999, 
1289 (2000), de 7 de febrero de 2000, y 1313 (2000), de 4 de agosto de 2000, 
y todas las demás resoluciones pertinentes del Consejo, así como las declara-
ciones de su Presidente respecto de la situación en Sierra Leona, 
1. Decide prorrogar el actual mandato de la Misión de las Naciones 
Unidas en Sierra Leona hasta el 20 de septiembre de 2000; 
2. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
TAYIKISTÁN 
RESOLUCIÓN 1240 
(15 de mayo de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas las resoluciones y las declaraciones de su Presidente al 
respecto, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General sobre la situación 
en Tayikistán de fecha 6 de mayo de 1999 (S/1999/514), 
Reafirmando su determinación de preservar la soberanía e integridad terri-
torial de la República de Tayikistán y la inviolabilidad de sus fronteras, 
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Acogiendo con beneplácito los progresos en el proceso de paz de 
Tayikistán y el mantenimiento efectivo de la cesación del fuego entre el 
Gobierno de Tayikistán y la Oposición Tayika Unida, subrayando al mismo 
tiempo que es necesario hacer más esfuerzos para dar efectividad a los acuerdos 
y decisiones con medidas concretas y resolver las muchas cuestiones 
pendientes, 
Acogiendo también con beneplácito los renovados esfuerzos del Presi-
dente de la República de Tayikistán y de los líderes de la Comisión de Recon-
ciliación Nacional (CRN) para avanzar y acelerar la aplicación del Acuerdo 
General sobre el Establecimiento de la Paz y la Concordia Nacional en 
Tayikistán (S/1997/510), que han ayudado a impulsar la solución de las 
cuestiones políticas y militares, 
Acogiendo asimismo con beneplácito el estrecho contacto que mantiene 
la Misión de Observadores de las Naciones Unidas en Tayikistán (MONUT) 
con las partes, así como sus vínculos de cooperación con las Fuerzas Colec-
tivas de Mantenimiento de la Paz de la Comunidad de Estados Independientes 
(las Fuerzas de Mantenimiento de la Paz de la CEI), las fuerzas fronterizas 
rusas y la Misión de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en 
Europa (OSCE), 
Tomando nota con reconocimiento de la contribución que sigue aportando 
el Grupo de Contacto de Estados y Organizaciones Internacionales Garantes al 
proceso de paz, en particular mediante las reuniones plenarias conjuntas que 
periódicamente celebra con la CRN para examinar los progresos en la 
aplicación del Acuerdo General, 
Celebrando el hecho de que la situación general en Tayikistán ha perma-
necido en relativa calma y que hay una seguridad mayor que en períodos 
anteriores, pero observando al mismo tiempo que en algunas partes del país la 
situación sigue siendo tensa, 
Reconociendo que un apoyo internacional amplio sigue siendo funda-
mental para llevar a buen término el proceso de paz en Tayikistán, 
1. Acoge con agrado el informe del Secretario General de 6 de mayo de 
1999; 
2. Exhorta a las partes a que aceleren la aplicación plena y secuencial 
del Acuerdo General, especialmente el Protocolo sobre cuestiones militares 
(S/1997/209, anexo II), y a que establezcan las condiciones para celebrar en 
1999 un referéndum constitucional así como, en el momento oportuno, elec-
ciones presidenciales y parlamentarias, y alienta a la CRN a que intensifique 
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sus esfuerzos para entablar un amplio diálogo entre las diversas fuerzas 
políticas del país con miras a restablecer y fortalecer el acuerdo civil en 
Tayikistán; 
3. Toma nota con reconocimiento de la labor realizada por el Repre-
sentante Especial del Secretario General y todo el personal de la MONUT, los 
alienta a que continúen prestando asistencia a las partes en la aplicación del 
Acuerdo General, observa que la reapertura de las oficinas sobre el terreno 
fortalecería la labor de la Misión a este respecto, destaca la necesidad de que la 
Misión cuente con el personal y el apoyo financiero necesarios y pide al 
Secretario General que continúe estudiando los medios para asegurar una fun-
ción plena y activa de la MONUT en la aplicación del Acuerdo General; 
4. Alienta a la OSCE a que continúe cooperando estrechamente con las 
Naciones Unidas en las cuestiorfes relativas a la reforma constitucional, la 
democratización y las elecciones que se disponen en el Acuerdo General; 
5. Apoya la labor política activa del Grupo de Contacto para promover 
la aplicación del Acuerdo General y considera que la celebración de una reunión 
de este Grupo a nivel de Ministros de Relaciones Exteriores podría impulsar el 
proceso de paz; 
6. Acoge con beneplácito la permanente contribución que aportan las 
Fuerzas de Mantenimiento de la Paz de la CEI al prestar asistencia a las partes 
en la aplicación del Acuerdo General en coordinación con todos los interesados; 
7. Exhorta a las partes a que sigan cooperando para garantizar la segu-
ridad y la libertad de circulación del personal de las Naciones Unidas, las Fuer-
zas de Mantenimiento de la Paz de la CEI y demás personal internacional y 
recuerda a las partes que las posibilidades que tiene la comunidad internacional 
de movilizar y continuar la asistencia a Tayikistán están vinculadas a la segu-
ridad de dicho personal; 
8. Insta a los Estados Miembros y a los demás interesados a que hagan 
contribuciones voluntarias para iniciar proyectos de desmovilización y presten 
apoyo para la celebración de elecciones, respondiendo con prontitud y genero-
samente al llamamiento interinstitucional unificado para Tayikistán corres-
pondiente a 1999; 
9. Decide prorrogar el mandato de la MONUT por un período de seis 
meses hasta el 15 de noviembre de 1999; 
10. Pide al Secretario General que lo mantenga al corriente de todos los 
acontecimientos de importancia y le pide también que le presente un informe 
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sobre la aplicación de la presente resolución a los tres meses de su aprobación, 
a más tardar; 
11. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1274 
(12 de noviembre de 1999) 
• El Consejo de Seguridad, 
Recordando todas las resoluciones y las declaraciones de su Presidente al 
respecto, 
Habiendo examinado el informe del Secretario General sobre la situación 
en Tayikistán, de fecha 4 de noviembre de 1999 (S/1999/1127), 
Reafirmando su determinación de preservar la soberanía e integridad 
territorial de la República de Tayikistán y la inviolabilidad de sus fronteras, 
Celebrando los importantes avances del proceso de paz en Tayikistán, y 
en particular la celebración del referendo constitucional que siguió a la decla-
ración oficial de la Oposición Tayika Unida de haber desmovilizado sus 
unidades armadas y a ladecisión del Tribunal Supremo de Tayikistán de 
levantar las prohibiciones y restricciones a las actividades de los partidos y 
movimientos políticos de la Oposición Tayika Unida, y observando con 
satisfacción que estos acontecimientos han puesto al Tayikistán en la vía de la 
reconciliación nacional y la democratización, 
Celebrando también los renovados esfuerzos del Presidente de la Repú-
blica de Tayikistán y de los dirigentes de la Comisión de Reconciliación 
Nacional (CRN) para impulsar y acelerar la aplicación del Acuerdo General 
sobre el Establecimiento de la Paz y la Concordia Nacional en Tayikistán 
(S/1997/510), que han contribuido a frenar las disputas incipientes y a alcanzar 
los importantes hitos previstos en el Acuerdo General, 
Reconociendo que la celebración de elecciones presidenciales, el 6 de 
noviembre de 1999, es un paso necesario e importante hacia el logro de una 
paz duradera en Tayikistán, 
Celebrando asimismo el estrecho contacto que mantiene la Misión de 
Observadores de las Naciones Unidas en Tayikistán (MONUT) con las partes, 
así como sus vínculos de cooperación con las Fuerzas Colectivas de Manteni-
miento de la Paz de la Comunidad de Estados Independientes (las Fuerzas de 
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Mantenimiento de la Paz de la CEI), las fuerzas fronterizas rusas y la Misión 
de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE), 
Tomando nota con reconocimiento de la constante contribución al pro-
ceso de paz, del Grupo de Contacto de Estados y Organizaciones Internacio-
nales Garantes, en particular mediante las reuniones plenarias conjuntas que 
celebra periódicamente con la CRN para examinar los progresos y contribuir a 
superar las dificultades en la aplicación del Acuerdo General, 
Celebrando que la situación general en Tayikistán haya permanecido en 
relativa calma y exista una seguridad mayor que en períodos anteriores, pero 
observando que en algunas partes del país la situación sigue siendo tensa, 
Reconociendo que un apoyo internacional amplio sigue siendo funda-
mental para llevar a buen término el proceso de paz en Tayikistán, 
1. Acoge con satisfacción el informe del Secretario General de 4 de 
noviembre de 1999; 
2. Exhorta a las partes a que concierten nuevas medidas para aplicar 
plenamente el Acuerdo General, y en especial todas las disposiciones del 
Protocolo sobre cuestiones militares (S/1997/209, anexo II), y a que esta-
blezcan las condiciones necesarias para la oportuna celebración de elecciones 
parlamentarias, destaca la necesidad de que se reanude plenamente la labor de la 
CRN y alienta una vez más a la CRN a que intensifique sus esfuerzos para 
entablar un amplio diálogo entre las diversas fuerzas políticas del país, con 
miras a restablecer y fortalecer la concordia civil en Tayikistán; 
3. Acoge con satisfacción la firma por el Presidente de Tayikistán y el 
Presidente de la CRN, el 5 de noviembre de 1999, del Protocolo sobre 
garantías políticas durante la preparación y celebración de elecciones al Majlis-
i Oli (el parlamento) de la República de Tayikistán (S/l999/1159, anexo) y, 
teniendo en cuenta las preocupaciones expuestas por el Secretario General en 
su informe, considera que la aplicación estricta de este Protocolo es esencial 
para que se celebren con éxito elecciones parlamentarias libres, imparciales y 
democráticas bajo supervisión internacional, como prevé el Acuerdo General; 
4. Toma nota con reconocimiento de la labor del nuevo Representante 
Especial del Secretario General y todo el personal de la MONUT, les alienta a 
que sigan prestando asistencia a las partes en la aplicación del Acuerdo 
General, reitera la necesidad de que la Misión opere en todo el país y disponga 
del apoyo financiero y de personal necesario, y pide al Secretario General que 
siga estudiando los medios de garantizar una participación plena y activa de la 
MONUT en la aplicación del Acuerdo General; 
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5. Reitera la importancia de que las Naciones Unidas participen, en 
cooperación estrecha y continua con la OSCE, en los preparativos y la super-
visión de las elecciones parlamentarias en Tayikistán, que será el último 
acontecimiento importante del período de transición previsto en el Acuerdo 
General; 
6. Apoya la participación activa y continuada del Grupo de Contacto en 
el proceso de paz; 
7. Celebra la constante contribución de las Fuerzas de Mantenimiento 
de la Paz de la CEI, con la asistencia que prestan a las partes en la aplicación 
del Acuerdo General, en coordinación con todos los interesados; 
8. Exhorta a las partes a que sigan cooperando para garantizar la segu-
ridad y la libertad de movimientos del personal de las Naciones Unidas, las 
Fuerzas de Mantenimiento de la Paz de la CEI y el personal internacional de 
otra índole, y recuerda a las partes que la posibilidad de que la comunidad inter-
nacional movilice y siga prestando asistencia a Tayikistán está vinculada a la 
seguridad de ese personal; 
9. Expresa su profunda preocupación por la precaria situación huma-
nitaria de Tayikistán, y acoge con satisfacción la asistencia proporcionada por 
los Estados Miembros, las organizaciones internacionales y el personal huma-
nitario con miras a aplicar el Acuerdo General y atender a las necesidades 
humanitarias, de rehabilitación y de desarrollo de Tayikistán; 
10. Insta a los Estados Miembros y a los demás interesados a que 
aporten contribuciones, voluntarias para emprender proyectos de 
desmovilización y reintegración, presten apoyo a la celebración de elecciones y 
sigan respondiendo con prontitud y generosidad al l lamamiento 
interinstitucional unificado para Tayikistán de 1999, y acoge con beneplácito 
la preparación de un nuevo llamamiento para el 2000, documento estratégico 
que guiará la transición gradual hacia un planteamiento más orientado al 
desarrollo; 
11. Decide prorrogar el mandato de la MONUT por un período de seis 
meses, hasta el 15 de mayo del 2000; 
12. Pide al Secretario General que le mantenga informado de todos los 
acontecimientos de importancia, le pide también que le presente, una vez 
celebradas las elecciones parlamentarias y dentro de los cuatro meses siguientes 
a la aprobación de la presente resolución, un informe provisional sobre la 
aplicación de ésta, y apoya su intención de describir, en el mencionado infor-
me, la función política futura de las Naciones Unidas para ayudar a Tayikistán 
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a no apartarse del camino de la paz y la reconciliación nacional, y para contri-
buir al desarrollo democrático de la sociedad de Tayikistán una vez haya 
concluido el mandato de la MONUT; 
13. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
TERRORISMO INTERNACIONAL 
RESOLUCIÓN 1269 
(19 de octubre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Profundamente preocupado por el aumento de los actos de terrorismo 
internacional que ponen en peligro la vida y el bienestar de las personas en 
todo el mundo, así como la paz y la seguridad de todos los Estados, 
Condenando todos los actos terroristas, independientemente de su moti-
vación y dondequiera y por quienquiera que sean cometidos, 
Consciente de todas las resoluciones pertinentes de la Asamblea General, 
incluida la resolución 49/60, de 9 de diciembre de 1994, por la que la Asam-
blea aprobó la Declaración sobre medidas para eliminar el terrorismo inter-
nacional, 
Subrayando la necesidad de intensificar la lucha contra el terrorismo en el 
plano nacional y de reforzar, bajo los auspicios de las Naciones Unidas, la 
cooperación internacional efectiva en esta esfera basada en el respeto de los 
principios de la Carta de las Naciones Unidas y las normas del derecho interna-
cional, incluido el respeto del derecho internacional humanitario y de los 
derechos humanos, 
Apoyando los esfuerzos encaminados a promover la participación univer-
sal en las convenciones internacionales vigentes contra el terrorismo y su apli-
cación, así como a elaborar nuevos instrumentos internacionales para hacer 
frente a la amenaza terrorista, 
Encomiando la labor desarrollada por la Asamblea General, los órganos y 
los organismos especializados pertinentes de las Naciones Unidas y las organi-




Decidido a contribuir, de conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas, a los esfuerzos encaminados a luchar contra toda forma de terrorismo 
Reafirmando que la represión de los actos de terrorismo internacional, 
incluidos aquellos en los que están implicados los Estados, es una 
contribución esencial al mantenimiento de la paz y la seguridad 
internacionales, 
1. Condena inequívocamente todos los actos, métodos y prácticas terro-
ristas por considerarlos criminales e injustificables, independientemente de su 
motivación y dondequiera y por quienquiera que sean cometidos, en todas sus 
formas y manifestaciones, en particular los que puedan representar una 
amenaza para la paz y la seguridad internacionales; 
2. Hace un llamamiento a todos los Estados para que apliquen plena-
mente las convenciones internacionales contra el terrorismo en las que son 
partes, alienta a todos los Estados a considerar con carácter prioritario la posi-
bilidad de adherirse a aquéllas en las que no lo son y alienta también a que se 
aprueben con rapidez las convenciones pendientes; 
3. Destaca la función vital que desempeñan las Naciones Unidas en el 
fortalecimiento de la cooperación internacional en la lucha contra el terrorismo 
y pone de relieve la importancia de una mayor coordinación entre los Estados y 
las organizaciones internacionales y regionales; 
4. Hace un llamamiento a todos los Estados para que, entre otras cosas, 
en el contexto de esa cooperación y coordinación, adopten medidas apropiadas 
para: 
— Cooperar entre sí, especialmente en el marco de acuerdos y arreglos 
bilaterales y multilaterales, para prevenir y reprimir los actos terroristas, pro-
teger a sus nacionales y otras personas de los ataques terroristas y enjuiciar a 
los responsables de tales actos; 
— Prevenir y reprimir en sus territorios por todos los medios lícitos la 
preparación y financiación de todo acto terrorista; 
— Denegar refugio a quienes planifiquen, financien o cometan actos 
terroristas, velando por que sean detenidos y procesados o extraditados; 
— Cerciorarse, antes de conceder el estatuto de refugiado a quien solicite 
asilo, de conformidad con las disposiciones pertinentes del derecho nacional e 
internacional, incluidas las normas internacionales de derechos humanos, de 
que no haya participado en actos terroristas; 
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— Intercambiar información, de conformidad con el derecho interna-
cional y nacional, y cooperar en asuntos administrativos y judiciales a fin de 
prevenir la comisión de actos terroristas; 
5. Pide al Secretario General que, en los informes que presente a la 
Asamblea General, en particular en virtud de lo dispuesto en su resolución 
50/53 sobre la adopción de medidas destinadas a eliminar el terrorismo interna-
cional, preste atención especial a la necesidad de prevenir y combatir la ame-
naza que las actividades terroristas representan para la paz y la seguridad 
internacionales; 
6. Expresa que está dispuesto a examinar las disposiciones pertinentes 
de los informes mencionados en el párrafo 5 supra y a adoptar las medidas 
necesarias, de conformidad con la responsabilidad que le incumbe en virtud de 
la Carta de las Naciones Unidas, para hacer frente a las amenazas terroristas 
contra la paz y la seguridad internacionales; 
7. Decide seguir ocupándose de esta cuestión. 
TIMOR ORIENTAL 
RESOLUCIÓN 1236 
(7 de mayo de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones anteriores relativas a la situación en Timor 
Oriental, 
Recordando también las resoluciones de la Asamblea General 1514 (XV), 
1541 (XV) y 2625 (XXV) y otras resoluciones de la Asamblea General sobre 
la cuestión de Timor Oriental, en particular la resolución 37/30, 
Teniendo presentes los esfuerzos desplegados constantemente desde julio 
de 1983 por los Gobiernos de Indonesia y Portugal, utilizando los buenos 
oficios del Secretario General, a fin de encontrar una solución justa, amplia e 
internacionalmente aceptable de la cuestión de Timor Oriental, 
Acogiendo con beneplácito los progresos alcanzados en la última serie de 
conversaciones entre los Gobiernos de Portugal e Indonesia, bajo los auspicios 
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del Secretario General de las Naciones Unidas, que condujeron a la concertación 
de varios acuerdos en Nueva York el 5 de mayo de 1999, 
Encomiando, en particular, las gestiones realizadas por el Representante 
Personal del Secretario General a ese respecto, 
Tomando nota del informe del Secretario General (S/1999/513), 
Tomando nota de la preocupación expresada en el informe del Secretario 
General en relación con las condiciones de seguridad en Timor Oriental, 
1. Acoge con beneplácito la concertación, el 5 de mayo de 1999, del 
Acuerdo entre Indonesia y Portugal sobre la cuestión de Timor Oriental (el 
Acuerdo General) (S/1999/513, anexo I); 
2. Acoge asimismo con beneplácito la concertación, en esa misma 
fecha, de los acuerdos entre las Naciones Unidas y los Gobiernos de Indonesia 
y Portugal relativos a los arreglos en materia de seguridad (S/1999/513, anexo 
III) y las modalidades de la consulta popular a los timorenses orientales 
mediante votación directa (S/1999/513, anexo II); 
3. Acoge además con beneplácito el propósito manifestado por el 
Secretario General de establecer lo antes posible una presencia de las Naciones 
Unidas en Timor Oriental con miras a prestar asistencia en la aplicación de 
esos acuerdos, entre otras cosas mediante: 
a) La realización de una consulta al pueblo de Timor Oriental sobre la 
aceptación o el rechazo de un marco constitucional para la autonomía de Timor 
Oriental, prevista para el 8 de agosto de 1999, de conformidad con el Acuerdo 
General; 
b) El despliegue de oficiales de policía civil que actuarán como asesores 
de la policía de Indonesia en el cumplimiento de sus funciones en Timor 
Oriental y, durante la consulta, supervisarán la tarea de escoltar las urnas y 
cédulas de voto hacia y desde los centros de votación; 
4. Subraya la importancia de las solicitudes formuladas al Secretario 
General en el Acuerdo General de que informe al Consejo de Seguridad y la 
Asamblea General, así como a los Gobiernos de Indonesia y Portugal, y al 
pueblo de Timor Oriental, sobre el resultado de la consulta popular y, en el 
período de transición entre la conclusión de la consulta popular y el inicio de 
la aplicación de una de las dos opciones, la autonomía dentro de Indonesia o la 
transición hacia la independencia, mantenga una presencia adecuada de las 
Naciones Unidas en Timor Oriental; 
5. Subraya asimismo la obligación del Gobierno de Indonesia de man-
tener la paz y la seguridad en Timor Oriental a fin de garantizar que la consulta 
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se celebre de manera imparcial y pacífica en una atmósfera libre de intimi-
dación, violencia o injerencia de cualquiera de las partes y de garantizar la 
seguridad y protección de los funcionarios y observadores de las Naciones 
Unidas y de otros organismos internacionales en Timor Oriental; 
6. Subraya además la importancia de la asistencia que presta el 
Gobierno de Indonesia al garantizar que las Naciones Unidas puedan llevar a 
cabo todas las tareas que les han sido encomendadas para la aplicación de los 
Acuerdos; 
7. Acoge con beneplácito el establecimiento por el Secretario General 
de un fondo fiduciario que permita a los Estados Miembros hacer contri-
buciones voluntarias para prestar asistencia en la financiación de la presencia 
de las Naciones Unidas en Timor Oriental, e insta a todos los Estados 
Miembros que están en condiciones de hacerlo a que aporten contribuciones sin 
demoras; 
8. Pide al Secretario General que lo mantenga plenamente informado 
sobre la situación en Timor Oriental, que le informe lo antes posible, y en 
todo caso antes del 24 de mayo de 1999, sobre la aplicación de la presente 
resolución y de los acuerdos mencionados en los párrafos 1 y 2 supra 
mediante, entre otras cosas, una descripción de las modalidades detalladas del 
proceso de consulta, que le formule recomendaciones detalladas a los efectos de 
la adopción de una decisión sobre el mandato, las dimensiones, la estructura y 
el presupuesto de la Misión de las Naciones Unidas, incluidos los oficiales de 
policía civil indicados en el párrafo 3 supra, y que le informe cada 14 días a 
partir de entonces; 
9. Expresa su intención de adoptar en breve una decisión sobre el esta-
blecimiento de una Misión de las Naciones Unidas sobre la base del informe 
mencionado en el párrafo 8 supra; 
10. Pide al Secretario General que le informe antes de la iniciación del 
empadronamiento de votantes si, sobre la base de la evaluación objetiva de la 
Misión de las Naciones Unidas, existen o no las condiciones necesarias de 
seguridad para la realización del proceso de consulta en condiciones pacíficas; 




(11 de junio de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones anteriores relativas a la situación en Timor 
Oriental, en particular la resolución 1236 (1999), de 7 de mayo de 1999, 
Recordando el Acuerdo entre Indonesia y Portugal sobre la cuestión de 
Timor Oriental, de fecha 5 de mayo de 1999 (el Acuerdo General), y los 
acuerdos concertados entre las Naciones Unidas y los Gobiernos de Indonesia y 
Portugal, de la misma fecha, respecto de las modalidades de la consulta popular 
directa a los timorenses orientales y respecto de las medidas de seguridad 
(el Acuerdo sobre la Seguridad) (S/l999/513, anexos I a III), 
Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General sobre la 
cuestión de Timor Oriental de 22 de mayo de 1999 (S/1999/595), 
Tomando nota con preocupación de la evaluación del Secretario General 
contenida en su informe de que la situación de la seguridad en Timor Oriental 
sigue siendo "extremadamente tensa e inestable", 
Tomando nota de la acuciante necesidad de que se reconcilien entre sí las 
diversas facciones rivales de Timor Oriental, 
Acogiendo con beneplácito la fructífera cooperación del Gobierno de 
Indonesia y las autoridades locales de Timor Oriental con las Naciones Unidas, 
Tomando nota de la carta dirigida al Presidente del Consejo de Seguridad 
por el Representante Permanente de Portugal ante las Naciones Unidas con 
fecha 7 de junio de 1999 (S/1999/652), 
Acogiendo con beneplácito la conclusión de las consultas entre el 
Gobierno de Indonesia y las Naciones Unidas sobre el despliegue de oficiales 
de enlace militar en el marco de la misión establecida por la presente 
resolución, 
Teniendo presentes los constantes esfuerzos que han venido desplegando 
los Gobiernos de Indonesia y Portugal desde julio de 1983, mediante los bue-
nos oficios del Secretario General, a fin de encontrar una solución justa, com-
pleta y aceptable internacionalmente para la cuestión de Timor Oriental, 
Acogiendo con beneplácito el nombramiento del Representante Especial 
del Secretario General para la consulta popular de Timor Oriental y reiterando 
su apoyo a las gestiones del Representante Personal del Secretario General para 
Timor Oriental, 
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1. Decide establecer hasta el 31 de agosto de 1999 la Misión de las 
Naciones Unidas en Timor Oriental (UNAMET), que se encargará de organizar 
y realizar una consulta popular, que se prevé celebrar el 8 de agosto de 1999, 
consistente en una votación directa, secreta y universal a fin de determinar si el 
pueblo de Timor Oriental acepta el marco constitucional propuesto que prevé 
una autonomía especial para Timor Oriental dentro del Estado unitario de la 
República de Indonesia, o si lo rechaza, lo que llevará a que Timor Oriental se 
separe de Indonesia, de conformidad con el Acuerdo General, y permitir que el 
Secretario General cumpla el cometido que se le encomienda en el párrafo 3 del 
Acuerdo sobre la Seguridad; 
2. Autoriza que hasta el 31 de agosto se desplieguen en la UNAMET 
hasta 280 oficiales de policía civil para que asesoren a la policía de Indonesia 
en el desempeño de sus funciones y, durante la consulta, supervisen el traslado 
de las cédulas de votación y las urnas hasta las mesas electorales y desde éstas; 
3. Autoriza hasta el 31 de agosto de 1999 el despliegue en la UNAMET 
de 50 oficiales de enlace militar para que mantengan contacto con las Fuerzas 
Armadas Indonesias a fin de permitir al Secretario General que cumpla el 
cometido que se le encomienda en el Acuerdo General y el Acuerdo sobre la 
Seguridad; 
4. Hace suya la propuesta del Secretario General de que la UNAMET 
incorpore también los componentes siguientes: 
a) Un componente político encargado de supervisar la imparcialidad del 
entorno político, garantizando la libertad de todas las organizaciones políticas 
y otras de carácter no gubernamental para que realicen libremente sus 
actividades, y de supervisar y asesorar al Representante Especial en todas las 
cuestiones que tengan consecuencias políticas; 
b) Un componente electoral encargado de todas las actividades relacio-
nadas con la inscripción en el registro y la votación; 
c) Un componente de información encargado de explicar al pueblo de 
Timor Oriental, en forma objetiva e imparcial sin prejuzgar ninguna posición 
o resultado, los términos del Acuerdo General y el marco de la autonomía 
propuesto, proporcionar información sobre el proceso y el procedimiento de la 
votación y explicar las consecuencias del voto favorable o contrario a la 
propuesta; 
5. Toma nota de la intención de los Gobiernos de Indonesia y Portugal 
de enviar un número igual de representantes para que observen todas las etapas 
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operacionales del proceso de consulta, tanto en Timor Oriental como fuera de 
éste; 
6. Acoge con beneplácito el propósito del Secretario General de con-
certar lo antes posible un acuerdo con el Gobierno de Indonesia sobre el esta-
tuto de la Misión e insta a que las negociaciones concluyan en breve con miras 
al despliegue completo y oportuno de la UNAMET; 
7. Hace un llamamiento a todas las partes para que cooperen con la 
UNAMET en el cumplimiento de su mandato y velen por la seguridad y la 
libertad de circulación de su personal en el desempeño de ese mandato en todas 
las zonas de Timor Oriental; 
8. Aprueba las modalidades de puesta en práctica del proceso de la 
consulta popular prevista para el 8 de agosto de 1999, según se indica en los 
párrafos 15 a 18 del informe del Secretario General, de 22 de mayo de 1999; 
9. Subraya una vez más la obligación del Gobierno de Indonesia de 
mantener la paz y la seguridad en Timor Oriental, particularmente en la situa-
ción actual a que se hace referencia en el informe del Secretario General, con 
objeto de asegurar que la consulta popular se lleve a cabo de manera imparcial 
y pacífica y en un entorno sin intimidaciones, violencia ni injerencia de nin-
guna de las partes, y de que se garantice la seguridad del personal de las Nacio-
nes Unidas y de otros funcionarios y observadores internacionales en Timor 
Oriental; 
10. Acoge con beneplácito a este respecto la decisión adoptada por el 
Gobierno de Indonesia de establecer un grupo ministerial encargado de 
supervisar y garantizar la seguridad de la consulta popular, de conformidad con 
el artículo 3 del Acuerdo General y el párrafo 1 del Acuerdo sobre la Seguridad; 
11. Condena todos los actos de violencia, independientemente de donde 
procedan, y pide que se ponga fin a dichos actos y que todos los grupos arma-
dos en Timor Oriental depongan sus armas, se adopten las medidas necesarias 
para lograr el desarme y se adopten otras medidas a fin de garantizar un entorno 
seguro, libre de violencia u otras formas de intimidación, lo que es requisito 
previo para la celebración de una votación libre e imparcial en Timor Oriental; 
12. Pide a todas las partes que garanticen las condiciones necesarias para 
la total realización de la consulta popular, con la plena participación del 
pueblo de Timor Oriental; 
13. Insta a que se haga todo lo posible a fin de que la Comisión para la 
paz y la estabilidad pueda desempeñar sus funciones y subraya en particular la 
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necesidad de que las autoridades indonesias proporcionen seguridad y protección 
personal a los miembros de la Comisión en cooperación con la UNAMET; 
14. Reitera la petición formulada al Secretario General de que le 
mantenga plenamente al corriente de la situación y siga informándole cada 14 
días sobre la aplicación de sus resoluciones y los Acuerdos tripartitos y acerca 
de la situación de la seguridad en Timor Oriental; 
15. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1257 
(3 de agosto de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones anteriores sobre la situación en Timor 
Oriental, en particular, la resolución 1246 (1999), de 11 de junio de 1999, 
Tomando nota de la carta de fecha 28 de julio de 1999 dirigida al Presi-
dente del Consejo de Seguridad por el Secretario General (S/1999/830), en la 
que informa al Consejo de su decisión de aplazar la consulta popular en Timor 
Oriental hasta el 30 de agosto de 1999 y solicita que se autorice la prórroga del 
mandato de la Misión de las Naciones Unidas en Timor Oriental (UNAMET) 
por un mes, 
1. Decide prorrogar el mandato de la UNAMET hasta el 30 de 
septiembre de 1999; 
2. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1262 
(27 de agosto de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones anteriores sobre la situación en Timor 
Oriental, en particular la resolución 1246 (1999), de 11 de junio de 1999, y la 
resolución 1257 (1999), de 3 de agosto de 1999, 
Recordando el Acuerdo entre Indonesia y Portugal sobre la cuestión de 
Timor Oriental, de 5 de mayo de 1999, y los Acuerdos entre las Naciones 
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Unidas y los Gobiernos de Indonesia y Portugal, de la misma fecha, sobre las 
modalidades de la consulta popular directa de los timorenses orientales y las 
medidas de seguridad (S/1999/513, anexos I a III), 
Acogiendo complacido el informe del Secretario General de 9 de agosto de 
1999 (S/1999/862), 
Tomando nota de la necesidad de que las Naciones Unidas prosigan sus 
esfuerzos en Timor Oriental durante el período posterior a la consulta a fin de 
fomentar la confianza y apoyar la estabilidad en el Territorio y asegurar a todos 
los grupos, en particular a los que obtengan menos votos en la consulta, que 
tienen una función que desempeñar en la vida política futura de Timor 
Oriental, 
Acogiendo complacido la propuesta del Secretario General de que la 
Misión de las Naciones Unidas en Timor Oriental (UNAMET) continúe sus 
actividades en la etapa de transición entre la conclusión de la consulta popular 
y el comienzo de la aplicación de su resultado y de que sus funciones y su 
estructura se adapten en consecuencia, 
Encomiando a la UNAMET por la ejecución imparcial y eficaz de su 
mandato y acogiendo con beneplácito que en el informe del Secretario General 
se confirme que la Misión seguirá haciendo todo lo posible para cumplir su 
cometido de esta manera, 
Acogiendo con beneplácito la provechosa cooperación del Gobierno de 
Indonesia con las Naciones Unidas en Timor Oriental, 
1. Decide prorrogar el mandato de la UNAMET hasta el 30 de noviem-
bre de 1999 y hace suya la propuesta del Secretario General de que, en la etapa 
de transición, la UNAMET incorpore los componentes siguientes: 
a) Una dependencia electoral como la que se describe en el informe del 
Secretario General; 
b) Un componente de policía civil con un máximo de 460 personas 
encargado de seguir asesorando a la policía indonesia y de preparar el recluta-
miento y adiestramiento de la nueva fuerza policial timorense oriental; 
c) Un componente de enlace militar con un máximo de 300 personas, 
según se indica en el informe del Secretario General, encargado de desempeñar 
las funciones necesarias de enlace militar, de continuar participando en la labor 
de los órganos de Timor Oriental creados para promover la paz, la estabilidad y 
la reconciliación, y de asesorar al Representante Especial para la consulta 
popular de Timor Oriental sobre cuestiones de seguridad, según proceda, con 
arreglo a la aplicación de los Acuerdos del 5 de mayo de 1999; 
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d) Un componente de asuntos civiles encargado de asesorar al Repre-
sentante Especial para la consulta popular de Timor Oriental en relación con la 
supervisión de los Acuerdos del 5 de mayo de 1999, según se indica en el 
informe del Secretario General; 
e) Un componente de información pública encargado de informar de los 
progresos logrados en la aplicación del resultado de la consulta, y de difundir 
un mensaje que promueva la reconciliación, la confianza, la paz y la esta-
bilidad; 
2. Exhorta a todas las partes a cooperar con la UNAMET en el cumpli-
miento de su mandato y a velar por la seguridad y la libertad de circulación de 
su personal en el desempeño de ese mandato en todas las regiones de Timor 
Oriental; 
3. Recuerda la responsabilidad permanente de Indonesia de mantener la 
paz y la seguridad de Timor Oriental durante la etapa de transición; 
4. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1264 
(15 de septiembre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones anteriores y las declaraciones de su Presi-
dente sobre la situación en Timor Oriental, 
Recordando asimismo el Acuerdo entre Indonesia y Portugal sobre la 
cuestión de Timor Oriental de 5 de mayo de 1999 y los Acuerdos entre las 
Naciones Unidas y los Gobiernos de Indonesia y Portugal de esa misma fecha 
sobre las modalidades de la consulta popular de los habitantes de Timor Orien-
tal mediante votación directa y las disposiciones de seguridad (S/1999/513, 
anexos I a III), 
Reiterando su beneplácito por el éxito de la consulta popular del pueblo 
de Timor Oriental celebrada el 30 de agosto de 1999 y tomando nota de su 
resultado, que considera refleja con exactitud la opinión del pueblo de Timor 
Oriental, 
Profundamente preocupado por el empeoramiento de la situación de 
Timor Oriental en materia de seguridad, en particular por la continuación de 
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los actos de violencia contra la población civil de Timor Oriental y el despla-
zamiento y reasentamiento en gran escala de estas personas, 
Profundamente preocupado también por los ataques contra el personal y los 
locales de la Misión de las Naciones Unidas en Timor Oriental (UNAMET), 
contra otros funcionarios y contra el personal humanitario internacional y 
nacional, 
Recordando los principios pertinentes contenidos en la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y Personal Asociado, apro-
bada el 9 de diciembre de 1994, 
Profundamente consternado por el empeoramiento de la situación huma-
nitaria en Timor Oriental, sobre todo porque afecta a mujeres, niños y otros 
grupos vulnerables, 
Reafirmando el derecho de los refugiados y las personas desplazadas a 
regresar sanos y salvos a sus hogares, 
Haciendo suyo el informe de la Misión del Consejo de Seguridad a 
Yakarta y Dili (S/1999/976), 
Acogiendo complacido la declaración del Presidente de Indonesia de 12 de 
septiembre de 1999 en la que manifestó que Indonesia estaba dispuesta a 
aceptar el envío a Timor Oriental de una fuerza internacional de mantenimiento 
de la paz por conducto de las Naciones Unidas, 
Acogiendo con beneplácito la carta dirigida al Secretario General por el 
Ministro de Relaciones Exteriores de Australia, de 14 de septiembre de 1999 
(S/l 999/975), 
Reafirmando el respeto de la soberanía y la integridad territorial de 
Indonesia, 
Expresando su preocupación por las informaciones según las cuales se 
han perpetrado violaciones sistemáticas, generalizadas y patentes del derecho 
humanitario internacional y del derecho relativo a los derechos humanos en 
Timor Oriental, y subrayando que las personas que cometen dichas violaciones 
son individualmente responsables de ellas, 
Habiendo determinado que la situación actual en Timor Oriental consti-
tuye una amenaza a la paz y la seguridad, 
Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
1. Condena todos los actos de violencia perpetrados en Timor Oriental, 
insta a que se les ponga fin de inmediato y exige que los responsables de 
dichos actos sean obligados a comparecer ante la justicia; 
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2. Subraya la urgente necesidad de prestar asistencia humanitaria coordi-
nada y la importancia de permitir un acceso pleno, seguro y sin trabas a las 
organizaciones que prestan asistencia humanitaria e insta a todas las partes a 
que cooperen con dichas organizaciones de modo que se garantice la protección 
de los civiles en peligro, el regreso seguro de los refugiados y personas despla-
zadas y la prestación eficaz de la ayuda humanitaria; 
3. Autoriza la creación de una fuerza multinacional bajo una estructura 
de mando unificado, de conformidad con la solicitud del Gobierno de Indonesia 
transmitida al Secretario General el 12 de septiembre de 1999, para cumplir las 
siguientes tareas: restablecer la paz y la seguridad en Timor Oriental, proteger 
y prestar apoyo a la UNAMET en el desempeño de sus tareas y, dentro de las 
posibilidades de la fuerza, facilitar las operaciones de asistencia humanitaria, y 
autoriza a los Estados que participen en la fuerza multinacional a adoptar todas 
las medidas necesarias para cumplir el presente mandato; 
4. Acoge complacido el compromiso expreso del Gobierno de Indonesia 
de cooperar con la fuerza multinacional en todos los aspectos del desempeño de 
su mandato, y espera con interés una estrecha coordinación entre la fuerza 
multinacional y el Gobierno de Indonesia; 
5. Destaca que el Gobierno de Indonesia sigue siendo responsable, en 
virtud de los Acuerdos del 5 de mayo de 1999, teniendo en cuenta el mandato 
de la fuerza multinacional enunciado en el párrafo 3 supra, de mantener la paz 
y la seguridad en Timor Oriental en la fase de transición entre la conclusión de 
la consulta popular y el comienzo de la aplicación de sus resultados, así como 
de garantizar la seguridad del personal y los locales de la UNAMET; 
6. Acoge complacido los ofrecimientos de los Estados Miembros de 
organizar, dirigir y aportar contribuciones a la fuerza multinacional de Timor 
Oriental, pide a los Estados Miembros que hagan más contribuciones de 
personal, equipo y otros recursos e invita a los Estados Miembros que estén en 
condiciones de aportar contribuciones que informen de ello a los dirigentes de 
la fuerza multinacional y al Secretario General; 
7. Subraya que es responsabilidad de las autoridades indonesias adoptar 
medidas inmediatas y eficaces para asegurar el regreso seguro de los refugiados 
a Timor Oriental; 
8. Toma nota de que el artículo 6 del Acuerdo del 5 de mayo de 1999 
dispone que los Gobiernos de Indonesia y Portugal y el Secretario General 
llegarán a un acuerdo sobre las disposiciones necesarias para un traspaso pací-
fico y ordenado de la autoridad en Timor Oriental a las Naciones Unidas y pide 
773 
DOCUMENTACIÓN 
a los dirigentes de la fuerza multinacional que cooperen estrechamente con las 
Naciones Unidas a fin de facilitar estos arreglos y prestar el apoyo necesario; 
9. Subraya que los gastos de la fuerza correrán por cuenta de los Estados 
Miembros participantes y pide al Secretario General que establezca un fondo 
fiduciario que permita encauzar contribuciones hacia los Estados u operaciones 
de que se trate; 
10. Conviene en que la fuerza multinacional deberá desplegarse colecti-
vamente en Timor Oriental hasta que sea reemplazada lo antes posible por una 
operación de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas, e invita al 
Secretario General a que haga recomendaciones a la brevedad posible al Con-
sejo de Seguridad acerca de una operación de mantenimiento de la paz; 
11. Invita al Secretario General a que prepare y haga los planes nece-
sarios para establecer una administración de transición de las Naciones Unidas 
en Timor Oriental, a la cual se incorpore una operación de mantenimiento de 
paz de las Naciones Unidas, que se desplegará durante la fase de aplicación de 
los resultados de la consulta popular (fase III), y que formule recomendaciones 
cuanto antes al Consejo de Seguridad; 
12. Pide a los dirigentes de la fuerza multinacional que presenten al 
Consejo, por conducto del Secretario General, informes periódicos sobre los 
progresos en el cumplimiento de su mandato; el primero de dichos informes 
deberá presentarse a más tardar 14 días después de la aprobación de la presente 
resolución; 
13. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1272 
(25 de octubre de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones anteriores y las declaraciones de su Presi-
dente sobre la situación en Timor Oriental, en particular las resoluciones 384 
(1975), de 22 de diciembre de 1975, 389 (1976), de 22 de abril de 1976, 1236 
(1999), de 7 de mayo de 1999, 1246 (1999), de 11 de junio de 1999, 1262 
(1999), de 27 de agosto de 1999, y 1264 (1999), de 15 de septiembre de 1999, 
Recordando asimismo el Acuerdo entre Indonesia y Portugal sobre la 
cuestión de Timor Oriental de 5 de mayo de 1999 y los Acuerdos entre las 
Naciones Unidas y los Gobiernos de Indonesia y Portugal de esa misma fecha, 
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sobre las modalidades de la consulta popular de los habitantes de Timor Orien-
tal mediante votación directa y las disposiciones de seguridad (S/1999/513, 
anexos I a III), 
Reiterando su beneplácito por el éxito de la consulta popular del pueblo 
de Timor Oriental celebrada el 30 de agosto de 1999 y tomando nota de su 
resultado, en virtud del cual el pueblo de Timor Oriental expresó claramente su 
deseo de comenzar, bajo la autoridad de las Naciones Unidas, un proceso de 
transición hacia la independencia, que considera un fiel reflejo de la opinión del 
pueblo de Timor Oriental, 
Acogiendo con beneplácito la decisión de la Asamblea Consultiva del 
pueblo indonesio relativa a Timor Oriental, de 19 de octubre de 1999, 
Destacando la importancia de la reconciliación del pueblo de Timor 
Oriental, 
Encomiando a la Misión de las Naciones Unidas en Timor Oriental 
(UNAMET) por la admirable valentía y la determinación demostradas en el 
cumplimiento de su mandato, 
Acogiendo con beneplácito el despliegue de una fuerza multinacional en 
Timor Oriental, de conformidad con la resolución 1264 (1999), y reconociendo 
la importancia de la cooperación en esta cuestión entre el Gobierno de 
Indonesia y la fuerza multinacional, 
Tomando nota del informe del Secretario General de 4 de octubre de 1999 
(S/1999/1024), 
Tomando nota con satisfacción del resultado favorable de la reunión 
trilateral celebrada el 28 de septiembre de 1999, que se indica en el informe del 
Secretario General, 
Profundamente preocupado por la grave situación humanitaria a conse-
cuencia de la violencia en Timor Oriental y por el desplazamiento y el reasen-
tamiento en gran escala de civiles de Timor Oriental, incluidas grandes canti-
dades de mujeres y niños, 
Reafirmando la necesidad de que todas las partes velen por que se protejan 
los derechos de los refugiados y las personas desplazadas y que éstos estén en 
condiciones de regresar voluntariamente, sanos y salvos, a sus hogares, 
Reafirmando el respeto de la soberanía y la integridad territorial de 
Indonesia, 
Tomando nota de la importancia de velar por la seguridad de las fronteras 
de Timor Oriental y tomando nota en ese sentido de que las autoridades de 
Indonesia han expresado su propósito de colaborar con la fuerza multinacional 
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desplegada con arreglo a la resolución 1264 (1999) y con la Administración de 
Transición de las Naciones Unidas para Timor Oriental, 
Expresando su preocupación por las informaciones según las cuales en 
Timor Oriental se han perpetrado violaciones sistemáticas, generalizadas y 
patentes del derecho humanitario internacional, subrayando que las personas 
que cometen dichas violaciones son individualmente responsables de ellas, e 
instando a todas las partes a colaborar con las investigaciones relativas a estas 
informaciones, 
Recordando los principios pertinentes estipulados en la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, 
aprobada el 9 de diciembre de 1994, 
Habiendo determinado que la situación actual en Timor Oriental consti-
tuye una continua amenaza para la paz y la seguridad, 
Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, 
1. Decide establecer, de conformidad con el informe del Secretario 
General, la Administración de Transición de las Naciones Unidas para Timor 
Oriental (UNTAET), que tendrá la responsabilidad general de la administración 
de Timor Oriental y poseerá facultades para ejercer la total autoridad legislativa 
y ejecutiva, incluida la administración de justicia; 
2. Decide también que el mandato de la UNTAET constará de los 
siguientes componentes: 
a) Proporcionar seguridad y mantener el orden público en todo el terri-
torio de Timor Oriental; » 
b) Establecer una administración eficaz; 
c) Contribuir al desarrollo de los servicios civiles y sociales; 
d) Encargarse de la coordinación y la prestación de asistencia huma-
nitaria, la rehabilitación y la asistencia para el desarrollo; 
e) Apoyar el fomento de la capacidad para el autogobierno; 
f) Ayudar al establecimiento de las condiciones necesarias para el desa-
rrollo sostenible; 
3. Decide además que la UNTAET tendrá objetivos y una estructura de 
conformidad con lo estipulado en la parte IV del informe del Secretario General 
y, en particular, que sus principales componentes serán: 
a) Un componente de gestión y administración de los asuntos públicos, 
que incluirá un elemento de policía internacional con un máximo de 1.640 
oficiales; 
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b) Un componente de asistencia humanitaria y rehabilitación de 
emergencia; 
c) Un componente militar, con un máximo de 8.950 soldados y 200 
observadores militares; 
4. Autoriza a la UNTAET a adoptar todas las medidas necesarias para 
cumplir su mandato; 
5. Reconoce que, para elaborar y desempeñar sus funciones con arreglo 
a su mandato, la UNTAET necesitará basarse en la experiencia y capacidad de 
los Estados Miembros, los organismos de las Naciones Unidas y otras organi-
zaciones internacionales, incluidas las instituciones financieras internacionales; 
6. Acoge con beneplácito la intención del Secretario General de 
nombrar a un Representante Especial que, en su calidad de Administrador de 
Transición, será responsable de todos los aspectos de la labor de las Naciones 
Unidas en Timor Oriental y estará facultado para promulgar nuevas leyes y 
reglamentos y enmendar, suspender o derogar los existentes; 
7. Destaca la importancia de la cooperación entre Indonesia, Portugal y 
la UNTAET en la aplicación de la presente resolución; 
8. Destaca la necesidad de que la UNTAET consulte y coopere estre-
chamente con el pueblo de Timor Oriental a fin de desempeñar con eficacia su 
mandato con miras a desarrollar las instituciones democráticas locales, incluida 
una institución independiente de derechos humanos para Timor Oriental, y a 
traspasar a estas instituciones sus funciones administrativas y de servicio 
público; 
9. Pide a la UNTAET y a lafuerza multinacional desplegada con arreglo 
a la resolución 1264 (1999) que cooperen estrechamente entre ellas, con miras 
también a sustituir a la fuerza multinacional por el componente militar de la 
UNTAET tan pronto como sea posible, una vez que se reciba la notificación 
del Secretario General tras haber consultado a los comandantes de la fuerza 
multinacional, habida cuenta de las condiciones sobre el terreno; 
10. Reitera la necesidad urgente de coordinar la asistencia humanitaria y 
para la reconstrucción, y exhorta a todas las partes a cooperar con las organi-
zaciones humanitarias y de derechos humanos con el fin de garantizar su segu-
ridad, la protección de la población civil, en particular los niños, el regreso de 
los refugiados y las personas desplazadas en condiciones de seguridad y la 
prestación efectiva de la asistencia humanitaria; 
11. Acoge con beneplácito el compromiso de las autoridades de Indonesia 
de permitir que los refugiados y las personas desplazadas que se encuentran en 
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Timor Occidental y otras partes de Indonesia decidan si desean regresar a Timor 
Oriental, permanecer donde están o reasentarse en otras partes de Indonesia, y 
destaca la importancia de permitir el acceso irrestricto y en condiciones de 
seguridad a las organizaciones humanitarias para el desempeño de su labor; 
12. Subraya que es responsabilidad de las autoridades de Indonesia adoptar 
medidas efectivas e inmediatas para asegurar el regreso a Timor Oriental en 
condiciones de seguridad de los refugiados que se encuentran en Timor Occi-
dental y otras partes de Indonesia, la protección de los refugiados y el carácter 
civil y humanitario de los campamentos y asentamientos de refugiados, en 
particular, reprimiendo las actividades violentas e intimidatorias de las milicias 
en ellos; 
13. Acoge con beneplácito la intención del Secretario General de esta-
blecer un Fondo Fiduciario que se utilizará, entre otras cosas, para sufragar los 
gastos de rehabilitación de la /n/raestructura esencial, incluida la creación de las 
instituciones básicas, el funcionamiento de los servicios y las empresas públi-
cos y los sueldos de los funcionarios públicos locales; 
14. Alienta a los Estados Miembros y los organismos y las organiza-
ciones internacionales a que proporcionen personal, equipo y otros recursos a 
la UNTAET de conformidad con lo solicitado por el Secretario General, inclu-
so para la creación de las instituciones básicas y el fomento de la capacidad, y 
destaca la necesidad de coordinar esas actividades de la manera más estrecha 
posible; 
15. Subraya la importancia de incluir en la UNTAET a personal que 
cuente con capacitación apropiada en el derecho internacional humanitario, 
derechos humanos y el derecho de los refugiados, incluidas cuestiones relacio-
nadas con los niños y el género, capacidad de negociación y comunicación, 
conciencia cultural y coordinación civil y militar; 
16. Condena todo tipo de violencia y los actos en apoyo de la violencia 
en Timor Oriental, pide que cesen de inmediato y exige que los responsables de 
la violencia comparezcan ante la justicia; 
17. Decide qué se establezca la UNTAET por un período inicial que 
terminará el 31 de enero de 2001; 
18. Pide al Secretario General que mantenga al Consejo informado en 
forma periódica y detallada de los progresos alcanzados en la aplicación de la 
presente resolución, en particular, en lo que se refiere al despliegue de la 
UNTAET y a las posibles reducciones futuras de su componente militar si 
mejora la situación en Timor Oriental, y que le presente un informe dentro de 
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los tres meses de la fecha de aprobación de la presente resolución y posterior-
mente cada seis meses; 
19. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión. 
RESOLUCIÓN 1319 
(8 de septiembre de 2000) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones anteriores y las declaraciones de su Presi-
dente sobre la situación en Timor Oriental, y en particular la declaración 
formulada por su Presidente de 3 de agosto de 2000 (S/PRST/2000/26), en la 
que expresó su profunda preocupación por la presencia continuada de un gran 
número de refugiados de Timor Oriental y de milicias en los campamentos de 
Timor Occidental, así como por los actos de intimidación cometidos por las 
milicias contra los refugiados y el personal de la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), 
Consternado por el brutal asesinato de tres integrantes del personal de las 
Naciones Unidas perpetrado el 6 de septiembre por una turba dirigida por la 
milicia y manifestando su apoyo a la declaración formulada al respecto por el 
Secretario General al iniciarse la Cumbre del Milenio, así como a la preocu-
pación expresada por varios Jefes de Estado y de Gobierno durante la Cumbre 
(A/PV.55/6), 
Condenando ese acto atroz y despreciable cometido contra personal inter-
nacional desarmado, que se encontraba en Timor Occidental para ayudar a los 
refugiados, y reiterando su condena del asesinato de dos miembros del personal 
de mantenimiento de la paz de la Administración de Transición de las Naciones 
Unidas para Timor Oriental (UNTAET) y de los ataques dirigidos contra la 
presencia de las Naciones Unidas en Timor Oriental, 
Recordando que en la declaración aprobada en la Cumbre del Consejo de 
Seguridad, celebrada a nivel de Jefes de Estado y de Gobierno (S/RES/1318 
(2000), se hizo especial referencia a la necesidad de adoptar medidas eficaces 
para la seguridad del personal de las Naciones Unidas, 
Expresando su indignación por los ataques cometidos en Betún (Timor 
Occidental) el 7 de septiembre de 2000 de que se ha tenido noticia, en los que, 
según las informaciones, fueron asesinados varios refugiados, 
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Acogiendo favorablemente la carta de fecha 7 de septiembre de 2000 diri-
gida al Secretario General por el Presidente de Indonesia, en la que expresaba 
su indignación por los asesinatos de personal del ACNUR y manifestaba su 
intención de realizar una investigación completa y adoptar medidas firmes 
contra sus autores, 
1. Insiste en que el Gobierno de Indonesia adopte medidas adicionales 
inmediatas, en cumplimiento de las responsabilidades que le incumben, para 
desarmar y disolver a la milicia de inmediato, restablecer el orden y el imperio 
de la ley en las zonas afectadas de Timor Occidental, garantizar la protección y 
la seguridad en los campamentos de refugiados, así como las de los 
trabajadores humanitarios, y prevenir las incursiones en Timor Oriental a 
través de sus fronteras; 
2. Destaca que debe someterse a la justicia a los responsables de los ata-
ques dirigidos contra el personal internacional en Timor Occidental y Oriental; 
3. Recuerda, a ese respecto, la carta de fecha 18 de febrero dirigida al 
Secretario General por el Presidente del Consejo de Seguridad (S/2000/137), en 
que tomó nota de que se habían cometido graves violaciones del derecho inter-
nacional humanitario y del relativo a los derechos humanos y señaló que debía 
someterse a la justicia a los responsables de esas violaciones y reitera su cre-
encia de que las Naciones Unidas deben intervenir en el proceso con el fin de 
salvaguardar los derechos de la población de Timor Oriental; 
4. Hace un llamamiento a las autoridades de Indonesia para que adopten 
de inmediato medidas eficaces para velar por el retorno seguro de los refugiados 
que decidan regresar a Timor Oriental, y destaca la necesidad de que se pongan 
en marcha programas paralelos de reasentamiento de las personas que decidan 
no regresar; 
5. Observa que el Gobierno de Indonesia ha decidido desplegar con-
tingentes adicionales en Timor Occidental con el fin de mejorar la grave situa-
ción imperante en materia de seguridad, pero destaca que los trabajadores del 
ACNUR no pueden regresar a Timor Occidental hasta que existan garantías de 
seguridad dignas de crédito, incluido un progreso real hacia el desarme y la 
disolución de las milicias; 
6. Subraya que la UNTAET debe hacer frente enérgicamente a la ame-
naza de la milicia en Timor Oriental, de conformidad con su resolución 1272 
(1999), de 22 de octubre de 1999, 
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7. Pide al Secretario General que informe al Consejo de Seguridad, 
antes de que haya transcurrido una semana desde la aprobación de la presente 
resolución, acerca de la situación imperante sobre el terreno; 
8. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
TRIBUNAL INTERNACIONAL PARA LA 
EX-YUGOSLAVIA Y TRIBUNAL 
INTERNACIONAL PARA RWANDA 
RESOLUCIÓN 1259 
(11 de agosto de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Recordando sus resoluciones 808 (1993), de 22 de febrero de 1993, 827 
(1993), de 25 de mayo de 1993, 936 (1994), de 8 de julio de 1994, 955 
(1994), de 8 de noviembre de 1994, y 1047 (1996), de 29 de febrero de 1996, 
Tomando nota con pesar de la dimisión de la Sra. Louise Arbour, que se 
hará efectiva el 15 de septiembre de 1999, 
Teniendo en cuenta el artículo 16 4) del Estatuto del Tribunal Interna-
cional para el enjuiciamiento de los presuntos responsables de violaciones 
graves del derecho internacional humanitario cometidas en el territorio de la ex 
Yugoslavia a partir de 1991 (S/25704) y el artículo 15 del Estatuto del 
Tribunal Internacional para Rwanda (S/RES/955 (1994), anexo), 
Habiendo examinado la propuesta del Secretario General de que la Sra. 
Carla Del Ponte sea designada Fiscal de los tribunales mencionados ante-
riormente, 
Nombra a la Sra. Carla Del Ponte Fiscal del Tribunal Internacional para 
el enjuiciamiento de los presuntos responsables de violaciones graves del dere-
cho internacional humanitario cometidas en el territorio de la ex Yugoslavia y 
del Tribunal Internacional para Rwanda, nombramiento que tendrá efecto a 
partir de la fecha en que se haga efectiva la dimisión de la Sra. Arbour. 
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TRIBUNAL INTERNACIONAL PARA RWANDA 
RESOLUCIÓN 1241 
(19 de mayo de 1999) 
El Consejo de Seguridad, 
Tomando nota de la carta del Secretario General al Presidente del 
Consejo, de fecha 17 de mayo de 1999, en la que adjunta la carta que le dirigió 
el Presidente del Tribunal Internacional para Rwanda, de fecha 14 de mayo de 
1999 (S/1999/566), 
Hace suya la recomendación del Secretario General de que el Magistrado 
Aspegren, una vez que haya sido sustituido como miembro del Tribunal, 
concluya las causas Rutaganda y Musema que inició antes de finalizar su 
mandato; y toma nota del propósito del Tribunal de concluir estas causas de ser 
posible antes del 31 de enero de 2000. 
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AL CONVENIO DE 1992 SOBRE LA PROTECCIÓN 
Y LA UTILIZACIÓN DE LOS CURSOS DE AGUA 
TRANSFRONTERIZOS Y DE LOS LAGOS 
INTERNACIONALES 
ADOPTADO EL 17 DE JUNIO DE 1999, EN LA TERCERA 
CONFERENCIA MINISTERIAL SOBRE SALUD Y MEDIO AMBIENTE 
(LONDRES, 16-18 DE JUNIO DE 1999) 
COMISIÓN ECONÓMICA PARA EUROPA/OFICINA REGIONAL PARA EUROPA 
DE LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD 
(MP.WAT/AC. 1/1999/1 EHCO 020102 P, 24 MARS 1999) 
Les Parties au present Protocole, 
Sachant que l'eau est essentielle á la vie et que la disponibilité d'eau en 
quantité et d'une qualité suffisantes pour repondré aux besoins fondamentaux de 
l'homme est indispensable aussi bien pour une amelioration de la santé que 
pour un développement durable, 
Reconnaissant les avantages pour la santé et le bien-étre de l'homme 
qu'offrent une eau salubre et propre et un milieu aquatique harmonieux et 
fonctionnant correctement, 
Conscientes du fait que les eaux superficielles et les eaux souterraines 
sont des ressources renouvelables ayant une capacité limitée á se remettre des 
impacts préjudiciables, sur le plan quantitatif et qualitatif, des activités humai-
nes et du fait que tout non-respect de ees limites peut avoir des effets préjudi-
ciables, á court et á long termes, sur la santé et le bien-étre des personnes qui 
dependent de ees ressources et de leur qualité, et qu'en consequence une gestión 
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durable du cycle hydrologique est indispensable tant pour repondré aux besoins 
de l'homme que pour proteger l'environnement, 
Conscientes également des consequences sur la santé publique des déficits 
d'eau en quantité et d'une qualité suffisantes pour repondré aux besoins fonda-
mentaux de l'homme, et des graves effets de tels déficits, en particulier sur les 
personnes vulnerables, défavorisées ou socialement exclues, 
Conscientes du fait que prevenir, combatiré et faire reculer les maladies 
liées á l'eau sont des taches importantes et urgentes qui ne peuvent étre menees 
á bien que par une cooperation renforcée á tous les niveaux et entre tous les 
secteurs, aussi bien au sein des pays qu'entre les États, 
Conscientes également du fait que la surveillance des maladies liées á 
l'eau et la mise en place de systémes d'alerte rapide et d'intervention sont des 
aspects importants de Taction á mener pour prevenir, combatiré et faire reculer 
ees maladies, 
Se fondant sur les conclusions de la Conference des Nations Unies sur 
l'environnement et le développement (Rio de Janeiro, 1992), notamment sur la 
Declaration de Rio sur l'environnement et le développement et le programme 
Action 21, ainsi que sur le programme relatif á la poursuite de la mise en 
oeuvre d'Action 21 (New York, 1997) et sur la decision concernant á la 
gestión durable des eaux douces, prise en consequence par la Commission du 
développement durable (New York, 1998), 
S'inspirant des dispositions pertinentes de la Convention de 1992 sur la 
protection et l'utilisation des cours d'eau transfrontiéres et des lacs interna-
tionaux et soulignant la nécessité á la fois d'encourager une application plus 
large de ees dispositions et de completer ladite convention par d'autres mesures 
visant á renforcer la protection de la santé publique, 
Notant la Convention de 1991 sur revaluation de l'impact sur l'environ-
nement dans un contexte transfrontiére, la Convention de 1992 sur les effets 
transfrontiéres des accidents industriéis, la Convention des Nations Unies de 
1997 sur le droit relatif aux utilisations des cours d'eau internationaux á des 
fins autres que la navigation et la Convention de 1998 sur l'accés á refor-
mation, la participation du public au processus décisionnel et l'accés á la 
justice en matiére d'environnement, 
Notant en outre les principes, buts et recommandations pertinents de la 
Charte européenne de l'environnement et de la santé de 1989, la Declaration 
d'Helsinki de 1994 sur l'environnement et la santé, et les declarations minis-
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térielles, les recommandations et les resolutions adoptées dans le cadre du 
processus "Un environnement pour l'Europe", 
Reconnaissant le bien-fondé et l'utilité d'autres initiatives, instruments et 
processus lies á l'environnement en Europe et notant également l'élaboration 
et la mise en oeuvre de plans d'action nationaux pour l'environnement et la 
santé et de plans d'action nationaux pour l'environnement, 
Notant avec satisfaction les mesures deja prises par la Commission 
économique des Nations Unies pour l'Europe et par le Bureau regional de 
l'Europe de l'Organisation mondiale de la santé pour renforcer la cooperation 
bilatérale et multilatérale en vue de prevenir, de combatiré et de faire reculer les 
maladies liées á l'eau, 
Encouragées par les nombreux exemples de résultats positifs obtenus par 
les Etats membres de la Commission économique des Nations Unies pour 
l'Europe et par les États membres du Comité regional de l'Europe de l'Organi-
sation mondiale de la santé pour ce qui est d'atténuer la pollution et de main-
tenir ou de rétablir des milieux aquatiques á méme de favoriser la santé et le 
bien-étre de l'homme, 
Sont convenues de ce qui suit: 
A R T I C L E PREMIER: O B J E T 
Le present Protocole a pour objet de promouvoir á tous les niveaux 
appropriés, aussi bien á l'échelon national que dans un contexte transfrontiére 
et international, la protection de la santé et du bien-étre de l'homme, tant indi-
viduéis que collectifs, dans le cadre d'un développement durable, en améliorant 
la gestión de l'eau, y compris la protection des écosystémes aquatiques, et en 
s'employant á prevenir, á combatiré et á faire reculer les maladies liées á l'eau. 
A R T I C L E 2: DEFINITIONS 
Aux fins du present Protocole, 
1. L'expression "maladie liée á l'eau" designe tout effet préjudiciable 
important sur la santé de l'homme (décés, incapacité, maladie ou troubles) cau-
sé directement ou indirectement par l'état de l'eau ou par une modification 
quantitative ou qualitative de celle-ci; 
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2. L'expression "eau potable" designe toute eau qui est utilisée ou qui 
est destinée á étre utilisée par l'homme pour la consommation, pour la cuisson 
et la preparation des aliments, pour l'hygiéne corporelle ou á des fins 
similaires; 
3. L'expression "eau souterraine" designe toute eau présente sous la 
surface du sol dans la zone de saturation et en contact direct avec le sol ou le 
sous-sol; 
4. L'expression "eaux fermées" designe toute masse d'eau artificielle 
séparée des eaux douces superficielles ou des eaux cótiéres, qu'elle soit située á 
l'intérieur ou á l'extérieur d'un bátiment; 
5. L'expression "eaux transfrontiéres" designe toutes les eaux superfi-
cielles ou souterraines qui marquent les frontiéres entre deux États ou plus, les 
traversent ou sont situées sur ees frontiéres; dans le cas des eaux transfrontiéres 
qui se jettent dans la mer sans former d'estuaire, la limite de ees eaux est une 
ligne droite tracée á travers leur embouchure entre les points limites de la 
laisse de basse mer sur les rives; 
6. L'expression "effets transfrontiéres des maladies liées á l'eau" designe 
tout effet préjudiciable important sur la santé de l'homme (décés, incapacité, 
maladie ou troubles) dans une zone relevant de la juridiction d'une Partie, causé 
directement ou indirectement par l'état des eaux dans une zone relevant de la 
juridiction d'une autre Partie, ou par une modification quantitative ou quali-
tative de ees eaux, que cet effet constitue ou non un impact transfrontiére; 
7. L'expression "impact transfrontiére" designe tout effet préjudiciable 
important qu'une modification de l'état des eaux transfrontiéres causee par une 
activité humaine dont l'origine physique se situé entiérement ou en partie dans 
une zone relevant de la juridiction d'une Partie produit sur l'environnement 
d'une zone relevant de la juridiction d'une autre Partie. Cet effet sur l'environ-
nement peut prendre plusieurs formes : atteinte á la santé et á la sécurité de 
l'homme, á la flore, á la faune, au sol, á l'air, á l'eau, au climat, au paysage et 
aux monuments historiques ou autres constructions, ou interaction de plu-
sieurs de ees facteurs; il peut s'agir aussi d'une atteinte au patrimoine culturel 
ou aux conditions socioéconomiques resultant de modifications de ees facteurs; 
8. Le terme "assainissement" designe la collecte, le transport, le traite-
ment et l'élimination ou la réutilisation des excreta humains ou des eaux usées 
ménagéres au moyen de systémes collectifs ou d'installations desservant un 
seul foyer ou une seule entreprise; 
9. L'expression "systéme collectif' designe : 
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a) Tout systéme d'approvisionnement en eau potable desservant un 
certain nombre de foyers ou d'entreprises et/ou 
b) Tout systéme d'assainissement desservant un certain nombre de 
foyers ou d'entreprises et, au besoin, assurant également la collecte, le trans-
port, le traitement et l'élimination ou la réutilisation des eaux usees indus-
trielles, que ce systéme soit mis en place par un organisme public, par une 
entreprise privée ou dans le cadre d'un partenariat entre les deux secteurs; 
10. L'expression "plan de gestión de l'eau" designe tout plan de mise en 
valeur, de gestión, de protection et/ou d'utilisation de l'eau dans une zone 
territoriale ou une nappe souterraine, englobant la protection des écosystémes 
correspondants; 
11. Le terme "public" designe une ou plusieurs personnes physiques ou 
morales et, conformément á la legislation ou á la coutume du pays, les 
associations, organisations ou groupes constitués par ees personnes; 
12. L'expression "autorité publique" designe : 
a) L'administration publique á l'échelon national ou regional ou á un 
autre niveau; 
b) Les personnes physiques ou morales qui exercent, en vertu du droit 
interne, des functions administratives publiques, y compris des taches, acti-
vités ou services particuliers en rapport avec I'environnement, la santé publi-
que, l'assainissement, la gestión de l'eau ou l'approvisionnement en eau; 
c) Toute autre personne physique ou morale assumant des responsa-
bilités ou des fonctions publiques, ou fournissant des services publics, sous 
l'autorité d'un organe ou d'une personne entrant dans les categories visees aux 
alineas a) et b) ci-dessus; 
d) Les institutions de toute organisation d'intégration économique 
régionale visee á l'article 21 qui est Partie au present Protocole; 
La présente definition n'englobe pas les organes ou institutions agissant 
dans l'exercice de pouvoirs judiciaires ou législatifs; 
13. Le terme "local/locaux" designe tous les echelons territoriaux perti-
nents sitúes au-dessous de l'échelon de l'Etat; 
14. Le terme "Convention" designe la Convention sur la protection et 
l'utilisation des cours d'eau transfrontiéres et des lacs internationaux, signée á 
Helsinki le 17 mars 1992; 
15. L'expression "Reunion des Parties á la Convention" designe l'organe 




16. Le terme "Partie" designe, sauf indication contraire dans le texte, 
tout État ou toute organisation d'intégration économique régionale men-
tionné(e) á l'article 21 qui a consentí á étre lié(e) par le present Protocole et á 
l'égard duquel/de laquelle le present Protocole est entré en vigueur; 
17. L'expression "Reunion des Parties" designe l'organe établi par les 
Parties conformément á l'article 16. 
ARTICLE 3: CHAMP D'APPLICATION 
Les dispositions du present Protocole s'appliquent: 
a) Aux eaux douces súperficielles; 
b) Aux eaux souterraines; 
c) Aux estuaires; 
d) Aux eaux cótiéres utilisées á des fins récréatives, ou pour 
l'aquaculture ou la conchyliculture; 
e) Aux eaux fermées généralement disponibles pour la baignade; 
f) Aux eaux au cours des operations de prélévement, de transport, de 
traitement ou d'approvisionnement; 
g) Aux eaux usees tout au long des operations de collecte, de transport, 
de traitement et de rejet ou de réutilisation. 
ARTICLE 4: DISPOSITIONS GENÉRALES 
1. Les Parties prennent toutes les mesures appropriées pour prevenir, 
combatiré et faire reculer les maladies liées á l'eau dans le cadre de systémes 
integres de gestión de l'eau visant á assurer une utilisation durable des ressour-
ces en eau, une qualité de l'eau dans le milieu ambiant qui ne mette pas en 
danger la santé de l'homme et la protection des écosystémes aquatiques. 
2. Les Parties prennent, en particulier, toutes les mesures appropriées 
pour assurer : 
a) Un approvisionnement adéquat en eau potable salubre et exempte de 
micro-organismes, de parasites ou de substances qui, en raison de leur nombre 
ou de leur concentration, constituent un danger potentiel pour la santé de 
l'homme, y compris par la protection des ressources en eau utilisées pour 
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l'approvisionnement en eau potable, par le traitement de l'eau et par la mise en 
place, l'amélioration et le maintien de systémes collectifs; 
b) Un assainissement adéquat d'une qualité propre á permettre de proteger 
suffisamment la santé de l'homme et l'environnement grace en particulier á la 
mise en place, á l'amélioration et au maintien de systémes collectifs; 
c) Une protection efficace des ressources en eau utilisées pour l'appro-
visionnement en eau potable et des écosystémes aquatiques correspondants 
contre la pollution due á d'autres causes, notamment á l'agriculture, á l'indus-
trie et aux autres rejets et emissions de substances dangereuses. Cette protec-
tion visera á réduire et á éliminer effectivement les rejets et emissions de 
substances jugées dangereuses pour la santé de l'homme et pour les éco-
systémes aquatiques; 
d) Une protection suffisante de la santé de l'homme contre les maladies 
liées á l'eau qui sont dues á l'utilisation d'eau á des fins récréatives, á l'utili-
sation d'eau pour l'aquaculture et la conchyliculture, á l'utilisation d'eaux usées 
pour l'irrigation ou á l'utilisation de boues d'épuration dans l'agriculture ou 
l'aquaculture; 
e) La mise en place de systémes efficaces pour surveiller les situations 
risquant d'entraíner des episodes ou des incidents de maladies liées á l'eau et 
pour intervenir en cas d'épisodes et d'incidents, ou de risque d'épisodes et d'inci-
dents, de telles maladies. 
3. Toute mention ultérieure dans le present Protocole des expressions 
"eau potable" et "assainissement" se rapporte á l'eau potable et á l'assainis-
sement qui sont nécessaires pour remplir les conditions requises au paragraphe 
2 du present article. 
4. Les Parties fondent toutes ees mesures sur une evaluation de chaqué 
mesure proposée eu égard á l'ensemble de ses incidences, y compris de ses 
avantages, de ses inconvénients et de son coüt pour : 
a) °La santé de l'homme; 
b) Les ressources en eau; et 
c) Le développement durable, compte tenu des nouveaux impacts, 
différents selon les secteurs de l'environnement, de la mesure proposée. 
5. Les Parties prennent toutes les mesures appropriées pour instituer des 
cadres législatif, administratif et économique stables et porteurs, au sein 
desquels les secteurs public, privé et associatif puissent chacun contribuer á 
améliorer la gestión de l'eau afin de prevenir, de combatiré et de faire reculer 
les maladies liées á l'eau. 
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6. Les Parties exigent des autorités publiques qui envisagent de prendre 
des mesures ou d'approuver l'adoption, par d'autres, de mesures susceptibles 
d'avoir un impact important sur l'environnement de toute masse d'eau visee par 
le present Protocole, qu'elles tiennent düment compte de tout impact potentiel 
de ees mesures sur la santé publique. 
7. Lorsqu'une Partie est également Partie á la Convention sur reva-
luation de l'impact sur l'environnement dans un contexte transfrontiére, l'obli-
gation énoncée au paragraphe 6 du present article en ce qui concerne toute 
mesure proposée est satisfaite si les autorités publiques de cette Partie res-
pectént les prescriptions de ladite convention á l'égard de cette mesure. 
8. Les dispositions du present Protocole ne portent pas atteinte aux 
droits des Parties de mainteriir, d'adopter ou d'appliquer des mesures plus rigou-
reuses que celles qui sont énoncées dans le present Protocole. 
9. Les dispositions du present Protocole ne portent pas atteinte aux 
droits ni aux obligations des Parties au present Protocole découlant de la Con-
vention ou d'un autre accord international existant, sauf lorsque les prescrip-
tions découlant du present Protocole sont plus rigoureuses que les pres-
criptions correspondantes découlant de la Convention ou de cet autre accord 
international existant. 
ARTICLE 5: PRINCIPES ET ORIENTATIONS 
Lorsqu'elles adoptent des mesures en application du present Protocole, les 
Parties sont guidées en particulier par les principes et orientations ci-aprés: 
a) Le principe de precaution, en vertu duquel elles ne different pas la 
mise en oeuvre de mesures destinées á prevenir, combattre ou faire reculer les 
maladies liées á l'eau au motif que la recherche scientifique n'a pas pleinement 
demontre l'existence d'un lien de causalité entre le facteur visé par ees mesures, 
d'une part, et une éventuelle contribution de ce facteur á la prevalence de 
maladies liées á l'eau et/ou á un impact transfrontiére, d'autre part; 
b) Le principe pollueur payeur, en vertu duquel les coüts des mesures de 
prevention, de maitrise et de reduction de la pollution sont á la charge du 
pollueur; 
c) Conformément á la Charte des Nations Unies et aux principes du 
droit international, les États ont le droit souverain d'exploiter Ieurs propres 
ressources selon leur politique d'environnement et de développement, et ils ont 
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le devoir de faire en sorte que les activités exercées dans les limites de leur 
juridiction ou sous leur controle ne causent pas de dommages á I'environ-
nement dans d'autres États ou dans des zones ne relevant d'aucune juridiction 
nationale; 
d) Les ressources en eau sont gérées de maniere á repondré aux besoins 
de la generation actuelle sans compromettre la capacité des generations futures 
de satisfaire leurs propres besoins; 
e) Des mesures preventives devraient étre prises pour éviter les episodes 
et incidents de maladies liées á l'eau et proteger les ressources en eau utilisées 
pour l'approvisionnement en eau potable car ees mesures sont plus efficaces et 
peuvent presenter un meilleur rapport coüt-efficacité que les mesures curatives; 
f) Les mesures relatives á la gestión des ressources en eau devraient étre 
prises á l'échelon administratif approprié le plus bas; 
g) L'eau a une valeur sociale, une valeur économique et une valeur 
environnementale et il faudrait done la gérer de maniere á combiner le plus 
durablement et de la facón la plus acceptable possible ees différentes valeurs; 
h) L'exploitation efficace de l'eau devrait étre encouragée au moyen 
d'instruments économiques et d'activites de sensibilisation; 
i) L'accés á l'information et la participation du public au processus 
décisionnel concernant l'eau et la santé sont nécessaires, notamment pour 
améliorer la qualité des decisions et leur application, sensibiliser le public aux 
problémes, lui donner la possibilité d'exprimer ses preoccupations et permettre 
aux autorités publiques de teñir düment compte de ees preoccupations. Cet 
accés et cette participation devraient étre completes par un accés approprié á 
une procedure de recours judiciaire et administratif contre les decisions en 
question; 
j) Les ressources en eau devraient étre gérées, dans toute la mesure 
possible, d'une facón intégrée au niveau des bassins hydrographiques, afín de 
lier, d'une part, le développement social et économique á la protection des 
écosystémes naturels, et, d'autre part, la gestión des ressources en eau á des 
mesures réglementaires concernant d'autres secteurs de I'environnement. Cette 
demarche intégrée devrait s'appliquer á l'ensemble du bassin hydrographique, 
qu'il soit transfrontiére ou non, y compris aux eaux cótiéres concernées, á 
l'ensemble de la nappe souterraine ou aux parties pertinentes de ce bassin 
hydrographique ou de cette nappe souterraine; 
k) Une attention spéciale devrait étre accordée á la protection des 
personnes particuliérement vulnerables face aux maladies liées á l'eau; 
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1) Un accés equitable á l'eau, adéquat du point de vue aussi bien quanti-
tatif que qualitatif, devrait étre assure á tous les habitants, notamment aux 
personnes défavorisées ou socialement exclues; 
m) En contrepartie des droits relatifs á l'eau qui leur sont garantís par le 
droit privé et le droit public, les personnes physiques et morales et les orga-
nismes du secteur public comme du secteur privé devraient contribuer á la 
protection du milieu aquatique et á la conservation des ressources en eau; 
n) Dans le cadre de l'application du present Protocole, il devrait étre 
düment tenu compte des problémes, besoins et connaissances locaux. 
ARTICLE 6: OBJECTIFS ET DATES CIBLES 
1. Aux fins du present Protocole, les Parties poursuivent les buts 
suivants : 
a) L'accés de tous á l'eau potable; 
b) L'assainissement pour tous dans le cadre de systémes integres de 
gestión de l'eau visant á assurer une utilisation durable des ressources en eau, 
une qualité de l'eau dans le milieu ambiant qui ne mette pas en danger la santé 
de l'homme et la protection des écosystémes aquatiques. 
2. Á cet effet, chaqué Partie fixe et publie des objectifs nationaux et/ou 
locaux concernant les normes et niveaux de résultat á atteindre ou á maintenir 
pour assurer un degré elevé de protection contre les maladies liées á l'eau. Ces 
objectifs sont périodiquement revises. Pour ce faire, chaqué Partie prend toutes 
les dispositions pratiques et/ou autres appropriées afín d'assurer la participation 
du public dans un cadre transparent et equitable et veille á ce qu'il soit düment 
tenu compte des résultats de cette participation. Sauf lorsque la situation 
nationale ou locale les rend inopérants pour prevenir, combatiré et faire reculer 
les maladies liées á l'eau, ces objectifs portent notamment sur : 
a) La qualité de l'eau potable fournie, compte tenu des Directives de 
qualité pour l'eau de boisson de l'Organisation mondiale de la santé; 
b) La reduction du nombre et de l'ampleur des episodes et incidents de 
maladies liées á l'eau; 
c) L'étendue du territoire ou la taille ou proportion des populations qu'il 
faudrait desservir par des systémes collectifs d'approvisionnement en eau 
potable ou pour lesquels l'approvisionnement en eau potable assure par 
d'autres moyens devrait étre amélioré; 
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d) L'étendue du territoire ou la taille ou proportion des populations qu'il 
faudrait desservir par des systémes collectifs d'assainissement ou pour lesquels 
l'assainissement assure par d'autres moyens devrait étre amélioré; 
e) Les niveaux de résultat que ees systémes collectifs et ees autres 
moyens d'approvisionnement en eau et d'assainissement devraient atteindre; 
f) L'application de bonnes pratiques reconnues en ce qui concerne la 
gestión de l'approvisionnement en eau et l'assainissement, y compris la 
protection des eaux utilisées pour l'approvisionnement en eau potable; 
g) Les éventuels rejets : 
i) D'eaux usées non traitées; et 
ii) Du trop-plein d'eaux d'orage non traitées des systémes de collecte des 
eaux usées dans les eaux visees par le present Protocole; 
h) La qualité des eaux usées rejetées par les installations de traitement 
des eaux usées dans les eaux visees par le present Protocole; 
i) L'élimination ou la réutilisation des boues d'épuration provenant des 
systémes collectifs d'assainissement ou d'autres installations d'assainissement, 
et la qualité des eaux usées utilisées pour l'irrigation, compte tenu du Guide 
pour l'utilisation sans risques des eaux résiduaires et des excreta en agriculture 
et aquaculture de l'Organisation mondiale de la santé et du Programme des 
Nations Unies pour l'environnement; 
j) La qualité des eaux qui sont utilisées pour l'approvisionnement en 
eau potable, qui sont généralement utilisées pour la baignade ou qui sont 
utilisées pour l'aquaculture ou la conchyliculture; 
k) L'application de bonnes pratiques reconnues en ce qui concerne la 
gestión des eaux fermées généralement disponibles pour la baignade; 
1) L'identification et la remise en état des terrains particuliérement 
contamines qui ont, ou risquent d'avoir, des effets préjudiciables sur les eaux 
visees par le present Protocole et qui, par consequent, menacent d'etre á 
l'origine de maladies liées á l'eau; 
m) L'efficacité des systémes de gestión, de mise en valeur, de protection 
et d'utilisation des ressources en eau, y compris l'application de bonnes 
pratiques reconnues en ce qui concerne la lutte contre la pollution quelle qu'en 
soit la source; 
n) La frequence de la publication d'informations sur la qualité de l'eau 
potable fournie et des autres eaux á prendre en consideration pour atteindre les 
objectifs mentionnés dans le present paragraphe, dans l'intervalle entre deux 
publications des informations requises au titre du paragraphe 2 de l'article 7. 
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3. Dans les deux ans qui suivent la date á laquelle elle devient Partie au 
present Protocole, chaqué Partie fixe et publie des objectifs, comme prévu au 
paragraphe 2 du present article, ainsi que des dates cibles pour les atteindre. 
4. Lorsqu'on prévoit un long processus de mise en oeuvre pour atteindre 
un objectif, on fixe des objectifs intermédiaires ou échelonnés. 
5. Pour faciliter la realisation des objectifs mentionnés au paragraphe 2 
du present article, chaqué Partie : 
a) Met en place des mécanismes nationaux ou locaux de coordination 
entre ses autorités competentes; 
b) Elabore des plans de gestión de l'eau dans un contexte transfrontiére, 
dans un contexte national et/ou dans un contexte local, de preference au niveau 
de bassins hydrographiques ou de nappes souterraines. Pour ce faire, chaqué 
Partie prend les dispositions pratiques et/ou autres appropriées afín d'assurer la 
participation du public dans un cadre transparent et equitable et veille á ce qu'il 
soit düment tenu compte des résultats de cette participation. Ces plans peuvent 
étre incorpores á d'autres plans, programmes ou documents pertinents établis á 
d'autres fins, á condition qu'ils permettent au public d'avoir une idee precise 
des propositions destinées á permettre d'atteindre les objectifs mentionnés dans 
le present article et des dates cibles correspondantes; 
c) Met en place et maintient un cadre législatif et institutionnel 
permettant de surveiller et de faire respecter les normes de qualité de l'eau 
potable; 
d) Met en place et maintient des mécanismes, y compris, en tant que de 
besoin, des mécanismes juridiques et institutionnels, pour surveiller, promou-
voir et, si nécessaire, faire respecter les autres normes et niveaux de résultat 
pour lesquels les objectifs mentionnés au paragraphe 2 du present article sont 
fixes. 
ARTICLE 7: EXAMEN ET EVALUATION DES PROGRES ACCOMPLIS 
1. Chaqué Partie recueille et evalué des données sur : 
a) Les progrés accomplis en vue de la realisation des objectifs men-
tionnés au paragraphe 2 de l'article 6; 
b) Des indicateurs visant á montrer dans quelle mesure ces progrés ont 
contribué á permettre de prevenir, combattre et faire reculer les maladies liées á 
l'eau. 
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2. Chaqué Partie publie périodiquement les résultats de ees activités de 
collecte et d'évaluation des données. La frequence de ees publications est fixée 
par la Reunion des Parties. 
3. Chaqué Partie veille á ce que les résultats des prélévements d'échan-
tillons d'eau et d'effluents effectués afín de recueillir ees données soient mis á 
la disposition du public. 
4. Se fondant sur les activités de collecte et d'évaluation des données, 
chaqué Partie examine périodiquement les progrés accomplis en vue de la 
realisation des objectifs mentionnés au paragraphe 2 de l'article 6 et publie une 
evaluation de ees progrés. La frequence de ees examens est fixée par la 
Reunion des Parties. Sans prejudice de la possibilité de proceder á des examens 
plus frequents au titre du paragraphe 2 de l'article 6, chaqué Partie reexamine, 
dans le cadre des examens effectués au titre du present paragraphe, les objectifs 
mentionnés au paragraphe 2 de l'article 6 afín de les améliorer á la lumiére des 
connaissances scientifiques et techniques. 
5. Chaqué Partie remet au secretariat visé á l'article 17, pour qu'il le 
distribue aux autres Parties, un rapport récapitulant les données recueillies et 
évaluées, ainsi que revaluation des progrés accomplis. Ces rapports sont 
elabores conformément aux orientations définies par la Reunion des Parties. 
La Reunion des Parties prévoit dans ces orientations que les Parties peuvent 
utiliser á cet effet des rapports contenant les informations pertinentes établis 
pour d'autres instances internationales. 
6. La Reunion des Parties evalué les progrés accomplis dans l'appli-
cation du present Protocole en se fondant sur ces rapports récapitulatifs. 
ARTICLE 8: SYSTEMES D'INTERVENTION 
1. Chaqué Partie veille, en tant que de besoin, á ce que : 
a) Des systémes nationaux et/ou locaux complets de surveillance et 
d'alerte rapide soient mis en place, améliorés ou maintenus pour : 
i) Identifier les episodes ou incidents de maladies liées á l'eau ou les 
menaces importantes de tels episodes ou incidents, y compris ceux 
resultant de pollutions de l'eau ou de phénoménes météorologiques 
extremes; 
ii) Signaler rapidement et clairement ces episodes, incidents ou menaces 
aux autorités publiques concernées; 
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iii) En cas de menace imminente pour la santé publique imputable á une 
maladie liée á l'eau, diffuser aux membres du public qui risquent 
d'etre touches toutes les informations en la possession d'une autorité 
publique qui sont susceptibles de permettre au public de prevenir ou 
de limiter d'éventuels dommages; 
iv) Adresser des recommandations aux autorités publiques concernées et, 
lorsqu'il y a lieu, au public au sujet d'éventuelles mesures preven-
tives et curatives; 
b) Des plans d'urgence nationaux et locaux complets permettant de faire 
face á ces episodes, incidents et risques soient düment elabores en temps 
opportun; 
c) Les autorités publiques concernées disposent des moyens nécessaires 
pour faire face á ces episodes, incidents ou risques conformément au plan 
d'urgence correspondant. 
2. Les systémes de surveillance et d'alerte rapide, les plans d'urgence et 
les moyens d'intervention concernant les maladies liées á l'eau peuvent étre 
combines avec ceux concernant d'autres problémes. 
3. Dans les trois ans qui suivent la date á laquelle elle devient Partie au 
present Protocole, chaqué Partie met en place les systémes de surveillance et 
d'alerte rapide, les plans d'urgence et les moyens d'intervention mentionnés au 
paragraphe 1 du present article. 
ARTICLE 9: SENSIBILISATION DU PUBLIC, FORMATION THÉORIQUE ET 
PRATIQUE, RECHERCHE-DÉVELOPPEMENT ET INFORMATION 
1. Les Parties prennent des mesures visant á sensibiliser davantage tous 
les secteurs de l'opinion publique : 
a) A l'importance que revétent la gestión de l'eau et la santé publique, et 
á leur interaction; 
b) Aux droits relatifs á l'eau que le droit privé et le droit public garan-
tissent aux personnes physiques et morales et aux organismes du secteur 
public comme du secteur privé et aux obligations correspondantes qu'ils leur 
imposent, ainsi qu'á l'obligation morale qu'ont ces personnes et ces orga-
nismes de contribuer á la protection du milieu aquatique et á la conservation 
des ressources en eau. 
2. Les Parties s'emploient á faire en sorte que : 
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a) Les aspects de leur action relatifs á la santé publique soient mieux 
compris paf les responsables de la gestión de l'eau, de l'approvisionnement en 
eau et de l'assainissement; 
b) Les principes de base de la gestión de l'eau, de l'approvisionnement 
en eau et de l'assainissement soient mieux compris par les responsables de la 
santé publique. 
3. Les Parties encouragent la formation théorique et pratique des cadres 
et du personnel technique nécessaires pour assurer la gestión des ressources en 
eau et l'exploitation des systémes d'approvisionnement en eau et d'assainis-
sement, ainsi que l'actualisation de leurs connaissances et competences et leur 
perfectionnement. Cette formation théorique et pratique porte notamment sur 
les aspects pertinents de la santé publique. 
4. Les Parties encouragent: 
a) La recherche et la mise au point de moyens et techniques d'un bon 
rapport coüt-efficacité pour prevenir, combatiré et faire reculer les maladies 
liées á l'eau; 
b) La mise au point de systémes d'information integres pour traiter les 
informations concernant les tendances á long terme, les preoccupations du 
moment ainsi que les problémes rencontres dans le passé et les solutions 
satisfaisantes qui y ont été apportées dans le domaine de l'eau et de la santé, et 
la communication de ees informations aux autorités competentes. 
ARTICLE 10: INFORMATION DU PUBLIC 
1. Indépendamment de l'obligation que le present Protocole fait aux 
Parties de publier des informations ou des documents particuliers, chaqué 
Partie prend des mesures dans le cadre de sa legislation pour mettre á la dispo-
sition du public les informations qui sont en la possession d'autorités 
publiques et dont on peut raisonnablement penser qu'elles sont nécessaires 
pour éclairer le débat public sur : 
a) La fixation d'objectifs et de dates cibles pour les atteindre et l'élabo-
ration de plans de gestión de l'eau conformément á l'article 6; 
b) La mise en place, l'amélioration ou le maintien de systémes de 
surveillance et d'alerte rapide et de plans d'urgence conformément á l'article 8; 
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c) Les mesures visant á promouvoir la sensibilisation du public, la 
formation théorique et pratique, la recherche-développement et l'information 
conformément á l'article 9. 
2. Chaqué Partie veille á ce que les autorités publiques, dans le cadre de 
la legislation nationale, mettent á la disposition du public, dans un délai 
raisonnable, les autres informations relatives á l'application du present 
Protocole qui leur sont demandées. 
3. Les Parties veillent á ce que le public puisse avoir accés aux infor-
mations visees au paragraphe 4 de l'article 7 et au paragraphe 1 du present 
article á tout moment raisonnable et puisse en prendre connaissance gratui-
tement, et elles mettent á la disposition des membres du public des moyens 
suffisants pour qu'ils puissent obtenir copie de ces informations contre 
paiement de frais raisonnables. 
4. Rien dans le present Protocole n'oblige une autorité publique á 
publier des informations ou á mettre des informations á la disposition du 
public si: 
a) L'autorité publique en question n'est pas en possession des informa-
tions demandées; 
b) La demande d'information est manifestement abusive ou formulée en 
termes trop généraux; ou 
c) Les informations portent sur des documents qui sont en cours d'éla-
boration ou concernent des communications internes des autorités publiques á 
condition que cette exception soit prévue par le droit interne ou la coutume, 
compte tenu de l'intérét que la divulgation des informations demandées 
présenterait pour le public. 
5. Rien dans le present Protocole n'oblige une autorité publique á 
publier des informations oü á mettre des informations á la disposition du 
public au cas oü la divulgation de ces informations aurait des incidences défa-
vorables sur: 
a) Le secret des deliberations des autorités publiques, lorsque ce secret 
est prévu par le droit interne; 
b) Les relations internationales, la defense nationale ou la sécurité 
publique; 
c) La bonne marche de la justice, la possibilité pour toute personne 
d'etre jugée équitablement ou la capacité d'une autorité publique d'effectuer une 
enquéte d'ordre penal ou disciplinaire; 
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d) Le secret commercial ou industriel lorsque ce secret est protege par la 
loi afin de défendre un intérét économique legitime. Dans ce cadre, les infor-
mations sur les emissions et les rejets qui sont pertinentes pour la protection 
de I'environnement doivent étre divulguées; 
e) Les droits de propriété intellectuelle; 
f) Le caractére confidentiel des données et/ou des dossiers personnels 
concernant une personne physique si cette personne n'a pas consentí á la 
divulgation de ces informations au publie, lorsque le caractére confidentiel de 
ce type d'information est prévu par le droit interne; 
g) Les intéréts d'un tiers qui a fourni les informations demandées sans y 
étre contraint par la loi ou sans que la loi puisse l'y contraindre et qui ne 
consent pas á la divulgation de ces informations; ou 
h) Le milieu sur lequel portent les informations, comme les sites de 
reproduction d'espéces rares. 
Ces motifs de non-divulgation d'informations devront étre interpretes de 
maniere restrictive compte tenu de l'intérét que la divulgation des informations 
demandées présenterait pour le publie et selon que ces informations ont trait 
ou non á des emissions et rejets dans I'environnement. 
ARTICLE 11: COOPERATION INTERNATIONALE 
Les Parties coopérent et, selon le cas, s'aident mutuellement: 
a) Pour mener des actions internationales á l'appui des buts du present 
Protocole; 
b) Sur demande, pour mettre en oeuvre des plans nationaux et locaux 
aux fins du present Protocole. 
ARTICLE 12: ACTION INTERNATIONALE COMMUNE ET COORDONNÉE 
En application de l'alinéa a) de l'article 11, les Parties s'emploient á 
promouvoir la cooperation á l'échelon international en ce qui concerne : 
a) La definition d'objectifs arrétés d'un commun accord pour les 
questions mentionnées au paragraphe 2 de l'article 6; 
799 
DOCUMENTACIÓN 
b) La mise au point d'indicateurs aux fins de l'alinéa b) du paragraphe 1 
de l'article 7 pour montrer dans quelle mesure Taction entreprise pour prevenir, 
combatiré et faire reculer les maladies liées á l'eau a été efficace; 
c) La mise en place de systémes communs ou coordonnés de sur-
veillance et d'alerte rapide, de plans d'urgence et de moyens d'intervention dans 
le cadre ou en complement des systémes nationaux maintenus conformément á 
l'article 8 pour faire face aux episodes et incidents de maladies liées á l'eau et 
aux menaces importantes de tels episodes et incidents, notamment á ceux 
resultant de pollutions de l'eau ou de phénoménes météorologiques extremes; 
d) L'octroi d'une assistance mutuelle pour faire face aux episodes et 
incidents de maladies liées á l'eau et aux menaces importantes de tels episodes 
et incidents, notamment á ceux resultant de pollutions de l'eau ou de phéno-
ménes météorologiques extremes; 
e) . La mise en place de systémes d'information integres et de bases de 
données, l'échange d'informations et la mise en commun de connaissances et 
de données d'expérience techniques et juridiques; 
f) La notification rapide et claire par les autorités competentes d'une 
Partie aux autorités competentes des autres Parties susceptibles d'etre touchées: 
i) Des episodes et incidents de maladies liées á l'eau et 
ii) Des menaces importantes de tels episodes et incidents qui ont été 
identifies; 
g) L'échange d'informations sur les moyens efficaces de diffuser auprés 
du public des informations relatives aux maladies liées á l'eau. 
ARTICLE 13: COOPERATION CONCERNANT LES EAUX TRANSFRONTIÉRES 
1. Lorsque des Parties sont riveraines des mémes eaux transfrontiéres, 
indépendamment de leurs autres obligations découlant des articles 11 et 12, 
elles coopérent et, selon le cas, s'aident mutuellement pour prevenir, com-
batiré et atténuer les effets transfrontiéres des maladies liées á l'eau. En 
particulier: 
a) Elles échangent des informations et mettent en commun leurs 
connaissances concernant les eaux transfrontiéres et les problémes et risques 
que celles-ci présentent avec les autres Parties riveraines des mémes eaux; 
b) Elles s'efforcent d'établir, avec les autres Parties riveraines des 
mémes eaux transfrontiéres, des plans de gestión de l'eau communs ou 
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coordonnés conformément á l'alinéa b) du paragraphe 5 de l'article 6 ainsi que 
des systémes de surveillance et d'alerte rapide et des plans d'urgence 
conformément au paragraphe 1 de l'article 8 pour faire face aux episodes et 
incidents de maladies liées á l'eau et aux menaces importantes de tels episodes 
et incidents, notamment á ceux resultant de pollutions de l'eau ou de phéno-
ménes météorologiques extremes; 
c) Elles adaptent, sur une base d'égalité et de réciprocité, leurs accords et 
autres arrangements concernant leurs eaux transfrontiéres afín d'éliminer toute 
contradiction avec les principes fondamentaux du present Protocole et de 
definir leurs relations mutuelles et la conduite á teñir en ce qui concerne les 
buts du present Protocole; 
d) Elles se consultent, á la demande de l'une quelconque d'entre elles, 
sur l'importance de tout effet préjudiciable sur la santé de l'homme qui peut 
constituer une maladie liée á l'eau. 
2. Lorsque les Parties concernées sont également Parties á la Conven-
tion, la cooperation et l'assistance en ce qui concerne les effets transfrontiéres 
des maladies liées á l'eau qui constituent un impact transfrontiére sont assurées 
conformément aux dispositions de la Convention. 
ARTICLE 14: APPUI INTERNATIONAL Á L'ACTION MENEE AU NIVEAU 
NATIONAL 
Lorsqu'elles coopérent et s'aident mutuellement pour mettre en oeuvre des 
plans nationaux et locaux en application de l'alinéa b) de l'article 11, les 
Parties, en particulier, étudient la facón dont elles peuvent le mieux contribuer 
á promouvoir : 
a) L'élaboration de plans de gestión de l'eau dans un contexte trans-
frontiére, dans un contexte national et/ou dans un contexte local, et de pro-
grammes visant á améliorer l'approvisionnement en eau et l'assainissement; 
b) Une meilleure formulation des projets, notamment des projets 
d'infrastructure, conformément á ees plans et programmes, afin de faciliter 
l'accés aux sources de financement; 
c) L'exécution efficace de ees projets; 
d) La mise en place de systémes de surveillance et d'alerte rapide, de 




e) L'élaboration de la legislation nécessaire pour appuyer l'application 
du present Protocole; 
í) La formation théorique et pratique des cadres et du personnel 
technique indispensables; 
g) La recherche et la mise au point de moyens et de techniques d'un bon 
rapport coüt-efficacité pour prevenir, combatiré et faire reculer les maladies 
liées á l'eau; 
h) L'exploitation de réseaux efficaces pour surveiller et évaluer la 
prestation de services relatifs á l'eau et leur qualité, et la mise en place de 
systémes d'information integres et de bases de données; 
i) L'instauration d'une assurance qualité pour les activités de sur-
veillance, y compris en matiére de comparabilité interlaboratoires. 
ARTICLE 15: EXAMEN DU RESPECT DES DISPOSITIONS 
Les Parties examinent si les dispositions du present Protocole sont 
respectées par les Parties sur la base des examens et des evaluations men-
tionnés á l'article 7. Pour ce faire, elles adoptent á leur premiere reunion des 
arrangements multilatéraux de caractére non conflictuel, non judiciaire et 
consultatif. Ces arrangements permettent une participation appropriée du 
public. 
ARTICLE 16: REUNION DES PARTIES 
1. La premiere reunion des Parties est convoquée dix-huit mois au plus 
tard aprés la date d'entrée en vigueur du present Protocole. Par la suite, des 
reunions ordinaires se tiennent á intervalles réguliers fixes par les Parties, 
mais au moins tous les trois ans, sauf dans la mesure oü d'autres arrangements 
sont nécessaires aux fins du paragraphe 2 du present article. Les Parties 
tiennent une reunion extraordinaire si elles en décident ainsi lors d'une reunion 
ordinaire, ou si l'une d'entre elles en fait la demande par écrit, sous reserve que 
cette demande soit appuyée par un tiers au moins des Parties dans les six mois 
qui suivent sa communication á l'ensemble des Parties. 
2. Si possible, les reunions ordinaires des Parties se tiennent á l'occa-
sion des reunions des Parties á la Convention. 
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3. Lors de leurs reunions, les Parties suivent l'application du present 
Protocole et, en ayant cet objectif present á l'esprit: 
a) Examinent les politiques et les demarches méthodologiques suivies 
pour prevenir, combatiré et faire reculer les maladies liées á l'eau, favorisent 
leur convergence et renforcent la cooperation transfrontiére et internationale 
conformément aux articles 11, 12, 13 et 14; 
b) Evaluent les progrés accomplis dans l'application du present Proto-
cole en se fondant sur les informations fournies par les Parties conformément 
aux orientations définies par la Reunion des Parties. Ces orientations doivent 
permettre d'éviter toute redondance en ce qui concerne les rapports á établir; 
c) Sont tenues informées des progrés accomplis dans l'application de la 
Convention; 
d) Echangent des informations avec la Reunion des Parties á la Con-
vention et étudient les possibilités d'action commune; 
e) Sollicitent, s'il y a lieu, les services des organes compétents de la 
Commission économique pour l'Europe ou du Comité regional de l'Europe de 
reorganisation mondiale de la santé; 
f) Fixent les modalités de participation d'autres organismes interna-
tionaux gouvernementaux et non gouvernementaux compétents á toutes les 
reunions et autres activités pertinentes aux fins du present Protocole; 
g) Étudient s'il est nécessaire d'adopter d'autres dispositions concernant 
l'accés á l'information, la participation du publie au processus décisionnel et 
l'accés du publie á une procedure de recours judiciaire et administratif contre les 
decisions relevant du present Protocole á la lumiére de l'expérience acquise en 
la matiére dans d'autres instances internationales; 
h) Établissent un programme de travail, y compris des projets á exé-
cuter conjointement dans le cadre du present Protocole et de la Convention, et 
créent les organes qui peuvent étre nécessaires pour mener á bien ce pro-
gramme de travail; 
i) Étudient et adoptent des orientations et des recommandations propres 
á promouvoir l'application des dispositions du present Protocole; 
j) Á leur premiere reunion, étudient le réglement intérieur de leurs 
reunions et l'adoptent par consensus. Ce réglement intérieur contient des dis-
positions visant á promouvoir une cooperation harmonieuse avec la Reunion 
des Parties á la Convention; 




1) Envisagent et entreprennent toute autre action qui peut se révéler 
nécessaire aux fins du present Protocole. 
ARTICLE 17: SECRETARIAT 
1. Le Secretaire exécutif de la Commission économique pour l'Europe 
et le Directeur regional du Bureau regional de l'Europe de l'Organisation 
mondiale de la santé exercent, pour le present Protocole, les fonctions de 
secretariat suivantes : 
a) lis convoquent et préparent les reunions des Parties; 
b) lis transmettent aux Parties les rapports et autres renseignements 
recus en application des dispositions du present Protocole; 
c) lis s'acquittent des autres fonctions que la Reunion des Parties peut 
leur assigner en fonction des ressources disponibles. 
2. Le Secretaire exécutif de la Commission économique pour l'Europe 
et le Directeur regional du Bureau regional de l'Europe de l'Organisation 
mondiale de la santé : 
a) Arrétent, dans un memorandum d'accord, les modalités de repartition 
des taches et informent la Reunion des Parties en consequence; 
b) Rendent compte aux Parties des elements et des modalités d'exé-
cution du programme de travail mentionné au paragraphe 3 de l'article 16. 
ARTICLE 18: AMENDEMENTS AU PROTOCOLE 
1. Toute Partie peut proposer des amendements au present Protocole. 
2. Les propositions d'amendements au present Protocole sont exa-
minees lors d'une reunion des Parties. 
3 . Le texte de toute proposition d'amendement au present Protocole est 
soumis par écrit au secretariat, qui le communique á toutes les Parties quatre-
vingt-dix jours au moins avant la reunion au cours de laquelle l'amendement 
est propose pour adoption. 
4. Tout amendement au present Protocole est adopté par consensus par 
les représentants des Parties presents á la reunion. L'amendement adopté est 
communique par le secretariat au Dépositaire, qui le distribue á toutes les 
Parties pour acceptation. L'amendement entre en vigueur á l'égard des Parties 
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qui l'ont accepté le quatre-vingt-dixiéme jour qui suit la date á laquelle les deux 
tiers d'entre elles ont déposé leurs instruments d'acceptation de l'amendement 
auprés du Dépositaire. L'amendement entre en vigueur á l'égard de toute autre 
Partie le quatre-vingt-dixiéme jour qui suit la date á laquelle cette Partie a 
déposé son instrument d'acceptation de l'amendement. 
ARTICLE 19: DROIT DE VOTE 
1. Sous reserve des dispositions du paragraphe 2 du present article, 
chaqué Partie a une voix. 
2. Les organisations d'intégration économique régionale, dans les 
domaines relevant de leur competence, disposent, pour exercer leur droit de 
vote, d'un nombre de voix égal au nombre de leurs Etats membres qui sont 
Parties au present Protocole. Ces organisations n'exercent pas leur droit de 
vote si leurs Etats membres exercent le leur, et inversement. 
ARTICLE 20: RÉGLEMENT DES DIFFÉRENDS 
1. Si un différend s'éléve entre deux ou plusieurs Parties quant á 
Interpretation ou á l'application du present Protocole, ces Parties recherchent 
une solution par voie de négociation ou par toute autre méthode de réglement 
des différends qu'elles jugent acceptable. 
2. Lorsqu'elle signe, ratifie, accepte, approuve le present Protocole, ou 
y adhere, ou á tout autre moment par la suite, une Partie peut signifier par 
écrit au Dépositaire que, pour les différends qui n'ont pas été regles confor-
mément au paragraphe 1 du present article, elle accepte de considérer comme 
obligatoire(s), dans ses relations avec toute autre Partie acceptant la méme 
obligation, l'un des moyens de réglement des différends ci-aprés : 
a) Lorsque les Parties sont également Parties á la Convention et ont 
accepté de considérer comme obligatoire(s) dans leurs relations mutuelles l'un 
des deux ou les deux moyens de réglement des différends prévus par la Con-
vention, le réglement du différend conformément aux dispositions de la 




b) Dans tout autre cas, la soumission du différend á la Cour interna-
t i o n a l de Justice, á moins que les Parties ne conviennent de recourir á 
l'arbitrage ou á un autre mode de réglement des différends. 
ARTICLE 21: SIGNATURE 
Le present Protocole est ouvert á la signature des États membres de la 
Commission économique pour l'Europe, des États membres du Comité 
-regional de l'Europe de l'Organisation mondiale de la santé, des États dotes du 
statut consultatif auprés de la Commission économique pour l'Europe en vertu 
du paragraphe 8 de la resolution 36 (IV) du Conseil économique et social du 
28 mars 1947, et des organisations d'intégration économique régionale consti-
tuées par des États souverains, membres de la Commission économique pour 
l'Europe ou membres du Comité regional de l'Europe de l'Organisation 
mondiale de la santé, qui leur ont transiere competence pour des matiéres dont 
traite le present Protocole, y compris la competence pour conclure des traites 
sur ces matiéres, á Londres, le 19 juin 1999, á l'occasion de la troisiéme 
Conference ministérielle sur l'environnement et la santé, puis au Siége de 
l'Organisation des Nations Unies á New York jusqu'au 18 juin 2000. 
ARTICLE 22: RATIFICATION, ACCEPTATION, APPROBATION ET ADHESION 
1. Le present Protocole est soumis á la ratification, l'acceptation ou 
l'approbation des États et des organisations d'intégration économique régionale 
signataires. 
2. Le present Protocole est ouvert á l'adhésion des États et organi-
sations vises á l'article 21. 
3. Toute organisation visee á l'article 21 qui devient Partie au present 
Protocole sans qu'aucun de ses États membres n'en soit Partie est liée par 
toutes les obligations qui découlent du Protocole. Lorsqu'un ou plusieurs États 
membres d'une telle organisation sont Parties au present Protocole, cette 
organisation et ses États membres conviennent de leurs responsabilités respec-
tives dans l'exécution des obligations contractées en vertu du present Proto-
cole. En pareil cas, l'organisation et les États membres ne sont pas habilites á 
exercer concurremment les droits qui découlent du present Protocole. 
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4. Dans leurs instruments de ratification, d'acceptation, d'approbation 
ou d'adhésion, les organisations d'intégration économique régionale visees á 
l'article 2 1 indiquent l'étendue de leur competence á l'égard des matiéres dont 
traite le present Protocole. En outre, ces organisations informent le Dépo-
sitaire de toute modification importante de l'étendue de leur competence. 
5. Les instruments de ratification, d'acceptation, d'approbation ou 
d'adhésion sont déposés auprés du Secretaire general de l'Organisation des 
Nations Unies. 
ARTICLE 23: ENTREE EN VIGUEUR 
1 . Le present Protocole entre en vigueur le quatre-vingt-dixiéme jour 
qui suit la date de depot du seiziéme instrument de ratification, d'acceptation, 
d'approbation ou d'adhésion. 
2. Aux fins du paragraphe 1 du present article, l'instrument déposé par 
une organisation d'intégration économique régionale ne s'ajoute pas á ceux qui 
sont déposés par les Etats membres de cette organisation. 
3. Á l'égard de chaqué État ou organisation visé á l'article 2 1 qui ratifie, 
accepte ou approuve le present Protocole ou y adhere aprés le depot du 
seiziéme instrument de ratification, d'acceptation, d'approbation ou d'adhésion, 
le Protocole entre en vigueur le quatre-vingt-dixiéme jour qui suit la date du 
depot par cet État ou organisation de son instrument de ratification, d'accepta-
tion, d'approbation ou d'adhésion. 
ARTICLE 24: DENUNCIATION 
Á tout moment aprés l'expiration d'un délai de trois ans commencant á 
courir á la date á laquelle le present Protocole est entré en vigueur á l'égard 
d'une Partie, cette Partie peut dénoncer le Protocole par notification écrite 
adressée au Dépositaire. Cette denunciation prend effet le quatre-vingt-dixiéme 
jour qui suit la date de reception de sa notification par le Dépositaire. 
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ARTICLE 25: DEPOSIT AIRE 
Le Secretaire general de l'Organisation des Nations Unies remplit les 
fonctions de Dépositaire du present Protocole. 
ARTICLE 26: TEXTES AUTHENTIQUES 
L'original du present Protocole, dont les textes allemand, anglais, 
francais et russe sont également authentiques, est déposé auprés du Secretaire 
general de l'Organisation des Nations Unies. 
EN FOI DE QUOI les soussignés, á ce düment autorisés, ont signé le 
present Protocole. 
FAIT á Londres, le 17 juin mil neuf cent quatre-vingt-dix-neuf. 
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CIRCULAR DEL SECRETARIO GENERAL DE LAS 
NACIONES UNIDAS SOBRE LA OBSERVANCIA 
DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO 
POR LAS FUERZAS DE LAS NACIONES UNIDAS 
BOLETÍN DEL SECRETARIO GENERAL, 6 DE AGOSTO DE 1999, 
ST/SGB/1999/13. 
El Secretario General, con el objeto de establecer principios y normas 
fundamentales del derecho internacional humanitario aplicables a las fuerzas de 
las Naciones Unidas que realizan operaciones bajo el mando y control de las 
Naciones Unidas, promulga lo siguiente: 
Sección I a 
Ámbito de aplicación 
1.1. Los principios y normas fundamentales del derecho internacional 
humanitario establecidos en el presente boletín serán aplicables a las fuerzas de 
las Naciones Unidas cuando participen activamente en éstas como comba-
tientes en situaciones de conflicto armado, en la medida de su participación y 
mientras dure ésta. Serán también aplicables en acciones coercitivas o en 
operaciones de mantenimiento de la paz cuando esté permitido el uso de la 
fuerza en legítima defensa. 
1.2. La promulgación del presente boletín no afecta al estatuto de protec-
ción de que gozan los miembros de las operaciones de mantenimiento de la paz 
en virtud de la Convención sobre la Seguridad del Personal de las Naciones 
Unidas y el personal asociado, de 1994, o a su estatuto de no combatientes, 
siempre que tengan derecho a la protección otorgada a los civiles con arreglo al 
derecho internacional de los conflictos armados. 
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Sección 2 a 
Aplicación de la legislación nacional 
Las presentes disposiciones no constituyen una lista exhaustiva de prin-
cipios y normas del derecho internacional humanitario por las que debe regirse 
el personal militar, y no menoscaban su aplicación, ni sustituyen a la legis-
lación nacional a la que está sujeto el personal militar durante la operación. 
Sección 3 a 
Acuerdo sobre el estatuto de las fuerzas 
En el acuerdo sobre el estatuto de las fuerzas concertado entre las Nacio-
nes Unidas y un Estado en cuyo territorio se despliegue una fuerza de las 
Naciones Unidas las Naciones Unidas se comprometerán a velar por que la 
fuerza realice sus operaciones con pleno respeto de los principios y normas de 
los convenios generales aplicables al comportamiento del personal militar. Las 
Naciones Unidas se comprometerán también a velar por que los miembros del 
personal militar de la fuerza estén plenamente informados de los principios y 
normas de esos instrumentos internacionales. La obligación de respetar esos 
principios y normas será aplicable a las fuerzas de las Naciones Unidas aun en 
ausencia de un acuerdo sobre el estatuto de las fuerzas. 
Sección 4 a 
Violaciones del derecho internacional humanitario 
En caso de violación del derecho internacional humanitario, los miem-
bros del personal militar de una fuerza de Naciones Unidas serán enjuiciados 
ante los tribunales de sus países de origen. 
Sección 5 a 
Protección de la población civil 
5.1. La fuerza de las Naciones Unidas establecerá en todo momento una 
clara distinción entre civiles y combatientes y entre objetos civiles y objetivos 
militares. Las operaciones militares se dirigirán únicamente contra comba-
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tientes y objetivos militares. Se prohiben los ataques contra civiles u objetos 
civiles. 
5.2. Los civiles disfrutarán de la protección que confiere la presente sec-
ción, salvo si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal 
participación. 
5.3. La fuerza de las Naciones Unidas tomará todas las precauciones 
posibles para evitar, y en cualquier caso reducir al mínimo, la pérdida de vidas 
y las lesiones de civiles o los daños de la propiedad civil. 
5.4. En su zona de operaciones la fuerza de las Naciones Unidas evitará, 
en la mayor medida posible, situar objetivos militares en zonas densamente 
pobladas o cerca de ellas, y tomará todas las precauciones necesarias para prote-
ger a la población civil, a las personas civiles y a los objetos civiles contra 
los peligros derivados de las operaciones militares. Las instalaciones y equipos 
militares de las operaciones de mantenimiento de la paz, como tales, no se 
considerarán objetivos militares. 
5.5. Se prohibe a la fuerza de las Naciones Unidas iniciar operaciones 
que por su carácter sea probable que alcancen objetivos militares y civiles de 
forma indiscriminada, así como operaciones que pueda preverse que causen 
pérdida de vidas entre la población civil o daños a objetos civiles que sean 
excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa prevista. 
5.6. La fuerza de las Naciones Unidas no adoptará represalias contra per-
sonas civiles u objetos civiles. 
Sección 6 a 
Medios y métodos de combate 
6.1. El derecho de la fuerza de las Naciones Unidas a elegir medios y 
métodos de combate no es ilimitado. 
6.2. La fuerza de las Naciones Unidas respetará las normas que prohiben 
o restringen el uso de ciertas armas y métodos de combate en virtud de los 
instrumentos pertinentes del derecho internacional humanitario. Se incluye, en 
particular, la prohibición del uso de gases asfixiantes, venenosos o de otro tipo 
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y los métodos de guerra biológica; las balas que explotan, se expanden o se 
aplastan fácilmente en el cuerpo humano, y ciertos proyectiles explosivos. Se 
prohibe el uso de ciertas armas convencionales, como las minas antipersonal 
de fragmentos indetectables, las trampas explosivas y las armas incendiarias. 
6.3. Se prohibe a la fuerza de las Naciones Unidas utilizar métodos de 
guerra que puedan causar lesiones o sufrimientos innecesarios o que puedan 
producir, o pueda preverse que produzcan, daños extensos, duraderos y graves al 
medio natural. 
6.4. Se prohibe a la fuerza de las Naciones Unidas utilizar armas o méto-
dos de combate que puedan causar sufrimientos innecesarios. 
6.5. Se prohibe ordenar que no haya supervivientes. 
6.6. Se prohibe a la fuerza de las Naciones Unidas atacar monumentos 
artísticos, arquitectónicos o históricos, lugares arqueológicos, obras de arte, 
lugares de culto y museos y bibliotecas que constituyan el patrimonio cultural 
o espiritual de los pueblos. La fuerza de las Naciones Unidas, en su zona de 
operaciones, no utilizará este patrimonio cultural o sus alrededores para fines 
que puedan exponerlo a sufrir daños o destrucción. Quedan terminantemente 
prohibidos el robo, el pillaje, la apropiación indebida y cualquier acto de van-
dalismo dirigido contra el patrimonio cultural. 
6.7. La fuerza de las Naciones Unidas tiene prohibido atacar, destruir, 
sustraer o inutilizar bienes indispensables para la supervivencia de la población 
civil, como productos alimenticios, cultivos, ganado en pie, suministros e 
instalaciones de agua potable. 
6.8. La fuerza de las Naciones Unidas no designará como objetivo de 
operaciones militares instalaciones que contengan fuerzas peligrosas, como las 
presas, los diques y las centrales nucleoeléctricas, si esas operaciones pueden 
causar la liberación de fuerzas peligrosas con las consiguientes pérdidas graves 
para la población civil. 
6.9. La fuerza de las Naciones Unidas no aplicará represalias contra obje-
tos e instalaciones protegidos en virtud de la presente sección. 
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Sección 7 a 
Tratamiento de civiles y personas fuera de combate 
7.1 . Las personas ajenas a las operaciones militares, o que no participan 
en ellas, incluidos los civiles, los miembros de las fuerzas armadas que han 
depuesto sus armas y las personas que se encuentran fuera de combate por 
enfermedad, herida o detención serán, en todas las circunstancias, tratadas con 
humanidad, sin distinción alguna de índole desfavorable basada en la raza, el 
sexo, las convicciones religiosas o cualquier otro motivo. Serán tratadas con 
pleno respeto por su persona, su honor, su religión y otras convicciones. 
7.2. Los siguientes actos contra cualquiera de las personas mencionadas 
en la sección 7.1 están prohibidos en todo momento y en todo lugar: la vio-
lencia contra la vida o la integridad física; el homicidio y los tratamientos 
crueles como la tortura, la mutilación o cualquier otra forma de castigo cor-
poral; los castigos colectivos; las represalias; la toma de rehenes; la violación; 
la prostitución forzada; cualquier forma de agresión sexual y trato humillante o 
degradante; la esclavitud y el pillaje. 
7.3. Las mujeres serán objeto de protección especial contra todo ataque, 
y en particular contra la violación, la prostitución forzada o cualquier otra 
forma de atentado a su pudor. 
7.4. Los niños serán objeto de respeto y serán protegidos contra todo 
tipo de atentado a su pudor. 
Sección 8 a 
Tratamiento de las personas detenidas 
La fuerza de las Naciones Unidas tratará con humanidad, y respetando su 
dignidad, a los miembros detenidos de las fuerzas armadas u otras personas que 
ya no toman parte en operaciones militares en razón de su detención. Sin per-
juicio de su situación jurídica, serán tratados de conformidad con las dispo-
siciones pertinentes del Tercer Convenio de Ginebra de 1949, que se aplicarán 
a estas personas mutatis mutandis. En particular: 
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a) Su captura y detención se notificará sin demora a la parte de la que 
dependen y al Organismo Central de Localización del Comité Internacional de 
la Cruz Roja (CICR), en particular para informar a sus familiares; 
b) Serán mantenidos en locales seguros y protegidos, que ofrezcan todas 
las salvaguardias posibles de higiene y sanidad, y no permanecerán detenidos 
en lugares expuestos a los peligros de la zona de combate; 
c) Tendrán derecho a recibir alimentos y vestimentas, condiciones 
higiénicas y atención médica; 
d) En ningún caso serán sometidos a cualquier forma de tortura o malos 
tratos; 
e) Las mujeres a las que se haya privado de su libertad serán detenidas en 
locales separados de los de los hombres, y estarán bajo la supervisión directa 
de mujeres; 
f) Los niños menores de 16 años que participen directamente en las 
hostilidades y sean arrestados, detenidos o internados por la fuerza de las Nacio-
nes Unidas, continuarán recibiendo los beneficios de una protección especial. 
En particular, serán detenidos en locales separados de los de los adultos, salvo 
cuando estén junto a sus familias; 
g) Se respetará y garantizará el derecho del CICR de visitar a los prisio-
neros y las personas detenidas. 
Sección 9 a 
Protección de los heridos, los enfermos y el personal médico y de socorro 
9.1. Los miembros de las fuerzas armadas y otras personas bajo custodia 
de la fuerza de las Naciones Unidas que estén heridas o enfermas serán objeto 
de respeto y protección en todas las circunstancias. Serán tratados con huma-
nidad y recibirán el cuidado médico y la atención que requiera su condición, sin 
ningún tipo de distinción desfavorable. Sólo en caso de necesidad de atención 
médica urgente se autorizará el establecimiento de prioridades para el 
tratamiento. 
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9.2. Cuando las circunstancias lo permitan, se acordará una suspensión 
del fuego, o cualquier otro tipo de arreglo local, para permitir la búsqueda e 
identificación de personas heridas, enfermas o dejadas por muertas en el campo 
de batalla y hacer posible su reunión, remoción, intercambio y transporte. 
9.3. La fuerza de las Naciones Unidas no atacará establecimientos médi-
cos o unidades médicas móviles. Estas entidades gozarán en todo momento de 
respeto y protección, a menos que se las utilice, al margen de sus fines huma-
nitarios, para atacar o de cualquier otra forma cometer actos perjudiciales para 
la fuerza de las Naciones Unidas. 
9.4. La fuerza de las Naciones Unidas respetará y protegerá en todas las 
circunstancias al personal médico que realice exclusivamente actividades de 
búsqueda, transporte o tratamiento de heridos o enfermos, y también al per-
sonal religioso. 
9.5. La fuerza de las Naciones Unidas respetará y protegerá el transporte 
de heridos o enfermos, o de equipo médico, de la misma forma que las unidades 
médicas móviles. 
9.6. La fuerza de las Naciones Unidas no aplicará medidas de represalia 
contra los heridos, los enfermos o el personal, los establecimientos o el equi-
po protegidos en virtud de lo dispuesto en la presente sección. 
9.7. La fuerza de las Naciones Unidas respetará en todas las circuns-
tancias los emblemas de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja. Estos emble-
mas sólo se podrán utilizar para indicar o proteger unidades, establecimientos, 
personal y materiales médicos. Se prohibe cualquier uso indebido de los em-
blemas de la Cruz Roja o de la Media Luna Roja. 
9.8. La fuerza de las Naciones Unidas respetará el derecho de las familias 
de conocer el paradero de sus familiares enfermos, heridos y fallecidos. A tal 
fin, la fuerza facilitará la labor del Organismo Central de Localización del 
CICR. 
9.9. La fuerza de las Naciones Unidas facilitará la labor de las opera-
ciones de socorro que sean de carácter humanitario e imparciales, y que se rea-
licen sin aplicar ninguna distinción perjudicial, y respetarán al personal, los 
vehículos y los locales utilizados en esas operaciones. 
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Sección 10 a 
Entrada en vigor 
El presente boletín entrará en vigor el 12 de agosto de 1999. 
(Firmado) Kofi A. Annan 
Secretario General 
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PROTOCOLO FACULTATWO DE LA CONVENCIÓN 
SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS 
DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER 
ADOPTADO POR LA ASAMBLEA GENERAL EL 6 DE OCTUBRE DE 1999 
(A/RES/54/4, 15 de octubre de 1999, Anexo) 
Los Estados Partes en el presente Protocolo, 
Observando que en la Carta de las Naciones Unidas se reafirma la fe en 
los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona 
humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, 
Señalando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos Reso-
lución 217 A (III). se proclama que todos los seres humanos nacen libres e 
iguales en dignidad y derechos y que toda persona tiene todos los derechos y 
libertades en ella proclamados sin distinción alguna, inclusive las basadas en 
el sexo, 
Recordando que los Pactos internacionales de derechos humanos, Reso-
lución 2200 A (XXI), anexo, y otros instrumentos internacionales de derechos 
humanos prohiben la discriminación por motivos de sexo, 
Recordando asimismo la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer ("la Convención"), en la que los 
Estados Partes en ella condenan la discriminación contra la mujer en todas sus 
formas y convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin 
dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la 
mujer, 
Reafirmando su decisión de asegurar a la mujer el disfrute pleno y en 
condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y todas las libertades 
fundamentales y de adoptar medidas eficaces para evitar las violaciones de esos 
derechos y esas libertades, 




Todo Estado Parte en el presente Protocolo ("Estado Parte") reconoce 
la competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer ("el Comité") para recibir y considerar las comunicaciones presentadas 
de conformidad con el artículo 2. 
Artículo 2 
Las comunicaciones podrán ser presentadas por personas o grupos de 
personas que se hallen bajo la jurisdicción del Estado Parte y que aleguen ser 
víctimas de una violación por ese Estado Parte de cualquiera de los derechos 
enunciados en la Convención, o en nombre de esas personas o grupos de per-
sonas. Cuando se presente una comunicación en nombre de personas o grupos 
de personas, se requerirá su consentimiento, a menos que el autor pueda 
justificar el actuar en su nombre sin tal consentimiento. 
Artículo 3 
Las comunicaciones se presentarán por escrito y no podrán ser anónimas. 
El Comité no recibirá comunicación alguna que concierna a un Estado Parte 
en la Convención que no sea parte en el presente Protocolo. 
Artículo 4 
1. El Comité no examinará una comunicación a menos que se haya 
cerciorado de que se han agotado todos los recursos de la jurisdicción interna, 
salvo que la tramitación de esos recursos se prolongue injustificadamente o no 
sea probable que brinde por resultado un remedio efectivo. 
2. El Comité declarará inadmisible toda comunicación que: 
a) Se refiera a una cuestión que ya ha sido examinada por el Comité o 
ya ha sido o esté siendo examinada con arreglo a otro procedimiento de 
examen o arreglo internacionales; 
b) Sea incompatible con las disposiciones de la Convención; 
c) Sea manifiestamente infundada o esté insuficientemente sustanciada; 
d) Constituya un abuso del derecho a presentar una comunicación; 
e) Los hechos objeto de la comunicación hayan sucedido antes de la 
fecha de entrada en vigor del presente Protocolo para el Estado Parte intere-
sado, salvo que esos hechos continúen produciéndose después de esa fecha. 
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Artículo 5 
1. Tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una con-
clusión sobre sus fundamentos, en cualquier momento el Comité podrá dirigir 
al Estado Parte interesado, a los fines de su examen urgente, una solicitud 
para que adopte las medidas provisionales necesarias para evitar posibles 
daños irreparables a la víctima o las víctimas de la supuesta violación. 
2. Cuando el Comité ejerce sus facultades discrecionales en virtud del 
párrafo 1 del presente artículo, ello no implica juicio alguno sobre la admisi-
bilidad o sobre el fondo de la comunicación. 
Artículo 6 
1. A menos que el Comité considere que una comunicación es inad-
misible sin remisión al Estado Parte interesado, y siempre que la persona o 
personas interesadas consientan en que se revele su identidad a dicho Estado 
Parte, el Comité pondrá en conocimiento del Estado Parte, de forma confi-
dencial, toda comunicación que reciba con arreglo al presente Protocolo. 
2. En un plazo de seis meses, ese Estado Parte presentará al Comité 
por escrito explicaciones o declaraciones en las que se aclare la cuestión y se 
indiquen las medidas correctivas que hubiere adoptado el Estado Parte, de 
haberlas. 
Articulo 7 
1. El Comité examinará las comunicaciones que reciba en virtud del 
presente Protocolo a la luz de toda la información puesta a su disposición por 
personas o grupos de personas, o en su nombre, y por el Estado Parte inte-
resado, siempre que esa información sea transmitida a las partes interesadas. 
2. El Comité examinará en sesiones privadas las comunicaciones que 
reciba en virtud del presente Protocolo. 
3. Tras examinar una comunicación, el Comité hará llegar sus opi-
niones sobre la comunicación, conjuntamente con sus recomendaciones, si las 
hubiere, a las partes interesadas. 
4 . El Estado Parte dará la debida consideración a las opiniones del 
Comité, así como a sus recomendaciones, si las hubiere, y enviará al Comité, 
en un plazo de seis meses, una respuesta por escrito, especialmente infor-
mación sobre toda medida que se hubiera adoptado en función de las 
opiniones y recomendaciones del Comité. 
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5. El Comité podrá invitar al Estado Parte a presentar más información 
sobre cualesquiera medidas que el Estado Parte hubiera adoptado en respuesta 
a las opiniones o recomendaciones del Comité, si las hubiere, incluso, si el 
Comité lo considera apropiado, en los informes que presente más adelante el 
Estado Parte de conformidad con el artículo 18 de la Convención. 
Artículo 8 
1. Si el Comité recibe información fidedigna que revele violaciones 
graves o sistemáticas por un Estado Parte de los derechos enunciados en la 
Convención, el Comité invitará a ese Estado Parte a colaborar en el examen 
de la información y, a esos efectos, a presentar observaciones sobre dicha 
información. 
2. Tomando en consideración las observaciones que haya presentado el 
Estado Parte interesado, así como toda información fidedigna que esté a dispo-
sición suya, el Comité podrá encargar a uno o más de sus miembros que 
realice una investigación y presente con carácter urgente un informe al Comité. 
Cuando se justifique y con el consentimiento del Estado Parte, la inves-
tigación podrá incluir una visita a su territorio. 
3 . Tras examinar las conclusiones de la investigación, el Comité las 
transmitirá al Estado Parte interesado junto con las observaciones y recomen-
daciones que estime oportunas. 
4. En un plazo de seis meses después de recibir los resultados de la 
investigación y las observaciones y recomendaciones que le transmita el 
Comité, el Estado Parte interesado presentará sus propias observaciones al 
Comité. 
5. La investigación será de carácter confidencial y en todas sus etapas 
se solicitará la colaboración del Estado Parte. 
Artículo 9 
1. El Comité podra invitar al Estado Parte interesado a que incluya en 
el informe que ha de presentar con arreglo al artículo 18 de la Convención 
pormenores sobre cualesquiera medidas que hubiere adoptado en respuesta a 
una investigación efectuada con arreglo al artículo 8 del presente Protocolo. 
2. Transcurrido el período de seis meses indicado en el párrafo 4 del 
artículo 8, el Comité podrá, si es necesario, invitar al Estado Parte interesado 
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a que le informe sobre cualquier medida adoptada como resultado de la 
investigación. 
Artículo 10 
1. Todo Estado Parte podrá, al momento de la firma o ratificación del 
presente Protocolo, o de la adhesión a él, declarar que no reconoce la compe-
tencia del Comité establecida en los artículos 8 y 9. 
2. Todo Estado Parte que haya hecho una declaración con arreglo al 
párrafo 1 del presente artículo podrá retirar esa declaración en cualquier 
momento, previa notificación al Secretario General. 
Artículo 11 
Cada Estado Parte adoptará todas las medidas necesarias para garantizar 
que las personas que se hallen bajo su jurisdicción no sean objeto de malos 
tratos ni intimidación como consecuencia de cualquier comunicación con el 
Comité de conformidad con el presente Protocolo. 
Artículo 12 
El Comité incluirá en el informe anual que ha de presentar con arreglo al 
artículo 21 de la Convención, un resumen de sus actividades en virtud del 
presente Protocolo. 
Artículo 13 
Cada Estado Parte se compromete a dar a conocer ampliamente la Con-
vención y el presente Protocolo y a darles publicidad, así como a facilitar el 
acceso a información acerca de las opiniones y recomendaciones del Comité, 
en particular respecto de las cuestiones que guarden relación con ese Estado 
Parte. 
Articulo 14 
El Comité elaborará su propio reglamento, que aplicará en ejercicio de 




1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de cualquier Estado 
que haya firmado la Convención, la haya ratificado o se haya adherido a ella. 
2. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación por cualquier Esta-
do que haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. Los instru-
mentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. 
3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cualquier 
Estado que haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. 
4. La adhesión se efectuará mediante el depósito del instrumento 
correspondiente en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
Artículo 16 
1. El presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres meses a 
partir de la fecha en que haya sido depositado en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas el décimo instrumento de ratificación o de adhesión. 
2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhiera a él 
después de su entrada en vigor, este Protocolo entrará en vigor una vez 
transcurridos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado 
su propio instrumento de ratificación o de adhesión. 
Artículo 17 
No se permitirá reserva alguna al presente Protocolo. 
Artículo 18 
1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas al presente Protocolo 
y presentarlas al Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario 
General comunicará a los Estados Partes las enmiendas propuestas y les pedirá 
que notifiquen si desean que se convoque una conferencia de los Estados 
Partes para examinar las propuestas y sometarlas a votación. Si un tercio al 
menos de los Estados Partes se declara en favor de tal conferencia, el Secre-
tario General la convocará bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda 
enmienda aprobada por la mayoría de los Estados Partes presentes y votantes 
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en la conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas. 
2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de 
dos tercios de los Estados Partes en el presente Protocolo, de conformidad con 
sus respectivos procedimientos constitucionales. 
3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los 
Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes 
seguirán obligados por las disposiciones del presente Protocolo y por toda 
enmienda anterior que hubiesen aceptado. 
Artículo 19 
1. Cualquier Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en 
cualquier momento mediante notificación escrita dirigida al Secretario General 
de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto seis meses después de la 
fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación. 
2. La denuncia se hará sin perjuicio de que las disposiciones del 
presente Protocolo sigan aplicándose a cualquier comunicación presentada, 
con arreglo al artículo 2, o cualquier investigación iniciada, con arreglo al 
artículo 8, antes de la fecha de efectividad de la denuncia. 
Artículo 20 
El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los 
Estados: 
a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones relativas al presente 
Protocolo; 
b) La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo y cualquier 
enmienda en virtud del artículo 18; 
c) Cualquier denuncia recibida en virtud del artículo 19. 
Artículo 21 
1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, fran-
cés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos 




2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certifi-
cadas del presente Protocolo a todos los Estados mencionados en el artículo 
25 de la Convención. 
CARTA SOBRE LA SEGURIDAD EUROPEA, 
ADOPTADA EL 19 DE NOVIEMBRE DE 1999 POR 
LA ORGANIZACIÓN PARA LA SEGURIDAD Y LA 
COOPERACIÓN EN EUROPA 
(CUMBRE DE ESTAMBUL) 
SUM.DOC/1/99, 19 DE NOVIEMBRE DE 1999 
1.— En los albores del Siglo XXI, nosotros Jefes de Estado o de 
Gobierno de los Estados participantes en la OSCE, declaramos nuestro firme 
compromiso con un área de la OSCE libre, democrática y mejor integrada, en 
la que los Estados participantes estén en paz unos con otros y en la que las 
personas y las comunidades vivan en paz, prosperidad y seguridad. Para poner 
en práctica ese compromiso hemos decidido adoptar una serie de medidas 
nuevas. Hemos acordado: 
— Adoptar una Plataforma para la Seguridad Cooperativa, con el fin de 
intensificar la cooperación entre la OSCE y otras organizaciones e insti-
tuciones internacionales, haciendo así un mejor uso de los recursos de la 
comunidad internacional; 
— Desarrollar la función de la OSCE al servicio de la paz, reflejando así 
mejor su enfoque global de la seguridad; 
— Crear Equipos periciales de asistencia y cooperación rápidas 
(REACT), que permitan a la OSCE responder con presteza a las solicitudes 
de asistencia y de despliegue de grandes operaciones civiles sobre el terreno; 
— Ampliar nuestra capacidad para llevar a cabo actividades conexas a 
las de policía, con el fin de ayudar a mantener el Estado de derecho; 
— Establecer un Centro de Operaciones, con objeto de planificar y 
desplegar operaciones de la OSCE sobre el terreno; 
— Reforzar el proceso de consulta dentro de la OSCE, estableciendo 
un Comité Preparatorio bajo la égida del Consejo Permanente de la OSCE. 
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Estamos decididos a evitar siempre que sea posible el estallido de con-
flictos violentos. Las medidas que hemos acordado adoptar en la presente 
Carta fortalecerán la capacidad de la OSCE a ese respecto, así como su 
capacidad para solucionar conflictos y rehabilitar sociedades asoladas por la 
guerra y la destrucción. La Carta contribuirá a la formación de un espacio de 
seguridad común e indivisible, y favorecerá la creación de un área de la OSCE 
sin líneas divisorias ni zonas con distintos niveles de seguridad. 
I. NUESTROS DESAFÍOS COMUNES 
2 .— El último decenio del siglo XX ha aportado grandes logros al área 
de la OSCE; la cooperación ha reemplazado a la vieja confrontación, pero no 
se ha eliminado el peligro de conflictos entre los Estados. Hemos dejado atrás 
las antiguas divisiones europeas, pero han surgido nuevos riesgos y desafíos. 
Desde que firmamos la Carta de París se ha hecho más patente que las 
amenazas a nuestra seguridad pueden surgir tanto de conflictos dentro de los 
Estados como de conflictos entre Estados. Hemos presenciado conflictos que a 
menudo han nacido de violaciones flagrantes de las normas y principios de la 
OSCE. Hemos sido testigos de atrocidades de una índole que pensábamos 
había quedado relegada al pasado. En este último decenio se ha puesto de 
manifiesto que todos estos conflictos pueden suponer una amenaza para la 
seguridad de todos los Estados participantes en la OSCE. 
3 . — Estamos decididos a aprender de los peligros de la confrontación y 
la división entre Estados, así como de las tragedias del último decenio. Es 
preciso consolidar la paz y la seguridad mediante un enfoque que combine dos 
elementos básicos: el fomento de la confianza entre las personas que conviven 
en un mismo Estado y el desarrollo de vínculos de cooperación más estrechos 
entre los Estados. Por tanto vamos a fortalecer los instrumentos existentes y 
desarrollar otros nuevos para proporcionar asistencia y asesoramiento. Intensi-
ficaremos nuestros esfuerzos por asegurar el pleno respeto de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales, incluidos los derechos de las 
personas que pertenecen a minorías nacionales. Paralelamente, fortaleceremos 
nuestra capacidad para mejorar la confianza y la seguridad entre los Estados. 
Estamos decididos a desarrollar aún más los medios a nuestro alcance para 
solucionar las controversias entre los Estados por medios pacíficos. 
4 .— El terrorismo internacional, los extremismos violentos, la delin-
cuencia organizada y el tráfico de drogas suscitan problemas cada vez más 
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graves para la seguridad. El terrorismo, en todas sus formas y manifestaciones 
y sean cuales fueren sus motivos, es inaceptable. Intensificaremos nuestros 
esfuerzos por evitar la preparación y financiación en nuestros territorios de 
cualquier acto de terrorismo, y por denegar todo refugio seguro a los terro-
ristas. La acumulación excesiva y desestabilizadora y la difusión incontrolada 
de armas cortas y de armas ligeras constituyen una amenaza para la paz y la 
seguridad. Estamos decididos a incrementar nuestra protección contra esos 
nuevos riesgos y desafíos; las instituciones democráticas fuertes y el Estado de 
derecho son la base de esa protección. Estamos también decididos a cooperar 
más activamente y más estrechamente para hacer frente a esos problemas. 
5 .— Toda agravación de los problemas económicos o del deterioro del 
medio ambiente puede tener graves consecuencias para nuestra seguridad. La 
cooperación en las esferas económica, científica, tecnológica y ambiental 
reviste, por ello, una importancia crucial. Endureceremos nuestra respuesta a 
dichas amenazas mediante reformas económicas y ambientales continuadas, 
marcos estables y transparentes para la actividad económica, y el fomento de 
la economía de mercado, prestando al mismo tiempo la debida atención a los 
derechos sociales y económicos. Aplaudimos el proceso de transformación 
económica sin precedentes que se está llevando a cabo en muchos Estados 
participantes. Les alentamos a que prosigan dicho proceso de reforma, que 
contribuirá a la seguridad y prosperidad en toda el área de la OSCE. Intensi-
ficaremos las actividades que hemos emprendido en todas y cada una de las 
dimensiones de la OSCE para combatir la corrupción y promover el Estado de 
derecho. 
6.— Confirmamos que la seguridad en las áreas cercanas, en especial en 
el área del Mediterráneo, así como en las áreas directamente adyacentes a 
Estados participantes, tales como en las del Cáucaso y de Asia Central, tiene 
una importancia cada vez mayor para la OSCE. Reconocemos que la 
inestabilidad en esas áreas crea problemas que afectan directamente a la 
seguridad y la prosperidad de los Estados de la OSCE. 
II. NUESTRA BASE COMÚN 
7.— Reafirmamos nuestra plena adhesión a la Carta de las Naciones 
Unidas, al Acta Final de Helsinki, a la Carta de París y a todos los demás 
documentos de la OSCE a los que hemos dado nuestro asentimiento. Esos 
documentos son expresión de los compromisos que hemos contraído en 
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común, constituyen el fundamento de nuestra labor, y nos han ayudado a 
poner fin a la antigua confrontación en Europa y a fomentar una nueva era de 
democracia, paz y solidaridad en toda el área de la OSCE. En ellos se 
establecieron normas claras para el tratamiento mutuo entre los Estados 
participantes y para el tratamiento otorgado a todas las personas que viven en 
sus territorios. Todos los compromisos de la OSCE, sin excepción, se 
aplican por igual a cada Estado participante. Su aplicación de buena fe es 
fundamental para las relaciones entre los Estados, entre los Gobiernos y sus 
pueblos, y entre las organizaciones de las que sean miembros. Los Estados 
participantes son responsables ante sus ciudadanos y ante los demás Estados 
participantes del cumplimiento de sus compromisos. 
Consideramos esos compromisos como un logro de todos y, por tanto, 
como cuestiones de interés inmediato y legítimo para todos los Estados 
participantes. 
Reafirmamos que la OSCE es un acuerdo regional en el sentido del 
Capítulo VIII de la Carta de las Naciones Unidas, y constituye una organi-
zación de primer recurso para la solución pacífica de las controversias en el 
interior de su región así como un instrumento clave de alerta temprana, 
prevención de conflictos, gestión de crisis y rehabilitación postconflicto. La 
OSCE es el foro de consulta, adopción de decisiones y cooperación, más 
amplio e integrador de toda su región. 
8.— Todo Estado participante goza de igual derecho a la seguridad. 
Reafirmamos el derecho inherente a todos y cada uno de los Estados parti-
cipantes de elegir o cambiar libremente sus acuerdos de seguridad, así como 
sus tratados de alianza, conforme evolucionen. Cada Estado goza además del 
derecho a la neutralidad. Todo Estado participante respetará los derechos al 
respecto de los demás Estados y no fortalecerá su propia seguridad a expensas 
de la de otros Estados. En el seno de la OSCE, ningún Estado, grupo de 
Estados u organización podrá arrogarse una responsabilidad superior para el 
mantenimiento de la paz o de la estabilidad en el área de la OSCE, o podrá 
considerar parte alguna del área de la OSCE como su propia esfera de 
influencia. 
9.— Edificaremos nuestras relaciones de conformidad con el concepto de 
una seguridad común y global, y guiados por un espíritu de igualdad 
asociativa, de solidaridad y de transparencia. La seguridad de cada Estado 
participante está indisolublemente vinculada a la de todos los demás. 
Abordaremos las dimensiones humana, económica, política y militar de la 
seguridad como un todo integrado. 
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10.— Seguiremos manteniendo el consenso como base del proceso deci-
sorio de la OSCE. La flexibilidad y la capacidad de la OSCE para responder 
con presteza a un entorno político en evolución deberán seguir siendo la 
médula del enfoque integrador y cooperativo de la OSCE respecto de la 
seguridad común e indivisible. 
1 1 . — Reconocemos la responsabilidad primordial en el mantenimiento 
de la paz y la seguridad internacionales que incumbe al Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas y su función esencial al servicio de la seguridad y la 
estabilidad en nuestra región. Reafirmamos los derechos y obligaciones que 
hemos contraído con arreglo a la Carta de las Naciones Unidas, así como 
nuestro compromiso de no recurrir al empleo o la amenaza de la fuerza. A este 
respecto reafirmamos también nuestro compromiso de buscar una solución 
pacífica a las controversias, en consonancia con la Carta de las Naciones 
Unidas. 
* * * 
Sobre estas bases fortaleceremos nuestra respuesta común y mejoraremos 
nuestros instrumentos comunes con el fin de hacer frente de forma más eficaz a 
los desafíos que se nos plantean. 
III. NUESTRA RESPUESTA COMÚN 
Cooperación con otras organizaciones: la plataforma para la seguridad 
cooperativa 
12. Los riesgos y problemas con los que nos enfrentamos en la actua-
lidad no pueden ser resueltos por un solo Estado ni por una única 
organización. A lo largo del último decenio hemos adoptado medidas impor-
tantes para forjar una nueva cooperación entre la OSCE y otras organizaciones 
internacionales. Estamos decididos a estrechar aún más la cooperación entre 
las organizaciones internacionales con el fin de aprovechar plenamente los 
recursos de la comunidad internacional. 
Nos comprometemos, a través de la Plataforma para la Seguridad 
Cooperativa, que aquí se adopta como elemento esencial de esta Carta, a 
intensificar y desarrollar aún más la cooperación con las organizaciones 
competentes, en pie de igualdad y con espíritu asociativo. Los principios de 
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la Plataforma, según quedan establecidos en el documento operativo adjunto a 
la presente Carta, se aplicarán a aquellas organizaciones o instituciones cuyos 
miembros decidan adherirse a ellas a título individual y colectivo. Dichos 
principios se aplican a todas las dimensiones de la seguridad: político-militar, 
humana y económica. A través de esta Plataforma intentaremos desarrollar y 
mantener la coherencia política y operativa, basada en valores compartidos, 
entre los diversos organismos que se ocupan de la seguridad, tanto para 
responder a toda situación de crisis concreta como para dar respuesta a los 
nuevos riesgos y problemas. Reconociendo el papel integrador esencial que la 
OSCE puede desempeñar, ofrecemos la OSCE como marco flexible de 
coordinación al servicio de la cooperación en el que diversas organizaciones 
podrán, cuando así proceda, reforzarse mutuamente utilizando sus efectivos 
especiales. No intentamos crear una jerarquía de organizaciones o una división 
permanente del trabajo entre ellas. 
Estamos dispuestos, en principio, a desplegar los recursos de las 
organizaciones e instituciones internacionales de las cuales somos miembros, 
en apoyo de la labor de la OSCE, con sujeción a las decisiones políticas que 
se vayan adoptando a medida que surjan los casos. 
13.— La cooperación subregional se ha convertido en un elemento 
importante para mejorar la seguridad en toda el área de la OSCE. Procesos 
como el Pacto de Estabilidad para la Europa Sudoriental, que ha sido 
colocado bajo los auspicios de la OSCE, ayudan a promover nuestros valores 
comunes y contribuyen a mejorar la seguridad no sólo en la subregión en 
cuestión, sino en toda el área de la OSCE. Ofrecemos la OSCE, de 
conformidad con la Plataforma para la Seguridad Cooperativa, como foro para 
la cooperación subregional. A ese respecto, y de conformidad con las 
modalidades establecidas en el documento operativo, la OSCE facilitará el 
intercambio de información y experiencia entre los grupos subregionales y 
podrá, si así se le pide, recibir y conservar sus acuerdos y pactos mutuos. 
Solidaridad y paternariado 
14.— Las mejores garantías de paz y seguridad en nuestra región son la 
voluntad y la capacidad de cada Estado participante para obrar en favor de la 
democracia, el Estado de derecho y el respeto de los derechos humanos. 
Reafirmamos a título individual nuestra voluntad de cumplir plenamente 
nuestros compromisos. Asumimos también la responsabilidad conjunta de 
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hacer respetar los principios de la OSCE. Estamos por tanto decididos a 
cooperar en el marco de la OSCE, así como con sus instituciones y 
representantes, y estamos dispuestos a utilizar los instrumentos, herramientas 
y mecanismos de la OSCE. Cooperaremos con espíritu de solidaridad y 
asociativo al examen continuo de su aplicación. Hoy nos comprometemos a 
adoptar, tanto en la OSCE como en aquellas organizaciones de las que somos 
miembros, medidas conjuntas basadas en la cooperación para brindar 
asistencia a los Estados participantes a fin de facilitar la observancia de los 
principios y compromisos de la OSCE. Fortaleceremos los instrumentos de 
cooperación existentes y desarrollaremos otros nuevos a fin de responder de 
forma más eñcaz a las solicitudes de ayuda de los Estados participantes. 
Buscaremos formas de incrementar aún más la eficacia de la Organización para 
abordar casos de violaciones claras, flagrantes y continuadas de esos principios 
y compromisos. 
15.— Estamos decididos a buscar formas de ayudar a los Estados parti-
cipantes que soliciten asistencia en casos de ruptura interna del orden público. 
Examinaremos conjuntamente la naturaleza de la situación y las posibles 
formas y medios de proporcionar apoyo al Estado en cuestión. 
16.— Reafirmamos la validez del Código de Conducta sobre los aspec-
tos político-militares de la seguridad. De conformidad con las responsa-
bilidades que hemos asumido en el seno de la OSCE, entablaremos rápida-
mente consultas con todo Estado participante que solicite ayuda para ejercer 
su derecho de legítima defensa, individual o colectiva, en situaciones de ame-
naza para su soberanía, integridad territorial o independencia política. Consi-
deraremos conjuntamente la naturaleza de esa amenaza asi como las medidas 
que pueda ser necesario adoptar en defensa de nuestros valores comunes. 
Nuestras Instituciones 
17.— La Asamblea Parlamentaria se ha convertido en una de las institu-
ciones más importantes de la OSCE, que aporta continuamente nuevas ideas y 
propuestas. Acogemos con satisfacción el papel cada vez más destacado que 
desempeña, especialmente en las esferas del desarrollo de la democracia y de la 
supervisión de elecciones. Pedimos a la Asamblea Parlamentaria que amplíe 
aún más sus actividades como componente esencial de nuestros esfuerzos por 
fomentar la democracia, la prosperidad y una mayor confianza no sólo en el 
seno de los Estados participantes sino también entre ellos. 
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18.— La Oficina de Instituciones Democráticas y Derechos Humanos 
(OIDDH), el Alto Comisionado para las Minorías Nacionales (ACMN) y el 
Representante de la OSCE para la Libertad de los Medios de Comunicación 
son instrumentos esenciales para asegurar el respeto de los derechos humanos, 
de la democracia y del Estado de derecho. La Secretaría de la OSCE propor-
ciona una asistencia crucial al Presidente en ejercicio y a las actividades de 
nuestra Organización, especialmente sobre el terreno. Seguiremos reforzando 
asimismo las capacidades operativas de la Secretaría de la OSCE para que 
pueda hacer frente a la expansión de nuestras actividades, y para velar por que 
las operaciones sobre el terreno funcionen eficazmente y con arreglo a los 
mandatos y orientaciones que se les haya impartido. 
Nos comprometemos a brindar todo nuestro apoyo a las instituciones de 
la OSCE. Subrayamos la importancia de que haya una estrecha coordinación 
entre las instituciones de la OSCE, así como entre nuestras operaciones sobre 
el terreno, con el fin de aprovechar al máximo nuestros recursos comunes. 
Tendremos en cuenta la necesidad de respetar la diversidad geográfica y el 
equilibrio entre el personal de ambos sexos al contratar a personal para las 
instituciones de la OSCE y las operaciones sobre el terreno. 
Somos conscientes del enorme desarrollo y diversificación de las activi-
dades de la OSCE. 
Reconocemos que un gran número de Estados participantes en la OSCE 
no han podido aplicar la decisión del Consejo Ministerial de Roma de 1993, 
por lo que puede que surjan dificultades imputables a la falta de capacidad 
jurídica de la Organización. Nos esforzaremos por dar la solución adecuada a 
esta situación. 
La dimensión humana 
19.— Reafirmamos que el respeto de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales, de la democracia y del Estado de derecho 
constituyen la esencia del concepto de seguridad global de la OSCE. Nos 
comprometemos a responder a toda amenaza contra la seguridad que provenga 
de violaciones de los derechos humanos o de las libertades fundamentales, y 
en particular de la libertad de pensamiento, de conciencia, de religión o de 
creencia, así como de manifestaciones de intolerancia, nacionalismo agresivo, 
racismo, patrioterismo, xenofobia y antisemitismo. 
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La protección y la promoción de los derechos de las personas pertene-
cientes a minorías nacionales constituyen factores esenciales para la demo-
cracia, la paz, la justicia y la estabilidad en el interior de los Estados partici-
pantes y entre estos Estados. A este respecto, reafirmamos nuestros compro-
misos contraídos concretamente a tenor de las disposiciones pertinentes del 
Documento de Copenhague 1990 sobre cuestiones de la Dimensión Humana y 
recordamos el Informe de la Reunión de Expertos sobre Minorías Nacionales 
celebrada en Ginebra en 1991. El pleno respeto de los derechos humanos, 
incluidos los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales, 
además de constituir una finalidad en sí, lejos de debilitar, puede fortalecer la 
integridad y soberanía territorial de los Estados. Existen diversos conceptos 
de autonomía, así como otras soluciones descritas en los documentos anterior-
mente mencionados, que son conformes a los principios de la OSCE y 
constituyen formas de preservar y promover la identidad étnica, cultural, 
lingüística y religiosa de las minorías nacionales en el seno de un Estado 
existente. Condenamos la violencia dirigida contra cualquier minoría. Nos 
comprometemos a tomar medidas para promover la tolerancia y edificar 
sociedades pluralistas en las que toda persona, cualquiera que sea su origen 
étnico, goce de una plena igualdad de oportunidades. 
Insistimos en que las cuestiones relativas a las minorías nacionales sólo 
podrán resolverse satisfactoriamente en el interior de un marco político 
democrático basado en el Estado de derecho. 
Reafirmamos nuestro reconocimiento de que toda persona goza del 
derecho a poseer una nacionalidad y de que no podrá privarse arbitrariamente a 
ninguna persona de su nacionalidad. Nos comprometemos a proseguir con 
nuestros esfuerzos por garantizar a toda persona el ejercicio de este derecho. 
Nos comprometemos también a promover la protección internacional de las 
personas apatridas. 
20.— Reconocemos las dificultades peculiares con las que tropiezan las 
etnias romaní y sinti, así como la necesidad de tomar medidas eficaces para 
dotar a las personas pertenecientes a dichas etnias de la plena igualdad de 
oportunidades, en consonancia con los compromisos de la OSCE. Redobla-
remos nuestros esfuerzos para velar por que los romaníes y sinti estén en 
condiciones de participar plena y equitativamente en nuestras sociedades, y 
para erradicar la discriminación contra dichas etnias. 
2 1 . — Estamos decididos a erradicar, en toda el área de la OSCE, la 
tortura y los tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes. Con este fin, 
promoveremos la adopción de leyes que otorguen garantías y remedios pro-
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cesales y de derecho sustantivo contra dichas prácticas. Prestaremos asistencia 
a las víctimas y cooperaremos con las organizaciones internacionales y las 
ONG pertinentes, cuando así proceda. 
22.— Rechazamos toda política de depuración étnica o de expulsión en 
masa. Reafirmamos nuestro compromiso de respetar el derecho de asilo y de 
velar por la protección internacional de los refugiados de conformidad con la 
Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados y su Protocolo de 
1967, así como de facilitar el retorno voluntario de los refugiados y de las 
personas desplazadas internamente en condiciones dignas y seguras. Trabaja-
remos en pro de la reinserción sin discriminaciones en sus lugares de origen 
de los refugiados y de las personas desplazadas internamente. 
A fin de mejorar la protección de las personas civiles en tiempos de con-
flicto buscaremos la manera de reforzar la aplicación del derecho humanitario 
internacional. 
2 3 . — El pleno y equitativo ejercicio por la mujer de sus derechos 
humanos es un factor indispensable para conseguir un área de la OSCE más 
pacífica, próspera y democrática. Estamos decididos a hacer que la igualdad 
entre hombres y mujeres forme parte integrante de nuestras políticas, tanto a 
nivel de nuestros Estados como en el seno de la Organización. 
24.— Adoptaremos medidas para eliminar todas las formas de discri-
minación contra la mujer, y para poner fin a la violencia contra mujeres y 
niños, así como a la explotación sexual y a toda otra forma de trata de seres 
humanos. A fin de impedir dichos delitos promoveremos, entre otras me-
didas, la adopción de leyes nuevas o más rigurosas que permitan exigir 
responsabilidades a los culpables de tales actos, y reforzar la protección de las 
víctimas. Elaboraremos y aplicaremos asimismo medidas para promover los 
derechos y los intereses de los niños en situaciones de conflicto armado y 
postconflicto, especialmente de los niños refugiados o internamente despla-
zados. Prohibiremos todo servicio armado obligatorio de personas menores de 
18 años. 
25 .— Reafirmamos nuestra obligación de celebrar elecciones libres y 
justas de conformidad con los compromisos de la OSCE y en particular con el 
Documento de Copenhague 1990. Reconocemos que la OIDDH puede prestar 
asistencia a los Estados participantes en la preparación y aplicación de su 
legislación electoral. De conformidad con estos compromisos, invitaremos a 
nuestras elecciones a observadores de otros Estados participantes, de la 
OIDDH, de la Asamblea Parlamentaria de la OSCE y de cualesquiera organi-
zaciones e instituciones privadas pertinentes que deseen observar nuestros 
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procesos electorales. Convenimos en dar pronto seguimiento a los informes de 
evaluación de las elecciones presentados por la OIDDH y a sus reco-
mendaciones. 
26.— Reafirmamos la importancia de disponer de medios informativos 
independientes, así como de la libre circulación de la información y del acceso 
del público a la misma. Nos comprometemos a tomar todas las medidas 
necesarias para asegurar las condiciones básicas para la existencia de unos 
medios informativos libres e independientes y para la libre circulación trans-
fronteriza e intraestatal de la información, que consideramos como un ele-
mento esencial de toda sociedad democrática, libre y abierta. 
27 .— Las organizaciones no gubernamentales (ONG) pueden desem-
peñar una función vital en el fomento de los derechos humanos, la democracia 
y el Estado de derecho y constituyen un elemento integrante de toda sociedad 
civil sólidamente constituida. Nos comprometemos a reforzar la capacidad de 
las ONG para que contribuyan plenamente al futuro desarrollo de la sociedad 
civil y al respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales. 
La dimensión político-militar 
28.— Los aspectos político-militares de la seguridad siguen siendo 
esenciales para los intereses de los Estados participantes. Constituyen un 
factor clave del concepto global de la seguridad adoptado por la OSCE. El 
desarme, el control de armamentos y las medidas destinadas a fomentar la 
confianza y la seguridad (MFCS) son componentes importantes de la inicia-
tiva general para fortalecer la seguridad mediante el fomento de la estabilidad, 
la transparencia y la previsibilidad en el ámbito militar. La plena aplicación, 
la oportuna adaptación y, si es preciso, la ulterior elaboración de acuerdos de 
control de armamentos y de MFCS, constituyen aportaciones clave a nuestra 
estabilidad política y militar. 
29 .— El Tratado sobre Fuerzas Armadas Convencionales en Europa 
(FACE) debe seguir sirviendo como piedra angular de la seguridad europea. 
Ha reducido drásticamente los niveles de equipos. Constituye una aportación 
fundamental a una Europa más segura e integrada. Los Estados Parte en este 
Tratado están dando un paso decisivo hacia el futuro. El Tratado está siendo 
reforzado mediante la adaptación de sus disposiciones con miras a reforzar la 
estabilidad, previsibilidad y transparencia en una situación evolutiva. Cierto 
número de Estados Parte reducirán aún más sus niveles de equipos. A su 
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entrada en vigor, el Tratado adaptado estará abierto a la adhesión voluntaria de 
otros Estados participantes ubicados en la zona comprendida entre el Océano 
Atlántico y los Montes Urales, aportando así una importante contribución 
adicional a la estabilidad y la seguridad de Europa. 
30.— El Documento de Viena de la OSCE 1999 proporciona, junto con 
otros documentos aprobados por el Foro de Cooperación en materia de 
Seguridad (FCS) sobre aspectos político-militares de la seguridad, una 
herramienta valiosa con la que todos los Estados participantes en la OSCE 
pueden fortalecer aún más la confianza mutua y la transparencia militar. 
Seguiremos recurriendo con regularidad a todos los instrumentos de la OSCE 
en dicho ámbito, procurando adaptarlos oportunamente y aplicarlos plena-
mente para dar una respuesta adecuada a las necesidades de seguridad en el 
área de la OSCE. Seguimos comprometidos con los principios enunciados en 
el Código de Conducta sobre los aspectos político-militares de la seguridad. 
Estamos decididos a proseguir nuestros esfuerzos en el FCS por responder de 
consuno a las inquietudes comunes en materia de seguridad de los Estados 
participantes, y por dar curso al concepto de la OSCE de una seguridad global 
e indivisible en lo que concierne a la dimensión político-militar. Prose-
guiremos nuestro diálogo sobre cuestiones de fondo en materia de seguridad y 
encomendaremos a nuestros representantes que lleven a cabo ese diálogo en el 
marco del FCS. 
La dimensión económica y medioambiental 
3 1 . — El vínculo entre la seguridad, la democracia y la prosperidad se ha 
vuelto cada vez más patente en el área de la OSCE, al igual que la amenaza 
que supone para la seguridad el deterioro del medio ambiente y el agota-
miento de los recursos naturales. La libertad económica, la justicia social y el 
sentido de responsabilidad en lo relativo al medio ambiente son indispen-
sables para la prosperidad. Sobre la base de estos vínculos, velaremos en 
particular por que se preste la debida atención a la dimensión económica como 
un elemento de nuestras actividades de alerta temprana y prevención de 
conflictos. Cumpliremos este propósito con miras, entre otras cosas, a 
promover la integración de las economías en transición en la economía 
mundial y a fin de consolidar el respeto del Estado de derecho y el desarrollo 
de un orden jurídico transparente y estable en la esfera económica. 
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32.— La OSCE se caracteriza por la cuantía y la diversidad de sus 
miembros, su enfoque global de la seguridad, su gran cantidad de operaciones 
sobre el terreno y su largo historial como organización promulgadora de 
normas. Esas cualidades le permiten detectar las amenazas y actuar como 
catalizador de la cooperación entre instituciones y organizaciones interna-
cionales de importancia clave en los ámbitos económico y ambiental. La 
OSCE está dispuesta a desempeñar esta función siempre que así proceda. 
Fomentaremos esta cooperación entre la OSCE y las organizaciones interna-
cionales pertinentes, en consonancia con la Plataforma para la Seguridad 
Cooperativa. Reforzaremos la capacidad de la OSCE para gestionar las 
cuestiones económicas y ambientales de forma que no se dupliquen los 
trabajos ya en curso ni se reemplacen las iniciativas que puedan llevar a cabo 
con más eficacia otras organizaciones. Centraremos nuestra atención en 
ámbitos en los que la OSCE sea especialmente competente. Las iniciativas de 
la OSCE en el marco de la dimensión humana tienen importantes reper-
cusiones económicas, y sus iniciativas en el marco de la dimensión econó-
mica tienen importantes repercusiones humanas al movilizar recursos y 
talentos humanos y al ayudar a edificar sociedades civiles dinámicas. En el 
espíritu de la Convención de Aarhus 1998 sobre acceso a la información, 
participación pública en las decisiones y acceso a la justicia en asuntos 
ambientales, procuraremos en particular velar por la accesibilidad de la 
información, la participación pública en las decisiones y el acceso a la justicia 
en asuntos medioambientales. 
El Estado de derecho y la lucha contra la corrupción 
3 3 . — Reafirmamos nuestro compromiso con el Estado de derecho. 
Somos conscientes de la amenaza que supone la corrupción para los valores 
que compartimos en el seno de la OSCE, al ser fuente de inestabilidad que 
afecta numerosos aspectos de las dimensiones humana y económica de la 
seguridad. Los Estados participantes se comprometen a intensificar su lucha 
contra la corrupción y las condiciones que la propician, y a promover un 
marco favorable para las buenas prácticas de gobierno y el fomento de la 
integridad pública. Aprovecharán en mayor medida los instrumentos 
internacionales vigentes y se ayudarán mutuamente en su lucha contra la 
corrupción. Como parte de su labor al servicio del Estado de derecho, la 
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OSCE colaborará con las ONG en el común empeño de crear un sólido 
consenso público y comercial contra todo tipo de prácticas corruptas. 
IV. NUESTROS INSTRUMENTOS COMUNES 
Fortalecimiento de nuestro diálogo 
34.— Estamos decididos a ampliar e intensificar nuestro diálogo sobre 
toda novedad concerniente a cualquier aspecto de la seguridad en el área de la 
OSCE. Encomendamos al Consejo Permanente y al FCS que en sus 
respectivas esferas de competencia profundicen aún más en los problemas de 
seguridad que afecten a los Estados participantes y a que obren en consonancia 
con el concepto global e indivisible de la seguridad que es propio de la 
OSCE. 
35 .— El Consejo Permanente, en su calidad de órgano ordinario de 
consulta política y adopción de decisiones, se ocupará de la gama completa de 
cuestiones conceptuales así como del curso diario de la labor de la Organi-
zación. A fin de asistirle en sus deliberaciones y decisiones y de reforzar el 
proceso de consulta política y su transparencia en el seno de la Organización 
estableceremos un Comité Preparatorio bajo la dirección del Consejo Perma-
nente. Este Comité, abierto a la participación general, se reunirá normalmente, 
sin formalidad alguna, para deliberar sobre cualquier asunto que le sea enco-
mendado por el Consejo, o su Presidente, a fin de poder informar al respecto 
al Consejo. 
36.— Como reflejo de nuestro espíritu de solidaridad y asociativo, 
intensificaremos también nuestro diálogo político con miras a poder ofrecer 
asistencia a los Estados participantes, velando así por la observancia de los 
compromisos de la OSCE. Para estimular ese diálogo, hemos decidido 
recurrir en mayor medida, de conformidad con las normas y prácticas estable-
cidas, a los instrumentos de la OSCE, procurando en particular: 
— enviar delegaciones de las instituciones de la OSCE, con la parti-
cipación, cuando así proceda, de otras organizaciones internacionales perti-
nentes, para que presten servicios de asesoramiento y periciales encaminados a 
la reforma de las normas y prácticas legales; 
— enviar Representantes Personales del Presidente en ejercicio a misio-
nes de encuesta o de asesoramiento, tras consultar con el Estado interesado; 
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— reunir a representantes de la OSCE y de los Estados interesados, a 
fin de abordar cuestiones relacionadas con la observancia de los compromisos 
de la OSCE; 
— organizar programas de capacitación orientados a mejorar las normas 
y las prácticas vigentes en ámbitos como los de los derechos humanos, la 
democratización y la consolidación del Estado de derecho; 
— ocuparnos en las reuniones y conferencias de examen de la OSCE, 
así como en el Foro Económico, de las cuestiones relativas a la observancia 
de los compromisos de la OSCE; 
— presentar esas cuestiones al Consejo Permanente para que las exa-
mine en función, entre otras cosas, de las recomendaciones efectuadas por las 
instituciones de la OSCE en el marco de sus respectivos mandatos o por los 
Representantes Personales del Presidente en ejercicio; 
— convocar reuniones del Consejo Permanente, en un marco extra-
ordinario o reforzado, a fin de debatir los casos de inobservancia de los 
compromisos de la OSCE y decidir sobre las medidas que deberán adoptarse; 
— establecer operaciones sobre el terreno, con el consentimiento del 
Estado interesado. 
Operaciones sobre el terreno 
37.— El Consejo Permanente está facultado para establecer las opera-
ciones sobre el terreno, definir su mandato y determinar su presupuesto. Sobre 
esta base, el Consejo Permanente y el Presidente en ejercicio se encargarán de 
impartir la orientación debida a dichas operaciones. 
38 .— El desarrollo de las operaciones de la OSCE sobre el terreno 
supone un importante avance de la Organización, que le ha permitido 
incrementar su influencia en orden al fomento de la paz, de la seguridad y de 
la observancia de los compromisos de la OSCE. A la luz de la experiencia ya 
adquirida desarrollaremos y fortaleceremos aún más este instrumento a fin de 
que pueda llevar a cabo los cometidos de conformidad con el mandato otor-
gado, que podrá conllevar las siguientes tareas: 
— prestar asistencia y asesoramiento o formular recomendaciones en 
ámbitos acordados por la OSCE con el país anfitrión; 
— supervisar la observancia de los compromisos de la OSCE, y prestar 
asesoramiento o hacer recomendaciones para mejorar esa observancia; 
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— prestar asistencia en la organización y la supervisión de elecciones; 
— prestar apoyo en orden al respeto del Estado de derecho y de las 
instituciones democráticas, y mantener y restaurar el orden público; 
— ayudar a crear un clima favorable para la negociación o la adopción 
de otras medidas encaminadas a la solución pacífica de los conflictos; 
— prestar asistencia en el cumplimiento de los acuerdos concertados 
para la solución pacífica de los conflictos y verificar ese cumplimiento; 
— prestar apoyo para la rehabilitación o la reconstrucción de diversos 
aspectos o componentes de la sociedad civil. 
39.— Al contratar personal para las operaciones sobre el terreno se 
deberá procurar que los Estados participantes faciliten personal cualificado. La 
capacitación del personal es un aspecto importante para reforzar la eficiencia de 
la OSCE y de sus operaciones sobre el terreno, que deberá por ello mejorarse. 
Los servicios de capacitación existentes en los Estados participantes en la 
OSCE y las actividades de capacitación de la OSCE pueden desempeñar una 
función activa para lograr este objetivo en colaboración, cuando así proceda, 
con otras organizaciones e instituciones. 
40.— De conformidad con la Plataforma para la Seguridad Cooperativa, 
se reforzará la cooperación entre la OSCE y otras organizaciones interna-
cionales en la puesta en práctica de operaciones sobre el terreno. Esto se 
llevará a cabo mediante, entre otras cosas, la puesta en práctica de proyectos 
comunes con otras entidades asociadas, en particular el Consejo de Europa, a 
fin de que la OSCE pueda, aprovechar su pericia, respetando al mismo tiempo 
las peculiaridades y los procedimientos decisorios de todas las organizaciones 
involucradas. 
4 1 . — Deberá ayudarse, cuando así proceda, al país anfitrión, que acoja 
una operación de la OSCE sobre el terreno, en el desarrollo de sus propias 
capacidades y servicios de expertos, dentro de la esfera de su competencia, lo 
cual facilitará un traspaso eficiente de las tareas propias de la operación al país 
anfitrión y, por consiguiente, la pronta conclusión de la operación sobre el 
terreno. 
Respuesta rápida (REACT) 
42.— Somos conscientes de que la capacidad de despliegue rápido de 
contingentes civiles y policiales es un factor esencial para una labor eficaz de 
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prevención de conflictos, gestión de crisis y rehabilitación postconflicto. 
Estamos decididos a desarrollar una capacidad, tanto en los Estados parti-
cipantes como en la OSCE, para establecer Equipos periciales de asistencia y 
cooperación rápidas (REACT), que estarán a disposición de la OSCE, 
dotando así a las instituciones y órganos de la Organización de los medios 
debidos para que, actuando en el marco de sus respectivos procedimientos 
establecidos, puedan enviar rápidamente expertos a los Estados participantes 
en la OSCE a fin de prestarles asistencia, de conformidad con las normas de la 
OSCE, en orden a la prevención de conflictos, la gestión de crisis y la 
rehabilitación postconflicto. Esos equipos de despliegue rápido podrán prestar 
una amplia gama de servicios especializados de índole civil y dotarán a la 
Organización de la capacidad requerida para abordar los problemas antes de 
que desemboquen en crisis y para desplegar rápidamente el contingente civil 
de toda operación en apoyo de la paz que pueda necesitarse. También cabría 
utilizar estos equipos como capacidad inicial que facilite a la OSCE el rápido 
despliegue de operaciones especializadas o en gran escala. Confiamos en que 
los equipos REACT se desarrollen y evolucionen, a la par de otros servicios 
de la OSCE, a un ritmo que permita responder a las necesidades de la 
Organización. 
Centro de operaciones 
43 .— La rapidez de despliegue es un factor importante para la eficiencia 
de la OSCE en su contribución a nuestra labor de prevención de conflictos, 
gestión de crisis y rehabilitación postconflicto, y depende de la eficacia con la 
que se prepare y planifique esa labor. Para facilitarla, hemos decidido estable-
cer un Centro de Operaciones en el Centro para la Prevención de Conflictos, 
con una reducida dotación de personal provista de la experiencia requerida para 
todo tipo de operaciones de la OSCE, que podría ampliarse rápidamente, caso 
de ser ello necesario. Su función consistirá en planificar y desplegar opera-
ciones sobre el terreno, incluidas aquellas en las que intervengan los REACT. 
Establecerá enlaces con otras organizaciones e instituciones interna-
cionales, siempre que proceda hacerlo de conformidad con la Plataforma para 
la Seguridad Cooperativa. La dotación básica del Centro estará integrada, en 
la medida de lo posible, por personal con los conocimientos especializados 
adecuados, que haya sido adscrito por Estados participantes o haya sido 
tomado de los recursos disponibles en la Secretaría. Estos efectivos básicos 
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servirán de núcleo inicial para una rápida expansión que permita hacer frente a 
las nuevas tareas que vayan surgiendo. Los pormenores de cada operación se 
decidirán de conformidad con los procedimientos establecidos. 
Actividades relacionadas con la Política 
44.— Nos esforzaremos por fortalecer la función de la OSCE en activi-
dades al servicio de la policía civil, como parte integrante de los esfuerzos de 
la Organización en materia de prevención de conflictos, gestión de crisis y 
rehabilitación postconflicto. Dichas actividades podrán conllevar: 
— tareas de supervisión policial destinadas, por ejemplo, a impedir 
que la policía lleve a cabo actividades de discriminación por motivos reli-
giosos o étnicos; 
— tareas de formación de la policía destinadas, por ejemplo, a: 
— mejorar las capacidades operativas y tácticas de los servicios de 
policía local y reformar las fuerzas paramilitares; 
— impartir capacitación en técnicas policiales nuevas y modernas, tales 
como las de los servicios policiales comunitarios, o las de los servicios de 
lucha contra la droga, contra la corrupción, y antiterroristas; 
— crear un servicio de policía de composición multiétnica y/o multi-
religiosa, que goce de la confianza de toda la población; 
— promover el respecto de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales en general. 
Alentaremos el suministro de equipos modernos que resulten idóneos 
para los servicios de policía a los que se imparta capacitación en estas nuevas 
técnicas. 
Además, la OSCE examinará los supuestos y las condiciones en las que 
le sea posible desempeñar una función de vigilancia policial o conexa. 
45 .— Promoveremos asimismo la creación de sistemas judiciales inde-
pendientes, que desempeñen una función clave en la búsqueda de remedios 
para las violaciones de los derechos humanos, y prestaremos asistencia y 
asesoramiento en la reforma del sistema penitenciario. La OSCE colaborará 
asimismo con otras organizaciones internacionales en la creación de marcos 
políticos y jurídicos en los que la policía pueda desempeñar su cometido de 
conformidad con los principios democráticos y el Estado de derecho. 
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Operaciones en apoyo de la paz 
46.— Seguimos decididos a reforzar la función clave que le incumbe a 
la OSCE al servicio de la paz y de la estabilidad en toda su área. La OSCE ha 
efectuado sus contribuciones más eficaces a la seguridad regional en opera-
ciones sobre el terreno, de rehabilitación postconflicto, de apoyo a la demo-
cratización y los derechos humanos, y de supervisión de elecciones. Hemos 
decidido explorar posibilidades de incrementar e intensificar la función de la 
OSCE en apoyo de la paz. Reafirmando los derechos y obligaciones que nos 
incumben a tenor de la Carta de las Naciones Unidas y sobre la base de 
nuestras decisiones vigentes, confirmamos que la OSCE podrá decidir, caso 
por caso y mediante consenso, asumir cometidos en apoyo de la paz, e 
incluso una función de liderazgo, cuando los Estados participantes estimen 
que es la organización idónea y más eficaz para la tarea propuesta. A este 
respecto, podrá decidir asimismo definir el mandato de operaciones en apoyo 
de la paz encomendadas a otras entidades y recabar de los Estados partici-
pantes, y de otras organizaciones, los recursos y los conocimientos periciales 
que puedan ser necesarios al respecto. De conformidad con lo previsto en la 
Plataforma para la Seguridad Cooperativa, podrá asimismo actuar como marco 
coordinador de dichos esfuerzos. 
La corte de conciliación y arbitraje 
47.— Reiteramos el principio de la solución pacífica de las contro-
versias como médula de todos los compromisos de la OSCE. La Corte de 
Conciliación y Arbitraje sigue estando, a este respecto, a la disposición del 
gran número de Estados participantes que han entrado a ser partes en la 
Convención de Estocolmo de 1992. Les alentamos a que hagan uso de este 
instrumento para la solución de las controversias que surjan entre ellos, así 
como para la solución de las controversias que tengan con otros Estados 
participantes que acepten voluntariamente la competencia de esta Corte. 
Alentamos asimismo a aquellos Estados participantes que aún no se hayan 
adherido a esta Convención, a que lo hagan a la mayor brevedad. 
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V. NUESTROS SOCIOS PARA LA COOPERACIÓN 
48.— Reconocemos la interdependencia existente entre la seguridad en 
el área de la OSCE y la de los socios para la cooperación, así como nuestro 
compromiso de proseguir con las relaciones y el diálogo que tenemos enta-
blados con ellos. Insistimos, en particular, en las relaciones ya antiguas que 
mantenemos con nuestros socios mediterráneos: Argelia, Egipto, Israel, 
Jordania, Marruecos y Túnez. 
Reconocemos la creciente participación de nuestros socios para la 
cooperación en la labor de la OSCE, y su apoyo a la misma. Sobre la base de 
esta interdependencia, estamos dispuestos a desarrollar aún más este proceso. 
Apoyándonos en el Documento de Helsinki 1992 y en el Documento de 
Budapest 1994, y dando curso a lo en ellos acordado, trabajaremos en 
colaboración más estrecha con los socios para la cooperación con miras a 
promover la observancia de las normas y principios de la OSCE. Acogemos 
con satisfacción su deseo de promover la observancia de esas normas y 
principios, sobre todo el principio básico de que los conflictos deben resol-
verse por medios pacíficos. A este fin, y a medida que avance el diálogo, 
iremos invitando con mayor regularidad a los socios para la cooperación a una 
participación más intensa en los trabajos de la OSCE. 
49.— Deberán examinarse y aprovecharse al máximo las posibilidades 
ofrecidas por el Grupo de Contacto y los seminarios que se organizan para la 
región del Mediterráneo. Sobre la base del mandato de Budapest, el Consejo 
Permanente examinará las recomendaciones que reciba de ese Grupo de 
Contacto o de los seminarios para el Mediterráneo. Alentaremos a los Socios 
Mediterráneos para la Cooperación a que aprovechen nuestra experiencia para 
crear, en la región del Mediterráneo, estructuras y mecanismos de alerta 
temprana, diplomacia preventiva y prevención de conflictos. 
50.— Acogemos con satisfacción la creciente participación en nuestra 
labor del Japón y de la República de Corea. Agradecemos la contribución del 
Japón a las actividades de la OSCE sobre el terreno. 
Procuraremos fortalecer más nuestra cooperación con nuestros socios de 
Asia en la respuesta que se ha de dar a los desafíos de interés común. 
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DOCUMENTO OPERATIVO 
PLATAFORMA PARA LA SEGURIDAD COOPERATIVA 
I. LA PLATAFORMA 
1. La Plataforma para la Seguridad Cooperativa tiene por meta 
intensificar la índole mutuamente enriquecedora de las relaciones entre las 
organizaciones e instituciones interesadas en promover la seguridad global en 
el seno del área de la OSCE. 
2. La OSCE cooperará con aquellas organizaciones e instituciones 
cuyos miembros, procediendo a título individual y colectivo y en consonancia 
con las modalidades propias de cada organización o institución, actualmente o 
en el futuro: 
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5 1 . — La presente Carta redundará en provecho de la seguridad de todos 
los Estados participantes en cuanto realza y fortalece la OSCE en el umbral 
del Siglo XXI. Hoy hemos decidido desarrollar los instrumentos existentes y 
crear nuevas herramientas, que utilizaremos plenamente para promover un área 
de la OSCE libre, democrática y segura. La Carta contribuirá asi a realzar la 
función de la OSCE como única Organización paneuropea de seguridad encar-
gada de velar por la paz y la estabilidad en el interior de su área. Agradecemos 
al Comité para el Modelo de Seguridad que haya llevado su tarea a feliz 
término. 
52.— El original de la presente Carta, redactada en alemán, español, 
francés, inglés, italiano y ruso, será remitido al Secretario General de la Orga-
nización, que enviará un ejemplar certificado conforme de la misma a cada 
Estado participante. 
Nosotros, los abajo firmantes, Altos Representantes de los Estados parti-
cipantes, conscientes del elevado significado político que otorgamos a la pre-
sente Carta, y declarando que estamos conformes a obrar en consonancia con 
lo dispuesto en el texto que en ella puede verse consignado, firmamos al pie 
de la misma. 
Hecho en Estambul el 19 de noviembre de 1999. 
DOCUMENTACIÓN 
— se adhieran a los principios de la Carta de las Naciones Unidas y a 
los principios y compromisos de la OSCE, establecidos en el Acta Final de 
Helsinki, en la Carta de París, en el Documento de Helsinki 1992, en el 
Documento de Budapest 1994, en el Código de Conducta de la OSCE sobre 
los aspectos político-militares de la seguridad, y en la Declaración de Lisboa 
sobre un modelo común y global de seguridad para Europa en el siglo XXI; 
— suscriban los principios de transparencia y previsibilidad en sus 
acciones, de acuerdo con el espíritu del Documento de Viena 1999 relativo a 
las negociaciones sobre Medidas Destinadas a Fomentar la Confianza y la 
Seguridad; 
— cumplan plenamente las obligaciones que hayan contraído en materia 
de control de armamentos, así como de desarme y de MFCS; 
— actúen sobre la base de que esas organizaciones e instituciones, de 
las que son miembros, se mantendrán adheridas al principio de la transpa-
rencia en lo relativo a su evolución; 
— velen por que su pertenencia a dichas organizaciones e instituciones 
esté basada en la mutua transparencia y en el libre ejercicio de su voluntad; 
— apoyen activamente la noción común, global e indivisible de la 
seguridad que es propia de la OSCE, así como su espacio común de seguridad 
sin líneas divisorias; 
— participen plena y adecuadamente en el desarrollo de las relaciones 
entre instituciones interesadas en la seguridad en el área de la OSCE que se 
refuercen mutuamente; 
— estén dispuestos en principio a desplegar los recursos institucionales 
de las organizaciones e instituciones internacionales de las que sean miembros 
en apoyo de la labor de la OSCE, a reserva de las decisiones políticas que se 
hayan de adoptar para cada caso. A ese respecto los Estados participantes 
toman nota de la importancia de la cooperación en todo lo relativo a la 
prevención de conflictos y la gestión de crisis. 
3. Esos principios y compromisos forman conjuntamente la Plataforma 
para la Seguridad Cooperativa. 
II. MODALIDADES DE COOPERACIÓN 
1. Los Estados participantes trabajarán, en el seno de las organizaciones 
e instituciones pertinentes de las que sean miembros, para asegurar la 
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adhesión de dichas organizaciones e instituciones a la Plataforma para la 
Seguridad Cooperativa. Esa adhesión, basada en las decisiones adoptadas por 
cada Estado miembro en el seno de las organizaciones e instituciones perti-
nentes, se llevará a cabo de forma compatible con las modalidades que sean 
peculiares a cada organización o institución. Los contactos y la cooperación 
entre la OSCE y otras organizaciones e instituciones deberán ser transparentes 
para los Estados participantes en las mismas y se llevarán a cabo en 
consonancia con las modalidades que sean propias de la OSCE y de esas 
organizaciones e instituciones. 
2. En la Reunión Ministerial de 1997 celebrada en Copenhague, se 
adoptó una decisión sobre el Concepto Común para el desarrollo de la coope-
ración entre instituciones que se refuerzan mutuamente. Apreciamos la extensa 
red de contactos establecida desde entonces, en particular la creciente coopera-
ción con organizaciones e instituciones activas tanto en la esfera político-
militar como en las dimensiones humana y económica de la seguridad, así 
como el fortalecimiento de la cooperación entre la OSCE y diversos órganos y 
organismos de las Naciones Unidas, recordando al respecto la función que le 
incumbe a la OSCE en su calidad de arreglo regional entendido en el sentido 
de la Carta de las Naciones Unidas. Estamos decididos a desarrollar aún más 
este Concepto. 
3. La creciente importancia de las agrupaciones subregionales en la labor 
de la OSCE es otro factor valioso y somos favorables a que se intensifique la 
cooperación con esos grupos sobre la base de la presente Plataforma. 
4. Cabe favorecer aún más el desarrollo de la cooperación aprovechando 
plenamente los siguientes instrumentos y mecanismos: 
— Contactos periódicos, incluidas reuniones; un marco permanente de 
diálogo; un aumento de la transparencia y de la cooperación práctica, incluida 
la designación de oficiales de enlace o puntos de contacto; la representación 
recíproca en las reuniones en donde proceda; y otros contactos destinados a 
mejorar el conocimiento de los instrumentos de prevención de conflictos que 
posee cada organización. 
5. La OSCE podrá celebrar, además, reuniones especiales con otras 
organizaciones, instituciones, y estructuras activas en el área de la OSCE. 
Esas reuniones podrán celebrarse a nivel político y/o de órganos directivos 
(para coordinar políticas o definir esferas de cooperación), y a nivel operativo 
(para estudiar las modalidades de cooperación). 
6. El desarrollo de las operaciones de la OSCE sobre el terreno en los 
últimos años ha supuesto una transformación importante de la Organización. 
847 
DOCUMENTACIÓN 
A la luz de la adopción de la Plataforma para la Seguridad Cooperativa, 
debería desarrollarse la cooperación existente entre la OSCE y otros órganos, 
organizaciones e instituciones internacionales pertinentes que intervienen en 
las operaciones sobre el terreno, aprovechándola de conformidad con su respec-
tivo mandato. Entre las modalidades para esa forma de cooperación cabe citar: 
reuniones e intercambios de información periódicos; misiones conjuntas de 
evaluación de necesidades; adscripción de expertos a la OSCE por otras orga-
nizaciones; designación de oficiales de enlace; desarrollo de proyectos comu-
nes y de operaciones conjuntas sobre el terreno; así como esfuerzos conjuntos 
de capacitación. 
7. Cooperación en la respuesta que se haya de dar a determinadas crisis: 
— Se alienta a la OSCE, por conducto de su Presidente en ejercicio y 
con el respaldo de su Secretario General, y a las organizaciones e instituciones 
pertinentes, a que se mantengan mutuamente informadas de las medidas que 
adopten o tengan previsto adoptar al abordar una situación concreta; 
— Con este fin, los Estados participantes alientan al Presidente en 
ejercicio a que, con el respaldo del Secretario General, colabore con otras orga-
nizaciones e instituciones en orden a la adopción de enfoques coordinados que 
eviten la duplicación y que aseguren una utilización eficiente de los instru-
mentos disponibles. Siempre que así proceda, la OSCE podrá ofrecerse para 
actuar como marco flexible de cooperación de los diversos esfuerzos mutua-
mente enriquecedores. El Presidente en ejercicio consultará, en el curso de este 
proceso, con los Estados participantes y actuará en consonancia con el 
resultado de esas consultas. 
8. El Secretario General preparará un informe anual para el Consejo 
Permanente sobre la interacción entre las organizaciones e instituciones activas 
en el área de la OSCE. 
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CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA 
REPRESIÓN DE LA FINANCIACIÓN DEL 
TERRORISMO 
A D O P T A D O P O R L A A S A M B L E A G E N E R A L E L 9 D E DICIEMBRE D E 1999 
(A/RES/54 /109 , 25 D E F E B R E R O D E 2000) 
PREÁMBULO 
Los Estados Partes en el presente Convenio, 
Teniendo presentes los propósitos y principios de la Carta de las Naciones 
Unidas relativos al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y al 
fomento de las relaciones de amistad y buena vecindad y la cooperación entre 
los Estados, 
Profundamente preocupados por el hecho de que se intensifican en todo el 
mundo los atentados terroristas en todas sus formas y manifestaciones, 
Recordando la Declaración con motivo del cincuentenario de las Naciones 
Unidas contenida en la resolución 50/6 de la Asamblea General, de 24 de 
octubre de 1995, 
Recordando también todas las resoluciones pertinentes de la Asamblea 
General sobre la cuestión, incluida la resolución 49/60, de 9 de diciembre de 
1994, y su anexo sobre la Declaración sobre medidas para eliminar el terro-
rismo internacional, en la que los Estados Miembros de las Naciones Unidas 
reafirmaron solemnemente que condenaban en términos inequívocos todos los 
actos, métodos y prácticas terroristas por considerarlos criminales e injusti-
ficables, dondequiera y quienquiera los cometiera, incluidos los que pusieran en 
peligro las relaciones de amistad entre los Estados y los pueblos y amenazaran 
la integridad territorial y la seguridad de los Estados, 
Observando que en la Declaración sobre medidas para eliminar el terro-
rismo internacional se alentaba además a los Estados a que examinaran con 
urgencia el alcance de las disposiciones jurídicas internacionales vigentes sobre 
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prevención, represión y eliminación del terrorismo en todas sus formas y 
manifestaciones, a fin de asegurar la existencia de un marco jurídico global que 
abarcara todos los aspectos de la cuestión, 
Recordando la resolución 51/210 de la Asamblea General, de 17 de 
diciembre de 1996, en cuyo párrafo 3, inciso f), la Asamblea exhortó a todos 
los Estados a que adoptaran medidas para prevenir y contrarrestar, mediante 
medidas internas apropiadas, la financiación de terroristas y de organizaciones 
terroristas, ya sea que se hiciera en forma directa o indirecta, por conducto de 
organizaciones que tuvieran además o que proclamaran tener objetivos carita-
tivos, sociales o culturales, o que realizaran también actividades ilícitas, como 
el tráfico ilegal de armas, la venta de estupefacientes y las asociaciones ilícitas, 
incluida la explotación de personas a fin de financiar actividades terroristas, y 
en particular a que consideraran, en su caso, la adopción de medidas reguladoras 
para prevenir y contrarrestar los movimientos de fondos que se sospechara se 
hicieran con fines terroristas, sin impedir en modo alguno la libertad de los 
movimientos legítimos de capitales, y que intensificaran el intercambio de 
información acerca de los movimientos internacionales de ese tipo de fondos, 
Recordando asimismo la resolución 52/165 de la Asamblea General, de 15 
de diciembre de 1997, en la que la Asamblea invitó a los Estados a que 
consideraran, en particular, la posibilidad de aplicar las medidas que figuraban 
en los incisos a) a f) del párrafo 3 de su resolución 51/210, de 17 de diciembre 
de 1996, 
Recordando además la resolución 53/108 de la Asamblea General, de 8 de 
diciembre de 1998, en la que la Asamblea decidió que el Comité Especial 
establecido en virtud de su resolución 51/210, de 17 de diciembre de 1996, 
elaborara un proyecto de convenio internacional para la represión de la 
financiación del terrorismo que complementara los instrumentos 
internacionales conexos existentes, 
Considerando que la financiación del terrorismo es motivo de profunda 
preocupación para toda la comunidad internacional, 
Observando que el número y la gravedad de los actos de terrorismo 
internacional dependen de la financiación que pueden obtener los terroristas, 
Observando igualmente que los instrumentos jurídicos multilaterales 
vigentes no se refieren explícitamente a la financiación del terrorismo, 
Convencidos de la necesidad urgente de que se intensifique la cooperación 
internacional entre los Estados con miras a elaborar y adoptar medidas eficaces 
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ARTÍCULO 2 
1. Comete delito en el sentido del presente Convenio quien por el medio 
que fuere, directa o indirectamente, ilícita y deliberadamente, provea o recolecte 
fondos con la intención de que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, 
en todo o en parte, para cometer: 
a) Un acto que constituya un delito comprendido en el ámbito de uno de 
los tratados enumerados en el anexo y tal como esté definido en ese tratado; 
b) Cualquier otro acto destinado a causar la muerte o lesiones corporales 
graves a un civil o a cualquier otra persona que no participe directamente en las 
hostilidades en una situación de conflicto armado, cuando, el propósito de dicho 
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y prácticas para prevenir la financiación del terrorismo, así como para 
reprimirlo mediante el enjuiciamiento y el castigo de sus autores, 
Han acordado lo siguiente: 
ARTÍCULO 1 
A los efectos del presente Convenio: 
1. Por "fondos" se entenderá los bienes de cualquier tipo, tangibles o 
intangibles, muebles o inmuebles, con independencia de cómo se hubieran 
obtenido, y los documentos o instrumentos legales, sea cual fuere su forma, 
incluida la forma electrónica o digital, que acrediten la propiedad u otros dere-
chos sobre dichos bienes, incluidos, sin que la enumeración sea exhaustiva, 
créditos bancarios, cheques de viajero, cheques bancarios, giros, acciones, 
títulos, obligaciones, letras de cambio y cartas de crédito. 
2. Por "institución gubernamental o pública" se entenderá toda insta-
lación o vehículo de carácter permanente o temporario utilizado u ocupado por 
representantes de un Estado, funcionarios del poder ejecutivo, el poder legis-
lativo o la administración de justicia, empleados o funcionarios de un Estado u 
otra autoridad o entidad pública o funcionarios o empleados de una organización 
intergubernamental, en el desempeño de sus funciones oficiales. 
3. Por "producto" se entenderá cualesquiera fondos procedentes u obte-
nidos, directa o indirectamente, de la comisión de un delito enunciado en el 
artículo 2. 
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acto, por su naturaleza o contexto, sea intimidar a una población u obligar a un 
gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o a abstenerse de 
hacerlo. 
2. a) Al depositar su instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión al presente Convenio, un Estado que no sea parte en 
alguno de los tratados enumerados en el anexo podrá declarar que, en la 
aplicación del presente Convenio a ese Estado Parte, el tratado no se 
considerará incluido en el anexo mencionado en el apartado a) del párrafo 1. La 
declaración quedará sin efecto tan pronto como el tratado entre en vigor para el 
Estado Parte, que notificará este hecho al depositario; 
b) Cuando un Estado Parte deje de serlo en alguno de los tratados enume-
rados en el anexo, podrá efectuar una declaración respecto de ese tratado con 
arreglo a lo previsto en el presente artículo. 
3. Para que un acto constituya un delito enunciado en el párrafo 1, no 
será necesario que los fondos se hayan usado efectivamente para cometer un 
delito mencionado en los apartados a) o b) del párrafo 1. 
4. Comete igualmente un delito quien trate de cometer un delito enun-
ciado en el párrafo 1 del presente artículo. 
5. Comete igualmente un delito quien: 
a) Participe como cómplice en la comisión de un delito enunciado en los 
párrafos 1 ó 4 del presente artículo; 
b) Organice la comisión de un delito enunciado en los párrafos 1 ó 4 del 
presente artículo o dé órdenes a otros de cometerlo; 
c) Contribuya a la comisión de uno o más de los delitos enunciados en 
los párrafos 1 ó 4 del presente artículo por un grupo de personas que actúe con 
un propósito común. La contribución deberá ser intencionada y hacerse: 
i) Ya sea con el propósito de facilitar la actividad delictiva o los fines 
delictivos del grupo, cuando esa actividad o esos fines impliquen la comisión 
de un delito enunciado en el párrafo 1 del presente artículo; o 
ii) Ya sea con conocimiento de la intención del grupo de cometer un 
delito enunciado en el párrafo 1 del presente artículo. 
ARTÍCULO 3 
El presente Convenio no será aplicable cuando el delito se haya cometido 
en un solo Estado, el presunto delincuente sea nacional de ese Estado y se 
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encuentre en el territorio de ese Estado y ningún otro Estado esté facultado para 
ejercer la jurisdicción con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 1 ó 2 del artículo 
7, con la excepción de que serán aplicables a esos casos, cuando corresponda, 
las disposiciones de los artículos 12 a 18. 
ARTÍCULO 4 
Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para: 
a) Tipificar como infracción penal, con arreglo a su legislación interna, 
los delitos enunciados en el artículo 2; 
b) Sancionar esos delitos con penas adecuadas en las que se tenga en 
cuenta su carácter grave. 
ARTÍCULO 5 
1. Cada Estado Parte, de conformidad con sus principios jurídicos inter-
nos, adoptará las medidas necesarias para que pueda establecerse la responsa-
bilidad de una entidad jurídica ubicada en su territorio o constituida con arreglo 
a su legislación, cuando una persona responsable de su dirección o control 
cometa, en esa calidad, un delito enunciado en el artículo 2. Esa responsabilidad 
podrá ser penal, civil o administrativa. 
2. Se incurrirá en esa responsabilidad sin perjuicio de la responsabilidad 
penal de las personas físicas que hayan cometido los delitos. 
3. Cada Estado Parte velará en particular por que las entidades jurídicas 
responsables de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 estén sujetas a 
sanciones penales, civiles o administrativas eficaces, proporcionadas y disua-
sorias. Tales sanciones podrán incluir sanciones de carácter monetario. 
ARTÍCULO 6 
Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten necesarias, incluida, 
cuando proceda, la adopción de legislación interna, para asegurar que los actos 
criminales comprendidos en el ámbito del presente Convenio no puedan 
853 
DOCUMENTACIÓN 
justificarse en circunstancia alguna por consideraciones de índole política, 
filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra similar. 
ARTÍCULO 7 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para 
establecer su jurisdicción respecto de los delitos enunciados en el artículo 2 
cuando éstos sean cometidos: 
a) En el territorio de ese Estado; 
b) A bordo de un buque que enarbole el pabellón de ese Estado o de una 
aeronave matriculada de conformidad con la legislación de ese Estado en el 
momento de la comisión del delito; 
c) Por un nacional de ese Estado. 
2. Cada Estado Parte podrá también establecer su jurisdicción respecto de 
cualquiera de tales delitos cuando sean cometidos: 
a) Con el propósito de perpetrar un delito de los mencionados en los 
apartados a) o b) del párrafo 1 del artículo 2 en el territorio de ese Estado o 
contra uno de sus nacionales o haya tenido ese resultado; 
b) Con el propósito de perpetrar un delito de los mencionados en los 
apartados a) o b) del párrafo 1 del artículo 2 contra una instalación guberna-
mental de ese Estado en el extranjero, incluso un local diplomático o consular 
de ese Estado, o haya tenido ese resultado; 
c) Con el propósito o el resultado de cometer un delito de los indicados 
en los apartados a) o b) del párrafo 1 del artículo 2, en un intento de obligar a 
ese Estado a realizar o abstenerse de realizar un determinado acto; 
d) Por un apatrida que tenga residencia habitual en el territorio de ese 
Estado; 
e) A bordo de una aeronave que sea explotada por el gobierno de ese 
Estado. 
3. Cada Estado Parte, al ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio 
o adherirse a él, notificará al Secretario General de las Naciones Unidas que ha 
establecido su jurisdicción de conformidad con su legislación nacional con 
arreglo al párrafo 2. El Estado Parte de que se trate notificará inmediatamente al 
Secretario General los cambios que se produzcan. 
4. Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas que resulten necesa-
rias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos enunciados en el 
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artículo 2 en los casos en que el presunto autor del delito se halle en su 
territorio y dicho Estado no conceda la extradición a ninguno de los Estados 
Partes que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con los párrafos 1 
ó 2 del presente artículo. 
5. Cuando más de un Estado Parte reclame jurisdicción respecto de uno 
de los delitos mencionados en el artículo 2, los Estados Partes interesados 
procurarán coordinar sus acciones de manera apropiada, en particular respecto de 
las condiciones para enjuiciar y de las modalidades de la asistencia judicial 
recíproca. 
6. Sin perjuicio de las normas generales de derecho internacional, el 
presente Convenio no excluye el ejercicio de ninguna jurisdicción penal 
establecida por un Estado Parte de conformidad con su legislación nacional. 
ARTÍCULO 8 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten necesarias, de 
conformidad con sus principios jurídicos internos, para la identificación, la 
detección y el aseguramiento o la incautación de todos los fondos utilizados o 
asignados para cometer los delitos indicados en el artículo 2, así como el 
producto obtenido de esos delitos, a los efectos de su posible decomiso. 
2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con sus principios 
jurídicos internos, las medidas que resulten necesarias para el decomiso de los 
fondos utilizados o asignados para cometer los delitos indicados en el artículo 2 
y del producto obtenido de esos delitos. 
3. Cada Estado Parte interesado podrá considerar la posibilidad de con-
certar acuerdos para compartir con otros Estados Partes, por norma general o en 
cada caso, los fondos procedentes de los decomisos previstos en el presente 
artículo. 
4. Cada Estado Parte considerará el establecimiento de mecanismos me-
diante los cuales los fondos procedentes de los decomisos previstos en el pres-
ente artículo se utilicen para indemnizar a las víctimas de los delitos 
mencionados en los incisos a) o b) del párrafo 1 del artículo 2, o de sus 
familiares. 
5. La aplicación de las disposiciones del presente artículo se efectuará sin 
perjuicio de los derechos de los terceros de buena fe. 
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ARTÍCULO 9 
1. El Estado Parte que reciba información que indique que en su territorio 
puede encontrarse el culpable o presunto culpable de un delito enunciado en el 
artículo 2 tomará inmediatamente las medidas que sean necesarias de confor-
midad con su legislación nacional para investigar los hechos comprendidos en 
esa información. 
2. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el delincuente o pre-
sunto delincuente, si estima que las circunstancias lo justifican, tomará las 
medidas que correspondan conforme a su legislación nacional a fin de asegurar 
la presencia de esa persona a efectos de su enjuiciamiento o extradición. 
3. Toda persona respecto de la cual se adopten las medidas mencionadas 
en el párrafo 2 tendrá derecho a: 
a) Ponerse sin demora en comunicación con el representante más pró-
ximo que corresponda del Estado del que sea nacional o al que competa por 
otras razones proteger los derechos de esa persona o, si se trata de un apatrida, 
del Estado en cuyo territorio resida habitualmente; 
b) Ser visitada por un representante de dicho Estado; 
c) Ser informada de los derechos previstos en los apartados a) y b) del 
presente párrafo. 
4. Los derechos a que se hace referencia en el párrafo 3 se ejercitarán de 
conformidad con las leyes y los reglamentos del Estado en cuyo territorio se 
halle el delincuente o presunto delincuente, a condición de que esas leyes y esos 
reglamentos permitan que se cumpla plenamente el propósito de los derechos 
indicados en el párrafo 3 del presente artículo. 
5. Lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 se entenderá sin perjuicio del 
derecho de todo Estado Parte que, con arreglo al apartado b) del párrafo 1 o al 
apartado b) del párrafo 2 del artículo 7, pueda hacer valer su jurisdicción a 
invitar al Comité Internacional de la Cruz Roja a ponerse en comunicación con 
el presunto delincuente y visitarlo. 
6. El Estado Parte que, en virtud del presente artículo, detenga a una 
persona notificará inmediatamente la detención y las circunstancias que la 
justifiquen, a los Estados Partes que hayan establecido su jurisdicción de 
conformidad con los párrafos 1 ó 2 del artículo 7 y, si lo considera oportuno, a 
los demás Estados Partes interesados, directamente o por intermedio del Secre-
tario General de las Naciones Unidas. El Estado que proceda a la investigación 
prevista en el párrafo 1 del presente artículo informará sin dilación de los 
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resultados de ésta a los Estados Partes mencionados e indicará si se propone 
ejercer su jurisdicción. 
ARTÍCULO 10 
1. En los casos en que sea aplicable el artículo 7, el Estado Parte en 
cuyo territorio se encuentre el presunto delincuente, si no procede a su 
extradición, estará obligado a someter sin demora indebida el caso a sus 
autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento, según el procedimiento 
previsto en la legislación de ese Estado, sin excepción alguna y con 
independencia de que el delito haya sido o no cometido en su territorio. Dichas 
autoridades tomarán su decisión en las mismas condiciones que las aplicables a 
cualquier otro delito de naturaleza grave de acuerdo con el derecho de tal Estado. 
2. Cuando la legislación de un Estado Parte le permita proceder a la 
extradición de uno de sus nacionales o entregarlo de otro modo sólo a condición 
de que sea devuelto a ese Estado para cumplir la condena que le sea impuesta de 
resultas del juicio o procedimiento para el cual se pidió su extradición o su 
entrega, y ese Estado y el que solicita la extradición están de acuerdo con esa 
opción y las demás condiciones que consideren apropiadas, dicha extradición o 
entrega condicional será suficiente para cumplir la obligación enunciada en el 
párrafo 1. 
ARTÍCULO 11 
1. Los delitos enunciados en el artículo 2 se considerarán incluidos entre 
los que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición concertado entre 
Estados Partes con anterioridad a la entrada en vigor del presente Convenio. 
Los Estados Partes se comprometen a incluir tales delitos como casos de 
extradición en todo tratado sobre la materia que concierten posteriormente entre 
sí. 
2. Cuando un Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de 
un tratado reciba de otro Estado Parte, con el que no tenga concertado un tra-
tado, una solicitud de extradición, podrá, a su elección, considerar el presente 
Convenio como la base jurídica necesaria para la extradición con respecto a los 
delitos previstos en el artículo 2. La extradición estará sujeta a las demás 
condiciones exigidas por la legislación al que se ha hecho la solicitud. 
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3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de 
un tratado reconocerán los delitos enunciados en el artículo 2 como casos de 
extradición entre ellos, con sujeción a las condiciones exigidas por la legisla-
ción del Estado al que se haga la solicitud. 
4. De ser necesario, a los fines de la extradición entre Estados Partes se 
considerará que los delitos enunciados en el artículo 2 se han cometido no sólo 
en el lugar en que se perpetraron sino también en el territorio de los Estados 
que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con los párrafos 1 y 2 del 
artículo 7. 
5. Las disposiciones de todos los tratados de extradición vigentes entre 
Estados Partes con respecto a los delitos enumerados en el artículo 2 se consi-
derarán modificadas entre esos Estados Partes en la medida en que sean incom-
patibles con el presente Convenio. 
ARTÍCULO 12 
1. Los Estados Partes se prestarán la mayor asistencia posible en 
relación con cualquier investigación, proceso penal o procedimiento de 
extradición que se inicie con respecto a los delitos enunciados en el artículo 2, 
incluso respecto de la obtención de todas las pruebas necesarias para el proceso 
que obren en su poder. 
2. Los Estados Partes no podrán rechazar una petición de asistencia judi-
cial recíproca al amparo del secreto bancario. 
3. El Estado Parte requirente no utilizará ni comunicará la información o 
prueba que reciba del Estado Parte requerido para investigaciones, enjuicia-
mientos o causas distintos de los consignados en la petición, sin la previa 
autorización del Estado Parte requerido. 
4. Cada Estado Parte podrá estudiar la posibilidad de establecer mecanis-
mos para compartir con otros Estados Partes la información o las pruebas 
necesarias a fin de establecer la responsabilidad penal, civil o administrativa en 
aplicación del artículo 5. 
5. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en 
virtud de los párrafos 1 y 2 de conformidad con los tratados u otros acuerdos de 
asistencia judicial recíproca que existan entre ellos. En ausencia de esos tratados 
o acuerdos, los Estados Partes se prestarán dicha asistencia de conformidad con 
su legislación nacional. 
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ARTÍCULO 13 
Ninguno de los delitos enunciados en el artículo 2 se podrá considerar, a 
los fines de la extradición o de la asistencia judicial recíproca, como delito 
fiscal. En consecuencia, los Estados Partes no podrán invocar como único 
motivo el carácter fiscal del delito para rechazar una solicitud de asistencia 
judicial recíproca o de extradición. 
ARTÍCULO 14 
A los fines de la extradición o de la asistencia judicial recíproca, ninguno 
de los delitos enunciados en el artículo 2 se considerará delito político, delito 
conexo a un delito político ni delito inspirado en motivos políticos. En conse-
cuencia, no podrá rechazarse una solicitud de extradición o de asistencia judicial 
recíproca formulada en relación con un delito de ese carácter por la única razón 
de que se refiere a un delito político, un delito conexo a un delito político o un 
delito inspirado en motivos políticos. 
ARTÍCULO 15 
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se interpretará en el sentido 
de que imponga una obligación de extraditar o de prestar asistencia judicial 
recíproca si el Estado Parte al que se presenta la solicitud tiene motivos fun-
dados para creer que la solicitud de extradición por los delitos enunciados en el 
artículo 2 o de asistencia judicial recíproca en relación con esos delitos se ha 
formulado con el fin de enjuiciar o castigar a una persona por motivos de raza, 
religión, nacionalidad, origen étnico u opinión política, o que el cumplimiento 
de lo solicitado podría perjudicar la situación de esa persona por cualquiera de 
esos motivos. 
ARTÍCULO 16 
1. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el 
territorio de un Estado Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte 
para fines de prestar testimonio o de identificación para que ayude a obtener 
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pruebas necesarias para la investigación o el enjuiciamiento de delitos enun-
ciados en el artículo 2 podrá ser trasladada si se cumplen las condiciones 
siguientes: 
a) Da, una vez informada, su consentimiento de manera libre; 
b) Las autoridades competentes de ambos Estados están de acuerdo, con 
sujeción a las condiciones que consideren apropiadas. 
2. A los efectos del presente artículo: 
a) El Estado al que sea trasladada la persona estará autorizado y obligado 
a mantenerla detenida, salvo que el Estado desde el que fue trasladada solicite o 
autorice otra cosa; 
b) El Estado al que sea trasladada la persona cumplirá sin dilación su 
obligación de devolverla a la custodia del Estado desde el que fue trasladada 
según convengan de antemano o de otro modo las autoridades competentes de 
ambos Estados; 
c) El Estado al que sea trasladada la persona no podrá exigir al Estado 
desde el que fue trasladada que inicie procedimientos de extradición para su 
devolución; 
d) Se tendrá en cuenta el tiempo que haya permanecido detenida la 
persona en el Estado al que ha sido trasladada a los efectos de descontarlo de la 
pena que ha de cumplir en el Estado desde el que haya sido trasladada. 
3. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar una 
persona de conformidad con el presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, 
cualquiera sea su nacionalidad, no podrá ser procesada, detenida ni sometida a 
ninguna otra restricción de su libertad personal en el territorio del Estado al que 
sea trasladada en relación con actos o condenas anteriores a su salida del 
territorio del Estado desde el que fue trasladada. 
ARTÍCULO 17 
Toda persona que se encuentre detenida o respecto de la cual se adopte 
cualquier medida o sea encausada con arreglo al presente Convenio gozará de un 
trato equitativo, incluido el goce de todos los derechos y garantías de 
conformidad con la legislación del Estado en cuyo territorio se encuentre y con 
las disposiciones pertinentes del derecho internacional, incluido el derecho 
internacional en materia de derechos humanos. 
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ARTÍCULO 18 
1 . Los Estados Partes cooperarán en la prevención de los delitos enun-
ciados en el artículo 2, tomando todas las medidas practicables, entre otras, 
adaptando, de ser necesario, su legislación nacional para impedir que se prepare 
en sus respectivos territorios la comisión de esos delitos tanto dentro como 
fuera de ellos, incluidas: 
a) Medidas para prohibir en sus territorios las actividades ilegales de 
personas y organizaciones que promuevan, instiguen, organicen o cometan a 
sabiendas los delitos enunciados en el artículo 2; 
b) Medidas que exijan que las instituciones financieras y otras profe-
siones que intervengan en las transacciones financieras utilicen las medidas más 
eficientes de que dispongan para la identificación de sus clientes habituales u 
ocasionales, así como de los clientes en cuyo interés se abran cuentas, y 
presten atención especial a transacciones inusuales o sospechosas y reporten 
transacciones que se sospeche provengan de una actividad delictiva. A tales 
efectos, los Estados Partes considerarán: 
i) Adoptar reglamentaciones que prohiban la apertura de cuentas cuyos 
titulares o beneficiarios no estén ni puedan ser identificados, así como medidas 
para velar por que esas instituciones verifiquen la identidad de los titulares 
reales de esas transacciones; 
ii) Con respecto a la identificación de personas jurídicas, exigir a las 
instituciones financieras que, cuando sea necesario, adopten medidas para veri-
ficar la existencia jurídica y la estructura del cliente mediante la obtención, de 
un registro público, del cliente o de ambos, de prueba de la constitución de la 
sociedad, incluida información sobre el nombre del cliente, su forma jurídica, 
su domicilio, sus directores y las disposiciones relativas a la facultad de la 
persona jurídica para contraer obligaciones; 
iii) Adoptar reglamentaciones que impongan a las instituciones finan-
cieras la obligación de reportar con prontitud a las autoridades competentes toda 
transacción compleja, de magnitud inusual y todas las pautas inusuales de 
transacciones que no tengan, al parecer, una finalidad económica u obviamente 
lícita, sin temor de asumir responsabilidad penal o civil por quebrantar alguna 
restricción en materia de divulgación de información, si reportan sus sospechas 
de buena fe; 
iv) Exigir a las instituciones financieras que conserven, por lo menos 
durante cinco años, todos los documentos necesarios sobre las transacciones 
efectuadas, tanto nacionales como internacionales. 
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2. Los Estados Partes cooperarán además en la prevención de los delitos 
enunciados en el artículo 2 considerando: 
a) Adoptar medidas de supervisión, que incluyan, por ejemplo el estable-
cimiento de un sistema de licencias para todas las agencias de transferencia de 
dinero; 
b) Aplicar medidas viables a fin de descubrir o vigilar el transporte trans-
fronterizo físico de dinero en efectivo e instrumentos negociables al portador, 
sujetas a salvaguardias estrictas que garanticen una utilización adecuada de la 
información y sin que ello obstaculice en modo alguno la libre circulación de 
capitales. 
3. Los Estados Partes reforzarán su cooperación en la prevención de los 
delitos enunciados en el artículo 2 mediante el intercambio de información 
precisa y corroborada, de conformidad con las disposiciones de su legislación 
nacional, y la coordinación de medidas administrativas y de otra índole adop-
tadas, según proceda, para impedir que se cometan los delitos enunciados en el 
artículo 2, especialmente para: 
a) Establecer y mantener vías de comunicación entre sus organismos y 
servicios competentes a fin de facilitar el intercambio seguro y rápido de infor-
mación sobre todos los aspectos de los delitos enunciados en el artículo 2; 
b) Cooperar en la investigación de los delitos enunciados en el artículo 2 
en lo que respecta a: 
i) La identidad, el paradero y las actividades de las personas con respecto 
a las cuales existen sospechas razonables de que participan en dichos delitos; 
ii) El movimiento de fondos relacionados con la comisión de tales 
delitos. 
4. Los Estados Partes podrán intercambiar información por intermedio de 
la Organización Internacional de Policía Criminal (Interpol). 
ARTÍCULO 19 
El Estado Parte en el que se entable una acción penal contra el presunto 
delincuente comunicará, de conformidad con su legislación nacional o sus 
procedimientos aplicables, el resultado final de esa acción al Secretario General 
de las Naciones Unidas, quien transmitirá la información a otros Estados 
Partes. 
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ARTÍCULO 20 
Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumben en virtud 
del presente Convenio de manera compatible con los principios de la igualdad 
soberana, la integridad territorial de los Estados y la no injerencia en los 
asuntos internos de otros Estados. 
ARTÍCULO 21 
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio menoscabará los derechos, 
las obligaciones y las responsabilidades de los Estados y de las personas con 
arreglo al derecho internacional, en particular los propósitos de la Carta de las 
Naciones Unidas, el derecho internacional humanitario y otros convenios 
pertinentes. 
ARTÍCULO 22 
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio facultará a un Estado Parte 
para ejercer su jurisdicción en el territorio de otro Estado Parte ni para realizar 
en él funciones que estén exclusivamente reservadas a las autoridades de ese 
otro Estado Parte por su derecho interno. 
ARTÍCULO 23 
1. El anexo podrá enmendarse con la adición de tratados pertinentes que: 
a) Estén abiertos a la participación de todos los Estados; 
b) Hayan entrado en vigor; 
c) Hayan sido objeto de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión 
de por lo menos 22 Estados Partes en el presente Convenio. 
2. Una vez que el presente Convenio haya entrado en vigor, un Estado 
Parte podrá proponer tal enmienda. Toda propuesta de enmienda se comunicará 
al depositario por escrito. El depositario notificará a todos los Estados Partes 
las propuestas que reúnan las condiciones indicadas en el párrafo 1 y solicitará 
sus opiniones respecto de si la enmienda propuesta debe aprobarse. 
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3. La enmienda propuesta se considerará aprobada a menos que un tercio 
de los Estados Partes objeten a ella mediante notificación escrita a más tardar 
180 días después de su distribución. 
4. La enmienda al anexo, una vez aprobada, entrará en vigor 30 días 
después de que se haya depositado el vigésimo segundo instrumento de ratifi-
cación, aceptación o aprobación de esa enmienda para todos los Estados Partes 
que hayan depositado ese instrumento. Para cada Estado Parte que ratifique, 
acepte o apruebe la enmienda después de que se haya depositado el vigésimo 
segundo instrumento, la enmienda entrará en vigor a los 30 días después de que 
ese Estado parte haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación. 
ARTÍCULO 24 
1. Las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes con 
respecto a la interpretación o aplicación del presente Convenio y que no puedan 
resolverse mediante negociaciones dentro de un plazo razonable serán sometidas 
a arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a 
partir de la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje las partes no 
consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma de organizarlo, cualquiera de ellas 
podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante 
solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte. 
2. Cada Estado, al momento de firmar, ratificar, aceptar o aprobar el 
presente Convenio o adherirse a él, podrá declarar que no se considera obligado 
por el párrafo 1 del presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán 
obligados por lo dispuesto en el párrafo 1 respecto de ningún Estado Parte que 
haya formulado esa reserva. 
3. El Estado que haya formulado la reserva conforme a las disposiciones 
del párrafo 2 podrá retirarla en cualquier momento mediante notificación al 
Secretario General de las Naciones Unidas. 
ARTÍCULO 25 
1. El presente Convenio estará abierto a la firma de todos los Estados 
desde el 10 de enero de 2000 hasta el 31 de diciembre de 2001 en la Sede de las 
Naciones Unidas en Nueva York. 
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2. El presente Convenio está sujeto a ratificación, aceptación o apro-
bación. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación serán deposi-
tados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
3. El presente Convenio estará abierto a la adhesión de cualquier Estado. 
Los instrumentos de adhesión serán depositados en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas. 
ARTÍCULO 26 
1. El presente Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que se deposite en poder del Secretario General de las Naciones Unidas 
el vigésimo segundo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión. 
2. Respecto de cada uno de los Estados que ratifiquen, acepten o aprueben 
el Convenio o se adhieran a él después de que sea depositado el vigésimo 
segundo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el 
Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que dicho 
Estado haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión. 
ARTÍCULO 27 
1 . Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Convenio mediante 
notificación por escrito dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 
2. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el 
Secretario General de las Naciones Unidas reciba la notificación. 
ARTÍCULO 28 
El original del presente Convenio, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas, que enviará copias certificadas de él 
a todos los Estados. 
865 
DOCUMENTACIÓN 
EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados 
por sus respectivos gobiernos, han firmado el presente Convenio, abierto a la 
firma en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York el 10 de enero de 2000. 
ANEXO 
1. Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, 
firmado en La Haya el 16 de diciembre de 1970. 
2. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la 
aviación civil, firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971. 
3. Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra 
personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, 
aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 14 de diciembre de 
1973. 
4. Convención Internacional contra la toma de rehenes, aprobada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 17 de diciembre de 1979. 
5. Convención sobre la protección física de los materiales nucleares, 
aprobada en Viena el 3 de marzo de 1980. 
6. Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aero-
puertos que presten servicios a la aviación civil internacional, complementario 
del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la 
aviación civil, firmado en Montreal el 24 de febrero de 1988. 
7. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la 
navegación marítima, firmado en Roma el 10 de marzo de 1988. 
8. Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las 
plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, hecho en Roma el 
10 de marzo de 1988. 
9. Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas 
cometidos con bombas, aprobado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 15 de diciembre de 1997. 
866 
PROTOCOLO SOBRE RESPONSABILIDAD E 
INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS RESULTANTES 
DE LOS MOVIMIENTOS TRANSFRONTERIZOS 
DE DESECHOS PELIGROSOS Y SU ELIMINACIÓN 
ADOPTADO EN B ASILE A EL 10 DE DICIEMBRE DE 1999, 
EN LA QUINTA REUNIÓN DE LA CONFERENCIA DE LAS PARTES 
EN EL CONVENIO DE BASILEA 
(UNEP/CHW.5/29, 10 de diciembre de 1999, Anexo III) 
Las Partes en el Protocolo, 
Habiendo tomado en cuenta las disposiciones pertinentes del Principio 13 
de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992, 
por la que los Estados deberán elaborar los instrumentos jurídicos nacionales e 
internacionales relativos a la responsabilidad y la indemnización respecto de las 
víctimas de la contaminación y otros daños ambientales, 
Siendo Partes en el Convenio de Basilea sobre el control de los 
movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación, 
Teniendo presentes sus obligaciones contraídas en virtud del Convenio, 
Conscientes del riesgo del daño para la salud humana, la propiedad y el 
medio ambiente causado por los desechos peligrosos y otros desechos y su 
movimiento transfronterizo y eliminación, 
Preocupadas por el problema del tráfico ilícito transfronterizo de desechos 
peligrosos y otros desechos, 
Comprometidas con el artículo 12 del Convenio, y destacando la 
necesidad de que se establezcan reglas y procedimientos apropiados en la esfera 
de la responsabilidad e indemnización por daños resultantes del movimiento 
transfronterizo y la eliminación de los desechos peligrosos y otros desechos, 
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Convencidas de la necesidad de que se establezca un régimen de 
compensación a terceros y de compensación ambiental para garantizar que 
existe una compensación adecuada y pronta por daños resultantes del 
movimiento transfronterizo y la eliminación de desechos peligrosos y otros 
desechos, 
Han convenido lo siguiente: 
ARTÍCULO 1: Objetivo 
El objetivo del Protocolo es establecer un régimen global de respon-
sabilidad e indemnización pronta y adecuada por daños resultantes de los movi-
mientos transfronterizos de desechos peligrosos y otros desechos y su elimi-
nación, incluido el tráfico ilícito de esos desechos. 
ARTÍCULO 2: Definiciones 
1. Las definiciones de los términos que figuran en el Convenio se apli-
can al Protocolo, salvo que en él se disponga expresamente lo contrario. 
2. A los efectos del presente Protocolo: 
a) Por "el Convenio" se entiende el Convenio de Basilea sobre el 
control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su 
eliminación; 
b) Por "desechos peligrosos y otros desechos" se entiende los desechos 
peligrosos y otros desechos contemplados en el artículo 1 del Convenio; 
c) Por "daño" se entiende: 
i) Muerte o lesiones corporales; 
ii) Daños o perjuicios materiales, salvo a los bienes de propiedad de la 
persona responsable de los daños de conformidad con el presente Protocolo; 
iii) Pérdidas de ingresos directamente derivadas de un interés económico 
en el uso del medio ambiente incurridas como resultado de un deterioro 
significativo del medio ambiente, teniendo en cuenta los ahorros y los costos; 
iv) Costo de las medidas de restablecimiento del medio ambiente deterio-
rado, limitado al costo de las medidas efectivamente adoptadas o que vayan a 
adoptarse; y 
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v) Costo de las medidas preventivas, incluidas cualesquiera pérdidas o 
daños causados por esas medidas, en la medida en que los daños deriven o 
resulten de propiedades peligrosas de los desechos objeto de movimientos 
transfronterizos y eliminación de desechos peligrosos y otros desechos sujetos 
al Convenio; 
d) Por "medidas de restablecimiento" se entiende cualquier medida razo-
nable encaminada a evaluar, restablecer o restaurar componentes dañados o 
destruidos del medio ambiente. En la legislación nacional se podrá establecer 
quién tiene derecho a tomar esas medidas; 
e) Por "medidas preventivas" se entiende cualquier medida razonable 
tomada por cualquier persona en respuesta a un incidente con objeto de preve-
nir, reducir al mínimo o mitigar perdidas o daños o sanear el medio ambiente; 
f) Por "Parte Contratante" se entiende una Parte en el Protocolo; 
g) Por "Protocolo" se entiende el presente Protocolo; 
h) Por "incidente" se entiende cualquier suceso o serie de sucesos que 
tengan el mismo origen que cause daño o plantee una amenaza grave e 
inminente de causarlo; 
i) Por "organización de integración económica regional" se entiende una 
organización constituida por Estados soberanos a la que sus Estados miembros 
han transferido su competencia respecto de las cuestiones regidas por el Proto-
colo y que ha sido debidamente autorizada, de conformidad con sus procedi-
mientos internos, para firmar, ratificar, aceptar, aprobar, confirmar oficial-
mente el Protocolo o adherirse a él. 
j) Por "unidad contable" se entiende los derechos especiales de giro en 
su forma definida por el Fondo Monetario Internacional. 
ARTÍCULO 3: Ámbito de aplicación 
1 . El presente Protocolo se aplica a los daños resultantes de un incidente 
ocurrido durante un movimiento transfronterizo de desechos peligrosos y otros 
desechos y su eliminación, incluido el tráfico ilícito, desde el punto en que los 
desechos son cargados en el medio de transporte en una zona bajo la jurisdic-
ción nacional de un Estado de exportación. Toda Parte Contratante puede, 
mediante notificación al Depositario, excluir la aplicación del Protocolo, 
respecto de todos los movimientos transfronterizos de los cuales es el estado de 
exportación, en cuanto a los incidentes que se produzcan en zona bajo su 
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jurisdicción nacional, en lo que respecta a los daños en su zona de jurisdicción 
nacional. La secretaría informará a todas las Partes Contratantes de las 
notificaciones recibidas de conformidad con el presente artículo. 
2. El Protocolo se aplicará: 
a) En relación con movimientos destinados a una de las operaciones 
especificadas en el anexo IV del Convenio distintas de las operaciones DI3 , 
D14, D15, R12 o R13, hasta el momento en que se haya hecho notificación 
de la finalización de la eliminación de conformidad con el párrafo 9 del artículo 
6 del Convenio, o en el caso en que no se hubiese hecho esa notificación, 
hasta que se haya finalizado la eliminación; y 
b) En relación con los movimientos destinados a las operaciones 
especificadas en DI3 , D14, DI5, R12 o R l 3 del anexo IV del Convenio, hasta 
la finalización de la operación de eliminación subsiguiente especificada en DI 
a D 1 2 y R l a R l l d e l anexo IV del Convenio. 
3. a) El Protocolo se aplicará sólo a los daños sufridos en una zona 
bajo la jurisdicción nacional de una Parte Contratante como resultado de un 
incidente tal como se indica en el párrafo 1; 
b) Cuando el Estado de importación, pero no el Estado de exportación, 
es una Parte Contratante, el Protocolo se aplicará solamente respecto de los 
daños causados por un incidente tal como se indica en el párrafo 1, que se 
produce después del momento en que el eliminador ha tomado posesión de los 
desechos peligrosos y otros desechos. Cuando el Estado de exportación, pero 
no el Estado de importación, es una Parte Contratante, el Protocolo se aplicará 
solamente respecto de los daños causados por un incidente tal como se indica 
en el párrafo 1, que se produce antes del momento en que el eliminador toma 
posesión de los desechos peligros y otros desechos. 
Cuando ni el Estado de exportación ni el Estado de importación es una 
Parte Contratante, el Protocolo no se aplicará. 
c) Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso a), el Protocolo se aplicará 
también a los daños especificados en los apartados i), ii) y v) del inciso c) del 
párrafo 2 del artículo 2 del presente Protocolo que se produzcan en zonas fuera 
de una jurisdicción nacional; 
d) Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso a), el Protocolo se aplicará 
también, en relación con los derechos previstos por el Protocolo, a los daños 
sufridos en una zona bajo jurisdicción nacional de un Estado de tránsito que no 
sea Parte Contratante, siempre que dicho Estado figure en el anexo A y haya 
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accedido a un acuerdo multilateral o regional que esté en vigor relativo a los 
movimientos transfronterizos de desechos peligrosos. El inciso b) se aplicará 
mutatis mutandis. 
4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 del Protocolo, en caso de 
reimportaciones con arreglo al artículo 8, o al inciso a) del párrafo 2 del 
artículo 9 y al párrafo 4 del artículo 9 del Convenio, las disposiciones del 
Protocolo se aplicarán hasta que los desechos peligrosos y otros desechos 
hayan llegado al Estado de exportación original. 
5. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afectará en modo 
alguno a la soberanía de los Estados sobre sus mares territoriales y ni su 
jurisdicción ni el derecho en sus zonas económicas exclusivas respectivas y 
plataformas continentales de conformidad con el derecho internacional. 
6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 y con sujeción al párrafo 
2 del presente artículo: 
a) El Protocolo no se aplicará a los daños derivados de un movimiento 
transfronterizo de desechos peligrosos y otros desechos iniciado antes de la 
entrada en vigor del Protocolo para la Parte Contratante de que se trate; 
b) El Protocolo no se aplicará a los daños resultantes de un incidente 
ocurrido durante un movimiento transfronterizo de desechos contemplados en 
el inciso b) del párrafo 1 del artículo 1 del Convenio salvo que los desechos 
hayan sido notificados por el Estado de exportación o importación, o ambos, 
de conformidad con el artículo 3 del Convenio y el daño causado se haya 
producido en una zona bajo la jurisdicción nacional de un Estado, incluido el 
Estado de tránsito, que haya definido esos desechos como peligrosos o así los 
considere siempre que se hayan cumplido los requisitos del artículo 3 del 
Convenio. En ese caso, la responsabilidad objetiva se canalizará de confor-
midad con el artículo 4 del Protocolo. 
7. a) El Protocolo no se aplicará al daño causado por un incidente que se 
produzca durante un movimiento transfronterizo de desechos peligrosos y otros 
desechos y su eliminación, en cumplimiento de un acuerdo o arreglo bilateral, 
multilateral, o regional concertado y notificado de conformidad con al artículo 
11 del Convenio, si: 
i) El daño se ha producido en una zona bajo la jurisdicción nacional de 
cualquiera de las Partes en el acuerdo o arreglo; 
ii) Existe un régimen de responsabilidad e indemnización, que esté en 
vigor y sea aplicable al daño resultante de los movimientos antes mencionados 
o la eliminación, siempre que cumpla plenamente o transcienda las finalidades 
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del presente Protocolo al ofrecer un alto grado de protección a las personas que 
han sufrido el daño; 
iii) La Parte en un acuerdo o arreglo previsto en el artículo 11 en la que 
el daño ha ocurrido, ha notificado previamente al Depositario que el Protocolo 
no será aplicable a los daños que ocurran en una zona bajo su jurisdicción 
nacional debido a un incidente que se produzca a causa de los movimientos o 
laseliminaciones a que se hace referencia en el presente apartado; y 
iv) Las Partes en un acuerdo o arreglo previsto en el artículo 11 no 
han declarado que el Protocolo será aplicable. 
b) A fin de fomentar la transparencia, una Parte Contratante que haya 
notificado al Depositario que el Protocolo no es aplicable notificará a la 
secretaría los regímenes aplicables de responsabilidad e indemnización a que se 
hace referencia en el apartado ii) del inciso a) e incluirá una descripción del 
régimen. La secretaría presentará a la Conferencia de las Partes en el 
Convenio, periódicamente, informes resumidos sobre las notificaciones 
recibidas; 
c) Después de una notificación efectuada con arreglo al apartado iii) del 
inciso a) no podrán incoarse acciones con arreglo al Protocolo en relación con 
la compensación por daños a los que se aplica el apartado i) del inciso a). 
8. La exclusión establecida en el párrafo 7 del presente artículo no 
afectará ninguno de los derechos u obligaciones con arreglo al presente Proto-
colo de una Parte Contratante que no sea Parte en el acuerdo o el arreglo antes 
mencionado, ni tampoco afectará los derechos de los Estados de tránsito que no 
sean Partes Contratantes. 
9. El párrafo 2 del artículo 3 no afectará la aplicación del artículo 16 a 
todas las Partes Contratantes. 
ARTÍCULO 4: Responsabilidad objetiva 
1. La persona que notifica de conformidad con el artículo 6 del Con-
venio, será responsable por daños hasta que el eliminador haya tomado 
posesión de los desechos peligrosos y otros desechos. A partir de ese momento 
el eliminador será responsable por los daños. Si el Estado de exportación es el 
notificador o si no se ha hecho notificación, el exportador será responsable por 
los daños hasta que el eliminador haya tomado posesión de los desechos 
peligrosos y otros desechos. En lo que respecta al inciso b) del párrafo 6, del 
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artículo 3 del Protocolo, el párrafo 5 del artículo 6 del Convenio se aplicará 
mutatis mutandis. A partir de ese momento el eliminador será responsable por 
daños. 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 y en relación con los 
desechos sujetos al inciso b) del párrafo 1 del artículo 1 del Convenio que 
hayan sido notificados como peligrosos por el Estado de importación de 
conformidad con el artículo 3 del Convenio, pero no han sido notificadas como 
tales por el Estado de exportación, si el Estado de importación es el 
notificador, o no se ha efectuado la notificación, el importador será responsable 
hasta el momento en que el eliminador haya tomado posesión de los desechos. 
A partir de ese momento el eliminador será responsable por daños. 
3. Si los desechos peligrosos y otros desechos fueran reimportados de 
conformidad con el artículo 8 del Convenio, la persona que haya notificado 
será responsable por daños desde el momento en que los desechos peligrosos 
abandonan el sitio de eliminación, hasta el momento en que los desechos 
entran en posesión del exportador, si esto fuera aplicable, o del eliminador 
alternativo. 
4. Si los desechos peligrosos y otros desechos fueran reimportados de 
conformidad con el inciso a) del párrafo 2 del artículo 9 o el párrafo 4 del 
artículo 9 del Convenio, con sujeción al artículo 3 del Protocolo, la persona 
que reimporta será responsable por daños hasta que los desechos entren en 
posesión del exportador, si esto es aplicable, o del eliminador alternativo. 
5. No será responsable la persona a que se hace referencia en los párrafos 
1 y 2 del presente artículo si esa persona prueba que el daño ha sido resultado: 
a) De un acto de conflicto armado, hostilidades, guerra civil o 
insurrección; 
b) De un fenómeno natural de carácter excepcional, inevitable, impre-
visible e irresistible; 
c) Exclusivamente del cumplimiento de una disposición obligatoria de 
una autoridad pública del Estado donde se haya producido el daño; o 
d) Exclusivamente de la conducta ilícita intencional de un tercero, 
incluida la persona que sufre el daño. 
6. Si dos o más personas son responsables de conformidad con el 
presente artículo , el demandante tendrá derecho a pedir indemnización 




ARTÍCULO 5: Responsabilidad culposa 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4, toda persona será respon-
sable por daños causados por el incumplimiento de las disposiciones para la 
aplicación del Convenio o por sus actos u omisiones voluntarios, imprudentes 
o negligentes o a los que hayan contribuido ese incumplimiento o esos actos u 
omisiones. El presente artículo no afectará la legislación nacional de las Partes 
Contratantes que rige la responsabilidad de los servidores y agentes. 
ARTÍCULO 6: Medidas preventivas 
1. Con sujeción a cualesquiera disposición de legislación nacional toda 
persona que tenga control operacional de desechos peligrosos y otros desechos 
en el momento de un incidente tomará todas las medidas razonables para 
mitigar los daños derivados de ese incidente. 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en cualquiera otra disposición del 
Protocolo, toda persona que esté en posesión y/o tenga el control de desechos 
peligrosos y otros desechos al solo efecto de tomar medidas preventivas, 
siempre que esa persona haya actuado razonablemente y de conformidad con 
cualquier ley nacional que regule las medidas preventivas, no será responsable 
en virtud del Protocolo. 
ARTÍCULO 7: Causa combinada de los daños 
1. Cuando el daño sea causado por desechos regulados por el presente 
Protocolo y desechos no regulados por el Protocolo, toda persona de otra 
manera responsable sólo será responsable en virtud del Protocolo en propor-
ción a la contribución a los daños provocados por los desechos regulados por 
el Protocolo. 
2. La proporción de la contribución de los desechos a los daños a que se 
hace referencia en el párrafo 1 se determinará en relación con el volumen y las 
propiedades de los desechos de que se trate y el tipo de daño ocurrido. 
3. En caso de daños en que no sea posible diferenciar entre la contri-
bución hecha por lo desechos regulados por el Protocolo y los desechos no 
regulados por él, se considerará que todos los daños resultantes están regulados 
por el Protocolo. 
874 
PROTOCOLO SOBRE RESPONSABILIDAD E INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS 
A R T Í C U L O 8: Derecho para interponer recurso 
1. Toda persona responsable con arreglo al Protocolo tendrá derecho a 
interponer recurso de conformidad con el reglamento del tribunal competente: 
a) Contra cualquier otra persona que sea también responsable con arreglo 
al Protocolo; y 
b) Conforme se prevé expresamente en arreglos contractuales; 
2. Nada de lo dispuesto en el Protocolo afectará cualesquiera otros 
derechos para interponer recursos de los que la persona responsable pueda dis-
frutar de conformidad con la ley del tribunal competente. 
A R T Í C U L O 9: Culpa concurrente 
La indemnización podrá reducirse o denegarse si la persona que sufrió los 
daños, o una persona de la que es responsable con arreglo a la legislación 
nacional ha causado, o contribuido a causar, por su propia culpa, el daño, 
habida cuenta de todas las circunstancias. 
A R T Í C U L O 10: Aplicación 
1. Las Partes Contratantes adoptarán las medidas legislativas, regla-
mentarias y administrativas necesarias para aplicar el Protocolo. 
2. Para promover la transparencia, las Partes Contratantes informarán a 
la secretaría acerca de las medidas adoptadas para aplicar el Protocolo, incluidos 
los límites de responsabilidad establecidos de conformidad con el párrafo 1 del 
anexo B. 
3. Las disposiciones del Protocolo se aplicarán sin discriminación 
basada en la nacionalidad, el domicilio o la residencia. 
A R T Í C U L O 11: Conflictos con otros acuerdos de responsabilidad e 
indemnización 
Cuando las disposiciones del Protocolo y las disposiciones de un acuerdo 
bilateral, multilateral o regional se apliquen a la responsabilidad e indemni-
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zación por daños causados por un incidente ocurrido durante la misma porción 
de un movimiento transfronterizo, el Protocolo no se aplicará siempre que el 
otro acuerdo esté en vigor entre las Partes de que se trate y haya sido abierto a 
la firma cuando el presente Protocolo fue abierto a la firma, incluso si el 
acuerdo fue enmendado posteriormente. 
ARTÍCULO 12: Límites financieros 
1. Los límites financieros por concepto de responsabilidad en virtud del 
artículo 4 del Protocolo, se especifican en el anexo B del Protocolo. Esos 
límites no incluirán ni los intereses ni las costas adjudicadas por el tribunal 
competente. 
2. No se establecerá un límite financiero a la responsabilidad con arreglo 
al artículo 5. 
ARTÍCULO 13: Límite temporal de la responsabilidad 
1. Sólo se admitirán reclamaciones por indemnización con arreglo al 
Protocolo cuando se presenten en un plazo de 10 años desde la fecha del 
incidente. 
2. Sólo se admitirán reclamaciones por indemnización con arreglo al 
Protocolo cuando se presenten en un plazo de cinco años desde la fecha en que 
el demandante conoció, o debió razonablemente haber conocido, el daño, 
siempre que no se superen los límites temporales establecidos de conformidad 
con el párrafo 1 del presente artículo. 
3. Cuando el incidente consista en una serie de sucesos que tengan el 
mismo origen, los plazos establecidos de conformidad con el presente artículo 
empezarán a correr desde la fecha del último de esos sucesos. Cuando el 
incidente consista en un suceso continuo, el plazo empezará a correr desde el 
final de ese suceso continuo. 
ARTÍCULO 14: Seguro y otras garantías financieras 
1. Las personas responsables con arreglo al artículo 4 establecerán y 
conservarán durante el período del límite temporal de la responsabilidad un 
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seguro, bonos u otras garantías financieras que cubran su responsabilidad con 
arreglo al artículo 4 del Protocolo por un monto que no sea inferior a los 
límites mínimos especificados en el párrafo 2 del anexo B. Los Estados podrán 
cumplir sus obligaciones con arreglo al presente párrafo mediante una declara-
ción de autoseguro. Nada de lo previsto en este párrafo impedirá el uso de 
franquicias o copagos entre el asegurador y el asegurado, pero la falta de pago 
por parte del asegurado de cualquier franquicia o copago no representará una 
defensa contra la persona que ha sufrido el daño. 
2. Con respecto a la responsabilidad del notificador, o exportador con 
arreglo al párrafo 1 del artículo 4, o del importador con arreglo al párrafo 2 del 
artículo 4, sólo se utilizarán el seguro, los bonos o cualquier otra garantía 
financiera a que se hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo para 
indemnizar los daños contemplados en el artículo 2 del Protocolo. 
3. La notificación a que se hace referencia en el artículo 6 del Convenio 
deberá ir acompañada de un documento en que se estipulen la cobertura de la 
responsabilidad del notificador o exportador con arreglo al párrafo 1 del artículo 
4 o del importador con arreglo al párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo. Se 
presentará a las autoridades competentes del Estado de importación una prueba 
de la cobertura de la responsabilidad del elimininador. 
4. Toda reclamación con arreglo al Protocolo podrá hacerse valer directa-
mente ante cualquier persona que proporcione el seguro, los bonos u otras 
garantías financieras. El asegurador o la persona que proporciona la garantía 
financiera tendrá derecho a exigir que la persona responsable con arreglo al 
artículo 4 sea convocada durante las actuaciones. Los aseguradores y las perso-
nas que proporcionan garantías financieras podrán invocar las mismas defensas 
que tendría derecho a invocar la persona responsable con arreglo al artículo 4. 
5. Sin perjuicio de los dispuesto en el párrafo 4, una Parte'Contratante 
indicará, por notificación al Depositario en el momento de la firma, ratifi-
cación, aprobación del Protocolo o adhesión a él, si en su legislación no se 
contempla el derecho a entablar una demanda directa con arreglo al párrafo 4. 
La secretaría mantendrá un registro de las Partes Contratantes que han 
presentado notificaciones con arreglo al presente párrafo. 
ARTÍCULO 15: Mecanismo financiero 
1. En el caso en que la indemnización con arreglo al Protocolo no cubra 
los costos de los daños, se podrán tomar medidas adicionales y complemen-
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tarias para garantizar una indemnización pronta y adecuada utilizando los 
mecanismos existentes. 
2. La Reunión de las Partes mantendrá en examen la necesidad y posi-
bilidad de mejorar los mecanismos existentes o de establecer un nuevo 
mecanismo. 
ARTÍCULO 16: Responsabilidad del Estado 
El Protocolo no afectará a los derechos ni obligaciones de las Partes 
Contratantes en virtud de las normas del derecho internacional general en lo 
que respecta a la responsabilidad de los Estados. 
PROCEDIMIENTOS 
ARTÍCULO 17: Tribunales competentes 
1. Las demandas de indemnización en virtud del Protocolo sólo podrán 
interponerse ante los tribunales de una Parte Contratante donde: 
a) Se ha sufrido el daño; o 
b) Ha ocurrido el incidente; o 
c) El demandado tiene su residencia habitual o su centro principal de 
operaciones comerciales. 
2. Cada Parte Contratante se asegurará de que los tribunales sean compe-
tentes para conocer esas demandas de indemnización. 
ARTÍCULO 18: Acciones conexas 
1. Cuando se incoen acciones conexas ante tribunales de distintas Partes, 
cualquier tribunal que no sea aquél donde se incoó la primera acción podrá 
suspender sus procedimientos mientras las acciones estén pendientes en 
primera instancia. 
878 
PROTOCOLO SOBRE RESPONSABILIDAD E INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS 
2. Un tribunal podrá, a solicitud de una de las Partes, declinar jurisdic-
ción si la ley de ese tribunal permite la consolidación de acciones conexas y 
otro tribunal tiene jurisdicción sobre ambas acciones. 
3. A los efectos del presente artículo se estimará que las acciones son 
conexas cuando estén tan estrechamente relacionadas que convenga conocerlas 
y determinarlas juntas para evitar el riesgo de que de procedimientos distintos 
resulten sentencias inconciliables. 
ARTÍCULO 19: Derecho aplicable 
Todas las cuestiones de fondo o de procedimiento relativas a reclama-
ciones que el tribunal competente tiene ante sí que no estén específicamente 
reguladas en el Protocolo se regirán por la ley de ese tribunal, incluidas todas 
las disposiciones de esa ley relativas a los conflictos de leyes. 
ARTÍCULO 20: Relación entre el Protocolo y la ley del tribunal competente 
1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2, ninguna disposición del 
Protocolo podrá interpretarse en el sentido de que limita o menoscaba cuales-
quiera de los derechos de las personas que han sufrido daños o en el sentido de 
que limita las disposiciones relativas a la protección o la rehabilitación del 
medio ambiente que puedan adoptarse con arreglo a la legislación nacional. 
2. No podrá presentarse ninguna reclamación de indemnización por 
daños basados en la responsabilidad objetiva del notificador o del exportador 
responsable con arreglo al párrafo 1 del artículo 4, o del importador 
responsable con arreglo al párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo sino de 
conformidad con el Protocolo. 
ARTÍCULO 21: Reconocimiento mutuo y ejecución de sentencias 
1. Toda sentencia de un tribunal que tenga jurisdicción con arreglo al 
artículo 17 del Protocolo, que sea ejecutoria en el Estado de origen y no esté 
ya sujeta a formas ordinarias de revisión, será reconocida en cualquier Parte 
Contratante tan pronto como se hayan satisfecho las formalidades requeridas 
por esa Parte, salvo que: 
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a) La sentencia se haya obtenido fraudulentamente; 
b) No se haya notificado al demandado dentro de un plazo razonable ni 
dado oportunidad suficiente para presentar su defensa; 
c) Cuando la decisión sea inconciliable con una sentencia anterior 
pronunciada en forma válida en otra Parte Contratante sobre la misma causa y 
en las mismas Partes; o 
d) Cuando la sentencia sea contraria a la política pública de la Parte 
Contratante en la que se busca reconocimiento. 
2. Toda sentencia reconocida en virtud del párrafo 1 del presente artículo 
será ejecutoria en cada Parte Contratante tan pronto como se hayan satisfecho 
las formalidades requeridas por esa Parte. Las formalidades no permitirán la 
reapertura del fondo del asunto. 
3. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 del presente artículo no se 
aplicarán entre las Partes Contratantes que sean Partes en un acuerdo o arreglo 
que esté en vigor sobre el reconocimiento mutuo y la calidad ejecutoria de las 
sentencias con arreglo a las cuales la sentencia sería reconocible y ejecutoria. 
ARTÍCULO 22: Relación del Protocolo con el Convenio de Basilea 
Las disposiciones del Convenio relativas a sus Protocolos se aplicarán al 
Protocolo salvo que en éste se disponga otra cosa. 
ARTÍCULO 23: Enmienda del anexo B 
1. En su sexta reunión, la Conferencia de las Partes en el Convenio de 
Basilea podrá enmendar el párrafo 2 del anexo B con arreglo al procedimiento 
establecido en el artículo 18 del Convenio de Basilea. 
2. Esa enmienda podrá efectuarse antes de que el Protocolo entre en 
vigor. 
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CLÁUSULAS FINALES 
ARTÍCULO 24: Reunión de las Partes 
1. Queda establecida una Reunión de las Partes. La secretaría convocará 
la primera reunión de las Partes juntamente con la primera reunión de la 
Conferencia de las Partes en el Convenio después de la entrada en vigor del 
Protocolo. 
2. Posteriormente se celebrarán reuniones ordinarias de las Partes junta-
mente con las reuniones de la Conferencia de las Partes en el Convenio, a 
menos que la reunión de las Partes decida otra cosa. Las reuniones extra-
ordinarias de las Partes se celebrarán cuando la reunión de las Partes lo estime 
necesario o cuando cualquiera de las Partes Contratantes lo solicite por escrito, 
siempre que, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que la solicitud 
le sea comunicada por la secretaría, un tercio de las Partes, como mínimo, 
apoye esa solicitud. 
3. En su primera reunión, las Partes Contratantes adoptarán por con-
senso el reglamento de sus reuniones, así como su reglamento financiero. 
4. Las funciones de la Reunión de las Partes serán: 
a) Examinar la aplicación y el cumplimiento del Protocolo; 
b) Tomar las medidas necesarias para la presentación de informes y 
establecer, cuando sea necesario, directrices y procedimientos para dicha 
presentación; 
c) Examinar y adoptar, cuando sea necesario, las propuestas de enmien-
das del Protocolo o de sus anexos y de inclusión de nuevos anexos; y 
d) Examinar y tomar cualquier medida adicional que sea necesaria a los 
fines del Protocolo. 
ARTÍCULO 25: Secretaría 
1. A los fines del Protocolo, la secretaría tendrá las siguientes 
funciones: 
a) Organizar las Reuniones de las Partes previstas en el artículo 24 y 
proporcionar servicios a esas reuniones; 
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b) Preparar informes, incluidos datos financieros, sobre las actividades 
que realice en el desempeño de sus funciones con arreglo al Protocolo y 
presentarlos a la Reunión de las Partes; 
c) Velar por la coordinación necesaria con los órganos internacionales 
pertinentes y, en particular, concretar los arreglos administrativos y contrac-
tuales que puedan ser necesarios para el desempeño eficaz de sus funciones; 
d) Recabar información sobre las leyes y disposiciones administrativas 
nacionales de las Partes Contratantes que aplican el Protocolo; 
e) Cooperar con las Partes Contratantes y con las organizaciones y los 
organismos internacionales pertinentes y competentes en el suministro de 
expertos y equipo a fin de prestar rápidamente asistencia a los Estados en caso 
de situaciones de emergencia; 
f) Alentar a los Estados que no son Partes a que asistan a las reuniones 
de las Partes en calidad de observadores y obren de conformidad con las 
disposiciones del Protocolo; y 
g) Desempeñar las demás funciones que le asignen las Reuniones de las 
Partes para el logro de los objetivos del presente Protocolo. 
2. La secretaría del Convenio de Basilea desempeñará las funciones de 
secretaría. 
ARTÍCULO 26: Firma 
El Protocolo estará abierto a la firma de los Estados y las organizaciones 
de integración económica regional Partes en el Convenio de Basilea en Berna 
en el Departamento Federal de Relaciones Exteriores de Suiza, del 6 al 17 de 
marzo de 2000, y en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York, del I o de 
abril al 10 de diciembre de 2000. 
ARTÍCULO 27: Ratificación, aceptación, confirmación formal o aprobación 
1. El Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación por 
los Estados y a confirmación formal o aprobación por las organizaciones de 
integración económica regional. Los instrumentos de ratificación, aceptación, 
confirmación formal o aprobación se depositarán en poder del Depositario. 
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2. Toda organización a la que se refiere el párrafo 1 del presente artículo 
que llegue a ser Parte en el presente Protocolo sin que sea Parte en él ninguno 
de sus Estados miembros estará sujeta a todas las obligaciones enunciadas en 
el Protocolo. Cuando uno o varios Estados miembros de esas organizaciones 
sean Partes en el Protocolo, la organización y sus Estados miembros decidirán 
acerca de sus responsabilidades respectivas en lo que concierne a la ejecución de 
las obligaciones que les incumban en virtud del Protocolo. En tales casos, la 
organización y los Estados miembros no estarán facultados para ejercer 
simultáneamente los derechos que establezca el Protocolo. 
3. En sus instrumentos de confirmación formal o aprobación, las orga-
nizaciones a que se hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo 
especificarán el alcance de sus competencias en las materias regidas por el 
Protocolo. Esas organizaciones informarán asimismo al Depositario, quien 
informará a las Partes Contratantes, de cualquier modificación importante del 
alcance de sus competencias. 
ARTÍCULO 28: Adhesión 
1. El Protocolo estará abierto a la adhesión de los Estados y de las 
organizaciones de integración económica regional que sean Partes en el 
Convenio de Basilea que no hayan firmado el Protocolo. Los instrumentos de 
adhesión se depositarán en poder del Depositario. 
2. En sus instrumentos de adhesión, las organizaciones a que se refiere 
el párrafo 1 del presente artículo especificarán el alcance de sus competencias 
en las materias regidas por el Protocolo. Esas organizaciones informarán 
asimismo al Depositario de cualquier modificación importante del alcance de 
sus competencias. 
3. Las disposiciones del párrafo 2 del artículo 27 se aplicarán a las 
organizaciones de integración económica regional que se adhieran al Protocolo. 
ARTÍCULO 29: Entrada en vigor 
1. El Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha 
en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación, acepta-
ción, confirmación formal, aprobación o adhesión. 
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2. Respecto de cada Estado u organización de integración económica 
regional que ratifique, acepte, apruebe o confirme formalmente el Protocolo o 
se adhiera a él después de la fecha de depósito del vigésimo instrumento de rati-
ficación, aceptación, aprobación, confirmación formal o adhesión, el Protocolo 
entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que ese Estado u 
organización de integración económica regional haya depositado su instru-
mento de ratificación, aceptación, aprobación, confirmación formal o adhesión. 
3. A los efectos de los párrafos 1 y 2 del presente artículo, los instru-
mentos depositados por una organización de integración económica regional no 
se considerarán adicionales a los depositados por los Estados miembros de esa 
organización. 
ARTÍCULO 30: Reservas y declaraciones 
1. No se podrán formular reservas ni excepciones al Protocolo. A los 
efectos del Protocolo, las notificaciones efectuadas con arreglo al párrafo 1 del 
artículo 3, al párrafo 6 del artículo 3 o al párrafo 5 del artículo 15 no se consi-
derarán reservas o excepciones. 
2. El párrafo 1 del presente artículo no impedirá que al firmar, ratificar, 
aceptar, aprobar o confirmar formalmente el Protocolo, o al adherirse a él, un 
Estado o una organización de integración económica regional formule declara-
ciones o manifestaciones, cualesquiera que sean su redacción y título, con 
miras, entre otras cosas, a la armonización de sus leyes y reglamentos con las 
disposiciones del Protocolo, a condición de que no se interprete que esas 
declaraciones o manifestaciones tienen por objeto excluir o modificar los 
efectos jurídicos de las disposiciones del Protocolo y su aplicación a ese 
Estado u organización. 
ARTÍCULO 31: Denuncia 
1. En cualquier momento después de la expiración de un plazo de tres 
años contado a partir de la fecha de entrada en vigor del Protocolo respecto de 
una Parte Contratante, esa Parte Contratante podrá denunciar el Protocolo 
mediante notificación hecha por escrito al Depositario. 
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2. La denuncia será efectiva un año después de la fecha en que el 
Depositario haya recibido la notificación, o en cualquier fecha posterior que se 
indique en esa notificación. 
ARTÍCULO 32: Depositario 
El Secretario General de las Naciones Unidas será Depositario del 
Protocolo. 
ARTÍCULO 33: Textos auténticos 
Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso del Protocolo 
son igualmente auténticos. 
Anexo A 
LISTA DE ESTADOS DE TRÁNSITO A QUE SE HACE REFERENCIA 
EN EL INCISO D) DEL PÁRRAFO 3 DEL ARTÍCULO 3 











12. Islas Comoras 
13. Islas Cook 
14. Maldivas 
15. Islas Marshall 







21 . Micronesia (Estados Federados de) 
22. Nauru 
23. Niue 
24. Nueva Zelandia, en nombre de Tokelau 
25. Países Bajos, en nombre de Aruba y las Antillas Neerlandesas 
26. Palau 
27. Papua Nueva Guinea 
28. República Dominicana 
29. Samoa 
30. San Kitts y Nevis 
31. San Vicente y las Granadinas 
32. Santa Lucia 









1. La ley nacional determinará los límites financieros por concepto de 
responsabilidad en virtud del artículo 4 del Protocolo. 
2. a) Los limites de la responsabilidad del notificador, exportador o 
importador por un incidente cualquiera no serán inferiores a: 
i) Un millón de unidades contables para envíos iguales o supe-
riores a cinco toneladas; 
ii) Dos millones de unidades contables para envíos superiores a 
las cinco toneladas pero iguales o inferiores a 25 toneladas; 
iii) Cuatro millones de unidades contables para envíos superiores a 
25 toneladas pero iguales o inferiores a 50 toneladas; 
iv) Seis millones de unidades contables para envíos superiores a 
50 toneladas pero iguales o inferiores a 1000 toneladas; 
v) Diez millones de unidades contables para envíos superiores a 
las mil toneladas pero iguales o inferiores a 10.000 toneladas; 
vi) Más mil unidades contables adicionales por cada tonelada adi-
cional hasta un máximo de 30 millones de unidades contables. 
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b) Los límites de la responsabilidad para el eliminador no serán 
inferiores a dos millones de unidades contables por un incidente 
cualquiera. 
3. Las Partes Contratantes revisarán periódicamente las cantidades mencio-
nadas en el párrafo 2 teniendo en cuenta, entre otras cosas, los riesgos 
potenciales planteados al medio ambiente por el movimiento de los 
desechos peligrosos y otros desechos y su eliminación, el reciclado, y 
la naturaleza, la cantidad y las propiedades peligrosas de los desechos. 

PROTOCOLO DE CARTAGENA SOBRE 
SEGURIDAD DE LA BIOTECNOLOGÍA DEL 
CONVENIO SOBRE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA 
ADOPTADO EN MONTREAL EL 29 DE ENERO DE 2000, EN LA PRIMERA 
REUNIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CONFERENCIA DE LAS PARTES 
(UNEP/CBD/ExCOP/1/3, 20 de febrero de 2000, 
Anexo a la decisión EM-I/3) 
Las Partes en el presente Protocolo, 
Siendo Partes en el Convenio sobre la Diversidad Biológica, en lo 
sucesivo "el Convenio", 
Recordando los párrafos 3 y 4 del artículo 19 y el inciso 9 del artículo 8 
y el artículo 17 del Convenio, 
Recordando también la decisión II/5 de la Conferencia de las Partes en el 
Convenio, de 17 de noviembre de 1995, relativa a la elaboración de un pro-
tocolo sobre seguridad de la biotecnología, centrado especificamente en el 
movimiento transfronterizo de cualesquiera organismos vivos modificados 
resultantes de la biotecnología moderna que puedan tener efectos adversos para 
la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, que esta-
blezca en particular, para su examen, procedimientos adecuados para un acuerdo 
fundamentado previo, 
Reafirmando el enfoque de precaución que figura en el Principio 15 de la 
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, 
Conscientes de la rápida expansión de la biotecnología moderna y de la 
creciente preocupación pública sobre sus posibles efectos adversos para la 




Reconociendo que la biotecnología moderna tiene grandes posibilidades de 
contribuir al bienestar humano si se desarrolla y utiliza con medidas de segu-
ridad adecuadas para el medio ambiente y la salud humana, 
Reconociendo también la crucial importancia que tienen para la huma-
nidad los centros de origen y los centros de diversidad genética, 
Teniendo en cuenta la reducida capacidad de muchos países, en especial 
los países en desarrollo, para controlar la naturaleza y la magnitud de los ries-
gos conocidos y potenciales derivados de los organismos vivos modificados, 
Reconociendo que los acuerdos relativos al comercio y al medio ambiente 
deben apoyarse mutuamente con miras a lograr el desarrollo sostenible, 
Destacando que el presente Protocolo no podrá interpretarse en el sentido 
de que modifica los derechos y las obligaciones de una Parte con arreglo a 
otros acuerdos internacionales y en vigor, 
En el entendimiento de que los párrafos anteriores no tienen por objeto 
subordinar el presente Protocolo a otros acuerdos internacionales, 
Han convenido en lo siguiente: 
ARTÍCULO 1: Objetivo 
De conformidad con el enfoque de precaución que figura en el Principio 
15 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, el 
objetivo del presente Protocolo es contribuir a garantizar un nivel adecuado de 
protección en la esfera de la transferencia, manipulación y utilización seguras 
de los organismos vivos modificados resultantes de la biotecnología moderna 
que puedan tener efectos adversos para la conservación y la utilización soste-
nible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la 
salud humana, centrándose concretamente en los movimientos transfronterizos. 
ARTÍCULO 2: Disposiciones generales 
1. Cada Parte tomará las medidas legislativas, administrativas y de otro 
tipo necesarias y convenientes para cumplir sus obligaciones dimanantes del 
presente Protocolo. 
2. Las Partes velarán por que el desarrollo, la manipulación, el trans-
porte, la utilización, la transferencia y la liberación de cualesquiera organismos 
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vivos modificados se realicen de forma que se eviten o se reduzcan los riesgos 
para la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la 
salud humana. 
3. El presente Protocolo no afectará en modo alguno a la soberanía de 
los Estados sobre su mar territorial establecida de acuerdo con el derecho 
internacional, ni a los derechos soberanos ni la jurisdicción de los Estados 
sobre sus zonas económicas exclusivas y sus plataformas continentales de 
conformidad con el derecho internacional, ni al ejercicio por los buques y las 
aeronaves de todos los Estados de los derechos y las libertades de navegación 
establecidos en el derecho internacional y recogidos en los instrumentos inter-
nacionales pertinentes. 
4 . Ninguna disposición del presente Protocolo se interpretará en un sen-
tido que restrinja el derecho de una Parte a adoptar medidas más estrictas para 
proteger la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica 
que las establecidas en el Protocolo, siempre que esas medidas sean compa-
tibles con el objetivo y las disposiciones del presente Protocolo y conformes 
con las demás obligaciones de esa Parte dimanantes del derecho internacional. 
5. Se alienta a las Partes a tener en cuenta, según proceda, los conoci-
mientos especializados, los instrumentos disponibles, y la labor emprendida en 
los foros internacionales competentes en la esfera de los riesgos para la salud 
humana. 
ARTÍCULO 3: Términos utilizados 
A los fines del presente Protocolo: 
a) Por "Conferencia de las Partes" se entiende la Conferencia de las 
Partes en el Convenio. 
b) Por "uso confinado" se entiende cualquier operación, llevada a cabo 
dentro de un local, instalación u otra estructura física, que entrañe la mani-
pulación de organismos vivos modificados controlados por medidas específicas 
que limiten de forma efectiva su contacto con el medio exterior o sus efectos 
sobre dicho medio. 
c) Por "exportación" se entiende el movimiento transfronterizo inten-
cional desde una Parte a otra Parte. 
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d) Por "exportador" se entiende cualquier persona física o jurídica sujeta 
a la jurisdicción de la Parte de exportación que organice la exportación de un 
organismo vivo modificado. 
e) Por "importación" se entiende el movimiento transfronterizo inten-
cional a una Parte desde otra Parte. 
í) Por "importador" se entiende cualquier persona física o jurídica sujeta 
a la jurisdicción de la Parte de importación que organice la importación de un 
organismo vivo modificado. 
g) Por "organismo vivo modificado" se entiende cualquier organismo 
vivo que posea una combinación nueva de material genético que se haya obte-
nido mediante la aplicación de la biotecnología moderna. 
h) Por "organismo vivo" se entiende cualquier entidad biológica capaz de 
transferir o suplicar material genético, incluidos los organismos estériles, los 
virus y los viroides. 
i) Por "biotecnología moderna" se entiende la aplicación de: 
a. Técnicas in vitro de ácido nucleico, incluidos el ácido deso-
xirribonucleico (ADN) recombinante y la inyección directa de ácido nucleico 
en células u orgánulos, o 
b. La fusión de células más allá de la familia taxonómica, que supe-
ran las barreras fisiológicas naturales de la reproducción o de la recombinación 
y que no son técnicas utilizadas en la reproducción y selección tradicional. 
j) Por "organización regional de integración económica" se entiende una 
organización constituida por Estados soberanos de una región determinada, a la 
cual los Estados miembros han transferido la competencia en relación con los 
asuntos regidos por el presente Protocolo y que está debidamente autorizada, de 
conformidad con sus procedimientos internos, a firmarlo, ratificarlo, aceptarlo, 
aprobarlo o adherirse a él. 
k) Por "movimiento transfronterizo" se entiende el movimiento de un 
organismo vivo modificado de una Parte a otra Parte, con la excepción de que a 
los fines de los artículos 17 y 24 el movimiento transfronterizo incluye 
también el movimiento entre Partes y los Estados que no son Partes. 
ARTÍCULO 4: Ámbito 
El presente Protocolo se aplicará al movimiento transfronterizo, el 
tránsito, la manipulación y la utilización de todos los organismos vivos modi-
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ficados que puedan tener efectos adversos para la conservación y la utilización 
sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos 
para la salud humana. 
ARTÍCULO 5: Productos farmacéuticos 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4 y sin menoscabar cuales-
quiera derechos de una Parte de someter todos los organismos vivos modi-
ficados a una evaluación del riesgo antes de adoptar una decisión sobre su 
importación, el presente Protocolo no se aplicará al movimiento transfron-
terizo de organismos vivos modificados que son productos farmacéuticos 
destinados a los seres humanos que ya están contemplados en otros acuerdos u 
organizaciones internacionales pertinentes. 
ARTÍCULO 6: Tránsito y uso confinado 
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4 y sin menoscabar 
cualesquiera derechos de una Parte de tránsito de reglamentar el transporte de 
organismos vivos modificados a través de su territorio y de comunicar al 
Centro de Intercambio de Información sobre Seguridad de la Biotecnología, 
cualquier decisión de dicha Parte, con sujeción al párrafo 3 del artículo 2, 
relativa al tránsito a través de su territorio de un organismo vivo modificado 
específico las disposiciones del presente Protocolo en relación con el procedi-
miento de acuerdo fundamentado previo no se aplicarán a los organismos vivos 
modificados en tránsito. 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4 y sin menoscabar 
cualesquiera derechos de una Parte de someter todos los organismos vivos 
modificados a una evaluación del riesgo con antelación a la adopción de deci-
siones sobre la importación y de establecer normas para el uso confinado 
dentro de su jurisdicción, las disposiciones del presente Protocolo respecto del 
procedimiento de acuerdo fundamentado previo no se aplicarán al movimiento 
transfronterizo de organismos vivos modificados destinados a uso confinado 
realizado de conformidad con las normas de la Parte de importación. 
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ARTÍCULO 7: Aplicación del procedimiento de acuerdo fundamentados previo 
1. Con sujeción a lo dispuesto en los artículos 5 y 6, el procedimiento 
de acuerdo fundamentado previo que figura en los Artículos 8 a 10 y 12, se 
aplicará antes del primer movimiento transfronterizo intencional de un orga-
nismo vivo modificado destinado a la introducción deliberada en el medio 
ambiente de la Parte de importación. 
2. La "introducción deliberada en el medio ambiente" a que se hace refe-
rencia en el párrafo 1 supra no se refiere a los organismos vivos modificados 
que esté previsto utilizar directamente como alimento humano o animal o para 
procesamiento. 
3. El artículo 11 será aplicable antes del primer movimiento transfron-
terizo de organismos vivos modificados destinados a su uso directo como 
alimento humano o animal o para procesamiento. 
4. El procedimiento de acuerdo fundamentado previo no se aplicará al 
movimiento transfronterizo intencional de los organismos vivos modificados 
incluidos en una decisión adoptada por la Conferencia de las Partes que actúa 
como reunión de las Partes en el presente Protocolo en la que se declare que no 
es probable que tengan efectos adversos para la conservación y la utilización 
sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos 
para la salud humana. 
ARTÍCULO 8: Notificación 
1. La Parte de exportación notificará, o requerirá al exportador que 
garantice la notificación por escrito, a la autoridad nacional competente de la 
Parte de importación antes del movimiento transfronterizo intencional de un 
organismo vivo modificado contemplado en el párrafo 1 del Artículo 7. La 
notificación contendrá, como mínimo, la información especificada en el anexo 
I. 
2. La Parte de exportación velará por que la exactitud de la información 
facilitada por el exportador sea una prescripción legal. 
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ARTÍCULO 9: Acuse de recibo de la notificación 
1. La Parte de importación deberá acusar recibo de la notificación, por 
escrito, al notificador en un plazo de noventa días desde su recibo. 
2. En el acuse de recibo deberá hacerse constar: 
a) La fecha en que se recibió la notificación; 
b) Si la notificación contiene, prima facie, la información especificada 
en el artículo 8; 
c) Si se debe proceder con arreglo al marco reglamentario nacional de la 
Parte de importación o con arreglo al procedimiento establecido en el Artículo 
10. 
3. El marco reglamentario nacional a que se hace referencia en el inciso 
c) del párrafo 2 supra habrá de ser compatible con el presente Protocolo. 
4. La ausencia de acuse de recibo de la notificación por la Parte de 
importación no se interpretará como su consentimiento a un movimiento 
transfronterizo intencional. 
ARTÍCULO 10: Procedimiento de adopción de decisiones 
1. Las decisiones que adopte la Parte de importación deberán ajustarse a 
lo dispuesto en el artículo 15. 
2. La Parte de importación, dentro del plazo a que se hace referencia en 
el artículo 9, comunicará al notificador, por escrito, si el movimiento trans-
fronterizo intencional puede realizarse: 
a) Únicamente después de que la Parte de importación haya otorgado su 
consentimiento por escrito; o 
b) Transcurridos al menos 90 días sin que se haya recibido consenti-
miento por escrito. 
3. La Parte de importación, en un plazo de 270 días a partir del acuse de 
recibo de la notificación, comunicará al notificador y al Centro de Intercambio 
de Información sobre Seguridad de la Biotecnología, por escrito, la decisión a 
que se hace referencia en el inciso a) del párrafo 2 supra de: 
a) Aprobar la importación, con o sin condiciones, incluida la forma en 
que la decisión se aplicará a importaciones posteriores del mismo organismo 
vivo modificado; 
b) Prohibir la importación; 
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c) Solicitar información adicional pertinente con arreglo a su marco 
reglamentario nacional o al anexo I. Al calcular el plazo en que la Parte de 
importación ha de responder, no se contará el número de días en que la Parte de 
importación haya estado a la espera de la información adicional pertinente; o 
d) Comunicar al notificador que el plazo especificado en el presente 
párrafo se ha prorrogado por un período de tiempo determinado. 
4. Salvo en el caso del consentimiento incondicional, en la decisión 
adoptada en virtud del párrafo 3 supra se habrán de estipular las razones sobre 
las que se basa. 
5. El hecho de que la Parte de importación no comunique su decisión en 
el plazo de 270 días desde la recepción de la notificación no se interpretará 
como su consentimiento a un movimiento transfronterizo intencional. 
6. El hecho de que no se tenga certeza científica por falta de información 
o conocimientos científicos pertinentes suficientes sobre la magnitud de los 
posibles efectos adversos de un organismo vivo modificado en la conservación 
y utilización sostenible de la diversidad biológica en la Parte de importación, 
teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, no impedirá a la 
Parte de importación, a fin de evitar o reducir al mínimo esos posibles efectos 
adversos, adoptar una decisión, según proceda, en relación con la importación 
del organismo vivo modificado de que se trate como se indica en el párrafo 3 
supra. 
7. La Conferencia de las Partes que actúe como reunión de las Partes 
decidirá, en su primera reunión, acerca de los procedimientos y mecanismos 
adecuados para facilitar la adopción de decisiones por las Partes de importación. 
ARTÍCULO 11: Procedimiento para organismos vivos modificados destinados 
para uso directo como alimento humano o animal o para 
procesamiento 
1. Una Parte que haya adoptado una decisión definitiva en relación con el 
uso nacional, incluida su colocación en el mercado, de un organismo vivo 
modificado que puede ser objeto de un movimiento transfronterizo para uso 
directo como alimento humano o animal o para procesamiento, informará al 
respecto a todas las Partes, por conducto del Centro de Intercambio de Infor-
mación sobre Seguridad de la Biotecnología, en un plazo de 15 días. Esa 
información deberá incluir, como mínimo, la especificada en el anexo II. La 
Parte suministrará una copia impresa de la información al centro focal de cada 
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Parte que haya informado por adelantado a la secretaría de que no tiene acceso 
al Centro de Intercambio de Información sobre la Seguridad de la Biotecno-
logía. Esa disposición no se aplicará a las decisiones relacionadas con ensayos 
prácticos. 
2. La Parte a que se hace referencia en el párrafo 1 supra al adoptar una 
decisión se asegurará de que existe una prescripción legal que estipule el grado 
de precisión de la información que debe proporcionar el solicitante. 
3. Una Parte podrá solicitar información adicional del organismo guber-
namental especificado en el inciso b) del anexo II. 
4. Una Parte podrá adoptar una decisión sobre la importación de orga-
nismos vivos modificados destinados para uso directo como alimento humano 
o animal o para procesamiento con arreglo a su marco reglamentario nacional 
que sea compatible con el objetivo del presente Protocolo. 
5. Las Partes pondrán a disposición del Centro de Intercambio de Infor-
mación sobre Seguridad de la Biotecnología ejemplares de las leyes, reglamen-
taciones y directrices nacionales aplicables a la importación de organismos 
vivos modificados destinados para uso directo como alimento humano o 
animal, o para procesamiento, en caso de que existan. 
6. Una Parte que sea país en desarrollo o una Parte que sea país con 
economía en transición podrá declarar, en ausencia del marco reglamentario 
nacional a que se .hace referencia en el párrafo 4 supra y en el ejercicio de su 
jurisdicción interna, por conducto del Centro de Intercambio de Información 
sobre Seguridad de la Biotecnología, que su decisión anterior a la primera 
importación de un organismo vivo modificado destinada para uso directo como 
alimento humano o animal, o para procesamiento, sobre la cual ha suminis-
trado información con arreglo al párrafo 1 supra, se adoptará de conformidad 
con lo siguiente: 
a) Una evaluación del riesgo realizada de conformidad con el artículo 15, 
b) Una decisión adoptada en plazos predecibles que no excedan los 
doscientos setenta días. 
7. El hecho de que una Parte no haya comunicado su decisión conforme 
al párrafo 6 supra no se entenderá como su consentimiento o negativa a la 
importación de un organismo vivo modificado destinado para uso directo como 
alimento humano o animal o para procesamiento a menos que esa Parte 
especifique otra cosa. 
8. El hecho de que no se tenga certeza científica por falta de información 
y conocimientos pertinentes suficientes sobre la magnitud de los posibles 
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efectos adversos de un organismo vivo modificado en la conservación y 
utilización sostenible de la diversidad biológica en la Parte de importación, 
teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, no impedirá a 
esa Parte, a fin de evitar o reducir al mínimo esos posibles efectos adversos, 
adoptar una decisión, según proceda, en relación con la importación de ese 
organismo vivo modificado destinado para uso directo como alimento humano 
o animal o para procesamiento. 
9. Una Parte podrá manifestar su necesidad de asistencia financiera y 
técnica y de creación de capacidad en relación con organismos vivos modifi-
cados destinados para uso directo como alimento humano o animal o para 
procesamiento. Las Partes cooperarán para satisfacer esas necesidades de 
conformidad con los artículos 22 y 28. 
ARTICULO 12: Revisión de las decisiones 
1. Una Parte de importación podrá en cualquier momento, sobre la base 
de nueva información científica acerca de los posibles efectos adversos para la 
conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo 
también en cuenta los riesgos para la salud humana, revisar y modificar una 
decisión sobre un movimiento transfronterizo intencional. En ese caso, esa 
Parte, en el plazo de 30 días, informará al respecto a cualquier notificador que 
haya notificado previamente movimientos del organismo vivo modificado a 
que se hace referencia en esa decisión y al Centro de Intercambio de Informa-
ción sobre Seguridad de la Biotecnología, y expondrá los motivos por los que 
ha adoptado esa decisión. 
2. Una Parte de exportación o un notificador podrá solicitar a la Parte de 
importación que revise una decisión adoptada en virtud del artículo 10 con 
respecto de esa Parte o exportador, cuando la Parte de exportación o el noti-
ficador considere que: 
a) Se ha producido un cambio en las circunstancias que puede influir en 
el resultado de la evaluación del riesgo en que se basó la decisión; o 
b) Se dispone de una nueva información científica o técnica pertinente. 
3. La Parte de importación responderá por escrito a esas solicitudes en 
un plazo de 90 días y expondrá los motivos por los que ha adoptado esa 
decisión. 
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4. La Parte de importación podrá, a su discreción, requerir una evalua-
ción del riesgo para importaciones subsiguientes. 
ARTÍCULO 13: Procedimiento simplificado 
1. Una Parte de importación podrá, siempre que se apliquen medidas 
adecuadas para velar por la seguridad del movimiento transfronterizo inten-
cional de organismos vivos modificados de conformidad con los objetivos del 
presente Protocolo, especificar con antelación al Centro de Intercambio de 
Información sobre Seguridad de la Biotecnología de: 
a) Los casos en que los movimientos transfronterizos intencionales a 
esa Parte pueden efectuarse al mismo tiempo que se notifica el movimiento a 
la Parte de importación; y 
b) Las importaciones a esa Parte de organismos vivos modificados que 
pueden quedar exentos del procedimiento de acuerdo fundamentado previo. 
Las notificaciones que se realicen con arreglo al inciso a) supra podrán 
aplicarse a movimientos ulteriores similares a la misma Parte. 
2. La información relativa a un movimiento transfronterizo intencional 
que debe facilitarse en las notificaciones a que se hace referencia en el inciso 
a) del párrafo 1 supra será la información especificada en el anexo I. 
ARTÍCULO 14: Acuerdos y arreglos bilaterales, regionales y multilaterales 
1. Las Partes podrán concertar acuerdos y arreglos bilaterales, regionales 
y multilaterales relativos a los movimientos transfronterizos intencionales de 
organismos vivos modificados, siempre que esos acuerdos y arreglos sean 
compatibles con el objetivo del presente Protocolo y no constituyan una 
reducción del nivel de protección establecido por el Protocolo. 
2. Las Partes se notificarán entre si, por conducto del Centro de Inter-
cambio de Información sobre Seguridad de la Biotecnología, los acuerdos y 
arreglos bilaterales, regionales y multilaterales que hayan concertado antes o 
después de la fecha de entrada en vigor del presente Protocolo. 
3. Las disposiciones del presente Protocolo no afectarán a los movi-
mientos transfronterizos intencionales que se realicen de conformidad con esos 
acuerdos y arreglos entre las Partes en esos acuerdos o arreglos. 
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4. Las Partes podrán determinar que sus reglamentos nacionales se 
aplicarán a importaciones concretas y notificarán su decisión al Centro de 
Intercambio de Información sobre Seguridad de la Biotecnología. 
ARTÍCULO 15: Evaluación del riesgo 
1. Las evaluaciones del riesgo que se realicen en virtud del presente 
Protocolo se llevarán a cabo con arreglo a procedimientos científicos sólidos, 
de conformidad con el anexo III y teniendo en cuenta las técnicas reconocidas 
de evaluación del riesgo. Esas evaluaciones del riesgo se basarán como 
mínimo en la información facilitada de conformidad con el artículo 8 y otras 
pruebas científicas disponibles para determinar y evaluar los posibles efectos 
adversos de los organismos vivos modificados para la conservación y la utili-
zación sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los 
riesgos para la salud humana. 
2. La Parte de importación velará por que se realicen evaluaciones del 
riesgo para adoptar decisiones en virtud del artículo 10. La Parte de impor-
tación podrá requerir al exportador que realice la evaluación del riesgo. 
3. El notificador deberá hacerse cargo de los costos de la evaluación del 
riesgo si así lo requiere la Parte de importación. 
ARTÍCULO 16: Gestión del riesgo 
1. Las Partes, teniendo en cuenta el inciso g) del artículo 8 del Con-
venio, establecerán y mantendrán mecanismos, medidas y estrategias adecuadas 
para regular, gestionar y controlar los riesgos determinados con arreglo a las 
disposiciones sobre evaluación del riesgo del presente Protocolo relacionados 
con la utilización, la manipulación y el movimiento transfronterizo de 
organismos vivos modificados. 
2. Se impondrán medidas basadas en la evaluación del riesgo en la 
medida necesaria para evitar efectos adversos de los organismos vivos modi-
ficados en la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, 
teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, en el territorio de 
la Parte de importación. 
3. Cada Parte tomará las medidas oportunas para prevenir los movi-
mientos transfronterizos involuntarios de organismos vivos modificados, 
900 
PROTOCOLO DE CARTAGENA SOBRE SEGURIDAD DE LA BIOTECNOLOGÍA. 
incluidas medidas como la exigencia de que se realice una evaluación del riesgo 
antes de la primera liberación de un organismo vivo modificado. 
4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2 supra, cada Parte tratará 
de asegurar que cualquier organismo vivo modificado, ya sea importado o 
desarrollado en el país, haya pasado por un período de observación apropiado a 
su ciclo vital o a su tiempo de generación antes de que se le dé su uso 
previsto. 
5. Las Partes cooperarán con miras a: 
a) Determinar los organismos vivos modificados o los rasgos especí-
ficos de organismos vivos modificados que puedan tener efectos adversos para 
la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo 
también en cuenta los riesgos para la salud humana; y 
b) Adoptar las medidas adecuadas para el tratamiento de esos organismos 
vivos modificados o rasgos específicos 
ARTÍCULO 17: Movimientos transfronterizos involuntarios y medidas de 
emergencia 
1 Cada Parte adoptará las medidas adecuadas para notificar a los Estados 
afectados o que puedan resultar afectados, al Centro de Intercambio de Infor-
mación sobre Seguridad de la Biotecnología y, cuando proceda, a las organi-
zaciones internacionales pertinentes, cuando tenga conocimiento de una situa-
ción dentro de su jurisdicción que haya dado lugar a una liberación que 
conduzca o pueda conducir a un movimiento transfronterizo involuntario de un 
organismo vivo modificado que sea probable que tenga efectos adversos signi-
ficativos para la conservación la utilización sostenible de la diversidad 
biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana en 
esos Estados. La notificación se enviará tan pronto como la Parte tenga 
conocimiento de esa situación. 
2. Cada Parte pondrá a disposición del Centro de Intercambio de Infor-
mación sobre Seguridad de la Biotecnología, a más tardar en la fecha de entrada 
en vigor del presente Protocolo para esa Parte, los detalles pertinentes del 
punto de contacto, a fines de recibir notificaciones según lo dispuesto en el 
presente artículo. 
3. Cualquier notificación enviada en virtud de lo dispuesto en el párrafo 
1 supra deberá incluir: 
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a) Información disponible pertinente sobre las cantidades estimadas y las 
características y/o rasgos importantes del organismo vivo modificado; 
b) Información sobre las circunstancias y la fecha estimada de la libe-
ración, así como el uso del organismo vivo modificado en la Parte de origen; 
c) Cualquier información disponible sobre los posibles efectos adversos 
para la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica, 
teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, así como 
información disponible acerca de las posibles medidas de gestión del riesgo; 
d) Cualquier otra información pertinente; y 
e) Un punto de contacto para obtener información adicional. 
4. Para reducir al mínimo cualquier efecto adverso significativo para la 
conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo 
también en cuenta los riesgos para la salud humana, cada Parte en cuya juris-
dicción haya ocurrido la liberación del organismo vivo modificado a que se 
hace referencia en el párrafo 1 supra entablará inmediatamente consultas con 
los Estados afectados o que puedan resultar afectados para que éstos puedan 
determinar las respuestas apropiadas y poner en marcha las actividades 
necesarias, incluidas medidas de emergencia. 
ARTÍCULO 18: Manipulación, transporte, envasado e identificación 
1. Para evitar efectos adversos para la conservación y la utilización 
sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos 
para la salud humana, las Partes adoptarán las medidas necesarias para requerir 
que los organismos vivos modificados objeto de movimientos transfronterizos 
intencionales contemplados en el presente Protocolo sean manipulados, enva-
sados y transportados en condiciones de seguridad, teniendo en cuenta las 
normas y los estándares internacionales pertinentes. 
2. Cada Parte adoptará las medidas para requerir que la documentación 
que acompaña a: 
a) Organismos vivos modificados destinados a uso directo como alimen-
to humano o animal, o para procesamiento, identifica claramente que "pueden 
llegar a contener" organismos vivos modificados y que no están destinados 
para su introducción intencional en el medio, así como un punto de contacto 
para solicitar información adicional. La Conferencia de las Partes, en su calidad 
de reunión de las Partes en el presente Protocolo, adoptará una decisión acerca 
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de los requisitos pormenorizados para este fin, con inclusión de la especifi-
cación de su identidad y cualquier identificación exclusiva, a más tardar dos 
años después de la fecha de entrada en vigor de presente Protocolo; 
b) Organismos vivos modificados destinados para uso confinado los 
identifica claramente como organismos vivos modificados; especifica los requi-
sitos para su manipulación; el punto de contacto para obtener información 
adicional, incluido el nombre y las señas de la persona y la institución a que se 
envíen los organismos vivos modificados; 
c) Organismos vivos modificados destinados a su introducción inten-
cional en el medio ambiente de la Parte de importación y cualesquiera otros 
organismos vivos modificados contemplados en el Protocolo los identifica 
claramente como organismos vivos modificados; especifica la identidad y los 
rasgos/características pertinentes, los requisitos para su manipulación, almace-
namiento, transporte y uso seguros, el punto de contacto para obtener infor-
mación adicional y, según proceda, el nombre y la dirección del importador y 
el exportador; contiene una declaración de que el movimiento se efectúa de 
conformidad con las disposiciones del presente Protocolo aplicables al 
exportador. 
3. La Conferencia de las Partes que actúa como reunión de las Partes en 
el presente Protocolo examinará la necesidad de elaborar normas, y modalidades 
para ello, en relación con las prácticas de identificación, manipulación, enva-
sado y transporte en consulta con otros órganos internacionales pertinentes. 
ARTÍCULO 19: Autoridades nacionales competentes y centros focales 
nacionales 
1. Cada Parte designará un centro focal nacional que será responsable del 
enlace con la secretaría en su nombre. Cada Parte también designará una o más 
autoridades nacionales competentes que se encargarán de las funciones adminis-
trativas requeridas por el presente Protocolo y estarán facultadas para actuar en 
su nombre en relación con esas funciones. Una Parte podrá designar a una sola 
entidad para cumplir las funciones de centro focal y autoridad nacional 
competente. 
2. Cada Parte comunicará a la secretaría, a más tardar en la fecha de 
entrada en vigor del Protocolo para esa Parte, los nombres y direcciones de su 
centro local y de su autoridad o autoridades nacionales competentes. Si una 
Parte designara más de una autoridad nacional competente, comunicará a la 
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secretaría, junto con la notificación correspondiente, información sobre las 
responsabilidades respectivas de esas autoridades. En los casos en que corres-
ponda, en esa información se deberá especificar, como mínimo, qué autoridad 
competente es responsable para cada tipo de organismo vivo modificado. Cada 
Parte comunicará de inmediato a la secretaría cualquier cambio en la designa-
ción de su centro focal nacional, o en los nombres y direcciones o en las 
responsabilidades de su autoridad o autoridades nacionales competentes. 
3. La secretaria comunicará de inmediato a las Partes las notificaciones 
recibidas en virtud del párrafo 2 supra y difundirá asimismo esa información a 
través del Centro de Intercambio de Información sobre Seguridad de la 
Biotecnología. 
ARTÍCULO 20: Intercambio de información y el centro de intercambio de 
información sobre seguridad de la biotecnología 
1. Queda establecido un Centro de Intercambio de Información sobre 
Seguridad de la Biotecnología como parte del mecanismo de facilitación a que 
se hace referencia en el párrafo 3 del artículo 18 del Convenio, con el fin de: 
a) Facilitar el intercambio de información y experiencia científica, téc-
nica, ambiental y jurídica en relación con los organismos vivos modificados; y 
b) Prestar asistencia a las Partes en la aplicación del Protocolo, teniendo 
presentes las necesidades especiales de los países en desarrollo, en particular 
los países menos adelantados y los pequeños Estados insulares en desarrollo, y 
de los países con economías en transición, así como de los países que son cen-
tros de origen y centros de diversidad genética. 
2. El Centro de Intercambio de Información sobre Seguridad de la 
Biotecnología será un medio para difundir información a efectos del párrafo 1 
supra. Facilitará el acceso a la información de interés para la aplicación del 
Protocolo proporcionada por las Partes. También facilitará el acceso, cuando 
sea posible, a otros mecanismos internacionales de intercambio de información 
sobre seguridad de la biotecnología. 
3. Sin perjuicio de la protección de la información confidencial, cada 
Parte proporcionará al Centro de Intercambio de Información sobre Seguridad 
de la Biotecnología cualquier información que haya que facilitar al Centro de 
Intercambio de Información sobre Seguridad de la Biotecnología en virtud del 
presente Protocolo también información sobre: 
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a) Leyes, reglamentos y directrices nacionales existentes para la aplica-
ción del Protocolo, así como la información requerida por las Partes para el 
procedimiento de acuerdo fundamentado previo; 
b) Acuerdos y arreglos bilaterales, regionales y multilaterales; 
c) Resúmenes de sus evaluaciones del riesgo o exámenes ambientales de 
organismos vivos modificados que se hayan realizado como consecuencia de su 
proceso reglamentario y de conformidad con el artículo 15, incluida, cuando 
proceda, información pertinente sobre productos derivados de los organismos 
vivos modificados, es decir, materiales procesados que tienen su origen en un 
organismo vivo modificado, que contengan combinaciones nuevas detectables 
de material genético replicable que se hayan obtenido mediante la aplicación de 
la biotecnología moderna; 
d) Sus decisiones definitivas acerca de la importación o liberación de 
organismos vivos modificados; 
e) Los informes que se le hayan presentado en virtud del artículo 33, 
incluidos los informes sobre la aplicación del procedimiento de acuerdo funda-
mentado previo. 
4. La Conferencia de las Partes que actúa como reunión de las Partes en 
el presente Protocolo, en su primera reunión, examinará las modalidades de 
funcionamiento del Centro de Intercambio de Información sobre Seguridad de 
la Biotecnología, incluidos los informes sobre sus actividades, adoptará deci-
siones respecto de esas modalidades y las mantendrá en examen en lo sucesivo. 
ARTÍCULO 21: Información confidencial 
1. La Parte de importación permitirá al notificador determinar qué infor-
mación presentada en virtud de los procedimientos establecidos en el presente 
Protocolo o requerida por la Parte de importación como parte del procedi-
miento de acuerdo fundamentado previo establecido en el Protocolo debe tratar-
se como información confidencial. En esos casos, cuando se solicite, deberán 
exponerse las razones que justifiquen ese tratamiento. 
2. La Parte de importación entablará consultas con el notificador si 
estima que la información clasificada como confidencial por el notificador no 
merece ese tratamiento y comunicará su decisión al notificador antes de divul-
gar la información, explicando, cuando se solicite, sus motivos y dando una 
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oportunidad para la celebración de consultas la revisión interna de la decisión 
antes de divulgar la información. 
3. Cada Parte protegerá la información confidencial recibida en el marco 
del presente Protocolo, incluida la información confidencial que reciba en el 
contexto del procedimiento de acuerdo fundamentado previo establecido en el 
Protocolo. Cada Parte se asegurará de que dispone de procedimientos para pro-
teger esa información y protegerá la confidencialidad de esa información en una 
forma no menos favorable que la aplicable a la información confidencial 
relacionada con los organismos vivos modificados producidos internamente. 
4. La Parte de importación no utilizará dicha información con fines 
comerciales, salvo que cuente con el consentimiento escrito del notificador. 
5. Si un notificador retirase o hubiese retirado una notificación, la Parte 
de importación deberá respetar la confidencialidad de toda la información 
comercial e industrial clasificada como confidencial, incluida la información 
sobre la investigación y el desarrollo, así como la información acerca de cuya 
confidencialidad la Parte y el notificador estén en desacuerdo. 
6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 5 supra no se considerará 
confidencial la información siguiente: 
a) El nombre y la dirección del notificador; 
b) Una descripción general del organismo u organismos vivos 
modificados; 
c) Un resumen de la evaluación del riesgo de los efectos para la conser-
vación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo también 
en cuenta los riesgos para la salud humana; y 
d) Los métodos y planes de respuesta en caso de emergencia. 
ARTÍCULO 22: Creación de capacidad 
1. Las Partes cooperarán en el desarrollo y/o el fortalecimiento de los 
recursos humanos y la capacidad institucional en materia de seguridad de la 
biotecnología, incluida la biotecnología en la medida en que es necesaria para 
la seguridad de la biotecnología, con miras a la aplicación eficaz del presente 
Protocolo en las Partes que son países en desarrollo, en particular los países 
menos a delantados y los pequeños Estados insulares en desarrollo, y las Partes 
que son países con economías en transición, a través de las instituciones y 
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organizaciones mundiales, regionales, subregionales y nacionales existentes y, 
cuando proceda, mediante la facilitación de la participación del sector privado. 
2. A los efectos de aplicar el párrafo 1 supra, en relación con la coopera-
ción para las actividades de creación de capacidad en materia de seguridad de la 
biotecnología, se tendrán plenamente en cuenta las necesidades de las Partes 
que son países en desarrollo, en particular los países menos adelantados y de 
los pequeños Estados insulares en desarrollo, de recursos financieros y acceso a 
tecnología y a conocimientos especializados, y su transferencia, de confor-
midad con las disposiciones pertinentes del Convenio. La cooperación en la 
esfera de la creación de capacidad incluirá, teniendo en cuenta las distintas 
situaciones, la capacidad y necesidades de cada Parte, la capacitación científica 
y técnica en el manejo adecuado y seguro de la biotecnología y en el uso de la 
evaluación del riesgo y de la gestión del riesgo para seguridad de la biotecno-
logía, y el fomento de la capacidad tecnológica e institucional en materia de 
seguridad de la biotecnología. También se tendrán plenamente en cuenta las 
necesidades de las Partes con economías en transición para esa creación de 
capacidad en seguridad de la biotecnología. 
ARTÍCULO 23: Concienciación y participación del público 
Las Partes: 
a) Fomentarán y facilitarán la concienciación, educación y participación 
del público relativas a la seguridad de la transferencia, manipulación y utiliza-
ción de los organismos vivos modificados en relación con la conservación y la 
utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta 
los riesgos para la salud humana. Para ello, las Partes cooperarán, según pro-
ceda, con otros Estados y órganos internacionales; 
b) Procurarán asegurar que la concienciación y educación del público 
incluya el acceso a la información sobre organismos vivos modificados identi-
ficados de conformidad con el presente Protocolo que puedan ser importados. 
2. Las Partes, de conformidad con sus leyes y reglamentaciones respec-
tivas, celebrarán consultas con el público en el proceso de adopción de decisio-
nes en relación con organismos vivos modificados y darán a conocer al público 
los resultados de esas decisiones, respetando la información confidencial según 
lo dispuesto en el artículo 21. 
3. Cada Parte velará por que su población conozca el modo de acceder al 
Centro de Intercambio de Información sobre Seguridad de la Biotecnología. 
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ARTÍCULO 24: Estados que no son partes 
1. Los movimientos transfronterizos de organismos vivos modificados 
entre Partes y Estados que no son Partes deberán ser compatibles con el obje-
tivo del presente Protocolo. Las Partes podrán concertar acuerdos arreglos 
bilaterales, regionales y multilaterales con Estados que no son Partes en rela-
ción con esos movimientos transfronterizos. 
2. Las Partes alentarán a los Estados que no son Partes a que se adhieran 
al Protocolo y a que aporten al Centro de Intercambio de Información sobre 
Seguridad de la Biotecnología información pertinente sobre los organismos 
vivos modificados liberados o introducidos en zonas dentro de su jurisdicción 
nacional o transportados fuera de ella. 
ARTÍCULO 25: Movimientos transfronterizos ilícitos 
1. Cada Parte adoptará las medidas nacionales adecuadas encaminadas a 
prevenir y, si procede, penalizar los movimientos transfronterizos de orga-
nismos vivos modificados realizados en contravención de las medidas nacio-
nales que rigen la aplicación del presente Protocolo. Esos movimientos se 
considerarán movimientos transfronterizos ilícitos. 
2. En caso de que se produzca un movimiento transfronterizo ilícito, la 
Parte afectada podrá exigir a la Parte de origen que retire a sus expensas el 
organismo vivo modificado de que se trate repatriándolo o destruyéndolo, 
según proceda. 
3. Cada Parte pondrá a disposición del Centro de Intercambio de Infor-
mación sobre Seguridad de la Biotecnología información sobre los casos de 
movimientos transfronterizos ilícitos en esa Parte. 
ARTÍCULO 26: Consideraciones socioeconómicas 
1. Las Partes, al adoptar una decisión sobre la importación con arreglo a 
las medidas nacionales que rigen la aplicación del presente Protocolo, podrán 
tener en cuenta, de forma compatible con sus obligaciones internacionales, las 
consideraciones socioeconómicas resultantes de los efectos de los organismos 
vivos modificados para la conservación y la utilización sostenible de la diver-
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sidad biológica, especialmente en relación con el valor que la diversidad bioló-
gica tiene para las comunidades indígenas y locales. 
2. Se alienta a las Partes a cooperar en la esfera del intercambio de infor-
mación e investigación sobre los efectos socioeconómicos de los organismos 
vivos modificados, especialmente en las comunidades indígenas locales. 
ARTÍCULO 27: Responsabilidad y compensación 
La Conferencia de las Partes que actúe como reunión de las Partes en el 
presente Protocolo adoptará, en su primera reunión, un proceso en relación con 
la elaboración apropiada de normas y procedimientos internacionales en la 
esfera de la responsabilidad y compensación por daños resultantes de los 
movimientos transfronterizos de organismos vivos modificados, para lo que se 
analizarán y se tendrán debidamente en cuenta los procesos en curso en el 
ámbito del derecho internacional sobre esas esferas, y tratará de completar ese 
proceso en un plazo de cuatro años. 
ARTÍCULO 28: Mecanismo financiero y recursos financieros 
1. Al examinar los recursos financieros para la aplicación del Protocolo, 
las Partes tendrán en cuenta las disposiciones del artículo 20 del Convenio. 
2. El mecanismo financiero establecido en virtud del artículo 21 del 
Convenio será, por conducto de la estructura institucional a la que se confíe su 
funcionamiento, el mecanismo financiero del presente Protocolo. 
3. En lo relativo a la creación de capacidad a que se hace referencia en el 
artículo 22 del presente Protocolo, la Conferencia de las Partes que actúa como 
reunión de las Partes en el presente Protocolo, al proporcionar orientaciones en 
relación con el mecanismo financiero a que se hace referencia en el párrafo 2 
supra para su examen por la Conferencia de las Partes, tendrá en cuenta la 
necesidad de recursos financieros de las Partes que son países en desarrollo, en 
particular los países menos adelantados y los pequeños Estados insulares en 
desarrollo. 
4. En el contexto del párrafo 1 supra, las Partes también tendrán en 
cuenta las necesidades de las Partes que son países en desarrollo, especialmente 
de los países menos adelantados y de los pequeños Estados insulares en desa-
rrollo, así como de las Partes que son países con economías en transición, en 
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sus esfuerzos por determinar satisfacer sus requisitos de creación de capacidad 
para la aplicación del presente Protocolo. 
5. Las orientaciones que se proporcionen al mecanismo financiero del 
Convenio en las decisiones pertinentes de la Conferencia de las Partes, 
incluidas aquellas convenidas con anterioridad a la adopción del presente Proto-
colo, se aplicarán, mutatis mutandis, a las disposiciones del presente artículo. 
6. Las Partes que son países desarrollados podrán también suministrar 
recursos financieros y tecnológicos para la aplicación de las disposiciones del 
presente Protocolo por conductos bilaterales, regionales y multilaterales, y las 
Partes que son países en desarrollo y países con economías en transición 
podrán acceder a esos recursos. 
ARTÍCULO 29: Conferencia de las partes que actúa como reunión de las partes 
en el presente Protocolo 
1. La Conferencia de las Partes actuará como reunión de las Partes en el 
presente Protocolo. 
2. Las Partes en el Convenio que no sean Partes en el presente Proto-
colo podrán participar en calidad de observadores en las deliberaciones de las 
reuniones de la Conferencia de las Partes que actúe como reunión de las Partes 
en el presente Protocolo. Cuando la Conferencia de las Partes actúe como 
reunión de las Partes en el presente Protocolo, las decisiones adoptadas en 
virtud del presente Protocolo sólo serán adoptadas por las Partes en éste. 
3. Cuando la Conferencia de las Partes actúe como reunión de las Partes 
en el presente Protocolo, los miembros de la Mesa de la Conferencia de las 
Partes que representen a Partes en el Convenio que, en ese momento, no sean 
Partes en presente el Protocolo, serán reemplazados por miembros que serán 
elegidos por y de entre las Partes en el presente Protocolo. 
4. La Conferencia de las Partes que actúe como reunión de las Partes en 
el presente Protocolo examinará periódicamente la aplicación del presente 
Protocolo y adoptará, con arreglo a su mandato, las decisiones que sean nece-
sarias para promover su aplicación efectiva. La Conferencia de las Partes 
desempeñará las funciones que se le asignen en el presente Protocolo y deberá: 
a) Formular recomendaciones sobre los asuntos que se consideren nece-
sarios para la aplicación del presente Protocolo; 
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b) Establecer los órganos subsidiarios que se estimen necesarios para la 
aplicación del presente Protocolo; 
c) Recabar y utilizar, cuando proceda, los servicios, la cooperación y la 
información que puedan proporcionar las organizaciones internacionales y 
órganos no gubernamentales e intergubernamentales competentes; 
d) Establecer la forma y la periodicidad para transmitir la información 
que deba presentarse de conformidad con el artículo 33 del presente Protocolo y 
examinar esa información, así como los informes presentados por los órganos 
subsidiarios; 
e) Examinar y aprobar, cuando proceda, las enmiendas al presente Proto-
colo y sus anexos, así como a otros anexos adicionales del presente Protocolo, 
que se consideren necesarias para la aplicación del presente Protocolo; 
f) Desempeñar las demás funciones que sean necesarias para la aplica-
ción del presente Protocolo. 
5. El reglamento de la Conferencia de las Partes y el reglamento finan-
ciero del Convenio se aplicarán mutatis mutandis al presente Protocolo, a 
menos que se decida otra cosa por consenso en la Conferencia de las Partes que 
actúe como reunión de las Partes en el presente Protocolo. 
6. La primera reunión de la Conferencia de las Partes que actúe como 
reunión de las Partes en el presente Protocolo será convocada por la secretaría, 
conjuntamente con la primera reunión de la Conferencia de las Partes que se 
prevea celebrar después de la fecha de entrada en vigor del presente Protocolo. 
Las sucesivas reuniones ordinarias de la Conferencia de las Partes que actúe 
como reunión de la Conferencia de las Partes en el presente Protocolo se 
celebrarán conjuntamente con las reuniones ordinarias de la Conferencia de las 
Partes, a menos que la Conferencia de las Partes que actúe como reunión de las 
Partes en el presente Protocolo decida otra cosa. 
7. Las reuniones extraordinarias de la Conferencia de las Partes que actúa 
como reunión de las Partes en el presente Protocolo se celebrarán cuando lo 
estime necesario la Conferencia de las Partes que actúa como reunión de las 
Partes en el presente Protocolo, o cuando lo solicite por escrito una Parte, 
siempre que, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que la secretaría 
haya comunicado a las Partes la solicitud, ésta cuente con el apoyo de al 
menos un tercio de las Partes. 
8. Las Naciones Unidas, sus organismos especializados y el Organismo 
Internacional de la Energía Atómica, así como los Estados que sean miembros 
u observadores de esas organizaciones que no sean Partes en el Convenio, 
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podrán estar representados en calidad de observadores en las reuniones de la 
Conferencia de las Partes que actúa como reunión de las Partes en el presente 
Protocolo. Todo órgano u organismo, ya sea nacional o internacional, guber-
namental o no gubernamental con competencias en los asuntos contemplados 
en el presente Protocolo y que haya comunicado a la secretaría su interés por 
estar representado en calidad de observador en una reunión de la Conferencia de 
las Partes que actúa como reunión de las Partes en el presente Protocolo, podrá 
aceptarse como tal, a no ser que se oponga a ello al menos un tercio de las 
Partes presentes. Salvo que se disponga otra cosa en el presente artículo, la 
aceptación y participación de observadores se regirá por el reglamento a que se 
hace referencia en el párrafo 5 supra. 
ARTÍCULO 30: Órganos subsidiarios 
1. Cualquier órgano subsidiario establecido por el Convenio o en virtud 
de éste podrá, cuando así lo decida la reunión de la Conferencia de las Partes 
que actúa como reunión de las Partes en el presente Protocolo, prestar servi-
cios al Protocolo, en cuyo caso, la reunión de las Partes especificará las 
funciones que haya de desempeñar ese órgano. 
2. Las Partes en el Convenio que no sean Partes en el presente Proto-
colo podrán participar en calidad de observadores en los debates de las reunio-
nes de los órganos subsidiarios del presente Protocolo. Cuando un órgano 
subsidiario del Convenio actúe como órgano subsidiario del presente Proto-
colo, las decisiones relativas a éste sólo serán adoptadas por las Partes en el 
Protocolo. 
3. Cuando un órgano subsidiario del Convenio desempeñe sus funciones 
en relación con cuestiones relativas al presente Protocolo, los miembros de la 
Mesa de ese órgano subsidiario que representen a Partes en el Convenio que, 
en ese momento, no sean Partes en el Protocolo, serán reemplazados por 
miembros que serán elegidos por y de entre las Partes en el Protocolo. 
ARTÍCULO 31: Secretaría 
1. La secretaría establecida en virtud del artículo 24 del Convenio actuará 
como secretaría del presente Protocolo. 
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2. El párrafo 1 del artículo 24 del Convenio, relativo a las funciones de 
la secretaría, se aplicará mutatis mutandis al presente Protocolo. 
3. En la medida en que puedan diferenciarse, los gastos de los servicios 
de secretaría para el Protocolo serán sufragados por las Partes en éste. La 
Conferencia de las Partes que actúa como reunión de las Partes en el presente 
Protocolo decidirá, en su primera reunión, acerca de los arreglos presupues-
tarios necesarios con ese fin. 
ARTÍCULO 32: Relación con el Convenio 
Salvo que en el presente Protocolo se disponga otra cosa, las dispo-
siciones del Convenio relativas a sus protocolos se aplicarán al presente 
Protocolo. 
ARTÍCULO 33: Vigilancia y presentación de informes 
Cada Parte vigilará el cumplimiento de sus obligaciones con arreglo al 
presente Protocolo e informará a la Conferencia de las Partes que actúa como 
reunión de las Partes en el presente Protocolo, con la periodicidad que ésta 
determine, acerca de las medidas que hubieren adoptado para la aplicación del 
Protocolo. 
ARTÍCULO 34: Cumplimiento 
La Conferencia de las Partes que actúa como reunión de las Partes en el 
presente Protocolo, en su primera reunión, examinará y aprobará mecanismos 
institucionales y procedimientos de cooperación para promover el cumpli-
miento con las disposiciones del presente Protocolo y para tratar los casos de 
incumplimiento. En esos procedimientos y mecanismos se incluirán disposi-
ciones para prestar asesoramiento o ayuda, según proceda. Dichos procedi-
mientos y mecanismos se establecerán sin perjuicio de los procedimientos y 
mecanismos de solución de controversias establecidos en el artículo 27 del 
Convenio y serán distintos de ellos. 
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ARTÍCULO 35: Evaluación y revisión 
La Conferencia de las Partes que actúa como reunión de las Partes en el 
presente Protocolo llevará a cabo, cinco años después de la entrada en vigor del 
presente Protocolo, y en lo sucesivo al menos cada cinco años, una evaluación 
de la eficacia del Protocolo, incluida una evaluación de sus procedimientos y 
anexos. 
ARTÍCULO 36: Firma 
El presente Protocolo estará abierto a la firma de los Estados y de las 
organizaciones regionales de integración económica en la Oficina de las 
Naciones Unidas en Nairobi del 15 al 26 de mayo de 2000 y en la Sede de las 
Naciones Unidas en Nueva York del 5 de junio de 2000 al 4 de junio de 2001. 
ARTÍCULO 37: Entrada en vigor 
1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día contado a 
partir de la fecha en que haya sido depositado el quincuagésimo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión por los Estados u organiza-
ciones regionales de integración económica que sean Partes en el Convenio. 
2. El presente Protocolo entrará en vigor para cada Estado u organiza-
ción regional de integración económica que ratifique, acepte o apruebe el pre-
sente Protocolo o que se adhiera a él después de su entrada en vigor de confor-
midad con el párrafo 1 supra, el nonagésimo día contado a partir de la fecha en 
que dicho Estado u organización regional de integración económica haya depo-
sitado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, o en 
la fecha en que el Convenio entre en vigor para ese Estado u organización 
regional de integración económica, si esa segunda fecha fuera posterior. 
3. A los efectos de los párrafos 1 y 2 supra, los instrumentos de-
positados por una organización regional de integración económica no se 
considerarán adicionales a los depositados por los Estados miembros de esa 
organización. 
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ARTÍCULO 39: Denuncia 
1. En cualquier momento después de dos años contados a partir de la 
fecha de entrada en vigor del presente Protocolo para una Parte, esa Parte podrá 
denunciar el Protocolo mediante notificación por escrito al Depositario. 
2. La denuncia será efectiva después de un año contado a partir de la 
fecha en que el Depositario haya recibido la notificación, o en una fecha 
posterior que se haya especificado en la notificación de la denuncia. 
TEXTOS AUTÉNTICOS: 
El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 
EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente auto-
rizados a ese efecto, firman el presente Protocolo. 
HECHO en Montreal el veintinueve de enero de dos mil. 
Anexo I 
INFORMACIÓN REQUERIDA EN LAS NOTIFICACIONES DE 
CONFORMIDAD CON LOS ARTÍCULOS 8, 10 Y 13 
a) Nombre, dirección e información de contacto del exportador. 
b) Nombre, dirección e información de contacto del importador. 
c) Nombre e identidad del organismo vivo modificado, así como la 
clasificación nacional, si la hubiera, del nivel de seguridad de la biotecnología, 
del organismo vivo modificado en el Estado de exportación. 
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d) Fecha o fechas prevista del movimiento transfronterizo, si se 
conocen. 
e) Situación taxonómica, nombre común, lugar de recolección o adqui-
sición y características del organismo receptor o los organismos parentales que 
guarden relación con la seguridad de la biotecnología. 
f) Centros de origen y centros de diversidad genética, si se conocen, del 
organismo receptor y/o de los organismos parentales y descripción de los 
habitats en que los organismos pueden persistir o proliferar. 
g) Situación taxonómica, nombre común, lugar de recolección o adqui-
sición y características del organismo u organismos donantes que guarden 
relación con la seguridad de la biotecnología. 
h) Descripción del ácido nucleico o la modificación introducidos, la téc-
nica utilizada, y las características resultantes del organismo vivo modificado. 
i) Uso previsto del organismo vivo modificado o sus productos, por 
ejemplo, materiales procesados que tengan su origen en organismos vivos 
modificados, que contengan combinaciones nuevas detectables de material 
genético replicable que se hayan obtenido mediante el uso de la biotecnología 
moderna. 
j) Cantidad o volumen del organismo vivo modificado que vayan a 
transferirse. 
k) Un informe sobre la evaluación del riesgo conocido y disponible que 
se haya realizado con arreglo al anexo III. 
1) Métodos sugeridos para la manipulación, el almacenamiento, el trans-
porte y la utilización seguros, incluido el envasado, el etiquetado, la documen-
tación, los procedimientos de eliminación y en caso de emergencia, según 
proceda. 
m) Situación reglamentaria del organismo vivo modificado de que se trate 
en el Estado de exportación (por ejemplo, si está prohibido en el Estado de 
exportación, si está sujeto a otras restricciones, o si se ha aprobado para su 
liberación general) y, si el organismo vivo modificado está prohibido en el 
Estado de exportación, los motivos de esa prohibición. 
n) El resultado y el propósito de cualquier notificación a otros gobiernos 
por el exportador en relación con el organismo vivo modificado que se pretende 
transferir. 
o) Una declaración de que los datos incluidos en la información arriba 
mencionada son correctos. 
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Anexo II 
INFORMACIÓN REQUERIDA EN RELACIÓN CON LOS ORGANISMOS VIVOS 
MODIFICADOS DESTINADOS A USO DIRECTO COMO ALIMENTO HUMANO O 
ANIMAL O PARA PROCESAMIENTO CON ARREGLO AL ARTÍCULO 11 
a) El nombre y las señas del solicitante de una decisión para uso 
nacional. 
b) El nombre y las señas de la autoridad encargada de la decisión. 
c) El nombre y la identidad del organismo vivo modificado. 
d) La descripción de la modificación del gen, la técnica utilizada y las 
características resultantes del organismo vivo modificado. 
e) Cualquier identificación exclusiva del organismo vivo modificado. 
f) La situación taxonómica, el nombre común, el lugar de recolección 
o adquisición y las características del organismo receptor o de los organismos 
parentales que guarden relación con la seguridad de la biotecnología. 
g) Centros de origen y centros de diversidad genética, si se conocen, del 
organismo receptor y/o los organismos parentales y descripción de los habitats 
en que los organismos pueden persistir o proliferar. 
h) La situación taxonómica, el nombre común, el lugar de recolección o 
adquisición y las características del organismo donante u organismos que 
guarden relación con la seguridad de la biotecnología. 
i) Los usos aprobados del organismo vivo modificado. 
j) Un informe sobre la evaluación del riesgo con arreglo al anexo III. 
k) Métodos sugeridos para la manipulación, el almacenamiento, el trans-
porte y la utilización seguros, incluidos el envasado, el etiquetado, la docu-




EVALUACIÓN DEL RESGO CON ARREGLO AL ARTÍCULO 15 
Objetivo 
1. El objetivo de la evaluación del riesgo, en el marco del presente 
Protocolo, es determinar y evaluar los posibles efectos adversos de los 
organismos vivos modificados en la conservación y utilización sostenible de la 
diversidad biológica en el probable medio receptor, teniendo también en cuenta 
los riesgos para la salud humana. 
Uso de la evaluación del riesgo 
2. Las autoridades competentes utilizarán la evaluación del riesgo para, 
entre otras cosas, adoptar decisiones fundamentadas en relación con los orga-
nismos vivos modificados. 
Principios generales 
3. La evaluación del riesgo deberá realizarse de forma transparente y 
científicamente competente, y al realizarla deberán tenerse en cuenta el aseso-
ramiento de los expertos y las directrices elaboradas por las organizaciones 
internacionales pertinentes. 
4. La falta de conocimientos científicos o de consenso científico no se 
interpretarán necesariamente como indicadores de un determinado nivel de ries-
go, de la ausencia de riesgo, o de la existencia de un riesgo aceptable. 
5. Los riesgos relacionados con los organismos vivos modificados o sus 
productos, por ejemplo, materiales procesados que tengan su origen en orga-
nismos vivos modificados, que contengan combinaciones nuevas detectables de 
material genético replicable que se hayan obtenido mediante el uso de la bio-
tecnología moderna, deberán tenerse en cuenta en el contexto de los riesgos 
planteados por los receptores no modificados o por los organismos parentales 
en el probable medio receptor. 
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6. La evaluación del riesgo deberá realizarse caso por caso. La naturaleza 
y el nivel de detalle de la información requerida.puede variar de un caso a otro, 
dependiendo del organismo vivo modificado de que se trate, su uso previsto y 
el probable medio receptor. 
Metodología 
7. El proceso de evaluación del riesgo puede dar origen, por una parte, a 
la necesidad de obtener más información acerca de aspectos concretos, que 
podrán determinarse y solicitarse durante el proceso de evaluación, por otra 
parte, a que la información sobre otros aspectos pueda carecer de interés en 
algunos casos. 
8. Para cumplir sus objetivos, la evaluación del riesgo entraña, según 
proceda, las siguientes etapas: 
a) Una identificación de cualquier característica genotípica y fenotípica 
nueva relacionada con el organismo vivo modificado que pueda tener efectos 
adversos en la diversidad biológica y en el probable medio receptor, teniendo 
también en cuenta los riesgos para la salud humana; 
b) Una evaluación de la probabilidad de que esos efectos adversos ocurran 
realmente, teniendo en cuenta el nivel y el tipo de exposición del probable 
medio receptor al organismo vivo modificado; 
c) Una evaluación de las consecuencias si esos efectos adversos ocu-
rriesen realmente; 
d) Una estimación del riesgo general planteado por el organismo vivo 
modificado basada en la evaluación de la probabilidad de que los efectos ad-
versos determinados ocurran realmente y las consecuencias en ese caso; 
e) Una recomendación sobre si los riesgos son aceptables o gestionables 
o no, incluida, cuando sea necesaria, la determinación de estrategias para 
gestionar esos riesgos; 
f) Cuando haya incertidumbre acerca del nivel de riesgo, se podrá tratar 
de subsanar esa incertidumbre solicitando información adicional sobre las cues-
tiones concretas motivo de preocupación, o poniendo en práctica estrategias de 




Aspectos que es necesario tener en cuenta 
9. Según el caso, en la evaluación del riesgo se tienen en cuenta los 
datos técnicos y científicos pertinentes sobre las características de los siguien-
tes elementos: 
a) Organismo receptor u organismos parentales. Las características 
biológicas del organismo receptor o de los organismos parentales, incluida 
información sobre la situación taxonómica, el nombre común, el origen, los 
centros de origen y los centros de diversidad genética, si se conocen, y una 
descripción del habitat en que los organismos pueden persistir o proliferar; 
b) Organismo u organismos donantes. Situación taxonómica y nombre 
común, fuente características biológicas pertinentes de los organismos 
donantes; 
c) Vector. Características del vector, incluida su identidad, si la tuviera, 
su fuente de origen y el área de distribución de sus huéspedes; 
d) Inserto o insertos y/o características de la modificación. Caracterís-
ticas genéticas del ácido nucleico insertado y de la función que especifica, y/o 
características de la modificación introducida; 
e) Organismo vivo modificado. Identidad del organismo vivo modificado 
y diferencias entre las características biológicas del organismo vivo modificado 
y las del organismo receptor o de los organismos parentales; 
f) Detección e identificación del organismo vivo modificado. Métodos 
sugeridos de detección e identificación y su especificidad, sensibilidad y 
fiabilidad; 
g) Información sobre el uso previsto. Información acerca del uso pre-
visto del organismo vivo modificado, incluido un uso nuevo o distinto com-
parado con los del organismo receptor o los organismos parentales, y 
h) Medio receptor. Información sobre la ubicación y las caracteristicas 
geográficas, climáticas ecológicas, incluida información pertinente sobre la 
diversidad biológica y los centros de origen del probable medio receptor. 
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ACUERDO DE BASE ENTRE LA SANTA SEDE Y LA 
ORGANIZACIÓN PARA LA LIBERACIÓN DE 
PALESTINA (OLP), DE 15 DE FEBRERO DE 2000* 
Preámbulo 
La Santa Sede, Autoridad soberana de la Iglesia católica, y la Organi-
zación para la Liberación de Palestina (en adelante, OLP), representante del 
pueblo palestino, que actúa en beneficio y en nombre de la Autoridad 
palestina: 
Profundamente conscientes del significado especial de Tierra Santa, que 
es, entre otras cosas, un espacio privilegiado para el diálogo interreligioso 
entre los fieles de las tres religiones monoteístas; 
Habiendo examinado la historia y el desarrollo de las relaciones entre la 
Santa Sede y el pueblo palestino, incluyendo los contactos de trabajo y el 
consiguiente establecimiento -e l 26 de octubre de 1994- de relaciones oficiales 
entre la Santa Sede y la OLP; 
Recordando y confirmando la creación de la comisión bilateral perma-
nente de trabajo para identificar, estudiar y afrontar cuestiones de común 
interés para las dos partes; 
Reafirmando la necesidad de llegar a una paz justa y total en Oriente 
Medio, para que todas sus naciones vivan como buenos vecinos y trabajen 
juntas con el propósito de lograr el desarrollo y la prosperidad de la región 
entera y de todos sus habitantes; 
Demandando una solución pacífica del conflicto palestino-israelí, que 
debería realizar los derechos nacionales legítimos e inalienables y las aspira-
ciones del pueblo palestino, lo cual se ha de lograr mediante negociaciones y 




acuerdos, para garantizar la paz y la seguridad a todos los pueblos de la región 
sobre la base del derecho internacional, conforme a las resoluciones de las 
Naciones Unidas y de su Consejo de seguridad, a la justicia y a la equidad; 
Declarando que una solución equitativa para la cuestión de Jerusalén, 
basada en las resoluciones internacionales, es fundamental para una paz justa y 
duradera en Oriente Medio, y que las decisiones y las acciones unilaterales 
que alteran el carácter y el estado específico de Jerusalén son inaceptables tanto 
desde el punto de vista moral como del legal; 
Reclamando, por tanto, un estatuto especial para Jerusalén, garantizado 
internacionalmente, que debe salvaguardar los siguientes elementos: 
a. Libertad de religión y de conciencia para todos. 
b. La igualdad ante la ley de las tres religiones monoteístas, sus 
instituciones y sus fieles en la ciudad. 
c. La identidad propia y el carácter sagrado de la ciudad y su herencia 
religiosa y cultural, que tiene un significado universal. 
d. Los santos lugares, la libertad de acceso a ellos y de culto en ellos. 
e. El régimen de "Status quo" en los santos lugares a los que se aplica. 
Reconociendo que los palestinos, independientemente de su afiliación 
religiosa, son miembros iguales de la sociedad palestina; 
Concluyendo que los trabajos de la mencionada comisión bilateral 
permanente de trabajo han llevado a unos resultados que permiten un primer 
Acuerdo de base, que debería proporcionar un fundamento sólido y duradero al 
desarrollo continuo de sus relaciones actuales y futuras, y a la prosecución de 
la labor que realiza actualmente la comisión, 
Convienen en los siguientes artículos: 
Artículo 1 
Párrafo 1: 
La OLP afirma su compromiso permanente de defender y observar el 
derecho humano a la libertad de religión y de conciencia, como está estable-
cido en la Declaración universal de derechos humanos y en otros instrumentos 
internacionales relativos a su aplicación. 
Párrafo 2: 
La Santa Sede afirma el compromiso de la Iglesia católica de apoyar este 
derecho y declara una vez más el respeto que la Iglesia católica alberga hacia 
los seguidores de otras religiones. 
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Artículo 2 
Párrafo 1: 
Las partes se comprometen a cooperar de modo apropiado en la promo-
ción del respeto a los derechos humanos, individuales y colectivos, comba-
tiendo todas las formas de discriminación y las amenazas contra la vida y la 
dignidad humana, así como en la promoción de la comprensión y la armonía 
entre las naciones y las comunidades. 
Párrafo 2: 
Las partes seguirán favoreciendo el diálogo interreligioso para fomentar 
una mayor comprensión entre los pueblos de religiones diferentes. 
Artículo 3 
La OLP garantizará y protegerá en la legislación palestina la igualdad de 
los derechos humanos y civiles de todos los ciudadanos, incluyendo específi-
camente, entre otras cosas, su libertad frente a la discriminación, individual o 
colectiva, a causa de su afiliación religiosa, creencia o práctica. 
Artículo 4 
El régimen de "Status quo" se mantendrá y observará en los santos luga-
res cristianos a los que se aplica. 
Artículo 5 
La OLP reconoce la libertad de la Iglesia católica de ejercer sus derechos 
a realizar, con los medios necesarios, sus actividades y tradiciones, que son 
espirituales, religiosas, morales, caritativas, educativas y culturales. 
Artículo 6 
La OLP reconoce los derechos de la Iglesia católica en asuntos 
económicos, legales y fiscales; estos derechos se ejercen en armonía con los 
derechos de las autoridades palestinas en estos campos. 
Artículo 7 
Tendrá pleno efecto en la legislación palestina la personalidad legal de la 




Las disposiciones de este Acuerdo no perjudican ningún otro acuerdo 
hasta ahora en vigor entre una parte y otra. 
Artículo 9 
La comisión bilateral permanente de trabajo, de acuerdo con las instruc-
ciones que les puedan impartir las respectivas autoridades de las dos partes, 
pueden proponer nuevos modos de aplicar los artículos de este Acuerdo. 
Artículo 10 
Si surgiera alguna controversia acerca de la interpretación o la aplicación 
de las disposiciones de este Acuerdo, las partes la resolverán mediante la 
consulta mutua. 
Artículo 11 
Los dos textos originales, uno en inglés y otro en árabe, son igualmente 
auténticos. En caso de divergencia, prevalecerá el original inglés. 
Artículo 12 
Este Acuerdo entrará en vigor desde el momento de la firma por ambas 
partes. 
Firmado en el Vaticano el 15 de febrero de 2000. 
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PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA 
CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL 
NIÑO RELATIVO A LA PARTICIPACIÓN DE 
NIÑOS EN LOS CONFLICTOS ARMADOS 
ADOPTADO POR LA ASAMBLEA GENERAL, 25 DE MAYO DE 2000 
(A/RES/54/263, 26 DE JUNIO DE 2000, ANEXO I) 
Los Estados Partes en el presente Protocolo, 
Alentados por el inmenso apoyo de que goza la Convención sobre los 
Derechos del Niño 1 , que demuestra que existe una voluntad general de luchar 
por la promoción y la protección de los derechos del niño, 
Reafirmando que los derechos del niño requieren una protección especial 
y que, para ello, es necesario seguir mejorando la situación de los niños sin 
distinción y procurar que éstos se desarrollen y sean educados en condiciones 
de paz y seguridad, 
Preocupados por los efectos perniciosos y generales que tienen para los 
niños los conflictos armados, y por sus consecuencias a largo plazo para la 
paz, la seguridad y el desarrollo duraderos, 
Condenando el hecho de que en las situaciones de conflicto armado los 
niños se conviertan en un blanco, así como los ataques directos contra bienes 
protegidos por el derecho internacional, incluidos los lugares donde suele haber 
una considerable presencia infantil, como escuelas y hospitales, 
Tomando nota de la aprobación del Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional 2 , en particular la inclusión entre los crímenes de guerra en 
conflictos armados, tanto internacionales como no internacionales, del recluta-
1. Resolución 44/25, anexo. 
2. A / C O N F . 183/9. 
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miento o alistamiento de niños menores de 15 años o su utilización para 
participar activamente en las hostilidades, 
Considerando en consecuencia que para seguir promoviendo la realización 
de los derechos reconocidos en la Convención sobre los Derechos del Niño es 
necesario aumentar la protección de los niños con miras a evitar que participen 
en conflictos armados, 
Observando que el artículo 1 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño precisa que, para los efectos de esa Convención, se entiende por niño 
todo ser humano menor de 18 años de edad, salvo que, en virtud de la ley que 
le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad, 
Convencidos de que un protocolo facultativo de la Convención por el que 
se eleve la edad mínima para el posible reclutamiento de personas en las 
fuerzas armadas y su participación en las hostilidades contribuirá eficazmente a 
la aplicación del principio de que el interés superior del niño ha de ser una 
consideración primordial en todas las decisiones que le conciernan, 
Tomando nota de que en diciembre de 1995 la XXVI Conferencia Interna-
cional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja recomendó, entre otras cosas, 
que las partes en conflicto que tomaran todas las medidas viables para que los 
niños menores de 18 años no participaran en hostilidades, 
Tomando nota con satisfacción de la aprobación unánime, en junio de 
1999, del Convenio No. 182 de la Organización Internacional del Trabajo 
sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inme-
diata para su eliminación, en el que se prohibe, entre otros, el reclutamiento 
forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en conflictos armados, 
Condenando con suma preocupación el reclutamiento, adiestramiento y 
utilización dentro y fuera de las fronteras nacionales de niños en hostilidades 
por parte de grupos armados distintos de las fuerzas armadas de un Estado, y 
reconociendo la responsabilidad de quienes recluían, adiestran y utilizan niños 
de este modo, 
Recordando que todas las partes en un conflicto armado tienen la obli-
gación de observar las disposiciones del derecho internacional humanitario, 
Subrayando que el presente Protocolo se entenderá sin perjuicio de los 
propósitos y principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, 
incluido su Artículo 51, y las normas pertinentes del derecho humanitario, 
Teniendo presente que, para lograr la plena protección de los niños, en 
particular durante los conflictos armados y la ocupación extranjera, es indis-
pensable que se den condiciones de paz y seguridad basadas en el pleno respeto 
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de los propósitos y principios de la Carta y se observen los instrumentos 
vigentes en materia de derechos humanos, 
Reconociendo las necesidades especiales de los niños que están especial-
mente expuestos al reclutamiento o utilización en hostilidades, contra lo dis-
puesto en el presente Protocolo, en razón de su situación económica o social 
o de su sexo, 
Conscientes de la necesidad de tener en cuenta las causas económicas, 
sociales y políticas que motivan la participación de niños en conflictos 
armados, 
Convencidos de la necesidad de fortalecer la cooperación internacional en 
la aplicación del presente Protocolo, así como las actividades de rehabilitación 
física y psicosocial y de reintegración social de los niños que son víctimas de 
conflictos armados, 
Alentando la participación de las comunidades y, en particular, de los 
niños y de las víctimas infantiles en la difusión de programas de información 
y de educación sobre la aplicación del Protocolo, 
Han convenido en lo siguiente: 
Artículo 1 
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para que ningún 
miembro de sus fuerzas armadas menor de 18 años participe directamente en 
hostilidades. 
Artículo 2 
Los Estados Partes velarán por que no se reclute obligatoriamente en sus 
fuerzas armadas a ningún menor de 18 años. 
Artículo 3 
1. Los Estados Partes elevarán la edad mínima para el reclutamiento 
voluntario de personas en sus fuerzas armadas nacionales por encima de la 
fijada en el párrafo 3 del artículo 38 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño, teniendo en cuenta los principios formulados en dicho artículo, y reco-
nociendo que en virtud de esa Convención los menores de 18 años tienen 
derecho a una protección especial. 
2. Cada Estado Parte depositará, al ratificar el presente Protocolo o adhe-
rirse a él, una declaración vinculante en la que se establezca la edad mínima en 
que permitirá el reclutamiento voluntario en sus fuerzas armadas nacionales y 
927 
DOCUMENTACIÓN 
se ofrezca una descripción de las salvaguardias que haya adoptado para 
asegurarse de que no se realiza ese reclutamiento por la fuerza o por coacción. 
3. Los Estados Partes que permitan el reclutamiento voluntario en sus 
fuerzas armadas nacionales de menores de 18 años establecerán medidas de 
salvaguardia que garanticen, como mínimo, que: 
a) Ese reclutamiento sea auténticamente voluntario; 
b) Ese reclutamiento se realice con el consentimiento informado de los 
padres o de quienes tengan la custodia legal; 
c) Esos menores estén plenamente informados de los deberes que supone 
ese servicio militar; 
d) Esos menores presenten pruebas fiables de su edad antes de ser acep-
tados en el servicio militar nacional. 
4. Cada Estado Parte podrá ampliar su declaración en cualquier momento 
mediante notificación a tal efecto dirigida al Secretario General de las Naciones 
Unidas, el cual informará a todos los Estados Partes. La notificación surtirá 
efecto desde la fecha en que sea recibida por el Secretario General. 
5. La obligación de elevar la edad según se establece en el párrafo 1 del 
presente artículo no es aplicable a las escuelas que las fuerzas armadas de los 
Estados Partes administren o tengan bajo su control, de conformidad con los 
artículos 28 y 29 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 
Artículo 4 
1. Los grupos armados distintos de las fuerzas armadas de un Estado no 
deben en ninguna circunstancia reclutar o utilizar en hostilidades a menores de 
18 años. 
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para impedir 
ese reclutamiento y utilización, con inclusión de la adopción de las medidas 
legales necesarias para prohibir y tipificar esas prácticas. 
3. La aplicación del presente artículo no afectará la situación jurídica de 
ninguna de las partes en un conflicto armado. 
Artículo 5 
Ninguna disposición del presente Protocolo se interpretará de manera que 
impida la aplicación de los preceptos del ordenamiento de un Estado Parte, de 
instrumentos internacionales o del derecho humanitario internacional cuando 
esos preceptos sean más propicios a la realización de los derechos del niño. 
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Artículo 6 
1. Cada Estado Parte adoptará todas las medidas jur ídicas , 
administrativas y de otra índole necesarias para garantizar la aplicación efectiva 
y la vigilancia del cumplimiento efectivo de las disposiciones del presente 
Protocolo dentro de su jurisdicción. 
2. Los Estados Partes se comprometen a difundir y promover por los 
medios adecuados, entre adultos y niños por igual, los principios y dispo-
siciones del presente Protocolo. 
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para que las 
personas que estén bajo su jurisdicción y hayan sido reclutadas o utilizadas en 
hostilidades en contradicción con el presente Protocolo sean desmovilizadas o 
separadas del servicio de otro modo. De ser necesario, los Estados Partes pres-
tarán a esas personas toda la asistencia conveniente para su recuperación física 
y psicológica y su reintegración social. 
Artículo 7 
1. Los Estados Partes cooperarán en la aplicación del presente 
Protocolo, en particular en la prevención de cualquier actividad contraria al 
mismo y la rehabilitación y reintegración social de las personas que sean 
víctimas de actos contrarios al presente Protocolo, entre otras cosas mediante 
la cooperación técnica y la asistencia financiera. Esa asistencia y esa 
cooperación se llevarán a cabo en consulta con los Estados Partes afectados y 
las organizaciones internacionales pertinentes. 
2. Los Estados Partes que estén en condiciones de hacerlo prestarán esa 
asistencia mediante los programas multilaterales, bilaterales o de otro tipo 
existentes o, entre otras cosas, mediante un fondo voluntario establecido de 
conformidad con las normas de la Asamblea General. 
Artículo 8 
1 . A más tardar dos años después de la entrada en vigor del presente 
Protocolo respecto de un Estado Parte, éste presentará al Comité de los Dere-
chos del Niño un informe que contenga una exposición general de las medidas 
que haya adoptado para dar cumplimiento a las disposiciones del Protocolo, 
incluidas las medidas adoptadas con objeto de aplicar las disposiciones 
relativas a la participación y el reclutamiento. 
2. Después de la presentación del informe general, cada Estado Parte 
incluirá en los informes que presente al Comité de los Derechos del Niño de 
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conformidad con el artículo 44 de la Convención información adicional sobre 
la aplicación del presente Protocolo. Los demás Estados Partes en el Protocolo 
presentarán un informe cada cinco años. 
3. El Comité de los Derechos del Niño podrá pedir a los Estados Partes 
más información sobre la aplicación del presente Protocolo. 
Artículo 9 
1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todo Estado que sea 
Parte en la Convención o la haya firmado. 
2. El presente Protocolo está sujeto a la ratificación y abierto a la adhe-
sión de todos los Estados. Los instrumentos de ratificación o de adhesión se 
depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
3. El Secretario General, en su calidad de depositario de la Convención y 
del Protocolo, informará a todos los Estados Partes en la Convención y a 
todos los Estados que hayan firmado la Convención del depósito de cada uno 
de los instrumentos de declaración en virtud del artículo 3. 
Artículo 10 
1. El presente Protocolo entrará en vigor tres meses después de la 
fecha en que haya sido depositado el décimo instrumento de ratificación o de 
adhesión. 
2. Respecto de los Estados que hayan ratificado el presente Protocolo o 
se hayan adherido a él después de su entrada en vigor, el Protocolo entrará en 
vigor un mes después de la fecha en que se haya depositado el correspondiente 
instrumento de ratificación o de adhesión. 
Artículo 11 
1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cualquier 
momento mediante notificación escrita dirigida al Secretario General de las 
Naciones Unidas, quien informará de ello a los demás Estados Partes en la 
Convención y a todos los Estados que hayan firmado la Convención. La 
denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notificación haya 
sido recibida por el Secretario General. No obstante, si al concluir ese plazo de 
un año el Estado Parte denunciante está interviniendo en un conflicto armado, 
la denuncia no surtirá efecto hasta que termine dicho conflicto. 
2. Esa denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le 
incumban en virtud del presente Protocolo respecto de todo acto que se haya 
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producido antes de la fecha en que aquélla surta efecto. La denuncia tampoco 
obstará en modo alguno para que el Comité de los Derechos del Niño prosiga 
el examen de cualquier asunto iniciado antes de esa fecha. 
Artículo 12 
1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas y depositarlas en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comu-
nicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes, pidiéndoles que le noti-
fiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin 
de examinar las propuestas y someterlas a votación. Si dentro de los cuatro 
meses siguientes a la fecha de esa notificación un tercio, al menos, de los 
Estados Partes se declaran en favor de tal conferencia, el Secretario General la 
convocará con el auspicio de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por 
la mayoría de los Estados Partes presentes y votantes en la conferencia será 
sometida a la aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo entrará en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea General y 
aceptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes. 
3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligatorias para los 
Estados Partes que las hayan aceptado; los demás Estados Partes seguirán 
obligados por las disposiciones del presente Protocolo y por toda enmienda 
anterior que hubiesen aceptado. 
Artículo 13 
1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, 
inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las 
Naciones Unidas. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certi-
ficadas del presente Protocolo a todos los Estados Partes en la Convención y a 
todos los Estados que hayan firmado la Convención. 
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PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA 
CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO 
RELATIVO A LA VENTA DE NIÑOS, 
LA PROSTITUCIÓN INFANTDL, Y LA UTILIZACIÓN 
DE NIÑOS EN LA PORNOGRAFÍA 
ADOPTADO POR LA ASAMBLEA GENERAL, 25 DE MAYO DE 2000 
A/RES/54/263, 26 DE JUNIO DE 2000, ANEXO II 
Los Estados Partes en el presente Protocolo, 
Considerando que para facilitar el logro de los objetivos de la 
Convención sobre los Derechos del N iño 1 y la aplicación de sus 
disposiciones, especialmente de los artículos 1, 11, 21, 32, 33, 34, 35 y 36, 
sería conveniente ampliar las medidas que deben adoptar los Estados Partes a 
fin de garantizar la protección de los menores contra la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, 
Considerando también que en la Convención sobre los Derechos del Niño 
se reconoce el derecho del niño a estar protegido contra la explotación econó-
mica y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso, entor-
pecer su educación o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, 
mental, espiritual, moral o social, 
Gravemente preocupados por la importante y creciente trata internacional 
de menores a los fines de la venta de niños, su prostitución y su utilización en 
la pornografía, 
Manifestando su profunda preocupación por la práctica difundida y 
continuada del turismo sexual, a la que los niños son especialmente vulne-
rables ya que fomenta directamente la venta de niños, su prostitución y su 
utilización en la pornografía, 
Reconociendo que algunos grupos especialmente vulnerables, en par-
ticular las niñas, están expuestos a un peligro mayor de explotación sexual, y 
1. Resolución 44/25, anexo. 
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que el número de niñas entre las personas explotadas sexualmente es despro-
porcionadamente alto, 
Preocupados por la disponibilidad cada vez mayor de pornografía infantil 
en la Internet y otros medios tecnológicos modernos y recordando la Confe-
rencia Internacional de Lucha contra la Pornografía Infantil en la Internet, que 
se celebró en Viena en 1999, en particular, sus conclusiones, en las que se 
pide la tipificación en todo el mundo de la producción, distribución, expor-
tación, transmisión, importación, posesión intencional y propaganda de este 
tipo de pornografía, y subrayando la importancia de una colaboración y 
asociación más estrechas entre los gobiernos y el sector de la Internet, 
Estimando que será más fácil erradicar la venta de niños, la prostitución 
infantil y la utilización de niños en la pornografía si se adopta un enfoque 
global que permita hacer frente a todos los factores que contribuyen a ello, en 
particular el subdesarrollo, la pobreza, las disparidades económicas, las estruc-
turas socioeconómicas no equitativas, la disfunción de las familias, la falta de 
educación, la migración del campo a la ciudad, la discriminación por motivos 
de sexo, el comportamiento sexual irresponsable de los adultos, las prácticas 
tradicionales nocivas, los conflictos armados y la trata de niños, 
Estimando también que hay que tomar disposiciones para que se cobre 
mayor conciencia pública a fin de reducir la venta de niños, la prostitución 
infantil y la utilización de niños en la pornografía, y estimando además que es 
importante fortalecer la asociación mundial de todos los agentes, así como 
mejorar el cumplimiento de la ley a nivel nacional, 
Tomando nota de las disposiciones de los instrumentos jurídicos interna-
cionales relativos a la protección de los niños, en particular el Convenio de La 
Haya sobre la Protección de los Niños y la Cooperación en materia de 
Adopción Internacional, la Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles 
del Secuestro Internacional de Niños 4 , la Convención de La Haya sobre la 
Jurisdicción, el Derecho Aplicable, el Reconocimiento, la Ejecución y la 
Cooperación en materia de Responsabilidad Parental y Medidas para la Protec-
ción de los Niños, así como el Convenio No. 182 de la Organización 
Internacional del Trabajo sobre la prohibición de las peores formas de trabajo 
infantil y la acción inmediata para su eliminación, 
Alentados por el inmenso apoyo de que goza la Convención sobre los 
Derechos del Niño, que demuestra la adhesión generalizada a la promoción y 
protección de los derechos del niño, 
4. Naciones Unidas, Recueil des Traites, vol. 1343, N° 22514. 
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Reconociendo la importancia de aplicar las disposiciones del Programa de 
Acción para la Prevención de la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la 
Utilización de Niños en la Pornografía 5, así como la Declaración y el Progra-
ma de Acción aprobados por el Congreso Mundial contra la Explotación 
Sexual Comercial de los Niños, celebrado en Estocolmo del 27 al 31 de 
agosto de 1996 6, y las demás decisiones y recomendaciones pertinentes de los 
órganos internacionales competentes, 
Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones y los 
valores culturales de cada pueblo a los fines de la protección y el desarrollo 
armonioso del niño, 
Han convenido en lo siguiente: 
Artículo 1 
Los Estados Partes prohibirán la venta de niños, la prostitución infantil 
y la utilización de niños en la pornografía, de conformidad con lo dispuesto en 
el presente Protocolo. 
Artículo 2 
A los efectos del presente Protocolo: 
a) Por venta de niños se entiende todo acto o transacción en virtud del 
cual un niño es transferido por una persona o grupo de personas a otra a cam-
bio de remuneración o de cualquier otra retribución; 
b) Por prostitución infantil se entiende la utilización de un niño en 
actividades sexuales a cambio de remuneración o de cualquier otra retribución; 
c) Por utilización de niños en la pornografía se entiende toda represen-
tación, por cualquier medio, de un niño dedicado a actividades sexuales explí-
citas, reales o simuladas, o toda representación de las partes genitales de un 
niño con fines primordialmente sexuales. 
Artículo 3 
1. Todo Estado Parte adoptará medidas para que, como mínimo, los 
actos y actividades que a continuación se enumeran queden íntegramente com-
prendidos en su legislación penal, tanto si se han cometido dentro como fuera 
de sus fronteras, o si se han perpetrado individual o colectivamente: 
5. Documentos Oficiales del Consejo Económico y Social, 1992, Suplemento 
N° 2 (E/1992/22), cap. II, secc. A, resolución 1992/74, anexo. 
6. A/51/385, anexo. 
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a) En relación con la venta de niños, en el sentido en que se define en el 
artículo 2: 
i) Ofrecer, entregar o aceptar, por cualquier medio, un niño con fines de: 
a. Explotación sexual del niño; 
b. Transferencia con fines de lucro de órganos del niño; 
c. Trabajo forzoso del niño; 
ii) Inducir indebidamente, en calidad de intermediario, a alguien a que 
preste su consentimiento para la adopción de un niño en violación de los 
instrumentos jurídicos internacionales aplicables en materia de adopción; 
b) Ofrecer, obtener, facilitar o proporcionar un niño con fines de prosti-
tución, en el sentido en que se define en el artículo 2; 
c) Producir, distribuir, divulgar, importar, exportar, ofrecer, vender o 
poseer, con los fines antes señalados, material pornográfico en que se utilicen 
niños, en el sentido en que se define en el artículo 2. 
2. Con sujeción a los preceptos de la legislación de los Estados Partes, 
estas disposiciones se aplicarán también en los casos de tentativa de cometer 
cualquiera de estos actos y de complicidad o participación en cualquiera de 
ellos. 
3. Todo Estado Parte castigará estos delitos con penas adecuadas a su 
gravedad. 
4. Con sujeción a los preceptos de su legislación, los Estados Partes 
adoptarán, cuando proceda, disposiciones que permitan hacer efectiva la respon-
sabilidad de personas jurídicas por los delitos enunciados en el párrafo 1 del 
presente artículo. Con sujeción a los principios jurídicos aplicables en el 
Estado Parte, la responsabilidad de las personas jurídicas podrá ser penal, civil 
o administrativa. 
5. Los Estados Partes adoptarán todas las disposiciones legales y 
administrativas pertinentes para que todas las personas que intervengan en la 
adopción de un niño actúen de conformidad con los instrumentos jurídicos 
internacionales aplicables. 
Artículo 4 
1. Todo Estado Parte adoptará las disposiciones necesarias para hacer 
efectiva su jurisdicción con respecto a los delitos a que se refiere el párrafo 1 
del artículo 3, cuando esos delitos se cometan en su territorio o a bordo de un 
buque o una aeronave matriculados en dicho Estado. 
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2. Todo Estado Parte podrá adoptar las disposiciones necesarias para 
hacer efectiva su jurisdicción con respecto a los delitos a que se refiere el 
párrafo 1 del artículo 3 en los casos siguientes: 
a) Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese Estado o tenga 
residencia habitual en su territorio; 
b) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado. 
3. Todo Estado Parte adoptará también las disposiciones que sean nece-
sarias para hacer efectiva su jurisdicción con respecto a los delitos antes 
señalados cuando el presunto delincuente sea hallado en su territorio y no sea 
extraditado a otro Estado Parte en razón de haber sido cometido el delito por 
uno de sus nacionales. 
4. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo excluirá el ejercicio de 
la jurisdicción penal de conformidad con la legislación nacional. 
Artículo 5 
1. Los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3 se considerarán 
incluidos entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de 
extradición celebrado entre Estados Partes y se incluirán como delitos que dan 
lugar a extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí en el 
futuro, de conformidad con las condiciones establecidas en esos tratados. 
2. Si un Estado Parte subordina la extradición a la existencia de un 
tratado y recibe de otro Estado Parte con el que no tiene tratado al respecto una 
solicitud de extradición, podrá invocar el presente Protocolo como base 
jurídica para la extradición respecto de esos delitos. La extradición estará sujeta 
a las condiciones establecidas en la legislación del Estado requerido. 
3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de 
un tratado reconocerán que esos delitos dan lugar a la extradición entre esos 
Estados, con sujeción a las condiciones establecidas en la legislación del 
Estado requerido. 
4. A los efectos de la extradición entre Estados Partes, se considerará que 
los delitos se han cometido no solamente en el lugar donde ocurrieron sino 
también en el territorio de los Estados obligados a hacer efectiva su juris-
dicción con arreglo al artículo 4. 
5. Si se presenta una solicitud de extradición respecto de uno de los 
delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3 y el Estado requerido no la 
concede o no desea concederla en razón de la nacionalidad del autor del delito, 
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ese Estado adoptará las medidas que correspondan para someter el caso a sus 
autoridades competentes a los efectos del enjuiciamiento. 
Artículo 6 
1. Los Estados Partes se prestarán toda la asistencia posible en relación 
con cualquier investigación, proceso penal o procedimiento de extradición que 
se inicie con respecto a los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3, 
en particular asistencia para la obtención de todas las pruebas necesarias para 
esos procedimientos que obren en su poder. 
2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en 
virtud del párrafo 1 del presente artículo de conformidad con los tratados u 
otros acuerdos de asistencia judicial recíproca que existan entre ellos. En 
ausencia de esos tratados o acuerdos, los Estados Partes se prestarán dicha 
asistencia de conformidad con su legislación. 
Artículo 7 
Con sujeción a las disposiciones de su legislación, los Estados Partes: 
a) Adoptarán medidas para incautar y confiscar, según corresponda: 
i) Los bienes tales como materiales, activos y otros medios utilizados 
para cometer o facilitar la comisión de los delitos a que se refiere el presente 
Protocolo; 
ii) Las utilidades obtenidas de esos delitos; 
b) Darán curso a las peticiones formuladas por otros Estados Partes para 
que se proceda a la incautación o confiscación de los bienes o las utilidades a 
que se refieren los incisos i) y ii) del apartado a); 
c) Adoptarán medidas para cerrar, temporal o definitivamente, los locales 
utilizados para cometer esos delitos. 
Artículo 8 
1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para proteger en todas 
las fases del proceso penal los derechos e intereses de los niños víctimas de las 
prácticas prohibidas por el presente Protocolo y, en particular, deberán: 
a) Reconocer la vulnerabilidad de los niños víctimas y adaptar los proce-
dimientos de forma que se reconozcan sus necesidades especiales, incluidas las 
necesidades especiales para declarar como testigos; 
b) Informar a los niños víctimas de sus derechos, su papel, el alcance, 
las fechas y la marcha de las actuaciones y la resolución de la causa; 
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c) Autorizar la presentación y consideración de las opiniones, nece-
sidades y preocupaciones de los niños víctimas en las actuaciones en que se 
vean afectados sus intereses personales, de una manera compatible con las 
normas procesales de la legislación nacional; 
d) Prestar la debida asistencia durante todo el proceso a los niños 
víctimas; 
e) Proteger debidamente la intimidad e identidad de los niños víctimas y 
adoptar medidas de conformidad con la legislación nacional para evitar la 
divulgación de información que pueda conducir a su identificación; 
f) Velar, en caso necesario, por la seguridad de los niños víctimas, así 
como por la de sus familias y los testigos a su favor, frente a intimidaciones y 
represalias; 
g) Evitar las demoras innecesarias en la resolución de las causas y en la 
ejecución de las resoluciones o decretos por los que se conceda reparación a los 
niños víctimas. 
2. Los Estados Partes velarán por que el hecho de haber dudas acerca de 
la edad real de la víctima no impida la iniciación de las investigaciones 
penales, incluidas las investigaciones encaminadas a determinar la edad de la 
víctima. 
3. Los Estados Partes velarán por que en el tratamiento por la justicia 
penal de los niños víctimas de los delitos enunciados en el presente Protocolo 
la consideración primordial sea el interés superior del niño. 
4. Los Estados Partes adoptarán medidas para asegurar una formación 
apropiada, particularmente en los ámbitos jurídico y psicológico, de las 
personas que trabajen con víctimas de los delitos prohibidos en virtud del 
presente Protocolo. 
5. Los Estados Partes adoptarán, cuando proceda, medidas para garantizar 
la seguridad e integridad de las personas u organizaciones dedicadas a la 
prevención o a la protección y rehabilitación de las víctimas de esos delitos. 
6. Nada de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá en perjuicio 
de los derechos del acusado a un juicio justo e imparcial, ni será incompatible 
con esos derechos. 
Artículo 9 
1. Los Estados Partes adoptarán o reforzarán y aplicarán leyes, medidas 
administrativas, políticas y programas sociales destinados a la prevención de 
los delitos a que se refiere el presente Protocolo y les darán publicidad. Se 
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prestará particular atención a la protección de los niños que sean especialmente 
vulnerables a esas prácticas. 
2. Los Estados Partes promoverán la sensibilización del público en 
general, incluidos los niños, mediante la información por todos los medios 
apropiados, la educación y el adiestramiento, acerca de las medidas preventivas 
y los efectos perjudiciales de los delitos a que se refiere el presente Protocolo. 
Al cumplir las obligaciones que les impone este artículo, los Estados Partes 
alentarán la participación de la comunidad y, en particular, de los niños y de 
los niños víctimas, en tales programas de información, educación y adiestra-
miento, incluso en el plano internacional. 
3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas posibles con el fin de 
que se preste toda la asistencia apropiada a las víctimas de esos delitos, y se 
logre su plena reintegración social y su plena recuperación física y psico-
lógica. 
4. Los Estados Partes velarán por que todos los niños víctimas de los 
delitos enunciados en el presente Protocolo tengan acceso a procedimientos 
adecuados para, sin discriminación alguna, obtener de las personas legalmente 
responsables reparación por los daños sufridos. 
5. Los Estados Partes adoptarán las medidas necesarias para prohibir 
efectivamente la producción y publicación de material en que se haga pro-
paganda de los delitos enunciados en el presente Protocolo. 
Artículo 10 
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas necesarias para forta-
lecer la cooperación internacional mediante acuerdos multilaterales, regionales 
y bilaterales para la prevención, la detección, la investigación, el enjuicia-
miento y el castigo de los responsables de actos de venta de niños, prosti-
tución infantil y utilización de niños en la pornografía o el turismo sexual. 
Los Estados Partes promoverán también la cooperación internacional y la 
coordinación entre sus autoridades y las organizaciones no gubernamentales 
nacionales e internacionales, así como las organizaciones internacionales. 
2. Los Estados Partes promoverán la cooperación internacional en ayuda 
de los niños víctimas a los fines de su recuperación física y psicológica, 
reintegración social y repatriación. 
3. Los Estados Partes promoverán el fortalecimiento de la cooperación 
internacional con miras a luchar contra los factores fundamentales, como la 
pobreza y el subdesarrollo, que contribuyen a la vulnerabilidad de los niños a 
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las prácticas de venta de niños, prostitución infantil y utilización de niños en 
la pornografía o en el turismo sexual. 
4. Los Estados Partes que estén en condiciones de hacerlo 
proporcionarán asistencia financiera, técnica o de otra índole por conducto de 
los programas existentes en los planos multilateral, regional o bilateral, o de 
otros programas. 
Artículo 11 
Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo se entenderá en perjuicio de 
cualquier disposición más propicia a la realización de los derechos del niño que 
esté contenida en: 
a) La legislación de un Estado Parte; 
b) El derecho internacional en vigor con respecto a ese Estado. 
Artículo 12 
1. A más tardar dos años después de la entrada en vigor del presente 
Protocolo respecto de un Estado Parte, éste presentará al Comité de los Dere-
chos del Niño un informe que contenga una exposición general de las medidas 
que haya adoptado para dar cumplimiento a las disposiciones del Protocolo. 
2. Después de la presentación del informe general, cada Estado Parte 
incluirá en los informes que presente al Comité de los Derechos del Niño, de 
conformidad con el artículo 44 de la Convención, información adicional sobre 
la aplicación del presente Protocolo. Los demás Estados Partes en el Protocolo 
presentarán un informe cada cinco años. 
3. El Comité de los Derechos del Niño podrá pedir a los Estados Partes 
cualquier información pertinente sobre la aplicación del presente Protocolo. 
Artículo 13 
1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todo Estado que sea 
Parte en la Convención o la haya firmado. 
2. El presente Protocolo está sujeto a la ratificación y abierto a la adhe-
sión de todo Estado que sea Parte en la Convención o la haya firmado. Los 
instrumentos de ratificación o de adhesión se depositarán en poder del Secre-




1. El presente Protocolo entrará en vigor tres meses después de la fecha 
en que haya sido depositado el décimo instrumento de ratificación o de 
adhesión. 
2. Respecto de los Estados que hayan ratificado el presente Protocolo o 
se hayan adherido a él después de su entrada en vigor, el Protocolo entrará en 
vigor un mes después de la fecha en que se haya depositado el correspondiente 
instrumento de ratificación o de adhesión. 
Artículo 15 
1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cualquier 
momento mediante notificación escrita al Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien informará de ello a los demás Estados Partes en la Convención 
y a todos los Estados que hayan firmado la Convención. La denuncia surtirá 
efecto un año después de la fecha en que la notificación haya sido recibida por 
el Secretario General. 
2. Esa denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le 
incumban en virtud del presente Protocolo respecto de todo delito que se haya 
cometido antes de la fecha en que aquélla surta efecto. La denuncia tampoco 
obstará en modo alguno para que el Comité de los Derechos del Niño prosiga 
el examen de cualquier asunto iniciado antes de esa fecha. 
Artículo 16 
1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas y depositarlas en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comu-
nicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes, pidiéndoles que le noti-
fiquen si desean que se convoque a una conferencia de Estados Partes con el fin 
de examinar las propuestas y someterlas a votación. Si dentro de los cuatro 
meses siguientes a la fecha de esa notificación un tercio, al menos, de los 
Estados Partes se declaran en favor de tal conferencia, el Secretario General la 
convocará con el auspicio de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por 
la mayoría de los Estados Partes presentes y votantes en la conferencia se 
someterá a la aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo entrará en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea General y 
aceptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes. 
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3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligatorias para los 
Estados Partes que las hayan aceptado; los demás Estados Partes seguirán obli-
gados por las disposiciones del presente Protocolo y por toda enmienda 
anterior que hubiesen aceptado. 
Artículo 17 
1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, 
inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las 
Naciones Unidas. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certi-
ficadas del presente Protocolo a todos los Estados Partes en la Convención y a 
todos los Estados que hayan firmado la Convención. 
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DECISIONES RELATIVAS AL ASUNTO 
DEL SENADOR A. PINOCHET 
1. DECISIÓN DEL JUEZ BARTLE CONCERNIENTE A LA EXTRA-
DICIÓN DEL SENADOR A. PINOCHET UGARTE, DE 8 DE 
OCTUBRE DE 1999 
Judgment In the Bow Street Magistrates' Court- The Kingdom of 
Spain v. Augusto Pinochet Ugarte. 
Mr Ronald David Bartle, Metropolitan Magistrate, 8 October 1999 
Before I commence my judgment there are certain preliminary matters 
which I feel I should mention. I do so because of the enormous public 
attention which this case has received both in this country and abroad, and 
because of the emotions, indeed passions, to which it has given rise. 
Extradition is a branch of law relatively unknown to the general public, 
and therefore I think it is very important that I should say a few words at the 
outset to explain the proceedings and my role as the Presiding Magistrate. I 
shall, by way of explanation deal with the following: the proper approach of 
the court to the case before it; the nature of the hearing; the function of the 
court; and my own duties including the delivery of my judgment. 
With regard to the first point I cannot do better than quote the words of 
Lord Browne-Wilkinson in the early part of his judgment delivered on 2 4 t h 
March of this year when this case was before the House of Lords Appellate 
Committee. What the learned law lord said was this: 
"In 1998 Senator Pinochet came to the United Kingdom for medical 
treatment. The judicial authorities in Spain sought to extradite him in order to 
stand trial in Spain on a large number of charges. Some of those charges had 
links with Spain. But most of the charges had no connection with Spain. The 
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background to the case", said the learned law lord, "is that to those of left-
wing political convictions Senator Pinochet is seen as an arch-devil: to those 
of right-wing persuasions he is seen as the saviour of Chile. It may well be 
thought", he continued, "that the trial of Senator Pinochet in Spain for 
offences all of which related to the State of Chile and most of which occurred 
in Chile is not calculated to achieve the best justice. But I cannot emphasise 
too strongly that that is no concern of your Lordships. Although others 
perceive our task as being to choose between the two sides on the grounds of 
personal preference or political inclination, that is an entire misconception". 
I respectfully adopt those words so far as this court is concerned, It is 
unfortunate that this point has to be made at all, but having regard to the 
appearance in the press of one or two foolish articles hinting at the possibility 
of bias, and taking into account the great deal of public debate, including 
statements of opinion by prominent public figures, I feel it incumbent upon 
me to emphasise that my decision in this case will be based upon the law and 
the law alone, in accordance with the judicial oath "to do right to all manner 
of persons, after the laws and ordinances of the realm, without fear or favour, 
affection or ill-will". If my understanding of the law is at fault a higher court 
will put that right. 
Next I turn to the nature of these proceedings. The Spanish request is 
made under the terms of the European Convention on Extradition, entered into 
by a number of states, mostly though not entirely, European, for the purpose 
of simplifying and expediting the process of the return of fugitive offenders. 
Both Spain and the United Kingdom are signatories to the Convention and 
both have embodied its terms, with few reservations, into their own domestic 
law. In the case of this country the relevant law is contained in the Extradition 
Act 1989 and in The European Convention on Extradition Order 1990. The 
purpose of the Convention would appear to be to expedite and streamline the 
extradition process and so avoid the previous situation under which fugitives 
from justice, by taking every conceivable technicality, were able to delay, in 
some instances for years, their return to the requesting state. 
The purpose of such Conventions is to assist the forces of law and order 
to counter the ever increasing sophistication with which international 
criminals, be they terrorists, drug traffickers, perpetrators of fraud on an inter-
national scale and such like, exploit advanced technology and communications 
to commit their crimes and avoid detection and subsequent apprehension. In 
recent years a number of such agreements between states have been entered 
into, including one which has been an important factor in this case, namely 
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the United Nations Convention against Torture and Other Cruel, Inhuman or 
Degrading Treatment or Punishment, adopted by the United Nations General 
Assembly on 10 t h December 1984, referred to for convenience as "The Torture 
Convention". 
These Conventions represent the growing trend of the international 
community to combine together to outlaw crimes which are abhorrent to 
civilised society whether they be offences of the kind to which I have referred 
or crimes of cruelty and violence which may be committed by individuals, by 
terrorist groups seeking to influence or overthrow democratic governments or 
by undemocratic governments against their own citizens. This development 
may be said to presage the day when, for the purposes of extradition, there 
will be one law for one world. 
Against that background let me now turn to the function of this court. In 
this respect I cannot do better than quote the words of Lord Justice Kennedy in 
the case of In Re Anthony: "The whole purpose of the Convention and those 
parts of the statute, to which I have referred, is to provide a simplified form of 
procedure which does not become bogged down in detailed consideration of 
evidence. The person whose extradition is sought need's to know, in general 
terms, what he is supposed to have done, and both the Secretary of State and 
the Magistrate need to be satisfied that the conduct alleged would amount to a 
serious crime in either country". But as Lord Templeman said in Evans: "The 
magistrate is not concerned with proof of the facts, the possibilities of other 
relevant facts, or the emergence of any defence; these are matters for trial". 
It cannot be too strongly emphasised that these proceedings are not 
conducted for the purpose of deciding the guilt or innocence of Senator 
Pinochet in respect of the allegations made against him, nor would a finding 
on my part that the request of Spain should be complied with be any indi-
cation whatever that I have formed a view as to his guilt or innocence. 
The purpose of this hearing is to enable me as the presiding magistrate, 
to decide whether or not the conditions are in place which would oblige me to 
order the committal of Senator Pinochet to await the decision of the Secretary 
of State. 
This is an accusation case under the Convention. No evidence is called, 
except on very restricted issues, and there is no requirement for the 
Government of Spain to establish a prima facie case. This is because the 
whole purpose of this procedure is to ensure that, so far as possible, 
contentious matters should be thrashed out in the courts of the requesting 
state. Hence, it would be in the Spanish court, should the case go that far, that 
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evidence would be called and tested. It is there that Senator Pinochet would be 
able to establish any defence. 
I refer to my own position as magistrate. My decision is not final. 
Firstly, both the government and the defence have the right to appeal my 
ruling, depending on which way it goes, to the Divisional Court of the High 
Court, and thereafter, with leave, to the House of Lords. Secondly, if Senator 
Pinochet is not discharged, the final decision regarding his extradition to Spain 
rests with the Secretary of State and not with the courts. 
One further matter. The Divisional Court of the High Court, which hears 
appeals from this court in extradition cases, has indicated, very understandably, 
that when such appeals are heard it is helpful to the judges if they are provided 
with a statement of the magistrate's reasons for his decision. It is not my 
proper task to give a long judgment tracing through in detail all the sub-
missions and dwelling in depth on the authorities. I therefore now return to 
what I understand to be the main issues, my ruling on each of these, and my 
reasons for so ruling. 
The first question for my consideration is whether I can properly 
entertain material produced by the requesting state which was not before and 
had not been requested by the Secretary of State when he issued his authority 
to proceed on the 14 t h April 1999. 
I can find nothing in Articles 12 or 13 of the Convention or Section 7 of 
the Extradition Act which states this. I am also satisfied that the case of 
Cuoghi is clear authority against it. 
Article 12 sets out the necessary form and contents of the Request. 
Article 13, under the heading "Supplementary Information" states: 
"If the information communicated by the requesting party is found to be 
insufficient to allow the requested party to make a decision in pursuance of 
this Convention, the latter party shall request the necessary supplementary 
information and may fix a time-limit for the receipt thereof. 
The power of the Secretary of State under Article 13 to request further 
information is for the purpose of enabling him the better to formulate the 
correct offences to be contained in the authority to proceed. I draw no inference 
from this that further material which was not before him when he issued his 
authority is not receivable by the court. The purpose of Article 13 is to assist 
the Secretary of State perform his task, not to deprive the court of necessary 
information to enable it perform its function. 
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I have been referred by the defence to a letter dated 15 t h April 1999 from a 
Home Office official to solicitors for the defence. I am not at all sure that in 
reaching my decision on this point it is appropriate for me to have regard to 
the contents of such a letter. But in any event I do not accede to the 
interpretation that the defence place upon the passages marked. The most 
significant appears to be paragraph 22. That paragraph states that the Secretary 
of State has declined the invitation of The Crown Prosecution Service to 
consider fresh material dated 10 t h December 1998, 2 4 t h December 1998, 2 6 t h 
March 1998(9) and 5 t h April 1999 subsequent to the formal request received in 
the Home Office on 1 1 t h November 1998. 
The following words are important however. 
"He does not regard the material to be 'supplementary material' under 
Article 13 of the ECE since, as the requested party in that Article, he has not 
considered it necessary to request such material from Spain in order to make 
his decision". 
The authority to proceed is, as the Government of Spain submits, the 
document which starts the proceedings moving. I can find no basis for the 
proposition that material which the Secretary of State has not found it 
necessary to request or consider should therefore be unavailable to the court. 
Section 7(2)(b) of the Extradition Act which refers to "particulars of the 
offence of which he is accused ..." which "shall be furnished with any such 
request" does not in my view confine the court to those particulars which were 
furnished with the original request or which were before the Secretary of State 
when he issued his authority to proceed. 
The further material, objected to by the defence is in my view 
supplementary to and in amplification of the conduct alleged against Senator 
Pinochet, namely his involvement in acts of torture and conspiracy to commit 
such acts. If such material described totally different offences the position 
would be different. 
The relevant authority in point is that of Re Cuoghi. The Government 
and the defence each place a different construction on this case. I have to say I 
find the Government view more persuasive. The crucial words of Lord Justice 
Kennedy are these: 
"If the magistrate is satisfied that the authority to proceed has been issued 
in respect of the person arrested and that the offence to which the authority to 
proceed relates is an extradition crime he is required to commit. Nothing in the 
statute requires him to reach that state of mind on the basis of information as 
it was before the Secretary of State". 
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My ruling is therefore that I am entitled to receive and consider the 
further information which was not before the Secretary of State at the time he 
issued his authority to proceed on 14 t h April. 
The next matter for my consideration is whether the conduct of which 
Senator Pinochet stands accused is conduct which if it occurred in this country 
and also in Spain would, under the law of each country constitute extraditable 
offences. This is called the "double criminality rule" which must be satisfied 
before I can properly commit Mr Pinochet to await the Secretary of State's 
further direction. 
Section 2(1 )(a) of the Extradition Act 1989 defines an extradition crime 
as "conduct in the territory of a foreign state ... which, if it occurred in the 
United Kingdom, would constitute an offence punishable with imprisonment 
for a term of 12 months, or any greater punishment, and which, however 
described in the law of the foreign state ... is so punishable under that law". 
May I say straight away that I feel sure that the House of Lords at the 
March hearing had under review the question of extradition crimes and 
immunity as two separate issues. Lord Browne-Wilkinson made that clear 
when he said at the commencement of his judgment: 
"Our job is to decide two questions of law: are there any extradition 
crimes and, if so, is Senator Pinochet immune from trial for committing 
those crimes. If, as a matter of law, there are no extradition crimes or he is 
entitled to immunity in relation to whichever crimes there are, then there is no 
legal right to extradite Senator Pinochet to Spain, or indeed to stand in the 
way of his return to Chile. If, on the other hand, there are extradition crimes 
in relation to which Senator Pinochet is not entitled to state immunity then it 
will be open to the Home Secretary to extradite him. 
"The task of this House is only to decide those points of law". 
I have carefully and respectfully read and re-read the judgments of their 
Lordships and I am satisfied that the majority of the House regarded the 
Torture Convention to be of universal application. Chile, Spain and the 
United Kingdom are all signatories to the Convention. The Criminal Justice 
Act 1988 Section 134 applies the Convention to the law of this country. 
Section 134(3) provides that the offence can be committed by act or omission, 
and the torture may be mental or physical. It has been submitted to me that 
the Government of Spain have to provide information that the alleged torture 
must be widespread and systematic. A majority of the House held that one act 
of torture was sufficient to establish the necessary conduct, Lord Goff 
dissenting. However, having admitted the further information, I respectfully 
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adopt the view of their Lordships that the conduct alleged against Senator 
Pinochet would be extraditable offences under English law if the accusations 
were substantiated. But even without the guidance of the highest court in the 
land I would have come to the same conclusion. 
What is the position regarding the law of Spain? The defence submit that 
I cannot be satisfied that by the law of Spain the conduct as alleged against 
Senator Pinochet is an extraditable offence in that country. Am I bound by the 
insistence of Spain that the conduct would be punishable in Spain with a 
sentence of twelve months' imprisonment or more or should I examine the 
situation more closely? 
Here I receive great assistance from the leading House of Lords case of In 
Re Evans. I must ask the indulgence of counsel who I know are all too 
familiar with it, but I feel that it has such a powerful bearing on my judgment 
that I propose to cite those passages in the landmark judgment of Lord 
Templeman which I consider most important. 
Mr Nicholls has, I think, conceded that on the authority of Evans he is 
not entitled to call evidence of foreign law. He is entitled to make 
submissions, and I have to ask myself what is my position as a presiding 
magistrate having heard those submissions. 
After reviewing the law generally as attaching to accusation cases under 
the Convention, Lord Templeman said "If the magistrate in committal 
proceedings were not limited to consideration of the conduct of the accused as 
alleged in the request for extradition, in the light of the law of the foreign state 
as presented with the request, then no one would ever be extradited until he had 
been tried and found guilty in the United Kingdom of an offence against the 
law of a foreign country committed in the foreign country". He then states 
later: "For the purposes of the court of committal, the conduct or facts are 
those set forth in the request for extradition; the relevant law of the requesting 
state is that set forth in the request for extradition". 
Then again he states: "The magistrate will then consider whether the 
conduct set out in the particulars of conduct furnished by the requested state 
constituted an offence under the law set out in the particulars of law supplied 
by the requesting state. The magistrate will be aware that the authorities 
which issued the foreign warrant for arrest and the government which requested 
extradition must have been satisfied that the conduct constituted an offence ". 
I read that passage as saying that having heard submissions the relevant 
foreign law to which I must direct my attention is that contained in the 
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request. Can I go behind the claim in the request that the foreign law has been 
infringed by the alleged conduct. 
To do so would surely involve me in an investigation of the foreign law 
of a kind which the full House in Evans declared impermissible. Foreign 
experts would surely have to assist the court. But that would be a reversion to 
the old system which has been ruled out in Evans in Convention accusation 
cases. 
Moreover the High Court of Spain has twice ruled that the conduct 
complained of would amount to Extradition offences under the law of Spain. 
Could I, a magistrate with no particular knowledge, or quite frankly no 
knowledge of Spanish law challenge the rulings of Spanish High Court judges 
regarding the law of their own country? I think not. 
Two further significant passages in Lord Templeman's judgment are 
worthy of note in this context: "If the presentation of the law of the foreign 
state set forth in the request for extradition were inaccurate or incomplete in a 
relevant and material respect and the correct law could not be presented by 
agreement, then the accused would have his remedy in habeas corpus 
proceedings". 
The learned Law Lord is not there speaking in a derogatory manner of the 
committing magistrate, but emphasising the very limited nature of the role he 
or she has to play. 
One final passage I would cite: "In my opinion where requests for 
extradition allege acts of violence, theft, fraud or the like courts should be 
slow to pay heed to any representations that such acts do not constitute 
offences under foreign law". 
I conclude therefore that I am bound by the Spanish representations as to 
their own nation's law and I accordingly find that the double criminality rule 
is satisfied. 
The remaining issues I propose to deal with quite briefly. 
The matter of immunity has been ruled upon by the House of Lords with 
one dissentient voice. That ruling is binding upon this court. 
Accordingly I find that the information before me relating to allegations 
after 8 t h December 1988 constitute a course of conduct amounting to torture 
and conspiracy to torture for which Senator Pinochet enjoys no immunity. 
The attack on the charges relate in my view to matters of evidence 
appropriately dealt with at the court of trial. Again I pray in aid a passage 
from Lord Templeman's judgment in Evans: "The magistrate is not concerned 
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with proof of the facts, the possibilities of other relevant facts, or the 
emergence of any defence; these are matters fortrial"'. The issues raised on the 
charges essentially go to Senator Pinochet's defence for which the appropriate 
court is the court of trial, which this is not. 
I take the view that information relating to the allegation of conspiracy 
prior to 8 t h December 1988 can be considered by the court, as conspiracy is a 
continuing offence. However, this would not be my ruling relating to the 
substantive offences. 
Whether the disappearances amount to torture; the effect on the families 
of those who disappeared can amount to mental torture. Whether or not this 
was intended by the regime of Senator Pinochet is in my view a matter of fact 
for the trial court. 
On the basis of my findings I am therefore satisfied that all the 
conditions are in place which oblige me under the terms of Section 9(8) of the 
Extradition Act 1989 to commit Senator Pinochet to await the decision of the 
Secretary of State. 
(United Kingdom Crown copyright) 
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2. DECISIÓN DEL MINISTRO DE INTERIOR, JACK STRAW, 
DENEGANDO LA EXTRADICIÓN DEL SENADOR A. PINOCHET 
UGARTE, 2 DE MARZO DE 2000 
Home Secretary Jack Straw today (2 March 2000) announced that he has 
decided not to extradite Senator Pinochet. 
The reasons for this decision are set out in the attached answer to a 
written Parliamentary Question. 
E.R 
Thursday, 2 March 2000 
Written No 8 (15.02.00) 
Mr Paul Clark (Gillingham): To ask the Secretary of State for the Home 
Department, if he will make a further statement on the case of Senator 
Pinochet. 
MR STRAW 
I have today, decided that I will not order the extradition of Senator 
Pinochet to Spain. I made this decision under section 12 of the Extradition 
Act 1989. I have referred the case to the Director of Public Prosecutions for 
consideration of a domestic prosecution, in accordance with Article 7 of the 
United Nations Convention Against Torture and Other Cruel, Inhuman or 
Degrading Treatment or Punishment. I have also decided not to issue 
Authorities to Proceed in respect of the extradition requests from Switzerland, 
Belgium and France. Full reasons for my decisions are contained in the letters 
to the parties concerned from one of my officials as set out: 
Letter to the Spanish Ambassador: 
2. I am writing to inform you that the Secretary of State has this 
morning decided pursuant to Section 12 of the Extradition Act 1989 to make 
no order for the return of Senator Pinochet to Spain. This letter sets out the 
Secretary of State's reasons. He reserves the right to expand on them should it 
become necessary to do so. 
The Secretary of State's approach to his decision. 
3. On 14 April 1999, the Secretary of State issued an Authority to 
Proceed under Section 7 of the Act on certain of the charges made in Spain's 
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extradition request. On 8 October 1999, Senator Pinochet was committed by 
the Bow Street Magistrate on all charges covered by the Authority, to await 
the decision of the Secretary of State as to whether he should be extradited to 
Spain. A habeas corpus application was made on Senator Pinochet's behalf on 
22 October 1999, which has not yet been heard. 
4. The Secretary of State is precluded by the Act from making an order 
for Senator Pinochet's extradition while his habeas corpus application is still 
pending. In the ordinary course the Secretary of State would not make a 
decision to refuse such an order until all proceedings arising out of the habeas 
corpus application had been completed. However, he has a discretion to do so 
in appropriate cases and a duty to consider whether this is such a case. In 
approaching that discretion, he has proceeded on the basis that he should not at 
this stage decide against making an extradition order unless it is already clear 
that there is some decisive factor which would lead him to refuse such an order 
at the end of the day. The only factor militating against the extradition of 
Senator Pinochet which is potentially decisive at this stage is the state of his 
health, and in particular his mental fitness to stand trial. 
Representations 
5. On 11 January 2000, the Secretary of State informed those acting for 
Senator Pinochet and the Kingdom of Spain that he had commissioned a 
medical report on Senator Pinochet, which had been delivered to the Home 
Office on 6 February 2000. He informed them that the report indicated that 
Senator Pinochet was unfit to stand trial, and that no significant improvement 
to that position could be expected. Subject to representations to be received at 
the Home Office by 5.00 p.m. on Tuesday 18 January 1999, he said that he 
was minded to conclude that no purpose would be served by continuing the 
current extradition proceeding arising from the Spanish request. Similar letters 
were sent to representatives of Amnesty International, Human Rights Watch, 
and other human rights organisations, which invited them to make such 
representations if they wished. A statement to the same effect was made to the 
press on 11 January 2000, and in the House of Commons on the following 
day. 
6. The Secretary of State has received representations from most of 
those who were expressly invited to make them, as well as from a large 
number of other parties. He has taken careful account of them. He has also 
taken account of the points in recent judicial review proceedings in the High 
Court. In addition, he has reminded himself of the representations which were 
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made to him on the two occasions, in December 1998 and April 1999, when 
he considered whether an Authority to Proceed should issue under Section 7 of 
the Act in respect of Spain's extradition request. 
7. On 15 February 2000, the High Court decided that the Secretary of 
State was bound to disclose copies of the medical report in confidence to the 
authorities of Spain, Belgium, France and Switzerland, all of whom have 
made requests for the extradition of Senator Pinochet. Copies of the report, 
together with certain ancillary material, were supplied to the Crown 
Prosecution Service on behalf of Spain and to the embassies of Belgium, 
France and Switzerland later on the same day. They were invited to make any 
representation on the report by 5.00 p.m. on Tuesday 22 February 2000. 
Representations were received in response to this invitation from all four 
requesting states. In the case of Spain, Belgium and France these included 
opinions from medical practitioners about the material sent to them on the 
Tuesday 15 February 2000. In addition, some other representations on the 
medical report have been received. The Secretary of State has carefully 
considered these representations and the opinions annexed to them, with the 
benefit of expert advice. 
Senator Pinochet's health 
8. At the time when the Secretary of State was considering his first and 
second Authorities to Proceed, he received representations and a certain amount 
of information about Senator Pinochet's state of health from his solicitors. 
The tenor of this material was that Senator Pinochet was in some respects 
frail, as was to be expected in a man of his age. It did not, however, suggest 
that he was either physically or mentally unfit to stand trial. The Secretary of 
State did not regard this information as justifying the refusal of either of the 
Authorities to Proceed which he then issued. 
9. The first sign that a serious problem about Senator Pinochet's health 
might be developing came on 6 October 1999, when, two days before 
judgment was given in the committal proceedings, the Bow Street Magistrate 
excused him from attending the judgment in person. This decision was based 
on evidence given to the court by the general practitioner attending Senator 
Pinochet. 
10. On 14 October 1999, shortly after the decision of the Magistrate to 
commit Senator Pinochet, the Secretary of State received through diplomatic 
channels representations from the Chilean Embassy, supported by medical 
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reports, which suggested that there had been a recent and significant 
deterioration in Senator Pinochet's health. The Secretary of State did not regard 
this material as conclusive. It did, however, suggest the possibility that 
Senator Pinochet might be unfit to stand trial. He therefore decided to invite 
Senator Pinochet to submit to a medical examination by a team of clinicians 
appointed by him. The object was to obtain an independent, comprehensive 
and authoritative report on the relevant clinical facts. Senator Pinochet 
consented to undergo an examination, and the Secretary of State then selected, 
with the assistance of the Chief Medical Officer's advice, a team of clinicians 
to carry it out, having the required range of specialisations and no 
inappropriate personal interest in the case. They were: 
Sir John Grimley Evans FRCP, Professor of Clinical Geratology at the 
University of Oxford. He is a former Vice President of the Royal College of 
Physicians and serves on the World Health Organisation expert panel on the 
care of the elderly. The Chief Medical Officer identified him as probably the 
most respected individual in British geriatric medicine. 
Dr. Michael Denham MD, FRCP (Lond., Edin.), FRSA, Consultant 
Physician in Geriatric Medicine at Northwick Park Hospital, London. He is a 
former President of the British Geriatrics Society and the author of numerous 
papers on the care of the elderly. 
Professor Andrew Lees MD, FRCP, Professor of Neurology at the 
National Hospital for Neurology and Neurosurgery, London. Professor Lees is 
a specialist in movement disorders and dementia. He is medical adviser to, and 
Co-Director of, the Parkinson's Disease Society. 
All three are independent practitioners of outstanding national and 
international reputation in their fields. On their advice and with the agreement 
of the Chief Medical Officer, Maria Wyke MA, PhD, Consultant 
Neuropsychologist, was added to the team. Professor Lees and Dr Maria Wyke 
are fluent Spanish speakers. 
11. The clinicians were instructed to undertake the examinations and 
procedures which they judged desirable in order to provide the Home Secretary 
with a fully comprehensive report on the state of Senator Pinochet's health. In 
particular, they were asked to advise the Secretary of State whether, in their 
view, there were any aspects of Senator Pinochet's state of health which, 
separately or together, suggested that he was not then fit, or was likely to 
become unfit, to stand trial in Spain. They were told that the Secretary of 
State was particularly interested in Senator Pinochet's ability to follow a line 
of questioning, to recall events, some of which took place as long ago as the 
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1970s, and to give coherent evidence. To the extent that any of the contents of 
their report were influenced by observation of Senator Pinochet's conduct and 
manner, they were asked to advise the Secretary of State on the extent to 
which that conduct and manner were capable of being consciously influenced 
by the Senator himself. 
12. It should be pointed out that the clinicians were not expected, in 
reaching their conclusions, to take responsibility for the legal test of fitness 
for trial, nor does the Secretary of State consider them to have done so. Their 
function was to ascertain the clinical facts. The test of fitness for trial which 
has been applied, both in framing their instructions and in assessing their 
report, is the responsibility of the Secretary of State, who in turn has drawn 
extensively upon the opinions of his legal advisers. 
13. The medical examination was conducted in Spanish at the Northwick 
Park Hospital in London over a period of some six hours on 5 January 2000, 
and the report was delivered to the Home Office on the following day. Certain 
information supplementing the report was supplied afterwards. This comprised 
(i) a short account of the procedures followed at the examination, which was 
supplied by Professor Grimley Evans on 7 January 2000; (ii) a copy of the 
neuropsychological report of Dr. Wyke, which had been summarised in the 
principal report but not annexed to it; and (iii) an explanation of 
neuropsychological testing by way of introduction to Dr. Wyke's report. This 
material was supplied to the four requesting states with the principal report on 
15 February 2000. In addition, the Secretary of State has referred to Professor 
Grimley Evans and his colleagues the representations received on their report, 
and medical opinions annexed to those representations, and he has received 
their comments. 
14. As the Secretary of State disclosed in his announcements on 11 and 
12 January 2000, the conclusions of the medical report indicated that Senator 
Pinochet was unfit to stand trial and that no significant improvement to that 
position could be expected. The Secretary of State has considered the matter 
afresh in the light of all the material referred to in the preceding paragraph, and 
in the light of representations which he has received on the subject. Having 
done so, he is satisfied that the conclusions of the original report were correct 
and that it is right to regard Senator Pinochet as unfit to stand trial. 
15. The critical facts are as follows: 
(1) Senator Pinochet was born on 25 November 1915. He is eighty-four 
syears old. The Secretary of State does not regard Senator Pinochet's age as 
being in itself a sufficient basis for his present decision. But he has taken 
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account of it in assessing the significance of other aspects of his state of 
health. 
(2) The clinicians instructed by the Secretary of State concluded that 
Senator Pinochet would not at present be mentally capable of meaningful 
participation in a trial. In reaching that conclusion, they were obliged to make 
assumptions about what kind of participation in a criminal trial would in law 
be regarded as 'meaningful' in determining the fitness of an accused. Those 
assumptions are apparent from the conclusion of their report and are considered 
in sub-paragraphs (3) and (4) below. So far as the Secretary of State has 
attached weight to them, he is satisfied that they are appropriate. 
(3) The clinicians expressed their opinion about Senator Pinochet's 
capacity for meaningful participation in a trial on the basis of (i) Senator 
Pinochet's memory deficit for both recent and remote events; (ii) his limited 
ability to comprehend complex sentences and questions owing to memory 
impairment and a consequent inability to process verbal information 
appropriately; (iii) his impaired ability to express himself audibly, succinctly 
and relevantly; and (iv) easy fatiguability. The Secretary of State considers that 
all of these factors are potentially relevant to Senator Pinochet's mental 
capacity to participate in a trial. In this context, he attaches particular 
importance to Senator Pinochet's memory deficit for recent events, which 
would affect his ability to relate and understand items of information given to 
him at a trial, and to his limited ability to comprehend complex sentences and 
questions and to process verbal information. The Secretary of State has not 
attached weight to the impairment of Senator Pinochet's capacity to remember 
remote events, save insofar its recent deterioration is symptomatic of brain 
damage having a wider significance: see sub-paragraph (6) below. 
(4) With these impediments Senator Pinochet would be unable to 
follow the process of a trial sufficiently to instruct Counsel. He would have 
difficulty in understanding the content and implications of questions put to 
him and would have inadequate insight into this difficulty. He would have 
difficulty in making himself understood in replying to questions. 
(5) In assessing the significance of the above matters, the Secretary of 
State has considered the nature of the issues which would be likely to arise in 
a criminal trial on the serious charges for which Senator Pinochet has been 
committed. He has also assumed that at any trial reasonable steps would be 
taken to mitigate Senator Pinochet's disabilities, for example, by attending to 
his physical comfort and medical needs, by adjusting the timetable of 
hearings, and by endeavouring to simplify the proceedings so far as their 
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nature permitted. He has reminded himself that the burden of proof at any trial 
would be on the prosecution. The Secretary of State does not consider that 
these matters are capable of mitigating to a significant degree the difficulties 
to which Senator Pinochet's disabilities would give rise. 
(6) The disabilities identified in the medical report are due to widespread 
brain damage, the major episodes of which seem to have occurred during 
September and October 1999 when Senator Pinochet suffered a number of 
strokes. They are not due to the ordinary processes of ageing. 
(7) The examination took place on a single day, but the clinicians had 
access to reports prepared by reputable British general practitioners and 
specialists attending Senator Pinochet who had examined him on a number of 
occasions in September and October 1999. These enabled them to cross-refer 
their observations on 5 January 2000 to earlier observations and to evaluate a 
characteristic pattern of illness as it had evolved over a period of several 
months. 
(8) The clinicians considered that further deterioration in both his 
physical and his mental condition was likely to occur, but were unable to 
express an opinion on the effect (if any) which a trial would have on the rate 
of deterioration. Their view was that although some day to day fluctuation in 
functional abilities was characteristic of brain damage due to cerebrovascular 
disease, further sustained functional improvement of a significant degree was 
unlikely. 
16. The Secretary of State has always attached great importance to being 
able to satisfy himself that the results of the medical examination were not 
influenced by feigning of any kind. His instructions to the clinicians drew 
attention to the point and he is satisfied that they have been conscious of it 
throughout. They have advised him that there was no evidence that Senator 
Pinochet was trying to fake disability. The impediments were coherent in 
nature and consistent in manifestation, and the neuropsychological testing 
showed none of the features of deliberate exaggeration. In particular, those 
neuropsychological tests which were indicative of original intelligence and 
educational level showed superior performance. The Secretary of State is 
advised that there is no practical possibility that the results of the 
neuropsychological tests were influenced by coaching. He is also advised that 
while it is possible to simulate with drugs the symptoms of a global 
impairment of cognitive functions, (i) this is a problem with which 
geriatricians are particularly familiar, and (ii) Senator Pinochet's cognitive 
impairment was focal rather than global, a pattern not seen in drug-induced 
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impairment. It is important to point out that the outward manner of Senator 
Pinochet is not necessarily a reliable guide to his mental condition. It is 
characteristic of persons with a high level of original intelligence that they are 
able to mask superficially a significant impairment of cognitive functions. 
17. The report of the clinicians who examined Senator Pinochet has 
been criticised by a number of medical practitioners whose opinions have been 
transmitted by the examining magistrates responsible for criminal 
investigations of Senator Pinochet in Spain, Belgium and France, and by 
certain other parties. In considering these criticisms, the Secretary of State has 
borne in mind that those who have made them have not examined Senator 
Pinochet, as the authors of the report of 6 January 2000 did, nor have they had 
the advantage which the clinicians enjoyed of studying records of Senator 
Pinochet's recent medical history. The Secretary of State is advised that most 
of the criticisms made of the report are irrelevant to its conclusions, and 
certainly to the conclusions that are critical to Senator Pinochet's fitness for 
trial (see paragraph 15). He is advised that those criticisms which are relevant 
are medically unjustified. The Secretary of State is satisfied that the advice he 
has received on these points has been based on a careful and objective analysis 
of the criticisms. He accepts that advice. 
18. The medical report on Senator Pinochet of 6 January 2000 is an 
entirely independent report by highly qualified specialist practitioners on the 
relevant clinical facts. In commissioning it, the Secretary of State did not set 
out to prove any particular point and had no expectation of any particular 
outcome. He is satisfied that the clinicians who prepared it undertook their 
task in the same spirit. 
19. Letters of request from the examining magistrates in Belgium and 
France have been transmitted to the United Kingdom, each of which seeks a 
further medical examination. In addition, Judge Garzón, the examining 
magistrate in Spain, has called in his representations for a further examination 
of Senator Pinochet. Senator Pinochet has consistently declined to comply 
with the invitations addressed to him by requesting states for a further medical 
examination. The Secretary of State, having taken advice on the point, does 
not consider that a further examination would yield further material of 
significance. He does not therefore regard it as either necessary or appropriate 




Unfitness to stand trial 
20. The conclusions to which the Secretary of State has come mean that 
in a criminal trial in England, Senator Pinochet would be found unfit to stand 
trial, and there would not therefore be any trial of the charges against him on 
their merits. If this were a peculiarity of English criminal law, the Secretary 
of State would not attach as much weight to it as he does. However, in the 
view of the Secretary of State, the principle that an accused person should be 
mentally capable of following the proceedings, instructing his lawyers and 
giving coherent evidence is fundamental to the idea of a fair trial. He is advised 
that the attempted trial of an accused in the condition diagnosed in Senator 
Pinochet, on the charges which have been made against him in this case, 
could not be a fair trial in any country, and would violate Article 6 of the 
European Convention on Human Rights in those countries which are party to 
it. 
21. After receiving the initial representations of Spain, the Secretary of 
State asked for further information from those representing Spain about the 
principles governing these matters in the Spanish system of criminal justice. 
This information has satisfied him that while the procedure differs in 
significant respects from that which would be followed in England, the 
underlying principle is substantially the same. The test of fitness to stand trial 
in Spain depends mainly on whether the accused is capable of understanding 
and following the charges against him, answering questions put to him, 
understanding the oral and documentary evidence for the defence and the 
prosecution, defending himself and instructing his lawyers. This is consistent 
with the representations as to Spanish law made on behalf of Senator Pinochet 
and on behalf of human rights organisations represented by Bindman & 
Partners. If Senator Pinochet were to be extradited to Spain, his fitness for 
trial would be assessed there by an objective process of clinical examination 
and testing. There is no reason to believe that that process would lead to 
conclusions any different in substance from those of the medical report 
commissioned by the Secretary of State in England. The Secretary of State is 
conscious that in Spain as in England, a 'trial' may include the process of 
assessing the Defendant's fitness for trial. However, on the material before 
him, it is reasonable to assume that if Senator Pinochet were to be extradited 
to Spain, a trial there on the merits of the charges against him would be found 
impossible. 
22. In considering whether to decide against extradition on account of 
Senator Pinochet's unfitness to stand trial, the Secretary of State has given 
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careful thought to the alternative possibility of leaving that question to be 
determined in accordance with Spanish judicial procedures in Spain, in the 
event that there was no other objection to extraditing him there. He has been 
advised and has concluded that on the basis of English law he is bound to form 
a view of his own on Senator Pinochet's fitness to stand trial, and that he 
cannot refrain from reaching a concluded view on this point on the basis that 
the question can be determined in Spain. In the light of his conclusion that no 
improvement in Senator Pinochet's condition can be expected, he considers 
that no purpose would be served by the continuance of the current extradition 
proceedings in England. These would involve the continued detention of 
Senator Pinochet here for a period which, allowing for the habeas corpus 
proceedings and any appeal arising out of them, might be substantial. Any 
order for the extradition of Senator Pinochet which might then be made would 
involve the compulsory removal to another country of a man of eighty-four 
years of age who must at this stage be presumed innocent, for the purpose of a 
trial which could not result in any verdict on the charges against him, for 
reasons that are already apparent to the Secretary of State as the extradition 
authority in the United Kingdom. The Secretary of State considers that that 
course would serve no purpose of any substantial value to the interests of 
justice and that it would be oppressive to Senator Pinochet. 
23. The Secretary of State would not necessarily have taken the same 
view if there had been any realistic prospect that Senator Pinochet's condition 
would improve, either spontaneously or as a result of treatment. He is aware 
that in Spanish law the effect of a finding that an accused is unfit to stand trial 
is to suspend a prosecution for as long as that state of affairs subsists, but it 
is not tantamount to an acquittal. 
Section 12 of the Extradition Act 1989 
24. Section 12(2)(a) of the Act provides that the Secretary of State may 
not order the extradition of the accused in relation to any alleged offence if it 
appears to him that: 
(i) by reason of its trivial nature; or 
(ii) by reason of the passage of time since he is alleged to have 
committed it; or 
(iii) because the accusation against him is not made in good faith in the 
interests of justice, it would, having regard to all the circumstances, be unjust 
or oppressive to return him. 
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25. The Secretary of State considers that this provision has no 
application to the present question. Although it would in his view be 
oppressive to order Senator Pinochet's extradition given his unfitness to stand 
trial, this state of affairs has not arisen by reason of the passage of time since 
he is alleged to have committed the offences. But for the lapse of time since 
the alleged offence, a decision under Section 12 might possibly have fallen to 
be made before Senator Pinochet became unfit, but the cause of his unfitness 
is the supervening brain damage which appears to have occurred in September 
and October 1999. That damage was not itself either caused or aggravated by 
the lapse of time since the alleged offences. Neither of the other two factors 
identified in the sub-section is relevant. 
26. It follows that Senator Pinochet's unfitness for trial is not an 
absolute bar to his extradition. It is a matter to be addressed as part of the 
general discretion of the Secretary of State under Section 12(1). 
The European Convention on Extradition 
27. The United Kingdom and Spain are parties to the Convention. 
28. The Convention requires extradition in all cases to which it applies, 
subject only to specific and limited exceptions, and to any reservations made 
by particular contracting states on their accession. In cases falling outside 
these exceptions and reservations, there is no general discretion. There is no 
express exception applicable to this case, nor is there any relevant reservation 
of the United Kingdom or Spain. The Secretary of State is advised that it is 
open to argument whether the Convention is subject to an implicit exception 
for cases where the primary purpose of any extradition, namely the trial of the 
charges alleged against the accused, could not be served. In the circumstances 
of this case, the Secretary of State considers it unnecessary to form a 
concluded view about that. He has assumed, in reaching his decision, that the 
Convention does not allow for the refusal of extradition on the ground that the 
accused is and will remain unfit to stand trial in the requesting state. 
29. The Convention is not incorporated into English domestic law save 
to the limited extent provided for by the European Convention on Extradition 
Order 1990, SI 1990/1507. This provides simply for the Extradition Act 1989 
to apply as between the United Kingdom and other parties to the Convention, 
and for it to do so on the basis contemplated in Section 9(8)(a) of the Act that 
a prima facie case need not be shown on the committal hearing. Section 12 of 
the Act therefore applies, as a matter of English law, to extradition 
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proceedings arising out of requests from states party to the Convention. The 
discretion conferred by it on the Secretary of State must be exercised in such 
cases. 
30. Although the Convention is not part of English domestic law, the 
Secretary of State attaches great importance to the international obligations of 
the United Kingdom, and in the exercise of his discretions under the 
Extradition Act he regards those obligations as both relevant and entitled to 
considerable weight. In most cases to which the Convention applies they will 
be decisive. However, the Secretary of State recognises that given the breadth 
of his discretion under Section 12 of the Act there may be some occasions on 
which the requirements of the Convention are outweighed by other compelling 
considerations peculiar to particular cases. The Secretary of State considers 
that they are outweighed by such considerations in this case, having regard in 
particular to the nature of Senator Pinochet's condition in a man of his age, to 
its probable permanence, and to its impact on the possibility of a trial of the 
charges against him. 
31. The experience of the Home Office has been that in practice parties 
to the Convention operate its provisions in a more flexible fashion than its 
absolute language suggests, and in accordance with basic principles of justice 
which are common to all of them. It is consistent with this approach that 
Belgium should have been recorded in the judgment of the High Court on their 
recent application for judicial review as having 'clearly stated that they would 
support the Secretary of State's decision if only they could be satisfied that 
Senator Pinochet is indeed shown by the report to be permanently unfit to 
stand trial'; and that Spain should have informed the Secretary of State that 
they will respect any decision made by the Secretary of State in the exercise of 
his discretionary powers. In making his decision, the Secretary of State has 
not attached weight to the matters summarised in this paragraph, but he 
considers it right that they should be recorded. 
Other countervailing considerations 
32. The main consideration which has been urged upon the Secretary of 
State in favour of allowing the current extradition proceedings to take their 
course is the importance of ensuring so far as possible that the allegations 
made against Senator Pinochet should be tried. The Secretary of State agrees 
that this is important. The scope of the charges against Senator Pinochet was 
substantially reduced as a result of the decision of the House of Lords in R v 
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Bow Street Metropolitan Stipendiary Magistrate ex p. Pinochet (No. 3) [1999] 
2 WLR 827, but the remaining charges are extremely serious. The Secretary 
of State attaches great importance to the principle that universal jurisdiction 
against persons charged with international crimes should be made effective, 
and he is aware that the practical consequence of refusing to extradite Senator 
Pinochet to Spain on account of his unfitness to stand trial is that he will 
probably not be tried anywhere. The Secretary of State is also mindful of the 
sense of injury which will be felt by those who suffered from breaches of 
human rights in Chile in the past, as well as their relatives. All of these are 
matters of legitimate concern, and he has had them very much in mind when 
considering the evidence about Senator Pinochet's state of health. They are 
among the reasons why he has required the evidence of Senator Pinochet's 
condition to satisfy a high standard of expertise, thoroughness, objectivity and 
cogency before he was prepared to act on it. Ultimately, however, the 
reservation 'so far as possible' cannot be brushed aside. A trial of the charges 
against Senator Pinochet, however desirable, is no longer possible. 
33. The Secretary of State has considered other factors, including a wide 
variety of matters raised in representations received at the Home Office. This 
letter has dealt in terms only with those matters which have had a significant 
bearing on the Secretary of State's decision. It is, however, right to mention 
the following further points: 
(1) The Secretary of State understands that if Senator Pinochet were 
convicted in Spain of the offences charged against him, victims of those 
offences might be entitled to recover civil damages in proceedings ancillary to 
the criminal trial. The Secretary of State doubts whether this point could be 
relevant to a decision whether to extradite a person on a criminal charge, but 
he has reached no concluded view on its legal relevance, because he does not in 
any event feel able to attach significant weight to it. It is right to add that the 
point assumes the possibility of a verdict on the charges. 
(2) The Secretary of State has not had regard to the possibility, if indeed 
it is a real one, that Senator Pinochet might be tried in Chile. 
(3) The Secretary of State considers that in some circumstances it may 
be appropriate for him to have regard to political, economic or diplomatic 
interests of the United Kingdom in exercising his discretions under the 
Extradition Act. He has not had regard to such factors in making his present 
decision. 
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Referring the decision to the Court 
34. The Secretary of State has been urged by a number of those who 
have made representations to him to leave to the Courts the question whether 
Senator Pinochet should be discharged on account of unfitness to stand trial. 
He has considered this possibility but does not propose to adopt it. 
35. The High Court has power to discharge accused persons who are 
being unlawfully detained, and such further powers as are specifically conferred 
on it by the Extradition Act 1989. It has no inherent supervisory power over 
extradition. Under Section 11(3) of the Act, the High Court on the hearing of 
a habeas corpus application has a duty similar to that of the Secretary of State 
under Section 12(2)(a) to discharge an accused if by reason of the lapse of time 
since the offences are alleged to have been committed it would in all the 
circumstances be unjust or oppressive to order his extradition. If the Secretary 
of State had regarded these provisions as applicable he would have been bound 
to refuse to extradite Senator Pinochet. However, the facts making it 
oppressive to extradite Senator Pinochet do not arise from the lapse of time 
since the alleged offences. Therefore neither Section 11(3) nor Section 12(2)(a) 
applies. The Secretary of State is the only authority on whom a general 
discretion is conferred whether to order extradition. He has had regard in 
exercising it to the principle expressed by the courts on a number of occasions 
that the proper exercise of that discretion by the Secretary of State is the 
principal safeguard for the accused against oppression. 
36. The Secretary of State would not, even if the Court had concurrent 
jurisdiction in the circumstances of this case, have thought it right to refrain 
from performing a duty or exercising a discretion conferred on him by statute, 
which he was in a position to exercise on material which he had 
commissioned for that purpose, simply because at some future stage another 
authority might take the decision instead. 
Domestic prosecution 
37. Article 7 of the Convention against Torture and other Cruel, 
Inhuman or Degrading Treatment or Punishment requires the Secretary of 
State, if he does not order the extradition of a person accused of torture, to 
submit the case to the United Kingdom prosecuting authorities for the 
purposes of a domestic prosecution. The Secretary of State has supplied papers 
in advance to the Solicitor General and the Director of Public Prosecutions for 
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that purpose and has this morning referred the case to them under Article 7. 
Their functions in the matter are entirely independent of his. 
Letters rogatory 
38. The only additional matter is the application of Judge Garzón by 
letters rogatory of 15 January 2000 for Senator Pinochet to be required to 
appear in court to respond to a request for a statement. The Home Secretary 
has decided not to give effect to this request on the grounds that Senator 
Pinochet is not a compellable witness as a matter of English law. 
Letter to the Belgian Ambassador. 
39. The Secretary of State has today made a final decision not to issue 
an Authority to Proceed under section 7 of the Extradition Act 1989 in respect 
of the two requests of Belgium for Senator Pinochet's extradition, transmitted 
on 15 December 1998 and 11 November 1999. In making this decision, the 
Secretary of State has treated the "Elaborative Memorandum" transmitted on 3 
February 2000 as supplementing those requests and has had regard to the full 
range of offences alleged against Senator Pinochet in all three documents. 
40. Under 7(4) of the Extradition Act 1989, the Secretary of State is 
required to refuse an Authority to Proceed if an order for the extradition of 
Senator Pinochet could not lawfully be made or would not in fact be made in 
accordance with the provisions of the Act. Under those provisions, extradition 
is available only in respect of extradition crimes. The Secretary of State has 
directed himself on this point in accordance with the decision of the House of 
Lords in R v Bow Street Metropolitan Stipendiary Magistrate ex p. Pinochet 
(No.3) [1999] 2 WLR 827. An offence committed outside the United 
Kingdom is not an extradition crime unless it was punishable in the United 
Kingdom at the date when it is alleged to have been committed. Torture 
outside the United Kingdom and conspiracy to torture outside the United 
Kingdom first became punishable in the United Kingdom on 29 September 
1988 when Section 134 of the Criminal Justice Act 1988 came into force. 
41 . None of the matters set out in the two extradition requests of 
Belgium and the Elaborative Memorandum disclose offences of torture or 
conspiracy to torture committed after 29 September 1988. In the Elaborative 
Memorandum, attention is drawn to three cases in which persons disappeared 
in circumstances which have never been disclosed to their families. It is 
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alleged that their disappearance constituted torture of themselves and their 
families, which in the absence of news of them continued or must be treated 
as continuing to the present day. It is an essential requirement of the offence 
of torture in English law that the accused should by some act or omission 
have intentionally inflicted severe physical or mental pain or suffering on 
another person or been party to the infliction of such pain or suffering. The 
Secretary of State does not regard the two extradition requests or the 
Elaborative Memorandum as alleging (i) any act or omission inflicting severe 
pain or suffering and occurring on or after 29 September 1988, or (ii) that any 
intention to inflict pain or suffering was continuing until 29 September 1988 
or any later date, or (iii) an intention existing at any time to inflict pain or 
suffering on any one other than those who disappeared. Furthermore, the 
Secretary of State does not regard any such allegations as being implicit in the 
facts alleged. 
42. There are no offences other than torture or conspiracy to torture 
disclosed in the two extradition requests or the Elaborative Memorandum 
which have at any time been punishable in the United Kingdom if committed 
outside the United Kingdom. The requirement that offences alleged in an 
extradition request should be punishable under the law of the requested state is 
of course reflected in the European Convention on Extradition. 
43. If the Secretary State had regarded the two extradition requests and 
the Elaborative Memorandum as disclosing extradition crimes, he would 
nevertheless have refused to issue an Authority to Proceed in this case because 
he is satisfied that Senator Pinochet is unfit to stand trial and that there is no 
likelihood of significant improvement. He has today decided on that ground 
that he will not order the extradition of Senator Pinochet to Spain. It appears 
to him that even had the Belgian extradition requests and the Elaborative 
Memorandum disclosed extradition crimes Senator Pinochet's unfitness to 
stand trial would have precluded his extradition to Belgium for the same 
reasons as it precluded his extradition to Spain. The enclosed copy of my letter 
this morning to the Spanish Ambassador sets those reasons out. 
44. In these circumstances, the question whether Senator Pinochet could 
claim state immunity in respect of the offences alleged against him does not 
arise. 
45. I refer to the three letters of request issued by the examining 
magistrate Mr Vandermeersch and transmitted on 19 and 24 January and 22 
February 2000. The first of these seeks a further medical examination of 
Senator Pinochet. It has been executed in accordance with English law by 
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inviting Senator Pinochet to submit voluntarily to the examination sought. 
He has declined to comply. In the light of the judgment of the High Court on 
15 February 2000, the second letter of request has been executed so far as it 
seeks disclosure of the medical report. The Secretary of State does not propose 
to give effect to the second letter of request to any greater extent, having regard 
to the terms of that judgment and to his decision to refuse an Authority to 
Proceed in respect of Belgium's extradition requests. If Senator Pinochet were 
at some future stage to enter Belgium or to be extradited there from a third 
country, the Secretary of State will consider what further assistance might be 
appropriate. The third letter of request invites the Secretary of State or other 
competent authority to carry out an assessment of the frontal functions and of 
the autobiographical recall capacities of Senator Pinochet with the latter's 
consent. This letter has been executed so far as it can be by inviting Senator 
Pinochet's consent. He has declined. There is accordingly nothing more by 
way of execution to be done. 
46. As indicated, I am enclosing a copy of the letter which I have sent 
this morning to the Spanish Ambassador. 
Letter to Swiss Ambassador 
47. The Secretary of State has today made a final decision not to issue 
an Authority to Proceed under Section 7 of the Extradition Act 1989 in respect 
of the request of Switzerland for Senator Pinochet's extradition, received on 11 
November 1998 and renewed on 7 October 1999. 
48. Under Section 7(4) of the Extradition Act 1989, the Secretary of 
State is required to refuse an Authority to Proceed if an order for the 
extradition of Senator Pinochet could not lawfully be made or would not in 
fact be made in accordance with the provisions of the Act. Under those 
provisions, extradition is available only in respect of extradition crimes. The 
Secretary of State has directed himself on this point in accordance with the 
decision of the House of Lords in R v Bow Street Metropolitan Stipendiary 
Magistrate ex p. Pinochet (No.3) [1999] 2 WLR 827. An offence committed 
outside the United Kingdom is not an extradition crime unless it was 
punishable in the United Kingdom at the date when it is alleged to have been 
committed. Torture outside the United Kingdom and conspiracy to torture 
outside the United Kingdom first became punishable in the United Kingdom 
on 29 September 1988 when Section 134 of the Criminal Justice Act 1988 
came into force. 
970 
DECISIONES RELATIVAS AL ASUNTO DEL SENADOR A. PINOCHET 
49. The requirement that offences alleged in an extradition request should 
be punishable under the law of the requested state is of course reflected in the 
European Convention on Extradition. None of the offences alleged in the 
extradition requests of Switzerland are alleged to have been committed after 
that date. 
50. If the Secretary of State had regarded the extradition request of 
Switzerland as disclosing extradition crimes, he would nevertheless have 
refused to issue an Authority to Proceed in this case because he is satisfied 
that Senator Pinochet is unfit to stand trial and that there is no likelihood of 
significant improvement. He has today decided on that ground that he will not 
order the extradition of Senator Pinochet to Spain. It appears to him that even 
had the request of Switzerland disclosed extradition crimes Senator Pinochet's 
unfitness to stand trial would have precluded his extradition to Switzerland for 
the same reasons as it precluded his extradition to Spain. The enclosed copy of 
my letter this morning to the Spanish Ambassador sets those reasons out. 
51 . In these circumstances, the question whether Senator Pinochet could 
claim state immunity in respect of the offences alleged against him does not 
arise. 
52. As indicated, I am enclosing a copy of the letter which I have sent 
this morning to the Spanish Ambassador. 
Letter to French Ambassador. 
53. The Secretary of State has today made a final decision not to issue 
an Authority to Proceed under Section 7 of the Extradition Act 1989 in respect 
of the requests of France for Senator Pinochet's extradition, transmitted on 13 
November 1998 and 4 February 1999. 
54. Under Section 7(4) of the Extradition Act 1989, the Secretary of 
State is required to refuse an Authority to Proceed if an order for the 
extradition of Senator Pinochet could not lawfully be made or would not in 
fact be made in accordance with the provisions of the Act. Under those 
provisions, extradition is available only in respect of extradition crimes. The 
Secretary of State has directed himself on this point in accordance with the 
decision of the House of Lords in R v Bow Street Metropolitan Stipendiary 
Magistrate ex p. Pinochet (No.3) [1999] 2 WLR 827. An offence committed 
outside the United Kingdom is not an extradition crime unless it was 
punishable in the United Kingdom at the date when it is alleged to have been 
committed. Torture outside the United Kingdom and conspiracy to torture 
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outside the United Kingdom first became punishable in the United Kingdom 
on 29 September 1988 when Section 134 of the Criminal Justice Act 1988 
came into force. 
55. The requirement that offences alleged in an extradition request should 
be punishable under the law of the requested state is of course reflected in the 
European Convention on Extradition. None of the offences alleged in the 
extradition requests of France are alleged to have been committed after that 
date. 
56. If the Secretary of State had regarded the extradition requests of 
France as disclosing extradition crimes, he would nevertheless have refused to 
issue an Authority to Proceed in this case because he is satisfied that Senator 
Pinochet is unfit to stand trial and that there is no likelihood of significant 
improvement. He has today decided on that ground that he will not order the 
extradition of Senator Pinochet to Spain. It appears to him that, even had the 
requests of France disclosed extradition crimes, Senator Pinochet's unfitness to 
stand trial would have precluded his extradition to France for the same reasons 
as it precluded his extradition to Spain. The enclosed copy of my letter this 
morning to the Spanish Ambassador sets those reasons out. 
57. In these circumstances, the question whether Senator Pinochet could 
claim state immunity in respect of the offences alleged against him does not 
arise. 
58. A letter of request of 22 February from Judge Le Loire sought a 
further medical examination of Senator Pinochet. That request was fowarded to 
Senator Pinochet's legal representatives on 29 February. They confirm that he 
does not propose to comply. 
59. As indicated, I am enclosing a copy of the letter which I have sent 
this morning to the Spanish Ambassador. 
(United Kingdom Crown copyright) 
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3. FALLO DE LA CORTE DE APELACIONES DE SANTIAGO DE 
CHILE, DE 5 DE JUNIO DE 2000 POR EL QUE SE DECLARA EL 
DESAFUERO DEL SENADOR A. PINOCHET UGARTE 
Vistos y teniendo presente: 
I o ) Que por resolución de seis de marzo del año en curso, que se lee a fj. 
3149, del cuaderno pertinente, de la causa N° 2.189, rol criminal de esta Corte 
de Apelaciones, seguida en contra de los procesados Sergio Arellano Stark, 
Sergio Arredondo González, Pedro Espinoza Bravo, Marcelo Moren Brito, 
Patricio Díaz Araneda y Armando Fernández Larios, donde se indagan diversos 
hechos de carácter delictual a saber: homicidio, secuestro, asociación ilícita e 
inhumación ilegal, el ministro de fuero, don Juan Guzmán Tapia, ha elevado 
los autos a este tribunal, accediendo al requerimiento formulado de fs. 3141 a 
3147 por los abogados Hugo Gutiérrez Gal vez, Carmen Hertz Cádiz, Eduardo 
Contreras Mella, Alfonso Insunza Bascuñán, Juan Bustos Ramírez, Boris 
Paredes Bustos e Hiram Villagra Castro, en representación de los querellantes 
particulares Graciela Alvarez Ortega e hijos, Jessica Tapia Carvajal, Rolly 
Baltiansky Grinstein, Germán Berger Hertz, Lily Lavín Loyola y Rosa Vera 
Torres, para que se declare el desafuero del querellado y senador vitalicio, 
general de Ejército (r) Augusto José Ramón Pinochet Ugarte, por estimar que 
se reúnen los requisitos que contempla el artículo 612 del Código de 
Procedimiento Penal. 
2 o) Que la solicitud de los querellantes atribuye participación criminal 
como autor inductor al mencionado senador vitalicio, en los hechos que indi-
can, referidos a los delitos de secuestros calificados reiterados previstos y san-
cionados en el artículo 141 del Código Penal y de asociación ilícita descrito y 
castigado en los artículos 292 y 293 de la misma recopilación legal. Los 
primeros, cometidos en las personas de Miguel Muñoz Flores, Manuel Plaza 
Arellano y Pablo Vera Torres el cuatro de octubre de mil novecientos setenta y 
tres, en Cauquenes (Maule); de Ricardo García Posada, Benito Tapia Tapia y 
Maguindo Castillo Andrade entre los días dieciséis y diecisiete de octubre del 
mismo año, en Copiapó; de Manuel Segundo Hidalgo Rivas, Domingo 
Mamani López, David Ernesto Miranda Luna, Rosario Aguid Muñoz Castillo, 
Víctor Alfredo Ortega Cuevas, Sergio Moisés Ramírez Espinoza, Luis 
Alfonso Moreno Villarroel, Rafael Enrique Pineda Ibacache, Jorge Rubén 
Yueng Rojas, Daniel Jacinto Garrido Muñoz, Bernardino Cayo Cayo, Carlos 
Berger Guralnik y Haroldo Cabrera Abarzúa, el diecinueve de octubre de ese 
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año, en Calama; en tanto que el segundo se hace consistir en el supuesto 
concierto de los agentes para ejecutar intencionada y sistemáticamente graves 
delitos, que en concepto de los actores, constituyen crímenes de guerra con 
transgresiones a obligaciones internacionales del Estado. 
3 o) Que el fuero es una garantía que el régimen jurídico contempla en 
favor de los parlamentarios y en razón de su investidura para evitar que se dirija 
en su contra alguna actividad procesal penal, sin que previamente y salvo el 
caso de delito flagrante, la Corte de Apelaciones respectiva declare que existe 
mérito para la formación de causa en su contra. Dicha declaración supone la 
existencia de un hecho que reviste caracteres de delito y sospechas fundadas de 
participación penal culpable del parlamentario en ese ilícito, de acuerdo con lo 
prescrito en los artículos 255 N° 1° y 612 inciso I o del Estatuto de Instrucción 
Criminal; y puede originarse en la actividad del juez que aprecia los datos 
reunidos, o en una petición de la parte actora encaminada al mismo fin, aún en 
el evento de ser ésta denegada, dado que es permitido recurrir entonces al 
tribunal de alzada. 
4 o) Que la posibilidad de que a resultas del procedimiento que regulan los 
artículos 611 y siguientes del Código de Procedimiento Penal sean desaforados 
diputados y senadores importa otra forma de desarrollar la garantía constitu-
cional de igualdad ante la ley y, por lo mismo, su correcta resolución también 
implica alcanzar una condición del debido proceso penal, toda vez que la cues-
tión dice relación con el derecho a la acción de los ofendidos, o, dicho de otro 
modo, con armonizar la necesidad de proteger la función parlamentaria con el 
derecho a la acción. En efecto, habiéndose establecido dicho impedimento 
procesal únicamente con esa finalidad no puede menos que entenderse que debe-
rá accederse al desafuero siempre que se constate mediante el examen de la cau-
sal legal, esto es de las exigencias previstas para detener, que la solicitud no 
tiene el propósito de alterar el trabajo parlamentario, porque toda otra conside-
ración conduciría a desconocer el derecho a perseguir responsabilidades penales 
y a establecer un privilegio personal contrario al derecho y la justicia. 
5°) Que, en todo caso, parece útil dejar en claro que el artículo 58 inciso 
1° de la carta fundamental consagra la inviolabilidad parlamentaria sólo "por 
las opiniones que manifiesten y los votos que emitan en el desempeño de sus 
cargos, en sesiones de sala o comisión", mientras que el fuero a que se refiere 
el inciso 2° del precepto no favorece la impunidad de los congresales frente a 
un hecho delictual, sino únicamente como una exigencia o formalidad previa 
para proceder en su contra, la que se cumple mediante la resolución del tribunal 
competente que declara haber lugar a la formación de causa. Por consiguiente, 
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la gestión o trámite de desafuero tiene por objeto exclusivamente decidir si es 
procedente o no formar causa a un parlamentario a quien se imputa un hecho 
de carácter delictual, por lo que éste es el ámbito de su competencia y no el de 
considerar si corresponde expedir determinadamente en su contra la orden de 
detención; y debe entenderse, a la luz de lo expuesto en el artículo 617 del 
Código de Enjuiciamiento Penal, en el sentido que prosiga el proceso, dispo-
niéndose por el juez competente aquellas actuaciones atinentes al querellado, 
dictando las resoluciones pertinentes, toda vez que es atribución privativa suya 
resolver si hay mérito o no para hacer efectiva la responsabilidad criminal de 
aquél, por cuanto de declararse que no se hace lugar a la formación de causa, 
debe el órgano jurisdiccional pronunciar sobreseimiento definitivo en favor del 
aforado. 
6 o) Que tampoco resulta válida la alegación de dar cabida, en la gestión 
de que se trata, a los presupuestos del artículo 274 del tantas veces citado 
ordenamiento procesal porque esta norma sólo tiene por objeto realizar dentro 
del proceso una de las finalidades más drásticas del sumario, cual es la de ase-
gurar más eficazmente la persona del imputado, la que por cierto aparece com-
pletamente ajena e incompatible con el trámite previo de desafuero, destinado 
simplemente a obtener la autorización para proceder que, en determinadas 
condiciones, exigen la Constitución o las leyes. No es posible, dentro de la 
correcta interpretación de la ley, confundir dos situaciones jurídicas absoluta-
mente diferentes en su naturaleza y función que desempeñan dentro del proceso 
penal. 
7 o) Que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 612 inciso 2° del 
Código de Procedimiento Penal, esta Corte está facultada para emitir de oficio 
pronunciamiento acerca del desafuero, y teniendo presente que para una 
adecuada investigación de los hechos relativos a los sucesos vinculados a la 
actuación del general Arellano Stark y demás enjuiciados es ineludible emitir 
pronunciamiento de desafuero a todos aquellos involucrados en relación con los 
cuales se reúnen los requisitos legales consiguientes, por estar establecida la 
existencia de un hecho que reviste los caracteres de delito y las fundadas 
sospechas que existen en contra del parlamentario imputado adquieren igual 
mérito a su respecto. 
8o) Que, no obstante todo lo anterior, la investigación desplegada por el 
señor ministro de fuero y dirigida hasta ahora a la comprobación no sólo de los 
hechos que sirven de fundamento al desafuero y de otros ilícitos comprendidos 
en las querellas de fs. 61 a 75, 280 a 309, 559 a 572, 580 a 587, 593 y 594, 
710 a 731, 970 a 979, 1207 a 1217, 1710 a 1724, 1743 a 1756, 1868 a 1871, 
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1898 a 1911 vuelta y 2902 a 2917, sino también a la participación culpable 
que en ellos le ha correspondido a numerosas personas extrañas al Congreso 
Nacional, seis de las cuales han sido incluso sometidas a proceso, le han 
permitido elevar todos los antecedentes por estimar que concurren los presu-
puestos del artículo 612 del Código de Procedimiento Penal respecto del 
parlamentario inculpado, con mayor acopio de elementos que los estrictamente 
necesarios para ese examen preliminar y obligatorio que le compete ejecutar y 
que con posterioridad incumbe a la Corte de Apelaciones respectiva, reunida en 
pleno, en una revisión de mayor jerarquía y profundidad, acerca del mérito que 
ellos suministran. 
9 o) Que es así como el auto de procesamiento ejecutoriado que corre de 
fs. 1570 a 1581 deja sentados como hechos la sustracción sin derecho, como la 
circunstancia de no conocer fehacientemente el lugar al que fueron conducidos 
ni su actual paradero, situación que se mantiene hasta el momento, de las 
personas que pasa a detallarse: a) desde la cárcel pública de Cauquenes (Maule), 
el cuatro de octubre de mil novecientos setenta y tres, a Miguel Enrique 
Muñoz Flores, Manuel Benito Plaza Arellano y Pablo Renán Vera Torres, de 
entre cuatro detenidos (basamento 7 o ) ; b) desde la cárcel pública de Copiapó, 
entre los días dieciséis o diecisiete del mismo mes de octubre, a Benito de los 
Santos Tapia Tapia, Maguindo Antonio Castillo Andrade y Ricardo Hugo 
García Posada, de entre dieciséis (motivo 8 o ) ; y c) desde la cárcel pública de 
Calama, el diecinueve del ya referido mes de octubre, a Manuel Segundo 
Hidalgo Rivas, Domingo Mamani López, David Ernesto Miranda Luna, Luis 
Alfonso Moreno Villarroel, Rosario Aguid Muñoz Castillo, Víctor Alfredo 
Ortega Cuevas, Sergio Moisés Ramírez Espinoza, Rafael Enrique Pineda 
Ibacache, Jorge Rubén Yueng Rojas, Daniel Jacinto Garrido Muñoz, 
Bernardino Cayo Cayo, Carlos Berger Guralnik y Haroldo Ruperto Cabrera 
Abarzúa, de entre veintiséis (razonamiento 9 o ) . Califica jurídicamente estos 
acontecimientos como secuestros calificados reiterados contemplados y 
reprimidos en el artículo 141, incisos I o y 4 o del Código Penal. Apelada esta 
resolución por los querellantes particulares, fue confirmada por esta Corte, de 
fs. 2202 a 2212, conservándose, en términos generales, tales hechos y su 
calificación. 
10°) Que a su turno los procesados impugnaron el auto de procesa-
miento por la vía extraordinaria del recurso de amparo que resultó desechado 
por esta Corte, como se desprende de la copia autorizada del fallo de primera 
instancia que obra de fs. 1821 a 1824, donde se expresa que las defensas de los 
amparados basaron sus alegaciones, sean escritas u orales, -éstas formuladas 
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en estrados- respecto de la participación culpable y de la calificación jurídica de 
los hechos, en haberse desconocido los efectos de la cosa juzgada derivada de 
los sobreseimientos definitivos dictados y de la amnistía otorgada por el 
Decreto Ley N° 2.191 de mil novecientos setenta y ocho (fundamento 2 o ) , 
aspectos dogmáticos que son materia del fondo (considerando 5°), salvo la cosa 
juzgada que se analiza en los basamentos 4° y 6 o . Apelada esta sentencia fue 
confirmada por la Excma. Corte Suprema, como aparece de fs. 1924 a 1928, y 
para los efectos que se vienen desarrollando, es importante destacar que el 
tribunal de segundo grado deja constancia que los "abogados defensores de los 
amparados no han negado la existencia de los hechos que se investigan en 
estos autos" (motivación 2), se reafirma que "dada la naturaleza de los delitos 
acreditados, no es posible por ahora resolver acerca de la aplicación de la ley de 
amnistía y/o prescripción, cuestión que, en todo caso, es materia del fondo" 
(reflexión 10) y se concluye "que con los antecedentes ponderados por el Sr. 
Ministro Instructor, en cuanto al establecimiento de los delitos de secuestro 
agravado de las personas mencionadas en el auto de reo, requisito primero y 
fundamental del auto de procesamiento, por ahora, se encuentra plenamente 
acreditada su perpetración" (fundamento 5). Además y sólo a modo referencial 
cabe aclarar que estas mismas alegaciones en torno a la calificación jurídica de 
los hechos punibles, los efectos de la cosa juzgada que surge de los sobresei-
mientos definitivos, la prescripción de las acciones penales y la aplicación de 
la ley de amnistía han sido renovadas en esta gestión o trámite previo de 
desafuero, tanto por escrito como en los alegatos de estrados, pero tampoco los 
letrados han negado la existencia de los hechos punibles que sirven de sustento 
a la petición de desafuero y que, conforme a la doctrina, son de mayor enver-
gadura y elaboración dogmática que aquellos hechos de carácter o apariencia 
delictual que denota el N° I o del artículo 255 del Estatuto de Instrucción 
Criminal. 
1 I o) Que siempre dentro de la esfera de los hechos que presentan los 
caracteres de delito, a mayor abundamiento e incluso para eventuales efectos 
del inciso 2° del artículo 612 del Código de Enjuiciamiento Penal, conviene 
también acotar que las ya mencionadas apelaciones de fs. 1761 a 1768, dedu-
cidas por parte de los querellantes en contra del auto de procesamiento de fs. 
1570 a 1581 y de las que se hace referencia en el segundo párrafo del razona-
miento 7 o ) de la presente resolución, apuntaban hacia el establecimiento de 
otros ilícitos, tales como homicidios calificados reiterados, tipificados y repri-
midos en el artículo 391 N° I o , circunstancias primera y quinta, del Código 
Penal, perpetrados en las personas de Claudio Lavín Loyola, Manuel Plaza 
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Arellano, Pablo Vera Torres y Miguel Muñoz Flores, en Cauquenes el cuatro 
de octubre de mil novecientos setenta y tres; de Manuel Cortázar Hernández, 
Winston Cabello Bravo, Fernando Carvajal González, Agapito Carvajal 
González, Alfonso Gamboa Farias, Raúl Guarda Olivares, Raúl Leopoldo 
Larravide López, Ricardo Mancilla Hess, Adolfo Palleras Norambuena, Pedro 
Emilio López Flores, Jaime Sierra Castillo, Atilio Ugarte Gutiérrez y 
Leonello Vicentti Cartagena, en Copiapó durante la noche del dieciséis al 
diecisiete de dicho mes de octubre; de Mario Arguelles Toro, Carlos Alfredo 
Escobedo Cariz, Luis Alberto Hernández Neira, Hernán Elizardo Moreno 
Villarroel, Carlos Alfonso Pinero Lucero, Fernando Roberto Ramírez 
Sánchez, Alejandro Rodríguez Rodríguez, José Gregorio Saavedra González, 
Jerónimo Carpanchay Choque, Luis Alberto Gahona Ochoa, Rolando Jorge 
Hoyos Salazar, Milton Alfredo Muñoz Muñoz y Roberto Segundo Rojas 
Alcayaga, en Calama el diecinueve de ese mes de octubre; y de Luis Alaniz 
Alvarez; Nelson Cuello Alvarez, Héctor Silva Iriarte, Miguel Manríquez Díaz, 
Danilo Moreno Acevedo, Washington Muñoz Donoso, Eugenio Ruiz-Tagle 
Orrego, Mario Arqueros Silva, Marcos de la Vega Rivera, Dinator Avila 
Rocco, Segundo Flores Antivilo, José García Berríos, Darío Godoy Mancilla 
y Alexis Valenzuela Flores, en Antofagasta durante los días dieciocho o 
diecinueve del tantas veces reseñado mes de octubre, de las cuales se hace cargo 
en su voto disidente uno de los integrantes de esta Corte que conoció de esos 
recursos, manifestando su opinión en orden a hacer también efectiva la respon-
sabilidad criminal de los querellados, en relación con los hechos punibles 
indicados, en la ya señalada resolución de segunda instancia que rola de fs. 
2202 a 2212; secuestros con resultado de muerte reiterados, inhumaciones 
ilegales de cadáveres reiteradas y asociación ilícita, ninguna de las cuales, sin 
embargo, prosperó en la alzada. 
Por último, los querellantes relacionan los homicidios calificados reite-
rados verificados en Antofagasta, Calama y Copiapó, en su calificación jurí-
dica, con los artículos 3° común de las Convenciones de Ginebra de mil nove-
cientos cuarenta y nueve, ratificada por nuestro país, y 4.2 del Protocolo II adi-
cional a dichos convenios, relativos a la protección de las víctimas de conflic-
tos armados no internacionales, que prohiben dar muerte a un prisionero. 
12°) Que por lo que concierne a las fundadas sospechas para reputar 
autor, cómplice o encubridor al parlamentario sujeto a fuero, es menester, por 
lo pronto, precisar que en el razonamiento 3° del auto de procesamiento de fs. 
1570 a 1581 el ministro instructor no accede al encausamiento del senador 
vitalicio Augusto Pinochet Ugarte que también se le impetró "por cuanto no 
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se reúnen los requisitos de procesabilidad" y aunque en la alzada esta reflexión 
quedó eliminada junto con otras, esta Corte concuerda con esa negativa "por 
cuanto para emitir pronunciamiento al respecto resulta indispensable cumplir, 
en forma previa, con la declaración de su desafuero" (motivo 6 o de la 
resolución de fs. 2202 a 2212). 
Además, era público y notorio que en la época de los acontecimientos que 
investiga el ministro instructor, octubre de mil novecientos setenta y tres, el 
general de Ejército Augusto Pinochet Ugarte se desempeñaba simultáneamente 
como Presidente de la Hon. Junta Militar de Gobierno, que acumuló en sí las 
funciones constituyente, ejecutiva y legislativa y Comandante en Jefe de la 
institución castrense a la que pertenecía. En esta última calidad tenía la tuición 
directa de los Servicios de Inteligencia del Ejército y era la autoridad superior 
de los tribunales militares en tiempo de guerra, con arreglo a lo estatuido por 
los artículos 74 y 75 del Código de Justicia Militar, pudiendo delegar el todo o 
parte de estas facultades. 
13°) Que el carácter de Presidente de la Hon. Junta Militar de 
Gobierno, del general Augusto Pinochet Ugarte, en los días que tuvieron lugar 
los hechos en que se funda la petición de desafuero, lo mantuvo hasta fines de 
mil novecientos setenta y cuatro cuando, en virtud del Decreto Ley N° 807 de 
diciembre de ese año, recién se le designó Presidente de la República por la 
propia Junta de Gobierno. Aquella investidura, en primer lugar consignada, 
permite descartar, desde luego y sin perjuicio de otros argumentos, la alegación 
de un juicio político previo al desafuero, porque durante los días que aconte-
cieron los hechos investigados el actual senador vitalicio no servía el cargo de 
Presidente de la República y, en consecuencia, no es posible aplicarle el esta-
tuto jurídico que para esta autoridad del Estado consagran ahora los artículos 
48, N° 2), letra a), y 49, N° 1) de la carta fundamental que se ha esgrimido en 
estrados, y, así entonces, sólo queda subsistente su actual fuero parlamentario 
que se debate en esta sede. 
14°) Que, bajo el prisma enunciado en las dos motivaciones prece-
dentes, nace la primera sospecha fundada sobre la participación culpable del 
senador vitalicio, la que se apoya en aquella delegación de sus funciones juris-
diccionales como jefe máximo de los tribunales militares en tiempo de guerra 
que exhibió el general Sergio Arellano Stark, a los comandantes de las unida-
des castrenses que con su comitiva visitó en cumplimiento de esa delegación 
desde fines de septiembre hasta mediados de octubre de mil novecientos setenta 
y tres. Aún cuando el documento respectivo no consta en autos, a él hacen 
referencia los jefes operativos que tuvieron ocasión de verlo e imponerse de su 
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contenido, como lo son el propio general Sergio Víctor Arellano Stark a fj. 
500, el coronel Ariosto Alberto Lapóstol Orrego, entonces comandante del 
Regimiento de Artillería N° 2 "Arica", de guarnición en La Serena (fj. 900), el 
teniente coronel Osear Ernesto Haag Blaschke, entonces comandante del 
Regimiento de Ingenieros "Atacama" con asiento en Copiapó (fj. 906), el 
general de brigada Joaquín Lagos Osorio, entonces Comandante en Jefe de la 
I División de Ejército con asiento en Antofagasta (fs. 36 y 37, punto 30 y 
744) y el coronel Eugenio Rivera Desgroux, entonces comandante del Regi-
miento de Infantería N° 15 "Calama", de guarnición en esa misma ciudad (fs. 
115 y 1598). 
Corrobora la existencia de esa delegación la fotocopia de fs. 1873 y 1874 
de la Orden N° 1, extendida en Talca el treinta de septiembre de mil nove-
cientos setenta y tres, por medio de la cual se releva de su cargo de Intendente 
de la Provincia de Talca y comandante del Regimiento de Montaña N° 16 
"Talca" al teniente coronel Efraín Jaña Girón, la que aparece suscrita por el 
general de brigada Sergio Arellano Stark como oficial delegado del Presidente 
de la Junta de Gobierno y Comandante en Jefe del Ejército. 
15°) Que igualmente es relevante volver al testimonio del ex Coman-
dante en Jefe de la I División de Ejército con asiento en Antofagasta, general 
de brigada Joaquín Lagos Osorio, que corre de fs. 23 a 41 y 743 a 746, cuando 
relata que en la tarde del diecinueve de octubre de mil novecientos setenta y 
tres, en un salón preparado para ese propósito en el aeropuerto de Antofagasta, 
dio cuenta al entonces comandante en jefe del Ejército, general Augusto 
Pinochet, de sucesos acaecidos en esa ciudad y en Calama, de los cuales 
responsabiliza a la comitiva encabezada por su oficial delegado general Sergio 
Arellano Stark, entrevista donde aquél negó haber dado tales órdenes y trató de 
comunicarse infructuosamente con Arellano por teléfono, en vista de lo cual le 
dejó recado de regresar de inmediato a Santiago. Agrega el declarante que a 
fines de octubre se le pidió una relación del número y nómina de los ejecutados 
en su jurisdicción, la que confeccionó incluyendo separadamente aquellos 
ajusticiados por la comitiva de Arellano Stark y los muertos por orden de los 
comandantes de guarnición, pero se le ordenó trasladarse a Santiago con todos 
los sumarios de los ejecutados en su territorio jurisdiccional, lo que cumplió 
con un oficio conductor que contenía igual diferenciación, y esa misma noche, 
continúa, el ayudante del comandante en jefe le transmitió la orden de rehacer 
dicha comunicación, omitiéndose lo obrado por Arellano, para refundir todo en 
una sola lista general de fusilados, y fue así como a la mañana siguiente, en 
las oficinas de la propia Comandancia en Jefe del Ejército en Santiago, le 
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escribieron otro documento, ajustándose a las nuevas instrucciones. Final-
mente, manifiesta su extrañeza porque ninguno de los miembros de la comi-
tiva de Arellano ni éste resultaran sancionados, sino que, por el contrario, se 
les premió con ascensos, mandos de gran jerarquía y destinaciones en misiones 
en el exterior. 
De fs. 736 a 738 rola el oficio conductor inicial entregado por el general 
Lagos Osorio y firmado por éste, datado en Antofagasta el treinta de octubre de 
mil novecientos setenta y tres, el cual se advierte con su resumen final tarjado 
y una anotación marginal manuscrita que dice: "No hubo proceso suma-
rísimo", cuya procedencia no se ha determinado. Además, a fj. 735 obra un 
oficio remisor del anterior, suscrito por el mismo general y procedente de la I 
División de Ejército con destinatario el comandante en jefe de la institución. 
16°) Que, en conclusión, los antecedentes reunidos hasta estas alturas 
de las indagaciones hacen procedente por esta Corte la declaración de haber 
lugar a la formación de causa, en relación al senador Pinochet Ugarte, única 
forma de permitir, tanto a los querellantes particulares como a los procesados, 
parlamentario aforado y demás inculpados, a través del paulatino desenvol-
vimiento del proceso, discutir y probar, en su caso, si los hechos materia de 
las numerosas querellas son o no constitutivos de los delitos que en ellas se 
describen y si la convicción del tribunal, en cuanto a la participación culpable 
del congresal en los mismos, pasan más allá de las meras sospechas. 
Y tal como lo hicieron ver esta misma Corte y la Excma. Corte Supre-
ma, al conocer del recurso de amparo formalizado contra el auto de procesa-
miento librado en esta causa, los temas que se ha renovado en esta oportuni-
dad, relativos a la calificación jurídica exacta y firme de los sucesos indagados, 
los efectos de la cosa juzgada que emana de los sobreseimientos definitivos, la 
prescripción de las acciones penales y la aplicación y alcance de la ley de am-
nistía, como asimismo los eventuales exámenes médicos a los que correspon-
dería someter al parlamentario inculpado, deben ventilarse con mayor propiedad 
dentro del litigio penal y ante el juez competente. 
Por estas consideraciones y lo dispuesto en los artículos 5 o , inciso 2 o , y 
58 de la Constitución Política de la República, 141 incisos 1° y 4 o , 292, 293, 
320 y 391 N° I o , circunstancias primera y quinta, del Código Penal y 255 
N° I o , 611, 612 y 618 del Estatuto de Procedimiento Penal, se declara que 
HA LUGAR a la formación de causa respecto del senador vitalicio Augusto 
José Ramón Pinochet Ugarte, por los hechos que han sido materia de la inves-




4. FALLO DE LA CORTE SUPREMA DE CHILE SOBRE EL 
DESAFUERO DEL SENADOR AUGUSTO PINOCHET UGARTE. 
Santiago de Chile, agosto del año dos mil. 
Vistos: 
Se reproduce la sentencia en alzada y se tiene, además, presente: 
I.— EN CUANTO A LOS FINES DEL DESAFUERO Y A LA EXTENSIÓN DE LA 
COMPETENCIA DEL TRIBUNAL QUE DEBE DECLARARLO. 
1) Que, como se ha expresado anteriormente en numerosos fallos sobre 
la materia, el trámite del desafuero tiene como objetivo, exclusivamente, 
proteger a los parlamentarios contra infundadas acciones judiciales penales que 
pudieran intentarse en su contra, permitiéndoles, el mejor cumplimiento de su 
mandato. La finalidad propia de esta gestión es sólo la de decidir si ha o no 
lugar a formar causa a un parlamentario que es inculpado de un delito. Resulta 
fundamental destacar que este trámite o gestión no importa, en caso alguno, un 
juzgamiento del parlamentario, el que deberá llevarse a efecto, si resultare pro-
cedente, por el tribunal de justicia que corresponda, en conformidad con las 
reglas generales. Por lo ya dicho no debe considerarse, tampoco, el desafuero 
como un privilegio a favor de los parlamentarios, sino solamente como una 
garantía para el adecuado desempeño de sus funciones. 
2) Que concordante con lo dicho, la declaración de "haber lugar a for-
marle causa", que menciona el artículo 611 del Código de Procedimiento 
Penal, sólo se traduce en permitir que una investigación se dirija en contra de 
un parlamentario en calidad de sujeto pasivo de la acción penal. Así, por lo 
demás, lo corroboran diversas expresiones empleadas en los artículos 615, 616 
y 618 del Código de Enjuiciamiento Penal, que, respectivamente, aluden a 
"suspender todo procedimiento que al parlamentario se refiera"; a "practicar 
actuaciones que se refieran al Diputado o Senador" y a que el juicio "seguirá 
adelante en relación a los primeros", es decir, los que no sean congresales; 
3) Que, en consecuencia, el criterio que debe seguirse para resolver si se 
formula o no la declaración de haber lugar a la formación de causa en contra de 
un diputado o senador, es el que fluye del contenido del artículo 612 del 
Código de Procedimiento Penal, al disponer que esta declaración procederá 
cuando de los antecedentes del proceso aparezcan en contra del parlamentario de 
que se trate, datos que podrían bastar para decretar la detención del inculpado. 
Esta referencia debe vincularse con lo dispuesto en el N°l del artículo 255 del 
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cuerpo legal precitado, como quiera que en esta última disposición se preceptúa 
que el juez que instruye un sumario podrá decretar la detención cuando estando 
establecida la existencia de un hecho que presente los caracteres de un delito, se 
tengan fundadas sospechas para reputar autor, cómplice o encubridor a aquél 
cuya detención se ordena; 
4) Que igualmente debe destacarse que en estas gestiones de desafuero 
no cabe, por ningún motivo, atender a las exigencias del artículo 274 del 
Código de Procedimiento Penal, siendo, por ende, del todo innecesario entrar a 
analizar, ni menos resolver, si se encuentra justificada la existencia de los 
delitos que se imputan al parlamentario, ni tampoco decidir si concurren o no 
presunciones fundadas, de que a este último le ha correspondido algún tipo de 
participación en los mismos, por cuanto estos aspectos deben ser estudiados de 
un modo privativo por el juez encargado de la sustanciación del proceso penal 
respectivo; 
5) Que no es lícito exceder las limitaciones que impone la naturaleza 
del desafuero de un parlamentario, y que se han reseñado precedentemente, para 
ponderar, en cambio, elementos de juicio que deben calificarse al decidir sobre 
el procesamiento del afectado y menos al dictar sentencia en la causa, pues ello 
sobrepasaría el ámbito de la competencia de los tribunales que deben intervenir 
en la gestión especial de desafuero; 
6) Que, en efecto, como la competencia del tribunal es condición de la 
legitimidad de las decisiones que se emitan en toda tramitación judicial, según 
lo prescriben los artículos 7 o , 10 y 108 del Código Orgánico de Tribunales, en 
armonía con el inciso primero del artículo 7 o de la Constitución Política de la 
República, las que se adopten en relación con la solicitud de desafuero de un 
parlamentario deben ceñirse estrictamente a la regla que encierra el artículo 612 
del Código de Procedimiento Penal y abstenerse de analizar en profundidad 
factores que pudieran determinar en definitiva, la existencia o inexistencia de la 
responsabilidad criminal del inculpado, porque esta es una función propia y 
exclusiva del tribunal competente para conocer de la causa y que debe ejecu-
tarse una vez afinada la indagación de los hechos; 
7) Que, por otra parte, la declaración de hacer lugar a la formación de 
causa al parlamentario afectado, si existiere mérito suficiente, ofrece a ambas 
partes iguales posibilidades de discutir en el proceso los presupuestos de la 
inculpación formulada por el querellante en contra del desaforado y permite a 
éste hacer valer sus alegaciones en abono de su exculpación, propósitos que 
sólo se pueden satisfacer adecuadamente al desarrollarse la investigación de los 
hechos de que conoce el tribunal competente; 
983 
DOCUMENTACIÓN 
8) Que, asimismo, la resolución de desafuero, cuando es procedente, 
significa hacer efectivo, respecto de los ofendidos el derecho a la igual protec-
ción de la ley a través de la acción de la justicia que asegura a todas las perso-
nas el N°3 del artículo 19 de la Carta Política, cuyo ejercicio está limitado por 
el fuero de que gozan los parlamentarios; 
9) Que esbozado este marco conceptual, correspondería examinar si 
concurren en este caso, concretamente respecto del Senador vitalicio Augusto 
Pinochet Ugarte las exigencias necesarias para desaforarlo, puesto que este 
análisis conducirá a resolver si debe confirmarse o bien revocarse la sentencia 
en alzada que declaró su desafuero, pero, atendido que su defensa ha planteado 
cuestiones que inciden en la procedencia y validez de esta gestión, se hace 
indispensable considerarlas antes de entrar al examen de dichas condiciones; 
II.— EN CUANTO A LOS REQUISITOS DEL DEBIDO PROCESO EN UN 
DESAFUERO 
10) Que en su escrito de apelación la defensa del Senador Pinochet objetó 
el presente trámite de desafuero, afirmando que el mismo "no ha podido ni 
puede llevarse adelante, por no respetar las exigencias del debido proceso 
establecidas en la Constitución Política vigente y en tratados internacionales 
ratificados por Chile y que también se encuentran vigentes. Ello por cuanto el 
inculpado no está en condiciones de salud que le permitan defenderse"; 
11) Que en este orden de ideas, asevera también la defensa del Senador 
vitalicio que el desafuero es un juicio penal especial, que debe terminar por 
sentencia definitiva, en la que habrá de declararse si existen o no presunciones 
fundadas o al menos sospechas fundadas, en cuanto a si su representado tuvo o 
no participación en delitos de suma gravedad, en vista de todo lo cual no debió 
llegarse a la audiencia de alegatos ante la Corte de Apelaciones de Santiago, 
sin que previamente se hubiesen dispuesto exámenes médicos que permitieran 
justificar que el estado de salud le impide defenderse en esta causa; 
12) Que debe consignarse, para lo que aquí corresponde decidir, que en el 
segundo acápite del fundamento 16° del fallo de primera instancia se dejó 
establecido que, entre otros temas planteados por la defensa del senador de cuyo 
desafuero se viene tratando, el relativo a "los eventuales exámenes médicos a 
los que correspondería someter al parlamentario inculpado deben ventilarse con 
mayor propiedad dentro del litigio penal y ante el juez competente", lo que 
despeja toda reserva en torno a si el fallo en alzada se pronunció sobre la 
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práctica de dichos exámenes médicos indicando, según se puede apreciar, la 
oportunidad y la sede procesal en que ellos deben llevarse a efecto; 
13) Que, como puede observarse de lo expresado precedentemente, lo 
sustancial de la argumentación del apelante reside en sostener que el desafuero 
constituye un "juicio o proceso" que, como tal, se encuentra sujeto a la nece-
sidad de observar las formas de un "debido proceso legal", según la Consti-
tución Política y tratados vigentes sobre la materia; 
14) Que para determinar la naturaleza jurídica de la gestión de desafuero, 
es útil examinar, brevemente, su desarrollo en nuestro constitucionalismo 
histórico. La Constitución Política del Estado de 1823, en el N° 26 de su 
artículo 39 dispuso que "en las acusaciones y causas criminales juzga a los 
Senadores la Suprema Corte de Justicia, declarando previamente la Cámara 
Nacional haber lugar a la formación de causa por consulta del Senado". Resulta 
necesario aclarar que la "Cámara Nacional" era una reunión de consultores 
nacionales, en una Asamblea momentánea, que reglamentaban los artículos 60 
al 94 de la misma Carta. Con posterioridad, la Contitución Política de la 
República de 1828, en su artículo 44, estableció "Ningún Diputado o Senador 
podrá ser acusado criminalmente desde el día de su elección, sino ante su 
respectiva Cámara, o la Comisión Permanente, si aquélla estuviere en receso". 
Si el voto de las dos terceras partes de ella, declarase haber lugar a la formación 
de causa, quedará el acusado suspenso de sus funciones legislativas y sujeto al 
tribunal competente". 
A su turno, la Constitución de la República Chilena de 1833, en sus 
artículos 15 y 16 otorgó a cada Cámara la facultad exclusiva de allanar el fuero 
de sus respectivos miembros y declarar si había lugar a la formación de causa, 
declaración sin la cual los tribunales ordinarios no podrían proceder en contra 
de un parlamentario. Concordantemente con lo anterior, los artículos 656 y 
657 del Código de Enjuiciamiento Penal, vigentes en la época de la aludida 
Constitución, preceptuaban lo siguiente: 
"Artículo 656. Ningún tribunal, aunque halle mérito para imputar un 
delito a un senador o diputado, procederá contra él sino cuando la Cámara res-
pectiva o la Comisión Conservadora, en su caso, declare que ha lugar a for-
marle causa." 
"Artículo 657. Tan pronto como de los antecedentes del proceso o de la 
información rendida, a petición de parte, aparezcan contra un senador o 
diputado, datos que podrían bastar para decretar la detención de un inculpado, el 
juez de primera instancia elevará los autos al Tribunal de Alzada correspon-
diente, a fin de que, si halla mérito, solicite de la Cámara la declaración que ha 
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lugar a formarle causa. Si viendo el proceso por cualquier motivo, el tribunal 
de alzada hallare mérito, pronunciará un auto para pedir el desafuero de un 
Senador o Diputado"; 
15) Que estos sistemas, de entregar a cada Cámara la decisión sobre el 
desafuero de sus respectivos miembros -y que todavía existe en muchos países-
no obtuvo buenos resultados en el nuestro, y se estimó necesario, como señala 
un connotado tratadista de Derecho Constitucional, extirparlo en su raíz, 
quitando "al Congreso una facultad que ofrecía el peligro de ser ejercida con 
criterio político". Agrega el mismo autor, que "la Constitución de 1925, rea-
lizó la reforma; quitó al Congreso toda injerencia en las gestiones sobre 
allanamiento del fuero parlamentario y las entregó a los Tribunales de Justicia. 
Pero no olvidó que el privilegio del Diputado o senador, obedece a razones de 
interés público y trató de revestir las resoluciones que se dictan de la mayor 
seriedad posible. De allí que con arreglo a sus disposiciones el fuero sólo 
puede ser allanado por una Corte de Apelaciones, reunida en Tribunal Pleno; de 
la resolución que pronuncie puede apelarse ante la CorteSuprema. Queda así 
garantido el parlamentario en su inviolabilidad y conjurado el peligro de la 
denegación de justicia. 
"La aplicación de las disposiciones de la Constitución en la práctica ha 
dado buenos resultados. Nuestros tribunales son garantía de que ni los intereses 
ni la pasión política perturbarán su criterio para aplicar la Ley con la estrictez 
que ella exige, pero sin que juegue papel alguno el móvil político". (Carlos 
Estévez G. "Reformas que la Constitución de 1925 introdujo a la de 1833. 
Pág. 25); 
16) Que no se puede dejar de acotar, en cuanto a esta última aseveración 
de Carlos Estévez que, efectivamente, esta Corte no tiene otro medio de 
resolver el caso, actualmente sometido a su decisión, que a través de la 
aplicación de las reglas de derecho pertinente. Enseñaba Benjamin Cardozo, 
refiriéndose a la naturaleza de la función judicial:" el Juez, como interprete, en 
representación de la Comunidad, de su sentido del derecho y del orden, debe 
subsanar omisiones, corregir incertidumbres y armonizar los resultados de la 
justicia a través de un método de libre decisión". Un tratadista argentino, por 
su parte, se ha encargado de precisar, en conceptos referidos a la Corte Supre-
ma de su país, pero que son también aplicables a este Tribunal que "a pesar de 
que la Corte Suprema, como cabeza del Poder Judicial, es un poder político, 
ello no implica que ejerza una política partidaria oficialista. Si esto último 
sucediera, la justicia dejaría de ser un órgano independiente y de control, para 
convertirse en un apéndice de los Poderes Ejecutivo o Legislativo. 
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La sola sospecha de que el Poder Judicial se convierta en instrumento de 
los otros dos poderes, para que éstos, a través suyo, logren resolver situaciones 
que por las vías políticas propias no pueden, provocaría una seria crisis insti-
tucional". (Roberto Dromi. "Los Jueces". Ediciones Ciudad Argentina. Pág. 
128). 
17) Que, ahora, siguiendo con el desarrollo histórico del tema del desa-
fuero, corresponde señalar que fue, precisamente, en razón de las motivaciones 
políticas a que hizo referencia el tratadista Carlos Estévez, que los artículos 33, 
34 y 35 de la Constitución Política de 1925 establecieron un nuevo sistema 
para el desafuero, el que se mantuvo en los incisos 2 o , 3 o y 4 o , del artículo 58 
de la Carta vigente. Producida la reforma Constitucional de 1925, por otra 
parte, el Decreto-Ley N°554 del mismo año, modificó el Título IV del Libro 
III del Código de Procedimiento Penal, artículos 656 al 663, a fin de adaptarlos 
a la mencionada reforma, otorgándoles la misma redacción que presentan los 
actuales artículos 611 al 618 del citado Cuerpo legal; 
18) Que lo dicho es concluyente, en concepto de esta Corte, para demos-
trar que la gestión de desafuero no reviste los caracteres propios de un juicio o 
proceso. Ciertamente no lo era cuando, bajo el imperio de las Constituciones 
de 1823, 1828 y 1833, conocía de la gestión la Cámara a la que pertenecía el 
Diputado o Senador al que se pretendía desaforar, y tampoco adquirió este 
carácter cuando la Reforma del año 1925, trasladó la competencia, en primera 
instancia, a las Cortes de Apelaciones respectivas y en segundo grado a esta 
Corte Suprema. La materia y naturaleza de la gestión siguió siendo la misma, 
sólo existió un cambio de la autoridad encargada de resolverla; 
19) Que cabe preguntarse entonces ¿cuál sería la naturaleza jurídica de la 
gestión de desafuero?. Pues no es otra que la correspondiente a una condición 
de procedibilidad, un requisito o condición habilitante para poder actuar crimi-
nalmente en contra de un Diputado o Senador. La doctrina científica, en gene-
ral, ha considerado el desafuero como un "prepoceso"; un "antejuicio"; como 
un trámite de "diligencias previas"; "un presupuesto de admisibilidad"; o, por 
último, un "requisito de perseguibilidad".A partir de un presupuesto de carácter 
subjetivo, la calidad de Diputado o Senador de una persona que aparece como 
imputada en un juicio penal, se refuerzan sus garantías procesales penales y se 
exige una autorización previa para proceder en su contra la que incidirá directa-
mente, y, en mayor o menor medida, en un juicio penal pendiente. En efecto, 
la falta de autorización, en nuestro derecho positivo, puede posibilitar la 
oposición de la excepción contemplada en el N° 8 del artículo 433 del Código 
de Procedimiento Penal, que se refiere, precisamente, a la "falta de autorización 
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para procesar en los casos que sea necesaria con arreglo a la Constitución o a 
las leyes", excepción que puede hacerse valer en alguna de las formas a que se 
refieren los artículos 433 y 434 del citado Código y que, según sea acogida o 
denegada, dará lugar a alguna de las situaciones previstas en los artículos 442 y 
617 del mismo Cuerpo legal; 
20) Que establecido, como ha quedado, que la gestión de desafuero no 
tiene los caracteres de un juicio o proceso debe, lógicamente, concluirse que a 
ella no le resultan aplicables las garantías del "debido proceso". Con todo, esta 
Corte analizará esta institución, a fin de resolver si, en la presente gestión, se 
han vulnerado alguno de los principios que se incluyen en este concepto. El 
debido proceso legal constituye una institución de la más antigua raigambre 
jurídica. Se ha estimado que del Capítulo 39 de la Carta Magna Inglesa de 
1215 se desarrolló este derecho de los barones normandos, frente al Rey "Juan 
Sin Tierra" a no sufrir arresto o prisión arbitrarios, y a no ser molestados ni 
despojados de su propiedad sin el juicio legal de sus pares y el debido proceso 
legal. El pasaje pertinente de la Carta Magna mencionada decía: "Ningún 
hombre libre deberá ser arrestado, o detenido en prisión, o desprovisto de su 
propiedad, o de ninguna forma molestado; y no iremos en su busca, ni 
enviaremos por él, salvo por el juzgamiento legal de sus pares y por la ley de 
la nación". Esta norma fue una proscripción del castigo arbitrario y de las 
ilegales violaciones a la libertad personal y de los derechos de propiedad. 
Garantizaba, en suma, el derecho a un juicio justo y a una justicia honesta. No 
se pretendía tanto configurar una forma particular de juicio, sino más bien 
resaltar la necesidad de protección ante actos arbitrarios de encarcelamiento, 
desposesión de bienes e ilegalidades que el Rey Juan había cometido o tole-
rado. En este mismo sentido, el año 1776, la Declaración de Derechos de 
Virginia desarrolló el concepto del debido proceso al exigir que: "VIII.- En toda 
persecución criminal, el hombre tiene derecho a averiguar la causa y la 
naturaleza de su acusación, a ser careado con los acusadores y testigos, a produ-
cir las pruebas a su favor y a ser juzgado rápidamente por un jurado impar-
cial...", "que no puede ser impelido a declarar contra si mismo; que ningún 
hombre puede ser privado de su libertad sino según la ley del país o el juicio 
de sus pares". En términos muy similares, la V enmienda de la Constitución 
de los Estados Unidos de América, en su parte final, estableció que a ninguna 
persona "se le privará de la vida, la libertad o la propiedad sin el debido proceso 
judicial". 
21) Que este concepto del debido proceso -incorporado en el ordena-
miento institucional chileno a partir del artículo 18 del Reglamento 
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Constitucional de 1812 y reiterado en los artículos 122 de la Constitución de 
1823, 11° de la Constitución de 1833 y 11° de la Constitución de 1925-, 
continuó desarrollándose para conseguir la armonía de dos grandes intereses en 
juego, el interés social, perjudicado o atemorizado por la comisión de un delito 
y el interés individual, puesto en peligro por el obligado sometimiento a un 
juicio penal. En resumen, en la actualidad, se estima que el concepto del 
debido proceso comprende el pleno derecho a la jurisdicción y, como lo señala 
un autor, que formó parte de la Comisión de Estudios de la Nueva Consti-
tución de 1980, "los elementos que constituyen un racional y justo procedi-
miento son los siguientes, de un modo muy escueto: 1) Notificación y audien-
cia del afectado, pudiéndose procederse en su rebeldía si no comparece una vez 
notificado; 2) Presentación de las pruebas, recepción de ellas y su examen; 3) 
Sentencia dictada en un plazo razonable; 4) Sentencia dictada por un tribunal u 
órgano imparcial u objetivo, y 5) Posibilidad de revisión de lo fallado por una 
instancia superior igualmente imparcial y objetiva". (Enrique Evans de la 
Cuadra. "Los Derechos Constitucionales". Editorial Jurídica de Chile. Tomo 
II, pág. 29). 
22) Que todos estos elementos están contemplados en nuestro actual 
proceso penal, naturalmente con las imperfecciones propias de un sistema 
inquisitivo que es el que actualmente nos rige y que, como es sabido, se en-
cuentra en trámites legislativos de cambio, pero es posible advertir que lo que 
la defensa del senador Pinochet ha pretendido es anticipar las exigencias de ese 
"debido proceso" a una etapa anterior al mismo, pretendiendo que se aplique a 
un privilegio, como lo es el fuero, que implica sólo un obstáculo para el 
normal ejercicio de una acción penal en su contra, normas que rigen para el 
supuesto en que ya haya sido autorizado su juzgamiento para ante el tribunal 
competente. Se ha tratado, en consecuencia, en este trámite, acudiendo a la 
invocación de derecho a un "debido proceso", de conseguir u obtener la decla-
ración de una falta de responsabilidad penal total, a la que conduce el sobre-
seimiento definitivo decretado de acuerdo con el artículo 617 del Código de 
Procedimiento Penal, en los supuestos que se resuelve no haber lugar a la 
formación de causa. La defensa del senador Pinochet se ha preocupado también 
de colocar de relieve las consecuencias, para él nada triviales, derivadas del 
hecho de acogerse el desafuero de un Diputado o Senador, como es la de quedar 
suspendido, aunque sea provisionalmente en el ejercicio de su cargo, pero 
ninguna alusión hace a las consecuencias, evidentemente más graves y perma-
nentes, que produce la resolución que no da lugar a la formación de causa, que 
puede lesionar derechos fundamentales de terceros al poner término, en forma 
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definitiva e irrevocable, en lo que respecta al Diputado o Senador favorecido 
con esta última decisión, al procedimiento judicial en lo criminal; 
23) Que, además, resulta conveniente destacar que la declaración de 
desafuero puede ser efectuada por el tribunal de alzada sin oír a ninguna de las 
partes y de oficio, según resulta de lo dispuesto en el inciso 2° del artículo 612 
del Código de Procedimiento Penal. En el presente caso, en cambio, la defensa 
del Senador Pinochet fue ampliamente desplegada a través de todo un equipo de 
abogados, según ha sido de público y notorio conocimiento; 
24) Que la defensa del Senador Pinochet ha invocado, asimismo, en su 
apoyo las disposiciones de la "Convención Americana Sobre Derechos Huma-
nos", conocida también como "Pacto de San José de Costa Rica", y del "Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos". La Convención, en su artículo 
8 o , bajo el título de Garantías Judiciales, enuncia una serie de principios que 
deben regir la tramitación de los procedimientos judiciales y, en la primera 
parte de su numeral I o , establece que "Toda persona tiene derecho a ser oída, 
con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, 
en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella...". En 
términos similares se contempla esta misma garantía en el artículo 14 del 
pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Se trata, en estos dos 
casos, de establecer garantías que recibirán aplicación en el desarrollo de un 
proceso penal, al interior del juicio, pero que no pueden ser anticipadas al 
trámite de una autorización previa para procesar, como lo es la presente, en la 
que, por lo demás, según ya se ha dicho, el Senador de cuyo desafuero se trata, 
recibió amplia asesoría técnica; 
25) Que se ha pretendido también por la parte apelante que el estado de 
salud del Senador Pinochet no le ha permitido defenderse en este trámite de 
desafuero. Al efecto, se sostiene en la minuta de alegatos, puesta a disposición 
del tribunal, precisamente, por su abogado defensor, en forma textual lo 
siguiente: "la misma Ley 18.857 introdujo el actual art. 349, que ordenó 
perentoriamente al juez someter a examen mental a los inculpados o encau-
sados sordomudos o mayores de 70 años. Es obvio que tal examen se exige 
porque de su resultado va a depender que el tribunal quede debidamente infor-
mado acerca de si el inculpado o encausado está en condiciones de hacer uso de 
los derechos procesales antes introducidos por el mismo cuerpo legal, esto es, 
el derecho a ser informado y a formular descargos, así como la larga lista de 
derechos contenidos en el nuevo artículo 67". En otras palabras, se considera 
como evidente por el abogado defensor que el examen mental exigido por el 
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artículo 349 del Código de Procedimiento Penal se encuentra vinculado al 
derecho de defensa del inculpado, pero esto no resulta exacto, a menos que se 
considere que ese derecho de defensa involucra el de obtener a favor del incul-
pado o encausado una exención de responsabilidad penal basada en el estado de 
salud mental y alegada fuera del proceso penal correspondiente. 
26) Que es útil recordar que el artículo 349, ya citado, si bien fue incor-
porado al Código de Procedimiento Penal por la Ley N° 18857, de 6 de 
diciembre de 1989, tuvo un origen muy anterior a su consagración legislativa. 
En efecto, este precepto se originó en el Proyecto de Modificaciones al Código 
de Procedimiento Penal, elaborado por el ex Ministro de la Corte de Apela-
ciones de contenido se ligó al derecho de defensa del inculpado en su aspecto 
procesal, sino, más bien, a una defensa de fondo: la existencia de una posible 
anomalía mental que pudiera llevar a la dictación de un sobreseimiento 
definitivo por la causal de locura o demencia. Así lo dijo el propio autor del 
precepto en referencia: "las modificaciones que se insertan en este Título, - se 
refieren al denominado "De la identificación del delincuente y sus circuns-
tancias personales". Título VII del Libro II del Código de Procedimiento 
Penal. Se refieren especialmente...b) A la imposición del examen mental 
siempre que se atribuya a un reo un delito que pueda acarrearle una pena muy 
grave cuando fuere sordomudo o mayor de setenta años. Esta es una medida de 
previsión en los casos en que es legítimo sospechar alguna anomalía en la 
mente del reo." ("Explicaciones del Articulado del Trabajo Preparatorio que 
modifica el Código de Procedimiento Penal". Rubén Galecio Gómez. Pág. 
84); 
27) Que el Proyecto Galecio fue llevado a tramitación legislativa y en la 
"Exposición de Motivos del Ministerio de Justicia, redactada por el propio 
Rubén Galecio Gómez, se dijo que la alteración al "artículo 349 tendía a hacer 
obligatorio el informe mental en eventos en que el delito se encuentra muy a 
menudo relacionado con el estado mental del reo: en el primer caso por la 
gravedad de aquél; en el segundo por la anormalidad física; y en el tercero por-
que generalmente los ancianos no delinquen estando en su sano juicio."(Diario 
de sesiones. Cámara de Diputados. Legislatura Extraordinaria. Sesión 1 I o , en 
jueves 20 de noviembre de 1969). 
28) Que, en conclusión, por todo lo dicho, resulta inaceptable que en 
nuestro derecho el deficiente estado de salud mental de un imputado en un 
proceso penal pueda afectar su derecho de defensa enjuicio. Según la época en 
que esa anomalía se presente, ella podrá dar origen a alguna de las situaciones 
previstas en los artículos 408 N° 4, 409 N° 3, 421 o 682 y siguientes, todos 
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del Código de Procedimiento Penal, pero no será apta para evitar un juzga-
miento por un tribunal competente, siendo éste, en todo caso, el único califi-
cado, dentro del respectivo juicio penal, para decidir en torno a la existencia, 
gravedad y consecuencias de las pretendidas deficiencias mentales. 
III.— EN CUANTO AL JUICIO POLÍTICO COMO CONDICIÓN PREVIA AL 
ENJUICIAMIENTO DE UN EX-PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
29) Que en su escrito de apelación, la defensa del senador Pinochet 
renovó sus planteamientos en cuanto a que este último no podía ser juzgado 
por el Poder Judicial en relación con una pretendida participación en ilícitos 
que, de haber existido, revestirían la condición de "actos de su administración" 
como Jefe de Estado, calidad que investía cuando tal participación habría tenido 
lugar, "sin que antes se haya acogido por el Senado de la República una 
acusación constitucional aprobada por la Cámara de Diputados, lo que no 
sucedió en el presente caso". 
30) Que una revista de la normativa constitucional que ha regido con 
anterioridad en la materia, revela que únicamente la Carta de 1828 concedió 
inmunidad a un ex Presidente de la República, después de vencido el plazo para 
la revisión de su gestión por la vía del residenciamiento. Según su artículo 81, 
"el Presidente y Vicepresidente no podrán ser acusados durante el tiempo de su 
Gobierno, sino ante la Cámara de Diputados y por los delitos señalados en la 
parte segunda del artículo 47, Capítulo VII de la Constitución. La acusación 
puede hacerse en el tiempo de su gobierno o un año después" y "pasado este 
año, que es el término designado a su residencia, ya nadie podrá acusarlos por 
delito alguno cometido durante el período de su gobierno", al tenor del artículo 
82 de la misma Constitución; 
31) Que ningún cuerpo constitucional posterior contuvo una disposición 
de esa índole, si bien la Carta de 1833, que permitió acusar al Presidente de la 
República en el año siguiente a la conclusión de su mandato, lo dejó a salvo 
de acusaciones políticas durante su ejercicio. Bajo el imperio de este texto y 
hasta la reforma de 1874, la acusación constitucional acogida significaba un 
verdadero enjuiciamiento penal del afectado por parte del Senado, que contaba 
con poderes discrecionales, "ya sea para caracterizar el delito, ya sea para dictar 
la pena" y en contra de su resolución no procedía "apelación ni recurso 
alguno", conforme el artículo 98; 
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32) Que, a su vez, la Constitución de 1925 en el N°l de su artículo 39 
autorizó iniciar el juicio político en contra, entre otros funcionarios, del 
Presidente de la República ante la Cámara de Diputados, "por actos de su 
administración en que haya comprometido gravemente el honor o la seguridad 
del Estado o infringido abiertamente la Constitución o las leyes", estable-
ciendo que "Esta acusación podrá interponerse mientras el Presidente esté en 
funciones y en los seis meses siguientes a la expiración de su cargo" y 
asignando al Senado la atribución exclusiva de conocer de las acusaciones 
entabladas por la Cámara de Diputados con arreglo a dicho precepto, en la 
forma señalada en el N°l del artículo 42 de la misma Carta Política. 
33) Que la existencia y regulación del juicio político en la Constitución 
de 1925 determinó que los tribunales de justicia durante el término fijado para 
iniciarlo sólo pudieran hacer efectiva la responsabilidad criminal pública, es 
decir, la derivada de los actos ejecutados en la administración de un Presidente, 
en el caso que el afectado fuese declarado culpable por el Senado al cabo de ese 
procedimiento. Esto importa una especie de fuero procesal, basado en la 
necesidad de resguardar el eficiente desempeño de la función de gobernar y 
administrar el país, sin las perturbaciones que podría irrogar una multiplicidad 
de denuncias o querellas injustificadas ante los Tribunales por las actuaciones 
propias de esa administración; 
34) Que el procedimiento de acusación constitucional, en su carácter de 
antejuicio de orden político, configura un trámite previo indispensable para 
abrir la posibilidad de someter a la Justicia Ordinaria al funcionario cuya culpa-
bilidad establecía el Senado. (Daniel Schweitzer S. "Juicio Político o Acusa-
ción Constitucional", Revista de Derecho y Jurisprudencia, Tomo LII, I a 
parte, pág. 140); 
35) Que esa restricción a la acción de los tribunales ordinarios no puede 
mantenerse una vez transcurrido el plazo dentro del cual debe deducirse la 
acusación constitucional respecto de un Presidente o ex Presidente de la Repú-
blica, ya que no existe norma alguna que permita extender dicho privilegio 
más allá del término fijado por el constituyente. En este sentido, es útil citar 
lo expresado por Leónidas Vial Palma al concluir su estudio sobre "El Juicio 
Político " , Santiago, 1934 pag.72:" Terminaremos diciendo que la extinción 
de la responsabilidad política de los funcionarios públicos no lleva aparejada la 
desaparición de sus responsabilidades civil y penal, que pueden ejercitar en su 
contra los particulares conforme a las reglas del derecho común"; 
36) Que estos razonamientos no son sino aplicación de la regla que deter-
mina que todo privilegio procesal, como el juicio político, debe poseer la 
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misma transitoriedad de la función que ampara, de modo que, una vez alejada la 
autoridad de su cargo, no puede subsistir una protección que la sustraiga del 
juzgamiento de los tribunales de justicia, para asegurar el ejercicio de la 
función que cumplía. Con el regreso a la vida particular de los funcionarios 
acusables ante la Cámara de Diputados, ellos "ninguna garantía pueden invo-
car", pues "el apartamiento del cargo no puede generar la irresponsabilidad del 
funcionario culpable" (Luis Cousiño Mac-Iver, "La responsabilidad penal del 
funcionario en la Constitución Política", en "Gabriel Amunátegui: "Memoria 
y Homenaje" facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de 
Chile, 1961, págs. 51 y 53); 
37) Que como el procedimiento de juicio político que consultan los 
artículos 48 N°2 y 49 N°l de la Constitución de 1980 es, en lo pertinente a la 
materia, sustancialmente igual al regulado por la Carta de 1925, lo expuesto 
en los considerandos que anteceden es del todo valedero respecto de las acusa-
ciones que pueden entablarse en ese procedimiento constitucional contra de un 
Presidente o ex Presidente de la República, así como de la limitación temporal 
que dicho antejuicio político impone al ejercicio de la función jurisdiccional de 
los Tribunales. De suerte que es dable admitir que también bajo el imperio de 
la actual Ley Fundamental, "concluido el periodo presidencial y los seis meses 
que le siguen, quedan facultadas las personas agraviadas con la actuación del 
Primer Mandatario para interponer las acciones civiles y penales que corres-
pondan y ellas serán acogidas en cuanto no hayan sido objeto de prescripción 
de acuerdo con la naturaleza de las que se promuevan" (Alejandro Silva 
Bascuñán, "Tratado de Derecho Constitucional" Tomo V, 2 a Edición, Editorial 
Jurídica de Chile, Santiago, 2000, pág. 92); 
38) Que, en tal virtud, fuerza es concluir que pasado el término dentro del 
cual puede deducirse una acusación constitucional en contra de un Presidente o 
ex Presidente de la República, no hay razón alguna para vedar o restringir la 
aplicación de las potestades jurisdiccionales exclusivas de los Tribunales de 
investigar y perseguir, en su caso, los delitos perpetrados en su adminis-
tración, aunque no se haya producido previamente su condena en juicio polí-
tico. Ello teniendo presente, además, que un predicamento contrario pugna 
tanto con las garantías de la igualdad a la ley y de la igual protección de la ley 
en el ejercicio de los derechos que reconocen los N°s. 2 y 3 del artículo 19 de 
la Constitución vigente, cuanto con el principio general de la responsabilidad 
de toda autoridad pública que recogen y afirman, entre otras disposiciones, los 
artículos 6 o y 1° de la misma Ley Fundamental; 
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39) Que, al margen de lo expuesto, debe anotarse que la acusación que el 
N° 1 del artículo 48 de la Carta Política vigente permite entablar ante la 
Cámara de Diputados respecto de un Presidente de la República por "actos de 
su administración que hayan comprometido gravemente el honor o la seguridad 
de la Nación o infringido abiertamente la Constitución o las leyes" y que 
contemplaba en análogos términos la letra b) del artículo 39 de la Constitu-
ción de 1925, jurídicamente no pudo deducirse en contra del apelante y por las 
situaciones descritas en la sentencia en alzada; 
40) Que en las fechas en que tales hechos tuvieron lugar, el ejercicio del 
Poder Ejecutivo, -que comprende la administración del país, conforme lo 
indicaba el articulo 71 de la Constitución de 1925 y lo reitera el articulo 24 de 
la Carta de 1980- no era función privativa del querellado, sino correspondía a la 
Junta de Gobierno, por mandato del decreto ley N° 1, de 11 de septiembre de 
1973, interpretado por el articulo I o del decreto ley N°128, de 16 de noviembre 
del mismo año, que declaró que "la Junta de Gobierno ha asumido desde el 11 
de septiembre de 1973 el ejercicio de los Poderes Constituyente, Legislativo y 
Ejecutivo"; 
41) Que aun cuando al querellado le correspondió la presidencia de la 
Junta de Gobierno, de acuerdo con el N°2 del aludido decreto ley N°l , de 1973. 
esa función no importaba la exclusividad en el desempeño del Poder Ejecutivo, 
que se hallaba radicado en la Junta de Gobierno, junto con las demás potestades 
estatales; 
42) Que, como no hay mayores antecedentes de que las actuaciones a que 
se refirió el fallo en alzada al configurar las sospechas fundadas en que basó el 
desafuero, fueran de la Junta de Gobierno, sino por el contrario constituyeron 
acciones individuales directas del apelante en su calidad de Comandante en Jefe 
del Ejército, no cabe encuadrarlas en el concepto de "actos de administración" 
del Poder Ejecutivo, para los efectos del juicio político establecido en la Carta 
de 1925; 
43) Que el desempeño exclusivo del Poder Ejecutivo por parte del ape-
lante sólo vino a producirse con posterioridad a esos hechos, merced al decreto 
ley N° 527, de 26 de junio de 1974, modificado por el decreto ley N°806, de 17 
de diciembre del mismo año, sobre Estatuto de la Junta de Gobierno, cuyo 
artículo 7 prescribió en su inciso primero, que "el Poder Ejecutivo es ejercido 
por el Presidente de la Junta de Gobierno, quien con el título de Presidente de 
la República de Chile, administra el Estado y es el Jefe Supremo de la Nación, 




44) Que aunque las acciones descritas en la sentencia apelada hubiesen 
correspondido a la Junta de Gobierno y no al apelante en el ejercicio de la 
Comandancia en Jefe del Ejército, ellas mal podrían haber dado lugar a un 
juicio político, pues como el decreto ley N°27, de 24 de septiembre de 1973, 
ordenó la disolución del Congreso Nacional a contar de esa fecha, no existió la 
posibilidad que la misma Junta, que tenía la suma de los poderes del Estado, se 
instruyera a sí misma el juicio establecido en los artículos 39 y 42 de la 
Constitución de 1925 por actos propios, sin contar, además, la carencia de un 
procedimiento para llevarlo a efecto con sus distintas y sucesivas fases de 
investigación y acusación y de posterior juzgamiento del imputado; 
45) Que confirman esta conclusión las posteriores normas de los 
artículos 11, 13 y 14 del decreto ley N°527, de 1974, que explícitamente asig-
naron a la Junta de Gobierno, funciones especificas que correspondían al 
Senado, sin concederle, en cambio, facultades para conocer y resolver un juicio 
político en contra del titular del Poder Ejecutivo o de sus funcionarios, entre 
ellos, también los Generales y Almirantes de las fuerzas armadas; 
46) Que, a su vez, la Vigesimoprimera Disposición Transitoria de la 
Constitución Política de 1980, previno que durante el período a que se refería 
la Decimotercera Disposición Transitoria y hasta que entraran en funciones el 
Senado y la Cámara de Diputados, no serían aplicables, entre otros preceptos 
de la Constitución, los del Capitulo V sobre el Congreso Nacional, con las 
excepciones señaladas en la misma Disposición Transitoria, que no se refi-
rieron al procedimiento de juicio político regido por sus artículos 48 N°2 y 49 
N°l; 
47) Que el articulo 3 o transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del 
Congreso Nacional, N°18.918, de 5 de febrero de 1990, declaró que "de acuerdo 
con lo previsto en el articulo 19, N°3 inciso cuarto, y en la disposición 
vigésima primera transitoria letra b) de la Constitución Política, las acusa-
ciones a que se refiere el artículo 48 N°2 de la Constitución, sólo podrán 
formularse con motivo de actos realizados a contar del 11 de marzo de 1990", 
lo que vedó al Congreso Nacional elegido bajo la Carta de 1980, la sustan-
ciación de juicio político al querellado y a otras autoridades del Gobierno 
anterior; 
48) Que de las normas relacionadas fluye que respecto de los hechos 
descritos en la sentencia apelada, nunca pudo intentarse la acusación consti-
tucional que establecían los artículos 39 N°2 y 42 N°l de la Carta de 1925 y 
que regulan los artículos 48 N°2 y 49 N°l del cuerpo constitucional vigente, 
de suerte que no es legítimo invocar la carencia de un juicio político en contra 
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del apelante para sustraerlo de la acción de los Tribunales. Pues, como bien lo 
apuntara Alejandro Silva Bascuñán en su trabajo sobre la "Responsabilidad del 
Jefe del Estado" (Gaceta Jurídica Anexo 48/Junio-1984), aludiendo a la 
"situación de la responsabilidad funcionaría del Jefe de Estado, al no haber 
juicio político, ni estar señalada autoridad alguna que conozca de él" y "sos-
tener sobre tales presupuestos que el Jefe de Estado no puede en este período 
ser perseguido por su actuación funcionaría, parece incompatible con las bases 
esenciales del Estado de Derecho que desarrolla la Carta Fundamental. Baste 
recordar, desde luego, el principio de responsabilidad de los órganos y auto-
ridades del Estado reiteradamente sentado en numerosas disposiciones de la 
Carta y del que no puede eximirse precisamente aquél que asume la suprema 
autoridad prevista en ella y que puede tener por ello el más alto grado de 
culpabilidad"; 
49) Que, por último, razones éticas y jurídicas elementales impiden 
aceptar que no pueda ser sometido a enjuiciamiento criminal, y resulte conse-
cuentemente eximido de manera anticipada de toda posible responsabilidad de 
este carácter, quien, por no haber sido privado previamente de su inmunidad 
procesal -si es que hubiere gozado de ella- a través del procedimiento de la 
acusación constitucional, y en circunstancias que se desempeño durante perío-
dos de inexistencia del Congreso Nacional, organismo naturalmente llamado a 
incoar ese juicio político en contra de determinados funcionarios, posterior-
mente participó en forma personal y directa en la aprobación de la normativa 
que determinó que ese parlamentario estuviera en la imposibilidad jurídica de 
instruir dicho juicio. En este orden de consideraciones, se opone a la alegación 
de la defensa, la teoría de los actos propios, que en cualquier ámbito del 
Derecho repudia la posibilidad de reportar beneficios indebidos de las actua-
ciones anteriores del interesado, cuya aplicación necesariamente conduce en la 
especie al rechazo de una exención de responsabilidad criminal basada en la 
ausencia de juicio político derivada precisamente de disposiciones dictadas con 
el concurso de su representado; 
50) Que, en suma, por lo expresado en las consideraciones que preceden, 
esta Corte no puede sino rechazar la alegación de la defensa del apelante acerca 
de la supuesta falta de jurisdicción de los tribunales, tanto porque, en las 
Constituciones de 1925 y 1980 no hay impedimento para juzgar a un ex 
Presidente después que transcurre el plazo para iniciar un juicio político en su 
contra, cuanto porque en virtud de los motivos expuestos en los considerandos 
que anteceden, esas acciones no pueden haber pertenecido a los actos de admi-
nistración del Poder Ejecutivo radicado en la Junta de Gobierno y no en el 
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desaforado y, en todo caso, la normativa dictada en la materia impedía 
absolutamente intentar una acusación constitucional en su contra o de esta 
Junta. 
IV.— EN CUANTO A LOS REQUISITOS QUE HACEN PROCEDENTE LA 
DECLARACIÓN DE DESAFUERO 
A) HECHOS QUE PRESENTEN LOS CARACTERES DE UN DELITO 
51) Que por lo que se refiere a la tipificación de los delitos de secuestro, 
se ha sostenido en estrados por la defensa del senador Pinochet, que ellos no 
podrían entenderse configurados porque lo que consta en autos es que las 
supuestas víctimas de tales ilícitos habrían sido "sustraídas" de los lugares en 
los cuales se encontraban privadas de libertad y no "encerradas" o "detenidas" 
como lo exige el tipo contenido en el artículo 141 inciso primero del Código 
Penal. Pero tal argumento no puede ser aceptado pues, en verdad, para ser 
"encerradas" o "detenidas" las víctimas de un secuestro tienen usualmente que 
ser "sustraídas" del lugar en que previamente se encontraban; de suerte que 
entre la conducta de "sustraer" y las de "encerrar" y "detener" no existe contra-
dicción alguna sino, por el contrario, una sucesión lógica de antecedente a 
subsecuente; 
52) Que mucho menos puede sostenerse, como también se ha insinuado, 
que las víctimas en los delitos a que nos estamos refiriendo no podrían haber 
sido "detenidas" o "encerradas" porque se encontraban privadas de libertad antes 
de que desplegaran su actividad los procesados en estos autos; pues con esa 
alegación se ignora que, si bien las víctimas estaban efectivamente detenidas, 
lo estaban " legítimamente", pues su privación de libertad obedecía a una orden 
de autoridad que, por lo menos formalmente, contaba en ese momento con la 
facultad de disponerla; en cambio, aquella a que los someten los procesados lo 
es sin derecho, como precisamente lo exige el artículo 141 inciso primero del 
Código Penal. De aceptarse el criterio aquí impugnado se daría el absurdo de 
que si una banda de delincuentes sustrajera de un establecimiento penal en que 
está cumpliendo una condena al integrante de un grupo rival para hacerlo 
desaparecer, el hecho tampoco podría calificarse de secuestro, ya que la nueva 
privación de libertad sólo prolongaría aquella a que ya estaba sujeto. Tal cosa 
implica suponer que cuando el bien jurídico de la libertad ambulatoria de un 
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sujeto ya se encuentra afectado, está irremisiblemente perdido y cualquiera 
puede disponer de él a su antojo; algo que, por supuesto, es inadmisible; 
53) Que tampoco ha de acogerse el punto de vista según el cual, como al 
momento de ejecutarse los hechos a que se refiere el caso "sub lite" todos los 
implicados en ellos eran empleados públicos, no podrían haber cometido 
secuestros, ya que tales funcionarios sólo podrían incurrir en detenciones 
ilegales del artículo 148 del Código Penal. Esa afirmación carece de todo 
fundamento y, para convencerse de ello, basta pensar en que con arreglo a tal 
criterio, si un militar se apoderara de una persona perteneciente a una familia 
acaudalada y la mantuviera encerrada esperando obtener por ella un importante 
rescate, su conducta tendría que calificarse de detención ilegal. Nos parece que 
nadie estará dispuesto a suscribir un resultado tan absurdo. Lo que sucede, en 
verdad, es algo muy distinto: el delito de detención ilegal sólo puede cometerlo 
un empleado público, siempre, naturalmente, que se mantenga dentro de los 
límites trazados por el tipo del artículo 148 inciso primero del Código Penal; 
pero dicho empleado también cometerá un secuestro del artículo 141 inciso 
primero del Código Penal, si su comportamiento cae fuera de los márgenes 
establecidos por la figura cualificada de la detención ilegal. Por lo demás, para 
lo que aquí interesa, y prescindiendo de la considerable diferencia de penalidad 
entre ambos delitos, la distinción es irrelevante porque, contra lo que en alguna 
ocasión se ha sostenido, tanto el de detención ilegal como el de secuestro son 
permanentes, de manera que su consumación se prolonga durante todo el tiem-
po en que se mantiene la privación de libertad; 
54) Que también se ha argumentado reiteradamente que el delito come-
tido respecto a las personas desaparecidas con ocasión de los hechos a que se 
refiere el proceso no puede ser el de secuestro agravado, pues nadie cree que 
ellas estén todavía con vida, privadas de libertad, y, por el contrario, todo el 
mundo piensa que fueron muertas. Aunque esto último pudiera ser verdad, nada 
dice en contra de la posibilidad de configurar el secuestro, pues lo que no se ha 
probado en autos es que esas víctimas hayan sido ultimadas inmediatamente 
después de haberlas sustraído sin derecho de los lugares en que se encontraban 
detenidas y, lo que es más importante, que su deceso haya sido anterior a la 
fecha en que se dictó el Decreto Ley N° 2191 sobre amnistía, único caso en el 
que los procesados podrían intentar invocar esta última. Por lo demás, vale la 
pena enfatizar que no es esta la etapa procesal adecuada para pronunciarse en 
definitiva sobre la calificación jurídica de los hechos perseguidos en la causa; 
55) Que aunque los hechos investigados en el proceso rol 2.189 de la I 
Corte de Apelaciones de Santiago, actualmente considerados como secuestros 
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agravados, calificación provisional, como corresponde a la de un auto de 
procesamiento, fueren en definitiva estimados como homicidios, y las muertes 
de detenidos ocurridas en Cauquenes, La Serena, Copiapó, Antofagasta y 
Calama también lo fueren de igual manera, y ellos hubieren ocurrido en las 
fechas y oportunidades en que las declaraciones de los procesados y otros 
antecedentes pudieran determinarlo exactamente, y en todo caso, en Octubre de 
1973, tal situación tampoco impediría o sería obstáculo para el desafuero, 
teniendo presente las causales de extinción de responsabilidad criminal 
contenidas en el artículo 93 del Código Penal; 
56) Que, por de pronto, no cabe duda que todo aquello que se refiera a la 
determinación precisa y exacta del hecho o hechos punibles investigados en 
dicha causa y la participación que en ellos pudiera haberle correspondido a 
determinadas personas, escapan, ciertamente, a la competencia de esta Corte, 
en la gestión en que se encuentra, y corresponden propiamente a los jueces del 
fondo. A la I Corte de Apelaciones, y en su caso, a esta Corte en el conoci-
miento de un desafuero sólo les corresponde examinar -como se enunció en los 
ocho primeros fundamentos de este fallo- si los hechos imputados presentan 
los caracteres de delito y si existen sospechas fundadas para reputar autor, 
cómplice o encubridor a una persona determinada (art.255 del Código de Proce-
dimiento Penal) protegida por el fuero que se pretende quitar, como se esta-
blece en el artículo 612 del mismo Código antes citado, que exige para actuar 
de esa manera "datos que podrían bastar para decretar la detención de un 
inculpado"; 
57) Que tratándose de causales de extinción de responsabilidad penal, 
entre las que cabe mencionar la amnistía (art 93 N° 3) y la prescripción (art 93 
N° 6), que podrían permitir la dictación de un sobreseimiento definitivo o una 
sentencia definitiva de carácter absolutoria, tales causales no son de aplicación 
automática, y por de pronto, en la primera hipótesis, se exige que la inves-
tigación criminal, que debe conducir el Juez de la instancia, esté concluida y 
"agotada la investigación con que se haya tratado de comprobar el cuerpo del 
delito y de determinar la persona del delincuente", como lo dispone el artículo 
413 del Código de Enjuiciamiento Criminal, estableciéndose por el inciso 2° 
del mismo artículo, que "si en el sumario no estuvieren plenamente probadas 
las circunstancias que eximen de responsabilidad o los hechos de que dependa la 
extinción de ella, no se decretará el sobreseimiento sino que se esperará la 
sentencia definitiva"; 
58) Que en su caso, la aplicación de la ley de amnistía contenida en el 
D.L. 2191, atendido su tenor literal, exige que las personas a quienes se pueda 
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aplicar estén determinadas y acreditada su participación en el hecho punible, en 
cualquiera de las hipótesis que plantea el artículo 14 del Código Penal. Y bajo 
otro aspecto, cabe tener presente que la amnistía no extingue el delito o hecho 
punible, sino que, como lo dispone el N° 3 del artículo 93 del Código Penal, 
"extingue por completo la pena y todos sus efectos", o sea, debe estar deter-
minado completamente el delito y la persona del delincuente y su responsa-
bilidad en alguna de aquellas calidades; 
59) Que cabe señalar a este respecto que la conclusión antes mencionada 
tiene el sólido fundamento de la historia fidedigna del establecimiento de la 
ley, pues de las Actas de la Comisión Redactara ( Manuel de Rivacoba, 
"Código Penal de la República de Chile y Actas de las Sesiones de la Comi-
sión Redactara") al analizarse en la Sesión N° 22 el texto de los artículos 125 
y 126, hoy 91 y 92 del Código Penal, a continuación se redactaba un nuevo 
artículo sin individualización pero que debería corresponder al actual 93, que en 
su numeral segundo disponía:"2° La amnistía produce el efecto de borrar el 
delito, dejando a su autor en la misma situación en que estaría si no lo hubiera 
cometido", pero en la Sesión N° 139, de 19 de Mayo de 1873, el Comisionado 
Sr. Rengifo, encargado en la sesión anterior de redactar un texto que 
comprendiera "no solo la prescripción sino todos los modos como termina la 
responsabilidad criminal", presentó el actual texto del artículo 93, que fué 
aprobado unánimemente. De esta forma queda en evidencia que la amnistía no 
"produce el efecto de borrar el delito", sino que se transforma en una causal de 
extinción de responsabilidad penal, la que es personal y debe ser otorgada a un 
individuo determinado, responsable del ilícito y siempre que en el proceso se 
acrediten los presupuestos para que ella opere; 
60) Que en lo que se refiere a la prescripción, que también es una causal 
de extinción de responsabilidad penal contenida en el N° 6 del artículo 93, 
deberá tenerse presente que ella tampoco es de aplicación automática, pues 
junto con el cumplimiento del tiempo necesario para que la acción prescriba, 
de acuerdo a la gravedad del delito, deberá acreditarse previamente la responsa-
bilidad del imputado, pues la prescripción se aplica al responsable del ilícito, 
en una investigación agotada, como lo establece el artículo 413 del Código de 
Procedimiento Penal, y siempre que se cumplan los demás requisitos, v.gr., 
que no haya existido interrupción de la prescripción por la comisión o 
ejecución de otros crímenes o simples delitos o que ella se haya suspendido, 
como lo establece el artículo 96 del Código Punitivo, o que el reo no se haya 
ausentado del país, como lo dispone el artículo 100 del mismo cuerpo legal; 
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61) Que todo lo expuesto revela que aunque los hechos investigados en 
los autos en que incide este desafuero quedaren comprendidos en la figura del 
homicidio u otras hipótesis planteadas en las querellas, pero no en el del 
secuestro agravado, tal situación exigiría que fuera el Juez respectivo y no la I 
Corte o este Tribunal en esta gestión de desafuero, quien pudiera determinar si 
corresponde aplicar la amnistía y/o la prescripción. Según se ha hecho notar 
anteriormente en este fallo, en el actual trámite de desafuero no se ventila la 
posible responsabilidad criminal del parlamentario afectado, sino la facultad del 
tribunal que conoce del respectivo proceso o el derecho de los querellantes en 
el mismo, a que se dirija esa causa criminal en contra de un congresal 
determinado; 
62) Que en cuanto a la alegación de la defensa del senador Pinochet en el 
sentido de que el fallo de la I. Corte de Apelaciones se hubiere excedido en su 
competencia al desaforarlo "por los hechos que han sido materia de la inves-
tigación en el cuaderno pertinente de los autos criminales que motivaron esta 
decisión", o sea, por secuestros, homicidios, asociación ilícita e inhumación 
ilegal, y no el de secuestro solamente como había sido solicitado, debe tenerse 
presente que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 612 inciso 2 o del 
Código de Procedimiento Penal, el tribunal que conoce del desafuero puede 
hacer la declaración que se reprocha incluso de oficio, sin perjuicio de que el 
Juez encargado de la causa decida, en la oportunidad que corresponda, qué 
hechos ilícitos se encuentran acreditados y que participación en ellos pudo 
tener el imputado; 
63) Que sin perjuicio de las conclusiones contenidas en los motivos 8 o , 
9 o , 10° y 1 I o de la sentencia apelada, que acreditan la existencia de hechos que 
ya han sido calificados como secuestros agravados y que han sido objeto de 
autos de procesamiento confirmados por los tribunales superiores, cabe tener 
presente que están acreditados hechos que presentan los caracteres de delitos de 
homicidio, por la circunstancia de haberse dado muerte a personas que no 
habían sido sometidas a Consejos de Guerra tanto en Copiapó como en 
Calama, como consta de las declaraciones del Comandante Osear Haag de fs. 
3004, Subteniente Waldo Ojeda de fs. 3221, Subteniente Marcelo Marambio 
de fs. 3220 y Capitán Ricardo Yaftez de fs. 3225, sobre hechos acaecidos en 
Copiapó, y del Coronel Eugenio Rivera de fs. 115 y 1589 y Comandante 
Osear Figueroa de fs. 921, sobre hechos ocurridos en Calama, a los que habría 
que agregar los hechos sucedidos en Antofagasta donde diversos detenidos 
fueron sacados de la Cartel de dicha ciudad, de noche, llevados a las afueras de 
la ciudad donde fueron fusilados, y que por otra parte, esta Corte al resolver el 
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recurso de amparo deducido por la defensa del General (r) Sergio Arellano Stark 
y otros, junto con decretar diversas diligencias al Juez instructor, ordenó, en 
ejercicio de sus facultades privativas, dirigir la investigación a la compro-
bación del homicidio de Claudio Arturo Lavín Loyola. En consecuencia, se 
encuentran acreditados hechos que presentarían caracteres de delito de secuestro 
y homicidios y como ellos habrían sido ejecutados por un grupo militar, bajo 
un mando superior y que en el caso de haber habido homicidio los cadáveres no 
han sido encontrados, estos hechos también presentarían características de 
asociación ilícita e inhumaciones ilegales; 
64) Que debe tenerse en cuenta que en este trámite de desafuero y en 
relación con las expresiones "estando establecida la existencia de un hecho que 
presente los caracteres de delito", el Tribunal que conoce del desafuero debe 
restringirse a un juicio de tipicidad que formula en abstracto, verificando si el 
hecho denunciado queda o no contemplado en alguna de las figuras típicas que 
establece el Código Penal. Es a esta simple tipicidad a la que se condiciona la 
declaración de desafuero y la consiguiente apertura o continuación del corres-
pondiente proceso penal respecto del imputado a quién se pretende desaforar; 
B) EXISTENCIA DE FUNDADAS SOSPECHAS PARA REPUTAR AUTOR, 
COMPLICE O ENCUBRIDOR AL PARLAMENTARIO CUYO DESAFUERO SE 
SOLICITA 
65) Que adicionalmente a las sospechas fundadas contenidas en los consi-
derandos 14° y 15° del fallo en alzada, es menester tener presente que los acto-
res de los hechos investigados en la causa mencionada, y que se encuentran 
sometidos a proceso, formaban parte de un grupo de militares encabezado por 
un General de Brigada, y que conformaban, además, un Coronel, dos Mayores 
y un Teniente de Ejército, asistidos por dos Oficiales pilotos que comandaban 
un helicóptero institucional, con el cual visitaron diversas ciudades al sur y 
norte de Santiago, en cumplimiento de una misión militar encomendada por el 
a la sazón, Comandante en Jefe del Ejército, esto es, el actual Senador Vita-
licio Augusto Pinochet, según lo declara el propio Arellano, en labores de 
coordinación de criterios institucionales, de gobierno interior y de procedi-
mientos judiciales. A raíz de esta misión se cometieron hechos que revisten 
incuestionablemente, tal como ya se ha demostrado en este fallo, caracteres de 
delito; 
66) Que es conocida la gran importancia que tiene en una Institución 
Armada de la República la verticalidad del mando y la obligación del inferior de 
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cumplir estrictamente las órdenes del superior, lo que de no hacer, puede 
significarle medidas disciplinarias, juicios militares, la destitución u otras más 
graves cuando ocurren en tiempo de guerra. 
67) Que es un hecho de la causa que no obstante que el Comandante en 
Jefe de la Primera División de Ejército con sede en Antofagasta se apersonó en 
el aeropuerto de dicha ciudad cuando aterrizó el avión que conducía al entonces 
Comandante en Jefe, y hoy Senador Institucional, y le representó los graves 
sucesos cometidos por la comitiva dirigida por el General Arellano en la 
jurisdicción que comandaba, aquel en definitiva no tomó medidas de ningún 
tipo en contra de los responsables, y por el contrario, a uno lo nombró poco 
tiempo después Comandante en Jefe de la División más importante del país, a 
otro lo designó como Director de la Escuela de Caballería y a otros se les 
hicieron destinaciones relevantes. Por el contrario, aquellos Oficiales supe-
riores que se opusieron y denunciaron los hechos cometidos por la comitiva 
dirigida por el General Arellano fueron, en su mayoría, posteriormente llama-
dos a retiro de la Institución; 
68) Que si a este hecho se le agrega la circunstancia de que el Coronel 
Arredondo, en el careo de fs. 2593, sostenido con el General Arellano declaró 
enfáticamente que él sabía que en La Serena, Antofagasta y Calama se iban a 
efectuar ejecuciones, y que de ello se enteró por el propio General Arellano, 
puede deducirse válidamente que fué informado de ello antes de partir, lo que 
lleva a concluir que desde un principio dicha misión tenía por objeto fina-
lidades ocultas y diversas de las consignadas en el instrumento que la ordenó, 
más aún si en la comitiva no se incluía ningún Oficial de Justicia Militar que 
pudiera haber asesorado al Jefe de ella en cuanto a los procedimientos judiciales 
y las penas que correspondía aplicar de acuerdo a la naturaleza de los delitos; 
69) Que de lo dicho anteriormente se deduce otra sospecha fundada de 
participación del Senador vitalicio, pues si se concluye que un General de la 
República informa a un subordinado acerca de los alcances efectivos de la 
misión que deben llevar a cabo, es razonable sospechar que él, a su vez, había 
recibido esa orden de su superior jerárquico militar, o sea, del Comandante en 
Jefe del Ejército que había dispuesto la comisión, porque en dicha Institución 
debe ineludiblemente acatarse y cumplirse la orden del superior, siguiendo la 
respectiva cadena de mando; 
70) Que si se considera la regla de la verticalidad del mando y que a la 
Comisión del General Arellano se la dotó de todos los elementos logísticos 
necesarios para llevar a cabo su cometido y que ante los excesos producidos no 
hubo ninguna reacción ni sanción a los responsables, debe concluirse que la 
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orden de proceder en la forma que se ejecutó debió haber sido decretada por el 
propio Comandante en Jefe de la época; 
71) Que a lo dicho cabe añadir que el General Pinochet tenía un claro 
concepto de lo que es el mando militar en la forma en que él mismo lo explica 
en su libro denominado "Política, Politiquería y Demagogia" publicado en 
1983. En efecto, allí se expresa textualmente lo siguiente; "En la vida militar 
se vive, quizá con mayor claridad formal que en otra parte en la permanente 
dinámica de mandar y obedecer. En la organización militar, quién no sepa 
mandar, no sirve. Y quién no sepa obedecer, tampoco sirve. Por lo demás, y 
aunque resulta un tanto drástico decirlo así, en la vida la persona que resulta 
más inútil es aquella que no sabe mandar ni obedecer. Creo que para ejecutar 
bien el mando, es imprescindible haber aprendido a obedecer. Y obedecer en 
plenitud, en forma comprometida, sin vacilaciones. Es mal jefe, por lo tanto, 
quién haya sido mal subalterno". 
Por estas consideraciones y citas legales se confirma la sentencia en 
alzada de fecha cinco de junio de dos mil, escrita a fojas 3635, y se resuelve, 
además, que no se hace lugar a la nulidad de lo obrado subsidiariamente soli-
citada en el recurso de apelación deducido en estos autos. 
Se previene que el Ministro señor Libedinsky estima innecesario el 
contenido de los fundamentos 58, 59 y 60 del fallo, en atención a lo expuesto 
en las consideraciones 16 acápite 2° del fallo en alzada y motivaciones 61 y 64 
de la presente sentencia. 
Se previene que Ministro Sr. Benquis concurre a la confirmatoria tenien-
do asimismo presente: 
I o) Que en esta gestión de desafuero, la defensa del parlamentario impu-
tado persistentemente ha controvertido la calificación que ha sido dada provi-
sionalmente por los jueces del fondo a los ilícitos determinados en este apar-
tado de la investigación sumarial conducida por el Ministro Sr. Juan Guzmán 
Tapia. Sostiene que no se habrían configurado los diecinueve secuestros cali-
ficados materia del procesamiento ya dictado en estos autos y que, por el 
contrario, lo acaecido con dichas víctimas habrían sido homicidios, al igual 
que los que afectaron a las otras cincuenta y cuatro personas cuyos decesos se 
produjeron también con motivo de la misión militar encomendada al procesado 
Sergio Arellano Stark, a la que vulgarmente se la ha denominado como "la 
caravana de la muerte", y de los que difieren sólo por la circunstancia de no 
haberse todavía ubicados sus cadáveres. Según su parecer, todos los setenta y 
tres homicidios calificados -de ejecución instantánea, consumados y agotados-
fueron coetáneos y se produjeron en octubre de 1973 y dado el tiempo trans-
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currido no se hace verosímil que esas personas aún permanezcan vivas secues-
tradas. De esta argumentación hace derivar la inutilidad de la privación del 
fuero a un parlamentario para que comparezca a un proceso que, a su modo de 
ver, tendrá que concluir con la aplicación de la amnistía o la prescripción de la 
acción penal. 
2 o) Que, por su parte, los querellantes han afirmado tanto al formalizar 
sus acciones como al alegar en estrados, que los hechos punibles indagados y 
determinados sucedieron cuando el país había sido declarado en estado o tiempo 
de guerra y, por consecuencia, todas las setenta y tres víctimas civiles de que 
se trata - que previo a sus decesos o desapariciones se encontraban privadas de 
libertad a la espera de ser juzgadas y custodiadas por autoridades militares, en 
centros de detención a los que habían acudido en respuesta a bandos militares 
que ordenaban su comparecencia- se encontraban amparados por la Convención 
de Ginebra sobre el Tratamiento de los Prisioneros de Guerra, ratificado por 
nuestro país el 12 de octubre de 1950 y publicado en el Diario Oficial de 18 de 
abril de 1951 y por los Convenios de Ginebra sobre Protección de las Personas 
Civiles en Tiempos de Guerra, ratificado por Chile el 12 de octubre de 1950 y 
publicado en el Diario Oficial el 19 y 20 de abril de 1951. 
3 o) Que por Decreto Ley N° 3 de 11 de septiembre de 1973, publicado en 
el Diario Oficial de 18 de septiembre de 1973, la Junta de Gobierno integrada 
por Augusto Pinochet Ugarte, José T. Merino Castro, Gustavo Leigh Guzmán 
y César Mendoza Duran, declaró a partir de esa fecha Estado de Sitio en todo el 
territorio de la República. 
Por Decreto Ley N° 5 de 12 de septiembre de 1973, publicado en el 
Diario Oficial de 22 de septiembre de 1973, la mencionada Junta de Gobierno 
declaró, en su artículo I o , "interpretando el artículo 418 del Código de Justicia 
Militar, que el estado de sitio decretado por conmoción interna, en las circuns-
tancias que vive el país, debe entenderse "estado o tiempo de guerra", para los 
efectos de la aplicación de la penalidad de ese tiempo que establece el Código 
de Justicia Militar y demás leyes penales y, en general, para todos los efectos 
de dicha legislación". 
El 13 de marzo de 1974 la Junta de Gobierno dictó el Decreto Ley 
N° 360, publicado en el Diario Oficial de 16 de marzo de 1974, mediante el 
que declaró que "todo el territorio de la República se encuentra en Estado de 
Sitio desde la dictación del decreto ley 3, de 11 de septiembre de 1973, y que 
dicho estado continuará vigente por el término de seis meses a contar del 11 de 
marzo de 1974". 
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De las citas legales anteriores no cabe sino aceptar que a la fecha de los 
homicidios y /o secuestros, de que se trata, el país se encontraba jurídicamente 
en "estado o tiempo de guerra". 
4 o) Que los artículos 3 o , tanto de la Convención de Ginebra sobre el 
Tratamiento de los Prisioneros de Guerra, como de la Convención sobre la 
Protección a las Personas Civiles en Tiempos de Guerra, más arriba mencio-
nados, y que nuestro país se comprometió a respetar y hacer respetar, dispone, 
en lo pertinente, que "En caso de conflicto armado sin carácter internacional y 
que surja en el territorio de una de las Altas Partes contratantes, cada una de las 
partes contendientes tendrá la obligación de aplicar por lo menos las 
disposiciones siguientes: 1.- Las personas que no participen directamente en 
las hostilidades, incluso los miembros de las fuerzas armadas que hayan de-
puesto las armas y las personas que hayan quedado fuera de combate por enfer-
medad, herida, detención o cualquiera otra causa, serán, en toda circunstancia, 
tratadas con humanidad, sin distinción alguna de carácter desfavorable basada en 
la raza, el color, la religión o las creencias, el sexo, el nacimiento o la fortuna 
o cualquier otro criterio análogo. A tal efecto están y quedan prohibidos, en 
cualquier tiempo y lugar, respecto a las personas arriba mencionadas: a) los 
atentados a la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio en 
todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, torturas y suplicios; 
b) la toma de rehenes; c) los atentados a la dignidad personal, especialmente 
los tratos humillantes y degradantes d) las condenas dictadas y las ejecuciones 
efectuadas sin previo juicio, emitido por un tribunal regularmente constituido, 
provisto de garantías judiciales reconocidas como indispensables por los 
pueblos civilizados...". 
Por su parte, el Convenio primeramente citado, en lo que interesa, dis-
pone en su articulo 129 que "Cada una de las Partes contratantes tendrá la 
obligación de buscar a las personas acusadas de haber cometido, o mandado 
cometer cualquiera de las infracciones graves, debiendo hacerlas comparecer 
ante sus propios tribunales, sea cual sea la nacionalidad de ellas". El artículo 
130 expresa que "Las infracciones graves a que se refiere el artículo anterior 
son las que implican uno cualquiera de los actos siguientes, siempre que sean 
cometidos contra personas o bienes protegidos por el Convenio: homicidio 
intencional, tortura o tratos inhumanos, incluso experiencias biológicas, el 
causar de propósito grandes sufrimientos o atentar gravemente a la integridad 
física o la salud, el hecho de forzar a un cautivo a servir en las fuerzas armadas 
de la Potencia enemiga o privarle de su derecho a ser juzgado regular e impar-
cialmente al tenor de las prescripciones del presente Convenio". Y el artículo 
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131 ordena que" Ninguna Parte contratante podrá exonerarse a sí misma, ni 
exonerar a otra Parte contratante, de las responsabilidades en que haya incurrido 
ella misma u otra Parte contratante respecto a las infracciones previstas en el 
artículo anterior". 
5 o) Que, consiguientemente, es dable advertir en esta temática sucin-
tamente esbozada -a la que corresponde unir tanto la invocación para que se 
respeten los Convenios internacionales suscritos por nuestro país que hace la 
propia defensa del senador Pinochet (en la materia del debido proceso), cuanto 
al hecho de que ya esta Corte Suprema, en la causa seguida por la detención y 
desaparecimiento de Pedro Enrique Poblete Córdova, por sentencia de 9 de 
septiembre de 1998, al acoger un recurso de casación en el fondo declaró la 
improcedencia de un sobreseimiento definitivo fundado en la amnistía, entre 
otras razones, por oponerse a los Convenios de Ginebra- que aún en la 
eventualidad de tenerse en definitiva por configurados solamente homicidios en 
el caso del total de las setenta y tres personas de que se trata -como lo pretende 
la defensa del referido congresal- la procedencia o no del sobreseimiento y/o de 
la amnistía, son aspectos substantivos y de peso que forzosamente debe ser 
resueltos por los jueces del fondo y en la oportunidad procesal que la ley deter-
mina. Se hace evidente, entonces, la extemporaneidad de dichas alegaciones en 
esta gestión o trámite que tiene como único objetivo la constatación de la 
existencia de algún hecho que revista caracteres de delito y de la presencia de 
sospechas de que en él ha tenido intervención el parlamentario imputado, 
circunstancia que se dan en la especie y que ameritan la privación del fuero de 
que se encuentra investido. Se previene que los Ministros señores Ortíz, Tapia 
y Rodríguez estuvieron por confirmar la resolución apelada, aunque sin 
compartir sus fundamentos 8° a 12°, ambos inclusive, ni sus fundamentos 
14° y siguientes, rectificando el guarismo "807" por "806" en su fundamento 
13° y con exclusión de las citas constitucionales y legales que preceden a su 
parte resolutiva, salvo la del artículo 391 N° 1°, circunstancias primera y 
quinta, del Código Penal y aquellas del Código de Procedimiento Penal. Para 
resolver lo indicado, los previnientes tienen además presente, únicamente, las 
siguientes consideraciones: 
1° Que estos autos sobre desafuero inciden en el proceso criminal rol 
N° 2182-98-A, seguido ante el Ministro de fuero don Juan Guzmán Tapia, que 
se ha tenido a la vista y en el cual se investigan hechos acaecidos con motivo 
del viaje efectuado en Septiembre y Octubre de 1973 a diversos lugares de 
nuestro país por el entonces General de Ejército en servicio Sergio Arellano 
Stark y su comitiva, a fin de desempeñar la misión encomendada al primero 
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por el entonces Comandante en Jefe del Ejército General Augusto Pinochet 
Ugarte, actual Senador vitalicio cuyo desafuero ha sido solicitado; 
2 o Que tanto en Septiembre de 1973 como actualmente, el artículo 418 
del Código de Justicia Militar disponía que para los efectos de dicho cuerpo 
legal, se entiende que hay "estado de guerra", o que es "tiempo de guerra", 
cuando ha sido declarado oficialmente el estado de sitio, en conformidad a las 
leyes respectivas. El artículo 71 del mismo Código establecía que la jurisdic-
ción militar en tiempo de guerra es ejercida, entre otras personas, por los 
Generales en Jefe, por los Fiscales, por los Consejos de Guerra y por los 
Auditores. Luego, el artículo 72 señalaba que la jurisdicción militar en tiempo 
de guerra comprende el territorio nacional declarado en estado de sitio. El 
artículo 73 añadía que desde el momento en que se nombre General en Jefe 
comenzará la competencia de los Tribunales Militares en tiempo de guerra en 
todo el territorio declarado en estado de sitio. En seguida, el artículo 74 
asignaba al General en Jefe el ejercicio pleno de la jurisdicción militar en las 
fuerzas de su mando, agregando que en uso de esta jurisdicción podría, entre 
otras facultades, decretar el enjuiciamiento por los Fiscales de todos aquellos 
individuos a quienes estimare responsables de delito, ordenar la formación de 
los Consejos de Guerra que deban juzgarlos, aprobar, revocar o modificar las 
sentencias que éstos pronunciaren y decretar el cumplimiento de toda sentencia; 
3 o Que por Decreto Ley N° 3, de 11 de Septiembre de 1973, se declaró 
Estado de Sitio en todo el territorio de la República, asumiendo la Junta de 
Gobierno la calidad de General en Jefe de las Fuerzas Armadas que operaría en 
la emergencia. En consecuencia, la Junta de Gobierno, en su calidad de General 
en Jefe y de acuerdo con el artículo 74 del Código de Justicia Militar, pasó a 
detentar el ejercicio pleno de la jurisdicción militar en tiempo de guerra; 
4 o Que mediante Decreto Ley N° 5, de 12 de Septiembre de 1973, se 
declaró que, interpretando el artículo 418 del Código de Justicia Militar, el 
estado de sitio decretado debía entenderse "estado o tiempo de guerra" para 
todos los efectos del Código de Justicia Militar y demás leyes penales. Luego, 
por Decreto Ley N° 8, de igual fecha, la Junta de Gobierno que en virtud del 
Decreto Ley N° 3 detentaba el ejercicio pleno de la jurisdicción en tiempo de 
guerra, delegó a contar desde esa fecha en los respectivos Comandantes en Jefe 
de las Unidades Operativas del territorio nacional, en lo tocante al Ejército, las 
atribuciones que los artículos 74 y 77 del Código de Justicia Militar conferían 
a la Junta Militar de Gobierno, el primero de los cuales se refería, como antes 
se ha indicado, al ejercicio de la jurisdicción militar en tiempo de guerra. Cabe 
destacar que el mencionado Decreto Ley N° 8 no delegó las atribuciones 
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inherentes a la jurisdicción militar en tiempo de guerra ni en el Comandante 
del Ejército, ni en el Comandante en Jefe de la Armada ni en el Comandante en 
Jefe de la Fuerza Aérea, sino en Comandantes de Unidades dependientes, con-
forme lo disponía el artículo 75 del Código de Justicia Militar, disposición 
esta última que el I o de Octubre de 1973 y mediante Decreto Ley N° 51, fue 
modificada para permitir la delegación total de todas las atribuciones jurisdic-
cionales en tiempo de guerra, incluyendo la de aprobar sentencias que impusie-
ran la pena de muerte, lo que antes de tal modificación estaba impedido; 
5° Que de acuerdo con lo relacionado en los tres considerandos que 
preceden puede advertirse que, según la normativa legal referida, el Comandante 
en Jefe del Ejército nunca tuvo las atribuciones y el ejercicio de la jurisdicción 
militar en tiempo de guerra, las que por delegación de la Junta Militar de 
Gobierno pasaron a los respectivos Comandantes en Jefe de las unidades opera-
tivas del Ejército a lo largo del país, esto es, a los Comandantes en Jefe de las 
correspondientes Guarniciones militares, quienes, consecuentemente y en 
virtud de lo preceptuado en el artículo 74 del Código de Justicia Militar, 
pudieron, en ejercicio de aquella jurisdicción, entre otras atribuciones, decretar 
el enjuiciamiento por los Fiscales de todos aquellos individuos a quienes 
estimaren responsables de delito, ordenar la formación de Consejos de Guerra 
para su juzgamiento, aprobar, revocar o modificar las sentencias que tales 
Consejos pronunciaren y decretar el cumplimiento de toda sentencia; 
6 o Que de lo dicho precedentemente se desprende, obligadamente, que 
conforme al derecho imperante en la época de los hechos investigados en el 
proceso en que inciden estos autos sobre desafuero, esto es, Septiembre y 
Octubre del año 1973, el Comandante en Jefe del Ejército, a la sazón el 
General Augusto Pinochet Ugarte, no pudo jurídicamente delegar atribuciones 
propias de la jurisdicción militar en tiempo de guerra en el General Sergio 
Arellano Stark, porque carecía de ellas; 
7 o Que, analizado lo anterior, corresponde averiguar, a la luz de los 
antecedentes recogidos en el proceso tenido a la vista, cuál era la misión que el 
Comandante en Jefe de la época encargó al General Arellano Stark y qué 
facultades le delegó con dicho fin, como asimismo cuál fue la ejecución que en 
realidad llevó a cabo el General Arellano en virtud del título de Oficial Dele-
gado que le fue conferido al efecto; 
8 o Que a fojas 500 de los autos tenidos a la vista el General Arellano 
declara: en Septiembre de 1973 "yo recibí un documento de parte del Coman-
dante en Jefe del Ejército, General Augusto Pinochet Ugarte, en que me nom-
braba su Delegado para viajar a varias ciudades del país, a fin de cumplir 
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labores de coordinación de criterios institucionales, de gobierno interior y de 
procedimientos judiciales". Preguntado acerca en qué consistían las instruc-
ciones sobre procedimientos judiciales, responde: fundamentalmente la preocu-
pación principal era que todos los procesados tuvieran adecuada defensa y que 
recurriera a los Colegios de Abogados en las ciudades donde existieran a fin de 
entregar a ellos esta responsabilidad. Preguntado luego acerca de si conserva 
copia de la orden que le dio el General Pinochet o si recuerda, dentro de lo 
posible, lo que ella decía, responde: "no tengo ninguna copia de ese documento 
ya que le entregué una a cada Comandante de las unidades que visité", para 
luego agregar: "el Ejército no conserva ninguna copia de este documento al 
cual me he referido", señalando también que este último estaba firmado por el 
General Pinochet. Y con respecto al contenido de tal documento dice que no 
confería una representación completa del General Pinochet y que "en ningún 
caso esto significaba que yo tendría atribuciones de Juez Militar, las que 
mantenían como tales los Jefes de Guarnición"; 
9° Que resulta sorprendente y de difícil comprensión que el General 
Arellano no conserve en su poder siquiera una copia de un documento para él 
tan importante, que constituía el título o credencial que le permitía acreditar la 
misión que le había sido encomendada. Tampoco se entiende que el Ejército, 
como dice aquél, no conserve una copia del mismo documento. En lo que se 
refiere a su contenido, las declaraciones de Arellano respecto a que no se le 
conferían en él atribuciones de Juez Militar, condicen con el hecho jurídico, 
antes analizado, que el General Pinochet no podría haber delegado en tal 
documento facultades jurisdiccionales en tiempo de guerra de que carecía. Sin 
embargo, lo que el General Arellano hizo, en la práctica, al realizar su 
cometido, se aparta de la misión sin atribuciones jurisdiccionales que dice que 
tenía, como se podrá ver a continuación según el mérito del proceso tenido a la 
vista; 
10° Que de la propia declaración del General Arellano de fojas 500 del 
referido proceso, consta que integraban la comitiva a sus órdenes los siguientes 
Oficiales de Ejército: Teniente Coronel Sergio Arredondo González, Mayor 
Pedro Espinoza Bravo, Mayor Marcelo Moren Brito, Teniente Armando 
Fernández Larios y el Ayudante del General Arellano Teniente Juan Chiminelli 
Fullerton. Conducían el helicóptero que transportaba a la comitiva, según 
propias declaraciones de fojas 1633 y 1673, los Capitanes de Ejército Antonio 
Palomo y Sergio de la Mahotier González. Esta comitiva recorrió diversas 
ciudades del sur y del norte del país, por lo cual resulta de interés conocer 
reseñadamente lo que diversos Oficiales de Ejército y otras personas han 
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declarado en el proceso acerca de la acción realizada por el General Arellano en 
torno a la labor jurisdiccional que en las distintas Guarniciones Militares se 
llevaba a cabo. 
Desde luego, cabe anotar lo declarado al respecto por miembros de su 
comitiva: el Teniente Coronel Sergio Arredondo declara a fojas 490 que era el 
segundo al mando de la comitiva y que según le informaron, encontrándose 
dentro del helicóptero, el objetivo de la comisión era revisar los sumarios mal 
hechos en el norte; el Mayor Marcelo Moren, a fojas 494, dice que en Talca el 
General Arellano le dijo que la finalidad era "revisar procesos de los Consejos 
de Guerra"; y el propio ayudante del nombrado General, Teniente Juan 
Chiminelli, expone a fojas 545 que la actividad de Arellano era revisar y agi-
lizar los precedimientos en sumario. Ahora bien, siguiendo el siguiente orden 
de los sitios visitados por la comitiva: Valdivia, Concepción, Cauquenes, La 
Serena, Copiapó, Antofagasta y Calama, las declaraciones se resumen así: 
1) a fojas 1973 el General de Brigada Héctor Bravo Muñoz, Coman-
dante en Jefe de la 4 a División del Ejército con asiento en Valdivia, Jefe de 
Zona en Estado de Sitio de la Provincia del mismo nombre, Intendente y 
Gobernador del Departamento y Juez Militar, dice que no le sorprendió cuando 
se nombró al General Arellano Oficial Delegado para coordinar criterios insti-
tucionales y acelerar y revisar procesos. Le dijo a éste que no interfiriera en la 
substanciación de las causas ni en los Consejos de Guerra que estaban en 
proceso, lo que Arellano aceptó. Pero a fojas 2049 dice que Arellano aprobó 
sentencias por la Junta de Gobierno, porque como Oficial Delegado "las firmó 
conmigo". 
2) a fojas 1326 el General de Brigada Washington Carrasco Fernández, 
Comandante en Jefe de la 3 a División del Ejército e Intendente de la Provincia 
de Concepción, dice que Arellano revisó en los Juzgados los procesos en desa-
rrollo y los aprobó sin modificaciones, refiriéndose a la necesidad de acelerar 
los procesos. 
3) a fojas 758 vuelta, el Teniente Coronel Rubén Castillo Whyte, 
Comandante del Regimiento de Infantería Andalién, Guarnición de Cauquenes, 
señala que Arellano le dijo que venía a revisar los procesos y que existían 
causas aun sin sentencia, mostrándole en la Intendencia el libro de detenidos. 
Agrega que Arellano, con un lápiz, señalizó con marcas varios nombres 
teniendo en consideración la columna en que se indicaban los delitos y ordenó 
al Mayor Espinoza que Moren Brito y Fernández Larios fueran al Cuartel de 
Investigaciones y a la Cárcel a interrogarlos. 
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4) a fojas 900 el Teniente Coronel Ariosto Lapostol Orrego, Coman-
dante de Regimiento en La Serena, depone que Arellano le dijo que se debían 
agilizar los procesos, particularmente aquellos por delitos menores. Agrega que 
en el documento que le exhibió Arellano, por el cual se le delegaban fun-
ciones, también aparecía la intención de uniformar criterios en el país. Luego 
dice que se llevó a Arellano al lugar donde se tramitaban los procesos, a cuyo 
cargo estaba, como Fiscal no letrado, el Mayor de Carabineros Casanga, quien 
le explicó la situación general de los procesos. Este último le dijo a Lapostol 
que Arellano deseaba que vinieran 15 detenidos al Consejo de Guerra y que 
dentro de ellos estaban 3 que ya tenían sentencia del Consejo de Guerra que 
Lapostol presidió, por lo que este último le hizo presente lo anterior a 
Arellano dos o tres veces, insistiendo éste que debían ser sometidos a un nuevo 
Consejo de Guerra porque las sanciones eran muy leves. A fojas 2967 agrega 
Lapostol, en careo con Arellano, que le hizo ver a este último que no corres-
pondía convocar a otro Consejo de Guerra por las 3 personas ya sentenciadas, 
porque era una ilegalidad, señalando Arellano, en tal careo, que traía instruc-
ciones del 2 o Juzgado Militar sobre el nuevo Consejo de Guerra a que había 
que someter a dichas 3 personas. 
El propio Ariosto Lapostol, a fojas 900, dice también que le pidió e 
insistió a Arellano que le dejara copia de la resolución sobre condenas que 
habría adoptado un Consejo de Guerra respecto de 15 personas que resultaron 
muertas, la que nunca llegó a su poder. También dice el nombrado Lapostol, a 
fojas 2716, que estando Arellano en su oficina revisó los antecedentes y colocó 
un "tic" en cada nombre de detenido que estaba anotado en las hojas de estadís-
ticas que llevaba el Fiscal, Mayor Casanga, marcándose así un total de 15 dete-
nidos, respecto de los cuales Arellano dijo que debían someterse a un Consejo 
de Guerra. En el intertanto, el Mayor Moren anotaba el nombre de cada 
detenido en una libreta aparte. A fojas 2961 agrega Ariosto Lapostol que las 
referidas 15 personas murieron sin la existencia de un pelotón de fusilamiento. 
Patricio Lapostol, hijo del anterior y Subteniente del Regimiento de Calama, 
declara a fojas 542 que se encontró con el Mayor Moren, quien le dijo que 
"esperaba que no fuera tan cobarde o maricón como mi padre" y ello porque su 
padre se opuso al fusilamiento de personas en La Serena, ya que había gente 
con sentencia definitiva con determinados años de condena, lo que se cambió 
por la comitiva de Arellano y de alguna manera se rectificaron los fallos. 
5) a fojas 533 el Teniente Enrique Vidal Aller, Ayudante del Coman-
dante del Regimiento en Copiapó, Teniente Coronel Oscar Haag, dice que, a 
su llegada, Arellano pidió todas las carpetas de los detenidos en el Regimiento 
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y en la Cárcel. Después de dos o tres horas bajó el Capitán Brito con las car-
petas, que Arellano estudió, de las cuales se separaron trece. Después de la 
reunión, se dio orden de trasladar a las 13 personas, según lo dispuesto por 
Arellano al Comandante Haag, con destino a La Serena. Esta misión la debía 
cumplir el Capitán Patricio Díaz Araneda, quien designó a tres Subtenientes 
recién salidos de la Escuela Militar para que lo acompañaran al traslado y dijo 
que en la subida de la cuesta "Cardones" se le arrancaron y fueron ametrallados. 
A fojas 906 el Teniente Coronel Osear Haag Blashke, Comandante del 
Regimiento en Copiapó, Jefe de Zona en Estado de Sitio e Intendente de la 
Provincia de Atacama, señala que Arellano, al llegar, le ordenó que efectuara 
una reunión con todas las autoridades relacionadas con los detenidos, reunión 
que se efectuó y que presidió Arellano. Este preguntó cuantos detenidos había, 
respondiéndole que había 70 en el Regimiento y 15 en Carabineros. Revisó las 
tarjetas de identificación de cada uno de los detenidos, más las causas en 
tramitación, en compañía del Mayor Espinoza y de los Fiscales de Carabineros 
y del Ejército. Arellano y Espinoza tomaron notas o hicieron anotaciones en la 
lista de detenidos. Revisó Arellano los procesos de 3 personas que eran 
funcionarios del Mineral El Salvador, proceso que finalizó con Consejo de 
Guerra y cuya sentencia les condenó a la pena de muerte. Arellano le dijo al 
abogado Daniel Rojas que esperaba que se redactara el "cúmplase" porque la 
causa estaba terminada. Más adelante agrega Haag que durante la reunión del 17 
de Octubre Arellano pidió las causas relativas a los funcionarios del Mineral El 
Salvador, condenados a muerte, procediendo a firmar el "cúmplase" y dispo-
niendo que se fusilaran a la brevedad. 
Y a fojas 3004 el mismo Comandante Haag dice que Arellano marcó el 
nombre de 13 personas, ordenando su fusilamiento a la brevedad, las que fue-
ron ejecutadas con sumarios pendientes porque la orden de Arellano no podía 
dejarse de cumplir por su alta investidura. A fojas 2024, 2242 y 2548, el 
abogado Daniel Rojas Hidalgo, que asumió como Auditor de Guerra, expone 
que la única sentencia que él redactó aplicando la pena de muerte fue la que 
condenó a los funcionarios de Codelco Ricardo García Posada, Maguindo 
Castillo Andrade y Benito Tapia Tapia. Agrega que esta sentencia fue aprobada 
y ordenada cumplir por el "delegado de la Junta de Gobierno", General Arellano 
(fojas 2548), quien traía delegación de dicha Junta para ordenar el cúmplase de 
sentencias, revisar procedimientos en tiempo de guerra y dar las instrucciones 
pertinentes porque en esos días se publicó en el Diario Oficial el Decreto Ley 
que derogaba la norma del Código de Justicia Militar que prohibía hacer tal 
delegación. A fojas 3133 (Tomo XII, Compulsas), se encuentra una fotocopia 
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de un texto sin firmas de una sentencia de un Consejo de Guerra de 17 de 
Octubre de 1973, que condena a la pena de muerte a las 3 personas más arriba 
nombradas; 
6) A fojas 23, en declaración ratificada a fojas 743, el General de 
Brigada Joaquín Lagos Osorio, Comandante de la I a División del Ejército y 
Jefe de Estado de Sitio de la Provincia de Antofagasta, señala que el General 
Arellano le llamó el 17 de Octubre pidiéndole permiso para entrar en su zona 
de jurisdicción, porque venía en un helicóptero por orden del Comandante en 
Jefe del Ejército "a uniformar criterios sobre administración de justicia". Una 
vez que Arellano llegó el 18 de Octubre, le pidió al Jefe de Estado Mayor de la 
División que ordenara al Auditor de la División, Teniente Coronel y Abogado 
Marcos Herrera Aracena, que le mostrara a Arellano los sumarios fallados y los 
que estaban en tramitación, para que vieran en conjunto y en forma práctica los 
nuevos procedimientos que traía. Luego agrega Lagos que el 19 de Octubre 
llegó el Auditor Marcos Herrera a sacar firmas a Arellano y éste sólo dijo que 
era por el trabajo efectuado el día anterior. 
Más adelante añade Lagos que cuando se enteró del fusilamiento de 14 
detenidos que estaban en proceso, le enrostró a Arellano la criminal actitud y 
que éste le dijo que él respondía, sacando en seguida el documento que portaba 
consigo y en el cual el Comandante en Jefe del Ejército le nombraba Oficial 
Delegado "para revisar y acelerar los procesos". Y a fojas 2259 el General 
Lagos dice que Arellano, desde que ingresó a la zona de jurisdicción de la 
I a División del Ejército, en Copiapó, firmó sentencias de muerte sin mediar 
información al Juez Militar y Jefe de la Zona en Estado de Sitio. 
A fojas 42 el Auditor y Teniente Coronel Marcos Herrera señala que no 
estaba en situación de representar ilegalidades y que guardó silencio en relación 
con la actuación de Arellano. Nunca tocó el tema de las facultades de Arellano, 
quien aparecía revestido de facultades para acelerar la tramitación de los 
procesos. Se le informó que existía una resolución administrativa, bando o 
decreto en que se indicaba que Arellano era Delegado del Presidente de la Junta 
de Gobierno y Comandante en Jefe del Ejército, la que debía cumplirse sin 
discutirse sus términos. A fojas 193 vuelta, el mismo Auditor Herrera añade 
que Arellano le dijo que el General Pinochet quería "cortar de una vez por todas 
los juicios". 
7) A fojas 115 el Coronel Eugenio Rivera Desgroux, Comandante del 
Regimiento de Infantería N° 15, de Calama, Gobernador Militar del 
Departamento El Loa y Juez Militar de la jurisdicción, dice que Arellano le 
entregó para su conocimiento un documento que portaba y que le devolvió, en 
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el que el Comandante en Jefe del Ejército le designaba Delegado para revisar y 
agilizar procesos que se substanciaban. El General Lagos le informó de la 
visita de Arellano y le dijo que el propósito de ella era acelerar los procesos 
judiciales. Arellano, después de mostrarle el citado documento "asumió fun-
ciones de Juez Militar del Departamento El Loa y me ordenó le presentara 
todos los procesos que había y se estaban tramitando". 
Eran como 30 procesos, que procedió a revisarlos. Dijo que aprobaba 
todo lo obrado por él como Juez Militar. Como habían procesos en estado de 
ser presentados al Consejo de Guerra, le ordenó que nombrara un Consejo y 
que éste se constituyera desde las 14 horas, por lo que él propuso los nombra-
mientos. Como a las 14 horas se constituyó con Arellano y llegó el Teniente 
Coronel Arredondo, quien le pidió permiso para interrogar detenidos en la 
Cárcel de Calama, siendo autorizado para ello. Después el Coronel Rivera se 
fue con Arellano a Chuquicamata. A la vuelta, como a las 20,30 horas, se 
reunieron con el 2° Comandante y Fiscal Militar, Teniente Coronel Osear 
Figueroa, quien informó a Arellano que todo estaba listo y que tenía que firmar 
unos documentos que tenía en sus manos, los que este último procedió a 
firmar. Después supo que eran las sentencias de las 26 personas antes fusiladas 
por la comitiva de Arellano. El Presidente del Consejo de Guerra, al ser 
informado que los procesados fueron fusilados, suspendió la vista de las 
causas. Continúa Rivera Desgroux diciendo que Figueroa, en su ausencia, 
consideró necesario legalizar la situación y obtuvo el nombre de los fusilados, 
preparando una sentencia de muerte, que fueron los documentos firmados por 
Arellano como a las 20,30 horas. A fojas 921, el Fiscal Militar Osear 
Figueroa, no letrado, dice que Arellano pidió el listado de los sumariados y que 
"tico" un número determinado de personas, ordenando que se formara un 
Consejo de Guerra. Agrega que cree que el documento que firmó Arellano es el 
elaborado por el Consejo, en donde se deja expresa constancia que al trasladarse 
a los reos desde la Cárcel al Regimiento se sublevaron y se vieron obligados a 
ejecutarlos; 
11° Que en los autos tenidos a la vista se investigan, entre otros hechos, 
aquellos sucedidos en Cauquenes, en Copiapó y en Calama, de los cuales 
fueron víctimas las 19 personas mencionadas en la solicitud de desafuero. De 
los hechos establecidos en el proceso aparece que 19 personas murieron fusi-
ladas o ejecutadas con armas de fuego, en los cuales tuvieron participación 
directa integrantes de la comitiva del General Arellano y otros Oficiales del 
Ejército, muriendo 3 de ellas en Cauquenes, otras 3 en Copiapó y las restantes 
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13 en Calama, según todo ello puede verificarse de la lectura de las siguientes 
piezas de autos: 
[...] 
12° Que de los antecedentes relacionados con el motivo que precede apa-
rece que las 19 personas allí nombradas fueron sacadas de los lugares de reclu-
sión en que se encontraban, detenidas o presas, por oficiales militares armados, 
quienes las transportaron a lugares apartados y las fusilaron o ejecutaron con 
armas de fuego sin previo proceso legalmente tramitado y afinado, lo cual 
también es efectivo con respecto a las tres personas que así murieron en los 
sucesos de Copiapó, por cuanto si bien existen antecedentes que indicarían que 
estas tres personas habrían sido condenadas a muerte por un Consejo de 
Guerra, es lo cierto que en los autos tenidos a la vista no existe constancia 
fehaciente de que haya habido un proceso judicial a su respecto ni copia 
autorizada de ninguna sentencia de Consejo de Guerra debidamente firmada, 
como asimismo que tal sentencia hubiere sido aprobada y ordenada cumplir por 
el Juez Militar competente; 
13° Que lo anterior permite tener por establecida la existencia de hechos 
que revisten el carácter de delitos de homicidios previstos y sancionados por el 
N° I o del artículo 391 del Código Penal, con las circunstancias primera y quin-
ta de dicho número I O , respecto de las 19 personas más arriba mencionadas; 
14° Que los solicitantes de desafuero imputan al entonces Comandante 
en Jefe del Ejército General Augusto Pinochet Ugarte, hoy Senador inculpado, 
la responsabilidad de "autor inductor" de los hechos delictuales investigados en 
el proceso tenido a la vista, o sea, le atribuyen, conforme a lo preceptuado en 
el artículo 15 N° 2 o del Código Penal, la calidad de autor de quien induce 
directamente a otro u otros a la ejecución de los hechos delictuales. 
Que en doctrina jurídica inducir es lo mismo que instigar, persuadir o 
mover a otro a la realización de un hecho ilícito penado por la ley, esto es, 
crear en el ánimo de otro la voluntad de realizar tal hecho. 
De los antecedentes hasta ahora recogidos en el proceso que se ha tenido a 
la vista los previnientes no encuentran fundamentos valederos para sospechar 
que al inculpado pueda atribuírsele la responsabilidad de "autor inductor" 
aducida en su contra; 
15° Que, sin embargo, corresponde analizar si del mérito existente ac-
tualmente en tal proceso existen o no fundamentos para sospechar que al incul-
pado le haya cabido alguna otra responsabilidad legal en los hechos delictuales 
cuya existencia el previniente estima establecida. 
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El General Joaquín Lagos Osorio, al tiempo de los hechos Comandante 
de la Primera División del Ejército y Jefe de la Zona en Estado de Sitio de la 
Provincia de Antofagasta, en su declaración de fojas 23, ratificada a fojas 743 y 
complementada a fojas 2259, dice que el 19 de Octubre de 1973 se enteró por 
el Jefe de Relaciones Públicas de la División, Mayor Manuel Matta Soto-
mayor, que en la noche anterior la comitiva del General Arellano, encon-
trándose en Antofagasta, sacó del lugar de reclusión a 14 detenidos que se 
encontraban con procesos pendientes, los llevó a la Quebrada el Way y los 
mataron con ráfagas de metralletas y fusiles de repetición, experimentando una 
gran indignación por crímenes cometidos a sus espaldas y en su jurisdicción. 
Al día siguiente, al regresar Arellano y su comitiva desde Calama, le enrostró 
su criminal actitud. Se dio cuenta que debía informar de los hechos al 
Comandante en Jefe del Ejército, para lo cual, el 20 de Octubre concurrió al 
aeropuerto de Cerro Moreno con tal objeto, aprovechando que el General 
Pinochet, que volvía del Norte, haría escala en dicho aeropuerto. Se reunió con 
él durante más de una hora y le informó de todo lo sucedido en Antofagasta y 
en Calama, porque ese mismo día, en la mañana, el Coronel Eugenio Rivera, 
Comandante del Regimiento de esta última ciudad, le había informado de las 
ejecuciones que Arellano y su comitiva habían perpetrado la noche anterior en 
Calama, sobrepasándose en sus atribuciones. Agrega el General Lagos que el 
General Pinochet le dijo "que nunca había siquiera pensado que el General 
Arellano iba a proceder así", añadiéndole que por sus medios tratara de superar, 
ante la opinión pública, la grave situación producida. Al final de la reunión el 
General Pinochet le pidió un teléfono para hablar con el General Arellano a 
Iquique. No lo ubicó, pero con la persona que lo atendió le dejó el siguiente 
encargo: "que el general Arellano no haga absolutamente nada y que regrese 
mañana a primera hora a Santiago y llegando, que vaya a hablar conmigo". 
Pues bien, esta orden, si fue transmitida a Arellano, no fue cumplida por éste, 
pues el 22 de Octubre estaba en Arica, según declara a fojas 3190 el entonces 
Coronel Odlanier Mena, Comandante del Regimiento de Infantería Motorizado 
de dicha ciudad, quien dice haber recibido a Arellano y su comitiva como a las 
10 horas de aquel día. Ello es corroborado por la carta que Arellano dirigió el 
16 de Julio de 1978 al General Pinochet y cuyo texto está agregado a fojas 
2941, en la cual, refiriéndose a declaraciones públicas de este último, le dice en 
relación con aquella orden de regresar a Santiago: "tú no me ordenaste volver 
de Antofagasta y la mejor prueba es que seguí al norte, pernoctando en Iquique 
y Arica, en casa de los Generales Forestier y Mena...". En realidad, si tal orden 
de regresar a Santiago fue efectivamente dada y recibida, resulta inconcebible 
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que un subordinado como el General Arellano, Oficial Delegado del General 
Pinochet, no la cumpliera. 
Continúa declarando el General Lagos que el 31 de Octubre de 1973 
recibió un télex del Comando de las Fuerzas Armadas que le solicitaba 
información sobre el número y la nómina de los ejecutados en su jurisdicción. 
Hizo una relación respecto de aquellos ejecutados en Copiapó, en Calama y en 
Antofagasta, separando en el listado aquellos ejecutados por resolución del 
Comando de Agrupación Jurisdiccional de Seguridad Interior de cada uno de 
dichos lugares, de aquellos ejecutados en iguales sitios por orden del Delegado 
del Comandante en Jefe del Ejército, agregando a fojas 2259 que lo hizo para 
precisar con claridad las responsabilidades de cada uno. La mencionada relación 
fue acompañada con un oficio conductor, de fecha 31 de Octubre de 1973, 
dirigido por el General Lagos, en su calidad de Comandante del Comando de 
Agrupaciones Jurisdiccionales de Seguridad Interior (CAJSI) de la I a División 
del Ejército, al Comandante en Jefe del Ejército, documentos ambos que corren 
acompañados en fotocopias a fojas 735 y 736 de los autos tenidos a la vista. 
Agrega el General Lagos que fue citado por el Comandante en Jefe del Ejército 
el 1° de Noviembre de 1973, a quien le hizo entrega, personalmente, de la 
relación de ejecutados y oficio conductor antedichos, como también de los 
sumarios de los ejecutados en su jurisdicción. En la noche de aquel día llegó a 
casa de su hija, donde se alojaba el General Lagos en Santiago, el Ayudante del 
Comandante en Jefe del Ejército, Coronel Enrique Morel Donoso, quien le 
transmitió la orden del General Pinochet de rehacer la relación de personas 
ejecutadas, sin señalar lo actuado por Arellano y haciendo sólo un listado ge-
neral. Acto seguido, le devolvió la relación de personas ejecutadas, indicán-
dome que las rayas y palabras escritas en ella habían sido hechas, en forma 
manuscrita, por el propio Comandante en Jefe del Ejército. Al día siguiente 
cumplió la orden y en la oficina del Comandante en Jefe del Ejército un 
funcionario rehizo el documento. El Coronel Enrique Morel Donoso, decla-
rando a fojas 3396, reconoce que es efectivo que pasó a dejar a Lagos tal 
documento, pero que no vio su contenido y se lo entregó en sobre cerrado, sin 
transmitir ningún mensaje de palabra. 
El cambio en la relación de personas ejecutadas antes referido cabe enten-
derlo ordenado con el propósito de no dejarn constancia documental de las 
ejecuciones provenientes de la misión de Arellano, que, como éste ha dicho, 
no contenían atribuciones jurisdiccionales. El General Arellano, en su declara-
ción de fojas 500, dice que dio cuenta verbal de lo actuado al Comandante en 
Jefe del Ejército y que no se le pidió "parte por escrito", lo que no deja de ser 
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extraño, conociendo este último, al menos, lo informado por el General 
Lagos. 
Si al Comandante en Jefe del Ejército le hubiere merecido reproche lo 
actuado por Arellano en ejecución de la misión encomendada, resultaría 
totalmente incomprensible que el 2 de Diciembre de 1973, antes de haber 
transcurrido dos meses de los luctuosos sucesos ocurridos con motivo de su 
desempeño, asumiera como Comandante en Jefe de la 2 a División del Ejército, 
con sede en Santiago, cargo importantísimo dentro del Ejército que requería, 
sin lugar a dudas, la aceptación o anuencia del Comandante en Jefe del Ejér-
cito, aunque hubiere sido por destinación o a cualquier otro título. La asunción 
del mando de esa unidad operativa en la fecha indicada consta a fojas 2967 de la 
propia declaración del General Arellano, en careo efectuado con el Teniente 
Coronel Ariosto Lapostol. 
Llama también poderosamente la atención que el General Pinochet, en 
conocimiento de lo actuado por el General Arellano y su comitiva, no hubiera 
denunciado los delitos cometidos ante los Juzgados competentes. 
Por otra parte, como la misión encomendada al General Arellano, según 
lo conocido, no incluía atribuciones jurisdiccionales, las que el delegante, 
como se sabe, no tenía, era obvio concluir que Arellano, como Delegado, se 
había excedido en su cometido, desobedeciendo sus instrucciones y facultades. 
Sin embargo, no existe constancia en los autos tenidos a la vista que el 
Comandante en Jefe del Ejército hubiere tomado medidas para denunciar los 
delitos castigados por los artículos 330, 334 y 336 del Código de Justicia 
Militar o que hubiere actuado en alguna forma de conformidad con lo previsto 
en los artículos 10, 60 y 74 del Reglamento de Disciplina del Ejército, apro-
bado por Decreto Supremo N° 1445, de 14 de Diciembre de 1951, del Minis-
terio de Defensa Nacional. Forzoso es pensar, entonces, que el General 
Pinochet calló, advertidamente, lo que debía denunciar y sancionar; 
16° Que lo razonado en el considerando que antecede conduce a los pre-
vinientes a sospechar, fundadamente, que cabe reputar al General Pinochet, 
actual Senador inculpado, la responsabilidad penal de encubridor de los delitos 
de homicidio precisados en el motivo 13°, pues aparece incurriendo en una 
conducta de ocultamiento, de esconder, de tapar a los responsables directos de 
tales ilícitos cometidos con ocasión de la misión encomendada por él al 
General Arellano, todo ello conforme a lo preceptuado en el artículo 17 N° 3, 
circunstancias I A y 2 a , del Código Penal, según su texto vigente a la fecha de 
ocurrencia de los delitos, esto es, antes de la modificación introducida a dicho 
artículo por la ley N° 19.077, de 1991; y 
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17° Que si el inculpado estimare le favorece alguna causal de extinción 
de responsabilidad penal, podrá hacerla valer ante el Juez de la causa, a quien 
corresponderá conocer y resolver sobre la materia según lo previsto en el 
artículo 279 bis y demás pertinentes del Código de Procedimiento Penal. 
Se previene que los Ministros señores Ortíz y Tapia tienen, además, 
presente lo siguiente: 
Que si bien, como se dice en el motivo 23 del voto de minoría del fallo 
de primera instancia, el Estado de Chile, en su oportunidad, solicitó al inglés 
la liberación del querellado. 
Acordada contra el voto del Presidente señor Alvarez García y de los 
Ministros señores Jordán, Faúndez, Gálvez, Alvarez H., y Espejo, quienes 
estuvieron por revocar la resolución apelada y negar lugar al desafuero del 
Senador Vitalicio señor Augusto Pinochet Ugarte, atendido a que no concurren 
en la especie las exigencias legales para declarar que ha lugar a la formación de 
causa en su contra, de acuerdo con lo que preceptúa el artículo 58 de la 
Constitución Política de la República, en relación con lo que dispone el 
artículo 612 del Código de Procedimiento Penal. 
Para llegar a esta convicción tienen presente las siguientes conside-
raciones: 
I o Que en la causa en que incide la petición de desafuero de que se trata, 
se investigan delitos de homicidio, secuestros agravados, inhumación ilegal de 
cadáveres y de asociación ilícita y hasta ahora aparece que se encuentran some-
tidos a proceso Sergio Arellano Stark, Sergio Arredondo González, Pedro 
Espinoza Bravo, Marcelo Moren Brito, Armando Fernández Larios y Patricio 
Díaz Araneda, como autores de los siguientes delitos de secuestros reiterados 
calificados: 
[...] 
2 o Que este auto de procesamiento fue confirmado con algunas decla-
raciones por una sala de la Corte de Apelaciones de Santiago y de alguna 
manera también compartido por la sala penal de este Tribunal, al rechazar el 
recurso de amparo deducido por los procesados. 
3 o Que esta primera calificación delictiva, que por cierto atendida su 
naturaleza tiene el carácter de transitoria, no es vinculante para el pleno de esta 
Corte que conoce de un procedimiento constitucional de desafuero, más aún 
cuando por la vía del conocimiento del recurso de apelación interpuesto le 
corresponde efectuar una revisión y precisión de los hechos y del derecho que 
se debe aplicar, a fin de decidir si conforme lo dispone el artículo 612 del 
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Código de Procedimiento Penal aparecen datos en la causa respectiva que 
podrían bastar para decretar la detención del inculpado, esto es, la existencia de 
un determinado hecho punible y fundadas sospechas de tener participación en 
tal hecho, en los términos que prescribe el artículo 252 del citado código. 
4° Que, ahora bien, de acuerdo con los antecedentes que aporta el pro-
ceso que se ha examinado en profundidad, de la realidad fáctica que fluye del 
mismo, aparece palmariamente comprobado que las supuestas víctimas de los 
delitos de secuestro agravado, por el contrario, fueron muertas o asesinadas el 
4, el 16 o 17 y el 19 de octubre de 1973, en las ciudades de Cauquenes, 
Copiapó y Calama, lo que se demuestra con los elementos de convicción que 
se examinaran en los considerandos siguientes. 
5 o Que en relación a los hechos ocurridos en Cauquenes, Marcial 
Salazar H. que fue el conductor del camión en el cual se retiraron los cadáveres 
del Fundo El Oriente para ser conducidos a la morgue local, señala a fojas 
1269 y 2002 que los cuerpos tenían las cabezas destrozadas, que presenció las 
autopsias y reconoció los cuerpos, siendo depositados en el cementerio local 
en dos fosas que estaban ubicadas frente al monolito signado con el número 
39. También José Fuentes E. y Eduardo Parra H., a fojas 1986 y 3050, respec-
tivamente, depusieron en el sentido que los militares llevaron al cementerio 
cuatro cadáveres, entre ellos el de Lavin Loyola, los que fueron colocados en 
dos fosas nuevas que había cavado el funcionario Agurto, hoy fallecido. Ade-
más, Mario Muñoz Ángulo, médico legista, declaró a fojas 1991 que practicó 
la autopsia a los cuerpos de los cuatro jóvenes y que la causa de la muerte fue 
herida por arma de fuego en el cráneo a corta distancia, lo que provocó su 
destrucción. Asimismo, rolan a fojas 1990, 1992 y 1993, las copias de los 
informes de autopsia practicadas al cadáver de Plaza Arellano, de Muñoz Flores 
y de Vera Torres, respectivamente y a fojas 1997, 1999 y 2000, las copias de 
los registros de defunción de las mismas personas. 
6 o Que respecto de los hechos acaecidos en Copiapó, rola a fojas 3400 
la declaración de Fernando Castillo Cruz, subteniente a la época de los hechos, 
en la que señala que el 16 de octubre el Capitán Ramón Zúñiga recibió orden 
superior de cumplir lo dispuesto por el Consejo de Guerra, en el sentido que se 
debía fusilar a tres personas. Agrega que en cumplimiento de dicho cometido 
los tres detenidos fueron llevados a un sitio eriazo donde fueron ejecutados, 
recibiendo cada uno 3 o 4 disparos, falleciendo instantáneamente, siendo ense-
guida trasladados al cementerio y a la morgue, lugar este último donde fueron 
colocados en 3 ataúdes. 
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También depuso Leonardo Meza M., administrador del Cementerio de 
Copiapó, a fojas 693, señalando que no recuerda los detalles de la sepultación 
de tres personas cuyos registros se efectuaron el 18 de octubre, pero que por 
comentarios supo que el doctor Alcayaga se había negado a practicar las autop-
sias. Arturo Araya, que a la fecha de los hechos que se investigan trabajaba 
bajo las órdenes del doctor Alcayaga, a fojas 698 señaló que el 18 de octubre de 
1973, a las 8,00 horas, encontró en la mesa de autopsia un cuerpo y que otros 
dos se encontraban en una sala contigua y que con Escudero y Alday, dando 
cumplimiento a las órdenes que recibieron, los colocaron en unas urnas, 
sellándolas. Agrega que posteriormente Meza dio instrucciones a Alday y 
Escudero para que cavaron tres fosas en el patio 16, presumiendo que ahí los 
sepultaron. A fojas 701 y 703, deponen Escudero y Alday en el mismo 
sentido. Asimismo, a fojas 2520 y 2522, Victor Bravo, Oficial del Registro 
Civil, señala que tuvo que ir a la morgue del cementerio para identificar a tres 
fusilados, lugar donde también estaba el doctor Mendoza, retirándose una vez 
que les tomó las huellas dactilares, agregando que los tres cuerpos sólo 
presentaban heridas de bala en el centro del pecho. A fojas 2607, 2608 y 2609, 
rolan los informes estadísticos de defunción de García Posada, Castillo Andrade 
y de Tapia Tapia, en los que se consigna como causa de muerte impactos de 
bala, rolando a fojas 679, 680 y 678 los respectivos certificados de defunción. 
7° Que respecto de los hechos ocurridos en Calama, de la declaración 
prestada por Eugenio Rivera Desgroux, Comandante del Regimiento de Infan-
tería N° 15 de Calama, aparece que el 19 de octubre de 1973, aproximadamente 
a las 15,00 hrs., personal militar retiró de la cárcel a 26 detenidos, los 
condujeron en un vehículo militar a los cerros de Topater, lugar donde fueron 
interrogados y fusilados, siendo dispersados los cuerpos por la pampa. Patricio 
Lapostol A., señala a fojas 542 que acompañó al Teniente Mandiola a res-
guardar el lugar donde se efectuó la ejecución, observando que los cuerpos 
estaban amontonados y deteriorados, siendo posteriormente trasladados por el 
Capitán Minoletti para su entierro. Asimismo, en autos rolan los certificados 
de defunción de Hidalgo Rivas, Miranda Luna, Muñoz Castillo y de Yueng 
Rojas, en los que se dejó constancia que el fallecimiento se produjo el 19 de 
octubre de 1973, a las 18,00 hrs, y que la causa de la muerte fue destrucción 
torácica y región cardíaca-fusilamiento, rolando en los expedientes respectivos 
el resto de los certificados de defunción. 
8 o Que todos los antecedentes anteriormente expuestos, en efecto, con-
ducen a la convicción de que todas las personas individualizadas en la moti-
vación primera como víctimas de secuestros reiterados agravados, fueron ulti-
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madas o asesinadas en el mes de octubre de 1973, de suerte que se aleja de toda 
racionalidad calificar tales hechos como delito de secuestro calificado, lo que 
importa suponer que se encontrarían actualmente vivas o desaparecidas, presun-
ción ficta que se aparta dramáticamente de la realidad descrita precedentemente. 
9° Que, en razón de esta conclusión, y aún entendiendo que los hechos 
pudieran configurar la ocurrencia de delitos de homicidio de las referidas vícti-
mas, corresponde considerar que se trata de hechos punibles que se perpetraron 
durante el período que cubre la ley de amnistía, contenida en el Decreto Ley 
N° 2191, y, en consecuencia, ajuicio de los disidentes en virtud de esta ley de 
perdón, tales hechos estarían desprovistos de toda punibilidad, tal cual lo 
declaró el pleno de la Corte Suprema en un recurso de inaplicabilidad inter-
puesto por don Alfonsa Insunza Bascuñan, mediante sentencia dictada con 
fecha 24 de agosto de 1990, y además, en todo caso, cubiertos por la prescrip-
ción, atendido a que se perpetraron hace aproximadamente 27 años. 
10° Que, por otra parte, y sin perjuicio y en cualquier otro supuesto, del 
examen de los antecedentes de la causa no se desprenden indicios o sospechas 
fundadas que vinculen al requerido con algún grado de participación en la 
comisión de los hechos que determinaron la muerte de las víctimas tantas 
veces nombradas, razón por la cual se comparte íntegramente las reflexiones 
que sobre el particular se vierten en los fundamentos signados con los números 
26 a 34 del fallo de minoría, que arriba a idéntica conclusión. 
Que en este mismo orden es útil reiterar que las instrucciones que im-
partió el Comandante en Jefe del Ejército de la época al General Sergio 
Arellano Stark, con ocasión de la comisión que se le encomendara, se circuns-
cribieron al cumplimiento de labores de coordinación de criterios institu-
cionales, de gobierno interior y de procedimientos judiciales, según aparece 
reconocido reiteradamente por todos los protagonistas de autos, sin que 
aparezcan sospechas verdaderamente fundadas de que hubiere existido por parte 
del primero concierto o inducción que pudiera vincularlo a los graves delitos 
que se perpetraron con motivo del cometido indicado. 
Esta conclusión se refuerza con las declaraciones prestadas por el propio 
Arellano en el curso del proceso y se infiere del texto de la carta que con fecha 
16 de julio de 1998 le enviara al Senador Vitalicio Augusto Pinochet Ugarte, 
cuando refiriéndose a la circunstancia de que no recibió orden de volver de 
Antofagasta, relata que continuó su viaje al norte del país, pernoctando en 
Iquique y Arica, en la casa de los Generales señores Forestier y Mena, y que en 
esos lugares no sucedió nada irregular, porque estaba en conocimiento, al 
menos parcial, de lo sucedido anteriormente, por lo que adoptó medidas de 
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control respecto del Coronel Arredondo, y le expresa al destinatario, a la letra, 
lo siguiente: "Por lo demás, creo que sólo te enteraste de la verdadera magnitud 
de las tropelías cometidas por esos oficiales cuando yo te informé a mi regre-
so, a pesar que todavía entonces yo mismo carecía de la versión completa." y 
agrega en seguida: " Es efectivo que tus órdenes estuvieron enmarcadas en los 
ámbitos institucional y de la justicia militar. Jamás he dicho no diré lo 
contrario porque sena una falsedad". 
1 I o Que en atención a todo lo razonado, también es dable concluir que el 
proceso y la investigación que se sigue en la causa número de rol 2182-98, en 
cuanto a los delitos de secuestro agravado de personas que se encuentran muer-
tas, no se ajusta a las normas del debido proceso, porque tal procedimiento de 
investigación se aparta de la correspondiente racionalidad e impide un juicio 
justo y, en consecuencia, quebranta la garantía que al efecto consagra el 
artículo 19 número 3 de la Constitución Política de la República, que se 
robustece con las normas establecidas en los Tratados Internacionales actual-
mente vigentes: Convención Americana sobre Derechos Humanos, denomi-
nado Pacto de San José de Costa Rica, y el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos. 
Que en relación con la falta de concurrencia en la especie de la garantía 
del debido proceso, en atención al estado de salud generalizado del requerido, 
como según se desprende de los antecedentes médicos que obran en autos y que 
fueron invocados por el Estado chileno en la oportunidad que es de público 
conocimiento, los disidentes comparten los razonamientos que al efecto se 
formulan en los considerandos signados con los números 17 a 24 del voto de 
minoría. 
12° Que en el orden de las reflexiones expresadas en los fundamentos 
precedentes, una adecuada interpretación de la supremacía constitucional y 
contenido de la garantía del debido proceso que consagra el artículo 19 N° 3 de 
la Constitución Política de la República, necesariamente llevan a la conclu-
sión de que el principio de razonabilidad que se consigna en dicha normativa, 
comprende no sólo el debido proceso meramente formal, sino que es compren-
siva también de una noción sustantiva de esta elevada garantía, que más allá de 
todo el rigorismo formal, está destinada a impedir expresiones de ilicitud 
o abierta arbitrariedad en el juzgamiento, a fin de asegurar un juicio justo que 
conduzca a una decisión que se asiente en motivos y fundamentos razonables. 
El Ministro don Osvaldo Faúndez tiene además en consideración y 
precisa: 
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1) Que comparte en su integridad lo que exponen los disidentes del fallo 
apelado en los motivos 1 I o a 25° de su voto, porque la falta de comprobación 
del estado de salud efectivo y actual del senador Pinochet mediante exámenes y 
pericias médico-legales que bien pudieron haberse realizado en el país -si en su 
oportunidad la Corte de Apelaciones de Santiago o esta Corte Suprema hubie-
ran accedido a las peticiones que en tal sentido reiteradamente se formularon-
impide tener conocimiento cabal de tal estado, genera una duda fundamental es 
cuanto a que pueda incurrirse en una gravísima infracción al derecho de defensa, 
que es la base y sostén del debido proceso legal, y hace imposible en definitiva 
emitir una decisión fundada respecto de una materia de tanta trascendencia que, 
atendido su establecimiento constitucional, pudo aisladamente, por sí sola, ser 
bastante y suficiente para resolver respecto del desafuero solicitado ; 
2) Que en la especie se trata del caso de la comitiva militar en el que 
seis ex oficiales y un ex fiscal militar se encuentran procesados por el 
secuestro calificado y reiterado de diecinueve personas ejecutadas en el curso de 
dicho mes y cuyos cuerpos no se han encontrado. Luego, al Senador Pinochet 
se le imputa responsabilidad criminal en dicho caso, calificado como secuestro 
de personas, calificación que puede ser de efecto no definitivo, si se tiene 
enconsideración , por una parte, que las decisiones que se adoptan en los autos 
de procesamiento pueden modificarse e incluso dejarse sin efecto en la secuela 
del Juicio, pues tales resoluciones, atendida su naturaleza, son esencialmente 
revocables y, por otra, que si bien es el resultado de una elaborada apreciación 
o interpretación judicial válida como tal, contradice con rotunda evidencia la 
realidad fáctica existente a la sazón, distanciando consecuencialmente los idea-
les supremos de la verdad y de la justicia, que por su profunda concepción y su 
magnitud no pueden jamás separarse desde que hace surgir de inmediato y 
espontáneamente, leído detenidamente el proceso, tres afirmaciones categóricas 
e irrefutables y varias interrogantes fundadas y plausibles. 
Las afirmaciones son: a) Las personas que se dicen secuestradas fueron 
muertas mediante fusilamiento en el sitio de los sucesos, así, lo reconocen 
circunstanciadamente los procesados Sergio Arredondo González, Marcelo 
Moren Brito y Patricio Díaz Araneda y lo expresan todos los comandantes de 
los regimientos que han prestado declaración; b) Se desconoce el o los lugares 
donde se encuentran los cadáveres o restos de dichas personas, y c) No existe 
antecedente alguno en el expediente que permita objetivamente suponer si-
quiera que las víctimas fueron encerradas en un lugar desconocido y que en esa 
condición permanecen hasta ahora. Nadie lo ha dicho y de ninguna pieza 
sumarial puede inferirse. 
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Al respecto cabe considerar que el juez de la causa ha dirigido la inves-
tigación en este aspecto precisamente hacia la ubicación de los dichos cadá-
veres o restos y no a encontrar a 1 os que, por creación intelectual, permane-
cerían privados de libertad. Las interrogantes son, entre otras: ¿Es verosímil 
que las 19 personas que habrían sido detenidas hace casi 27 años se encuentran 
desde entonces privadas de libertad en alguna parte y bajo la custodia de los 
secuestradores, que han debido y deben proporcionarles el alimento, el abrigo y 
el cuidado imprescindibles para que sobrevivan?¿Puede castigarse un delito que 
se está cometiendo, si no se trata de una tentativa? Cumplidas las penas que 
puedan imponerse en esta causa, ¿deberían los responsables volver a ser juz-
gados y condenados por los mismos secuestros, porque éstos continuarían 
cometiéndose hasta que aparezcan los ficticiamente secuestrados restos?; 
3) Que la ponderación conjunta y reflexiva de lo expuesto y razonado 
lleva naturalmente a concluir que los hechos investigados en estos antecedentes 
no tipifican los delitos de secuestros calificados y reiterados a que se refiere el 
auto de procesamiento de fs. 1570 y por los que se han elevado los autos soli-
citándose el desafuero del parlamentario imputado, y a considerar que cualquier 
otro ilícito penal que pudiera llegar a estimarse que configurarían sólo 
conllevaría su amnistía o la declaración de la prescripción de la acción penal 
respectiva, por lo que, en todo caso, no es razonable si conducente despojar el 
Senador don Augusto Pinochet Ugarte de su fuero autorizando la formación de 
causa en su contra por los referidos hechos, y 
4) Que, a mayor abundamiento y sólo por la vía de la hipótesis, cabe 
precisar que respecto de los pretendidos delitos de secuestro o de cualquier otro 
relativo a la muerte de los supuestos secuestrados no existen antecedentes para 
sospechar que el señor Pinochet haya tenido en ellos participación como autor, 
cómplice o encubridor. Como autor mediato o como cómplice porque de la 
minuciosa revisión de la causa, hoja por hoja, no aparece elemento de prueba o 
de juicio alguno, ni testimonial ni de ninguna naturaleza, de que el senador 
hubiere dado o podido dar orden de matar ni menos de secuestrar, o que pudiera 
haberse interpretado en tal sentido, y como encubridor, porque los encubridores 
intervienen con posterioridad a la perpetración de un delito, una vez ejecutado, 
y los secuestros que se suponen, en la forma como han sido forjados, se 
siguen cometiendo actualmente y, como delitos en ejecución, no pueden tener 
encubridores. 
Regístrese y devuélvanse. 
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ADOPTADOS EL 19 DE ABRIL DE 2000 
RÉGIMEN ACORDADO RELATIVO A LAS AUTORIDADES DE 
GIBRALTAR EN EL CONTEXTO DE LOS INSTRUMENTOS DE 
LA UE Y DE LA CE Y TRATADOS CONEXOS 
1.— Teniendo en cuenta la responsabilidad del Reino Unido como 
Estado miembro responsable de Gibraltar, incluidas sus relaciones exteriores, 
según lo dispuesto en el artículo 299.4 del Tratado de la CE, cuando en un 
instrumento o tratado del tipo indicado en el apartado 5 se incluya una 
disposición en virtud de la cual un organismo, autoridad o servicio de un 
Estado miembro de la UE pueda comunicarse directamente con los de otro 
Estado miembro de la UE o pueda tomar decisiones con algún efecto en otro 
Estado miembro de la UE, en el caso de un organismo, autoridad o servicio 
de Gibraltar (en lo sucesivo "autoridades de Gibraltar"), esa disposición se 
hará efectiva, de conformidad con el procedimiento del apartado 2 y en los 
casos especificados en el mismo, a través de la autoridad del Reino Unido 
mencionada en el apartado 3. Las obligaciones propias de un Estado miembro 
de la UE derivadas del instrumento o tratado pertinente se mantienen 
radicadas en el Reino Unido. 
2 .— Con el fin de hacer efectiva dicha disposición, las comunicaciones 
formales y las decisiones que vayan a notificarse, tomadas por las autoridades 
de Gibraltar o dirigidas a estas, serán transmitidas por la autoridad indicada en 
el apartado 3 acompañadas por una nota de cobertura según el modelo que, a 
efectos ilustrativos, figura en el Anexo 1. La autoridad indicada en el apartado 
3 también asegurará una respuesta apropiada a cualquier consulta relacionada 
con lo anterior. Cuando las decisiones hayan de ejecutarse directamente por un 
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tribunal u otra autoridad con poder para hacerlo de otro Estado miembro de la 
UE sin dicha notificación, los documentos en que consten esas decisiones de 
la autoridad de Gibraltar serán certificados como auténticos por la autoridad 
indicada en el apartado 3. A tal efecto, la autoridad de Gibraltar realizará la 
debida solicitud a la autoridad indicada en el apartado 3. La certificación se 
expedirá en la forma de una nota basada en el Anexo 1. 
3 . — La autoridad del Reino Unido indicada en los apartados 1 y 2 será 
la The United Kingdom Government/Gibraltar Liaison Unit for EU Affairs of 
the Foreign and Commonwealth Office del Reino Unido, con sede en Londres 
o cualquier organismo del Reino Unido, con sede en Londres, que el gobierno 
del Reino Unido decida nombrar. 
4 .— La designación por el Reino Unido de una autoridad de Gibraltar 
en aplicación de cualquier instrumento o tratado indicado en el apartado 5 que 
contenga una disposición como la mencionada en el apartado 1 incluirá tam-
bién una referencia a la autoridad indicada en el apartado 3 en los términos del 
anexo 2. 
5 .— Este régimen se aplicará entre los Estados miembros de la UE a: 
a) cualquier instrumento presente o futuro de la Unión Europea o de la 
Comunidad Europea o cualquier tratado presente o futuro concluido en el 
marco de la UE o de la CE; 
b) cualquier tratado presente o futuro relacionado con la Unión Europea 
o con la Comunidad Europea en el que todos o algunos de los Estados miem-
bros de la UE o todos o algunos de los Estados miembros de la UE y de la 
EFTA o del EEE sean los únicos signatarios o las únicas partes contratantes; 
c) los convenios del Consejo de Europa mencionados en el Convenio 
de Aplicación del Acuerdo de Schengen de 19 de junio de 1990; 
d) los siguientes tratados relacionados con instrumentos de la Unión 
Europea: 
— Convenio relativo a la notificación o traslado en el extranjero de 
documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o comercial, hecho en 
La Haya el 15 de noviembre de 1965. 
— Convenio relativo a la obtención de pruebas en el extranjero en 
materia civil o mercantil, hecho en La Haya el 18 de marzo de 1970. 
— Convenio sobre los aspectos civiles de la sustracción internacional 
de menores, hecho en La Haya el 25 de octubre de 1980 (cuando se extienda a 
Gibraltar). 
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e) otros tratados a los que las dos partes acuerden que se aplique el pre-
sente régimen. Cuando no exista tal acuerdo, las dos partes se esforzarán por 
evitar y resolver, no obstante, cualquier problema que pueda surgir. 
Por lo que se refiere a los tratados indicados en las letras a) y b), el 
presente régimen se aplicará también entre todas las partes contratantes en 
dichos tratados. Los apartados 1 y 2 de este régimen se interpretarán en 
consonancia. 
6.— El espíritu del presente régimen se respetará para resolver las 
cuestiones que puedan suscitarse en la aplicación de cualquier disposición del 
tipo indicado en el apartado 1, teniendo presente el deseo de ambas partes de 
evitar problemas relativos a la designación de autoridades de Gibraltar. 
7.— El presente régimen o cualquier actividad o medida tomada en 
aplicación o como consecuencia del mismo, no implica por parte del Reino de 
España ni del Reino Unido ninguna modificación en sus posiciones 
respectivas sobre la cuestión de Gibraltar o sobre los límites de ese territorio. 
8.— El presente régimen será notificado a las instituciones y a los 
estados miembros de la UE para su información y a los efectos indicados en el 
mismo. 
ANEXO 1 
En nombre del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte como 
Estado miembro responsable de Gibraltar, incluidas sus relaciones exteriores, 
de conformidad con el artículo 299.4 del Tratado de la CE, adjunto un certi-
ficado respecto de (la compañía), firmado por el Comisario de Seguros, auto-
ridad supervisora de Gibraltar. 
De conformidad con el artículo 14 de la Directiva 88/357/CEE, modi-
ficada por el artículo 34 de la Directiva 92/49/CEE, la (nombre de la 
compañía) ha notificado al Comisario de Seguros de Gibraltar su intención de 
prestar servicios en (nombre del Estado miembro de la UE). El procedimiento 
previsto por el artículo 35 de la Directiva 92/49/CEE consiste en que, en el 
plazo de un mes desde la notificación, las autoridades competentes del Estado 
miembro de origen remitirán al Estado miembro receptor o al Estado miem-
bro en cuyo territorio se proponga desarrollar su actividad una empresa en 
virtud de la libertad de prestación de servicios: 
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a) un certificado acreditativo de que la empresa posee el margen míni-
mo de solvencia calculado de conformidad con los artículos 16 y 17 de la 
Directiva 73/239/CEE; 
b) las clases de seguros que la empresa se halla autorizada para ofrecer; 
c) la naturaleza de los riesgos que se propone cubrir la empresa en el 
Estado miembro de prestación de servicios. 
ANEXO 2 
FÓRMULA QUE UTILIZARÁ El REINO UNIDO CUANDO DESIGNE 
UNA AUTORIDAD DE GIBRALTAR 
Con respecto a la aplicación de (nombre del instrumento) a Gibraltar, el 
Reino Unido, como Estado miembro responsable de Gibraltar, incluidas sus 
relaciones exteriores, de conformidad con el artículo 299.4 del Tratado de la 
CE, designa a (nombre de la autoridad de Gibraltar) como la autoridad compe-
tente a efectos de (disposición aplicable del instrumento). De conformidad con 
el régimen notificado en el documento del Consejo XXX de ... de 2000: 
Se utilizará, según proceda, una o más de una de las siguientes 
alternativas 
— cualesquiera comunicaciones formales requeridas en virtud de las 
disposiciones aplicables de (nombre del instrumento) procedentes de o diri-
gidas a (nombre de la autoridad de Gibraltar). 
— Cualquier decisión adoptada por o dirigida a (nombre de la auto-
ridad de Gibraltar) que vaya a notificarse en virtud de las disposiciones apli-
cables de (nombre del instrumento) 
Será transmitida por (nombre de la autoridad del Reino Unido) acom-
pañada por una nota de cobertura. El/la (nombre de la autoridad del Reino 
Unido) también asegurará una respuesta apropiada a cualquier consulta rela-
cionada con lo anterior. 
Cuando las decisiones hayan de ejecutarse directamente por un tribunal 
u otra autoridad con poder para hacerlo en otro Estado miembro sin necesidad 
de una notificación formal previa 
— los documentos en que consten dichas decisiones de (nombre de la 
autoridad de Gibraltar) serán certificados como auténticos por (nombre de 
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la autoridad del Reino Unido) realizará la debida solicitud a (nombre de la 
autoridad del Reino Unido). La certificación se expedirá en forma de nota. 
ACUERDO SOBRE LAS TARJETAS DE IDENTIDAD, 
19 de abril de 2000 
Se añadirán las palabras "United Kingdom" encima de "Gibraltar" en el 
anverso del documento de identidad expedido en Gibraltar a los nacionales 
británicos residentes en Gibraltar. La autoridad expedidora que figure en el 
reverso del documento de identidad será el "Civil Registration Officer, 
Gibraltar. Validated for EU travel purposes under the authority of the 
Government of the United Kingdom" (Encargado del Registro Civil, 
Gibraltar. Con validez a efectos de viaje en la UE bajo la autoridad del 
Gobierno del Reino Unido). El documento de identidad con este nuevo 
formato será aceptado como válido para viajar dentro de la UE. 
ACUERDOS DE COOPERACIÓN POLICIAL, 
19 de abril de 2000 
Considerando el artículo 39.4 del Convenio de Aplicación del Acuerdo 
de Schengen de 19 de junio de 1990, y con el fin de reforzar la cooperación 
entre los servicios correspondientes de policía en Gibraltar y en la región 
circunvecina, (de un lado, la Royal Gibraltar Police, y, de otro lado, la 
Policía Nacional y la Guardia Civil), 
Considerando también el artículo 29 del Tratado de la U.E. y las 
conclusiones del Consejo Europeo especial celebrado en Tampere, 
Se establecen los siguientes acuerdos: 
— Los servicios de policía correspondientes, de manera compatible con 
sus respectivos sistemas internos administrativos y legales, se prestarán 
asistencia mutua en áreas de interés y preocupación comunes para prevenir y 
luchar contra la delincuencia. 
— La cooperación comprenderá la prevención y la lucha contra la 
delincuencia transfronteriza y otras formas de delincuencia en la región, 
organizadas o no, incluidos el terrorismo, el tráfico de seres humanos y los 
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delitos contra menores, el tráfico ilegal de armas, drogas y bienes, los delitos 
medioambientales, la corrupción, el blanqueo de dinero y el fraude. 
— Cada servicio designará a un oficial de enlace que actuará como 
principal punto de contacto y que trabajará estrechamente con el otro servicio, 
intercambiando visitas con el mismo cuando sea necesario. 
— Los servicios correspondientes mantendrán líneas de contacto por 
teléfono, por radio y por télex y otras conexiones directas para facilitar la 
cooperación policial. La información sensible se transmitirá a través de canales 
seguros establecidos entre ellos. 
— También habrá una vía de enlace cuando sea preciso entre los 
servicios de policía españoles y el National Criminal Intelligence Service 
(NCIS), de manera compatible con sus respectivas responsabilidades, para la 
prevención y la lucha contra la delincuencia en la región. 
— El Ministro del Interior de España y el Home Secretary del Reino 
Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte vigilarán el cumplimiento de 
estos Acuerdos, en consulta con las autoridades adecuadas. 
— Los presentes Acuerdos o cualquier actividad o medida tomada en 
aplicación o como consecuencia de los mismos, no implican por parte del 
Reino de España o del Reino Unido ninguna modificación en sus posiciones 
respectivas sobre la cuestión de Gibraltar o sobre los límites de ese territorio. 
Firmado por duplicado en el , en español e inglés 
siendo ambos textos igualmente válidos. 
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